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1 etapa 
iumo es 

- - _  presentar la Memoria correspondiente al año 1989, 
quisiera tener algo más que un obligado gesto de cortés re- 
cuerdo hacia mi antecesor en el cargo, el Excmo. Sr. D. Ja- 

/ vier Moscoso del Prado y Muñoz, a cuyo mandato corres- 
ponde mente la gestión del Ministerio Fiscal durante 
dicho 1, y añadir el testimonio de amistad y afecto 
que estoy beguro es compartido por todos los miembros del 
Ministerio Fiscal y de la Judicatura que han tenido la opor- 
tunidad de apreciar sus cualidades humanas, competencia 
profesional y compañerismo, que han dejado un imborrable 
recuer~ : de la Carrera. 

Cu nas responsabilidades, lo hago 
consciente de su importancia y de mis personales limitacio- 
nes para hacer frente a ellas, solamente salvables mediante 
la generosa colaboración que desde el primer día me han 
brindado los r Fiscales y la única aspiración de que, 
a su término, econozca la voluntad de haber intenta- 
do cumplir c611 1111 deber, es decir, con el mandato de la 
Constitución y del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, 
en defensa de la legalidad, de los derechos de los ciudada- 
nos y del interés público tutelado por la ley, de oficio o a 
petición de los interesados, así como velar por la indepen- 
dencia de los Tribunales y procurar ante éstos la satisfacción 
del interés social. 

Al hacerme cargo de la dirección del Ministerio Fiscal, 
en un momento en que se empieza a vislumbrar alguna espe- 
ranza de solución para los problemas que aquejan a la Ad- 
ministración de Justicia, lo hago con tanta ilusión como in- 

icñores 
se me r~ 
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quietud, con tanto sentido de la responsabilidad como falta 
de conformismo ante la situación presente, en el convenci- 
miento de que sólo un esfuerzo aún mayor, sostenido y pro- 
longado, nos permitirá ofrecer a nuestros conciudadanos la 
Justicia que tienen derecho a exigir. 

Vivimos unos momentos rápidos y apasionantes, tiem- 
pos también llenos de conflictos, que muchas veces son re- 
sueltos por la propia sociedad, pero otras veces, y quizá 
podríamos decir que con demasiada frecuencia, se judiciali- 
zan. Tenemos que reflexionar sobre este fenómeno, buscar 
sus causas, su porqué. 

\ Lógicamente, parte de puesta radica en que la 
Constitución ha creado un csraao judicializado. Quiero de- 
cir, ndonadc .o pasado inmediato, la Constitu- que aba 

configi - --- ción ~ r a  un I ,o Poder Judicial, regulado en su 
Título V I  y que se constituye en salvaguarda de todos los 
derechos fundamentales y libertades públicas de los ciuda- 

gran pa 
n de jul 
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danos, mediante el juego de controles, pesos y contrapesos, 
encomendados en : rte a los Jueces y Magistrados, 
mediante su funciói tgar y hacer ejecutar lo juzgado. 
No es infrecuente cluc, cII el ejercicio de la misma, se pre- 
tendan dirimir controversias de gr rcusión en la opi- 
nión pública, que se siente concern icluso identificada 
con las tesis de una u otra de las partes, que son objeto, a 
vece lrocesos paralelos, en absoluto deseables en la 
med que pudieran condicionar la indispensable liber- 
tad e independencia del Juzgador. La resolución de estos 
casos suele dar lugar a críticas siempre útiles y siempre con- 
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venientes cuando tienen realmente ese carácter, o a valora- 
ciones que van más allá de lo jurídico, cuando se califica o 
descalifica al órgano judicial, según la c( is- 
conformidad de los planteamientos previo jel 
fallo. 

Estas y otras razones explican que el Poder Judicial apa- 

incider 
s con el 
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rezca-como nuevo para el pueblo español, ya que antes era 
menos conocido, se le miraba desde otra óptica o realizaba 
su trabajo de manera menos controvertida. 



Ello ha servido ciertamente para que se aprecien sus vir- 
tudes y sus carencias, motivadas éstas últimas la mayor par- 
te de las veces por una crisis de crecimiento que se está 
afrontando gradualmente mediante un esfuerzo notable por 
dotar a la Administración de Justicia de medios que permi- 
tan adecuarla a las exigencias de los nuevos tiempos y 
afrontar los retos del futuro. 

Así, podemos constatar que las consignaciones presu- 
puestarias dedicadas a Justicia han pasado de 85.542 millo- 
nes de pesetas en 1984, a 191.076 millones de pesetas, en 
1990, lo que supone un incremento total de 105.534 millo- 
nes y un aumento porcentual del 123 %. 

A ese Poder Judicial, la Constitución le ha dotado ade- 
más de un órgano de gobierno, el Consejo General del Po- 
der Judicial, que se renovará próximamente, y que tiene y 
debe asumir una gran responsabilidad en el funcionamiento 
cada vez más eficaz del aparato judicial. 

Lógicamente, la Constitución Española también ha su- a 

puesto un cambio cualitativo del Ministerio regulado 
en el artículo 124 de nuestra Carta Magna, también dentro 
del Título VI del Poder Judicial. 

Pues bien, el Ministerio Fiscal ha asumido igualmente 
un protagonismo singular con el nuevo marco Constitucio- 
nal y su actuación es noticia permanente en los medios de 
comunicación. 

El fenómeno obedece, en parte, a las mismas causas que 
hemos analizado respecto al protagonismo alcanzado por el 
Poder Judicial y a algunas otras añadidas, como es el hecho 
constatable de que, por la misma estructura de los procesos 
civiles y penales, contencioso-administrativos y sociales, la 
respuesta judicial se produce con una cierta lentitud y, por 
eilo, lo noticiable hoy no es en sí la resolución judicial, sino 
que una determinada pretensión haya sido o no admitida a 
trámite por los Tribunales, o el papel que el Ministerio Fiscal 
ha adoptado en las sucesivas fases procesales. 

El Ministerio Fiscal es cuestionado también, porque 
como defensor de la legalidad y sujeto a criterios de impar- 



cialidad, teniendo un papel menos definido que el Juez en 
el proceso, todas las demás partes procesales quieren tenerle 
de su lado, aspiran a que apoye sus pretensiones, y si, como 
hemos dicho, muchos de los conflictos actuales, sociales e 
incluso políticos, se judicializan, los diversos sectores de la 
sociedad, y hasta a veces las fuerzas políticas, cuando el 
Fiscal no comparte lo que consideran su propia verdad, no 
aceptando que la búsqueda de la misma es compleja, niegan 
la imparcialidad del Fiscal o le acusan de falta de indepen- 
dencia. 

No es ésta la ocasión para un discurso teórico sobre la 
dependencia o independencia o sobre la naturaleza jurídica 
del Ministerio Fiscal. Pero es útil destacar que el texto cons- 
titucional suprimió toda mención a la anterior relación de 
dependencia del Gobierno, que figuraba en nuestros textos 
históricos anteriores. De la lectura del texto constitucional y 
de la lectura del Estatuto Orgánico del Ministeno Fiscal, 
aprobado por la Ley 50/1981, se observa claramente esa 
independencia y los mecanismos legales configurados para 
salvaguardarla, tanto la del Fiscal General del Estado como 
la de todos los miembros del Ministerio Fiscal. 

Pero no debe confundirse independencia con ausencia 
de colaboración. Los poderes públicos, en un Estado demo- 
crático, deben tener su cuota de independencia en el ámbito 
de responsabilidades que ejercen, pero para el funciona- 
miento correcto de ese Estado es esencial que cooperen en- 
tre sí. Con ello quiere decirse que es necesario que el Fiscal 
colabore en la política criminal global, definida por el Go- 
bierno y aplicada por el Ministeno Público con imparciali- 
dad, objetividad e independencia, en su función de promotor 
de la acción de la Justicia. 

Pero quisiera hacer referencii .las de la actividad 
del Fiscal menos conocidas y que, sin embargo, están adqui- 
riendo cada vez más importancia para la sociedad en su con- 
junto. El ciudadano medio tiene la impresión de que el Fis- 
cal es ese acusados empecinado que está solicitando siempre 
penas muy duras, pero ignora que el Fiscal lo mismo acusa 



que defiende, que las facetas de intervención del Ministerio 
Fiscal en el proceso penal son mucho más complejas y que, 
además, el Fiscal está empezando a investigar delitos, cosa 
que ya le autorizaba el artículo 5 del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal y que ha reforzado el artículo 785 bis de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, modificado por la Ley 
Orgánica 711988, de reforma parcial del proceso penal, que 
ha introducido el llamado «Proceso Abreviado» en nuestro 
Derecho como respuesta del legislador a la sentencia del 
Tribunal Constitucional núm. 14511988, de 12 de julio, que 
establece que el Juez que ha instruido no puede fallar la 
causa. El legislador del 88 ha acertado sin duda en esta 
reforma, pero la misma es provisional, mientras se acomete 
la reforma total y en profundidad de ese proceso penal, para 
lo cual se ha creado en el Ministerio de Justicia una Comi- 
sión especial encargada de reformas procesales y estamos 
seguros de que la respuesta para la solución del proceso 
penal será profundizar en la faceta investigadora del Minis- 
terio Fiscal, llevando el órgano acusador el impulso procesal 
y dejando a 1 genuina función: la de os Jueci 
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arantías juzgar y resol de los derechos funda- 

mentales de la persona. Sólo cuando demos ese paso habre- 
mos logrado realmente acabar con la lentitud proce = d 

es el camino que están siguiendo los países europeo - 
mania, Italia, Portugal-, y se debate en los demas, e b  el 
recomendado por el Consejo de Europa y aceptado en la 
Conferencia de los Presidentes y Fiscales Generales de los 
Tribunales Supremos de los Estados Miembros de las Co- 
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munidades ~ u r o ~ e a s ,  celebrada en Madrid durante los días 
17 a 20 de octubre de 1989. 

Precisamente, potenciando la labor de investigación del 
Ministerio Fiscal, ya la Ley 511988, de 24 de marzo, por la 
que se crea la Fiscalía Especial para la Prevención y Repre- 
sión del Tráfico Ilegal de Drogas, dio al Ministerio Fiscal 
funciones de investigación en tomo al ciclo económico en 
el que se mueven las organizaciones dedicadas al narcotráfi- 
co, ya que e do d) d u10 18 bis del Estatuto 



Orgánico del Ministerio Fiscal dice que corresponde al Fis- 
cal «investigar la situación económica y patrimonial, as; 
como las operaciones financieras y mercantiles de toda cla- 
se de personas respecto de las que existan indicios de que 
realizan o participan en actos de tráfico ilegal de drogas o 
que pertenezcan o auxilian a organizaciones que se dedican 
a dicho tráfico, pudiendo requerir de las Administraciones 
Públicas, Entidades, Sociedades y gzrticulares las informa- 
ciones que estimen precisas». 

Y es justamente en este importante problema mundial 
del narcotráfico donde quiero hacer unas reflexiones sobre 
la necesidad de reformar el Código Penal, que en esta mate- 
ria lo fue por la Ley Orgánica 111988, de 24 de marzo, Ley 
por lo tanto nueva, que se adaptó en la fecha de su publica- 
ción al modelo que se iba diseñando en los trabajos prepara- 
torios de la Convención de Viena, pero como ésta no se 
aprobó hasta unos meses después -diciembre de dicho 
año-, hay que acudir a otra reforma legislativa para aco- 
modar nuestro ordenamiento a dicha Convención, perfeccio- 
nando así nuestra legislación e incorporando obligatoria- 
mente a la misma elementos tales como la investigación so- 
bre el blanqueo de dinero y la fabricación de precursores. 

Bien es verdad que no es sólo esa reforma legislativa la 
que hace falta en el campo penal, sino que resulta cada vez 
más urgente la publicación de lo que se ha denominado el 
«Código Penal de la Democracia», que el Gobierno se ha 
obligado a tramitar en esta legislatura. 

Efectivamente, nuestro viejo texto legal procede en 
esencia del siglo m, si bien ha tenido reformas importantí- 
simas, y citamos aquí expresamente la de 25 de junio de 
1983, en cuanto refuerza extraordinariamente el principio 
de culpabilidad, hace una modificación parcial y profunda 
de la parte general y de la parte especial, principalmente en 
delitos contra la propiedad y, posteriormente, las reformas 
efectuadas en 1984, 1985, 1987, 1988 y 1989, que son las 
siguientes: 



En 1984: Ley Orgánica 211984, de 26 de marzo, regula- 
dora del derecho de rectificación, que deroga el número 1 
del artículo 566; Ley Orgánica 711984, de 15 de octubre, 
sobre colocación ilegal de escuchas telefónicas, que introdu- 
ce los artículos 192 bis y 497 bis, y Ley Orgánica 911984, 
de 26 de diciembre, que deroga los artículos 174 bis a), bis 
b) y bis c), el número 2 del artículo 216 bis a) y el artícu- 
lo 216 bis b). 

En 1985: Ley Orgánica 211985, de 29 de abril, que dero- 
ga el artículo 319 y da contenido al título VI del Libro 11, 
«Delitos contra la Hacienda Pública», artículos 349, 350 y 
350 bis; Ley Orgánica 911985, de 5 de julio, impropiamente 
denominada de reforma del artículo 417 bis (ya que no lo 
modifica, sino que lo introduce), y la Ley Orgánica 141 
1985, de 9 de diciembre, que modifica el Código en correla- 
ción con el Código Penal Militar, de igual fecha. 

En 1987: Ley Orgánica 2/1987, de 18 de mayo, de con- 
flictos jurisdiccionales, que deja sin contenido el artícu- 
lo 381; Ley Orgánica 611987, de 11 de noviembre, de modi- 
ficación del.artículo 534 y creación de los artículos 534 bis 
a), b) y c) y 534 ter.; y Ley Orgánica 711987, de 11 de 
diciembre, en relación con el delito de incendio. 

En 1988: Ley Orgánica 111988, de 24 de marzo, en ma- 
teria de tráfico ilegal de drogas; Ley Orgánica 311988, de 
25 de mayo, sobre delitos relacionados con la actividad de 
bandas armadas o de elementos terroristas o rebeldes. 

En 1989: Ley Orgánica 311989, de 21 de junio, que 
comprende una importante y extensa actualización, en espe- 
cial en el Libro JB, inspirada en el principio de intervención 
mínima, que determina, también, la nueva regulación de la 
imprudencia y, parte de una fuerte elevación de las multas, 
afecta a diversos delitos, como los referentes a la seguridad 
del tráfico y otros delitos de riesgo, lesiones, libertad sexual 
y abandono de familia. 

Tras todas estas reformas sufridas en nuestro Código, su 
estructura se resiente y el mismo carece de unidad interna. 
Además, está basado en una protección de bienes jurídicos 
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que no responden a los requerimientos de la sociedad actual. 
Es necesario, aun respetando el principio de intervención 
mínima del Derecho Penal, proteger adecuadamente por 
esta vía el medio ambiente y el territorio, tipificar nuevos 
delitos societarios, que eviten prácticas que puc ionar 
los intereses de las minorías sociales, etc. 

Además, en los bienes jurídicos clásicos, protegidos, 
vida e integridad personal, patrimonio, etc., la técnica de 
nuestro viejo Código dista mucho de acomodarse a los avan- 
cc los por :ia Pena 

30~0 ,  la ía del n todo 
o nada, o pena privativa de pnsión o ~ibeI-tad, con un mar- 
gen escaso a la pena de multa. Sin embargo, el nuevo Códi- 
go se debe basar en nuevas ideas, en medidas sustitutivas 
de las penas cortas de misión. en nuevas medidas de Drotec- 
ción a las víctim , en una a que 
se corresponda p los prini iona- 
les. Estamos seguros de que el Ministerio de Justicia, al que 
le corresponde impulsar ese proyecto, sabrá acertar en su 
cometido y que el nuevo Código nacerá con un amplio con- 
senso social, suficiente los retos del nuevo 
siglo. 

Pero, como ya se avanzó, el Fiscal no se mueve solo en 
el ámbito penal, sino en el civil cada vez más y, actualmen- 
te, el Ministerio Fiscal, tras la Ley de 11 de noviembre de 
1987 de Reforma del Código Civil en materia de adopción, 
es el defensor nato de lo .es en situación mpa- 
ro y vigila las tutelas. 

Por cierto, que en el am~i to  del Derecho del menor es 
urgente afrontar el reto de crear una Ley de Protección a la 
Infancia, pues la reforma del Código Civil fue insuficiente, 
y una nueva Ley de Reforma de los Menores, pues el viejo 
texto de 11 de julio de 1948 es de discutible constitucionali- 
dad, por no garantizar suficientemente los derechos de de- 
fensa y porque el mismo Juez de Menores que investiga 
impone las medidas. 



En el ámbito del Derecho de familia, nuestra interven- 
ción es cada vez mayor en las crisis matrimoniales, al igual 
que en los procesos de la Ley 111982, de 5 de mayo, de 
protección civil del derecho al honor, a la intimidad perso- 
nal y familiar y a la propia imagen. 

No es este momento de hacer una enumeración de las 
intervenciones del Fiscal, en todos los órdenes del Derecho, 
pero ubrayar que el Fiscal debe proteger los derechos 
fund les de las personas y el interés social, por lo 
tanto la onentación de la labor Fiscal debe, a mi entender, 
ir encaminada a la protección de los sectores marginados o 
más desfavorecidos por la sociedad, menores, a los que ya 
he hecho referencia; mujeres, persiguiendo duramente las 
agresiones a su libertad sexual, o a su integridad; ancianos, 
vigilando las residencias en que nuestra sociedad, que vive 
demasiado deprisa, les recluye en la época en que más nos 
necesitan y evitando detenciones ilegales, o disminuidos 
psíquicos, vigilando las condiciones de su internamiento en 
base al artículo 21 1 del Código Civil, o rtículos 8, 
núm. 1, ó 9, núm. 1, del Código Penal. 

Quisiera igualmente, motivar la actuación de la Fiscalía 
en la defensa decidida de los derechos de los trabajadores, 
persiguiendo las conductas omisivas, cada vez más frecuen- 
tes, que dan lugar a accidentes laborales por falta de medi- 
das de seguridad e higiene en el trabajo, como los atentados 
penales contra sus derechos laborales reconocidos, intentan- 
do igualmente que las prestaciones a que tienen derecho por 
invalidez les sean prontamente reconocidas, agilizando es- 
pecialmente estos procesos. 

Debemos articular un Ministerio Fiscal dinámico. atento 

a los al 

a la realidad social y paladín de las libertades consti&ciona- 
les, no un Fiscal estático o resignado. 

Precisamente, esa realidad social nos dice que Europa 
está en pleno proceso de transformación en su conjunto y 
ante un reto inmediato, que es la entrada en vigor del Acta 
Unica. La Comunidad ~ u r o ~ e a ,  va a ser cada vez más una 
realidad tangible y de repercusión inmediata en la vida de 



los ciudadanos. En esta Europa en proceso de creación y 
transformación, va a tener una importancia capital la unifi- 
cación jurídica sobre bases de igualdad, en que los ciudada- 
nos europeos tengan un mínimo de derechos esenciales, co- 
munes '~  reconocidos a todos ellos: la Europa de los ciuda- 
danos. como se ha dicho en la reciente Cumbre de Dublín. 
en lo más profundo y práctico de su significado. 

Pues bien, en esta construcción de Europa, la creación 
de un espacio judicial europeo va a resultar fundamental 
para cohesionar a la Comunidad y llegar en un futuro, que 
esperamos no lejano, a una Confederación o una Federación 
Europea. Por lo tanto, ha llegado el momento de que los 
Jueces y Fiscales españoles colaboremos más estrechamente 
con los Jueces y Fiscales de la Comunidad. No podemos 
vivir aislados los titulares del Poder Judicial y del Ministerio 
Fiscal. Por eso, en el ámbito de la Fiscalía, quisiera reforzar 
las líneas de cooperación con los diversos Ministerios Fisca- 
les de todos los países europeos. Esta colaboración será, sin 
duda, muy fnictífera en el ámbito del Derecho I obre 
todo en materia de terrorismo, narcotráfico orgar jeli- 
tos cometidos por bandas armadas, etc., y tamoien en el 
ámbito civil, en materia de alimentos, de defensa de meno- 
res. etc. 

'enal, SI 
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Voy a pasar a exponer las cifras de la criminaliad, resu- 
midamente, del año 1989, y a hacer un diagnóstico de las 
mismas. 

Las diligencias previas iniciadas durante 1989 por razón 
de delito ascienden a 1.522.340. En 1988 se procedió a la 
apemira de 1.423.617 procedimientos por diligencias pre- 
vias, con lo que el incremento de 1989 sobre 1988 en cifras 
absolutas fue de 98.723, que representa un porcentaje del 
6,93 %. Se halla en la línea de los años 1987-1988, que fue 
del 6,37 %, y en escalón inferior a los años 1986-1987, que 
aumentó al 8,19 %. Las estadísticas nos revelan así un equi- 
librio en el crecimiento de la delincuencia. 

El crecimiento limitado y, si se quiere, proporcional, en 
líneas generales, es menor que el deja actual década y tam- 



bién que el de los últimos cinco años. El aumento del 
6,93 % para 1989 es inferior al del último quinquenio 
(7,06 %) y al correspondiente a los años 1980-1984 
(8,62 %). 

Madrid, por segundo año consecutivo, experimenta un 
descenso en los procedimientos por diligencias previas ini- 
ciados. En 1987 se incoaron 223.728; en 1988, 219.250 y 
en 1989, 200.829. 

En Barcelona, también por segundo año continuado, las 
diligencias previas aumentan. En 1987 se abrieron 178.294 
procedimientos; en 1988, 191.578, y en 1989, 230.939. 

El análisis de las cifras referentes a los delitos y su rela- 
ción entre los años 1988-1989, nos muestra como datos más 
destacados los siguientes: 

El grupo de delitos que afectan a la libertad y seguridad 
(detenciones ilegales, amenazas, coacciones, libertad y se- 
guridad en el trabajo, etc.) experimenta una singular dismi- 
nución, pues se ha pasado de 58.498 procedimientos en 
1988 a los 37.826 de 1989. 

En sentido contrario se hallan los delitos contra la inte- 
gridad corporal. Si los delitos contra la vida han aumentado 
en 2,64 %, la diferencia entre 1.545 y 1.281, los delitos de 
lesiones han pasado de 88.164 a 104.699, esto es, 16.535 
más, que representa un incremento del 18,75 %. 

El lugar preferente de las estadísticas judiciaIes lo ocu- 
pan habitualmente las infracciones que figuran en el título 
de delitos contra la propiedad. Este año no sólo no ha sido 
distinto sino que los porcentajes han aumentado. Aproxima- 
damente los delitos dolosos que han originado diligencias 
previas pueden situarse en 1.182.845. Por delitos contra la 
propiedad figuran 937.319, equivalentes al 79,24 % de la 
criminalidad de este tipo. Pero no todos los delitos contra el 
patrimonio cuentan con igual tratamiento estadístico. Los 
robos se hallan en primer término, siendo 623.147, es de- 
cir, el 66,48 % de los delitos contra la propiedad. Los 
robos con fuerza disminuyen, de 536.775 a 489.426, en 



un 8,82 %, en tanto que los robos con violencia o intimida- 
ción aumentan, de 104.668 a 133.721, el 27,75 %. 

Las imprudencias con motivo de la circulación han dis- 
minuido. Las 115.359 diligencias previas de 1988 se han 
reducido a 99.176 en 1989. La causa puede estar no en el 
decrecimiento de la siniestralidad vial, sino en la despenali- 
zación de ciertas imprudencias tras la Ley Orgánica 311989, 
de 21 de junio. 

En tema de terrorismo se han conseguido recientemente 
operaciones de desarticulación verdaderamente positivas de 
comandos etarras, pero al mismo tiempo, ha renacido, cierto 
que con menor intensidad y extensión, otra conocida organi- 
zación terrorista cuyo único fin son los asesinatos sangrien- 
tos. Es exigible una enérgica actitud que contribuya a la 
erradicación del terrorismo y a la defensa de una conviven- 
cia nacional en paz y libertad. No obstante, y aunque el 
fenómeno terrorista ha tenido nuevamente brutales aparicio- 
nes a lo largo del pasado año (asesinatos, extorsiones, coac- 
ciones de todo tipo, daños a las propiedades públicas y pri- 
vadas) y ha producido a su vez la aparición de otras múlti- 
ples y anómalas conductas, no es menos cierto que estos 
violentos comportamientos cada vez concitan un más abierto 
rechazo del común de la ciudadanía y va tomando cuerpo 
una realidad que resulta hoy incuestionable: la inmensa ma- 
yoría del pueblo vasco, que es la primera víctima del fenó- 
meno terrorista, apuesta hoy con más fuerza por soluciones 
exclusivamente pacíficas, con un rechazo cada vez más fir- 
me y manifiesto hacia la intolerancia y la violencia. 

Respecto a los robos con intimidación o violencia el in- 
cremento es significativo, pero no sumamente acelerado, 
como fue la disminución de 1988 respecto a 1987. En efec- 
to, en 1989 se han iniciado 29.033 procedimientos más que 
en 1988. Y en 1988 se incoaron 47.436 menos que en 1987. 
De cualquier modo 1989 cuenta con 18.383 menos que en 
1987 y decrece en 11.677 sobre 1984. Por otra parte, si 
examinamos la distribución de estos delitos por provincias 
se aprecia que no está generalizado el incremento, sino que 



el de sólo cinco provincias ha hecho perder la línea de esta- 
bilidad. Entre Madrid, Navarra, Tenerife, Valencia y Zara- 
goza el aumento ha sido de 31.344, que supera el total na- 
cional (29.033). Ello implica que bastantes provincias se 
mantienen en cota similar a la de años anteriores y otras en 
las que la tasa de crecimiento es negativa. 

En particular nos referimos a Madrid y Barcelona. Si en 
Madrid estos delitos han pasado de 18.032 en 1.988 a 
27.045 en 1989, esta última cifra es bastante inferior a la de 
los años 1984 (68.724), 1985 (48.022), 1986 (44.271) y 
1987 (57.969). Para Barcelona la igualdad es casi matemáti- 
ca en los últimos tres años, como nos lo proporcionan las 
siguientes cifras: 1987 (16.757), 1988 (16.517) y 1989 
(16.728). 

El total de los delitos contra la libertad sexual -que 
comprende, además de las agresiones sexuales y la viola- 
ción, el exhibicionismo y todos los delitos relativos a la 
prostitución- perseguidos durante 1989 dieron lugar a la 
apertura de 5.541 diligencias previas. En 1988 fueron 
4.867. Se iniciaron en más 674, lo que supone un 13,86 %. 
Por las diversas formas de violación se iniciaron 1.443 dili- 
gencias previas y en 1988 habían sido 1.241; porcentual- 
mente el aumento es del 16,29 %, mayor que el del conjun- 
to de los delitos incluidos en el Título IX del Código Penal. 

Las provincias que cuentan con más delitos de violación 
denunciados han sido éstas: Madrid (224), Barcelona (222), 
Las Palmas (104), Tenerife (66), Baleares (64), Valencia 
(58), Granada (56), Alicante (52), Málaga (45) y Sevi- 
lla (42). 

El tráfico de drogas ha motivado la incoación de 30.706 
procedimientos de diligencias previas con un incremento de 
1.369 sobre el año anterior. Aumento, sí, pero el porcentaje 
es bajo si se tiene en cuenta la grave realidad, observada a 
diario, del fenómeno social del tráfico. Si las diferencias 
entre procesos y lo que sucede se aproximan cada año, po- 
demos afirmar, sin embargo, que todavía existe una gran 
distancia entre el número de diligencias y criminalidad ver- 



dadera. Confiemos en que los márgenes de impunidad se 
vayan reduciendo. La desarticulación, tras una investigación 
eficaz de Policía, Ministerio Fiscal y Jueces de grandes or- 
ganizaciones en 1990 es esperanzadora. 

El número de detenidos por tráfico de drogas ha ascendi- 
do a 27.417, cifra muy similar a la del año precedente. Es 
importante e1 número de detenidos extranjeros (3.552), he- 
cho lógico si se tiene en cuenta que nuestro país no es pro- 
ductor de drogas y que en España están residenciadas clan- 
destinamente mafias internacionales. 

Entre las sustancias aprehendidas destacar que se deco- 
misaron 713 kg. de heroína. Su tráfico se halla en una in- 
equívoca alza. Sigue ganando terreno con firmeza, lo mis- 
mo que el consumo de cocaína. Podemos decir que en re- 
gresión no se hallan ninguna de las drogas que producen 
más tembles efectos, con incidencias individuales y socia- 
les. Justificación de ello es que las muertes por sobredosis 
han pasado de 250 en 1988 a 577 en 1989. España está muy 
cerca de batir el triste record europeo de número de falleci- 
mientos por sobredosis. I S supera la República Fede- 
ral Alemana e Italia. 

Concluyo: Al presentar mi primera Memoria como Fis- 
cal General del Estado, pido la colaboración de todos para 
saber acertar en guiar el Ministerio Fiscal, en una sociedad 
tan cambiante como la actual, y para que entre todos profun- 
dicemos en la construcción del Estado social y democrático 
de Derecho que propugna nuestra Constitución y en la crea- 
ción de una Europa regida por el Derecho y la razón. 

















CAPITULO 11 

DESARROLLO LEGISLATIVO DURANTE 
EL AÑo 1989 Y ALGUNAS PROPUESTAS 

DE REFORMAS LEGALES 

1. Ley Orgánica 211 989, de zbril, Procesal Militar. 

Se caracteriza esta Ley por la acentuación de las garan- 
tías del justiciable y de los perjudicados por el delito, intro- 
duciéndose en este orden, como novedades: la asistencia Le- 
trada desde el momento en que pueda surgir una imputación 
respecto a persona determinada y las figuras del acusador 
particular y el actor civil. Aunque con matizaciones se esta- 
blece el principio de igualdad de paiiees en el proceso penal. 
El principio de legalidad queda también acentuado con la 
vinculación del Tribunal sentenciador a la petición de las 
partes acusadoras, salvo una excepción paralela a la del ar- 
tículo 733 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

El procedimiento se configura como acusatorio y esen- 
cialmente oral, dándose en el mismo una mayor potencia- 
ción a la figura del Fiscal Jurídico Militar, que podrá reali- 
zar una investigación sumaria antes de iniciarse el proceso 
penal. 



El juicio oral es la fase esencial del proceso, quedando 
circunscrito el sumario a sus puros límites, no considerándo- 
se ya como la parte esencial probatoria del procedimiento. 

Esta Ley consta de cuatro Libros y 521 artículos. 
El Libro 1 lleva por título «Disposiciones generales*. 

Su título preliminar va referido al proceso penal militar 
(arts. 1-6). El título l." trata de los conflictos de jurisdicción 
y de las cuestiones de competencia (arts. 7-24). El títu- 
lo 2.", del Gobierno interno de los Tribunales y Juzga- 
dos Togados Militares (arts. 25-35). El título 3 .", del régi- 
men de los Juzgados y Tribunales (arts. 36-67). El títu- 
lo 4.", de las actuaciones judiciales (arts. 68-121), y títu- 
lo 5 . O  (arts. 122-128), de las partes en el proceso penal mi- 
litar, dividido, a su vez, en capítulos, que tratan, el prime- 
ro, de la Fiscalía Jurídico Militar «dependiente del Fiscal 
General del Estado.. . y rigiéndose en las misiones no espe- 
cificadas por el Estatuto orgánico del Ministerio Fiscal y 
normas que lo desarrollen» (artículo 123). El artículo 124 
es paralelo al 785 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
El resto de los capítulos están destinados al inculpado o 
procesado y su defensor, a la acusación particular y actor 
civil y a la defensa del Estado como responsable civil. 

El Libro 11 se dedica a «los procedimientos ordinarios 
militares» (arts. 129-383). En las disposiciones generales o 
título l." se regulan las clases de procedimiento judiciales 
militares y más en particular los modos de iniciarse los pro- 
cedimientos (diligencias previas y sumarios). A las diligen- 
cias previas se refieren los artículos 141-143. Y al sumario 
el título 2." (arts. 146-273), que comprende las siguientes 
rúbricas: disposiciones generales, identificación del delin- 
cuente y comprobación del delito, imputado y procesado, 
declaraciones de procesados y testigos, de la prueba pericial, 
entrada y registro en lugar cerrado, aseguramiento de las 
responsabilidades civiles, medidas cautelares sobre personas 
(citación, detención, prisión preventiva, prisión incomunica- 
da, prisión atenuada), libertad condicional, conclusión del 
sumario, sobreseirniento, recursos contra resoluciones en el 



sumario de los Jueces y Tribunales (apelación, queja, súpli- 
ca). El título 3.O se ocupa del juicio oral (arts. 274-323) y 
comprende la apertura del juicio oral y las conclusiones de 
las partes, artículos de previo y especial pronunciamiento, 
celebración de la vista del juicio oral y sentencia. El títu- 
lo 4." se concreta en las actuaciones ante la Sala de lo Mili- 
tar del Tribunal Supremo (arts. 324-337). El recurso de ca- 
sación por infracción de ley o quebrantamiento de forma se 
fundamentará en los motivos que señala la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal. v además en todos los casos en que según 
la ley proceda ficiente para prepararlo e interponerlo 
la alegación f de que se ha infringido un precepto 
constitucional (art. 325). También en la tramitación regirán 
las normas de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pero en 
los autos de sobreseimiento definitivo no será necesario que 
se halle procesada persona alguna y no se exigirán depósitos 
(art. 326). El recurso de revisión está especialmente regula- 
do con específicas causas (art. 328) y se establece que los 
órganos júdiciales de cualquier jurisdicción que tengan co- 
nocimiento de algún caso de los que pueden dar lugar al 
mismo deberán remitir al Fiscal General del Estado la opor- 
tuna propuesta razonada y documentada (art. 332). El títu- 
lo 5.", bajo la rúbrica de la ejecución de sentencias, trata de 
las disposiciones generales, ejecución de las penas privati- 
vas de libertad, ejecución de las demás penas, demencia 
sobrevenida, remisión condicional, rehabilitación y cancela- 
ción, fijación de cuantía de las responsabilidades civiles y 
responsabilidad civil del Estado. 

El Libro J I i  ordena «los procedimientos especiales» 
(arts. 384-447). El título 1 .O regula el procedimiento para 
conocer determinados delitos y aparte las disposiciones ge- 
nerales trata de las diligencias preparatorias (arts. 389-392) 
y juicio oral (arts. 393-396). El título 2.", del procedimiento 
sumarísimo (arts. 397-406), que se incoará únicamente en 
tiempo de guerra. El título 3.", del procedimiento contra reos 
ausentes (arts. 407-414). El título 4.O, del procedimiento 
para las faltas penales, y el 5.", del modo de proceder contra 



Jueces Togados Militares, Auditores Presidentes y Vocales 
de Tribunales Militares por causa de responsabilidad penal. 

El Libro IV o de «los procedimientos judiciales militares 
no penales» (arts. 448-521) consta de dos partes. La parte 
primera se refiere al recurso contencioso-disciplinario mili- 
tar. Su título 1.O se ocupa de las disposiciones generales 
(arts. 448-457) y es aplicable lo dispuesto en los artícu- 
los 458-515 a toda pretensión que se deduzca contra la im- 
posición de cualquier sanción por falta grave militar, y lo 
prevenido en el artículo 5 16 contra las sanciones disciplina- 
rias que afecten al ejercicio de derechos fundamentales seña- 
lados en el artículo 53.2 de la Constitución (art. 453). Es 
legislación supletoria la Lev de Enjuiciamiento Criminal 
(art. 457). 

Para el procedimiento contencioso-administrativo militar 
contra la imposición de falta grave militar existe una com- 
pleta regulación que comprende la capacidad, legitimación 
y representación y defensa de las partes (arts. 458-454), ob- 
jeto del recurso (arts. 465-472), procedimiento (interposi- 
ción del recurso, emplazamiento de los demandados, de- 
manda y contestación, prueba, vista y conclusiones, sen- 
tencias, otros modos de terminación del procedimiento, re- 
cursos, ejecución de sentencias y disposiciones comunes) 
(art~.  473-517). 

El procedimiento contencioso-disciplinario militar prefe- 
rente y sumario contra los actos de la Administración san- 
cionadora que afecten al ejercicio de los derechos funda- 
mentales de la persona, está regulado en el artículo 518. 

La parte segunda de este Libro IV contiene una ordena- 
ción del procedimiento de carácter civil y en particular de la 
prevención de los juicios de testamentaría y abintestato de 
miembros de Fuerzas Armadas que fallecieren en campaña 
o navegación (arts. 5 19-521). 

La Ley cuenta con nueve disposiciones adicionales, una 
disposición transitoria, otra derogatoria y una final. 



2. Ley Orgánica 311989, de 21 de junio, sobre actualiza- 
ción del Código Penal. 

Tras la Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, de reforma 
parcial y urgente del Código Penal, se han dictado diversas 
disposiciones modificativas. De entre éstas cabe destacar las 
siguientes: Ley Orgánica de 15- 10- 1984 sobre tipificación 
penal de la colocación ilegal de escuchas telefónicas; Ley 
Orgánica de 24-9-1985 sobre reforma de delitos contra la 
Hacienda Pública; Ley Orgánica de 5-7-1985 de reforma 
del artículo 417 bis; Ley Orgánica de 11-1 1-1987 en materia 
de infracciones del derecho de autor y de la propiedad in- 
dustrial; Ley Orgánica de 11-12-1987 reformando el delito 
del incendio; Ley Orgánica de 24-3-1988 sobre reforma de 
los delitos de tráfico ilegal de drogas; Ley Orgánica de 25-5- 
1988 que reforma los delitos de terrorismo y Ley Orgánica 
de 9-6-1988 sobre modificación de los artículos 431 y 432 
del Código Penal. La más importante tanto por las normas 
que resultan afectadas como por la trascendencia de la refor- 
ma, es esta Ley Orgánica de 21-6-1989, de la que ahora se 
hace una síntesis. 

A) MODIFICACIONES MAS IMPORTANTES COMPRENDIDAS EN EL 
I DEL C ~ D I G O  PENAL 

a. Ello 
obre co 

es cons 
ntenido 

El artículo 48 extiende el comisv a 10s efectos e instru- 
mentos que provinieren de una falt a 
de la desaparición del artículo 602 S i- 
co del comiso en las faltas. 

Se suprime la pena de reprensión privada en la escala 
general de penas, por lo que resultan modificados los artícu- 
los 27 y 89 del Código Penal. 

En orden a la pena de multa, el límite económico míni- 
mo para considerarla grave es de 100.000 pesetas (art. 28), 
y la multa en cuantía de 100.000 a 1.000.000 de pesetas es 
la última pena de todas las escalas graduales (art. 74). 



B) MODIFICACIONES QUE DEBEN RESALTARSE EN EL LIBRO 
DEL C ~ D I G O  PENAL 

Sistemáticamente ordenadas las novedades más impor- 
tantes son és*""' 

1.  b~evaczon a caregoria de delitos ae conauccas aripzcas 
o que tan sólo eran constitutivas de faltas. 

- Entre los delitos de riesgo en general y en la rúbnca 
contra la seguridad del tráfico es de destacar el nuevo tipo a 
que da acogida el artículo 340 bis d), o en expresión del 
preámbulo de la Ley «el de los llamados conductores horni- 
cidas, que alcanza una posición intermedia entre el delito 
de riesgo y la tentativa de homicidio, valoración que explica 
su particular tipificación y la pena que se establece)). Dice 
la norma referida que será castigado con las penas de prisión 
menor y multa de 150.000 a 3.000.000 de pesetas y priva- 
ción del permiso de conducción por tiempo de dos a diez 
años, el que con consciente desprecio de la vida de los de- 
más realizare la conducta descrita en el número 2 del artícu- 
lo 340 bis d) -conducir un vehículo de motor con temeri- 
dad manifiesta y pusiera en concreto peligro la vida o la 
integridad de las personas-. Cuando no se hubiera puesto 
en concreto peligro la vida o la integridad de las personas, 
la pena privativa de libertad será la de arresto mayor en su 
grado medio a prisión menor en su grado mínimo. 
- En la sección de «otros delitos de riesgo» se halla el 

nuevo artículo 348 bis b) sobre riesgos catastróficos, en 
donde se sanciona, entre otras conductas, a los que en la 
fabricación, manipulación, transporte o tenencia de explosi- 
vos, sustancias inflamables o corrosivas, radiactivas, tóxicas 
o asfixiantes o cualquiera otras materias, aparatos o artifi- 
cios que puedan causar estragos, contravinieren las normas 
de seguridad establecidas, poniendo en concreto peligro la 
vida, la integridad o la salud de las personas. 



- Dentro del capítulo referente al abandono de familia, 
de nueva redacción, hay dos artículos. Uno es el 487 bis y 
el otro el 489 bis. 

El 487 bis o delito de impago de prestaciones, nueva 
modalidad del abandono de familia, encaminado «a la pro- 
tección de los miembros económicamente más débiles de la 
unidad familiar frente al incumplimiento de deberes asisten- 
ciales por el obligado a prestarlos». Así se dispone que será 
castigado con arresto mayor y multa de 100.000 a 500.000 
pesetas el que dejare de pagar durante tres meses consecuti- 
vos o seis meses no consecutivos cualquier tipo de presta- 
ción económica a favor de su cónyuge o sus hijos estableci- 
da en convenio judicialmente aprobado o resolución judi- 
cial, en los supuestos de separación legal, divorcio o decla- 

)recepto 
le, aun 
."A -3.  - 

ración de nulidad del matrimonio. 
Anotemos dos cosas. Que el 1 N parece proteger 

sólo a los hijos matrimoniales y qi tratándose de un 
subtipo de abandono de familia, Pala >U persecución no es 
imprescindible la denuncia del perjudicado ni se extingue la 
acción o sus consecuencias por el perdón. 

El nuevo artículo 489 bis eleva a categoría de delito y 
amplía su contenido la anterior falta prevista en el artícu- 
lo 584.10 de em~lear  a menores en la mendicidad. El t i ~ o  
básico comprende a «los que utilizaren o prestaren a menores 
de 16 años para la práctica de la mendicidad». Y el tipo 
agravado dice que «si para los fines del párrafo anterior se 
traficare con menores de 16 años, se empleare con ellos vio- 
lencia o intimidación o se les suministrare sustancias perjudi- 
ciales para su salud se impondrá la pena superior en grado». 

Con carácter facultativo se establece la privación de la 
' patria potestad o de los derechos de guarda o tutela a los 

padres, tutores o guardadores responsables de estos hechos. 

terminadas JSguras delictivas. 

- Los artículos del Código destinados a ordenar los 
diversos tipos de lesiones han experimentado un cambio sus- 
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tancial, habiéndose decidido «acabar con el envejecido y 
defectuoso sistema técnico de incriminación en atención a 
las cuantías, criterio del resultado que prescinde de cual- 
quier valoración político-criminal; por ello se sustituyen 
aquellas tipicidades por otras en las que lo determinante no 
es tanto el tiempo de sanidad de la lesión cuanto los modos 
y formas de causación». Así, el nuevo artículo 420 formula 
un concepto general de lesiones castigando con la pena de 
prisión menor «al que por cualquier medio o procedimiento 
causare a otro una lesión que menoscabe su integridad cor- 
poral o ,su salud física o mental, siempre q 
requieran para su sanidad, además de una prii 
facultativa, tratamiento médico o quirúrgico». u,Ll ,altas de 
lesiones conforme al artículo 582, las que no precisaren tra- 
tamiento médico o quirúrgico o sólo exigieren la primera 
cura. Se elimina de esta manera el criterio de los días de 
asistencia o de inutilidad para el trabajo. 

Existen formas agravadas del delito de lesiones. 1 
se tienen en cuenta los modos y formas de producirse la 
agresión: utilización de armas, instrumentos, medios, méto- 
dos susceptibles de causar graves daños en la integridad del 
lesionado (art. 42 1, 1 .O) o empleo de tortura (art. 42 1 .3  .O). 

En otras, se atiende a la gravedad d tado: mutilar o 
inutilizar a otro de un órgano o mie rincipal, privar 
de la vista o del oído (art. 418), mutilar o inutilizar de 
un órgano o miembro no principal, la esterilidad o defor- 
midad (art. 419) o haber quedado el ofendido estéril, defor- 
me o con un2 nedad somático o vsí~uica incurable 
(art. 421.1."). 

Las lesiones grave en riña tumultuana se supnmen tipiri- 
cándose (art. 424) la participación en riña con medios o 
instrumentos peligrosos para la vida o integridad de las per- 
sonas. 

El ejercicio de la violencia física no productora de lesio- 
nes es elevado a la categoría de delito en el artículo 425 al 
sancionar al que habitualmente y con cualquier fin ejerza 
violencia física sobre su cónyuge o persona a la que estuvie- 



se unido por análoga relación de afectividad, así como sobre 
los hijos sujetos a la patria potestad o pupilo, menor o inca- 
paz sometido a su tutela o guarda de hecho. 

Al artículo 428 se le añade un párrafo para justificar la 
esterilización de los incapaces, estableciéndose que «no será 
punible la esterilización de persona incapaz que adolezca de 
grave deficiencia psíquica cuando aquélla haya sido autori- 
zada por el Juez a petición del representante legal del inca- 
paz, oído el dictamen de los especialistas, el Ministerio Fis- . 
cal y previa exploración del incapaz». 

lamente 
l hn nn- 

: la rúbr 
. h < n A ~  

- ica del título IX del Libro 11 del 
Códig" ulal iia bruiiviauv -ahora delitos contra la libertad 
sexual-, sino también determinados elementos, e incluso 
el nomen de las figuras de delito. 

Si a partir del Código Penal de 1850 el delito de viola- 
ción reducía su ámbito al yacimiento heterosexual vaginal, 
ahora la conducta típica en el nuevo artículo 429 se refiere 
a todo acceso carnal por vía vaginal o no (anal, oral), pero 
siempre que la penetración sea genital, pues en otro caso 
surgiría la figura de la agresión sexual cualificada del inciso 
segundo del artículo 430 (introducción de objetos). Y si la 
penetración vaginal tiene carácter heterosexual las demás 
penetraciones pueden suponer incluso una relación homose- 
xual masculina, con lo que el sujeto pasivo de este delito ya 
no es sólo la mujer. 

En la forma de violación presunta del artículo 429.2." 
se ha sustituido el término «privada de razón» por el de 
«abuso de la ehajenación de la víctima». 

Los delitos de agresión sexual sustituyen básicamente 
en su denominación (art. 430, párrafo primero, y 436) a los 
de abusos deshonestos. 

Como consecuencia del cambio de la rúbrica del títu- 
lo IX y de la nueva terminología para el delito de agresión 
sexual, algunos artículos del Código Penal han experimenta- 
do las oportunas modificaciones, por las que se sustituyen 
los vocablos que hacían referencia a honestidad o abusos 



deshonestos por los de libertad sexual o deseos o agresiones 
sexuales. Así los artículos 69 bis, 338 bis, 452 bis, 383, 
384 y 443. 

El perdón ya no extingue la acción penal ni la responsa- 
bilidad de esta clase en los delitos de violación, agresiones 
sexuales, estupro y rapto (art. 443). 

- Como consecuencia del derecho a la presunción de 
inocencia se han modificado los artículos 509 y 546 bis b). 
Para el primero ya el Tribunal Constitucional (sentencia de 
8-6-1988) había declarado su inconstitucionalidad «en cuan- 
to se interprete que la posesión de instrumentos idóneos para 
ejecutar el delito de robo presume que la finalidad y destino 
que les da su poseedor es la ejecución de tal delito*. Efecto 
de ello es la supresión en el artículo 509 de la frase «y no 
diere descargo suficiente sobre su adquisición o conserva- 
ción». 

Para el artículo 546 bis b) el Tribunal Supremo había 
estimado su inaplicación por inconstitucionalidad sobreveni- 
da (sentencias 18-5-1987, 2-12-1987 y 30-3-1988, entre 
otras) declarando que la presunción iuris et de iure de tal 
norma choca frontalmente con el principio de culpabilidad 
y con el derecho a ser presumido inocente. De ahí que en el 
nuevo artículo se exija para apreciar la habitualidad que los 
dueños, gerentes o encargados de establecimientos abiertos 
al público pongan éstos al servicio de su actuación delictiva. 

iios en la imprudencia. 

De los nuevos artículos 563, 565, 586 bis y 600 se ob- 
tiene esta sistematización. 

La impmdencia temeraria es conducta constitutiva de de- 
lito cuando el resultado lesivo para las personas sea delito 
(art. 565, párrafo primero), agravándose la penalidad en los 
casos de muerte o lesiones especialmente graves ocasionadas 
por impericia o negligencia profesional (art. 565, párrafo 



segundo); los daños sólo son punibles en este tipo de impru- 
dencia cuando la cuantía de los mismos exceda de la canti- 
dad representativa del seguro obligatorio (art. 563) y haya 
mediado denuncia del perjudicado o del Ministerio Fiscal si 
la persona agraviada fuere de todo punto desvalida. 

La imprudencia simple, con o sin infracción de regla- 
mento, generadora de un mal a las personas que constituya 
delito, se configura como falta (artículo 586 bis), requirién- 
dose para ello previa denuncia del perjudicado. 

La imprudencia simple con infracción de reglamentos 
cuyo resultado sean daños en las cosas excedentes del quan- 
tum del seguro obligatorio constituye también falta (artícu- 
lo 600) perseguible previa denuncia del perjudicado. Con 
los requisitos del artículo 602 es legítima la denuncia del 
Ministerio Fiscal. 

En consecuencia, son ajenas al ordenamiento penal, por 
atípicas, en primer lugar, las imprudencias de cualquier clase 
cuyos resultados sean algunas de las faltas previstas en el 
Código Penal; en segundo término, la imprudencia simple 
con infracción de reglamentos con resultado de delito de da- 
ños que no exceda de la cuantía del seguro obligatorio y, 
por último, las imprudencias simples con resultado de daños 
cualesquiera fuere su cuantía. 

Es de señalar, por último, que la pena de privación 
del permiso de conducir ya no es siempre imperativa, sino 
que para las faltas de imprudencia cometidas con vehículo 
de motor (arts. 586 bis y 600) es facultativa su imposi- 
ción. 

4. Derogación de los artículos 243 y 408. 

Han desaparecido los tipos de provocación a duelo y ho- 
micidio en riña tumultuaria, éste «por su frontal incompatibi- 
lidad con la seguridad jurídica y el principio mismo de cul- 
pabilidad~. 



5 .  Aumento de la cuantía de las penas de multa previstas 
para los delitos. 

La cuantía de las nuevas multas previstas para los deli- 
tos, ya sean únicas o conjuntas, representa el producto de 
multiplicar las anteriores por 3,33. Una excepción es la pena 
de multa contenida en el artículo 350 bis, pues siendo antes 
de 500.000 a 1.000.000 de pesetas, ahora es de 1.500.000 a 
3.000.000, esto es, se ha multiplicado por *a anterior 
y no por 3,33. 

S E N E L  A 1 DEL Ci 

Con idea, expuesta en el preámbulo de la ley, de ajustar 
el sistema penal positivo al principio de intervención míni- 
ma, este Libro experimenta una notable reducción. De las 
102 faltas que integraban el Libro III, ahora existen sólo 38. 
En el Título 1, desa~arecidas las faltas de imprenta, se defi- 
nen seis faltas contra el orden público en los artícu- 
los 568 a 572. El Título 11, que comprendía 27 infracciones 
contra los intereses general y régimen de las poblaciones, 
cuenta ahora con seis en los artículos 573, 576, 577, 579 y 
580. El Título 111, de las faltas contra las personas, lo com- 
ponen 17 faltas, de ellas siete en el artículo 584. Y el Títu- 
lo N, faltas contra la propiedad, tipifica solamente nueve; 
dos de ellas son nuevas: la de hurto, consistente en la uti- 
lización ilegítima de vehículo de motor ajeno si el valor de 
lo utilizado no excediere de 30.000 pesetas (art. 587.1 .O) y 
la de defraudación de electricidad, gas u otro elemento, ener- 
gía o fluido en cuantía no supe&r a 30.000 pesetas (art. 
587.2.'). 

Una novedad se introduce en materia de perseguibilidad 
para algunas faltas. Frente al sistema anterior de la persecu- 
ción ex oficio, salvo para las injurias livianas de palabra u 
obra que precisaba reclamación del ofendido (art. 586.1), 
ahora además para determinadas faltas contra las personas 



es indispensable la denuncia del ofendido (arts. 585, 586 y 
586 bis) y para otras faltas contra la propiedad se requiere 
denuncia del perjudicado (arts. 589, 590, 594 y 600), y en 
defecto de ofendidos o perjudicados podrán instar la incoa- 
ción del procedimiento sus herederos o su representante legal 
(art. 602, párrafo primero). El Ministerio Fiscal' podrá de- 
nunciar en los casos que considere oportuno en defensa de la 
persona agraviada si ésta fuere de todo punto desvalida (art. 
602, párrafo segundo). Sin embargo, la ausencia de denuncia 
no impedirá la práctica de diligencias a prevención (artículo 
602, párrafo tercero). 

D) ALGUNAS CUESTIONES NO PROPIAMENTE PENALES CONTENIDAS 
EN ESTA LEY 

- De las disposiciones adicionales 1 .a y 2.a se despren- 
de lo siguiente: que todos los procesos civiles relativos a la 
indemnización de los daños y perjuicios ocasionados con 
motivo de la circulación de vehículos de motor se decidirán 
en juicio verbal ante el Juez de 1 ." Instancia del lugar en que 
se causaron los daños. El condenado al pago para interponer 
recurso de apelación deberá consignar la cuantía de la in- 
demnización incrementada con los intereses. El Juez accede- 
rá a la ejecución provisional de la sentencia instada por la 
parte apelada aunque no se ofrezca la constitución de fianza 
si bien la ejecución será parcial (la parte de condena de la 
que responda el asegurador) y no se entregará el importe si 
no se presta fianza o aval bancario. 
- Conforme a la disposición adicional 3." las indemni- 

zaciones a satisfacer por los aseguradores como consecuen- 
cia del seguro de responsabilidad civil derivada de la circula- 
ción de vehículos de motor devengarán un interés anual del 
20 por 100 a favor del perjudicado desde la fecha del sinies- 
tro si no fueren satisfechas o consignadas judicialmente den- 
tro de los tres meses siguientes a aquella fecha. 

- Cuando mediando denuncia o reclamación del perju- 
dicado se incoe un procedimiento penal por hechos consti- 



tutivos de infracciones previstas en los artículos 563, párrafo 
segundo, 586 bis y 600 del Código Penal, podrán compare- 
cer en las diligencias penales que se incoen y mostrarse parte 
todos otros implicados en los mismos hechos que se conside- 
ren perjudicados, aunque la cuantía de los daños que recla- 
man no exceda de la cuantía del seguro obligatorio. (Dispo- 
sición adicional 4.') 
- La disposicióll ~a~laltoria 2.a contiene dos principios 

para los procesos iniciados antes de la entrada en vigor de la 
Ley por hechos que ésta despenaliza o que somete al régi- 
men de denuncia previa. Uno es que si el legitimado para la 
denuncia manifiesta expresamente no querer ejercitar las ac- 
ciones civiles que le asistan, procede el archivo de lo actua- 
do con el visto del Ministerio Fiscal. Y el segundo, que en 
otro caso, el Juez limitará el contenido del fallo al pronun- 
ciamiento sobre responsabilidades civiles y costas (realmente 
es una situación procesal irregular esta última dado que se- 
gún el artículo 109 del Código Penal las costas procesales se 
entienden impuestas por la Ley a los criminalmente respon- 
sables de todo delito o falta) 

1. Ley 411989, de 27 de f r c u , l v ,  de conse~vación de los 
espacios naturales y de la flora y fauna silvest 

La política de conservación de la naturaleza es uno de 
los grandes cometidos públicos de nuestra época. Ese princi- 
pio está plasmado en el artículo 4.5 de la Constitución, en 
donde tras reconocer que todos tienen derecho a disfrutar de 
un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la perso- 
na, así como el deber de conservarlo, exige a los poderes 
públicos que velen por la utilización racional de todos los 
recursos naturales con el fin de mejorar y proteger la calidad 
de vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándo- 
se para ello en la indispensable solidaridad colectiva. Esta 



del mis 

Ley tiene como finalidad dar cumplimiento al indicado man- 
dato creando un régimen jurídico protector de los recursos 
naturales. 

El título primero de la Ley señala cuál es su objeto: el 
establecimiento de normas de protección, conservación, res- 
tauración y mejora de los recursos naturales, y en particular 
las relativas a los espacios naturales y a la flora y fauna 
silvestres (art. 1). Son principios inspiradores de la Ley: el 
mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y de 
los sistemas vitales básicos, la preservación de la diversidad 
genética y la preservación de la variedad, singularidad y 
belleza de los ecosistemas naturales y del paisaje (art. 2 . O ) .  

Declara el artículo 10.1 qué se entiende por espacios 
naturales protegidos y tal declaración lleva aparejada la de 
utilidad pública a efectos expropiatorios de los bienes y de- 
rechos afectados, y la facultad de la Administración compe- 
tente para el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto 
en las transmisiones onerosas intervivos de terrenos situados 
en el interior . 10.3). 

Los espac ~rotegidc asifican en Par- 
ques (art. 131, i\r;ar;i V U D  Iluturales (art. 14), Monumentos 
naturales (art. 16) y Paisajes protegidos (art. 17). Y son, en 
fin, Parques Nacionales (art. 22) aquellos espacios que sien- 
do susceptibles de ser declarados Parques por Ley de las 
Cortes Generales, se declare su conservación de interés ge- 
neral de la Nación con la atribución del Estado de su gestión 
y la correspondiente asignación de recursos presupuestarios. 

A la flora y fauna silvestres se dedican los artículos 26- 
35, debiendo adoptarse las medidas necesarias para garanti- 
zar la conservación de las especies, especialmente de las 
autóctonas. Queda prohibido dar muerte, dañar, molestar o 
inquietar a los animales silvestres y especialmente los com- 
prendidos en las categorías del artículo 29 (en peligro de 
extinción, sensibles a la alteración de su hábitat), así como 
su captura en vivo y la recolección de sus huevos o crías, 
así como alterar y destruir la vegetación; está prohibida tam- 



bién su posesión, tráfico y comercio de ejemplares vivos o 
muertos, incluyendo el comercio exterior (art. 26). 

El ejercicio de los derechos de caza y pesca cuenta con 
especiales limitaciones (arts. 33-34). 

Las acciones u omisiones que infrinjan lo prevenido en 
esta Ley generarán responsabilidad administrativa sin perjui- 
cio de la exigible en vía penal o civil. La reparación del 
daño tiene como objeto lograr en la medida de lo posible la 
restauración del medio natural al estado al momento en que 
se produjo la agresión. Cuando no sea posible determinar el 
grado de participación de las personas que hayan intervenido 
en la infracción, la responsabilidad seTá solidaria (art. 37). 

El artículo 38 enumera las infracciones administrativas. 
Conforme h artículo 39 las graves llevan aparejada multa 
hasta 10 millones de pesetas y las muy graves hasta 50 mi- 
ílones, aparte de la prohibición de cazar o pescar durante un 
plazo máximo de 10 años. 

En los supuestos en que las infracciones pud :r 
constitutivas de delito o falta la Administración pasara el 
tanto de culpa al órgano jurisdiccional competente, abste- 
niéndose de proseguir el procedimiento sancionador mien- 
tras la autoridad judicial no se haya pronunciado (art. 40). 

2. Ley 711989. de 1 1  ue uuru, ue uuses ue yru<;eu~rnre~io 
laboral. 

Por el articulo 1 de esta Ley se autoriza al uobierno 
para que a propuesta del Ministerio de Justicia, con audien- 
cia de los Sindicatos y Asociaciones empresariales más re- 
presentativas, y previo informe del Consejo General del Po- 
der Judicial y dictamen del Consejo de Estado, apruebe en 
el plazo de un año el texto articulado de la Ley de Procedi- 
miento Laboral con arreglo a los principios y criterios que 
se recogen en 41 Bases. Las Bases 1-4 llevan por título 
«Del ejercicio de la jurisdicción». Las Bases 5-10 se ocupan 
«De las partes procesales». «Del objeto del proceso» trata 



la Base 11, y de los «Actos procesales» las Bases 12-13. A 
la «Evitación del proceso* están dedicadas las 14-15 y al 
«Proceso ordinario» las 16-20. Las «Modalidades procesa- 
les» se regulan en las Bases 21-30. Los «Medios de impug- 
nación~ son estudiados en las Bases 31-37; la «Ejecución 
de sentencias» en las Bases 38-40. A las «Medidas transito- 
rias» se refiere la Base 41. 

F tículo 2." de esta Ley se da nueva redacción a 
los S ; 153 y 166 del texto refundido de la Ley de 
Proceaimiento Laboral aprobada el 13-6-1980, referentes a 
los recursos de suplicación y casación, rectificando el límite 
a un millón de pesetas para recumr. Se modifican las cuan- 
tías para recurrir. Ahora el artículo 153 dice que procederá 
el recurso de suplic mtra las sentencias no compren- 
didas en el artículc fiictadas en reclamaciones cuya 
cuantía litigiosa sea supenor a 300.000 pesetas y no exceda 
de 3.000.000 de pesetas. Y de otro lado se establece que se 
modifica el artículo 166 en los siguientes puntos: se eleva a 
1.500.000 pesetas la cuantía de 500.000 establecidas en su 
número primero y se eleva a 3.000.000 la cuantía de 
1.000.000 de pesetas fijadas en su número cuarto. 

( 5 el texto 
artic 

ación cc 
o 166 ( 

je abril romulgi 

13 de abril, de tasas y ,  precios públicos. 

El artículo 13 dispone que podrán establecerse tasas por 
la prestación de servicios o realización de actividades en 
régimen de Derecho público que se enumeran, señalando, 
por su parte, el artículo 24 que tendrán la consideración de 
precios públicos determinadas contraprestaciones pecunia- 
rias. Expresa el artículo 4 que las autoridades, los funciona- 
rios públicos, agentes o asimilados que de forma voluntaria 
y culpable exijan indebidamente una tasa o precio público o 
lo hagan en cuantía mayor que la establecida, incurrirán en 



falta disciplinaria muy grave, sin perjuicio de las responsabi- 
lidades de otro orden que pudieran derivarse de su actuación. 

La disposición adicional tercera señala que los aranceles 
se aplicarán sobre los valores comprobados fiscalmente de 
los hechos, actos o negocios jurídicos, y a falta de aquéllos 
sobre los consignados por las partes en el correspondiente 
documento. Los funcionarios públicos, que mediando dolo 
o culpa grave infrinjan lo dispuesto en el párrafo anterior, 
incumrán en falta disciplinaria muy grave, sin perjuicio de 
las responsabilidades de otro orden que pudieran derivarse 
de su actuación. Los fedatarios públicos retribuidos median- 
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te arancel efectuará :asión d :u- 
mentos públicos o ( tervenci ra- 
ciones, las advertencias que proceaan sobre las consecuen- 
cias fiscales o de otra índole de las declar o falseda- 
des en documento público o mercantil. 

La disposición adicional cuai blece que en las 
transmisiones onerosas por actos ii 9s de bienes y de- 
rechos cuando el valor comprobaao a eiectos del impuesto 
de transmisiones patrimoniales exceda del consignado por 
las partes en el correspondiente documento en más del 20 % 
de éste y dicho exceso sea superior a 2.000.000 de pesetas, 
éste último, sin perjuicio de la tributación que corresponda 
por el impuesto citado, tendrá para el transmitente y para el 
adquirente las repercusiones tributarias de los incrementos 
patrimoniales derivados de transmisiones a título lucrativo. 

4. Lev 14/1989. de 29 de mavo. sobre modificación de los 
til. de Enj, uiciamit 

P. f . ,  

?rito Cii 

La rerorma aei articuio Y IY tiene como rinaiiaaa annoni- 
zarle con el artículo 10.3 de la misma Ley procesal, pues 
mientras en éste se excluye para todos los actos de jurisdic- 
ción voluntaria la necesidad de Abogado en cuantía que no 
excedan de 250.000 pesetas, el artículo 979 exige la interven- 
ción de Letrado en los juicios de abintestato cuando el valor 
de los bienes de la herencia exceda de 25.000 pesetas. Aho- 



ra el artículo 979 dice que para tales procedimientos no será 
necesario valerse de Procurador, pero sí de Letrado cuando 
el valor de los bienes de la herencia exceda de 250.000 
pesetas. 

En el artículo 984, relativo a la declaración de herederos 
abintestato solicitada por colaterales hasta el cuarto grado, 
la necesidad de fijar edictos es siempre procedente, con in- 
depenc - de los bienes. 

El 
artícul 
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articu~o 1 .O de esta ~e a nueva redacción a los 
os 1.994-2.001 destina :gula las habilitaciones 

para comparecer en juicio. Emt: VLIOS preceptos, se modifi- 
can aquéllos que hacj rencia como requisito de la ha- 
bilitación que se trata ijos legítimos o de mujeres ca- 
sadas. 

El artículo 2." modifica algunos de los artículos ordena- 
dores de la enajenación de bienes de menores, en particular 
los artículos 2.011, 2.012, 2.013, 2.014, 2.015, 2.019, 
2.021, 2.024 y 2.025. 

Y en el artículo 3.O el término «Promotor Fiscal», que 
se refería a los Fiscales que intervenían sólo ante los Juzga- 
dos, es sustituido por el de «Ministerio Fiscal». La rectifica- 
ción alcanza 63 artículos de la L.E.C. 

6. Ley I O I I Y ~ Y ,  de f /  de ju~zo, de defensa de la compe- 
tencia. 

El título 1, «De la libre competencia» (art. 1-19), trata, 
entre otras cuestiones, de la determinación de las conduc- 
tas prohibidas (art. l ) ,  del abuso de la posición dominante 
(art. 6) y del falseamiento de la libre competencia por actos 
desleales. Las sanciones para los actos descritos en los ar- 



tículos antes citados se relacionan en los artículos 9- 13. Y 
son: intirnaciones sancionadoras a los agentes económicos, 
empresas, asociaciones o uniones, o agrupaciones de aqué- 
llas, de hasta 150.000.000 de pesetas; y cuando se trate de 
una persona jurídica se podrá imponer otra multa de hasta 
5.000.000 a sus representantes legales; multas coercitivas 
de 10.000 a 150.000 pesetas reiteradas por lapsos de tiempo 
que sean suficientes para cumplir lo ordenado. Estas sancio- 
nes se entienden sin perjuicio de otras responsabilidades que 
en cada caso procedan. 

Los órganos de defensa de la Competencia son el Tribu- 
nal, con funciones de resolución y el Servicio al que se 
encarga la instrucción de los expedientes. La organización 
y funciones del Tribunal de Defensa de la ;tá 
prevista en los artículos 20-29. La del Se1 ~ s a  
de la Competencia, en los artículos 30-34. 

Compet 
wicio d 

:encia e! 
e Defen 

El título IIi trata del Procedimiento en materia de acuer- 
dos y prácticas prohibidas y autorizadas (arts. 36-49). La 
Sección del procedimiento ante el Servicio se ocupa de la 
iniciación y de la instrucción de los expedientes sancionador 
y de autorización (arts. 36-38); otra Sección es la del proce- 
dimiento ante el Tribunal de Defensa de la Competencia 
(arts. 39-44); la Sección tercera regula las clases de medidas 
cautelares y el procedimiento para acordarlas (art. 45); la 
Sección cuarta (art. 46), las resoluciones del Tribunal, y la 
quinta, de los recursos contra los actos de archivo y de trá- 
mite dictados por el Servicio que son recurribles ante el 
Tribunal (arts. 47-48) y los recursos contra las resoluciones 
de éste, contra las que procede únicamente el recurso con- 
tencioso-administrativo (art. 49) ante la Sala de lo Conten- 
cioso-Administrativo de la Audiencia Nacional (disposición 
transitoria 5.a). 

7. Ley 1711989, de 19 de julio, rcguruuuru ~ ~ i l  régimen 
del personal militar profesional. 



8. Ley 18/1989, de 25 de julio, de bases sobre tráfico, 
circulación de vehículos de motor y seguridad vial. 

Consta ae nueve Bases, una disposición transitoria y tres 
adicionales. 

En la Base octava, sobre infracciones administrativas y 
sanciones, se establece que las infracciones leves serán san- 
cionadas con multa de hasta 15.000 pesetas, las graves hasta 
50.000 y las muy graves pueden llegar a 100.000. 

El procedimiento sancionador se iniciará mediante de- 
nuncia y no se podrá dictar resolución sin conceder previa- 
mente audiencia al interesado. Las denuncias por infraccio- 
nes de las normas sobre tráfico y seguridad vial formuladas 
por las Autoridades y sus agentes harán fe, salvo prueba en 
contrario, respecto de los hechos denunciados, sin perjuicio 
del deber de aquéllos de aportar todas las que sean posibles 
sobre tales hechos (Base 9). 

9. Ley 19/1989, de 25 de julio, de reforma parcial y adap- 
tación de la legislación mercantil a las directivas de la 
Comunidad Económica Europea en materia de socie- 
dades. 

El artículo 1 .O de esta Ley da nueva redacción al títu- 
lo II del Libro 1 del Código de Comercio, que comprende 
los artículos 16-24 relativos al Registro Mercantil. Confor- 
me a la disposición final cuarta el Gobierno, en el plazo de 
seis meses, aprobará un nuevo Reglamento del Registro 
Mercantil. 

El artículo 2 . O  redacta de nuevo los artículos del Código 
de Comercio referentes a la Contabilidad de los Empresarios 
(arts. 25-49). El artículo 3." modifica el artículo 93 del Có- 
digo de Comercio. 

Los artículos 4 a 10 de esta Ley introducen modifi- 
caciones en la Ley de Sociedades Anónimas. El capítulo 1 
(arts. 1-6) se ocupa de las disposiciones generales. El capí- 
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tulo 11 (arts. 7-31), bajo la rúbrica de la fundación de la 
sociedad, regula la constitución de la sociedad, la fundación 
simultánea y sucesiva y la nulidad de la sociedad. El capítu- 
lo IIi (arts. 32-33b) se destina a las aportaciones (aportacio- 
nes, adquisiciones onerosas y dividendos pasivos). El capí- 
tulo IV (arts. 34-47b), referente a las acciones, ordena todo 
lo relativo a la acción y los derechos del accionista, docu- 
mentación y transmisión de las acciones, copropiedad y de- 
rechos reales sobre las acciones, negocios sobre las propias 
acciones y acciones sin voto. Y el capítulo VI regula la 
modificación de lo! o y reducción del 
capital. 

El artículo 5." UG ia ~ r ; y  u i ~  yur; r;i ~ a p l ~ u i d  VI de la 
Ley de Sociedades Anónimas, sobre el balance, queda dero- 
gado, y queda redactado de nuevo el capítulo VII con el 
epígrafe de las Cuentas anuales (arts. 102-1 10 E.). 

Por el artículo 6." se da una nueva forma al capítulo que 
se relaciona con la transformación, fusión y escisión de las 
sociedades (arts. 1 35- 149e). 

En virtud del artículo 7." se redactan nuevamente los 
siguientes artículos de la Ley de Sociedades Anónimas: 50, 
51, 56, 58, 59, 60, 66, 67, 68, 69, 69 a), 70, 70 a), 70 b), 
72, 73, l.", 76, 79, 80, 83 a), 150 y 152. 

Los artículos 8.", 9." y 10 redactan e introducen disposi- 
ciones adicionales. 

La disposición final 1 ." de esta Ley au no 
para que en el plazo de un año elabore y aprueDe meaiante 
Decreto-legislativo un texto refundido de la Ley de Socieda- 
des Anónimas, al que se incorporarán, entre otras, las dispo- 
siciones contenidas en esta Ley. 

Los artículos 11, 12 y 13 de esta Ley modifican determi- 
nados preceptos de la Ley de 17 de julio de 1953 sobre 
régimen jurídico de las Sociedades de Responsabilidad Li- 
mitada. 

El artículo 14 redacta el artículo 122 del Código de Co- 
mercio, y el 15 los artículos 15 1-157 sobre las Sociedades 
en comandita por acciones. 



La Ley modifica además algunos artículos de la Ley de 
Sociedades Anónimas Laborales, la ordenación del seguro 
privado y Mercado de Valores. De igual modo el artícu- 
lo 31.4." de la Ley de Arrendamientos Urbanos queda re- 
dactado así: «No se reputará causado el traspaso en los ca- 
sos de transformación, fusión o escisión de sociedades mer- 
cantiles, pero el arrendador tendrá derecho a elevar la renta 
como si el traspaso se hubiera producido.» 

C) OTRAS DISPOSICIONES 

Real Decreto 12211989, de 3 de febrero, por el que se 
acuerdan medidas para la efectividad de la planta judicial. 

Real Decreto 20811989, de 3 de febrero, por el que se 
añade el artículo 21 bis y se modifica la redacción del ar- 
tículo 171 b) del Código de la Circulación. 

Real Decreto 28611989, de 17 de marzo, por el que se 
modifica el artículo 4.O del Reglamento de Disciplina De- 
portiva de 28-3-1984. 

Real Decreto 28711989, de 21 de marzo, por el que se 
desarrolla el artículo 25 de la Ley de 11-11-1987, sobre 
Propiedad Industrial. 

Real Decreto 27611989, de 22 de marzo, sobre Socieda- 
des y Agencias de Valores. 

Real Decreto 3411989, de 7 de abril, sobre el Comité 
Consultivo de la Comisión Nacional del Mercado de Va- 
lores. 

Real Decreto 35211989, de 7 de abril, por el que se 
amplía la composición del grupo interministerial para el 
Plan Nacional sobre Drogas. 

Real Decreto 39111989, de 21 de abril, por el que se 
establece la cuantía del complemento de destino de los 
miembros del Poder Judicial y del Ministerio Fiscal. 

Real Decreto 5 1511989, de 21 de abril, sobre protección 
de los consumidores en cuanto a la información a suminis- 
trar en la compraventa y arrendamiento de viviendas. 
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Real Decreto 67111989, de 9 de junio, por el que se 
crean plazas de Fiscales adscritas a determinados Juzgados. 

Real Decreto 67511989, de 9 de junio, por se 
aprueba la plantilla orgánica del Ministerio Fisca 

Real Decreto 93611989, de 21 de julio, por el que se 
crean Juzgados de lo Penal. 

Real Decreto 1.09511989, de 8 de S el 
que se declaran las especies objeto de Caca y pebca y se' 
establecen I para su protección. 

Real D< .118/1989, de 15 de septiembre, por el 
que se determina las especies objeto de caza y pesca comer- 
cializables y se dictan normas al respecto. 

Real Decreto 1.37511989, de 10 de noviembre, por el 
que se modifica el artículo 3." del Real Decretc de 
febrero de 1983, que regula la competencia para I de 
las infracciones administrativas de contrabando. 

Real Decreto 1.47111989, de 1 de diciembre, por el que 
se aprueba el Reglamento General para desarrollo y ejecu- 
ción de la Ley 2211988, de 28 de julio, de Costas. 

Real Decreto 1.92911989, de 15 de diciembre, por el 
que se constituyen órganos judiciales unipersonales. 

Real Decreto 1.56411989, de 22 de diciembre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Sociedades 
Anónimas. 

Real Decreto 1.59711989, de ~7 UG diciemL~~, PUL el 
que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil. 

de 16 
conocer 

D. REFORMAS LEGISLATIVAS PR( 
POR LOS FISCALES 

Aun no teniendo carácter preceptivo, en el contenido de 
buena parte de las Memorias se advierten propuestas de re- 
formas legislativas, recogiendo quizá las indicaciones de la 
Instrucción número 5 de 1989. Unas veces se apuntan las 
modificaciones a introducir en las disposiciones vigentes; 
otras, analizan las dificultades surgidas en la aplicación de 
las normas y sin que falten estudios críticos de las disposi- 



ciones aparecidas durante el año. Todas tienen las ventajas 
de no ser propuestas puramente teóricas, sino nacidas de la 
experiencia de quienes, a diario, en defensa de la más estric- 
ta legalidad, promueven la aplicación de las normas. Funda- 
mentalmente, se da acogida aquí sólo a las que instan con- 
cretas reformas legales y sin que ello signifique que sean 
compartidas en su integridad por la Fiscalía General del Es- 
tado. 

1. POSIBLES MODIFICACIOI& EN LA 
TERRORISMO 

1. 
por di 

Parec 
elitos te 
." A?. m=.. 

LCION CONTRA EL 

,e evidente que las actuales penas impuestas 
:rroristas no se cumplen en su totalidad. Los 

ciento3 ut; alos de privación de libertad que teóricamente se 
imponen en la sentencia quedan reducidos automáticamente 
(regla 2.= del art. 70 del Código Penal) a un máximo de 30 
años. Y a partir de ese máximo se descuentan los diferentes 
beneficios que la legislación actual concede al penado: re- 
dención de penas por el trabajo, permisos de salida, reden- 
ciones extraordinarias, libertad condicional.. . , con lo que el 
tiempo que en realidad se cumple queda reducido a dieciséis 
o diecisiete años como máximo. Sería conveniente aue al 
condenado por actos terroristas se le suspendieran ciertos 
beneficios penitenciarios: redención de penas por el trabajo 
(art. 100 del Código Penal), libertad condicional (art. 98 
del mismo texto). . . , con lo que las penas realmente cumpli- 
das se acercarían más a las penas impuestas. 

2. La desaparición del procedimiento de urgencia y del 
antiguo artículo 799 de la L.E.Cr. impide presentar prue- 
bas en la fase anterior al momento de la vista y al comienzo 
de la vista misma, en aquellos casos en que se juzgan de- 
litos graves (asesinatos, atentados, etc.) y que desde la 
L.O. 7/88 deben tramitarse por procedimiento ordinario (el 
actual art. 792 de la L.E.Cr. se refiere sólo al procedimiento 



abreviado). Ello resulta contraproducente en los casos de 
delitos terroristas, pues la sucesiva desarticulación del grupo 
y detención de nuevos colaboradores del grupo o miembros 
activos de la banda permite siempre enriquecer la prueba o 
presentar en un determinado caso, y tal nueva prueba o ele- 
mento de convicción sobrevenido ya no puede aportarse se- 
gún el procedimiento ordinario, que ha sido ya calificado 
como preclusión de la fase de proposición (arts. 656 y 728 
L.E.Cr.). No es remedio suficiente lo dispuesto en el artícu- 
lo 729 L.E.Cr. Por ello, procedería modificar el artícu- 
lo 728 en términos análogos a lo prevenido en el artícu- 
lo 792.1, párrafo segundo, inciso final; ello tendría virtuali- 
dad para todos los procesos ordinarios, no sólo los del terro- 
rismo, y agilizaría los trámites del Juicio Oral, dándole 
una deseada operatividad, sin que sea siempre necesario 
acudir (o intentar acudir) a la sumaria información suple- 
mentaria (art. 746.6."1 L.E.Cr.). 

3. La necesidad de acreditar en el juicio oral todos los 
elementos probatorios, obliga a citar continuamente a los 
peritos de balística, lofoscopia, grafística, explosivos, etc. 
Ello supone vaciar los gabinetes y centros periciales de Ma- 
drid e, incluso, provincias, cuyos abnegados y escasos fun- 
cionarios ven mermado el tiempo de llevar a cabo otros es- 
tudios. Lo que constituye una ratificación formal, se con- 
vierte en una jornada perdida. Sería deseable una modifica- 
ción del artículo 459 L.E.Cr. en el sentido de no exigirse 
más que un perito. Dado el estado de la ciencia en esos 
casos «standard» (huellas, balística), no perdería solidez el 
informe pericial. 

4. De la misma razón de primacía del juicio oral, que 
obliga a traer como testigos a los Policías o Guardias Civiles 
que hicieron las investigaciones sobre el terreno, practicaron 
las detenciones e incautaron las armas, genera nuevos ries- 
gos para estos servidores del orden, que deben identificarse - .  

en público y cuyo nombre y apellidos y demás circunstan- 



cias pueden ser objeto de reseña por persona de entre el 
público, simpatizantes de los acusados, con objeto de ejer- 
cer después represalias contra ellos. Sería deseable que se 
modificaran los artículos 436 y 708 L.E.Cr. en el sentido 
de que en el caso de los Policías o Guardias Civiles, las 
preguntas sobre su identidad y lugar de residencia deban 
hacerse sólo sobre su número de identificación profesional, 
que sería después cotejado por el Secretario del Tribunal. 

Por la misma razón debieran extenderse los motivos de 
celebración del juicio a puerta cerrada (art. 680, párrafo se- 
gundo, L.E.Cr.), total o parcialmente, a los casos en que 
vayan a declarar testigos que, a petición de las partes, y 
según el libre criterio del Tribunal, requieran especial pro- 
tección (Fiscalía Audiencia Nacional: Fiscal Sr. Gordillo). 

2. 'IIPIFICACI~N DEL TRAFICO DE INFLUENCIAS 

Dejando al margen la carga o exasperación que lleva 
consigo la denuncia pública de ciertos supuestos de amiguis- 
mo en la mediación o participación en el mundo de los ne- 
gocios y su dimensión de arma arrojadiza a la arena política, 
no cabe duda que quienes prevaliéndose de su posición ofi- 
cial o quienes tienen acceso a la información de esa natura- 
leza llegan a lucrarse en condiciones que no son las propias 
de la libre competencia, están incurriendo en una conducta 
antijurídica de difícil tipificación penal en la ley vigente. 

El Código Penal prevé la «venta di fiumo» como estafa 
en los casos de defraudaciones con pretexto de supuestas 
remuneraciones a funcionarios públicos, las maquinaciones 
para alterar el precio de las cosas, el descubrimiento y reve- 
lación de secretos, la malversación y el cohecho; pero, cier- 
tamente, las conductas conocidas como tráfico de influen- 
cias no encajan debidamente en las descripciones típicas y 
por implicar un descarado abuso en beneficio privado de 
situaciones privilegiadas, en contra de los principios de 



igualdad ante la ley y buena fe en los negocios jurídicos, 
han de considerarse como ataques intolerables contra valo- 
res esenciales precisados de protección penal. 

La normativa de la Comunidad Europea sobre protec- 
ción de la libre competencia, tanto en el Tratado instituyente 
de la CEE como en el Derecho Derivado emanado de sus 
órganos, puede ser una base importante para sustentar ilíci- 
tos penales en el terreno del tráfico de influencias. 

Bueno sería, pues, que el Poder legislativo se planteara 
para el nuevo Código Penal una nueva figura delictiva den- 
tro de los delitos socio-económicos para perseguir a todo 
aquél que se aprovechase de una posición de privilegio para 
lucrarse o facilitar que otro se lucre por negociaciones que, 
en las condiciones normales de la libre concurrencia, no 
fueran accesibles a los operadores del sector de que se tra- 
te. La intervención de autoridad o funcionariado público, 
además de producir este delito, y aquéllos otros con los que 
concumere, como violación de secretos, prevaricación, 
etc., determinaría la imposición adicional de la pena de in- 
habilitación absoluta. 

Dentro de los delitos de los funcionarios públicos contra 
el ejercicio de los derechos de la persona reconocidos por la 
leyes, el artículo 198 del Código Penal alude a la Autoridad 
o funcionario público que, prevaliéndose de su cargo, ejer- 
ciere alguna profesión directamente relacionada con la esfe- 
ra de sus atribuciones oficiales o interviniere directa o indi- 
rectamente en empresas o asociaciones privadas con móvil 
de lucro, en cuyo caso incurrirá en penas de inhabilitación 
especial y multa. 

Por tratarse de un delito «de propia mano» o con tipifi- 
cación del sujeto activo, no le son aplicables las formas de 
participación criminal a terceros que no ostenten cualidad 
de Autoridad o funcionario (art. 1 19 del C.P.), pero podría, 
con cierto paralelismo, llevarse la figura delictiva del parti- 
cular que participase en tales actividades descritas en el ar- 
tículo 198 a la Sección anterior del Capítulo II del Título II 
del C. P., referente a los delitos cometidos con ocasión del 



ejercicio de los derechos de la persona reconocidos por las 
leyes, incluyendo, además, la conducta antes descrita de 
aprovechamiento de posición o privilegio para lucrarse por 
negociaciones no accesibles normalmente a los operadores 
del sector de que se trate (Granad?' 

3. EL TRÁFIco DE ARMAS COMO FIGURA DELICTIVA 

Son precisamente las naciones más desarrolladas las que 
vienen dedicando enorme derroche y energía en la fabrica- 
ción de armamento, cada vez más sofisticado y mortífero. 
Ello implica, en primer término, un abultado gasto con fina- 
lidad meramente destructora, mientras que otros pueblos ne- 
cesitan de ayudas económicas para su desarrollo y progreso 
que nos les llegan. Idea errónea supone fundamentar la paz 
en un equilibrio de armamentos entre las potencias. 

La razón exige el cese de la carrera de armamentos. Los 
convenios parciales entre naciones poderosas son de todo 
punto insuficientes y siempre se basan en un mantenimiento 
de equilibrio bélico. Se debe eliminar la angustia de guerra. 
Voces muy autorizadas han propugnado la constitución de 
un Fondo Mundial, alimentado con una parte.de los gastos 
militares, a fin de ayudar a los más desheredados. No se 
concibe que haya miseria junto a derroche bélico superfluo. 

Si estas ideas están generalizadas en el concierto de las 
naciones, la hipocresía de permitir que desalmados nego- 
ciantes se lucren del horror y la muerte ha de terminar. Si 
la droga daña la salud y su tráfico fue prohibido en Conve- 
nio Unico de las Naciones Unidas de 1961, pese a la certeza 
de que algunos países toleraban su fabricación o cultivo, y 
en la actualidad el tráfico de drogas es universalmente com- 
batido, por la lacra destructora que supone para la Humani- 
dad, no se concibe porqué el tráfico de armas no deba correr 
igual suerte, debiendo ser objeto de una proscripción inter- 
nacional. Salvando las distancias, la regulación prohibitiva 
ofrece semejanzas con el tráfico de drogas. La tenencia 



o uso puede ser legítima con licencia o autorización, pero 
cuando reviste importancia por su cantidad o clase es delic- 
tiva la tenencia en cuanto depósito de armas o municiones, 
a modo de delito de peligro. Pero la difusión o tráfico de 
armas no es punible, a diferencia del relativo a las drogas 
tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, salvo ca- 
sos muy específicos relacionados con el delito de traición 
(art. 121, número 3, del Código Penal) o depósito de armas 
y municiones y tenencia de explosivos (arts. 264, 265 y 268 
del C.P.). 

No deja de extrañar que el Código Penal indique que en 
los casos previstos en el capítulo relativo a la tenencia y 
depósito de armas o municiones y a la tenencia de explosi- 
vos, «si el delincuente estuviese autorizado para fabricar o 
traficar con las sustancias, annas y municiones menciona- 
das en el mismo, sufrirá, además de las penas señaladas, la 
de inhabilitación especial para el ejercicio de su industria o 
comercio», con lo que, sorprendentemente, se proclama que 
es lícito que la Autoridad gubernativa autorice a un indivi- 
duo o a una entidad, no ya a que fabrique armas, lo cual 
cabe dentro de lo inevitablemente comprensible, sino, inciu- 
so, que tal autorización se extienda al comercio de tales 
armas, municiones o explosivos, de suerte que tal actividad 
entra en el terreno de las operaciones comerciales del Estado 
y no sólo para comprarlas, sino también para venderlas y 
distribuirlas, dentro, claro está, de los términos de la autori- 
zación o concesión. Así, almacenar o acaparar armas, muni- 
ciones y explosivos, fuera de los contornos de una autoriza- 
ción gubernativa, resulta delictivo, pero nada se dice de su 
tráfico o difusión, cuando está, igualmente, fuera de los tér- 
minos de la autorización. 

Así, pues, si no llega un Convenio Internacional en el 
sentido de prohibir el tráfico de armas por particulares y 
empresas dedicadas a ello, y lo que sería más satisfactorio, 
extender tal prohibición también a los Estados en forma cla- 
ra y precisa sin subterfugios fáciles, como son los tratados 
de ayuda internacional, al menos sería necesario dar un paso 



adelante en nuestra legislación interna tipificando como de- 
lito de riesgo, junto a los de tenencia de armas, municiones 
y explosivos, su tráfico no autorizado, oneroso o lucrativo, 
por entidades o individuos, dotando al delito de una dimen- 
sión no meramente temtorial, sino dentro del llamado prin- 
cipio de universalidad, ubicuidad o foro mundial, igual que 
el tráfico de drogas, en los términos del apartado 4 del ar- 
tículo 23 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, es decir, 
permitiendo su persecución también de producirse fuera del 
temtorio nacional (Granada) 

4. EL TIPO AGRAVADO DE LESIONES DEL ART~CULO ? O' 

SU PENAL1 [DAD 

Desde el punto de vista del denunciado «principio de 
fragmentariedad~, no se discute que la protección de la inte- 
gridad física de la persona se basa en que es un bien jurídico 
de clara protección penal, ya que si su rango en la escala de 
valores de los bienes singulares del individuo es, en princi- 
pio, de entidad menor que el acordado para la vida, en oca- 
siones, subjetivamente se concede a la integridad más im- 
portancia que aquélla (caso de los suicidas aquejados de una 
enfermedad grave o defecto físico insoportable). Lo mismo 
ocurre en la escara de valores sociales, a pesar de que, en 
una escala utilitaria, mayor carga supone para la sociedad y 
la familia (y a veces un mayor sufrimiento, por su prolonga- 
ción en el tiempo), el gran inválido que el fallecido. Si la 
vida humana sigue siendo el supremo valor individual, de 
hecho, ciertas lesiones (como la castración y la mutilación 
de miembro principal), causadas de propósito (arts. 418 y 
4 19 anteriores a la reforma), a las que el artículo 41 8 (refor- 
mado en 1989, añade «la vista u oído, la anulación o grave 
limitación de su aptitud laboral, una grave enfermedad so- 
mática o psíquica o una incapacidad mental incurable», es- 
tán parificadas al homicidio por el legislador, al conllevar 
la misma pena que él. 



Por otra parte, y desde el punto de vista de la culpa- 
bilidad, la legislación vigente hasta la reforma como di- 
cen Boix, Orts y Vives Antón, respondía a una estructura 
que estaba en contradicción con ella, llegándose a calificar 
de «delitos determinados por el resultado» (Quintano Ripo- 
liés y Antón Oneca), con independencia, las más de las ve- 
ces,de que estuviera abarcadopor el dolo del agente, impo- 
sible de calibrar en la mayoría de los casos, sin contar, 
como apunta Cerezo Mir, que «la curación depende no sólo 
de la gravedad de las lesiones, sino también de las condicio- 
nes físicas y psíquicas del sujeto pasivo, del acier- 
to del tratamiento y de la solicitud de la víctima en recabar- 
lo o corregirlo». Por ello, al estar reguladas las penas en 
las lesiones en función del resultado, más se parecía a lo 
que vino en llamarse darifas o cuotas de sangre», aparte 
de que cuando el tipo de lesión dependía de los días de 
curación (arts. 420 3.O y 4.O, 422 y 582) era prácticamen- 
te imposible para el juzgador sustraerse a la valoración pe- 
ricial, lo que provocaba situaciones ajenas al principio de 
culpabilidad. 

Se basa la reforma ae n princil la Propues- 
ta de Anteproyecto del Nuevu ~ u d i g o  Periai, buusanando el 
defecto del medio comisivo (art. 149.1 del Anteproyecto), 
pero eliminando el límite arbitrario de ocho días de asisten- 
cia médica o inutilidad para el trabajo, que en aquél diferen- 
cian el delito y la falta, y sin llegar a la tesis de Cerezo Mir, 
de estimar delito toda lesión que reciba incluso sólo una 
primera asistencia (dada la importancia del bien jurídico - 
protegido), en la nueva redacción basta que se necesite para 
la sanidad, además de una primera asistencia, tratamiento 
médico o quirúrgico, para que el hecho sea delito. 

Sin embargo, existe en la nueva regulación, a nuestro 
juicio, un claro atentado al principio de proporcionalidad 
de la pena en los tipos agravados del artículo 426, en espe- 
cial en su número 2, que hará, si no se modifica, que con- 
ceptos como el de deformidad o el de miembro tengan que 
ser revisados por la jurisprudencia. 
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Dicen Boix, Orts y Vives Antón, en sus «Observaciones 
preliminares» Jra La Reforma Penal de 1989, que a 
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dura, sino la quFr aplica inexcusablemente, por leve aue 
parezca. Y se olvida, oz, que las pen ) 

suelen determinar mc;  crement tos de i 

:amos u 
? produc 

. . 

nos ejer 
:e la fra 
. - 

a la vc 
Es que i~ 

-. 

1 simple 
!as dent 

:amo cc 
: los hue 

lnsecuer 
:sos pro 

VE nplos: C icia de un puñe- 
tazo si ctura de pios de la nariz. 
Esta lesión sólo requiere una pyimera asistencia: reducción 
manual, si procede, de la fractura o la colocación de la co- 
rrespondiente máscara protectora. Y a los pocos días (15- 
18) levantar el apósito (incluso por el propio lesionado). De 
acuerdo con el artículo 582, to l.", el hecho consti- 
tuirá ahora una falta. 

Pero supongamos que, retirada la escayola, aparece una 
desviación del tabique, con la consiguiente asimetría facial, 
lo cual, de acuerdo con la jurisprudencia del Tribunal Supre- 
mo, constituye una deformidad. Por un simple azar (y sin 
embargo proporcional a la acción cometida), por aplicación 
del supuesto 2.O, del párrafo 1 .O, del artículo 582, habrá que 
aplicar el párrafo 2." del artículo 421, y el hecho no sólo se 
convertirá en delito, sino que la pena mínima será de 2 
años, 4 meses y 1 día. 

Todavía peor: uní la pérdi- 
da de una o más piei primera 
asistencia, pero conforme a reiterada, ngurosa y pacífica 
jurisprudencia, una pieza dentaria es un «miembro no prin- 
cipal», y como el artículo 421, párrafo 2.", no distingue 
entre miembro principal y no principal, corres~onderá impo- 
ner la misma pena que en el caso anterior. 

Quizá, mantener como pena mínima en todos los su- 
puestos de los números l." y 2." del artículo 421, la pena de 
prisión menor en grado medio, lo que conlleva inexorable- 
mente al cumplimiento carcelario de la pena, por irnposibii- 
dad de suspenderla, aún en casos de primera condena, atenta 
al citado principio de proporcionalidad y los Tribunales se 
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retraerán en el momento de tener que imponerla y, desde 
luego, estamos seguros de que el concepto de deformidad 
será modificado por la jurisprudencia y la pérdida de piezas 
dentarias dejará de ser calificada como pérdida de miembro 
no principal. 

Aquilatar más los supuestos de los número 1 .O y 2." del 
artículo 421 o, simplemente, imponer la pena de prisión 
menor en toda su extensión, sería una solución justa. 

Los artículos 420 y 582 quedaría redactados igual, pero 
el párrafo 1 .O del artículo 42 1 diría: «Las lesiones del artícu- 
lo anterior, así como las del 582, párrafo ín castiga- 
das siempre con la pena de prisión menor. :une algu- 
no de los supuestos siguientes» (La Corui-,. 

A) LOS delitos y faltas de caza 3G CIplIlb<III bll el capítu- 
lo 1 del título VI11 de la vigente Ley de Caza, Ley 111970, 
de 4 de abril, artículos 42 (los delitos) y 43 (las faltas), 
remitiéndose el artículo 44 al Código Penal común en todo 
lo no expresamente prevenido en los dos artículos anteriores 
y conteniendo, finalmente, el artículo 45 normas para deter- 
minar la indemnización por los daños y perjuicios causados 
a la riqueza cinegética. 

La Ley de Caza ha dado lugar durante el año 1989 a una 
excesiva actividad jurisdiccional por hechos que, ciertamen- 
te, no deben quedar sin algún tipo de sanción, pero que, en 
atención a su naturaleza y las circunstancias de su perpetra- 
ción, no deberían haber sido castigadas como delitos o fal- 
tas, sino como sanción administrativa. 

La mayoría de las denuncias presentadas por el Instituto 
Andaluz de Reforma Agraria se referían a la caza de conejos 
o liebres y algunas, muy pocas, a la caza de ciervos. Una 
sola denuncia, formulada por el Instituto para la Conser- 
vación de la Naturaleza, estuvo motivada por la muerte de 
una especie protegida, un lince, en el Coto Doñana, que 



en verdad causó un gran perjuicio a la riqueza cinegética y 
a la conservación de dicha especie. 

Las penas establecidas por el artículo 42 de la Ley de 
Caza son las de arresto mayor o multa de 5.000 a 50.000 
pesetas (pena pecuniaria que no ha sufrido variación desde 
la promulgación de la Ley) y privación de la licencia de 
caza o de la facultad de obtenerla por un plazo de dos a 
cinco años. No comprendemos que se pueda castigar con 
una pena privativa de libertad (en realidad, la Fiscalía solici- 
ta siempre y el Juez impone una pena de multa) por mínima 
que sea su duración, hechos tales como los tipificados en la 
mayoría de los apartados del punto 1 del artículo 42, los 
cuales no es que deban permanecer impunes, sino en el peor 
de los casos castigados como faltas. 

Si el legislador se guía por el criterio o principio de la 
intervención mínima en lo que afecta al Derecho Penal, nos 
parece incomprensible que se castigue como delito el hecho 
de entrar en un coto sin permiso, portando cepos, redes, 
perchas o hurones; o cazar sin permiso en terrenos someti- 
dos a un régimen cinegético especial, un conejo, una liebre, 
una perdiz o unos zorzales, cuyo valor cinegético, en Anda- 
lucía, supera las 2.500 pesetas. 

Cuando la Ley de Caza entró en vigor, la cuantía que 
diferenciaba al delito de la falta, 2.500 pesetas, en atención 
al valor cinegético de lo cazado, estaba en consonancia con 
la señalada para el delito de hurto por el número 3." del 
artículo 515 del Código Penal, redactado de acuerdo con la 
Ley 311967, de 8 de abril. Ahora bien, esta cuantía, fijada 
por la Ley de Caza, no se acomodó a las sucesivas modifica- 
ciones del Código Penal establecidas por las Leyes 3911974, 
de 28 de noviembre, y Orgánica 311983, de 25 de junio, la 
última de las cuales fijó en 30.000 pesetas el límite entre la 
falta y el delito de hurto. 

Por lo que respecta a Andalucía, el valor cinegético ha 
sido establecido por la Comunidad Autónoma y así la Reso- 
lución del Instituto Andaluz de Reforma Agraria de 3 de 
junio de 1986, publicó el baremo de valoración de las espe- 



cies, y valora un conejo en 5.000 pesetas, una liebre en 
10.000 pesetas y una perdiz en 7.500, por lo que la caza de 
una sola pieza perteneciente a estas especies siempre será 
constitutiva de delito. En cuanto a las aves, bastará cazar un 
par de tórtolas para que se cometa un delito. Se da, pues, la 
circunstancia de que se castiga la caza de cualquiera de las 
especies que acabamos de mencionar con la misma pena 
privativa de libertad que si se tratase de un hurto, de una 
apropiación indebida o de una estafa de 100.000 pesetas. 

Al señalar una pena alternativa, el legislador ha dejado 
un margen al arbitrio judicial, tal vez pensando en la conve- 
niencia de que los supuestos de caza menor, como los antes 
citados, no se equiparen a los de caza mayor, en los que el 
valor cinegético es muy superior y el daño o perjuicio causa- 
do se valora no en relación a un interés estrictamente priva- 
do, sino en contemplación al interés superior de la conserva- 
ción de la riqueza cinegética o de la protección de determi- 
nadas especies. Más lógico hubiera sido mantener la antigua 
división entre caza mayor y caza menor, como hacía la vieja 
Ley de 1902, reservando los delitos para la primera y rele- 
gando la segunda a las faltas, o bien castigar como delito la 
caza en parques o reservas nacionales o refugios de caza. 

Más discutible aún es la figura delictiva tipificada en el 
apartado h) del artículo 42, es decir, la ejecución de un 
hecho constitutivo de una falta de caza, cuando el culpable 
hubiere sido condenado con anterioridad dos veces por deli- 
tos o tres veces por faltas de las previstas en la Ley de 
Caza, norma que recuerda, aunque los supuestos del tipo no 
sean idénticos, al número 4 del artículo 515 o del 528 o al 
último párrafo del artículo 593 del Código Penal, anteriores 
a la 1 de 1983 (Huelva). reforma 

1 )  La ( E :uantía por la que se distingue la falta y el delito 
de hurto ha sido incrementada en varias ocasiones desde el 
año 1970, fecha de la Ley de Caza. En esta Ley la cuantía 
no ha sido modificada y las 2.500 pesetas siguen siendo el 
criterio legal diferenciador entre el delito y la falta de caza, 
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si esta cuantía era adecuada en 1970 y se correspondía con 
el Código Penal, es obvio que hoy está totalmente desfasa- 
da, convirtiendo en delitos hechos que no debían serlo, y 
obligándonos a realizar amalabarismos jurídicos» para evi- 
tarlo. En el baremo fijado por la Junta de Andalucía, un 
conejo se valora en 5.000 pesetas, por lo que la caza de uno 
solo de estos animales puede ser delito. 

P la cuant is está inalterada 
desdt uando 1 1.000 pesetas por 
delito cuanao ya ei Código renal rija luu.000 pesetas como 
cuantía mínima de la multa 

La Ley de Caza y su Re Lo (art. 42.1 h) de la Ley 
y artículo 46.1 h) del Reklalll~ll~o) continúan tipificando 
como delito la conducta del que cometa alguna falta de caza 
habiendo sido ejecutoriamente condenado con anterioridad 
dos veces por delito o tres por faltas, de las previstas en la 
presente Ley, dice la Ley de Caza, o tres veces por faltas de 
las previstas en los números 1 y 2 del presente artículo, 
según el Reglamento. Pensamos que las mismas razones que 
han impulsado al legislador o suprimir los hurtos y estafas 
cualificados por la reincidencia debe motivar la supresión 
de es lito de ( én) . 
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El incremento competencia1 producido en la reforma 
procesal de la Ley Orgánica 7/88 en favor de los Juzgados 
de lo Penal, de cuyas sentencias conocen en una sola vía de 
impugnación las Audiencias Provinciales al resolver los co- 
rrespondientes recursos de apelación y sin que pueda ya pro- 
nunciarse el Tribunal Supremo, suscita la cuestión que pue- 
de plantearse en los territorios de las diecisiete comunidades 
autónomas, de eventuales decisiones finales irrecurribles y 
contradictorias. Al no haber reservado, ni siquiera la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, a los Tribunales Superiores de 



Justicia, la competencia de unificación de doctrina en mate- 
ria penal en las decisiones divergentes de las Audiencias 
Provinciales del territorio en las Comunidades pluriprovin- 
ciales, sucede que la disparidad puede alcanzar no ya a dis- 
tintas regiones, sino a las wovincias de una misma región. 

cal, en i 
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loctrina 

El Ministerio Fis jn de promover la acción 
de la justicia en defeliaa ia i ~ ~ a i i d a d  debería poder propo- 
ner recurso en interés de ley a la Fiscalía General del Estado 
y ésta interponerlo, en su caso, ante el Tribunal Supremo, 
en los supuestos de manifiesta disparidad en la resolución 
de causas criminales por hechos análogos producid I- 

tencias de Tribunales al decidir en apelación y sent; 1- 

ción firme, o cuando alguna de estas sentencias se arai~ase 
de criterios legales c ánime del Tribu- 
nal Supremo. 
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Un botón de muestra: El Fiscal acusa ante el Juez por 
delito de allanamiento de morada y así se condena. La Au- 
diencia, en apelación, estima que los hechos sólo constitu- 
yen delito de robo en grado de frustración en cuantía infe- 
rior a 30.000 pesetas, se aplica mal la pena, y no se aprecia 
agravación específica de casa habitada, al no haber sido ale- 
gada. Todo un cúmulo de infracciones al principio acusato- 
rio, a1 derecho de defensa, a las reglas de la congruencia 
procesal y de la aplicación de las penas, pueden quedar fir- 
mes sin remedio alguno. Al menos debería concederse al 
Fiscal la posibilidad de intentar que se revocase tal criterio 
aunque no afectase a la ejecución de la sentencia firme, y 
tampoco sería malo introducir por vía disciplinaria una falta 
consistente en la reiterada inaplicación de la doctrina legal 
emanada de la jurisprudencia de los Altos Tribunales, a fin 
de evitar en lo posible la contumacia en la desviación de la 
correcta interpretación y aplicación de la ley, que nada tiene 
que ver con el correcto sentido de la independencia judicial 
(Granada). 



7. SALAS DE LO CIVIL Y PENAL DE LOS TRIBUNALES SUPERIO- 
RES DE JUSTICIA: NUEVAS COMPETENCIAS 

La competencia atribuida a estas Salas por el artículo 73 
de la L.O.P.J. resulta, en realidad, tan escasa que práctica- 
mente puede calificarse d e  nula sin incumr en indeseables 
exageraciones. Y ello, aún en el mejor de los supuestos o 
en el más favorable de los casos, es decir, en aquellas Co- 
munidades que gozan de un Derecho Privado específico, lo 
que podría hacer presagiar una actividad suficiente como 
para justificar su existencia. Pero lo cierto es que los asuntos 
tramitados son mínimos. 

Consecuentemente, parece imprescindible buscar alguna 
solución que ponga inmediato remedio a tamaño despropósi- 
to. Acaso la más lógica, y desde luego la más práctica, 
sería la de atribuir competencia a las referidas Salas para 
conocer en apelación y definitivamente de las sentencias 
dictadas, en materia penal, por las Audiencias provinciales; 
del mismo modo que las sentencias dictadas por los Jueces 
de lo Penal son recumbles en apelación ante la Audiencia 
Provincial, conforme a lo dispuesto por el artículo 795 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, contra las sentencias así 
dictadas, en materia penal, por las Audiencias Provinciales 
no se admitiría otro recurso, lógicamente, que el de revi- 
sión, cuando procediese. 

No se nos escapa, naturalmente, que la indicada solu- 
ción plantearía, cuando menos, dos problemas; uno de or- 
den organizativo, la drástica reducción de la Sala Segunda 
del Tribunal Supremo, y el otro doctrinal, la ausencia de 
una interpretación jurisprudencia1 uniforme absolutamente 
indispensable para una adecuada aplicación de las normas 
penales. 

El segundo de estos problemas es, a nuestro parecer, el 
de mayor entidad. Sin embargo, la cuestión se plantea igual- 
mente en todos aquellos delitos sancionados con penas que 
no excedan de seis años, multa cualquiera que sea su cuan- 
tía o privación del permiso de conducir cualquiera que sea 



su duración, delitos todos ellos atribuidos al Juez de lo Pe- 
nal y a los que, en consecuencia, se halla vetada la vía 
ordinaria a la Sala Segunda del Tribunal Supremo. 

Si esto es así, ¿puede caso afirmarse seriamente que la 
única doctrina jurisfidencial necesaria es la correspondien- 
te a los delitos castigados con penas superiores a los seis 
años? ¿No es, por ventura, en multitud de ocasiones tan 
necesaria la jurispmdencia del Tribunal Supremo para la in- 
terpretación de los preceptos que sancionan conductas casti- 
gadas con penas inferiores? 

Un recurso en favor de Ley para la unificación de doctri- 
na, aliviado de trámites innecesarios, podría ser el instru- 
mento adecuado para soslayar el, a nuestro juicio, único 
inconveniente serio que pudiera plantear la atribución a la 
Sala de lo Penal y Civil del Tribunal Superior de la segunda 
y definitiva instancia de las causas penales cuyo conoci- 
miento y fallo corresponde a las Audiencias Provinciales. 

Por otra parte, este sistema de recursos superaría el gra- 
ve inconveniente que representa la estrechez con la que ac- 
tualmente se halla concebido el recurso de casación, y que 
obliga constantemente a la Sala Segunda del Tribunal Supre- 
mo , )n generoso criterio los artículos 849 y 
850 njuiciamiento C ra) . (Navar 
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Juzgad / istrucción cuando 
el he,,,, ,, y,,,, ,,, ., c o n ~ c i n ~ , ~ , ~ ,  ,zviste los caracte- 
res de falta, siguiendo los trámites del juicio verbal, se limi- 
ta a señalar la vista para su celebración citando al Ministerio 
Fiscal y a las partes. 

Pero existen modalidades de pr entos qi n- 
bocan en juicio de faltas, que puf intear p LS, 
incluso de inconstitucionalidad, en cuanto que es el propio 
Juzgado de Instrucción el competente para juzgar la misma. 
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Unas veces la denuncia de un hecho no definido aún 
como delito o como falta, da lugar a la tramitación de dili- 
gencias previas del procedimiento abreviado (art. 789.2 
L.E.Cr.) con lo que el Juez recibe al detenido, si lo hay, 
decide sobre su situación personal, le oye como inculpa- 
do, toma declaración a los testigos, practica informes peri- 
ciales, etc.; pero de todo el conjunto de esta pmeba ocu- 
rre a veces que se perfila una posible falta, por lo que, 
bien el Juez (art. 789.5 segunda) acordará tal declaración, 
bien el Fiscal, al darle traslado para instrucción, al acor- 
dar el Juez la continuación por el procedimiento abreviado 
(art. 789.5 .cuarta y 790.3), pide el sobreseimiento libre del 
número 2." y la continuación como posible falta. 

Otras veces, cierto que en pocos Juzgados, presentada 
una denuncia o un atestado, todo lo inician por diligencias 
previas, que después, practicadas o no ciertas pruebas, con- 
tinúan como tales o lo transforman en juicio verbal de faltas. 

Ante estos dos supuestos, y dado que el Tribunal Cons- 
titucional ha venido aplicando al juicio de faltas todas las 
garantías constitucionales exigibles en el juicio por delitos 
(pensemos que muchas faltas no son más que «delitos venia- 
les», de idéntica naturaleza, que sólo se distinguen de los 
verdaderos delitos por su cuantía: hurto, apropiación indebi- 
da, estafa, utilización ilegítima de vehículo de motor ajeno, 
lesiones o amenazas), de la doctrina del Tribunal Constitu- 
cional se desprende la exigencia de los principios acusatorio 
(SS. 18-4-1985, 8-7-1985, 17-7-1986, 28-1-1987, 11-2- 
1987, 18-5-1987, 28-11-1988, 19-12-1988, 22-2-1989), de 
tutela efectiva (S. 10-5-1989), conocimiento de la acusación 
(SS. 7-3-1985) «a contrario sensux y 13-5-1987), de inde- 
fensión (20-2- 1987), de audiencia y defensa (30- 1-1989), 
de contradicción (S. 5-12-1984) y de la prohibición de la 
ereformatio in peius» (SS. 20-6-1988 y 10-1 1-19, etc.). 

Si esto es así y si el Juez Instructor practica las diligen- 
cias previas penales y toma decisiones sobre la persona del 
inculpado, que después va a ser juzgado por el propio Juez 
que las practicó, de hecho es una verdadera instxucción, por 



lo que no cabe duda de que la doctrina del Tribunal Consti- 
tucional, recogida en la Sentencia del 12-7-1988, sobre la 
separación de las funciones de instruir y de juzgar, le es 
plenamente aplicable. Por ello, estimamos que en estos ca- 
sos existe la misma razón que motivó tal separación, por 
aplicación del principio del Juez imparcial, y el Juez que, 
por la razón que sea, haya tenido que practicar las diligen- 
cias de que habla la citada Sentencia, y las que la ratifica- 
ron, como la de 5-8-1989, debería de abstenerse de celebrar 
el juicio de faltas y pasar las actuaciones a otro Juzgado, 
cosa sencilla en los partidos en que existe más de un Juez 
de Instrucción, y acudiendo a la prórroga de jurisdicción si 
sólo es uno, como vino haciéndose con los delitos hasta que 
inicia de lo I ,a 
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B) Entre las reformas que creemos precisas debe aco- 
meterse la regulación de la tramitación de los juicios de 
faltas. La actual nos parece insuficiente e imprecisa. Es cier- 
to que también presenta importantes aciertos y, sobre todo, 
una mecánica de actividad sencilla, oral y rápida, que debe 
mantenerse, pero hay muchos trámites que van dando lugar 
a muy diferentes comportamientos por parte de los distintos 
Juzgados -especialmente, tras las últimas reformas proce- 
sal y penal- que origina cierto confusionismo. Así, hay 
Juzgados que, en los casos de faltas sometidas a régimen de 
denuncia previa, están entendiendo que no es preceptiva la 
intervención del Fiscal al que no citan y, por tanto, los jui- 
cios se celebran sin su asistencia. 

Tras las nuevas competencias de los Juzgados de Ins- 
trucción, se está planteando por alguno de éstos la posible 
incompatibilidad del Juez que, tras incoar diligencias pre- 
vias por un hecho que inicialmente pudiera se constitutivo 
de delito, decide sobre la situación personal del denunciado, 
recibe declaraciones y practica otras diligencias y, posterior- 
mente, el hecho -por decisión del propio Juez o a solicitud 
del Fiscal- es declarado falta. ¿Este Juez es imparcial, con- 



forme a la doctrina del Tribunal Constitucional, pata dictar 
sentencia en ese juicio de faltas? Como teóricamente las 
faltas no tienen instrucción y el supuesto autor no puede 
siquiera ser detenido, en pura dogmática el Juez de las faltas 
nunca podría incurrir en aquellas causa de recusación, pero 
la realidad no es exactamente así y, por lo tanto, ¿habrá que 
prever un sistema de sustituciones en estos casos o esperar 
la recusación en cada caso concreto? 

La tramitación de las apelaciones de los juicios de faltas 
tampoco es uniforme. No queda claro cuándo debe de ins- 
truirse el Fiscal cuí fue el recurrente para, en su 
caso, poder adherir! curso. Es frecuente que tras la 
personación del apelante, si éste no comparece a la vista, 
por el Juzgado se archive la apelación p :tirniento. 
Mientras que para la apelación de los delit lebración 
de la vista es facultativa, es necesaria, al f i r ; i ~ ~  ~onforme a 
la Ley, en la apelación de las faltas (Alme 
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9. EL ART~CULO 172 DEL C~DIGO CIW, 

Con arreglo al vigente artículo 172 del Código Civil, 
producida una situación de desamparo, la entidad pública 
con competencia en materia de protección de menores asu- 
me la tutela automática sobre el mismo. 

En el ejercicio de dicha tutela, la entidad debe promover 
su reinserción familiar, su acogimiento o su adopción. 

Por su parte, el párrafo 2 del artículo 172 del Código 
Civil prevé que la entidad asumirá sólo la guarda en dos 
supuestos: cuando el Juez lo acuerde o cuando lo soliciten 
los padres del menor por no poder atender a éste. El ejerci- 
cio de la guarda se llevará a cabo, siempre bajo la vigilancia 
de la entidad, por el director del establecimiento en que el 
menor es internado o por las personas que lo reciban en 
acogimiento, expresión que hay que entender se refiere a la 
institución regulada en el artículo 173 del Código Civil. 

La realidad se ha encargado de poner de manifiesto la 
insuficiencia de tal regulación. 
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¿Qué hacer si no es posible la reinserción familiar, el 
acogimiento o la adopción del menor? Tal supuesto es fre- 
cuente en la práctica: menores procedentes de familias muy 
desestructuradas que han sufrido períodos prolongados de 
internamiento. 

La única salida que of regulaci de 
solicitar del Juez que acuerue ia guarda uel rnenur a Cargo 
de la entidad. 

¿Es coherente tal solu ido 
por la Ley 2111987, de 11 ae noviemore! ai  ia enriaaa pú- 
blica asume la tutel legis» e m- 
paro, ¿por qué no 1 imbién : ce- 
sidad de declaración judiciai previ, . 

a tal intc .e es que quien puede asu- 
mir ién pue~ Ur la guarda, la cuestión 
que inmediatamente se plantea es esta otra: ¿Por qué la 
guarda sólo puede realizarse en el establecimiento en donde 
el menor es internado o por las personas que lo reciban en 
acogimiento? 

Hay que ser co :S de las perjudiciales consecuen- 
cias que los intemamentos producen en los menores y no 
olvidar que, por una parte, la constitución judicial del acogi- 
miento es un proceso que requiere tiempo y que el tiempo 
durante el aue un menor está se~arado de su futura familia 
con menor. 

menore no 
consienten en su adopción o acogimiento y no pueden o no 
quieren prestarle la asistencia necesaria. 

Que en tales supuestos está indicada la adopción o el 
acogimiento es innegable, pero, mientras se constituyen una 
u otro, ¿qué se hace con el menor? ¿Se le mantiene interna- 
do en una institución pese a que es conocida la importancia 
que en este tiempo tiene el contacto del menor con su fami- 
lia? Y, en todo caso, mientras el Juez acuerda su guarda o 
se formaliza el acogimiento del menor, ¿dónde y en qué 
situación se encuentra éste? 
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La respuesta a todas estas cuestiones es bien simple: bas- 
ta prever que a la entidad pública con competencia en mate- 
ria de protección de menores, ya legitimadas para asumir la 
tutela de los menores desamparados, se les atribuya la com- 
petencia también para asumir sólo la guarda y para delegar 
el ejercicio de ésta en personas, físicas o jurídicas, con las 
que se establezca un convenio de colaboración, de duración 
temporal o indefinida (Ciudad Real' 

DEL AK 207 DEL C~DIG(  1 CIVIL 

En general, los procesos de incapacitación promovidos 
por el Ministerio Fiscal se tramitan y discurren sin mayores 
entorpecimientos. Lo m6s comente es que el Defensor Judi- 
cial nombrado n i  siquiera comparezca en los autos, y al no 
hacerlo tampoco la persona demandada, el juicio se tramita 
en su rebeldía. Precisamente por esa ausencia de oposición 
hay que extremar la diligencia en la práctica de las pmebas 
de obligado cumplimiento en este procedimiento, procuran- 
do que la inspección personal del presunto incapaz se lleve 
a cabo por el juez que entiende del proceso, pidiendo com- 
parezca a su presencia el demandado, y sea el Médico Fo- 
rense quien le examine e informe al Juez, procurando, siem- 
pre que sean conocidos, la declaración de los más próximos 
parientes del presunto incapaz. La sencillez de estos proce- 
dimientos únicamente tienen como causa de posible retardo 
el que origina el nombramiento del Defensor Judicial del 
presunto incapaz. A la persona nombrada defensor se le ha 
de notificar su designación para aceptación O rechazo, moti- 
vando tal diligencia bastante demora en el proceso. En oca- 
siones ni siquiera hay parientes que puedan ser designados 
defensores, por lo que el Juez se ve obligado a nombrar 
para el cargo al Director del establecimiento, si se trata de 
alguno de los internos en los Centros antes referidos, y en 
otras ocasiones al Concejal encargado de los Servicios So- 



ciales del correspondiente Ayuntamiento. Como la práctica 
viene demostrando la escasa o nula actuación de dichos de- 
fensores, sería conveniente que el artículo 207 del Código 
Civil fuera modificado, en el sentido de que al incapaz se le 
nombre defensor solamente cuando el que tenga interés en 
ello lo solicite del Juez. O, si se prefiere, mantener en todo 
caso el principio de contradicción, que debería establecerse 
que «cuando el Ministerio Fiscal hubiere promovido el pro- 
cedimiento, el Juez designará defensor del presunto incapaz 
a un Letrado del turno de oficio, a no ser que ya estuviera 
nombrado». 

Si el artículo 207 del Código Civil nos parece que debie- 
ra ser modificado, en cambio alabamos por útil el artículo 
299 bis, del mismo Código, introducido por la Ley 1311983, 
de reforma del Código Civil. La finalidad de este precepto 
es que el presunto incapaz esté siempre representado y asis- 
tido, aún antes y en tanto no se haya declarado su incapaci- 
tación por sentencia judicial firme, pues a partir de ese mo- 
mento asumirán el cuidado de su persona y bienes el orga- . > nisn 

11. ALGUNAS MO 
GISLACION PENI'I'ENCIP 

LE- 

En el orden legislativo se deberían producir las siguien- 
tes reformas que contribuirían a solucionar algunos aspectos 
dudosos de la legislación: 

sición k 

ilancia 1 

2. M0 

Penitenc 

~dificaci 

1. Desarrollo de la figura y funciones del Fiscal de 
Vig 

: la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, atribuyendo el conoci- 
miento de los recursos de apelación contra las resoluciones 
de los Jueces a las Audiencias Provinciales del lugar en que 
radique la prisión en todos los casos. 



3. Regulación de un procedimiento único en los recur- 
sos ante el Juzgado de Vigilancia, contemplando plazos, pe- 
ríodos de proposición y práctica de prueba, alegaciones y 
asistencia letrada. 

4. Modificación del artículo 98 del ( 

las redenciones extraordinarias. 
Penal de 

6. ideración en el Código Penal del arresto susti- 
torio como pena privativa de libertad a los efectos peniten- 
ciarios o, mejor aún, a todos los efectos. 

7. Constitución de los Juzgados de Vigilancia Peniten- 
ciaria con funciones exclusivas en todas las capitales o luga- 
res en donde radiquen Prisiones, con adscripción, también 
exclusiva, de un Fiscal, debiendo tener este Juzgado compe- 
tencias plenas en ejecución de sentencias, al modo como 
sucede en otros países de nuestro entorno cultural (Cáceres). 

12. L A  PÉRDIDA DEI 5N POR QUEBRAN- 
TAMIENTO DE CONDENA. YROPUESTA DE MODIF'ICACIÓN 

DEL ART~CULO 100 DEL C~DIGO PENAL 

Es necesario corregir legalmente los efectos injustos que 
se acarrean por la pérdida de la redención al deber prolon- 
garse ésta durante el íntegro cumplimiento de la pena que- 
bmtada. Así se desprende de los artículos 100 del Código 
Penal y 65.3 del Reglamento Penitenciario. 

Dada la repercusión de la redención en el acortamiento 
material de la condena privativa de libertad, la pena impues- 
ta por el delito de quebrantamiento, generalmente arresto 
mayor, adquiere un valor secundario, en comparación con 
el alargamiento de la condena que la pérdida de la redención 
puede comportar. 

Sin embarog, mientras la pena del delito en sus diversas 
modalidades es idéntica para sus autores, sin tomar en con- 
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,a propu lesta qui r ofrece 

reciendc 
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sideración para agravarla la mayor o menor duración de la 
pena quebrantada, se halla en el primer mes de una pena de 
seis de arresto, verá retrasada su puesta en libertad, dos 
meses, que son los que, normalmente, hubiera redimido; 
pero si se hallase en el primer año de una pena de 12, serían 
más de cuatro años las pérdidas de redención,'con la conse- 
cuencia ilógica de que, a mayor justificación de los deseos 
de fuga, más graves serán las consecuencias. No olvidamos 
que la perspectiva de perder el beneficio citado puede cons- 
tituir un elemento disuasorio de los deseos de fuga, pero, a 
pesar de ello, nos sigue pz ) atentatono al principio 
de igualdad aparejar tan disl msecuencias a conductas 
en todo caso idénticas. 

Es por lo que propugnamos la modificación del artículo 
100 del Código Penal en un doble sentido: para fijar el tiem- 
po de pérdida de la redención, que pese a comportar las 
graves consecuencias señaladas viene actualmente estableci- 
do en una norma reglamentaria, y para limitar, en todo caso, 
el máximo de dicha consecvuencia. Por otra parte, la pér- 
diuda del beneficio debería desvincularse en cuanto a su 
aplicación de la pena quebrantada, pues ello acarrea actual- 
mente graves problemas al no ser fácil determinar cuál era 
la condena que se cumplía en los casos de penas refundidas 
conforme al artículo 59 del Reglamento Penitenciario o de 
aplicación de los beneficios del artículo 70.2." del Código 
Penal. 

Asimism le1 artículo 100 a 
la reiterada mala conducta debe ser suprimida por ofrecer 
unos contornos inseguros y muy poco jurídicos en razón as 
las garantías que requiere la aplicación de una medida tan 
gravc 

L ntempla ría. 

A) En los casos que quebrantamiento, la pérdida del 
beneficio desde el reingreso en prisión del condenado o des- 
de la constatación de su propósito si no la hubiera logrado, 
hasta el cumplimiento de las penas privativas de libertad 



que tuviera pendientes, sin que tal plazo pudiera exceder de 
cinco años. 

B) En los casos del número 2 del artículo 100 en su 
párrafo último, la pérdida de la redención podría establecer- 
se para los reclusos sancionados por la Administración Peni- 
tenciaria y en tanto no obtuvieren la rehabilitación de las 
faltas cometidas (Lérida). 



EVOLUCION DE LA DELINCUENCIA 

A) EN EL. ORDEN C l J m A T N O  O DE LOS PROCEDIMIENTOS 

INICIADOS 

Es necesario destacar, una vez más, que a efectos de 
reflejar en cifras la evolución de la criminalidad, el índice 
de mayor seguridad es el proporcionado por el procedirnien- 
to de diligencias previas. Nos referimos aquí, en consecuen- 
cia, a estos procedimientos penales, que no tienen porqué 
coincidir con el número de las infracciones delictivas que 
realmente hayan tenido lugar, cifra ésta de imposible verifi- 
cación, a lo que contribuyen razones técnicas (procesos 
comprensivos de múltiples delitos con causa legítima en la 
conexidad o continuidad delictiva), jurídico-procesales (pro- 
cesos iniciados que concluyen en archivo por no ser los he- 
chos básicos constitutivos de delito) y materiales o de falta 
de actividad por parte del perjudicado u ofendido (buen nú- 
mero de delitos ni se denuncian ni dejan vestigios para pro- 
ceder ex oficio). Delincuencia formal, legal o derivada de 
la apertura de procedimientos y delincuencia real no consti- 
tuyen, por supuesto, términos equivalentes. Con los riesgos 
de imprecisión que conllevan, los datos utilizados en todas 
las Memorias de la Fiscalía General del Estado son los for- 
males o indicadores de la delincuencia aparente. Pero preci- 
samente porque de modo continuado y sin interrupciones se 
ha trabajado sobre ellos, el resultado es formalmente exacto 
y demostrativo del aumento o disminución de la crimina- 
lidad. 



Sin embargo, el año a que se contrae esta Memoria es 
especial y puede constituir una excepción. Esto es así por- 
que los datos estadísticos correspondientes a 1989 cuentan 
con una dificultad sobrevenida y con una nueva impreci- 
sión originadas por la entrada en vigor de la Ley Orgánica 
711988, de 28 de diciembre, que han podido dar lugar a 
dualidad de procedimientos de diligencias previas por unos 
mismos hechos. Es cierto que a partir del 1 de marzo de 
1989 todos los procedimientos que se incoen por delitos 
comprendidos en el artículo 779 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal se habrán instruido como diligencias 
previas; pero también lo es que a contar de aquel¡a mis- 
ma fecha todos los procedimientos en fase de instrucción 
-cualesquiera sea su naturaleza, pero que deban conocer- 
se en procedimiento abreviado- se transformarán en dili- 
gencias previas de tales procedimientos. Ello significa que 
unas diligencias incoadas como previas en los dos primeros 
meses del año han podido transformarse inmediatamente 
después den un proceso penal tipo de los existentes, y a 
partir de la vigencia de la Ley de nuevo en previas del 
nuevo procedimiento abreviado; añádase a ello que no han 

' faltado órganos jurisdiccionales que han incoado como pre- 
vias del procedimiento abreviado diligencias previas 
anteriores incluso al 1 de enero de 1989. A efectos esta- 
dísticos se Dresenta como sumamente difícil identificar 
cuáles son las diligencias previas directas y cuáles las pro- 
vinientes de transformación con data de comienzos de 1989 
o, incluso, de 1988, que deberán, en todo caso, eliminarse 
de la computación. Lo que sí parece claro es que, en nú- 
mero indeterminado y no determinable, se habrán aumenta- 
do artificialmente los procedimientos por diligencias 
previas que nosotros valoramos al tiempo de analizar la 
evolución de la criminalidad. Y no es ~osible  acudir a vá- 
lidos factores de corrección basados en porcentajes de re- 
petición extensibles a todas las provincias. Atendida esta 
consideración cabe afirmar que en la estadística correspon- 
diente a diligencias previas iniciadas en 1989 habrá irre 



gularidades formales determinantes de su aumento respecto 
a 1988. 

Pero existe otra circunstancia. su: ntitética 
a la apuntada, que sin duda ha conti :nso del 
número de diligencias previas sobre el año anterior. Nos 
referimos a la Ley Orgánica 311989, en vigor desde el 12 de 
julio, que -sobre todo en el área de las imprudencias come- 
tidas con vehículos de motor- ha tenido una singular inci- 
dencia negativa en la iniciación de diligencias previas, por- 
que unas veces condiciona su apertura a la denuncia previa 
del delito por el ofendido, denuncia que actúa como condi- 
ción de procedibilidad, y otras porque ciertos hechos han 
pasado de la punibilidad a la impunidad. Así, para el nuevo 
artículo 563, párrafo segundo, de1 Código Penal, sólo cons- 
tituyen delito los daños causados por imprudencia temeraria 
siempre que excedan de la cuantía del seguro obligatorio 
(2.200.000) y además haya mediado denuncia previa del 
perjudicado. Y la despenalización operada en la irnpruden- 
cia llega al resultado de que, con relación a las personas, 
sólo es punible como delito causar por imprudencia temera- 
ria el hecho propio de un delito (artículo 565 del Código 
Penal), con lo que quedaron despenalizados a partir del 12 
de julio de 1989 -y para ellos es improcedente la forma- 
ción de diligencias previas- las imprudencias temerarias 

lesivo p personas constitutivo de falta o 
de daño mtía inferior a 2.200.000 pese- 

L,,, .,S imprudencias simples antirreglamentarias con daños 
inferiores al seguro obligatorio y las impruc 
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con resultado lesivo para las personas que 
de daños cualesquiera sea la cuantía de ésto 
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Aunque no pueda aceptarse una compensación automáti- 
ca entre las eventuales diligencias previas duplicadas y el 
menor número de diligencias previas por imprudencia que 
se habrán producido con la reforma del Código Penal de 21 
de junio de 1989, sí es un factor que puede jugar al analizar 
paralela y comparativamente 10s años 1988-1989 con el 
efecto de atenuar las inseguridades estadísticas de las cifras 





1989 si 
tos, re1 
- - .. . . . . 

1980 . . . . . . 718.212 - 16.398 = - 2,23 
1981 . . 698.353 - 19.859 = - 2,76 
1982 . . 733.242 + 34.889 = + 4,99 
1983 . . . . . . 922.731 + 189.489 = +25,84 
1984 . . . . . . 1.082.135 + 159.404 = t 17,27 
1985 . . . . . . 1.142.106 + 59.971 = t 5 3 4  
1986 . . . . . . 1.236.909 + 94.803 = + 8,30 
1987 . . . . . . 1.338.309 + 101.400 = + 8,19 
1988 . . . . . . 1.423.617 + 85.308 = + 6.37 

. 1.522.340 + 98.723= 

,, estas cifras se desprende que el quinquenio 1984- 
upuso un aumento absoluto de 347.523 procedimien- 
resentativos de un incremento porcentual del 43,11, 

con un promedio anual del 8,62 %. El aumento de los pro- 
cedimic ~uinquenio 1985-1989 ha sido de 
440.20 )S respectivos incrementos es de 35,33 
y el promedio anual del 7,06 %. El aumento del 6,93 para 
1989 es, pues, menor al promedio del último quinquenio y 
más de punto y medio inferior al del quinquenio 1980-1984. 

b) Las cifras 
en particu 

de los J 

,lar o pc 
nientos, 
ncias 

por diligencias previas 

:ndemos ahora a los cuadros de incoaciones de dili- 
; previas por su distribución geográfica. Comparamos 

las aperturas de tales procedimientos durante los años 1988 
y 1989 olas y en la Au 
Nacion 

en tod; 
lal. 

as las pi rovincia .S españ idiencia 

4ñ0 1988 Año 1989 ?z % 

Alava 9.867 10.522 + 655 + 6,64 
Albacete . . . 6.692 7.383 + 691 +10,32 
Alicante . . . 54.373 55.916 +1.543 + 233  
Almería . . . . . . . 15.507 19.345 +3.838 +24,76 
Asturias . . . . . . . 23.392 26.442 +3.050 +13,03 



Año 1988 Año 1989 I1 

.uesca . 
ién . . 
nn Dnl- 

Avila . . . . . . . 
Badajoz . . . . . 
Baleares . . . . . 
Barcelon; 
Burgos . 
Cáceres 
Cádiz . . 
Castellón 
Ciudad R,,. . . 
Córdoba . . . . . 
Coruña . . . . . . 

G 
G 
Guadalajara . . . 
Guipúzcoa . . . . 
Huelva . . . . . . 
H 
J¿ 
Laa r auil 

León . . . . . . . 
Lérida . . . . . . 
Logroño . . . . . 
Lugo . . 
Madrid. 
Málaga . 
Murcia . . . . . . 
Navarra . . . . . 
Orense . . . . . . 
Palencia . . . . . 
Pontevedra . . . 
Salamanc - 
Santandei 
Segovia 
Sevilla . . . . . . 

- 

3.417 - 516 
16.270 + 739 
59.761 + 8.777 

230.939 +39.361 
15.347 + 5.471 
8.954 + 243 

37.820 + 4.347 
20.168 + 5.893 
11.714 + 1.880 
22.768 + 2.028 
28.413 + 4.469 
4.749 + 1.022 

45.515 + 8.308 
35.515 + 1.885 
4.021 "58 

19.562 49 
17.517 50 
5.103 + 196 

12.859 - 894 
46.170 + 1.644 
11.927 + 1.291 
11.367 + 889 
5.886 A- 3 a  

8.350 
OO. 829 
72.462 t 3 . 1 ~ 4  

30.752 - 17 
14.007 + 394 
9.336 - 14 
4.634 + 362 

27.285 + 3.823 
8.703 + 119 

20.343 + 5.682 
3.290 + 248 

87.185 +11.155 



Año 1988 Año 1989 f % 

Soria . . . . . . . 1.598 1.587 - 11 - 0,06 
Tarragona . . . . 30.076 32.855 + 2.779 + 9,24 
Tenerife . . . . . 31.424 38.787 + 7.363 +23,43 
Teme1 2.526 2.81 287 +11,38 
Toledo 9.424 9.90 478 + 5,07 
Valenci, . . . , 03.174 65.76, ,, ""0 -29,41 
Valladc 1.661 15.508 + 3 t32,99 

. Vizcay; 15.380 39.032 + 3 t 10,32 
Zamors . . 5.413 6.584 + 1 . 1  1 1  +21,64 
Zarago: i5.686 25.87 t 0,74 
Audien 1.570 1.44 - 7,83 
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precedentes, destacamos lo siguiente: 
JI serur~do año consecutivo, experimenta un 

dimientos por diligencias previas ini- 
icoaron 223.728; en 1988, 219.250, y 

en 1989, LUU.829. Así, en 1989, las diligencias previas fue- 
ron 22.899 menos que en 1987, lo que equivale al 10,23 %. 

En Barcelona, también por segundo año continuado, las 
diligeni vias aumentan. En 1987 se abrieron 178.294 
procedi ;; en 1988, 191.578 y en 1989, 230.939. Ello 
implica que en 1989 se incoaron 52.645 procedimientos más 

1987, c je del 29,52 % Jorcenta 
la, con drid y 1 un total de 43 1. Iba procedi- 

mientos por diligencias previas suponen el 28,36 % del total 
nacional. Barcelona llega al 15,17 % y Madrid al 13,19 %. 
En el extremo opuesto, Soria y Temel representan, respecti- 
vamente, el 0,10 y el 0,18 % del total nacional. 

Por Comunidades Autónomas están en los primeros lu- 
gares Cataluña (320.768) y Andalucía (305.466). 

Sólo en ocho provincias ha disminuido la criminalidad. 
El mayor aumento de las cifras absolutas corresponde a Bar- 
celona, Sevilla, Baleares y Gerona, y la mayor disminución 
a Valencia y Madrid. 



B) EN EL ORDEN CUALITATIVO O DE LA NATURALEZA DE LOS 
-'-- .iTOS COMETIDOS 

1 todos los delitos dan una actuación i 
sai -ul ahí la llamada franja 1lr;gia de la criminaliuau- 
tampoco todos los procedimientos iniciados suponen la exis- 
tencia de un delito y que éste sea precisamente el que figure 
como rúbrica de unas concretas diligencias previas, pues 
puede el hecho, tras la investigación subsiguiente, no ser 
constitutivo de delito o pasar a integrar un delito de distinta 
naturaleza. Los sistemas y métodos conforme a los que se 
elaboran las estadísticas judiciales no nos permiten afirmar 
que los tipos delictivos recogidos en las diligencias previas 
sean verdaderamente precisos, nuchas veces figuran 
en ellas conceptos amplios y ge , a lo que debe unirse 
el hecho de que en el momento G1l qu= se inicia el fenómeno 
procesal, que es la apertura, resulta muy difícil -incluso 
para técnicos- perfilar con exactitud los elementos confor- 
madores de la estructura punible y los bienes jurídicos ata- 
cados. De todas maneras, también en este aspecto cualitati- 
vo, las bases de la comparación con años precedentes no 
aparecen como heterogéneas. Sobre los datos proporciona- 
dos en sus Memorias por los Fiscales y siendo const 
de su valor simplemente indicativo, nos referimos a 
la evolución cualitativa de la criminalidad. Valoramos no 
los tipos sino las rúbricas o títulos de la siste- 
mática 1 ;eguir la noticia más aproximada de 
la delincuencia. 

El aumento ior ha 
sido la siguiente. 
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Año 1988 Año lo*" f 
- 

Estado . 
Frtlrln 

( vterior del f 27 
Contra la seguridad interior del L,.,,, . .,. .-. +4.863 
Falsedades . . . . . . . . . . . . . . . . . . 5.412 8.910 +3.498 



3s persona: 
rt libertad s 
1 honor . 

i . . f . . .  

exual . . .  
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Año 1988 Año 1989 tr 

Contra 1: ración de Justicia . . - 11 
Título V . . . . . . . . . . . . .  + 3.511 
Cometidos por los funcionarios públicos 2.283 + 1.317 
Contra 1, oi5.104 +18.106 
Contra 1, 4.687 + 674 
Contra e 3.106 + 1.126 
Contra el estado civil . . . . . . . . . . .  2.030 + 175 
Contra la libertad y seguridad . . . . . .  37.826 -20.672 
Contra la propiedad . . . . . . . . . . . .  937.319 t71.228 

n..n Imprudencias . . . . . . . . .  14.827 - 3.206 
Imprudencias y delitos relativ 

de vehículos de motor . . 131.821 + 6.514 
Incendios forestales . . . . . . . . . . . . .  T.Aau 10.017 + 5.779 

El análisis de las cifras precedentes y su relación entre 
los años 1988-1989, nos muestra como datos más destaca- 
dos: 

mente S 

20.672 - - 

[os que ; 

:S, ame1 
ot,. \ 

afectan 
iazas, c 

ainiaaos en el círculo ae la delincuencia aolosa, el 
,mpo de delii a la libertad y seguridad (deten- 
ciones ilegale oacciones, libertad y seguridad 
en el trabajo, ,,,., experimenta una singular disminución 
que, paradójicamente, está en correlación con el aumento 
también espectacular del año anterior. Se ha pasado de 
58.498 procedimientos en 1988 a los 37.826 de 1989, cifra 
ligera uperior a la de 1987 (3 1.183 procedimientos). 
Estas diligencias previas menos (el 35,34 %, con 
tan notable pero discontinua tendencia a la baja, son indica- 
tivas I iógeno I rs inestí 

En este sentido contrario se hallan los delitos contra la 
integridad corporal. Si los delitos contra la vida (incluidos 
los que no han llegado a la perfección delictiva, de no fácil 
separación de las lesiones consumadas) han aumentado en 



264, la diferencia entre 1 S45 y 1.281, los delitos de lesio- 
nes han pasado de 88.164 a 104.699, esto es, 16.535 más, 
que representa un incremento del 18,75 %. La fuente de 
esta violencia no puede decirse que esté siempre en las gran- 
des ciudades. Esta es la justificación: en 16 provincias se 
han iniciado más diligencias previas por lesiones que en Ma- 
drid (1.801) y son Valencia (10.265), Sevilla (9.465), Tene- 
rife (8.8 19), Gerona (7.5 18), Las Palmas (4.639), Ponteve- 
dra (3.739, Zaragoza (3.706), Barcelona (3.67 l),  Granada 
(3.339), Almería (3.320), Málaga (3.270), Tarragona 
(3.195), Valladolid (2.858), Huelva (2.667), Cádiz (2.55 l) ,  
Murcia (2.4 14) y Alicante (2.2 15). El conjunto de estas pro- 
vincias suman 73.976 procedimientos, esto es, más de un 
70 % del total nacional. Por regiones, se sitúa en primer 
lugar Andalucía, con 27.314 diligencias previas, el 26,08 % 
de las iniciadas. Señalar que las incoadas en Madrid equiva- 
len a sólo el 1,72 % nacional. 

El lugar preferente de las estadísticas judiciales lo ocu- 
pan habitualmente las infracciones que figuran en el título 
de delitos contra la propiedad. Este año no sólo no ha sido 
distinto, sino que los porcentajes han aumentado. Aproxi- 
madamente, los delitos dolosos que han originado diligen- 
cias previas pued rse en 1.182.845. Por delitos contra 
la propiedad figi 7.319, equivalentes al 79,24 % de 
la criminalidad de este tipo. Delitos que han aumentado en 
términos absolutos 7 1.2 8,22 % S los 
delitos contra el patrimc rntan cc iento 
estadístico. Los robos se hallan en primer término, siendo 
623.147, es decir, el 66,48 % de los delitos contra la pro- 
piedad. El 33,52 % restante se distribuye entre otras seis 
figuras delictivas, entre las que sobresalen los hurtos con el 
12,12 % del total. Los robos con fuerza disminuyen de 
536.775 a 489.426, en un 8,82 %, en tanto que los robos 
con violencia o intimidación aumentan, de 104.668 a 
133.721, el 27,75 %. 
- Las imprudencias con motivo de la circulación han 

disminuido. Las 1 15.359 diligencias previas de 1988 se han 
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reducido a 99.176 en 1989. La causa puede estar no en el 
decrecimiento de la siniestralidad vial, sino en la despenali- 
zación de ciertas impmdencias tras la Ley Orgánica 311989, 
de 21 de junio, o en la falta de denuncia previa ante hechos 
que requieren la condición de procedibilidad. De todas ma- 
neras, hay que anotar que así como la inseguridad en las 
carreteras continúa con escalofriantes cifras elevadas a va- 
rios miles de muertos cada año, el número de procedimien- 
tos por conductas impmdentes no se halla en esa propor- 
ción, pues si las impmdencias de todo tipo contxibuyen a 
sembrar la muerte en las carreteras españolas (de modo es- 
pecial durante los «festivales de la muerte», como se ha 
llamado a la salida o regreso de períodos vacacionales con 
macabros balances de centenares de muertos) el número de 
procedimientos se estabiliza o tiende a disminuir. Hacía bas- 
tantes años que los procedimientos no estaban por debajo 
de los cien mil. Si en 1981 se superaron los 151.000 y en 
1982 los 132.000, los siguientes arrojan estas cifras exactas: 
1983, 151.392; 1984, 151.508; 1985, 149.286; 1986, 
167.671; 1987, 160.649. Y en 1988-1989, los procedimien- 
tos ya dichos de 115.359 y 99.176, respectivamente. 

bre algi vnos de, litos en particular 

1. Delincuencia terrorista 

Aun cuando en el apartado referente a la actividad de la 
Audiencia Nacional se hacen determinadas consideraciones 
penales y procesales sobre el fenómeno terrorista y se da 
cuenta de la instmcción y enjuiciamiento de las causas por 
delitos de terrorismo, competencia exclusiva de aquel órga- 
no y de los Juzgados Centrales, recogemos aquí otra visión 
del fenómeno que tiende a acabar con la libertad y la convi- 
vencia en paz. Los Fiscales que viven más directamente la 
realidad social en que se desenvuelve la criminalidad de 
aquel signo, informaron sobre la latente continuidad de la bar- 



barie terrorista y la inseguridad ciudadana patrocinada por 
desalmados que sólo representa un exiguo soporte social 
dentro del noble pueblo vasco. Se han conseguido reciente- 
mente operaciones de desarticulación verdaderamente positi- 
vas de comandos etarras, pero al mismo tiempo, ha renaci- 
do, cierto que ( ior intensidad y extensión, otra cono- 
cida organizaei rista cuyo único fin son los asesinatos 
sangrientos. Es exigime una enérgica actitud que contribuya 
a la erradicación del terrorismo y a la defensa de una convi- 
vencia nacional en paz y en libertad. 

Para el Fiscal de San Sebastián, terrorismo y tráfico de 
drogas, muy por encima de cualquier otra actividad delicti- 
va, aparecen especialmente arraigadas en la provincia y con- 
figuran as maes la criminalidad de mayor inci- 
dencia. 

No VUJLUL~, y aunque el fenómeno terrorista ha tenido 

las Iíne tras de 1 

nuevam 
(asesin: 

iente brutales apariciones a lo largo del pasado año 
itos, extorsiones, coacciones de todo tipo, daños a 

las propiedades públicas y privadas) y ha producido a su 
vez la aparición de otras múltiples y anómalas conductas, 
no es menos cierto que estos violentos comportamientos 
cada vez concitan un más abierto rechazo del común de la 
ciudadanía y va tomando cuerpo una realidad que resulta 
hoy incuestionable: la inmensa mayoría del pueblo,vasco, 
que es la primera víctima del fenómeno terrorista, apuesta 
hoy con más fuerza por soluciones exclusivamente pacífi- 
cas, con un rechazo cada vez más firme y manifiesto hacia 
la intolerancia y la violencia. Se arraiga firmemente la opi- 
nión de que en el marco de la sociedad plural y democrática 
en la que nos desenvolvemos, es posible la defensa y soste- 
nimiento de cualquier criterio y opinión, por extremo que 
pueda parecer, a condición de que dicha defensa se encauce 
a través de las vías legítimas y pacíficas que todo Estado de 
Derecho posibilita. 

Como muestra de todo lo anterior, sirva de ejemplo el 
resultado de una encuesta oficial hecha pública a finales de 
1989, en la que se expresaba cómo si bien el 30 % de los 



consultados se declaraba exclusivamente vasco y un 25 % 
se manifestaba absolutamente de acuerdo con un Estado 
Vasco Independiente, el 85 % opinaba sobre la inutilidad 
de las vías violentas y de la necesidad de que la organiza- 
ción terrorista ETA abandonara definitivamente las armas. 

No parece como inmediata la solución a este problema 
gravísimo, que en cualquier caso siempre requerirá la com- 
binación de 1 trictamente policiales 
adopción de ui naginativa política, qut 
conducir al aislamiento de los individuos y colectivos más 
irreductibles y a la recuperación de todos aquellos que si 
una vez estuvieron comprometidos de una u otra forma con 
la actividad terrorista, hoy se muestran disp 
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Directamente relacionadas con el terrorismo lo son otra 
serie de anómalas conductas que, periódicamente, suelen re- 
verdecer de forma extraordinariamente violenta y que se ma- 
nifiestan a través de figuras delictivas tales como desórdenes 
públicos, actos de apología, atentadc sonas y propie- 
dades públicas y privadas, etc., si bie rto que si estos 
fenómenos delictivos constituían hasta hace poco un ele- 

muestra 

mento cotidiano en la vida de esta Comunidad, hoy tienen 
una más diluida aparición y son cada vez más escasos los 
individuos que la secundan, siendo Dor lo general rechaza- 
das por la maj los ciuc que se n parti- 
darios de acti más ci 1s. Así, y a título de 
ejemplo, a lo largo del pasado ano sólo fueron seis los pro- 
cedimientos que se celebraron ante las Salas de la Audiencia 
por hechos de esta naturaleza y siempre en referencia a pe- 
ríodos bastante distanciados en el tiempo. Ejemplo de esta 
cada vez más intensa normalización de la vida ciudadana lo 
es la práctica desaparición de lo que en años pasados alcan- 
zó gran relieve ciudadano y periodíst 
como «guerra de las banderas». 

Otro capítulo importante, de singular t r a s ~ ~ i i u ~ i i ~ ~ a  y UI- 

rectamente relacionado con el terrorismo, lo constituyen los 
delitos derivados de los excesos cometidos en la prevención 

ico y qu ie fue cc 
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y represión del fenómeno terrorista y que tienen su enca- 
je en el artículo 204 bis del Código Penal. Es necesario 
recalcar, sin embargo, que estos comportamientos son cada 
vez más infrecuentes, de forma que los procedimientos que 
aú Au- 
dic reté- 
rit 

En ocasiones, se pretende justificar estos comportamien- 
tos sobre la base de la supuesta finalidad lícita que se persi- 
gue uor aauéllos que lo practicaron: el debilitamiento del 
fa ;ta, y que, como ha afirmado luna1 
Cc empre ha de darse una relacií iable 
de proporcionalidad entre los medios empleados y la Iinali- 
dad que se persigue, de forma que para alcanzar una finali- 
dad lícita sólo pueden emplearse medios legítimos, ética y 
jurídicamente hablando. 

Por su el Fisc: -ante 
el año 19 ncreme~ istas 
con respecto al año anterior, aunque ello no se tradujo en 
un aumento de las víctimas mortales, qu ntuvo en un 
nivel similar al del año 1988. 

Igualmente, li nes vio1 .otagonizadas por el 
entorno de ETA h itrado ta in notable aumento. 
Año tras año, las empresas y negocios son el objeto princi- 
pal de sus acciones. Vizcaya es la provincia donde mayor 
actividad ha desarrollado la banda terrorista durante el año 
1989, ya aue ha sido escenario de 41 atentados; con el tre- 
mendo bs ie ocho personas muertas, 1 as Y 
cuantiosos materiales. En Guipúzcoa, 1( ados 
fueron 24, con cuatro víctimas mortales, y en Alava, cinco 
atentados, sin víctimas mortales. 

A los atentados reivindicado; TA han jirse 
los ocho perpetrados Dor el m u u  «uiiultza», ut: i o b  que 
cinco tuvieron lu ia v uno en 
San Sebastián. 

Una buena parte ae la violencia callejera que se registra 
en el País Vasco está protagonizada por lo que genéricamen- 
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te puede denominarse entorno de ETA, sectores políticos 
afines a la organización terrorista. 

Estos sectores son los protagoni ~ e r o  im- 
portante de acciones violentas en la tónoma, 
que van desde el lanzamiento de artetactos explosivos de 
fabricación casera a ataques contra cristaleras con barras de 
hierro y piedras. 

Los autores de este tipo de acciones suelen movilizarse 
con motivo de acontecimientos que afectan a la organiza- 
ción, como es el caso de detención, deportaciones, etc., de 
activistas destacados de ETA. 

Durante el año pasado, estas personas llevaron a cabo 
ataques contra oficinas bancarias, concesionarias de vehícu- 
los franceses, unidades de ferrocarril o instalaciones de 
RENFE, instalaciones de empresas de servicios públicos 
(electricidad, correos, teléfonos, etc .) y otras empresas, 
causando daños muy elevados. 

La agresividad de estos sectores de apoyo a ETA se tra- 
duce también en violentos enfrentamientos con la Policía. 

El Fiscal de Pamplona observa lo siguiente: En aquellas 
sociedades, como la navarra, que, de forma continuada, y 
desde hace largo tiempo, sufren los zarpazos del fenómeno 
terrorista, se produce inevitablemente una manifiesta atonía 
en la, por otra parte natural, reacción frente al delito y no 
sólo frente a litos o actos estrictamente terroristas, 
sino también :ión con toda clase de conductas crirni- 
nales en su más amplio y genérico sentido. 

Por otra parte, en íntima relación con el fenómeno terro- 
rista y atendiendo a la llamada de las organizaciones radica- 
lizadas, afines o identificadas con el ideario y reivindicacio- 
nes propias del terrorismo, tienen lugar numerosísimas y 
muchas veces graves alteraciones del orden público en las 
que, con absoluta impunidad, se perpetran no pocos delitos. 

Sólo por lo que se refiere a la ciudad de Pamplona, el 
número de este tipo de alteraciones casi se ha doblado du- 
rante el año 1989, en relación con el año anterior. En ellas 
se rompen escaparates o lunas de establecimientos banca- 
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rios, se lanzan cócteles Molotov, se dañan gravemente fa- 
chadas de edificios públicos o vehículos, se lanzan cohetes 
y toda clase de objetos contundentes contra las Fuerzas de 
Seguridad, se forman y queman barricadas, se interrumpen 
vías de comunicación, se profieren gritos en favor de la 
organización terrorista ETA, se destrozan cabinas telefóni- 
cas y se llegan a las puei icipales del Ayunta- 
miento, el día 10 O, O se puerta misma de la 
Jefatura Superior ae roricía, el ala 1 ae octubrc 

El pretexto de tales alteraciones es casi sier mis- 
mo, aunque adopten algunas veces variantes uc ~ i p o  más 
localizado. Así, con carácter general, se hace bandera de la 
negociación con ETA o de la dispersión de presos y extradi- 
ciones, mientras que, con motivación más específica, apare- 
ce, por ejemplo, ~na a 
San Sebastián. 

Hechos tan Iltiliiarivus LUIIIU r;i iugu X;LUG~LIU UCI señor 
VI L Martín, la callada sumisión al denominado «im- 
PL rolucionario>> y las numerosas llamadas amenazan- 
do con la colocación de bombas son, igualmente, factores 

la autc 
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que, junto a los anteriormentes expuestos y la realización 
de esporádicos atentados terroristas, van minando la natural 
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y lógica capacidad de reacción de la sociedad frente a la 
flagrante y much, :ho. 

Cuando una rante 
largos años a la accion rerronsta, se proauce un curioso 
fenómeno de resignada aceptación. Es algo parecido a lo 
que ocurre con las víctimas de la circulación, que se asumen 
sin pensar, o pensando en muy escasa medida, en las posi- 
bles soluciones para paliar tan evidente mal; confiando 
siempre, de forma totalmente irracional, en la fortuna de 
qi otros los que sufran 12 

fácilmente puede com d te- 
mb~vao, jurnisa y fatalista, acos~uiiivlaua a GUpectáculo de 
la impunidad -que con harta f r~  3 le ofrecen las alte- 
raciones del orden ya referidas :onvierte en el más 
abonado de los campos donde florece pujante la delincuen- 
cia denominada común. 
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Esta sensación de desamparo, el clima de violencia y la 
mayor capacidad de maniobra del delincuente, agudizan el 
gran problema que se ha dado en llamar, acaso impropia- 
mente, de la inseguridad ciudadana, haciendo buena la frase 
de Lacassagne, según la cual <<las sociedades no tienen más 
criminales que los que ellas mismas se merecen». 

otros 
-:A-,. 

2. delitos caracte 
,r'L-L.iÓn 

rizados por la violencia o la inti- 

Las expresiones típicas más características son determi- 
nados ataques con móvil sexual o de lucro. Ambas condu- 
cen a un sentimiento de inseguridad general e inquietud per- 
turbadoras de la normal convivencia. La violencia y muchas 
veces la inhumana crueldad, han sustituido hace ya años a 
la habilidad como factores de cc :ión de los delitos 
patrimoniales: los robos con intu n han subrogado a 
los hurtos. De ahí que disminuyan en gran medida los anti- 
guos modos de operar el delincuente contra la propiedad 
ajenos a la violencia (timadores, carteristas). De igual 
modo, la violencia en los delitos contra la libertad sexual ha 
eliminado prácticamente a la seducción en el orden penal, 
sustituyéndose el delito de estupro por la criminalidad más 
brutal de la violación real, en lamentable aumento, y con 
mucha frecuencia cometida amparándose los ejecutores en 
la superioridad numérica. 

a') Cualquier tipo de violencia o intimidación ejercida 
con el fin de atentar contra el patrimonio que pone en peli- 
gro o lesiona la integridad personal, se encuadra en el ar- 
tículo 501 del Código Penal. Desde hace algunos años en 
las estadísticas judiciales se viene separando esta modalidad 
del robo de las demás. Mas aún así, dentro del radio del 
artículo 50 1,  y sobre todo del artículo 501 S.", hay multitud 
de matices que contribuyen a que no todos los robos de esta 
naturaleza tengan la misma gravedad objetiva, pues aparte 



de que los robos con intimidación presentan una peligrosi- 
dad de entidad menor que los robos con violencia, dentro 
de éstos no puede haber total homogeneidad. Se respeta en 
los datos estadísticos la rúbrica legal, que comprende todos 
los supuestos posibles de hechos violentos contra el patrimo- 
nio, aunque no exista paralelismo entre todos ellos, porque 
es obvio que materialmente las diferencias son patentes en- 
tre el mero «tirón» sin resultados físicos apreciables y los 
robos con violencia con graves resultados para la vida o la 
integridad corporal. Pero todos repercuten en el ambiente 
social de inseguridad, que choca con el valor de justicia de 
la seguridad. 

La lucha contra la inseguridad ciudadala e11 sus diversas 
manifestaciones continúa, pero también continúa latente el 
aumento de la criminalidad de este signo. El año 1988 re- 
presentó un obstáculo excepcional a las altas magnitudes a 
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Albacete . . . . . .  15 
Alicante . . . . . .  1.489 1.673 + 186 
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Año 1988 Año 1989 

Almería . . 
Asturias . . 
Avila . . . .  
Badajoz . . 
Baleares . . 
Barcelona . . . . .  
Burgos . . .  
Cáceres . . 
Cádiz . . . .  
Castellón . 
Ciudad Real 
Córdoba . . 
Coruña . . .  
Cuenca . . .  
Gerona . . .  
Granada . . 
Guadalaiara 
Guipi 
Huel~ 
Hues~, . . .  
Jaén . . . .  
Las Palmas 
León 
Lérid 
Logrc'l" . . 
Lugo . . . .  
Madr . . . .  
Má1a~- . . . . . . .  
Murc 
Nava 
Orens 
Palencia . . 
Pontevedra 
Salamanca . . . . .  
Tenerife . . . . . .  

" 

úzcoa . 
v a . .  . 
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i a  . . .  
ragona 
...~1 

scaya . 
mora . 

Santander 
Segovia . 
Sevilla . . . . . . .  
So1 
Tal 
Te1 ,,, . . . . . . .  
Toledo . . . . . . .  
Valencia . . . . . .  
Valladolid 
vi; 
Zai 
Zaragoza 

Con ciertas matizaciones, el incremento es significativo, 
pero no sumamente acelerado. Como fue la disminución de 
1988 respecto a 1987. En efecto, en 1989 se han iniciado 
29.033 procedimientos más que en 1988. Y en 1988 se in- 
coaron 47.436 menos que en 1987. De cualquier modo, 
1989 cuenta con 18.383 menos que en 1987 y decrece en 
1 1.677 sobre 1984. Por otra parte, si examinamos la distri- 
bución de estos delitos por provincias se aprecia que no está 
generalizado el incremento, sino que el de sólo cinco pro- 
vincias ha hecho perder la línea de estabilidad. Entre Ma- 
drid, Navarra, Tenerife, Valencia y Zaragoza, el aumento 
ha sido de 31.344, que supera el total nacional (29.033). 
Ello implica que bastantes provincias se mantienen en cota 
similar a la de años anteriores y otras en las que la tasa de 
crecimiento es negativa. Significamos ahora que las provin- 
cias citadas junto a Barcelona y Sevilla alcanzan 86.390 
diligencias previas por robos con intimidación, que equiva- 
len al 64,60 % de la totalidad. 

En particular, nos referimos a Madrid y Barcelona. Si 
en Madrid estos delitos han pasado de 18.032 en 1988 a 
27.045 en 1989, esta última cifra es bastante inferior a la de 



los años 1984 (68.724), 1985 (48.002), 1986 (44.271) 
y 1987 (57.969). Para Barcelona la igualdad es casi mate- 
mática en los últimos tres años, como nos lo proporciona 
las siguientes cifras: 1987 (16.757), 1988 (16.517) y 1989 
(16.7781 

b ) La violencia o intmidacion proyectada sobre la li- 
bertad sexual (violación real del artículo 429.1 .O del Código 
Penal). El concepto jurídico-penal de violación ha exten- 
dido su ámbito tras la entrada en vigor de la Ley Orgánica 
311989, de 21 de junio, hasta comprender conductas que 
antes no rebasaban la esfera de los abusos deshonestos o 
agresiones sexuales. La clásica violación quedaba reducida 
a la conjunción genital por vía. vaginal y ahora abarca las 
penetraciones por otras vías (anal, bucal). De otra parte, la 
acción típica se centraba en el yacimiento con mujer siendo 
sólo éstas el sujeto pasivo. Con la redacción del nuevo ar- 
tículo 429 únicamente la penetración vaginal es heterose- 
xual, ya que las demás penetraciones típicas son compati- 
bles con las relaciones homosexuales masculinas, por lo que 
el hombre también puede aparecer ya como sujeto pasivo 
de la violación. Con estos antecedentes legales bien se com- 
prende que un estudio comparativo fiable sobre aumento- 
disminución de las violaciones de un año a otro tiene que 
ser aproximado. A ello ha de unirs : estadísti- 
carnente figuran como violación 1 erfectas y 
particularmente la tentativa no es fácil distinguirla de las 
agresiones sexuales de los artículos 430 y 436. 
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El total de los delitos contra la libertad sexual -que 
comprende, además de las agresiones sexuales y la viola- 
ción, el exhibicionismo y todos los delitos relativos a la 
prostitución- perseguidos durante 1989 dieron lugar a la 
apertura de 5.541 diligencias previas. En 1988 fueron 
4.867. Se iniciaron en más 674, lo que supone un 13,86 %. 
Por las diversas formas de violación se iniciaron 1.443 dili- 
gencias previas y en 1988 habían sido 1.241; porcentual- 



mente el aumento es del 16,29 %, mayor que el del conjun- 
to de los delitos incluidos en el título IX del Código Penal. 

Las provincias que cuentan con más delitos de violación 
denunciados han sido éstas: Madrid (224), Barcelona (222), 
Las Palmas (104), Tenerife (66), Baleares (64), Valencia 
(58), Granada (56), Alicante (52), Málaga (45) y Sevilla 
(42). Tan sólo estas diez provincias suman 953 procedi- 
mientos representativos del 66.04 % de la totalidad. Desta- 
car que Madrid bajó de 3C 4 Y que tra- 
no, Barcelona aumentó de .as Paln 14 a 
104. Las diez provincias con menor numero de aii~gencias 
previas por este delito han sido: Soria (O), Cuenca (2 ) ,  Te- 
me1 (2), Córdoba (3), Palencia (3), Huesca (4), Lugo (4), 
Orense (4), Toledo (4) y Zamora (4). Su c :nta 
únii I % del 
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todo< iris «inaicaaores» más representativos, en irar se ha 
Pro .o desce el número de detenidos y 
dec - de hab ntenido y aún acrecentado 
la eficacia policial. También han disminuido las cantidades 
dec is de cocaína y registrándose un aumento 

decomis 

:nso en 
erse ma 
. . 

con le únicamente c ie se refiere a la heroína, 
con rcspecto a la cual se incrementó, asimismo, el número 
de I 

hachís, 
:n lo qi 

1. Cuadro global comparativo con el ano lraa 

I de drogas 
durante 1989 y su evolución respecto al año anterior, fueron 
los siguientes: 



CUADRO NÚM. 1 
7 

Año 1988 Año 1989 + %  

Det~ . . . . .  27.911 :7.407 - 1,81 
Decomisos . . . .  23.768 23.554 - 0,90 
Heroína (gr.) . . .  479.656 712.890 + 48,63 
Cocaína (gr.) . . .  3.461.103 1.852.231 - 46,48 
Hachís (gr.) . . .  90.940.068 64.246.072 - 29,351 
L.S.D. (dosis) . . 9.167 11.082 + 20,89 
Psicotrópicos . . .  131.050 92.227 - 29,62 
Muertes . . . . . .  597 +120,30 
Robos en farmacias. 236 + 4,42 
Atracos . . . . . . .  80 - 52,38 
F'roc - 29.337 30.706 + 4,66 

2. Personas detenidas 

DRO NÚM. - 
Detenidos Año - 

Nacionales 72 23.Q'c + 0,Ol 
Exb 3. ,47 - 

lOTAL . . . . .  27. .,. 3 1  

O J J  

058 

Año 

O J J  

552 

El número de detenidos por las Fuerzas y Cuerpos de Segu- 
ridad fue de 27.407, cifra algo inferior a la del año 1988, que 
fueron 27.911 (-1,81 %). 

Se aprec 
,-*. ..-m 

iento significativo en el número de 
extraiiJ~~va detenido*, y a  ~r le  de los 4.058 del año 1988 se ha 
pasado a 3.552, lo que representa un 12,47 % menos. 



Proporcionalmente, siguen siendo los marroquíes, italianos, 
colombianos, franceses, portugueses, alemanes y británicos los 
que ocupan meros p la 
tenemos en o adjuní 

los pri 
el cuadr 

Una vi: s exacta 

itenidos 
io 1988 

ver1 
Añc 

- CUADRO NÚM - 
7. 

I % - 
Exh 
Marruecos . . 955 -22,62 
Italia . . . .  . 274 - 2,55 
Colombia . . . . . . . . . . .  234 -.," +11,10 
Francia . . . . . . . .  218 218 0,OO 
Portugal . . . . . . . .  200 170 -15,OO 
RFA . . . .  . . . . . . . . . . e  157 163 + 3,82 
R. Unido . . . . . . . . . . .  132 160 +21,21 
Gambia . . . . . . . . . . . .  2 16 102 -52,78 

TOTAL . . . . . . . . .  4 .O58 3.552 - 12,47 

Nacionales: 
TOTAL . . . .  23.853 23.855 + 0,Ol - 

En cuan 

Detenic 

Hombres . 

iidos es 1 se 
mantiene la notable supenondad de varones sobre mujeres, lo 
que porcentualmente se traduce en un 84,42 % de los prime- 
ros sobre el sexo femenino, como se refleja en el cuadro si- 
guiente. 

los Año 

de resa 

Año 

ltar que 

Mujeres . . 4.008 695 ,81 - 
TOTAL . . . .  27.911 27.407 -1.81 



3. Número de decomisos. 

- 
Opiáceos . 
Cocaínicos 
Cannábicos . . . . 
Alucinógenos . . . 
Psicotrópicos . . . 

TOTAL . . . . 

Año 1988 Año 1989 + %  

Por lo que se refiere al número de decomisos efectuados 
en el transcurso del año 1989, se , un ascenso de los 
opiáceos y cocaínicos. 

En este apartado destaca, como bt; UIJU, el incremento en 
los ( iecomisi 

Sustanc ias decc 

L U W K U  NUM. V I  

Año 1988 Año 1989 + %  

Heroína (gr.) . . . 479.656 2.890 63 
Cocaína (gr.) . . . 3.461.103 2.231 48 
Hachís (gr.) . . . 90.940.068 16.072 35 

lomo sc : puede el cuadro número VI, en 1989 se 
decomisaron aproxmaaamente 713 Kgs. de heroína, lo que 
constituye cerca de1 50 % más que el año pasado (480 Kgs.), 
debiéndose resaltar los alijos de la denominada «co- 
nexión turca», que es la que introduce en nuestro país, pre- 



ferentemente por vía aeroportuaria, la mayor parte de esta 
sustancia. 

Así, la incaut ,,.,.., a finales del mes de octubre, de 
109 Kg. de heroína ~brown sugar» en Granada; los 58 Kg. 
decomisados en Madrid iados de noviembre y los 
82 Kg. aprehendidos, en smas fechas, en Marbella. 

.4.2. Cocaína. 

a medj 
esas mi 

la visto 
i 1.852 

La escalada experimentada en 1988 en cuanto a la canti- 
dad de cocaína intervenida en nuestro p: dis- 
minuida en un 46,48 %, ya que se deco Kg - 
frente a los 3.461 del año pasado. 

Es significativa la cada vez más infrc aprehensión 
de «espectaculares» alijos de cientos d ramos, y la 
cadencia de las intervenciones a menor escala. 

Hay que hacer notar que durante 1989 fueron aumentan- 
do progresivamente los decomisos de cocaína en Galicia. 

Mientras en España se constata este cambio de tendencia 
a la baja, en otros países europeos, como Holanda, Francia 
y Alemania, se observa que el cambio es llamativamente al 
alza, con alijos importantes hasta ahora desconocidos 
(484,549 Kg. en Holanda, 652,750 Kg. en ia y 
1.033,800 Kg. en Alemania). 

En el informe de la Junta Internacional de Fiscalización 
de Estupefacientes de las Naciones Unidas correspondiente 
a 1989 se lee: 

«España ha sido un punto principal de entrada de cocaí- 
na en Europa desde hace varios años. No obstante, los indi- 
cios recientes indican que la cocaína entra ya en Europa en 
cantidades crecientes por otros lugares. España sigue coo- 
perando estrechamente con otros países de Europa occiden- 
tal en su lucha contra el tráfico de drogas.» 



4.3. Hachís. 

Se observa casi un 30 % menos en las cantidades de 
hachís aprehendidas (64.250 Kgs. frente a los 90.940 del 
año 1988). 

Sin embargo, los alijos que se han intervenido en las 
costas gallegas -junto con la cocaína, como ya hemos di- 
cho-, han ido adquiriendo gran importancia, en conexión 
con marroquíes. organiz 

4.4. Psicotrópicos. 

Año 1988 Año 1989 f.% 

L.S.D. (dosis) . . 9.167 " 082 +20,89 
Psicotrópicos . . . 131.050 227 -29,62 

En cuanto al L.S.D. se decomisaron vanos miles de do- 
sis, así como de derivados anfetamínicos -speed- y de 
píldoras de éxtasis. 

5 .  Muertes por causa de las drogas. 

El número total de fallecidos ascendió durante el pasado 
año a 597, lo que supone un incremento del 120 % respecto 
al año anterior (271). El grueso de esta cifra lo constituyen 
las muertes por sobredosis y adulteración de las sustancias 
estupefacientes, mientras que las cifras menores correspon- 
den a otras causas relacionadas con el narcotráfico (ajustes 
de cuentas, suicidios, accidentes, etc.). 

En la Memoria del año pasado señalábamos el importan- 
te aumento observado entre 1987 y 1988 en este aparta- 
do (50 %). 



La cifra necrológica continúa su escalada, desde el año 
1985, como se puede apreciar en el cuadro siguiente: 

- IR0  N& - 
Muertes Ano 83 Ano 86 Año 87 Año 88 Ado 8Y ~"1089188 - 

Sobredosis . 124 159 166 250 577 ;0,8 
Ajustes ctas . 10 16 15 7 13 1,71 
Accidentes . O 13 6 5 1 -80,OO 
Suicidios . . 9 1 2 9 6 -33,33 

TOTAL . . . 143 189 189 271 597 +120,0 

Salvo la República Federal Alemana e Italia, con 991 y 
965 muertes respectivamente, somos uno de los países eu- 
ropeos con mayor número de fallecimientos. 

; y atrac 

DRO NÚI 

Año 1988 Añi 

Robos en farmacias. 226 F,42 
Atracos en farmacias. - 168 U" ,L,38 

- 316 2,80 - 
En el epígrafe de robos y atracos a establecimientos far- 

maceúticos y sanitarios, destaca un ligero descenso durante 
el año que comprende esta Memoria. Así, las estadísticas 
proporcionadas a esta Fiscalía por el Gabinete de Estudios 
del Servicio Central de Estupefacientes -una vez analiza- 
das y procesadas por la Fiscalía- revelan que el número 
total por dicho concepto es de 316 hechos delictivos, frente 
a los 394 cifrados en el año 1988, lo que supone una reduc- 
ción del 19,80 %. 



7 .  Número :edimientos judiciales. 

Año 1988 Año 1989 f% 

Procedimientos . . 29.337 30.706 +4.66 

Se ha producido, en 1989, un incremento del 4,66 % en 
el número de procedimientos incoados, con una tasa porcen- 
tual inferior a la del año anterior, que fue la de 20,04 %, 
por lo que parece detectarse una cierta tendencia a la baja. 

Por su interés se recogen con detalle los de cada Fiscalía. 

res . . 
5 . . .  .. , 

n a .  . .  
ada . . 

q .  

Año 1988 Año 1989 I1% 

Albacete . . . . . .  16 
Alicante . . . . . .  1.241 
Almería . . . . . .  3C1 
Avila . . . . . . . .  L 

Badajoz . . . . . .  22 
Barcelona . 3.8% 
Bilbao . . .  574 
Burgos . . .  162 
Cáce . . . .  
Cádii . . . .  
Casteilon . . . . .  3 b 
Ciudad Real 198 
Córdoba . . 98 
Cuenca . . 39 
Geroi 304 
Gran; 94 
Guadaiajara . . . .  80 
Huel~ 327 
Hues~ 73 
Jaén . . . . . . . .  304 



itona . 
mora 

Año 1988 - 
La Coruña . . . .  
Las Palmas . . . .  
León . . . . . . . .  
Lérida . . . . . . .  
Logroño . . . . . .  
Lugo . . . . . . . .  
Madrid . . . . . . .  
Málaga 
Murcia . 
Orense . 
Oviedo . 
P. Mallor 
Palencia . . . . .  
Parnplona . . . .  
Pontevedra . . .  
S. C. Tenenfe . . 
Salamanca . . . .  
San Sebastián . . 
Santande1 
Segovia 
Sevilla . . . . . . .  
Soria . . 
Tarragons 
Teruel . . . . . . .  
Toledo . . . . . . .  
Valencia . . . . . .  
Valladolic' 
v: 
Z¿ 
Zaragoza . . . .  

iL . . .  

b) Es un hecho, presentado LUIILU iiurl~~aule incluso en 
medios de comunicación social de ámbito internacional, el 



fenómeno de la entrada de droga por las costas gallegas, 
preferentemente por las Rías Bajas, situando a España como 
punto de entrada dentro del ámbito de la Comunidad Econó- 
mica Europea. Antes de la espectacular operación contra las 
organizaciones de narcotráfico llevada a cabo al tiempo de 
redactarse esta Memoria, el Fiscal de Pontevedra daba cuen- 
ta precisa de la situación de esta provincia. En ella, dice, se 
da una circunstancia excepcional de notoria gravedad que 
no sucede en casi ninguna otra provincia de nuestro país. 
Esta circunstancia no es otra que la existencia de varias or- 
ganizaciones de traficantes de estupefacientes en la Ría de 
Arosa, preferentemente en las localidades de Villagarcía de 
Arosa, Villanueva, Cambados, Isla de Arosa y poblaciones 
limítrofes, que, siendo anteriormente contrabandistas de ta- 

rganizai 
inclusa 

ciones i 
1 queda 

ntroduc 
alguna 

intamen 
lamente 

ite tabac 
se ded 

baco, han «reconvertido» sus actividades y se dedican 
al tráfico de estupefacientes a gran escala. Alguna de es- 
tas a e indist :o y dro- 
ga e que so ica al ta- 
baco 

En virtud de lo anteriormente expuesto queda claro que 
el verdadero problema en el tráfico de droga, en esta provin- 
cia, es el de las organizaciones antes citadas. Estas organi- 
zaciones manejan importantísimas cantidades de estupefa- 
cientes y, si en un principio, solamente transportaban ha- 
chís, por vía marítima, desde Marruecos a las rías gallegas 
o Portugal, en la actualidad introducen cocaína y heroína, 
habiéndose detectado contactos de traficantes de esta pro- 
vincia con organizaciones sudamericanas (preferentemente 
de colombianos) así como la presencia en esta provincia de 
presuntos traficantes de droga sudamericanos y del norte de 
Africa. 

Estas organizaciones de traficantes de droga poseen 
complejos y sofisticados medios (embarcaciones, vehículos, 
almacenes, etc.) asj lo como 

dificult 
i poden 
persecuc que hace altamente ~n 

de sus integrantes. 
A todo ello hay que añadir las siguientes circunstancias: 



costero 
iaturale~ 

- El contrabando en Galicia está arraigado desde hace 
muchos años y no está mal visto socialmente. 

litoral de la provincia de Pon , por 
SU :iones n ;, favorece la navegabil 3cul- 
tacion ae embarcaciones menores y mercancía. 

- Existen numerosísimas «bateas» que permiten la 
ocultación de estupefacientes y su posterior traslado a tierra 
en el momento que consideran oportunc 

- Existen numerosas viviendas-ini is al 
mar que permiten el desembarco de géneros y su rápida 
ocultación con casi total impunidad para el contrabandista. 

- Se trata de un provincia fronteriza con Portugal, li- 
mitada por el río Miño. Es muy fácil para los traficantes 
cruzar al vecino país e, incluso, numer eraciones se 
descargan en Portugal y, posteri ntro- 
ducida en esta provincia. 

- La progresiva aceptación en determinados núcleos de 
población de la supuesta benignidad de ciertas drogas, por 
ejemplo el hachís, lo que hace que el consumo de las rnis- 
mas no sea mal visto por ciertas capas S 
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- TraLiLu uGDaiiuilauu ~~~ lus ivamen te  en las rías ga- 
ílegas. Es la forma más habitual, generalmente operan con 
hachís (empiezan a hacerlo con cocaína) que traen en em- 
barcaciones desde el norte de Africa. 
- Tráfico efectuado en el sur de E! ;eneralmente 

en las provincias de Cádiz y Málaga) pc duos de esta 
provincia desplazados a dicha : n uroducido 
varias detenciones de tr; ~illa, 
Marbella, etc.). 
- Tráfico desarrollado en Portugal. Es bastante fre- 

cuente que organizaciones de esta provincia efectúen sus 
descargas en Portugal (preferentemente para huir del control 
que se ejerce sobre las «planeadoras» y considerando que 

le droga 
.e actúa 

L que 
n, se 
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en el vecino país se ejerce un menor control) y, posteriormen- 
te, introducen la droga -en vehículos- en nuestra provincia. 
- Tráfico efectuado en mas del temtorio nacio- 

nal, tratándose de distribuii ades menores (pero en 
todo caso kilogramos o decella3 Uc. iilograrnos según la dro- 
ga de que se trate) a revendedores de otras localid; 
- Tráfico realizado en conexión con organizac I- 

ternacionales. El hachís y cocaína se trasladan por via mari- 
tima a las costas gallegas y han sido adauiridas a organiza- 
ciones de traficantes internacionales 

En este panorama que acabamos de describir y con las 
dificultades -y limitaciones de medios que es urgente co- 
rregir se desarrolla la lucha emprendida contra el narcotráfi- 
co por la Guardia C'--" "Aicía y Servicio de Vigilancia 
Adua 

Pc a 
por valor de 3 .956.15 1.600 pesetas, valoración que se oIrece 
según lo señalado por la Dirección General de Farmacia y 
Productos Sanitarios, del Ministerio de Sanidad y Consumo, 
referida en términos estimativos al valor obtenido por el es- 
calón de consumo, que es en definitiva el que marca el mo- 
vimiento monetario en el comercio de este tipo. Las aprehen- 
siones realizadas hacen referencia a hachís (3.776,069 Kg.), 
resina de hachís (416,680 Kg.), marihuana (44,760 Kg.), 
cocaína (4,346 Kg.) y heroína (0,030 Kg.). 

Por la pc : han intervenido: heroína (21 Y 
450 mgs.). ( (8.367 grs. y 850 mgs.), ha O 
Kg. y 271 grs.) y marihuana (44 Kg. y 750 grs.). 

Por el Servicio de Vigilancia Aduanera se ha aprehendido 
20,922 Kg. de resina de hachís por valor de 62.766.000 ptas). 

El incremento notable y la importancia del tráfico de 
droga vincia ha dado lugar a que desde el día 
1 de > se haya diseñado y montado una ope- 
ración especial antinarcotráfico, creando los oportunos órga- 
nos de coordinación entre los Cuerpos Policiales afectados 
por el problema (Cuerpo Nacional de Policía, Vigilancia 
Aduanera y Guardia Civil) para conseguir la unificación y 



iones cc 
es tribu 

trasvase de la información, para a través de los correspon- 
dientes planes operativos, llevar a cabo una misión de pre- 
vención ante el tráfico en elevada escala de drogas. El Fiscal 
Especial Antidroga ya intervino dentro de su competencia 
en coordii do Y 
miembros 9 re- 
uniones. 

Se ha establecido relación con funcionarios de Hacienda 
de esta provincia tratando de unificar criterios para combatir 
el proceso de «blanqueo del dinero» que llevan a cabo las 
organizaci mtrabandistas, tratándose de c r las 
infraccion tarias o delitos fiscales en que 1 in- 
cumr. 

En esta situac iue la evolución del comer- 
cio, tráfico y con: , plantea un reto a todas las 
Instituciones que tienen reiacion con el tema, para tratar de 
limitar y reducir el impacto social del consumo de los distin- 
tos niveles en los que deba acometerse esta inaplazable 
tal 
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España arde, se quema por los cuatro cosraaos. Liesgra- 
ciadamente los incendios siguen siendo actualidad. La ri- 
queza forestal española continúa siendo agredida. El resulta- 
do final previsible, no muy lejano, será la virtual desertiza- 
ción. El pasado año, como los inmediatamente anteriores, 
ha sido en este orden especialmente catastrófico, con un 
progresivo aumento del número de incendios que han afecta- 
do a la riqueza forestal y calcinado bellos parajes naturales. 
La conservación, prevención y defensa de las masas foresta- 
les es urgente y obra de todos. En fecha muy reciente por la 
Fiscalía General del Estado se ha dictado una Instrucción 
instando a los Fiscales a colaborar decididamente con las 
autoridades de la Administración forestal, estatal, autonómi- 
ca o local, a fin de lograr entre todos la erradicación de los 



incendios forestales, productos del desamor, la incultura, la 
falta de respeto a nuestros bosques y a los oscuros intereses 
personales dc ar r no poc 

trances 
:os desa 
de desf - 

lmados 
orestaci 

que am~ 
ón. 
, . a España en 

Decíamos antes que hspaña ardía por todos sus límites. 
Que no se trata de un modo especial de expresarse sino de 
una realidad, se justifica con los datos que suministran algu- 
nos de los Fiscales de urovincias situadas en los diversos 

.dos de 
II Fiscal diz nos 

costa España. 
E I de Cá dice que en Andalucía se han 

quemaao en los últimos veinte años un total de 446.000 
hectáreas, lo que equivale al 10 % de su superficie forestal. 
La superficie quemada ha crecido de forma espectacular en 
los últimos años, siendo 1985 (primer año desde las transfe- 
rencias de competencia a la Junta de Andalucia) un año de 
clara inflexión ascendente. tanto en el número de incendios 
y superficie quemada, como en la falta de eficacia en la 
extinción de los mismos. 

En la provincia de Cádiz asisr Y 
alarmante aumento del número de incendios forestales, y 
también de la superficie calcinada; el año de 1989 ha batido 
todos los records del número de incendios registrados, con 
un total de 220. 

Factor a destaca h- rástica c 
.-A;-An 

.a superi - 
.7.-.,-.0 , cie repoblada sobre la inceliulaua en los U ~ U ~ L L U D  ~ I I U D ,  de 

forma que a nivel de Andalucía las repoblaciones no llegan 
a la superficie anual incendiada con arbolado, y suponen tan 
sólo el 50 % de la superficie total afectada por los incendios. 

En la provincia de Cádiz el hecho es aún mas preocu- 
pante, pues las repoblaciones de los últimos cinco años su- 
ponen tan sólo el 9 % de la superficie afectada por los in- 
cendios forestales 5 ie 
incendiada arbolada 

Durante la última década, en la provincia de Cádiz, una 
media de 93 incendios arrasan cad 3 2.947 hectáreas 
de superficie forestal, de las que 1. 36 %- son arbo- 
ladas. 
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En los últimos años se observa un aumento progresivo 
del número de incendios y de la superficie quemada. Ade- 
már acio repoblado no supera el arbolado quemado. 
El i nto se refiere especialmente a los incendios inten- 
cionaaos, en tanto que se mantiene el porcentaje de los acci- 
dentes, debidos, sobre tod :mas inc das de ras- 
trojos y a negligencias de ires. 

La superficie arbolada I I ~  ieducid~ a 10u.400 hectá- 
reas, de las que la mayor 1 mesponde a montes adehe- 
sados, habiéndose deterior vemente los espacios natu- 
rales de nuestra provincia a causa no sólo de los incendios 
forestales sino también de la extensión de las roturaciones 
para cultivos agrícolas, el pastoreo incontrolado y las talas 
abusivas. 

En rela bu- 
ye en las estaaisticas a los incenaios Iorestaies caDe aesta- 
car, tomando la media de los tres últimos años en la provin- 
cia de Cádiz, que más del 50 % de los incendios son inten- 
cionados, siendo el resto fruto de negligencia, accidentes o 
por causas no determinadas, no habiéndose detectado ni un 
sólo incendio en la provincia de este período. achacable a 
causas naturales. 

Cádiz tiene 379.000 hectáreas ~ á s  del : SU 

superficie, de vocación forestal, q rían est, rtas 
de alcornocales, encinares, quejiga,,,, abLbuchaleJ, IJIIIOS. 

NUI iontes han sido fuente rsos y empleo para 
mil xsonas durante siglos. iervación y defensa 
de nuestras masas forestales tiene que ser un objetivo de to- 
dos, y no sólo por motivos estéticos o afe sino porque 
del futuro de nuestros bosques dependerá e iir de buena 
parte de la población rural, y también porque de ellos depen- 
den recursos tan básicos para todos como son el aire que res- 
piramos, el agua que bebemos o el suelo que cultivamos. 

La Oficina Europea de Medio Ambiente, organismo 
consultivo de la CE, ha manifestado que la legislación espa- 
ñola en materia ecológica es «insuficiente e incoherente», a 
la vez que señaló que en Galicia se han producido doce de 
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las ciento ochenta infracciones en materia de medio ambien- 
te, por las que el Estado español debe comparecer ante la 
Comisión Europea, entre ellos unc a 
infracciones producidas por Doñani 

El Fiscal de Cáceres expresa que la riqueza forestal se 
ve claramente agredida, y en Extremadura con gran prolife- 
ración. Se han registrado 5 1 incendios forestales, frente a 
los siete del año anterior. 

El reproche social y le$ :S 

una cuestión moderna. 
Pocos efectos han causado las medidas represivas, al ser 

España el país mediterráneo más afectado por el fuego. 
Veamos algunos datos objetivos. El Servicio de ICONA 

ha realizado especto sobre los efectos de los 
incendios foi 1989, y se llega a la conclusión 
de que en España, en ese año, se han producido 9.262 in- 
cendios, habiendo devastado unas 40.484 hectáreas. 

Estas cifras, trasladadas a Extremadura, se traducen en 
557 incendios y 2.648 hectáreas afectadas. La historia es 
para preocupar, como evidentemente nos p 

La Asociación para la Defensa de la P 2- 
meña (ADENEX), ha realizado un serio estudio al respecto, 
cuyo te) es el siguiei ' 

,echoso 
b restar 

el hech .O merec re. no t 

s de int~ 
ite son 

ireocupa 
Jaturale .. . 

- uii J % de los I I I L G I I ~ ~ O S  forestales haii siuu ~ausriuos 
por líneas eléctricas, maniobras militares, ferrocar 1- 

cionamiento deficiente de algún tipo de máquinas. 
- Un 25 % causado por negligencias en las quemas de 

rastrojos y basuras así como restos de excursiones, etc. 
- Un 30 %, cuyas causas no han podido averiguarse, 

aunqi lidad. 
- intencio- 

nado 
Desde luego deben contar con datos técnicos suficientes 

para mantener tal afirmación, pero el hecho cierto es que no 
encontramos al autor desconocido. Debe observarse que de 
los 51 incendios denunciados, solamente seis de ellos lle- 
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garon a juicio oral. ADENEX ha tratado de investigar en 
las razones que determinaron tales incendios v entre ellas 
des ganaderos que perdiei las, grupos 
exa lue se oponen a la rep va de espe- 
cies exoucas, prohibición de cazar en rerrenos tradicionales 
y así un rosario dt , interminables. 

Todo lo expue lleva a pregun )no- 
: causas 
sto nos 

cen las causas, ¿por qué no se evitan, por qué no se denun- 
cian a tiempo? Posible es que las investigaciones se han 
realizado bastante después de los acontecimientos, con una 
difícil respuesta procesal. 

El Fiscal de La Coruñ CO- ia afirm 
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número que el año precedente, esta plaga continuó arrasan- 
do el monte gallego», este año, desgraciadamente podemos 
decir que la realidad superó todos los temores. Aliados con 
el tiempo seco, como hac o no se conocía en nuestra 
Comunidad, la fuente de nás fiable, la suministrada 
por la Guardería Forestal  ente de los distintos Semi- 
cios Provinciales de producción Forestal Consellería 
de Agricultura, Ganadería e Montes, de ~ t a ,  dan un 
total de 8.350 incendios. La situación llego a ser en algún 
día realmente dramática, siendo además la causa directa de 
tres muertes, poniendo en peligro pueblos enteros. Se calcu- 
la que en estos veinte últimos años, los incendios forestales 
arrasaron el equivalente a 113 de la superficie de Galicia. Se 
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podían citar días «negros», como el 1 de agosto (especial- 
mente caluroso), I :spectacular inc que llegó a 
tener 7 kilómetro :nte, de Carnot iño, donde 
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amenazar seriamente las villas de Lira y Esteiro (Carnota). 
¿Causas de estos incendios? Dada la forma en que se 

produjeron, pudo comprobarse, en la provincia de La Coru- 
ña, da seguridad, que el 61,53 % de ellos fue inten- 
cio ntre un 12 y un 14 % obedecen a quema de rastro- 
jos, ~ ~ , ~ , c r o s ,  líneas eléctricas, etc., y en un 25 % no se 
pudo determinar exactamente la causa. 



Las causas, pues, son o pueden ser múltiples: la quema 
de rastrojos o la eliminación de matorral que, incontrolada, 
pasa al arbolado; los provocados por pastores y ganaderos 
para regenerar el pasto, y que igualmente se dejan llegar 
hasta los árboles; los provocados por venganzas; para ahu- 
yentar las alimañas, o para facilitar la caza o contra los 
cotos privados, o por disensiones sobre la titularidad pública 
o privada de los montes, o por pirómanos.. . , lo que no apa- 
rece, dentro de esta prolija relación de causas, que podrían 
aumentarse, es un motivo común que sirva para sustentar, 
con visos de cierta certeza, una maniobra organizada. 

En la provinvia de La Coruña el total de incendios ocu- 
rridos fue de 2.250 (en 1988, 862 y en 1987, 1.171) que 
afectaron a 53.196 hectáreas. 

Los daños y perjuicios causados en los citados incen- 
dios fueron: de 1.109.605.000 pesetas en montes públicos y 
de 5.549.453.000 en montes particulares, con un total de 
pérdidas de 6.659.058.000 pesetas, cuando el año 1988 ha- 
bía sido, en total, de 383.323.000 pesetas. 

La superficie quemada en Pontevedra fue de 21 .O38 hec- 
táreas, afectando a 3.41 1.308 pinos, 5.560.308 eucaliptos, 
8.774 castaños, 20.913 robles y 2.532 viñedos, lo que da 
idea de la enorme pérdida que supuso. 

En la provincia de Valencia se produjeron durante 1989 
177 incendios forestales. Se han quemado 750 hectáreas, de 
ellas 274 arboladas y 476 rasas. El 14 % de los incendios 
fueron intencionados y el 25 % se atribuye a negligencia. 
Entre los más importantes incendios intencionados destacan 
los de un monte de propiedad pública del Ayuntamiento de 
Tous y otros varios en montes públicos y consorciados de 
los Ayuntamientos de Sirnat de Valldigna, Xeresa y Xeraco. 

Todo esto justifica que las diligencias previas por in- 
cendios forestales hayan pasado de 4.238 en 1988 a 10.017 
en 1989. 
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1. Sección de lo Ci. " 

Los datos numéri~us ic;\relan el constante aumento de 
los asuntos de que ha de entender la Sala Primera del Tribu- 
nal Supremo. En dos años se ha incrementado en más de un 
tercio el número de las causas en que ha intervenido la Fis- 
calía (año 1987, 1.408; año 1989, 1.977). Y ello, a pesar 
de que por virtud de algunos Tratados internacionales -en 
especial con la República Federal de Alemania, publicado 
en el «B.O.E.» del 15-16 de febrero de 1988 - los «exequa- 
tur» han disminuido en buena parte (312 en 1988, 235 en 
1989), al interpretarse que cabe su petición ante el órgano 
judicial que, en su caso, habría de ejecutar las sentencias. 

Ciertos criterios en cuanto a la admisión de los motivos 
de casación han contribuido a que el trabajo de esta Sección 
de la Fiscalía se haya visto considerablemente aumentado 
(dictámenes de inadmisión en 1987, 77; en 1989, 413). 

En tiempos no lejanos el Ministerio Fiscal tenía una es- 
casa intervención en materia civil ante la Sala Primera del 
Tribunal Supremo. Una nueva legislación -reforma del 
Código Civil el 13 de mayo de 198 1 ; Ley de Protección al 
Honor de 5 de mayo de 1982, etc.- ha elevado el número 
de asuntos en que el Fiscal interviene en el debate del fondo 



de los recursos. La lentitud del proceso hace que ya haya 
empezado a notarse su llegada a la casación. 

La nueva organización de los Tribunales -Ley Orgáni- 
ca de 1985, Ley de Demarcación y Planta de 28 de diciem- 
bre de 1988-, origina algunos problemas. 

Por un lado ya parece impropio de las funciones de la 
Sala Primera del Tribunal Supremo que los procesos cuya 
cuantía exceda de tres millones de pesetas, tengan acceso a 
la casación -el cnterio legal está en contraposición al se- 
guido últimamente en materia penal-. 

Desde luego puede entenderse razonable que la casación 
en lo civil se redujera a las materias que por su objeto lo 
merecieran según una tabla de valores que no tuviese en 
consideración la cuantía como interés económico. 

Por otra parte sería de fomentar el recurso de casación 
en interés de la Ley para elaborar criterios de interpretación 
sobre cuestiones que no están determinadas por la cuantía, 
o que pueden concluir en sentencias de Tribunales Superio- 
res de Justicia. La actual regulación legal permite que es- 
tos Tribunales resuelvan puntos de Derecho Civil Común, 
[art. 54.1 a) y f), Ley de Demarcación y Planta], sin que 
contra sus sentencias quepa recurso en el proceso. Una con- 
veniente aplicación igual de la Ley -artículo 14 de la 
Constitución- impondría que se definiera un cnterio válido 
para toda España cualquiera que fuere la Comunidad Autó- 
noma en que se produjera el pleito. Lo que puede obtenerse 
a través del recurso de casación en interés de la Ley. 

Varias cuestiones de interés ha resuelto en el año 1989 
la Sala Priinera del Tribunal Supremo. Por su repercusión 
en los derechos de las personas y sus garantías, es de desta- 
car la elaboración de la doctrina sobre el necesario examen 
judicial del denunciado como incapaz, como exigencia pro- 
cesal previa a su declaración de incapacidad o a su intema- 
miento. La sentencia de 20 de febrero de' 1989, explica la 
naturaleza procesal del reconocimiento, no equiparable a la 
pmeba del mismo nombre, sino que es un requisito esencial 
del proceso dada la materia sobre que versa y la exigencia 



por ello de la presencia personal del demandado. Igual re- 
quisito existe también legalmente (art. 21 1 del Código Civil) 
para el internamiento del denunciado como incapaz, y a él 
se refiere también la sentencia. 

Este criterio fue ratificado por otra sentencia de la Sala 
-de 12 de junio de 1989- constituyendo, por tanto, doc- 
trina, acorde con la posición de la Fiscalía en este punto. Y 
es de indudable trascendencia, atendido el número conside- 
rable de supuestos de hecho que se producen, la interven- 
ción necesaria del Ministerio Fiscal, y la naturaleza de los 
derecho individuales afectados, que de este modo estarán 
acompañados de las debidas garantía 

2. Sección de lo penal 

a) Los asuntos depachados por la Sección de lo Penal 
del Tribunal Supremo han sido los siguientes: 

- Recursos de casación interpuestos por el Fiscal . 230 
- Recursos de casación desistidos . . . . . . . . . .  74 
- Recursos de revisión interpuestos por el Fiscal . 5 
- Recursos de casación interpuestos por las partes 

e impugnados por el Fiscal . . . . . . . . . . . . .  1.758 
- Recursos de casación interpuestos por las partes 

y apoyados por el Fiscal . . . . . . . . . . . . . . .  80 
- Recursos de casación interpuestos por las partes 

y en que el Fiscal se opuso a la admisión . . . .  1.573 
- Recursos de casación interpuestos en beneficio 

del reo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  19 
- Idem. despachados con la nota de «Visto» . . . .  2.837 
- Recursos de queja procedentes . . . . . . . . . . .  12 
- Recursos de queja improcedentes . . . . . . . . .  55 
- Recursos de súplica . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  - Competencias 39 



- Causas cuyo conocimiento está atribuido a la Sa- 
la 2.a del Tribunal Supremo . . . . . . . . . . . . .  61 

- Error judicial . . . . . . . .  . . . . . . . . . .  3 
- Diligencias previas . . . .  . . . . . . . . . .  14 

"' tamen de tasación de c 72 
)S dictái 109 

Los asuntos totaies despachados en 1987 fueron 3.712. 
En 1988,5.697. Y en 1989, como se ha anotado, 6.942, 

lo que supone 1.245 asuntos más que en 1988, que rebasan 
el 21 %. El porcentaje entre 1987 y 1989 supone un incre- 
mento del 86 %. 

Las vistas señaladas a las que asistió el Ministerio Fis- 
cal fueron 2.796, por 2.115 en 1988, con un aumento 
del 32,22 %. 

b) Durante el año 1989 ha continuado in ,se rei- 
teradamente, como fundamento, a veces único, en los recur- 
sos de casación penal, la presunción de inocencia, que, se- 
gún expresiones utilizadas por la Sala 2.a del Tribunal Su- 
premo, «se ha convertido para muchas defensas en algo tri- 
vial, que produce graves trastornos en la recta administra- 
ción de justicia, obstaculizando el cumplimiento de las fun- 
ciones que le son propias sin fundamento alguno», produ- 
ciéndose «so pretexto de infundadas pretensiones, claramen- 
te abusivas y en fraude como dice el artículo 11 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial», un «cúmulo de infundados 
recursos», lo que aconseja «evitar que la temeridad de algu- 
nos recurrentes o su lógico deseo de retardar a cualquier 
costa la firmeza de su condena se traduzcan en un despro- 
porcionado desgaste procesal». Esta «alegación endémica», 
como también ha sido calificada, produce, pues. un grave 
obstáculo para otro derecho fundamental, ci 5 1  de la 
tutela judicial efectiva y sin indebidas dilacic le tam- 
bién consagra el artículo 24 de la Constitucic ... 

Pero si la existencia de tales recursos, aparte de los ca- 
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sos en que se interponen con fundamento, tiene una explica- 
ción lógica, de la que acabamos de hacemos eco, lo qÚe no 
se comprende es que algunos Tribunales, sin entender el 
principio de presunción de inocencia, realicen aplicaciones 
del mismo contrarias a su sentido y con total desconoci- 
miento de la realidad social. Y es que, como brillantemente 
pone de relieve la Sala 2.a (en Sentencia de 31-X-1988), sin 
desconocer en manera alguna el papel central que los dere- 
chos fundamentales y libertades públicas ostentan en nuestro 
sistema constitucional, lo cierto es que en su invocación 
cotidiana y a veces en su hermenéutica se ha incumdo en 
un enlace con la categoría general del «mito», lo que deter- 
mina la producción de los dos grandes peligros a ella inhe- 
rentes: la irracionalidad y la intangibilidad a ultranza. 

Tal situación, durante el citado año 1989, ha comenza- 
do, al menos en una pequeña parte, a remediarse, a través 
del núm. 1 del nuevo artículo 885 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, introducido por Ley 2111988, de 19 de 
abril, que permite la inadmisión del recurso de casación que 
carezca manifiestamente de fundamento, pero no obtendrá 
difinitivo remedio hasta que la Sala 2.a consiga ponerse al 
día y, en consecuencia, la interposición de recursos infunda- 
dos no produzca los, a veces exclusivamente pretendidos, 
efectos dilatorios que actualmente consiguen. 

Pero al margen de estas disquisiciones el problema afec- 
ta a la esencia misma de nuestro sistema probatorio. Nadie 
ha puesto en duda la constitucionalidad de los artículos 741 
y 793 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, y la Sala 2.a 
del Tribunal Supremo insiste una y otra vez en la diferencia- 
ción y posible coexistencia entre principio de presunción de 
inocencia y el de libre valoración de la prueba, declarando 
que la misión del Tribunal de casación no es la de proceder 
a un nuevo análisis de la prueba como si de una nueva ins- 
tancia se tratara, ni tampoco de revisar de modo crítico su 
alcance y trascendencia, sin perjuicio de la limitada depura- 
ción arbitrada por.la vía del artículo 849.2 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal. 



Sin embargo, tanto la Sala 2." del Tribunal Supremo y 
todavía en mayor medida aún el Tribunal Constitucional, 
han expresado en numerosas resoluciones, que esa presun- 
ción «iuris tantum» o como se ha dicho, esa «verdad interi- 
na», con que se inicia el proceso, impide el pronunciamien- 
to condenatorio en supuestos de «penuria» de pruebas, o 
cuando falta una <<mínima» actividad probatoria de cargo, 
obtenida con las debidas garantías procesales. Pues bien, 
esas expresiones de «penuria», y «mínima» actividad proba- 
toria, encierran en sí mismas una inevitable invasión de la 
facultad que teóricamente atribuye en exclusiva al Tribunal 
<<a quo» el artículo 741 de la Ley Procesal Penal. 

En estas condiciones, en aras de buscar una mayor efica- 
cia jurisdiccional y una mayor facilidad en la tramitación de 
los recursos de casación, debemos plantearnos el problema 
de la motivación de las Sentencias, anclada en el artículo 
120.3 e integrada en la tutela judicial que proclama el ar- 
tículo 24.1 de la Constitución Española. 

Para formar convicción, el Tribunal puede valerse de 
pruebas directas, ya sean personales o reales, mediatas o 
inmediatas, preconstituidas % sobrevenidas, y de pruebas in- 
directas, indiciarias o conjeturales. Para que estas últimas 
produzcan el efecto de destruir el principio de presunción 
de inocencia se exige no sólo que e¡ indicio no &a aislado, 
que éstos estén perfectamente acreditados, sino que, a tenor 
del artículo 1.253 del Código Civil, se precisa que la unión 
del hecho consecuencia al hecho base se realice de modo 
coherente, racional y lógico, según las reglas del criterio 
humano y conforme a la realidad social, vigentes en nuestro 
entorno. Obviamente, el razonamiento en virtud del cual el 
juzador extrae de los indicios la afirmación del hecho delic- 
tivo y la participación en él del procesado, ha de expresarse 
en la sentencia, pues de otra manera, sería imposible deter- 
minar si ese proceso deductivo es lógico o absurdo. A este 
respecto hay que significar que el Tribunal Constitucional 
ha accedido en diversas ocasiones al amparo, solicitado, en 
el que se pedía el cumplimiento de tal exigencia. 



Otra cosa acaece cuando la Sala de instancia se valió de 
pmebas directas para formar la convicción plasmada en la 
resolución. Nuestra centenaria Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal prescinde de toda referencia al camino seguido por 
los juzgadores para fijar el indispensable relato fáctico, pun- 
to de arranque para las consideraciones jurídicas y en defini- 
tiva para llegar al fallo. Pero así como en la prueba indirec- 
ta, como hemos indicado, la entrada en vigor de la Constitu- 
ción Española de 27-12-1978 provocó una doctrina junspm- 
cencial, que llenó el denunciado vacío legal, tratándose de 
pmeba directa, esa misma doctrina declara que la obligación 
de motivar las sentencias encuentra adecuado y suficiente 
cumplimiento a través de los fundamentos doctrinales y le- 
gales que se han de consignar en ellas, según prescribe el 
núm. 4 del artículo 142 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal. La solución al problema que esta situación plantea den- 
tro del marco casacional debería solucionarse por la vía le- 
gislativa. Bastaría completar el citado artículo 142 con la 
exigencia de que los Tribunales, en uno de sus fündamentos 
de derecho, expresaran y valoraran las pruebas que sirvieron 
para formar ese estado de conciencia, y como complemento 
de tal exigencia, añadir en el artículo 851 de la Ley de 
Enjui to Criminal un nuevo de casación por ciarnien 
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a) El vc ie proce tenciosc istrativos 
en los que ha interve~ Ministe :al ofrece 
signos dispares, segUn que se reiiera al proceso ordinario de 
la Ley Jurisdiccional o al proceso especial de protección 
jurisdiccional de derechos fundamentales de la Ley 6211978. 
En el primer caso, proceso ordinario, las cifras son decre- 
cientes: 571 recursos (337 en trámite de admisión) en 1989, 
frente a 682 recursos (425 en trámite de admisión) en 1988, 
lo que supone una disminución del orden del 16 por 100. En 



el segundo caso, procesos de la Ley 62/78, la tendencia es 
ascendente: 874 recursos (798 escritos de alegaciones) en 
1989, frente a 607 recursos (440 escritos de alegaciones), 
durante el año 1988, lo cual supone un incremento equiva- 
lente al L 100. El siguiente cuadro refleja los datos 
comparat: los principales indicad( 
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Los datos anteriormente reseñados requieren algunas 
aclaraciones. Así, en lo que se refiere al despacho de asun- 
tos en procesos ordinarios, el aumento espectacular en los 
dictámenes sobre competencia tiene su origen en la entrada 
en vigor de la Ley 3811988, de Planta y Demarcación Judi- 
cial y simultánea caducidad de la disposición transitoria 34.a 
de la L.O. 611985, Orgánica del Poder Judicial, con la con- 
secuencia de que numerosos procesos de los que estaba co- 
nociendo el Tribunal Supremo fueron transferidos a los Ór- 
ganos jurisdiccionales competentes conforme a la nueva le- 
gislación (Audiencia Nacional y Tribunales Superiores de 
Justicia), previo el trámite obligado de audiencia de las par- 
tes y del Ministerio Fiscal. Por lo que se refiere al incremen- 
to de los recursos de apelación contra las sentencias de la 
Audiencia Nacional y de los Tribunales superiores de Justi- 
cia (f 63 por 100), no cabe atribuirlo a un mayor índice de 
recumbilidad proveniente del comportamiento procesal de 
las partes sino al aumento de procesos iniciados ante los 
Tribunales de instancia, fenómeno que lleva consigo, en au- 
tomática correlación, la elevación del número de apelacio- 
nes. Prácticamente todas las sentecias (y gran parte de las 
resoluciones incidentales referentes a la suspensión del acto) 
son recumdas, alternativamente, por los administrados o 
por el defensor de la Administración, lo cual conlleva el 
arrastre adicional de un número apreciable de recursos que 
son transferidos al Tribunal Supremo de la Nación sin el 
soporte de una base dialéctica de mínima consistencia, con 
el consiguiente despilfarro de energía procesal y en perjuicio 
del normal funcionamiento del sistema. La sustitución del 
recurso de apelación (y en gran parte el de revisión, casi 
absorbido por las pretensiones referentes a la «unidad de 
doctrina»), por el de casación previsto en la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, da pie a la fundada esperanza de que 
servirá con mayor eficacia a los intereses objetivos del pro- 
ceso, rectamente entendido, devolviendo su rango funcional 
a la Sala correspondiente del Tribunal Supremo. 

El sentido de esta reflexión puede parecer contradictorio 



con la posición mantenida por el Ministerio-Fiscal en la prác- 
tica judicial, al solicitar la inadmisión de los recursos de 
casación que han sido preparados por las partes en algunos 
procesos en los que las Salas de instancia dejaron abierta la 
vía a dicha clase de recursos, una vez producida la caduci- 
dad de la disposición transitoria 34.Ve la L.O.P. J. Sin em- 
bargo, esta contradicción es sólo aparente y hay que decir 
que los elementos de convicción de dicho comportamiento 
procesal trascienden de la estricta legalidad formal. En el 
aspecto de legalidad, parece claro que no obstante lo estable- 
cido en la disposición transitoria 34." de la L.O.P.J. y vigen- 
te la Ley de Planta, por lo que afecta al area jurisdiccional 
contencioso-administrativa, la operatividad del recurso de 
casación implantado en el artículo 58 de la L.O.P.J. queda 
vinculada a lo que establezca la Ley (cfr. art. 58.3 .O L.O.P), 
que específicamente lo regule, lo que aún no se ha llevado a 
cabo y cuya carencia no puede ser razonablemente suplida 
utilizando como norma habilitante la disposición adicional 
sexta de la Ley Jurisdiccional, con su remisión a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil. Pero a mayor abundamiento, si trasla- 
damos la cuestión a la funcionalidad del proceso, no parece 
menos evidente que la intercurrencia entre los preceptos de 
la casación de la Ley de Enjuiciamiento Civil (concebidos 
para otra estructura de proceso) y los de la Ley Jurisdiccional 
sobre el recurso de revisión (en e1 cual se integran supuestos 
de raíz casacional), ocasionaría complejas dificultades exe- 
géticas, propiciando el planteamiento de cuestiones inciden- 
tales, con el inevitable efecto del agravamiento de los re- 
trasos y bloqueos actualmente existentes. Así lo ha enten- 
dido el Pleno de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Supremo al decidir mediante Auto de 20 de 
marzo de 1990, por 18 votos contra 12, la inadmisión de un 
recurso de casación, En dicha resolución junto a los argu- 
mentos legales, luminosa y pormenorizadamente desarrolla- 
dos acudiendo a la interpretación sistemática de los distintos 
cuerpos legales en concurrencia, se concluye reflexionan- 
do sobre los negativos efectos que generaría la introduc- 



ción de la casación civil en un sistema procesal -el conten- 
cioso-administrativo- , cuya estructura responde a diferentes 
principios y con una «bolsa» de asuntos pendientes en el 
Tribunal Supremo al final de 1989, según expresión de la 
citada resolución judicial, de 16.37 1 recursos; contando, por 
otra parte, con más de cien mil recursos en tramitación en la 
Audiencia Nacional y Audiencias Temtoriales (Tribunales 
Superiores de Justicia) al finalizar el año 1988. 

La previsible entrada en vigor en fecha próxima -si los 
hechos se corresponden con las necesidades- de un nuevo 
sistema procesal en el ámbito jurisdiccional contencioso-ad- 
ministrativo, del que habrán de quedar excluidas las apela- 
ciones contra las sentencias dictadas en los procesos de la 
Ley 6211978, nos releva de poner especial énfasis en el des- 
taque de las graves deficiencias de su regulación. Basta, 
pues, la mera constatación, de que en la articulación del 
citado recurso de apelación se omitió tan esencial trámite 
como el de instrucción y alegaciones de las partes apeladas; 
que no se determinó nada sobre prueba (prohibición, admi- 
sión limitada, admisión incondicional.. .); que la ambigüedad 
sobre la clase de resoluciones recurribles ha conducido a la 
admisión de recursos contra resoluciones incidentales en ma- 
teria de suspensión de actos administrativos cuya prolifera- 
ción perturba el desenvolvimiento de la Oficina Judicial, con 
muy escasa repercusión en la funcionalidad del proceso - 
sumario y urgente-, y en donde, por esta circunstancia, no 
es raro que la sentencia que pone fin al mismo preceda a la 
resolución de la cuestión incidental. Y finalmente, que la 
ausencia de un trámite de admisión en la instancia la juris- 
pmdencia ha tenido que suplirla con prudente criterio, ob- 
viando la forzosidad del desarrollo hasta la última fase de 
procesos cuyas pretensiones, ab initio, se manifiestan noto- 
riamente cuentes de base objetiva mínima sobre la que po- 
der fundamentar el debate contradictorio. 

Sin pretensión recapituladora se exponen a continuación 
algunos casos de especial significación planteados en los re- 
cursos. 



En materia de extranjería, los odontólogos hispanoame- 
ricanos, que al ampara0 de los correspondientes convenios 
bilaterales obtuvieron la homologación de sus títulos en Es- 
paña y,  legítimamente, la inscripción como colegiados, san- 
cionada jurisdiccionalmente frente a la oposición de los ór- 
ganos corporativos, parecen ensayar ahora una nueva vía 
-ésta más discutible- dirigida a extravasar la cobertura 
jurídica de su actividad profesional en el marco de la CEE. 
El instrumento elegido consiste en una actuación sucesiva 
en dos frentes: en España, procurándose la homologación 
del título extranjero al amparo del convenio bilateral, y en 
Italia (generalmente), adquiriendo la doble nacionalidad. 
Consecuentemente se solicita el permiso de trabajo corres- 
pondiente en España, si bien como ciudadanos de Estado 
comunitario. 

En el ámbito del derecho fundamental de igualdad y no 
discriminación, se sustanciaron una serie de procesos en los 
que el denominador común es la existencia de Ayuntarnien- 
tos morosos en el pago del consumo de energía eléctrica, a 
los que la Compañía suministradora negó nuevas altas de 
suminise amparándose en la norma reglamentaria general, 
a lo que siguieron el mandato conminatorio de la autoridad 
gubernativa para efectuar el enganche, invocando las necesi- 
dades del servicio público, y la posterior demanda de la 
Compañía suministradora denunciando violación del dere- 
cho de igualdad; pretensión estimada por el Tribunal Supe- 
rior de Justicia correspondiente en reiteradas sentencias, to- 
das ellas, sin embargo, revocadas por el Tribunal Supremo. 

En la misma área de derechos fundamentales, las peti- 
ciones masivas de retiro en las Fuerzas Armadas por parte 
de Oficiales del Ejército del Aire -en una primera fase 
aceptadas en gran número por el Ministerio correspondiente 
y posteriormente denegadas las restantes por afectar al nivel 
de riesgo de la operatividad de la Fuerza Aérea-, dieron 
lugar a la promoción de otros tantos procesos que tuvieron 
resultado favorable para los interesados en el Tribunal de 
instancia, aunque con resultado opuesto en el Tribunal Su- 



premo, que descartó la vulneración del derecho fundamental 
del artículo 14 de la CE. 

Particular interés ofrecen -tanto por los problemas técni- 
co-jurídicos que se plantean como por su proyección social- 
los procesos promovidos por el Ministerio Fiscal invocando 
el derecho de tutela judicial efectiva del artículo 24 de la CE 
en relación con los acuerdos de algunos Colegios de Aboga- 
dos suspendiendo con carácter general e indefinido la presta- 
ción del servicio del turno de defensa de oficio como medio 
de presión para el logro de reivindicaciones pendientes ante 
el Ministerio de Justicia. Sobre este extremo, la Fiscalía Ge- 
neral del Estado publicó Consulta que se inserta en el Anexo. 

En el marco del artículo 27 de la CE, la autonomía uni- 
versitaria, las ayudas a la enseñanza y la normalidad lingüis- 
tica dan lugar a una diversidad de planteamientos procesales 
según el punto de vista del interés afectado. En el primer 
aspecto, el conflicto se manifiesta: entre la Universidad y la 
Administración (homologación de estatutos, designación de 
profesores); entre la Universidad y los Departamentos (re- 
glamentos de régimen interior) y entre los Departamentos y 
los Profesores (libertad de cátedra). En el aspecto de las 
ayudas, corresponde el mayor destaque a la renovación de 
los conciertos educativos cuyo régimen de concesión puede 
afectar a derechos fundamentales según la doctrina del Alto 
Tribunal. Finalmente, en materia de normalización de len- 
guas, la imposibilidad material de mantener de modo gene- 
ralizado la oferta dual genera reclamaciones en los dos sen- 
tidos: quienes invocan el derecho a recibir la enseñanza en 
la lengua oficial del Estado y quienes reivindican el derecho 
con relación a la lengua propia de su Autonomía. 

En lo que se refiere a los derechos sindicales, una gran 
parte de los recursos lo monopolizan, como es sabido, el 
derecho de huelga y muy especialmente la fijación de los 
servicios mínimos obligatorios. En la diversidad de supues- 
tos originados en tomo a esta cuestión ocupan un lugar seña- 
lado los que afectan a establecimientos sanitarios, en los 
que la naturaleza del bien protegido comporta la fijación de 



unos porcentajes de prestación de servicio muy superiores a 
los de otras actividades. Paradójicamente, sin embargo, es 
el único epígrafe conocido en el que la fijación a la baja de 
los servicios de prestación obligatoria ha sido calificado 
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como vulnerador de un derecho fundamental -el derecho a 
la vida y a la integridad física, reconocido en el art. 15 de 
la CE-, apreciado por un Tribunal de instancia. 

b) Se trata, bajo este epígrafe, de las quejas al Defen- 
sor del h e b l o  sobre anomalías en el desarrollo de los proce- 
dimientos judiciales cursadas por los ciudadanos y transmiti- 
das para si t informe al Ministerio Fiscal, de 
conformida isto en la L.O. 311981, de 6 de 
abril. 

El número de quejas tramitadas a lo largo de 1989 fue 
de 270, frente a las 209 contabilizadas en 1988, lo que supo- 
ne un incremento del 29 por 100, repartidas en las siguientes 
áre; 

LUCIJLIWllbJ bIVl1bJ . . . . . . . . . . . . . . . . .  WL. 

Cuestiones penales . . . . . . . . . . .  . 115 
Cuestiones contencioso-administrativa . 32 
Cuestiones laborales . . . . . . . . . .  60 . . . . .  

rol de c 
--A---: 

La verificación y cont lichas quejas está centrali- 
zada en la Sección de lo Curi~cricioso-Administrativo, lo que 
justifica su tratamiento en este lugar. 

La actuación de este mecanismo de control indirecto, 
dimanante de las funciones y facultades atribuidas al Defen- 
sor del heb lo ,  merece ser apreciada positivamente. Su ran- 
go institucional y el tratarse de un observatorio exterior a la 
estructura judicial, confieren a sus análisis críticos una capa- 
cidad objetivadora indiscutible, aparte su efecto directo in- 
mediato de estimulación a los órganos de la Administración 
de Justicia implicados en los procedimientos relacionados 
con la queja. 

Obviamente, una parte importante de las quejas abordan 
supuestos de excepcionalidad en los que el hecho contingen- 



te (vacante continuada del titular de la Oficina Judicial, ca- 
rencia de personal colaborador, sobrecarga de trabajo en la 
demarcación iudicial. extravío de las actuaciones u otra cir- 
cunstancia) ha originado ,la disfunción procesal denunciada, 
en contraste, tal vez, con el desarrollo normal de la genera- 
lidad de los restantes procedimientos tramitados ante el Tri- 
bunal correspondiente. Sin embargo, aun hechas estas reser- 
vas, el muestrario reflejado en conjunto por dicho observa- 
torio resulta particularmente ilustrativo y por ende, en la 
presente coyuntura, con signo predominante desfavorable. 
Son testimonios ilustrativos de este juicio la mera transcrip- 
ción hecha al azar de las contestaciones relacionadas con 
otras tantas quejas. Así, en juicio civil (Juzgado de Tolosa), 
el 28 de mayo de 1990, se constata que los autos se hallan 
paralizados, pendientes exclusivamente de dictar sentencia, 
desde el 9 de julio de 1988; en proceso contencioso-admi- 
nistrativo (Audiencia de Bilbao), se informa en 23 de no- 
viembre de 1989 que «se están poniendo sentencias corres- 
pondientes a recursos iniciados en 1986 y principios de 
1987, aunque quedan algunos de los dos años antenores»; 
en procedimiento laboral del año 1988 se informa (Juzgado 
de lo Social de Las Palmas). en 25 de octubre de 1989. aue , . , . 
«se encuentra aún pendiente de señalamiento y posiblemente 
no se hará en el plazo de dos años». Finalmente, si de pro- 
cedimientos penales se trata, es comente referirse a suma- 
rios (u otra clase de procedimientos) que se hallan en trami- 
tación desde hace dos, tres, cuatro o más años. 

En la perpetuación de este estado de cosas no tiene que 
ser descartado, en los casos concretos, la parte que corres- 
ponda a la inhibición del funcionario Fiscal que tenga a su 
cargo el despacho y vigilancia del asunto. Pero, sin pruritos 
corporativistas, debe reconocerse que la limitación de sus 
facultades, reducidas a la estirnulación del impulso procesal, 
se encuentra además embargada por la habitual invocación 
de imponderables como la falta de personal suficiente o ade- 
cuado y el agobio de trabajo, argumentos a los que el Con- 
sejo General del Poder Judicial concede acogida cuando 
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aprecia defectos de «estructura» que operan como causa 
exoneratoria de medidas disciolinarias. En cualauier caso, 
lo que no puede justifics conablei e el 
justiciable interesado ni ¿ ciudad; 1-, 
es que el órgano jurisdiccion~ al que acude el ciudadano en 
julio de 1988, solicitando el libramiento de un testimonio 
de la declaración de herederos, acordada en septiembre de 
1978 (Juzgado de Primera Instancia de Madrid), no lo cum- 
plimente hasta el mes de mayo de 1990 (cerca ( iños 
después), tras la presentación de una queja por e ,ado 
al Defensor del Pueblo y la intervención subsiguiente del 
Ministerio Fiscal. 

le dos e 
1 interes . . 

ín de lo social 

La pu~licación de la u y  de Bases ae rroceaimento 
Laboral de 12 de abril de 1989 y la aplicación de su artículo 
segundo ha supuesto una reducción realmente importante en 
el número de asuntos despachados por esta Fiscalía, con un 
total de 3.499, que en relación con los 6.272 correspondien- 
tes a 1988 comportan una sensible diferencia, quedando en 
tramitación ante la Sala cuarta unos 1.200 recursos aproxi- 
madamente, si bien los aún pendientes de resolución poseen 
una especial complejidad jurídica al referirse a materias 
como las de despidos o resolución de contratos de altos car- 
gos empresariales, representantes sindicales, pleitos de Se- 
guridad Social, de reintegro de gastos médicos y reclama- 
ciones por indemnizaciones, accidentes de trabajo, etc., en 
los que al montante de su cuantía exigen especial atención, 
dada la trascendencia económica de las pretensiones. 

Ya en el inicio de su vigencia, el citado artículo 2." de 
la Ley de Bases dio origen a que el Tribunal Central, de 
oficio, propusiera a esta Fiscalía su posible inconstituciona- 
lidad, al afectar a procesos en fase de recurso y pendientes 
de sentencia, que le habían sido remitidos por la Sala Cuarta 
del Tribunal Supremo, al carecer ya ésta de competencia 
funcional para su decisión. 



Al margen de la conveniencia de esta normativa transito- 
ria y su crítica desde el punto de vista doctrinal, la Fiscalía, 
tras exhaustivo informe, estimó que no concurrían motivos 
para el planteamiento de cuestión de inconstitucionalidad, 
criterio que, en definitiva, fue aceptado por el Tribunal. 

Al entrar en funcionamiento las Salas de lo Social de los 
Tribunales Superiores de Justicia y quedar aún pendiente de 
regulación el previsto recurso para la unificación de doctri- 
na, resultaba obligado un seguimiento de las sentencias de 
estos nuevos Tribunales, al menos a través del recurso e 
interés de ley. 

A tal fin se impartieron instrucciones a los Fiscales de 
los Tribunales Superiores, con objeto de que recabaran para 
sí la notificación de las sentencias y, tras su estudio, se 
remitiesen a la Fiscalía del Tribunal Supremo aquéllas que 
contuviesen doctrina errónea o dañosa. Esta medida ha pro- 
porcionado ya la interposición de varios recursos en interés 
de ley, ocho, en número muy superior a los años anteriores, 
y cuyo origen obedece, no sólo a la instancia de los Fisca- 
les, sino también a peticiones de particulares, éstos últimos 
en número considerable, si bien gran parte no se interpusie- 
ron, dada su inviable apoyatura jurídica. 

Dignos de mención son los siguientes: 

a) El r 2n mterés de ley interpuesto contra sen- 
tencia de la aaia de lo Social de Valencia, en la que se 
equiparaban los Médicos de la Seguridad Social con dedica- 
ción exclusiva a los que compatibilizaban con las activida- 
des privadas, en orden a la percepción de complemento es- 
pecial. 

b) El interpuesto contra sentencia del Tribunal de Can- 
tabria sobre la exigencia del requisito de tener cumplidos 45 
años para devengar prestación económica en un supuesto de 
incapacidad permanente total y que la Sala entendió discri- 
rninatorio. 

c) El formalizado contra sentencia del Tribunal Supe- 
rior, en la que en ambas instancias se prescindió de la au- 



que se i . .  

.8 

lana, la instalac ión de F 

diencia del Ministerio Fiscal en proceso en el que se debatía 
la competencia por razón de la materia. 

d) El que ha considerado errónea la doctrina mantenida 
por el Tribunal Superior de Cataluña y que entendía como 
causa justa de amortización obietiva del mesto de trabajo 
de empleado de finca urb tuto- 
mático. 

e) El interpuesto contra sentencia aictaaa por el Tribu- 
nal Superior de Granada, contra sentencia, en la que no se 
computan para el cálculo de pagas extras la parte correspon- 
diente al ~ l u s  de nocturnidad y otros devengados por hora 
trabajada. 

f) El i nterpuso contra sentencia del Tribunal Su- 
perior de ~ a n t a ~ r i a ,  que denegó la calificación de accidente 
de trabajo en el supuesto de infarto de miocardio sufrido en 
la puerta de la oficina de la empresa, cuando el trabajador 
se disponía en su automóvil a trasladar al empresario al do- 
micilio de éste. 

Tema relevante que merece resaltarse se contiene en la 
sentencia dictada por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo 
en la que se sienta por primera vez la dochina de que cuan- 
do un miembro del Comité de Empresa abandona el Sindica- 
to que lo propuso en lista cerrada, pierde su condición de 
tal y debe ser sustituido por el siguiente en la lista, apartán- 
dose del criterio que rige en materia de responsabilidad polí- 
tica. 

Igualme ie destacar la sentencia del Tribunal Supre- 
mo de 15 de diciembre de 1989, en la que, en un estudio 
exhaustivo, se reconoce el derecho a la acción directa contra 
la Seguridad Social por perjuicios derivados de un error en 
el tratamiento médico, cuando la acción penal con el ejerci- 
cio simultáneo de la civil fracasa, interrumpiéndose, por 
tanto, la prescripción laboral, y no se ha entablado la previs- 
ta en el artículo 1.902 contra los médicos, doctrina apoyada 
por el Ministerio Fiscal al emitir su dictamen. 

Está aún pendiente de resolución la sentencia del Tribunal 
Supremo en la que, por primera vez, el Tribunal va a 



decidir sobre la tesis, apoyada por el Ministerio Fiscal, de 
si es posible la equiparación, a efectos indemnizatorios, de 
los capitanes y patrones con mando en la Marina Mercante 
con los altos cargos. Si bien, el Tribunal Constitucional en 
su sentencia 79-83 entendió no discriminatorio el despido 
libre y gratuito en virtud del artículo 90.1 de la Ordenanza, 
ello era en base a que se ocupaban puestos de dirección. 
Pero el contexto normativo se modifica a partir del 1 de 
enero de 1986 (vigencia del R.D. 1.382-85, de 1 de agosto), 
que estableció indernnizaciones para los supuestos de despi- 
do improcedente y desistimiento empresarial de altos cargos 
empresariales, con lo que parece lógico que el personal de 
alta dirección en la Marina Mercante sea equiparado en su 
trato jurídico a quienes ostentan esa responsabilidad en el 
ámbito laboral no marítimo 

5.  Sección de lo militar 

a) Es de señalar la dificultad de establecer una tabla 
comparativa entre la criminalidad habida en el año 1988 y 
la que ha tenido lugar en el año 1989. La razón estriba en 
que los datos numéricos de que se dispone con relación al 
año 1988 sólo reflejan cifras correspondientes a los ocho 
meses de andadura de la nueva Jurisdicción Militar, es de- 
cir, las atinentes a los meses de mayo a diciembre de dicho 
año. 

No obstante la obligada limitación a que nos venimos 
refiriendo, sí ha podido observarse un incremento apreciable 
en los delitos de negativa a prestar el Servicio Militar. 

De todos los procedimientos incoados por delitos, es de- 
cir, causas y diligencias preparatorias, más del 75 por 100 
se reparten entre sólo cuatro títulos de los nueve que com- 
prende el Código Penal Militar. 

El primero de tales títulos, por su importancia, es el 
sexto: «Delitos contra los deberes del servicio». En él se 
castigan todas aquellas conductas que atentan contra las 



obligaciones militares y constituyen genéricamente el marco 
de deberes relacionados con las Fuerzas Armadas, desde la 
obligación de acudir a filas hasta la de permanecer en ellas 
y desarrollar eficazmente los cometidos, en mayor número 
(un 90 por ciento) son los correspondientes a los delitos 
contra los deberes de presencia, dentro de los cuales se in- 
cluyen el abandono de destino o residencia, la deserción, 
los quebrantamientos especiales del deber de presencia y la 
negativa a cumplir el Servicio Militar. El más frecuente de 
los delitos de esta relación es el de deserción. 

El segundo título en importancia es el quinto, «delitos 
contra la disciplina». El elenco de figuras que comprende 
este título son la sedición (del que sólo se ha registrado la 
incoación de ocho procedimientos durante el año 1989), la 
insubordinación y el abuso de autoridad. La insubordinación 
tiene dos manifestaciones, que son el insulto a un superior 
y la desobediencia, la primera de las cuales constituye una 
forma delictiva importante en el ámbito militar, con 206 
procedimientos incoados, siendo el abuso de autoridad y la 
desobediencia menos importantes cuantitativamente. 

El tercero de los títulos en cuanto a número de infraccio- 
nes registradas es el noveno, en el que se castigan los delitos 
contra la Hacienda Militar. 

En los delitos contra la Hac itivo rienda i 
rl.-.I.:,... que, siendo en principio los que U G U L ~ I  a a  iiiaa ILUIIGLOSOS 

dentro de la tónica general de la delincuencia, ocupan el 
tercer lugar en el orden de frecuencia de comisión. Ello 
revela la especial fisonomía de la delincuencia en el ámbito 
castrense. 

Las consecuencias de la comisión de los delitos a que 
hemos venido refiriéndonos, no superan lo que podríamos 
denominar como índice técnico de delincuencia, pues no se 
ha revelado un aumento significativo de la criminalidad, ex- 
cepción h :1 delito de negativa a prestar el Servicio 
Militar. 

E s ~ ~ c ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ ~ D s  ahora algunas consideraciones sobre los 
delitos más frecuentemente cometidos. 



Como k m o s  señalado con anterioridad, el de deserción 
es el delito que con mayor frecuencia se comete en el ámbito 
militar. Este hecho, común a todos los sistemas jurídicos 
castrenses, convierte a esta forma delictiva en el ilícito mili- 
tar por antonomasia. Entre las causas personales que contri- 
buyen a la deserción, indicamos la frecuencia con que se 
comete por individuos de escasa formación y con pocos re- 
cursos económicos, lo que conlleva que la ausencia venga 
motivada por motivos de índole económica y laboral, y la 
frecuencia también con que este delito es cometido por indi- 
viduos consumidores de drogas tóxicas o estupefacientes, y 
también el que este delito se cometa con mayor frecuencia 
en las llamadas unidades especiales o «de élite», en las que 
el soldado está sometido en un régimen estricto de disciplina 
a unas notorias exigencias físicas. 

No se aprecia especial incidencia del delito contra la 
Hacienda Militar desde el punto de vista cuantitativo, en las 
estadísticas penales militares. Consideración aparte merece 
el párrafo 2." del artículo 195 del Código Penal Militar. La 
Sala V del Tribunal Supremo ha declarado en Sentencia de 
10 de mayo de 1989, que el tipo del párrafo 2." del artícu- 
lo 195 y 196 es autónomo respecto del fijado en el párrafo 
1 .O, en el cual se establece un límite a la tipicidad por razón 
de la cuantía, por lo que se llega al caso de que la sustrac- 
ción de un solÓ cartucho de un arma lleva señalada la pena 
de seis meses a seis años de prisión, a todas luces despro- 
porcionada con la hipotética acción mencionada, por lo que 
debería estudiarse una reforma de los preceptos o arbitrarse 
una interpretación judicial que atienda a las peculiaridades 
de cada caso. 

El delito de no uL,ulysración a filas motiva más de la 
tercera parte de las Diligencias Previas incoadas en el  es- 
torial de la Fiscalía y un porcentaje menor de los Sumarios 
y Diligencias Preparatorias. 

No obstante, una buena parte de las actuaciones judicia- 
les son archivadas, u objeto de sobreseirniento o absolución, 
por ser harto frecuente que las mismas se incoen por presun- 



tas faltas de incorporación originadas por notificaciones de- 
fectuosas o errores materiales producidos en las operaciones 
de reclutamiento. 

Las causas específicas del delito de negativa a prestar el 
Servicio Militar son de compleja determinación. A modo de 
hipótesis puede señalarse que las negativas o «insumisio- 
nes» coinciden con el nacimiento de determinadas asocia- 
ciones, o la formación de grupos sensibilizados acerca del 
Servicio Militar, y movimientos pacifistas de toda índole. 
Además, se observa que este delito ha perdido la significa- 
ción religiosa que en su día pudo tener, aproximándose más 
a planteamientos de total contestación a los deberes militares 
consagrados constitucionalmente que lleva al «insumiso» a 
rechazar incluso la prestación social sustitutoria y, a mayor 
abundamiento, no acogerse a la normativa garante del dere- 
cho constitucional a la objeción de conciencia, si bien en 
algunos supuestos los sujetos activos de este delito han visto 
rechazada por el Consejo Nacional de Objeción de Concien- 
cia la solicitud de reconocimiento de la condición de ob- 
jetor. 

La comisión de estos delitos ha planteado diversos pro- 
blemas al aparato judicial castrense, entre los que destacan 
la inducción al mismo -no cayendo en la fácil tentación. de 
atender sólo a las manifestaciones verbales- y el silencio 
positivo en los supuestos de reconocimento tácito de la con- 
dición de ser objetor de concienci ia. 

b) Los procedimientos judiciales ordinarios son las 
diligencias previas y los sumarios. Respecto a los primeros 
se ha acentuado su carácter judicial, pudiendo adoptarse me- 
didas en orden al aseguramiento de las personas y exten- 
diéndose todas las garantías procesales a dichos procedi- 
mientos. 

En términos generales, puede afirmarse que los procedi- 
mientos penales militares están inspirados en el proyecto de 
ley de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que 
luego sería la L.O. 7/88, de 28 de diciembre. 



En este sentido, adquieren especial trascendencia los 
principios de legalidad y acusatorio, contradicción y dere- 
cho a la defensa. 

Así, por un lad( I de la Ley Procesal Mili- ), el art 
~árrafo 

ículo 88 
establec tar en su segundo 1 e el principio de «que la 

sentencia no podrá imponer penas que excedan de la más 
grave de las acusaciones, ni condenar por delito distinto 
cuando éste conlleve una diversidad de bien jurídico prote- 
gido o mutación sustancial del hecho enjuiciado». 

Esta redacción concuerda con el artículo 794 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, según redacción dada por la 
L.O. 7/88, y diverge del artículo 733 de 1 ira la mism a ley pl 
el procedimiento común. 

El procedimiento penal militar se configura como acusa- 
torio y oral, y en él se da una mayor potenciación del Minis- 
terio Fiscal Jurídico Militar, que puede iniciar una investiga- 
ción sumaria antes de instar la iniciación del proceso penal. 
En este sentido. el artículo 140 de la Lev Procesal Militar , 
señala que «si la denuncia se presentase ante el Fiscal Jurí- 
dico Militar, o éste tuviera conocimiento directo de hechos 
de carácter delictivo, podrá previamente promover la acción 
judicial, realizar información, tanto sobre los hechos como 
sus circunstancias y responsables, interesando la de los Jefes 
Militares del lugar donde se hayan producido aquéllos o de 
sus autores, así como de la Policía Judicial, y oír al propio 
denunciante, denunciado y testigos que citen». Y, por su 
parte, el artículo 123 del mismo cuerpo legal señala que 
«cuando la Fiscalía Jurídico Militar tenga noticia de un he- 
cho aparentemente delictivo, que fuere competencia de la 
Jurisdicción Militar, cuya noticia reciba directamente o por 
serle presentada una denuncia o atestado, practicará ella 
misma u ordenará a la Policía Judicial que- practique las 
diligencias que estime pertinentes para la comprobación del 
hecho o de la responsabilidad de los partícipes en el mismo. 
El Fiscal decretará el archivo de las actuaciones cuando el 
hecho no revista los caracteres de delito, comunicándolo con 
expresión de esta circunstancia a quien hubiere alegado ser 



perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar su de- 
nuncia ante el Juez Togado. En otro caso, instará del Juez 
Togado la incoación del correspondiente procedimiento con 
remisión de lo actuado, poniendo a su disposición al deteni- 
do, si lo hubiere, y los efectos del delito». 

En acentuación de los principios acusatorios, de contra- 
dicción, y derecho a la defensa, hemos de señalar, asimis- 
mo, que no contiene sin embargo nuestra Ley Procesal Mili- 
tar un precepto semejante al artículo 793.7 de la L.E.Cr., 
que concede a la defensa, cuando la acusación cambie en 
sus conclusiones definitivas la tipificación penal de los he- 

un may 
cunstan .. . -  

chos o se aprecia ,or grado de participación o ejecu- 
ción o nuevas cir cias de agravación de la pena, la 
posibilidad de peair ai lribunal un aplazamiento de la se- 
sión, hasta un límite de diez días, para aportar elementos de 
prueba y descargo sobre los nuevos extremos introducidos 
en el objeto del proceso por la acusación. 

Propugnada por la doctrina y la Fiscalía General del Es- 
tado la extensión de este precepto a los procesos por delitos 
graves en la Ley de Enjuiciamiento Criminal, podría tener 
igualmente cabida en el procedimiento militar, integrando a 
la luz del espíritu de la Constitución y a la de los términos 
en que el Tribunal Constitucional viene interpretando el 
principio acusatorio y el derecho de defensa, la Disposición 
Adicional 1 ." y el artículo 27 8.", de la L.P.M., en el indica- 
do sentido. 

Otros de los principios rectores de los procedimientos 
penales militares es la promoción de las soluciones consen- 
suadas que pacifican el proceso, recogidas en los artícu- 
los 283 y 395, 5.", de la Ley Procesal Militar. 

c) El 
los artíi 

. .  

recurso contencioso disciplinario militar se regula 
en culos 448 y siguientes de la Ley Procesal Militar, 
estableciéndose el principio general, ya reiteradamente reco- 
gido por la jurisprudencia del Tribunal Supremo antes de la 
entrada en vigor de la Ley, de que la Jurisdicción Militar es 
competente para conocer de las pretensiones que se deduz- 



can en relación con los actos recurribles de las Autoridades 
y Mandos Militares sancionadores, de 27 de noviembre, de 
Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas, establecién- 
dose tal procedimiento como único cauce para obtener la 
tutela judicial efectiva en materia disciplinaria militar. 

El procedimiento contencioso disciplinario militar ordi- 
nario es aplicable a toda pretensión que se deduzca contra la 
imposición de cualquier sanción por falta grave militar o 
por la imposición de las sanciones disciplinarias extraordi- 
narias que señala el artículo 61 de la Ley Orgánica de Régi- 
men Disciplinario de las Fuerzas Armadas. 

Contra las sanciones disciplinarias que afecten al ejerci- 
cio de derechos fundamentales señalados en el artículo 53.2 
de la Constitución, podrá interponerse el recurso contencio- 
so disciplinario militar preferente y sumario. 

El procedimiento común se inspira en la Ley de 27 de 
diciembre de 1956, con la peculiaridad de que se arbitra 
como recurso el de in y no el de apelación ante la 
Sala de lo Militar dl inal Supremo, no siendo, por lo 
demás, incluibles en ia excepción de cuestiones de personal, 
las si ; disciplinarias. 

P parte, y como ya se señalara, contra los actos 
de la Administración sancionadora que afecten al ejercicio 
de los derechos fundamentales de las personas, podrá inter- 
ponerse recurso contencioso disciplinario militar preferente 
y sumario, de conformidad con las reglas del procedimiento 
ordinario, con las modificaciones previstas en el artículo 
518 de la Ley, pudiendo destacarse, en su relación con el 
artículo 7." de la L.O. 62/78, de 28 de diciembre, en cuanto 
a la posibilidad de suspensión del acto recurrido una vez 
interpuesto el recurso, y dados los «intereses generales» en 
presencia en el ámbito de la jurisdicción militar, que en ésta 
se ponderará «la defensa del derecho fundamental alegado 
con los intereses de la disciplina militar». 

incionez 
'or otra 
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d) Durante el año 1989 se ha concretado y dt lo 
con toda su eficacia las reformas de la Justicia Mi l i~a  p q i -  



ciadas por la Ley Orgánica 411987, de 15 de julio, de Com- 
petencia y Organización de la Jurisdicción Militar, de Ley 
9/88, de 21 de abril, vencido el primer año, en que, en todo 
su ámbito espacial y temporal, han funcionado plenamente. 

En orden a las principales cuestiones que los órganos 
judiciales militares han ido dec r las 
siguientes de orden procesal. 

antando , cabe destaca] 

- La designación de Procuradores en el proceso mili- 
tar. La Ley Orgánica 4/87, de la Competencia y Organiza- 
ción de la Jurisdicción Militar, no se refiere a los Procurado- 
res de una forma autónoma. 

Las funciones de postulación solamente aparecen aludi- 
das a propósito de la acusación privada (artículos 109 y 
110). Sin embargo, se regula su responsabilidad disciplina- 
ria judicial (artículos 149 a 154). 

Por otra parte, no se declara expresamente que los Letra- 
dos asuman funciones de representación, sino tan sólo de 
defensa y asistencia legal (arts. 102 y SS.). La Ley Proce- 
sal Militar no añade nada al respecto (arts. 125 a 128), ni 
atribuye a los Abogados otras funciones que las de defen- 
sa. Caso distinto es el procedimiento contencioso-discipli- 
nario, en que sí existe una referencia expresa al Procurador 
(art. 463). 

Si se parte de la complementariedad de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial -no expresa, pero indudable-, con res- 
pecto a la Ley Orgánica número 4/87, y de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal con relación a la Ley Procesal Militar 
-ésta expresa, según la Disposición Adicional Primera, 
además de en otros supuestos (art. 153), etc., la solución 
aparece, ya que tanto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 
-artículos 436 y SS.-, como en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal -artículos 118 y concordantes-, la figura del 
Procurador aparece necesaria sin que correlativamente los 
Letrados asuman funciones representativas. 

Unicamente en el nuevo procedimiento abreviado (ar- 
tículos 779 y SS. de la Ley de Enjuiciamiento Criminal) se 



atribuye a los Letrados la habilitación legal para la represen- 
tación de sus defendidos (art. 788.3) hasta la apertura del 
juicio oral, lo que quizá no pueda generalizarse al procedi- 
miento militar, si bien es lo que viene sucediendo, conti- 
nuando con la tradición peculiar de nuestra jurisdicción. 

El que un Letrado designado de oficio tenga que asumir 
la carga de recibir las notificaciones de un procesado en 
ignorado paradero, es tema especialmente crítico, sobre 
todo en cuanto a los «insumisos» se refiere. Existen supues- 
tos en los que la dificultad de localización de algunos deter- 
mina la producción de exhortos para cada acto procesal que 
les atañe y, por ello, la intervención de Procuradores desig- 
nados en turno de oficio podría obviar éste y otros casos, la 
problemática detectada. 

- a Judicial Militar. La necesidad de disponer 
de un cumpiejo de Policía Judicial Militar, a disposición de 
Fiscales y Jueces Togados es evidente. 

Es conocida la ultrasensibilidad de los mandos de unida- 
des con relación a la intervención en su sede de miembros 
de Policía Judicial -normalmente Guardia Civil- para di- 
ligencias normales de pesquisas de hechos delictivos. 

La ausencia de esta materia bloquea la investigación pre- 
via del Ministerio Fiscal (arts. 123 y 140 de la Ley Procesal 
Militar), ya que con sus escasos medios difícilmente podría 
efectuar por sí indagaciones para esclarecimiento de los he- 
chos de una unidad militar concreta sin despertar grandes 
susceptibilidades y bloqueo de su tarea. 

Es imprescindible por ello disponer de una específica 
regulación de la Policía Judicial, en el ámbito procesal mili- 
tar, en la que deben delimitarse claramente la dependencia 
única de la Policía Judicial respecto de Jueces y Fiscales. 

- El Fiscal de Vigilancia Penitenciaria. El artícu- 
lo 358 de la Ley Procesal Militar, se refiere al Fiscal del Tribu- 
nal sentenciador, órgano de cooperación en la función judicial 
de aplicación de penas privativas de libertad (art. 357 



de la Ley Procesal Militar) y demás material del régimen 
penitenciario. 

Este precepto afecta indudablemente al criterio hasta 
ahora establecido en la aplicación procesal, de una parte, de 
la Ley Orgánica número 111979, de 26 de septiembre; Ge- 
neral Penitenciaria (arts. 76 a 78) y la Ley Orgánica del 
Poder Judicial (arts. 94-95 y Disposición Adicional 5."), y 
de otra, sobre todo, con la conjugación de los artículos 61.4 
y 99, primer párrafo, de la Ley Orgánica número 4/87, de 
15 de julio, de la Competencia y Organización de la Juris- 
dicción Militar. 

En base a est 3 texto i L entendiendo que el 
Fiscal competente en materia de vigiiancia penitenci&a era 
el territorial, esto es, el que ejerciera sus funciones cerca 
del Juzgado Togado en cuya demarcación estuviera ubicado 
el establecimiento penitenciario militar. 

Ello salvaba del engorroso asunto de la distinción entre 
materias -propias de ejecución de penas -libertad condi- 
cional, aplicación de reden'ción de penas, permisos extraor- 
dinarios de salida, etc.- y de otras materias -quejas y 
peticiones, según los casos (ya que algunas podrían afectar 
al régimen de ejecución penal), sanciones, etc. - , distinción 
que determinaba una competencia dual. 

De las primeras conocía en apelaciól mnal senten- 
ciador y lógicamente con intervención del riscal de este Tri- 
bunal (Disposición Adic'---' 5.". 2." de la L 
del Poder Judicial). 

Lógicamente, en primera instancia, en ambos supuestos, 
intervendría el Fiscal que ejerciera sus funciones ante el Juz- 
gado de Vigilancia Penitenciaria. 

Pues bien, en la práctica judicial militar anterior a la 
Ley Procesal Militar, el Fiscal que interviniera ante el Juz- 
gado Togado Militar Territorial en funciones de vigilancia 
penitenciaria era siempre el que ejerciera sus funciones ante 
el mismo, esto es, el militar territorial competente. 

En la actualidad, y en base al texto del artículo 358 de 
la Ley Procesal Militar, no aparece con claridad qué Fiscal 

.ey Org ánica 
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es el competente para emitir dictámenes previos ante el Juez 
Togado. No parece lógico que intervenga el Fiscal Militar 
Territorial y luego la resolución se notifique al Fiscal del 
Tribunal sentenciador, que puede perfectamente ser otro dis- 
tinto, territorial o central, o el mismo Fiscal Togado. 

Tampoco es congruente que el Fiscal que intervenga sea 
el Territorial del Tribunal sentenciador, o el Central o Fiscal 
Togado dada la distancia y carencia de inmediación. 

Por último, el pr plica ante el su1 e 
los internos condena? ; de la jurisdicc 51 
común que no han perdido su condición de militares y en el 
que, pese a la doctrina absorbente de los Jueces y Fiscales, 
éstos no intervinieran. 

También confunde la expresión «Fiscal Jurídico Mili- 
tar del Tribunal sentenciador», en el caso de que conforme 
al artículo 342 de la Ley Procesal Militar, la Sala de lo 
Militar del Tribunal Supremo o el Tribunal Militar Central 
hayan encomendado la ejecución al Tribunal Militar Temto- 
rial- que puede o no ser el correspondiente al territorio de 
ubicación del establecimiento penitenciario-, y en ese su- 
puesto no intevendría el Fiscal de este Tribunal, sino el del 

4 Tribunal sentenciador, dada la restricción de la expresión 
citada. 

Por ello se entiende que deber venir si :1 
Fiscal Jurídico Militar Territorial y le1 Tribi 1- 

tenci; 

ía inter 
no el c 

empre ( 

unal ser 

e) ror ultimo, se recogen algunos aatos estaaisticos. 
Las diligencias previas iniciadas por el Tribunal Central Mi- 
litar y por los Tribunales Militares Temtoriales durante 
1989 fueron 2.01 1. Se elevaron a causa o preparatorias 158. 
Terminadas sin declaración de responsabilidad o archivadas, 
1.035, e inhibidas, 276. 

Las causas iniciadas durante el año anterior por los Tri- 
bunales Militares antes referidos ascendieron a 1.325 (había 
pendientes al comienzo del año 2.635). Se elevaron a plena- 
rio 585 y se dictaron 863 sentencias, de las que 651 fueron 



condenatorias. Los recursos de casación preparados por las 
diversas partes ascendieron a 44. 

El total de procedimientos incoados por determinados 
delitos suman 2.756. Destacan los delitos de deserción 
(757), negativa a prestar el servicio militar o quebrantamien- 
to del deber de presencia (651), insulto a un superior (206) 
y contra la Hacienda en el ámbito militar (178). 

iscales Tribuna Temtoriales 
en 7.842 ( nes. De orresponden 
a proceuimiento penales, 397 a ConIllctos ae jurisdicción y 
60 'SOS con )-disciplinarios. Las vi! :bra- 
da i 809. 
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. . .  Por su parte, la riscalía Togada ha despachado los si- 
guientes asuntos en materia pena' 

- Recursos de casación interpuestos por los Fis- 
cales . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  9 
Interpi . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  5 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Desistidos 4 

- Recursos de casación interpuestos por las partes . 51 
Impugnados . . . . .  3 1 
Formulada adhesión 4 

. . . . . . .  Oposición a la admisi,,, 26 

- Recursos de casación desestimados por los Letra- 
dos y devueltos por ser improcedentes . . . . . .  11 

- Recur: úplica . . . . .  
Interpuestos por el Fiscal . 
Interpuestos por las partes . . . . . .  

ctos de jurisdic 

. . . .  
ción . 

. . .  
i1 To- - Recursos de queja interpuestos por 

nado . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . .  2 

- Dictámenes varios . . . . . . . . . . . . . . . . . .  482 



La Fiscalía Togada despachó los siguientes asuntos con- 
tencioso-disciplinarios: 
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a) En l! II 

mento relativo del 30 por 100. El Tribunal Constitucional 
registró 2.634 procesos, 441 más que el año 1988, lo que 
supone un aumento del 20 por 100, ligeramente inferior al 
del año precedente, que fue del 22 por 100. El Fiscal tiene 
intervención en 2.548 recursos de amparo y cuestiones de 
inconstitucionalidad, esto es, casi un 97 por 100, mientras 
que el año anterior fue de un 94 por 100. 

El número de asuntos despachados por la Fiscalía en 
1989 fue de 2.694, 452 más que el año precedente, lo que 
sitsía el aumento en un 20 por 100 (un 15 por 100 en 1989). 
Fueron 2.653 recursos de amparo y 41 cuestiones de incons- 
titucionalidad. En los primeros, se evacuaron 319 dictáme- 
nes en recursos admitidos a trámites, 332 en inadmisiones, 
119 en suspensiones y 174 en varios. El resto, 1.700, fueron 
recursos inadrnitidos por providencias del Tribunal que, 
como se sabe, se notifican al Fiscal, que puede recurrir en 
súplica en plazo de tres días. Se recurrió en nueve ocasio- 
nes, en ocho de las cuales se estimó la súplica. 

Es de poner en relieve el incremento de estas providen- 
cias de inadmisión, lógico por otra parte, puesto que es el 
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primer año en que se ha solicitado a lo largo de todo él la 
Ley Orgánica 6/88, de 9 de junio, que introdujo tal posibili- 
dad en la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. El pa- 
sado año, aplicada desde su mitad, se dictaron 573 provi- 
dencias de inadmisión. Consecuencia de ello es que ha dis- 
minuido constantemente el número de autos, la mayor parte 
de inadmisión, que han sido 536, frente a los 1.377 de 1988 
o 1.441 de 1987. 

El Tribunal Constitucional h ias, 
por 265 el año anterior. Ha habic ~ o r -  
centual de algo más del 17 por 100. Ue ellas, 185 han sido 
en recursos de amparo, casi un 85 por 100, y tres en cuestio- 
nes de inconstitucionalidad. El Fiscal, pues, ha intervenido 
en 188 de los procesos sentenciados, un 86 por 100, porcen- 
taje exactamente igual al del año anterior. En conflictos pro- 
nunció 19 sentencias y 12 recursos en inconstitucionalidad, 
con lo que completan el total de las dictadas. 

En 86 asuntos se otorgó el amparo, es decir, en un 46 
por 100 de los fallados, cifra que se sitúa dentro de lo que 
viene siendo habitual (un 42 por 100 en 1987 y un 48 por 
100 en 1988). De los fallos recaídos, el 79 por 100 fue 
sustancialmente acorde con lo informado por esta represen- 
tación pública, porcentaje que también responde al normal 
(un 80 por 100 en 1988). Conviene subrayar que han existi- 
do, al igual que el año anterior, más disconfomidades en 
las sentencias desestimatorias que en las estimatorias. Así, 
de las 39 sentencias disconformes con lo que informó la 
Fiscalía, 16 fueron fallos estimatorios del amparo y 23 
desestirnatorios, en los que se denegó el amparo que noso- 
tros habíamos interesado. 

En resumen, hubo conformidad en un 80 por 100 en 
sentencias que otorgaron el ampi 100 en las 
que lo denegaron. 

Por materias, en los asuntos sentenciados, 36 fueron ad- 
ministrativos, otros 36 civiles, 53 laborales, 47 penales, 13 
electorales y dos parlamentarios. Cifras que se separan poco 
de las del año anterior. Ha descendido algo el porcentaje de 



los laborales. Las conformidades han sido del 83 por 100 en 
administrativo, 80 por 100 en civil, 66 por 100 en laboral, 
83 por 100 en penal y total en electoral y parlamentario. 

La existencia en 1989 de dos convocatorias electorales, 
al Parlamento Europeo y a las Cortes Generales, ha hecho 
aumentar los asuntos electorales. Cinco de ellos se han refe- 
rido a la proclamación de candidaturas, según lo previsto en 
el artículo 49 de la Ley Electoral General que, como es 
sabido, se resuelven en el plazo de tres días (sólo uno tiene 
el Fiscal para alegaciones): En los cinco la solución ha sido 
coincidente con lo que esta Fiscalía interesó; los otros recur- 
sos electorales, referidos a elecciones anteriores, se tramita- 
ron como recursos ordinarios de amparo. 

En los días finales del año entraron en la Fiscalía, para 
informe sobre suspensión, los recursos de amparo interpues- 
tos contra las sentencias de los Tribunales Superiores de Jus- 
ticia que anularon las elecciones generales y decretaron nue- 
va convocatoria en las circunscripciones de Murcia, Ponte- 
vedra y Melilla. Ya en el presente año de 1990, y después 
que se acordara la suspensión de las sentencias recurridas 
-la que interesó también el Fiscal-, se fallaron estos recur- 
sos, anulando las Sentencias relativas a las elecciones de 
Murcia y Pontevedra, que no hubieron de repetirse- confor- 
me en el primer caso con el dictamen Fiscal y disconforme 
en el segundo, confirmándose, sin embargo, la referente a 
Meliila -así lo interesó el Fiscal-, cuyas elecciones tanto 
al Congreso como al Senado hubieron de repetirse. 

Las cuestiones de inconstitucionalidad resueltas han sido 
tres, como se recoge más arriba. Se trata, en primer lugar, 
de la sentencia 45/89, de 20 de febrero, que declaró la in- 
constitucionalidad de aquellos preceptos de la Ley 44/78, 
de 8 de septiembre, reguladora del impuesto sobre la renta 
de las personas físicas, que imponían la declaración conjun- 
ta de los miembros de la unidad familiar, señaladamente de 
los cónyuges. Fue cuestión que se autoplanteó el propio Tri- 
bunal como resultado del amparo que otorgó la STC 209188, 
por entender que la desigualdad aquí apreciada tenía su ori- 



gen en los preceptos luego declarados inconstitucionales. En 
el mismo sentido que prevaleció se manifestó el dictamen 
del Fiscal. 

La segunda sen ia rrrlrrr, de 11 de mayo, atinente 
al artículo 3.2 de la =y ~174,  de 13 de febrero, de Colegios 
Profesionales, que impone la colegiación obligatoria para el 
ejercicio de las profesiones colegiadas, declaró que este pre- 
cepto no es contrario a los artículos 22 y 36 de la Constitu- 
ción, que eran lo que se estimaban como posiblemente in- 
fringidos en el auto cuestionante. En tal sentido se expresó 
el Fiscal. 

Por último, la STC 113189, de 22 de junio, resolvió la 
cuestión suscitada en relación con el artículo 22.1 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social de 30 
de mayo de 1974, que prohibía el embargo, salvo en dos 
casos, de las prestaciones de la Seguridad Social sin limita- 
ción alguna. Inembargabilidad que fue declarada inconstitu- 
cional al establecerse «de manera incondicionada y al mar- 
gen de su cuantía* entendiéndose que infringía los derechos 
constitucionales de tutela e .d, justa omo había 
informado el Fiscal. 
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b) Resumen d, untos despachados en 

1. Recursos de arllpai~ Lonstitucional. 
- Dictámenes en trámite de admisión . . . . . 332 
- Dictámenes en trámite de suspensión . . . . 119 
- Dictámenes en trámite de alegaciones . . . . 319 

os trámites e incidenci; . . 174 
intos entrados y despac dón) 

J Orgánica 611988) . . . . 1.700 
:ursos de súplic 9 

- Otr 
- Asi 

Le\ 

- Dic 
- Dic 
- otr 

:a inteq 

ituciona 
. . 

2. mes de inconsti 
:támenes en trámite de admisión . . . 4 
:támenes en trámite de alegaciones . . 36 
os trámites e incidencias . . . . . . . . 1 

Total asuntos despachad( . . . 2.694 



3. Asuntos despachados por la Fiscalía en los años 1980- 
1989. 

c) Asuntos de especial interés planteados o resueltos 
por el Tribunal Co mal. 

a') La doctrir~u ueL Tribunal ~unsciiucional sobre la 
presunción de inocencia en las resoluciones del año 1989. 

1. Doctrina general. Distinción entre Derecho a la pre- 
sunción de inocencia y el principio «in dubio pro reo». 

La Sentencia 4411989, de 20 de febrero, resulta en extre- 
mo interesante, ya que examina con una cierta extensión las 
diferencias entre el derecho constitucional a la presunción 
de inocencia y el principio procesal «in dubio pro reo». 

- \ L . U ~ J ~ ~  doctrina y jurispmdencia penal han venido 
sosteniendo que, aunque ambos puedan considerarse 
como manifestaciones de un genérico "favor rei", existe 
una diferencia sustancial entre el derecho a la presun- 
ción de inocencia, que desenvuelve su eficacia cuando 
existe una falta absoluta de pruebas o cuando las practi- 
cadas no reúnen las garantías procesales y el principio 
jurispmdencid "in dubio pro reo" que pertenece al mo- 
mento de la valoración o apreciación probatoria y que 
han de juzgar cuando, concurrente aquella actividad pro- 
batoria indispensable, exista una duda racional sobre la 
real concurrencia de los elementos objetivos y subjetivos 



que integran el tipo penal de que se trate. Desde la pers- 
pectiva constitucional la diferenciación entre la presun- 
ción de inocencia y la regla "in dubio pro reo" resulta 
necesaria en la medida que la presunción de inocencia 
ha sido configurada en el artículo 24.2 de la Constitu- 
ción como garantía procesal del imputado y derecho 
fundamental del ciudadano protegible en la vía de ampa- 
ro, lo que no ocurre propiamente con la regla "in dubio 
pro reo", condición o exigencia "subjetiva" del conven- 
cimiento del órgano judicial en la valoración de la prue- 
ba inculpatoria existente aportada al proceso.» 

P, que o 
~ c i a  cua  
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Es cierto que la distinción entre medio probatorio y 
.esultado probatorio no puede ser tan radical en cuanto 
que la presunción de inocencia es también una "regla 
del juicic lecidir a favor de la presunción 
de inocei xistan pruebas de las que pue- 
dan deducirse la culpabilidad, esto es, pruebas de carác- 

)atono. 
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ki que ahora ei principio "pro reo" tenga un más 
jólido fundamento constitucional, no permite que pue- 
ja confundirse el principio "in dubio pro reo" con el 
ierecho constitucional a la presunción de inocencia, ni 

~r el pro1 nueva 
pueda d orati- 
iad prob en el 

luicio oral y con todas las garantías. Aunque sí corres- 
~onde  a este Tribunal, y para la protección del dere- 
:ho constitucional a la presunción de inocencia, com- 
xobar si se ha realizado, y con las debidas garantías, 
lna actividad probatoria "inculpatona", es decir, si ha 
1abido pruebas de las que se pueda razonablemente de- 
iucir la culpabilidad del acusado o, más exactamente, 
ji las inferencias lógicas de la actividad probatoria lleva- 
i a  a cabo por el órgano judicial no han sido arbitrarias, 
irracionales o absurdas (STC 140/1985, de 21 de octu- 
>re, y 17511985, de 17 de diciembre), de forma que 
'los hechos cuya certeza resulte de la prueba practicada 
~crediten la culpabilidad del acusado» (STC 17411985, 
de 17 de diciembre). 



La distinción, pues, se nos antoja esencial para fijar los 
límites del derecho a la presunción de inocencia que a veces 
es obji extensil y Tnbu- 
nales. 
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2. ueoa por indicios. vuiza uno ae los remas más 
polém :spinosc e plantean en tomo al derecho 
a la p 5n de ir i lo constituya la construcción 
de la prueba indiciaria. Dos Sentencias, la 107189, de 8 de 
junio, y la 182189, de 3 de noviembre, se han vuelto a ocu- 
par del problema. 

«Asimismo, el Tribunal ha declarado también 
(SSTC 17411985, 17511985 y 22911988) que el derecho 
a la presunción de inocencia no se opone a que la con- 
vicción judicial en un proceso penal pueda formarse so- 
bre la base de una prueba indiciaria, entendida como 
aquélla que se dirige a mostrar la certeza de unos hechos 
que no son los integrantes de la figura delictiva enjuicia- 
da, pero de los que puede inferirse lógicamente la parti- 
cipación de los procesados en la conducta tipificada 
como delito. Para ello es necesario, sin embargo, que 
los indicios estén plenamente probados, no pudiendo 
tratarse de meras sospechas, y que el órgano judicial 
haga explícito el razonamiento en virtud del cual, par- 
tiendo de los indicios probados, haya llegado a la con- 
clusión de que los acusados realizaron la conducta delic- 
tiva. Exigencia esta última que, como declara la STC 
22911988, de 1 de diciembre, «deriva también del ar- 
tículo 120.3 CE, según el cual las Sentencias habrán de 
ser motivadas, y del artículo 24.1 de la misma, pues, 
de otro modo, ni la subsunción estaría motivada en De- 
recho ni habría manera de determinar si el proceso de- 
ductivo es arbitrario, irracional o absurdo, es decir, si 
se ha vulnerado el derecho a la presunción de inocencia 
al estimar que la actividad probatoria puede entenderse 
de cargo». 

En la sentencia 107189, se enjuiciaba un caso de tráfico 
de drogas y el amparo se denegó al haber razonado con 
suficiencia la Sala el «iter» indiciario. 



Por c 
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«Por último, en la Sentencia impugnada se hace ex- 
plícito el razonamiento deductivo en virtud del cual el 
Tribunal llegó a la convicción de que los acusados parti- 
ciparon en la conducta delictiva por la que fueron con- 
denados, puesto que, de un lado, se alude a la flagrante 
intervención de la droga objeto de ilícito trafico y ,  de 
otro, se afirma expresamene que no es racional ni lógico 
entender que, si el matrimonio recurrente no tenía nin- 
guna relación con la droga y con su tráfico, el marido 
aceptara la entrega del vehículo que contenía los bultos 
en los que aquélla se encontraba y la mujer aceptara 
asimismo la entrega de la bolsa que, junto con una pisto- 
la, también contenía droga. Todo lo cual, aun cuando 
expuesto de forma concentrada, basta para entender 
cumplido el requ iotiva- 
ción razonada qi los in- 
dicios probados» 
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:entra, ( i 182185 rersaba sobre 
u11 supuesto deliiu ue roou, se conceuiu el amparo al no 
concurrir ni prueba de cargo directa (no comp )n los 
funcionarios policiales al acto de la vista) ni ra debi- 
damente el «iter» indiciario, que casi sólo se basaba en la 
detenci6n de los acusados en las cercanías del lugar del de- 
lito, lo que no se estima en s í  mismo por el Tribunal Cons- 
titucional como prueba 

3. En fase de ina :onstitucional 
continúa perfílando, inc,,,, .., limne», un cierto casuismo, 
extraordinariamente ilus de los límites y alcances del 
derecho a la presunción :encia (art. 24.2 CE). 

Resulta interesante reseriar algunos de estos fallos, ya 
que en la mayoría de las ocasiones no accederán a la luz 
pública, desconociéndose por parte de Jueces y Fiscales. 

a) Aunque los hechos declarados probados sean idénti- 
cos para el tribunal de instancia y el superior, si aquél (Au- 
diencia) absuelve, éste (Tribunal Supremo) puede condenar 
sin que ello suponga quiebra alguna del derecho a la presun- 
ción de inocencia (A. de 12 de julio de 1989, R.A. 2.063188). 
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b) La presunción de inocencia se predica respecto de 
la autoría y no respecto de la tipificación delictiva (Provi- 
dencia 3 de abril de 1989, R.A. 1.41 1/88). 

c) La no apreciación por parte del Tribunal de la coar- 
tada de uno de los condenados no vulnera este derecho (Pro- 
videncia 12 de diciembre de 1988, R.A. 1.193188). 

d) No puede alegarse este derecho frente al núcleo 
esencial de lo que )n (Providencia 17 
de abril de 1989, I de 1989, 
R.A. 1.005189). 

4. Valor de diligenc liciales y sumarides: El 
Atestado Policial. 

El Tribunal Constituciuiiai viene declarando de forma 
constante el valor primor 3s pruebas 
practicadas en el acto de 1, 

Quizás ello haya llevado a la idea, erronea, del nulo 
valor de la; ss pract I a la vista 
oral. 

Dejand~ a LI~I  lado el r t ; l u a  UG la> pluc;ua> p~.econstitui- 
das, esto es, aquellas cuya reproducción en la vista oral 
resulta imposible, el pasado año dos Sentencias del Tribunal 
Constitucional, la 201189, de 30 de noviembre, y la 217189, 
de 21 de diciembre, se han ocupado «in extenso» del valor 
de las diligencias sumariales y policiales. 

Las Sentencias 201189, de 30 de noviembre, contempla 
un supuesto de presunción de inocencia en el contexto de 
una imprudencia. 

La doctrina general sobre cómo ha de considerarse el 
valor y alcance de las diligencias sumariales coincide con la 
también ex~resada Dor la Sentencia 217189. de 21 de di- 
cier 
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«Ahora bien, lo Oicno no comporta en modo alguno 
que, en orden a la formación de la convicción a la que 
se orienta la actividad probatoria, haya de negarse toda 
eficacia a las diligencias policiales y sumariales, practi- 
cadas con las formalidades que la Constitución y el or- 



denamiento procesal establecen en garantía de la libre 
declaración y defensa de los ciudadanos. Al respecto la 
doctrina constitucional se asienta sobre las siguientes no- 
tas esenciales: a) cuando dichas diligencias sean reprodu- 
cidas en el acto de la vista en condiciones, que permitan 
a la defensa del acusado someterlas a contradicción, pue- 
den constituir la base probatoria sobre la que los Tribuna- 
les formen su convicción y, en definitiva, pueden consti- 
tuir medios de prueba válidos para desvirtuar la presun- 
ción de inocencia (entre otras, SSTC 8011986, de 17 de 
junio; 8211988, de 28 de abril, y 13711988, de 7 de julio); 
b) cuando las diligencias o actuaciones sumariales son de 
imposible o muy difícil reproducción en el juicio oral, es 
lícito traerlas al mismo como prueba anticipada o pre- 
constituida (SSTC 8011986 y 37/1988), aunque no alcan- 
zan a cualquier acto de investigacidn sumarial, sino tan 
sólo a aquéllos con respecto a los cuales se prevé su im- 
posibilidad de reproducción en el acto del juicio oral, 
siempre y cuando se garantice el ejercicio del principio 
de contradicción y se solicite su lectura en el juicio oral 
conforme ha afirmado en reiteradas ocasiones este Tribu- 
nal (por todas, STC 6211985, de 10 de mayo), puesto 
que, estando sujeto también el proceso penal al principio 
de búsqueda de la verdad material, es preciso asegura 
que no se pierdan datos o elementos de convicción, utili- 
zando en estos casos la documentación oportuna del acto 
de investigación llevado a cabo, en todo caso, con obser- 
vancia de las garantías necesarias para la defensa; y c) no 
constituyen medios de prueba en sí mismo los atestados 
de la Policía judicial que procesalmente gozan del valor 
de denuncias (art. 297 L.E.Cr.), por lo que no constitu- 
yen un medio sino, en su caso, un «objeto de prueban 
(SSTC 3111981 y 911984). Por la misma razón, tampoco 
son medios de p ~ e b a  las declaraciones de la Policía, ver- 
tidas en el atestado, sino que se hace necesario, de con- 
formidad con lo establecido en los artículos 297 y 727 
L.E.Cr., que tales funcionarios presten declaraciones en 
el juicio oral, debiendo, en tal caso, ser apreciadas sus 
manifestaciones como declaraciones testificales*. 



Como puede verse tanto las diligencias sumariales pre- 
constituidas como las que carecen de esta naturaleza produ- 
cen su plena eficacia al ser contrastadas en la vista oral, mo- 
mento procesal de mayor concentración y eficacia probatoria. 

En ciertos suuuestos de imvrudencia. el atestado y cro- 
qU :S el criterio 
del cia 201189, 
respecto ae tales aocumer 

igar de 
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F i a d o  este Tribunal 
ara supuestos similares al que ahora nos ocupa, el cro- 
uis confeccionado por la Agrupación de Tráfico de la 
iuardia Civil respecto del lugar del accidente y forma en 
ue quedaron los vehículos siniestrados, huellas marca- 
as, etc., una vez incorporado a las actuaciones judicia- 
:S, constituye un medio probatorio que el juzgador puede 

?ner en cuenta para precisar la forma en que ocumó la 
slisión, siempre que sea objeto de contradicción y acla- 
ición por las partes en el juicio oral.» 

recisamr 
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Más pi santísima Sentencia 
182189, de s ae noviemore, al valor ael atestado policial. 

iñe al pretendido valor como prueba de 
cargo aei aresraao policial -dice- debe reiterarse, una 
vez más, que dicho atestado, aunque es un elemento im- 
portante tanto en la fase sumaria1 como en la interpreta- 
ción y articulación lógica de las pruebas practicadas en el 
juicio oral, no puede en modo alguno venir a sustituirlas. 
De manera que el atestado policial, conforme prescribe 
el artículo 297 de la L.E.Cr., y se desprende del propio 
contenido esencial del derecho fundamental controverti- 
do, debe tener sustancialmente el valor de denuncia para 
19s efectos legales con respecto al hecho constatado y al 

ltor a quien se imputa: su alcance, por tanto, ha de 
tuarse en su debido contexto, el de la fase de averigua- 

ción o instrucción sumarial. 
En virtud de lo expuesto -añade- sólo puede con- 
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cederse valor de auténtico elemento probatorio en el pro- 
ceso al atestado si es reiterado y ratificado en el juicio 
oral, normalmente mediante la declaración testifical de 
los agentes de policía firmantes del mismo, con la finali- 
dad de preservar los principios constitucionales de orali- 

I y de contradicción por la parte acusada, ni- 
un adecuado ejercicio del derecho de defe las 
antías procesales debidas; todo ello sin perjuicio de 

matizaciones o excepciones como son los supuestos en 
los que las diligencias policiales no reflejan simples de- 
claraciones testificales sino pruebas que puedan conside- 

je "lato sensu", como periciales o que resulte de im- 
;ible repetición posterior; pero ninguna de estas excep- 
nes concurre en el presente supuesto de hecho. Por lo 

demás, con esta doctrina (SSTC, entre otras 31/81, 1001 
85, 101185, 145185, 22/88, 5/89, etc.) no se pretende 
minusvalorar el alcance del atestado policial, sino antes 
bien situarlo en adecuado lugar en el proceso, que no es 
el que corresponde a la prueba. Precisamente esta impos- 
tación, que el legislador recoge en los artículos 297 y 
741 de la L.E.Cr., impide a los Tribunales ordinarios 
(entre otras razones por su sometimiento al imperio de la 
Ley que el art. 117.1 de la CE prescribe) formar su con- 
vicción en tomo a la autoría de los hechos únicamente 
sobre la base de los atestados y sin las necesarias garan- 
tías procesales de inmediación y contradicción.» 

5 .  Los testigos de referencia. La Sentencia 217189, de 
21 de diciembre, es de enorme importancia, pues aclara la 
validez probatoria en términos constitucionales de los deno- 
minados testigos dc : referei ncia. 

«En pnmer mgar, por io que se reriere al alcance 
incriminador de las declaraciones prestadas por los acu- 
sados tanto en las diligencias policiales y sumariales 
como en el acto del juicio oral, es indudable, conforme 
a la doctrina constitucional anteriormente mencionada, 
que es consustancial a los principios de oralidad, inme- 
diación y libre valoración de la prueba el examinar ges- 
tos de los intervinientes en la misma, tales como los de 
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turbación o sorpresa, a través de los cuales pueda el Juez 
Tribunal de Instancia fundar su íntima convicción acer- 
de la veracidad o mendacidad de la declaración de los 
ervinientes en la prueba, con respecto a los cuales el 

juzgador de instancia es dueño en su valoración, sin que 
este Tribunal pueda entrar a conocer de ellos, pues, apar- 
te de ser inherentes al principio de oralidad, el Tribunal 
Constitucional no constituye Tribunal de apelación 

STC 55/82, 124183, 140185, 254188). 
En sengundo lugar, la prueba testifical de referencia 

,,nstituye, desde luego, uno de los actos de prueba que 
; Tribunales de la jurisdicción penal pueden tomar en 
nsideración en orden a fundar la condena, pues la Ley 

*.- excluye su validez y eficacia -excepto para las cau- 
s por injuria o calumnia vertidas de palabras: art. 813 
la L.E.Cr. -, sino que se requiere que se haga constar 

tal circunstancia, por lo que exige precisar el origen de la 
no 
cie 
de 

ticia en virtud de la cual comparece en el proceso. Es 
:rto que la regulación de la Ley responde, como ten- 
ncia al principio de inmediación de la prueba, enten- 

diéndose por tal la utilización del medio de prueba 
más directo y no los simples relatos sobre éste, pero ello 
no significa que deban rechazarse en forma absoluta los 
testimonios de referencias u oídas, porque no siempre es 
posible obtener y practicar la pmeba original y directa, 
que en muchos supuestos puede devenir imposible, y en 

finitiva, la problemática que plantea la referencia es, 
mo en cualquier otra prueba, el relativo a su veracidad 
credibilidad. Es igualmente cierto que, en la generali- 

dad de los casos, la prueba de referencia es poco reco- 
mendable -y de ahí el justificado recelo jurisprudencia1 
sobre ella-, pues en muchos casos supone eludir el 
oportuno debate sobre la realidad misma de los hechos y 
el dar valor a los dichos de personas que no han compa- 
recido en el proceso, y es por ello por lo que, como 
criterio general, cuando existan testigos presenciales o 
que de otra manera hayan percibido directamente el he- 
cho por probar, el órgano judicial debe oirlos directa- 
mente en vez de llamar a declarar a quienes oyeron de 
ellos el relato de su experiencia e, incluso, cuando los 
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funcionarios de Policía tengan la fundada sospecha de 
aue los testigos presenciales pueden ausentarse al extra- 

.o, deben trasladarlos inmediatamente ante la autori- 
d judicial a fin de que, bajo la necesaria contradicción 

&gida por el artículo 448, sean interrogados los testi- 
gos en cali ~rueba sumaria1 anticipada. Pero esta 
lógica prel no puede llevar a la conclusión de 
que la prueba testifical de referencia constituya, en todo 
caso, una prueba mediata, indirecta o de indicios, o que 
sólo tenga valor para identificar a la persona que real- 
mente tiene conocimiento directo de los hechos sobre 

i que declara, pues es obvio que el testimonio de refe- 
lcia puede tener distintos grados según que el testigo 

liarre lo que personalmente escuchó o percibió "audito 
>pie", o lo que otra tercera persona le comunió "audi- 
alieno", y que en algunos supuestos de percepción 

.,apia, la declaración de ciencia prestada por el testigo 
referencia puede tener idéntico alcance probatorio 

;pecto de la existencia de los hechos enjuiciados y la 
culpabilidad de los acusados que la prueba testifical di- 
reí 
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a, del ex . ---e caso qui amen de las 
iua~iuiics judiciai~b sc LULII~LUGUO, LUIIIU antes quedó 
untado, que en el juicio oral compareció en calidad 
testigo don S. M., agente de la Policía Municipal, 

ien había intervenido en la detención de los acusados. 
¿a declaración de este testigo tiene una doble considera- 
ción: de un lado, constituye prueba directa e inmediata 
que los órganos judiciales han podido apreciar sobre el 
"-cho mismo de detención y circunstancias en que la 

isma se produjo (lugar, forma, etc.). De otro, es una 
claración de referencia tanto en lo relativo a la identi- 
:ación y reconocimiento que los denunciantes hicieron 
los acusados en el momento mismo de la detención, 

mo en lo propio a la agresión sufrida por los denun- 
ciantes. Pero esta prueba de referencia no tiene carácter 
de indiciana, como señala el Ministerio Fiscal, puesto 



que la detención de los acusados la practicó la Policía a 
instancias de los propios denunciantes, quienes identifi- 
caron a los acusados como autores del robo con intimi- 
dación sufrido. No se trata en este caso de inferir de 
unos indicios plenamente probados -la detención-, la 
participación de los detenidos en los hechos, pues, pre- 
cisamente, el hecho mismo de la detención se debe úni- 
ca y exclusivamente a la previa identificación y recono- 
cimiento de los acusados como autores de los hechos. 
Al respecto, en el acta del juicio oral se hace constar 
con cierto detalle el contenido de la declaración del 
mencionado testigo y, en concreto, todo lo referente al 
motivo de la intervención policial, la localización e 
identificación de los acusados por parte de los súbditos 
holandeses atracados y sobre si los acusados presentaban 
o no, al tiempo de su detención, síntomas de embria- 
guez.» 

6. Prueba pericial médico-forense. La Sentencia 371 
89, de 15 de febrero, tan importante por otros extremos, 
centra con bastante exactitud la vinculación de diligencias 
sumanales y pruebas periciales con la necesidad de la exis- 
tencia de una condena. Antes de que se produzca ésta no es 
posible entender vulnerada la presunción de inocencia. 

«La violación del derecho de la actora a ser presumida 
inocente (art. 24.1 de la Constitución) se imputa en la de- 
manda al "interrogatorio al que fue sometida doña X. Y. 
Z.", así como a "la prueba pericial consistente en el recono- 
cimiento médico-forense", diligencia ésta última que se dice 
constituyó "una línea de investigación del delito seguida sin 
tan siquiera saber de este supuesto delito, que también pu- 
diera no haber existido nunca7'.» 

Cualquiera que sea la calificación que merezcan, 
desde otra perspectiva y jurídico-constitucional las dili- 
gencias sumariales aquí impugnadas, es lo cierto que 
las mismas no lesionaron la presunción de inocencia de 
la actora, pues, como ha recordado el Ministerio Fiscal, 
el derecho ahora invocado garantiza, según constante 
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jurisprudencia de este Tribunal, que toda condena debe 
precedida de una actividad probatoria de cargo legíti- 
imente realizada (por todas las resoluciones en este 
itido, STC 44/87, fundamento jurídico 2."), y es ob- 
) que la demandante de amparo, procesada tan sólo 
S la interposición de este recurso, no ha alegado, ni 
día hacerlo, haber sido condenada a resultas de la 

,,:laración que en su día realizó ante el Juzgado de 
InsLnicción número 2 de Jerez de la Frontera, ni sobre 
la base de su negativa a someterse a la pericia ginecoló- 
gica, cuya práctica se dispuso por el órgano judicial. 
Con independencia, en definitiva, de los posibles indi- 
cios que llevaron al Instructor a ordenar estas diligen- 
cias, la presunción de inocencia de la demandante quedó 
incólume en el estado procesal que importa a este recur- 
so, y basta con contrastarlo así para apreciar la inconsis- 
tencia, en cuanto a este extremo, de la presente petición 
de amparo.» 

7. Valor de las declaraciones de perjudicados. Tanto 
el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo vie- 
nen declarando con reiteración el normal valor de las decla- 
racines testificales de las víctimas del delito. 

Sin embargo, suele presentarse en la vida fa oti- 
diana una cierta argumentación en contra de la ión 
de las víctimas de los delitos de agresiones sexua,,=. 

La sentencia 44/89, de 20 de febrero. sta- 
blece la doctrina general acerca del valo di- 

irense CI 

valorac 
01-0 

nente e! 
seco de 

v m <  chas pruebas en el contexto del artículo 741 ae ia ~ . c . C r .  

«La p r~  cado su pre- 
tensión no en la inexistencia de pruebas, sino en la pre- 
sunta falta de convicción de determinadas pruebas incul- 
patorias, cuya existencia, en particular las declaraciones 
de las menores agredidas, es reconocida por el propio 
solicitante de amparo. Tratar de negar la fiabilidad de 
esas declaraciones en base a una declaración pericia1 
-5dica es una discusión no relativa a la existencia de 

ueba inculpatoria, sino que es un tema de valoración 



del material probatorio aportado al proceso cuyo conoci- 
miento reiteradamente ha rechazado este Tribunal por 
ser facultad que pertenece a la potestad jurisdiccional 
que corresponde en exclusiva a los Jueces y Tribunales 
(STC 80186, de 17 de junio), a quienes corresponde 

~nderar los distintos elementos de prueba y valorar su 
gnificado y trascendencia en orden a la fundamenta- 
ón del fallo contenido en la sentencia (STC 175185, 

de 17 de diciembre). Además, la apreciación de la prue- 
ba se refiere a la valoración en conjunto del material 
probatorio, lo que impide que pueda ser invocado el 
+recho a la presunción de inocencia para cubrir cada 

lisodio, vicisitud, hecho o elemento debatido en el 
.oceso penal o parcialmente integrante de la resolución 
idicial que le ponga término (STC 105183, de 26 de 
wiembre, y 4/83, de 20 de enero)». 

8 .  Presunción de inocencia y auto de procesamiento y 
prisión. Se viene detectando últimamente una cierta confu- 
sión a la hora de examinar si un auto de procesamiento o de 

a afirms 
s supuei .. . 

prisión puc recho a ser presumido ino- 
cente. 

Es claiu yuc  al vulneración puede producirse, pero di- 
ch; lción debe circunscribirse exclusivamente a aque- 
llo $tos en los que «el órgano judicial dictare su reso- 
lución de modo arbitrario, caprichoso o notoriamente infun- 

itencia 
2 -  .... . 

(caso B 
- 

dado». 
La Ser ie julio irouard), ha 

reflexionauo una vez mas suore este tema. 

lto de procesamiento supone el ejercicio de la 
pwesrau jurisdiccionai, atribuida por el artículo 117.3 
C.E. a los Tribunales penales, pues a ellos corresponde 
apreciar si existe algún indicio racional de criminalidad 
determinante de la resolución prevista en el artícu- 
lo 384 de la L.E.Cr.; apreciación que descansa necesa- 
riamente sobre una ponderación de los hechos y circuns- 
tancias concurrentes que no puede trasladarse al ámbito 
constitucional, por lo que únicamente en los casos en 
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que la decisión aparezca notoriamente infundada por ca- 
--Y de base fáctica o de indicios racionales de cargo, 

or estar apoyada en fundamentos arbitrarios, puede 
:itarse la eventual vulneración del derecho a la pre- 

u-.. ción de inocencia (art. 24.2 de la Constitución). 
Como hemos dicho tantas veces que la frecuencia no 
excusa de citar resoluciones concretas, ni se puede con- 
fundir un auto de procesamiento, que en sí mismo no 

ierra declaración de culpabilidad, con una sentencia 
denatoria; ni la actividad probatoria de cargo exigi- 
en el juicio oral para disipar la presunción de inocen- 

cia es trasladable a la fase sumarial, pues, salvo excep- 
ción, en el sumario no se practican pruebas. Ello no 
significa que la presunción de inocencia no pueda ser 
vulnerada en un auto de procesamiento, pues tal lesión 
podría producirse si el órgano judicial dictase su resolu- 
ción de modo arbitrario, caprichoso o notoriamente in- 
"--dado, pero siempre hay que tener en cuenta que, por 

razones antes expuestas, al autor del auto de proce- 
iiento no se le puede exigir el mismo grado de certe- 
que al juzgador que condena, si bien sí  le es exigi- 
que razone de dónde en S indicios de crirni- 

idad. 

Por con siguientt 
sumarial , .  . 

:, este Tribunal no ha de valorar las 
diligencias es y su contenido fáctico, sino que, 
tanto a proposito ae  la presunción de inocencia como de 

prisión provisional, sólo ha de examinar en el caso 
sente si los autos impugnados se apoyan en unos he- 

... ~s extraídos de las. diligencias sumariales y si sobre 
ellos se razona de modo explícito y consistente la exis- 
tencia de indicios racionales de criminalidad (art. 384 
de la L.E.Cr.) y de motivos bastantes para creer respon- 
sable criminal del delito a la persona contra la que se 
acuerda el procedimiento y la prisión (art. 503.3 de la 
L.E.Cr.).» 

a la prí 
Lna conz 

9. El derecho I de inocencia en el juicio 
de faltas. La doctn 51 Tribunal Constitucional 
ha sido siempre la plena aplicación de este principio a los 
juicios de faltas. 



Conviene, sin embargo, recordar cómo la ausencia de 
un verdadero estadio instructorio en este proceso y la cuasi 
completa concentración probatoria en el acto de la vista, 
dotan de ciertas peculiaridades a este derecho. 

La sentencia 105189, de 25 de septiembre, reflexiona 
sobre la naturaleza del proceso y su imbricación con este 
derecho constitucional. 

«Las anteriores exigencias constitucionales son de 
era aplicación en el juicio de faltas, pues, tal y como 

cate Tribunal también tiene declarado, dicho procedi- 
miento no está informado por el principio inquisitivo, 
sino por el acusatorio (STC 54/85). Además, no existe 
prescripción alguna en la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal que consagre la existencia de una fase instructora, 
limitándose el artículo 2 del Decreto de 21 de noviem- 
bre de 1952, a sugerir al Juez a que evacue "con la 
mayor urgencia las actuaciones preliminares o prepara- 
torias", las cuales, como su nombre indica, tienen como 
finalidad preparar el juicio oral mediante la realización 
de los actos de investigación imprescindibles para la de- 
terminación del hecho y de su presunto autor, pero sin 
que tales actos constituyan, en sí mismos considerados, 
actos de pmeba, salvo que en ellos concurran los ante- 
riormente enunciados requisitos de la pmeba sumaria1 
anticipada o preconstituida, cuya relevancia ha de ser 
menor en este tipo de procedimiento, en el que el legis- 
lador pretendió incrementar el principio de oralidad y el 
de inmediatez temporal en la celebración del juicio (ar- 
tículo 964 de la L.E.Cr.).» 

En este caso se concedió el amparo que se solicitaba y 
que apoyó el Ministerio Fiscal tras rastrear la ausencia de 
legítimas y verdaderas pruebas de cargo. 

«En efecto, como única invocación de la certeza de 
los hechos declarados probados por la sentencia de ape- 
lación, objeto de este recurso de amparo, se aduce la 
que el Juzgado de Instrucción de Villa de Noya denomi- 



na "prueba testifical" y la de reconocimiento judicial 
realizado por el Juez de Paz de Mazaricos. Sin embargo, 
en cuanto a las declaraciones testificales se observa que 
no fueron prestadas dentro del juicio oral, ni se solicitó 
la declaración en él de tales testigos, ni constan las cau- 
sas de su incomparecencia, y todo ello sin que las partes 
acusadoras hubieran solicitado la suspensión del juicio 
o formulado la oportuna protesta, razones todas ellas 
que abonan por la conclusión de que no nos encontra- 
mos ante una verdadera prueba sumaria1 anticipada o 
preconstituida, pues si tales testigos podían prestar de- 
claración dentro del juicio oral, a las partes acusadoras 
les incumbía la carga de haber solicitado su compare- 
cencia. Además, del acta de las declaraciones testifica- 
les realizadas en las diligencias preparatorias se infiere 
que al interrogatorio de-los testigos no compareció el 
Abogado defensor, ni se le concedió la posibilidad de 
dicha com~arecencia mediante la vrevia comunicación 
de la fecha y hora de realización 'de tales diligencias, 
por lo que, al fallar toda posibilidad de contradicción, 
LLUl 
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t o ~ p o c o  hubieran podido ser computadas tales declara- 
nes testificales como actos de prueba, sino meros ac- 
de investigación. 
La misma naturaleza cabe atribuir a la diligencia de 

pección ocular practicada, en fase de diligencias pre- 
S, por el Juez comisionado de Mazaricos el día 14 de 

l ~ ~ a y o  de 1980. La circunstancia de que dicha diligencia 
(ejecutada al año de haberse cometido los hechos) fuera 
dispuesta sin haberse notificado previamente a la defensa 
el día y hora de su realización, con olvido de la necesaria 
contradicción (deseada por el legislador en el art. 333 de 
la L.E.Cr.) a fin de que pueda gozar de los efectos de 
la prueba preconstituida, nos obliga a considerarla un 
mero acto investigatorio, insuficiente por sí r ara 
poder fundamentar una sentencia de conden; 

Por consiguiente, y habida cuenta de que en ei juicio 
de faltas la única prueba que se practicó fue la declara- 
ción del acusado, quien se limitó a negar los hechos 
imputados, forzoso es concluir, como así lo declaró el 
Juez de Distrito en su sentencia de 28 de mayo de 1985, 

nismo, p 
l .  . .  . 



que los hechos, cuya comisión se atribuyó al acusa- 
do, han de merecer el calificativo de "no declarados pro- 
hadnc" » 

b') La 
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Constitucional. 

De los múltiples recursos de amparo despachados por 
esta Fiscalía son de resaltar, por su interés, los que hacen 
referencia al conflicto entre los derechos del artículo 18.1 
de la Constitución (honor, intimidad y propia imagen) y las 
libertades del 20.1 (expresión e información). 

De entrada, hay que hacer constar la publicación de di- 
versas Sentencias sobre la materia, como la 5 1/89, de 22 de 
febrero, la 121189, de 3 de julio, y la 185189, de 13 de 
noviembre. La prin ellas vic coger y resumir la 
doctrina del Tribu] stitucio: especto contenida 
en sentencias antenores. De su texto son de resaltar los ex- 
tren 
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IJLCLI~U partir de la doctrina sentada por este 
Tribunal Constitucional en su sentencia 10711988, de 8 
de junio, que resolvió un supuesto muy semejante al 
que ahora nos ocupa. 

Desarrollando la jurisprudencia anterior elaborada 
- este Tribunal en tomo al artículo 20 del C.E. decla- 
iamos en esta última sentencia que "el reconocimiento 

constitucional de las libertades de expresión y de comu- 
nicar y recibir información ha modificado profundamen- 
te la problemática de los delitos contra el honor en aque- 
llos supuestos en que la acción que infiere en este dere- 
cho lesión plenamente sancionable haya sido realizada 
en ejercicio de dichas libertades". 

La dimensión constitucional de estas libertades 
"convierte en insuficiente el criterio del 'animus inju- 
nandi', tradicionalmente utilizado por la jurisprudencia 
penal en el enjuiciamiento de dicha clase de delitos". 



La insuficiencia de aquel criterio dimana de la circuns- 
tancia, muy reiteradamente resaltada por este Tribunal, 
de que las libertades del artículo 20 de la C.E. no sólo 
son derechos fundamentales de cada persona, sino que 
también significan el reconocimiento y garantía de la 
opinión pública Iibre, elemento imprescindible del plu- 
ralismo político en un Estado democrático, que por lo 
mismo Gascienden el significado común y d e  los 
demás derechos fundamentales (SSTC 611981. de 16 de 
m¿ 
oc' 
...- 

irzo; 10411986, de 17 de juiio; 16511987,'de 27 de 
tubre; 611988, de 21 de enero, y 10711988, de 8 de 
uo, entre otras). 

Se quiere afirma Lull =llo que, en el enjuiciamiento 
de los conflictos que se planteen entre aquellas liberta- 
- '-S, de un lado, v otros derechos fundamentales v de- 

ís bienes y valores protegidos penalmente, de otro, 
nfluyen y deben ser tomadas en consideración al apli- 

-r la ley penal dos perspectivas compleme Por 
lado, la que examina la conducta del acus ela- 

in con el derecho al honor o con los valor ;ni- 
aad y prestigio de las instituciones y cuerpos del Estado 
protegidos por el legislador mediante la tipificación de 
los delitos que los lesionan, y, por otro, la que tiene por 
objeto valorar esa misma conducta a la luz de las liberta- 
des de expresión e información, en cuyo ejercicio se 
haya podido incidir en los derechos al honor o a la dig- 
nidad, reputación y prestigio de las instituciones y clases 
del Estado. Desde la primera de estas perspectivas es 
inevitable el enjuiciamiento del "anirnus injuriandi", 
cuya aplicación al caso concreto corresponde a los Tn- 
bunales penales. Pero desde la segunda resulta indispen- 
sable determinar asimismo si el ejercicio de las liberta- 
des del artículo 20 de la C.E. ha actuado en cada caso 
como causa excluyente de ese anirnus y, por tanto, de 
la antijuridicidad atribuida al hecho enjuiciado. En este 
sentido, el órgano judicial que, en principio, aprecia la 
subsunción de los hechos en un determiando tipo delicti- 
vo, está obligado a realizar además un juicio ponderati- 
vo de las circunstancias concurrentes en el caso concre- 
to, con el fin de determinar si la conducta del agente 
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está justificada por hallarse dentro del ámbito de las li- 
bertades de expresión e información protegido por el 
--'-u10 20 de la C.E. y, por tanto, en posición preferen- 

e suerte i1 ponderación falta o resulta mani- 
amente ( ie fundamento, se ha de entender 

vulnerado el citado precepto constitucional. 
Ello no significa que el alcance justificativo de ambas 

libertades sea el mismo, puesto que la libertad de infor- 
mación versa sobre hechos, que pueden y deben someter- 
se al contraste de su veracidad (STC 611988, de 21 de 
enero), en tanto que la libertad de expresión tiene por 
objeto pensamientos, ideas, opiniones o juicios de valor 
subjetivos, que no se prestan a una demostración de su 
exactitud y que, por lo mismo, dotan a aquélla de un 
contenido legitimador más amplio. No obstante, no se 

iyen en el ámbito de la libertad de expresión si tienen 
r de causa justificativa consideraciones desprovistas 

,, .elación con la esencia del pensamiento que se for- 
i y que, careciendo de interés público, resulten for- 
nente injuriosas de las personas a las que se dirijan. 
2or último, tratándose de asuntos de relevancia pú- 

blica, ha de tenerse en cuenta que en la ponderación 
previa a la resolución del proceso penal no puede con- 
fundirse el derecho al honor, garantizado también como 
derecho fundamental por el artículo 18.1 de la Constitu- 
ción y que tiene un significado personalista referible a 
personas individualmente consideradas, con los valores 

ignidad, reputación o autoridad moral de las institu- 
es públicas y clases del Estado, los cuales, sin men- .,, de su protección penal, gozan frente a la libertad de 
esión de un nivel de garantía menor y más débil 
el que corresponde a las personas de relevancia pú- 

,..A, máxime cuando las opiniones o informaciones que 
pueden atentar contra tales valores se dirigen no contra 
una institución, clase o cuerpo de tal, sino indetermina- 
damente contra los individuos que pertenezcan o formen 
parte de los mismos en un momento dado.» 

Del contenido d e  la citada Sentencia, y de  las anteriores 
que ella misma cita, se puede extraer e l  siguiente esquema 



de trabajo, a la hora de plantearse por el Ministerio Fiscal 
la solución de los mencionados conflictos entre los derechos 
del artículo 18.1 y las libertades del 20.1 'onstitución, 
tanto en el terreno civil como en el pen: 

El primer dato a elucidar es si nos encontramos ante un 
supuesto de libertad de expresió~ ones) o de informa- 
ción (hechos) (Sentencia 6/88). 

El Tribunal Constitucional propone una solución para los 
casos en que ambas aparezcan imbricadas: tener en cuenta el 
factor que predomina en la publicación (Sentencia 6/88). Tal 
solución nos parece insuficiente. En muchos supuestos -los 
más- se mezclarán las opiniones con los hechos, pero la 
existencia de aquéllas no puede enmascarar la presencia de 
éstos, como ocurre en la jurispmdencia norteamericana. 

1. a) En los casos de manifestación de ideas, opinio- 
nes o creencias, el único límite expresivo y taxativo viene 
constituido por las afirmaciones formalmente jnjuriosas o 
carentes de interés para la opinión que se difunde (Senten- 
cias 6/88 y 107188). 

1. b) Si se imputan hechos, habrá que comprobar en 
primer término su veracidad, atendiendo también para ello 
a la diligencia del informador (Sentencia 6/88). 

ue estab 
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Si la información no es «veraz», no puede beneficiarse 
de la protección constitucional, mientras que en caso contra- 
rio posee un valor prevalente (Sentencia 104186). 

En segundo término, habrá qi carácter pú- 
blico o privado de la persona 2 uno de los 
factores para determinar el interes de la iniormación cara a 
la formación de la opinión pública (Sentencia 165187). 

También habrá que tener en cuenta el vehículo a través 
del cual la información ha sido transmitida: merecen más 
protección los medios de comunicación social y la profesión 
periodística del autor que la otorgada a otros medios irregu- 
lares o anómalos de difusión (Sentencia 165187). 
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Teniendo en cuenta los anteriores factores, los órganos 
judiciales deberán efectuar una casuística ponderación entre 
los derechos en pugna (Sentencia 104186). Ello obliga no 
sólo a valorar tanto la protección al honor, intimidad o ima- 
gen como la libertad de expresión o información, sino tam- 
bién a efectuar un balance entre la lesión del contenido 
esencial de los mismos que haya podido causarse (Senten- 
cia 11/81). 

Si se estin sl artículo 18.1 deben 
prevalecer, ha ños y perjuicios, tanto 
materiales cori,, l l , ~ ~ a ~ ~ a ,  auuyur; GLI éstos se vresume su 
existencia, atendiendo para ello a los 
el artículo 9 de la Ley Orgánica 1/82 

Sobre el resultado de la ponderacion erectuaaa por los 
órganos jurisdiccionales, deberá el Tribunal Constitucional 
-en su caso- efectuar su revisión, para comprobar su 
atemperación a los principios constitucionales, de acuerdo 
con los criterios antes señalados (Sentencia 107188). 

Por otra parte, del examen total de la jurisprudencia 
se pueden ex- sobre 1; 

:ntes coi 
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exclusión. En e rulnera- 
ción d ~ ,  iiuiiul Lnbiula misma el juegcl UG 1 ,  libertad 
de expresión e información. Aparece una clara prevalencia 
del honor, intimidad e imagen, que según el tenor literal del 
artículo 20.4 limita a las libertades del artículo 20 y no a la 
inversa 

2.a Pase de la mecesana ponderación», iniciada por la 
Sentencia 104186, que tras afirmar la «valoración trascen- 
dente» de las libertades del artículo 20 de la Constitución 
frente a los derechos del artículo 18.1, afirma que en el 



conflicto entre ambos se hace necesaria una casuística pon- 
deración de los bienes en pugna. Ahora bien, realizada tal 
ponderación por el juzgador ordi le que decir 
el constitucional. 

y otra si 

imagen , pues e 

3." Fase del régimen de concurrencia normativa. El 
Tribunal Constitucional va «importando» en gran parte la 
doctrina del Tribunal Supremo norteamericano sobre la ma- 
teria. Por ello, se convierte la libertad de información en un 
valor preferente, dotado de un núcleo indeclinable, aunque 
choque con otros derechos constitucionales. Para ello, se 
separa la esfera pública de la privada, y se construyen los 
límites del contenido lícito de la libre información, sobre 
una base objetiva -la verdad- ubjetiva titud 
del informador hacia la verdad. 

Ante la concurrencia de las iiuiiiiaa reguladuiaa Uc1 ho- 
nor y las de la libertad de expresión e información, hay que 
verificar, antes de nada, si la información ha sobrepasado 
los límites de su ejercicio preferente. Sólo en caso positivo 
se hace necesario el contrapeso de las circunstancias concu- 
rrentes en ambos valores en conflicto. 

Es decir, lo que en realidad ha hecho el Tribunal Consti- 
tucional no es sustituir un régimen de exclusión por otro de 
concurrencia normativa, sino que ha efectuado una inver- 
sión del régimen de exclusión: si las libertades del artícu- 
lo 20 aparecen ejercitadas dentro de los parámetros constitu- 
cionales, prácticamente huelga entrar en la ponderación del 
honor, la intimidad o la n principio aquéllas 
deben prevalecer. 

2. El Tribunal Constitucional ha ido afrontando pau- 
latinamente todo los aspectos citados, añadiendo matices 
que perfilan el cuadro con mayor nitidez. Así, la Sentencia 
159186 proclama el régimen de concurrencia normativa y 
no de exclusión, con la prevalencia de las libertades del 
artículo 20 frente a los derechos del artículo 18.1 de la 
Constitución. 



3. Se distingue también entre sujetos públicos y priva- 
dos, y el juego de la veracidad y la diligencia del informador 
en las Sentencias 165187 y 618 

icio p o ~  

uriandix 
e justific 

4. La Sentencia 107188 recoge y resume gran parte de 
la doctrina de las Sentc ~ntenido puede 
resumirse en siete pun 

1 .O Eficacia prevalente de las libertades del artículo 20 
frente a los derechos del artículo 18. 

2." En el conflicto entre ambos, el problema se trasla- 
da del campo de la culpabilidad («animus ini S )  al de 
la antijuridicidad: existencia o no de causas dl :ación, 
como el ejercicio legítimo de un derecho. 

3 .O Necesidad de efectuar un ju iderativo entre 
el honor y la libertad de expresión. 

4." Sobre el resultado de la misma, el Tribunal Consti- 
tucional efectuará su revisión acerca de la legitimidad cons- 
titucional del ejercicio de la libertad de expresión. 

5." Distinción entre libertad de expresión (pensamien- 
tos, ideas y opiniones) y la información (hechos). Aquélla 
es más amplia y no está condicionada, como la segunda, a 
la veracidad y diligencia del informador. 

6." Distinción entre el carácter público y privado de 
las personas afectadas, para otorgar una más amplia preva- 
lencia a la libertad de información frente al honor respecto 
a las primeras que a las segundas. 

7." Significado eminentemente personalista del honor 
en la de la Constitución. 

5. Valor de la verdad en las libertades del artículo 20: 
su prueba siempre es inadmisible; su existencia justifica la 
libertad de información; no puede exigirse ni la absoluta 
exactitud de la noticia ni su prueba plena; la rectificación de 
la noticia puede operar como atenuante; no puede exigirse 
la prueba de la veracidad en las opiniones, que, sin embar- 
go, pueden quedar libres de responsabilidad si no son for- 
malmente injuriosas e innecesarias. 



6. Protección constitucional del honor: 

A. Es un derecho fundamental, que opera frente a par- 
ticulares y a poderes públicos. 

B. Cuando entra en conflicto con las libertades del ar- 
tículo 20, su fuerza protectora va decreciendo según se trate 
de personas privadas, personas públicas o instituciones del 
Estado. 

C .  Opera d :stringida frente a la libertad 
de expresión (sobre la que prevalece en caso de frases for- 
malmente injuriosas, carentes de interi ro e inncesa- 
rias) que frente a la libertad de informa mdicionada a 
la veracidad y diligencia del informado- 

Algún voto particul m Magistrado del Tribunal 
Constitucional pone de sto el riesgo de minimizar el 
valor del derecho *al hollvl -Que es también un derecho 
fundamental- f las libe infor- 
mación. 
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urso de casación penal: inadmisión cuando se invo- 
derechos fundamentales. Algunas consideraciones 

.e la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 

1. Doctrina General. Sobre la inadmisión del recurso 
de casación, en todo caso, y, desde luego, cuando éste se 
funde en la invocación de derechos fundamentales, se ha 
pronunciado reiteradamente el Tribunal Constitucional esta- 
bleciendo un cuerpo de doctrina que puede resurnirse así: 

Para la Sentencia 60185, de 6 de mayo, «las especia- 
lidades del recurso dc casación penal en nuestro ordena- 
miento, no oscurecen el hecho de que este instrumento 
procesal ocupa hoy una posición esencial en el sistema 



: nuestro ordenamiento y que ha de tenerse en cuenta 
-ira interpretar las normas relativas a los derechos fun- 

imentales que la Constitución reconoce, de acuerdo 
,n su artículo 10.2. Aquel precepto del Pacto Intema- 

-'anal como se dijo en las Sentencias 4211982, de 5 de 
lio (fundamento jurídico 3.") y 7611982, de 14 de di- 
embre (fundamento jurídico 5."),  no es bastante para 

-.ea, por sí mismo, recursos inexistentes, pero sí  obli- 
ga a considerar que entre las garantías del proceso penal 
a las que genéricamente se refiere la Constitución en su 
artículo 24.2 se encuentra la del recurso ante un Tribu- 
nal Superior -el Tribunal Supremo, en este caso, juz- 
gandoen casación-; recurso al que, si previsto en la 
Ley y con las condiciones por ella requerida, tendrá de- 

cho aquél contra quien se hubiere dictado Sentencia 
mdenatoria. 

de garantías jurisdiccionales consagradas por el artícu- 
lo 24 de la Norma Fundamental. La casación penal, por 
-110, no está sólo al servicio de los intereses objetivos 

;ados a la necesaria depuración en Derecho del obrar 
dicial, sino que, al desenvolver esta función, protege 
mbién al justiciable, que contará, a su través, con la 
~sibilidad de someter el fallo en el que resultó conde- 
ido a un Tribunal superior, como quiere el artícu- 

- 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
~líticos de 19 de diciembre de 1966, que forma parte 

Y añade: 

«La referida exigencia constitucional requiere del in- 
térprete el entendimiento más favorable a un recurso de 
este género de las normas procesales penales. Por todo 
ello, y como consideración preliminar, hay que dejar 
sentada la de que la privación sin fundamento jurídico 
suficiente del acceso al recurso en materia penal consti- 
tuirá lesión del derecho fundamental a la tutela efectiva 
por parte de los Tribunales de este orden jurisdiccional, 
conculcación que habrá de ser reparada por este Tribu- 
nal Constitucional en los casos en que así se le pida a 
través de una demanda de amparo.» 



Para terminar, dice: 

«Según ya reiterada jurispmdencia de este Tribunal 
(por todas, Sentencia 2211985, de 15 de febrero, funda- 
mento jurídico sexto), el derecho a la tutela judicial 
efectiva se satisface con una decisión fundada en Dere- 
cho, que puede ser de inadmisión cuando se den las 
circunstancias a las que se liga en la Ley tal tipo de 
resolución. El hecho de que las causas de inadmisión en 
cada caso correspondan prioritariamente al Tribunal or- 
dinario no impedirá siempre, ciertamente, que en el am- 
paro constitucional se juzgue la conformidad a la Cons- 
titución de las causas mismas, o su inte6retación por el 
juzgador, porque, de principio, no cualquier obs~áculo 
urocesal al acceso a la iurisdicción habrá de ser legítimo 
y porque también han de procurar los Jueces y Tribuna- 
les, en su aplicación concreta, hacerlos valer sin menos- 
cabar innecesariamente la efectividad de una resolución 
de fondo sobre la pretensión deducida. Esta directriz ha- 
brá de inspirar la labor jurisdiccional mediante una inter- 
pretación en sentido restrictivo de las causas de inadmi- 
sión, conforme se señaló ya en la Sentencia 12611984, 
de 26 de diciembre (fundamento jurídico 3."). En el 
mismo sentido, se manifiestan las Sentencias del Tribu- 
nal Constitucional 110/85, de 8 de octubre; 139185, de 
18 de octubre; 123/86, de 22 de octubre, y 78/88, de 27 
de abril.» 

De las Sentencias vistas se desprende con claridad la 
necesidad de que las causas de inadrnisión se deben interpre- 
tar de manera restrictiva, no sólo por la necesidad de asegu- 
rar la resolución de fondo, sino porque el recurso de casa- 
ción cumple el control judicial. 

Cuestión ésta última -la de la doble instancia en materia 
penal- que, aunque resuelta, dicho sea de paso, para la ac- 
tual situación por el Tribunal Constitucional, no es pacífica 
ni desde luego razonable en nuestro ordenamiento procesal 
vigente, como lo demuestran las palabras del Tribunal Supre- 
mo en su Sentencia de 31-3-89: «El principio de control 



de las resoluciones judiciales, especialmente de las penas, 
opera con plena efectividad en la doble instancia, en tanto 
que se debilita en los supuestos de que sólo cabe la revisión 
de manera excepcional y limitada, como en el recurso de 
casación. Cabe así interrogarse, con reproducción de lo di- 
cho en una obra doctrinal de gran relieve, acerca de hasta 
qué punto puede resultar ajustada a la C.E. o ser inconstitu- 
cional esta doble situación de unos procesos dotados de unas 
garantías mayores (precisamente, para las infracciones de 
menor gravedad) frente a otros cuyas garantías son menores 
(siendo-las infracciones las de mayor trascendencia puniti- 
va). Lo cierto es -termina-, sin embargo, que el Tribunal 
Constitucional viene declarando que el recurso de casación 
cumple las exigencias propias del principio de control». . . 
Paradójicamente, en efecto, resulta que las infracciones más 
graves carecen de apelación (sustituida por la casación cuya 
naturaleza es distinta y limitada), en tanto las inferiores in- 
fracciones sí la tienen. 

2. Preparación del recurso: unidad de alegaciones. El 
Tribunal Supremo, sobre las fases de preparación e interpo- 
sición en el recurso de casación ha venido haciendo las si- 
guientes manifestaciones: 

En la STS 16 de junio de 1989, dijo: 

«Las fases de preparación y de interposición del re- 
curso de casación deben estar integradas bajo el principio 
de unidad de alegaciones por imperativo de los ar- 
tículos 855, 874 y 884 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal. Tenemos que recordar, por analogía, que el ar- 
tículo 44 c) de la L.O.T.C. (sic) exige para la admisión 
del amparo que la vulneración de un derecho constitucio- 
nal haya sido denunciada tan pronto sea conocida su rea- 
lización y hubiere lugar para ello. Al notificarse la sen- 
tencia y oponerse el escrito de preparación, debió invo- 
carse esta motivación y no se hizo, con lo que al hacerlo 
ahora se hace un nuevo planteamiento no anunciado opor- 
tunamente. Por ello, se incurre en causa de inadmisión del 



número 4 del artículo 884, según reiterada doctrina de 
esta Sala (SS. 22-12-86, 16-5, 10-7, 12 y 17-11 y 11- 
12-87 y 16-5 y 7-6-88). No se trata de mero formalismo, 
sino del respeto obligado a los principios de contradic- 
ción. buena fe e igualdad orocesal.» 

mismo . sentidc . .n 7 

an las si . .,,m, 

entencia 
3 de junio ae lrar y IY ae junio ae Ira:. 

TS de 11 de octubre de  1989, insistió: 

is T.S. de  15 

«El único motivo del presente recurso se contrae a 
una pretendida vulneración de la presunción de inocen- 
cia, sobre la que el escrito de interposición (quiere decir 
preparación) guarda silencio absoluto, pues ni cita el 
artículo 5.4 de la LOPJ donde se halla el cauce correcto 
para la impugnación casacional de la infracción de pre- 
ceptos constitucionales, ni -lo que ya es más grave- 
apunta, siquiera sea por vía de alusión indirecta, a se- 
mejante reproche. 

La jurisprudencia ha optado mayoritariamente por 
tolerar el error en cuanto a la vía formalmente escogida 
para esta denuncia, pero también ha puesto de relieve 
que la particular naturaleza de estas impugnaciones, dis- 
tinta en sí, tanto de los supuestos de casación por infrac- 
ción de ley como de los quebrantamientos de forma -y 
por eso necesita de una especial regulación procesal-, 
no impide su sometimiento a los requisitos inherentes a 
este recurso extraordinario, entre los que destaca la uni- 
dad de alegaciones, hasta el extremo de que toda actua- 
ción "per saltum" o cuestión nueva incurre en la previ- 
sión 4.a del artículo 884 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, en relación con el párrafo 1 ." del artículo 855 
de la L.E.Cr. y demás preceptos concordantes. Verdad 
es que existen otras resoluciones de esta Sala favorables 
a una exégesis generosa que prescinda igualmente de la 
indicada exigencia, e incluso se ha llegado -más en las 
viejas sentencias que en las nuevas- a constatar y valo- 
rar de oficio la referida lcsión constitucional, pero, 
como se observa especialmente en este segundo caso, 
ello, amén de romper con las coordenadas de la casa- 



ción, se opone a los principios de buena fe, igualdad y, 
sobre todo, contradicción, repercutiendo además en la 
tutela judicial efectiva de la parte contraria; debiendo 
recordarse que el propio recurso de amparo constitucio- 
nal ha de someterse al condicionamiento procesal pre- 
visto en el artículo 44 de la L.O.T.C. que abarca la 
invocación formal del derecho violado, tan pronto 
como, una vez conocida la violación, hubiera lugar para 
ello, limitación ésta que ofrece un notable parecido con 
la necesidad de adelantar al escrito de preparación la 
manifestación relativa al uso de esta nueva clase de re- 
curso de casación.» 

La STS de 30 de octubre de 1989 reitera la doctrina de 
las anteriores, afirmando: 

«El recurso se amparó en el artículo 849.1, o sea, 
infracción del precepto sustantivo de carácter penal, 
pero se ha interpuesto alegando exclusivamente viola- 
ción del principio constitucional de presunción de ino- 
cencia (art. 24.2), lo qu anunciado en el escrito 
de preparación ni tampc ivocó el artículo 5.4 de 
la L.O. 2/85. 

Por tanto, no se ha cumplido el artículo 855 de la 
L.E.Cr., rompiendo el principio de unidad de alegacio- 
nes con el artículo 874, incurriendo así en lo previsto 
en el artículo 884.4. No se trata de un mero formalismo, 
sino de las garantías de los principios de contradicción, 
buena fe e igualdad procesal que vinculan a las partes y 
al Tribunal. 

La vulneración de un derecho constitucional debe 
denunciarse tan pronto como se conoce la infracción, 
en este caso al notificarse la sentencia. Recordemos por 
analogía el artículo 44, c), de la L.O. 2/79. 

Es causa de inadmisibilidad del recurso según tiene 
reiterada la doctrina de esta Sala (SS. 22-12-86, 10-7 y 
11-1 1-87, 16-5 y 7-6-88, entre otras). 



La pregunta que debemos hacernos es, pues, la siguiente: 
¿Puede inadmitirse un recurso de casación sin lesionar 

el derecl- Irotege el artículo 24.1 de la Constitución, 
porque n iya citado en el escrito de preparación del 
recurso el articulo 5.4 de la L.O.P.J. o no se haya invocado 
el derecho fundamental o el artículo de la Constitución que 
lo motiva? 

El Tribunal Constitucional ya ha contestado a esta inte- 
rrogante en los siguientes términos: 

Sentencia TC 57/86, de 14 de mayo, F. J. 4: 

«También resulta objetable constitucionalmente la 
inadrnisión de los motivos de casación.. . formulados por 
los recurrentes. El auto recurrido sostiene que debe apli- 
carse el artículo 884.4.", de la L.E.Cr., porque los recu- 
rrentes citaron en la preparación del recurso como in- 
fringido el número 2." del artículo 849, señalando los 
que estiman como documentos auténticos, mientras que 
en el momento de la formalización han hecho referencia 
a los artículos 9.3, 24.2 y 53.1 de la Constitución. De 
esta manera, habría incurrido en una lesión del principio 
de unidad de alegaciones entre el escrito de preparación 
y el de formalización. En el escrito de formalización, 
los recurrentes, sin embargo, dicen que los motivos se 
articulan al amparo de los artículos 849, 2." 1 .", res- 
pectivamente, y que se fundan en la inaplicación del 
Texto constitucional por obra de los artículos 9.3, 24.2 
y 53.1 de la Constitución Española. Expresiones simila- 
res pueden leerse en los motivos segundo y tercero del 
recurso. 

Esta comprobación demuestra que en el caso presen- 
te no cabe hablar de una infracción del principio de uni- 
dad de las alegaciones, pues tanto el fundamento del 
recurso de casación anunciado como el de formalización 
coinciden plenamente, toda vez que los motivos se pre- 
pararon y se formalizaron al amparo del artículo 849 de 
la L.E.Cr. y la invocación de los derechos constitucio- 
nales que tuvo lugar en la etapa de la formalización no 
tenía otra finalidad que la de expresar cuáles eran las 



normas que autorizaban una discusión de las cuestiones 
relativas a la presunción de inocencia en el marco del 
recurso de casación. La cita de estos preceptos constitu- 
cionales no puede tener, como es lógico, un efecto per- 
judicial sobre el derecho a recurrir ante un Tribunal su- 
perior, sobre todo cuando la propia jurisprudencia del 
Tribunal Supremo ha admitido que las supuestas infrac- 
ciones del derecho a la presunción de inocencia pueden 
articularse a través de los artículos 849, 1." y 2.", de la 
L.E.Cr., dado el carácter vinculante de todos los pode- 
res del Estado que tiene el artículo 24 de la Consti- 
tución. » 

Por su lado, la Sentencia 185188, de 14 de octubre, del 
Tribunal Constitucional, en su F. J. 3,  dijo: 

«El primer motivo de casación formulado en el es- 
crito de interposición del recurso, conforme al artícu- 
lo 5.4 de la L.O.P.J. y 53 de la C.E., por infracción del 
artículo 24.1 y apartado 3 del artículo 120, ambos de la 
Constitución, fundado en la falta de motivación de la 
Sentencia de instancia, es rechazado aplicando la cau- 
sa 4.", del artículo 884, párrafo primero, de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, al no haber dado cumplimien- 
to la recurrente a la exigencia que según la Sala Segunda 
del Tribunal Supremo le imponía el artículo 855, párra- 
fo primero, en la misma Ley Procesal, de manifestar en 
el escrito de preparación que pensaba utilizar el recurso 
de casación por infracción de normas constitucionales 
amparado en el citado precepto de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial. Este criterio se basa en la sustantivación 
como categoría específica de un recurso de casación por 
infracción de la norma constitucional, a los efectos de 
la aplicación del llamado principio jurisprudencial de 
unidad de alegaciones en las dos fases de preparación e 
interposición, que representa un obstáculo adicional e 
innecesario para el efectivo acceso al propio recurso. 

En primer lugar, antes de la promulgación de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, la doctrina de este Tribunal 



(STC 56f1982, de 26 de julio) y de la misma Sala Se- 
gunda del Tribunal Supremo (SS. de 25 de abril y 10 de 

u o  de 1983, 21 y 26 de mayo de 1984 y 2 de abril de 
85,  entre otras muchas), teniendo en cuenta la natura- 
!a de la norma constitucional, como Ley suprema y 
sica, y la especial fuerza vinculante directa de los de- 
:hos fundamentales, no supeditada a intermediación 
;al alguna, según resulta del artículo 53.1 de la C.E., 
bía podido ya incorporar al ámbito de la casación pe- 
1 la vulneración de tales derechos mediante la amplia- 
jn del cauce previsto en los números l." y 2." del 

,;ículo 849 de la L.E.Cr., y no se advierte razón alguna 
por la que dicha vía devenga incompatible por el hecho 
de que el citado artículo 5.4 de la L.O.P.J. consigne 
expresamente la infracción de precepto constitucional 
como fundamento del recurso de casación en todos los 
casos en que según la ley proceda, como lo prueba el 
que la propia Jurisprudencia de la Sala del Tribunal Su- 
premo la haya seguido considerando idónea después de 
la entrada en vigor de dicha Ley, aduciendo precisamen- 
te la necesidad de que la normativa existente sea inter- 

etada en do más favorable para la dad 
1 derech itela judicial (SS. de 4 dc ibre 
1986 y de 1U y 13 de octubre de 1987). 

efectivi 
: novien 

el senti 
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Por otra parte, el indicado principio de unidad de 
alegaciones se orienta exclusivamente, como ha señala- 
do la misma Sala Segunda, a hacer posible al Tribunal 
de instancia el ejercicio de la competencia que en orden 
a la preparación del recurso le confiere el artículo 858 
de la L.E.Cr., y en el régimen de dicha fase el artícu- 

5.4 de la L.O.P.J. no introduce especialidad alguna, 
niendo sólo reflejo la distinción que contempla la pro- 
a Ley procesal en su artículo 847; esto es, recurso de 

casación por infracción de ley y recurso de casación por 
quebrantamiento de forma, a los efectos de la observan- 
cia y examen del cumplimiento, en su caso, de los re- 
quisitos establecidos para esta última clase de recurso o 
para el que se funda en el número 2 del mencionado 
artículo 189 de la L.E.Cr., conforme previene el propio 
artículo 855 del mismo texto legal. 



En segundo lugar, la necesidad de invocar oportuna- 
mente en el proceso la eventual vulneración de los dere- 
chos fundamentales y la finalidad de claridad necesaria 
en el planteamiento de la pretensión casacional, basada 
en infracción de normas constitucionales, cuya alega- 
ción no puede convertirse en efecto perjudicial para el 
acceso al recurso (STC 5711986, de 14 de mayo), se 
cumple suficientemente con la exposición razonada de 
su argumentación en el escrito de formalización del re- 
curso. Así, pues, habiéndose cumplido en el presente 
caso esta exigencia, como se compmeba con el examen 
del derecho a la tutela judicial efectiva por supuesta falta 
de fundamentación en la Sentencia de instancia, que se 
entendía contraria al artículo 24.1, en relación con el 
artículo 120.3 de la Constitución, resulta desproporcio- 
nada, en cualquier caso, la sanción de inadmisión del 
motivo aparejada a la falta de referencia específica y 
diferenciada del citado precepto de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial en el escrito de preparación, en el que se 
había, sin embargo, manifestado la intención de utilizar 
el recurso de casación por infracción de ley, al amparo 
de los números 1 y 2 del artículo 849 de la L.E.Cr.» 

acuerdo con lo visto parece claro que el Tribunal 
Constitucional se muestre contrario al llamado por la juris- 
prudencia principio de unidad de alegaciones por cuanto, de 
un lado, la cita concreta del precepto 5.4 de la L.O.P.J. no 
es necesaria en la preparación del recurso para que éste 
prospere, pues, como hemos visto, bastará anunciar la clase 
de recurso que va a interponerse (infracción de ley o que- 
brantamiento de forma), lo cual coincide con lo que la doc- 
trina procesal ya  había manifestado respecto a la finalidad 
de la fase de preparación del recurso y,  de otro, la cita del 
precepto concreto constitucional que se considera infringido 
tampoco resulta indispensable en el escrito de preparación, 
porque en modo alguno cabe aplicar aquí la doctrina elabo- 
rada por el Tribunal Constitucional para el artículo 44,I .c) 
de la L.O.T.C., ya que este precepto consagra el carácter 
subsidiario del recurso de amparo, exigiendo la invocación 



previa para que la jurisdicción ordinaria pueda examinar, 
antes que el Tribunal Constitucional, la posible lesión de 
derechos fundamentales y para que tal lesión pueda conside- 
rarse existente (AATC 91186 y 421186, entre otros), lo cual 
no tiene sentido respecto a la fase de preparación del recurso 
I :ión aue no est; la a decidir nada. de casa( 
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á llama( 
stas indi 
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más, las supuei rfensiones derivadas de la no 
invocación previa -por ser Csta, se dice, contraria a los 
principios de contradicción, buena fe e igualdad procesal- 
no se producen de ninguna manera en la fase de preparación 
del recurso de casación, ya que en él no existe intervención 
de la parte recurrida, como se desprende del artículo 858 de 
la L.E.Cr. cuando afirma que el Tribunal «sin oír a las par- 
tes tendrá prep: 

De acuerdo e decir, ya el Tribunal 
Supremo parece comenzar a orientarse en sentido distinto 
sobre la llamada unidad , cuando en su senten- 
cia de 8 de septiembre ,so número 1.768/86), 
F.J. 1,  dice: 
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procesal en el artículo 849 1 ." de la L.E.Cr. denuncian- 
do ambos la vulneración del derecho de presunción de 
inocencia. Ciertamente, no parece ser con probabilidad 
la vía ntuaria adecuada y también es cierto que tal pre- 
tendida vulneración no fue alegada en la fase de prepa- 
ración del recurso, pero no lo es menos -añade el Tri- 
bunal Supremo- que la fuerza expansiva propia de los 

>S fundamentales, en cuanto eje esencial de la 
suprema de nuestro ordenamiento jurídico, impi- 

,,,dir a formalismos esterilizantes. como enseña la 
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, por lo que 
debe examinarse si en la causa obra o no respecto a los 
recurrentes prueba apta para desvirtuar dicha presunción 
de inocencia.» 

Interposición del recurso de casación: Inadmísión 
cuando carezca manifiestamente de fundamento. La segunda 



pregunta que podemos formulamos es si invocado un dere- 
cho fundamental -por ejemplo, presunción de inocencia- 
en el escrito de formalización del recurso de casación, puede 
el Tribunal Supremo inadmitir el recurso, porque carezca 
manifiestamente de fundamento -por ejemplo, porque lo 
pretendido por el recurrente de forma patente sea discutir la 
valoración de la prueba y no denunciar su inexistencia, en 
el caso de la presunción de inocencia. 

La Sentencia del Tribunal Constitucional 56/82, de 26 
de julio, en su F. J. 3, había dicho: 

3s forzoso reconocer que aceptar que la simple in- 
ión del artículo 24.2 de la Constitución como nor- 

ma infringida, puede bastar para fundamentar el recurso 
de casación por infracción de Ley de acuerdo con lo 
previsto en el apartado 1 .O  del artículo 849 de la L.E.Cr. 
significaría no sólo la interpretación forzosa de dicho 
precepto, sino también una casi total destrucción del 
control de admisibilidad indispensable en un recurso de 
esta naturaleza. La conclusión que se impone es, por 
tanto, la de que, para que resulte admisible, el recurso 
de casación por infracción de la presunción de inocencia 
ha de fundamentarse mediante la referencia a datos con- 
cretos que otorguen verosimilitud a la afirmación de que 
una decisión judicial se ha producido sin apoyo de prue- 
ba alguna, pues es esto y no el modo en que la prueba 
ha sido valorada, lo que con el recurso de casación se 
puede tratar de corregir. » 

Con independencia de que esta Sentencia sea, como lo 
es, anterior a la L.O.P.J. de 1-7-85 -que estableció la vía 
casacional del artículo 5.4 para infracciones constituciona- 
les- y anterior asimismo a la reforma de la L.E.Cr. por 
Ley 21/88, de 19 de julio, que introdujo las causas de inad- 
misión del recurso de casación del artículo 885, es lo cierto 
que de ella cabe deducir, con vigencia también actual, que 
la interposición del recurso de casación debe tener un cier- 
to fundamento para poder ser admitido, más hoy cuando la 



L.E.Cr. recoge entre sus causas de inadmisión la del artícu- 
lo 885.1 .": «Cuando carezca manifiestamente de funda- 
mento. » 

No obstante, esta cuestión merece ser estudiada a la luz 
de las últimas Sentencias del Tribunal Constitucional. 

La STC 78/88, de 27 de abril, F. J. 6, a propósito de 
censurar constitucionalmente la inadmisión de un recurso 
de casación motivado sobre la presunción de inocencia, dijo: 

«No cabe entender que la inadmisión indebida de 
los motivos aquí considerados fuera válidamente suplida 
por el examen y comprobación que la Sala hizo de los 
Autos, utilizando la facultad conferida por el artícu- 
lo 681, párrafo tercero, de la L.E.Cr., ni puede enten- 
derse otorgado la tutela judicial efectiva por el hecho de 
que tal examen y comprobación concluyeran en un pro- 
nunciamiento que excluyó la vulneración del derecho a 
la presunción de inocencia después de analizar su ámbi- 
to de aplicación, pues tal decisión, adoptada fuera de la 
sentencia en que debe considerarse todo motivo de casa- 
ción admisible, supone, en cualquier caso, un enjuicia- 
miento anticipado sobre la existencia de la actividad 
probatoria.. . sin haber hecho posibles las alegaciones 
de los recurrentes en el trámite de vista legalmente esta- 
blecido para la resolución del recurso de casación y del 
que, conforme al artículo 893 bis a) de la L.E.Cr., sólo 
es posible prescindir cuando las partes no lo conceptúen 
necesario y en virtud de acuerdo unánime del propio 
Tribunal.» 

Por su parte, la Sentencia TC 20189, de 31 de enero, 
posterior ya a la entrada en vigor de la Ley de Reforma 
Procesal (L. 21/88, de  19 de julio, en vigor el 10-8-88), 
insistió, F. J. 3: 

«Es cierto que la lesión del derecho fundamental in- 
vocado (presunción de inocencia) sólo se produce cuan- 
+o no existe prueba inculpatona alguna o cuando la 
efectuada con este signo lo fue con violación de los de- 



rechos y libertades fundamentales.. . y es cierto también 
que en el escrito de formalización del recurso de casa- 
ción puede apreciarse falta de precisión y de técnica pro- 
cesal.. . dando la impresión de que está enjuiciando la 
apreciación que de la pmeba realizó el Tribunal de Ins- 
tancia.» 

«Mas, aún cuando el planteamiento del recurrente 
pudiera calificarse efectivamente de incorrecto, ello no 
es óbice para la determinación del verdadero alcance 
del motivo de casación por él propuesto. En efecto, en 
el escrito de preparación del recurso.. . se señala.. . que 
se formula ... por no aplicación del artículo 24.2 de la 
Constitución. Y en el escrito de formalización se con- 
creta que no se han aplicado los principios de presun- 
ción de inocencia.. . Y, si posteriormente se examinan 
las pruebas, es para poner de manifiesto, en definitiva, 
que, debido a su endeblez, no pueden desvirtuar dicha 
presunción. » 

«Siendo esto así, la aplicación por parte del Tribunal 
Supremo de las causas de admisión 1." y 3.a del artícu- 
lo 884 de la L.E.Cr. adolece de un excesivo rigor for- 
malista, resultando la decisión.. . desproporcionada.» 

Y termina diciendo: 

«Cuestionada por el recurrente la observancia del de- 
recho fundamental a la presunción de inocencia por par- 
te de la Sentencia dictada por la Audiencia Provincial, 
no cabe decidir en un enjuiciamiento anticipado, al mar- 
gen de la previa sustanciación del recurso de casación y 
de la correspondiente Sentencia, si existió o no en el 
proceso penal de instancia la actividad probatoria de car- 
go que pudiera desvirtuar la presunción de inocencia». . . 
(STC 20189, de 31 de enero, F.J. 3). 

Sin embargo, no creemos que esta última frase pueda y 
deba ser interpretada, al menos después de la última refor- 
ma, en sentido tan literal que impida al Tribunal Supremo 
aplicar las causas de inadrnisión del artículo 884 y 885 de 
la L.E.Cr. en todos los supuestos en que en el recurso se 



invoque el derecho a la presunción de inocencia o cualquier 
otro derecho fundamental. 
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Tal interpretación, a dar al t n la reforma 
de la L.E.Cr. nacida pre< te, com n su exposi- 
ción de motivos la Ley 21/88, de la necesidad de preservar 
la función del Tribunal Supremo, iría en contra de la aplica- 
ción que del artículo 50.1 .c) de la L.O.T.C. hace para sí  el 
Tribunal Constitucional. Basta observar :hos asuntos 
en los que este Alto Tribunal inadmite s de amparo 
basándose en la carencia manifiesta de ~ , , ~ ~ , , i d o  constitu- 
cic ua la pr n de inc (Providencia 
2 t 524189, :aso de rncia y omi- 
sion ael aeDer ae socorro en circulación; rrovindencia 26-2- 
90, R.A. 2508189, en delito de lesiones), en cuyas resolu- 
ciones analiza la prueba para llegar a la conclusión de su 
evidente existencia. 
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del derecho de tutela judicial, se puede ansoar nasta en la 
STC 2018 iando, en el caso que anali- 
za. dice ( el escrito de formalización 
del recurs~ Laoab iwi i  pubuG falta de precisión.. . 
dando la impresión de que está enjuiciando la apreciación 
que de la prueba realizó el Tribunal de instanciap. Lo que 
significa, a «contrario sensu», que cuando lejos de dar la 
impresión, resulte claro que lo que pretende el recurrente 
es, en efecto, revisar la apreciación de la prueba que hizo el 
Tribunal de instancia, puede el Tribunal Supremo decla- 
rar inadmitido el recurso en este previo trámite sin entrar 
a su sustanciación, fundamentando, desde luego, su deci- 
sión. 

Además, siempre le quedará al Tribunal Constitucional 
el control del derecho de tutela judiciaI efectiva a través del 
recurso de amparo contra aquellas inadmisiones del Tribunal 
Constitucional que puedan considerarse infundadas, arbitra- 
rias o que constituyan un obstáculo innecesario al recurso 
de casación. 



C) RSCAL~A DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 

Durante el año 1989 han continuado las funciones aue 
legalmente le vienen encomendadas, tanto en el orden de 
participación en la labor fiscalizadora del Tribunal de Cuen- 
tas, en todo lo que se refiere al Sector Público, como accio- 
nando e interviniendo en la totalidad de los procedimien- 
tos de la jurisdicción contable. Puede decirse que este ejer- 
cicio ha sido el primero de aplicación de la Ley de  un- 
cionamiento de este Tribunal, que como todas las leyes que 
modifican el procedimiento pueden provocar momentáneas 
distorsiones por las alteraciones procesales que surgen y 
también por las consecuencias del derecho transitorio. En 
este sentido. la tramitación de los   roce di mi en tos fiscali- 
zadores, pendientes en el momento de la entrada en vigor 
de la Ley de funcionamiento, apenas han sufrido retrasos 
por cuanto esta actividad ha sido menos afectada por la re- 
forma procesal y sólo se les ha obligado a materializar de 
inmediato las nuevas formas de presentar los resultados de 

iora o 1; la función fiscalizac s mera terminación de los proce- 
dimientos. 

Distintas consecuencias ha provocado la nueva norma- 
tiva en los procedimientos jurisdiccionales, que responden 
ya a una concepción muy distinta de aquélla que inicial- 
mente fue mero procedimiento administrativo para conside- 
rarse después administrativo-judicial y que ahora ya, sin 
duda, es un procedimiento jurisdiccional similar y parale- 
lo al de los demás Tribunales de Justicia. No obstante, al 
establecer la disposición transitoria primera 3 el límite 
de la readaptación procesal en los procedimientos de alcance 
y reintegro en el momento del trámite de liquidación defi- 
nitiva, que corresponde al período instructorio, son bas- 
tantes los que han tenido que continuarse por el sistema 
anterior con la anomalía que, siempre, les serán aplicables 
las normas reguladoras de los modos de terminación y de 
los recursos, si fueren más favorables que los de la legisla- 
ción antigua. 



Con ello, el año 1989 ha sido un ejercicio de actuación 
procesal múltiple, siendo muchos aún los procesos jurisdic- 
cionales adaptados a la vieja normativa 

La Fiscalía ha superado sin especi s las 
sin duda anómalas circunstancias anteriores, a pesar de que 
la situación de falta de funcionarios, que reduce el número 
de Fiscales de esta plantilla a casi el cincuenta por ciento, 
es un obstáculo a la extensión de la labor realizada. Y ello - - 
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demás Entidades del Sector público y los créditos extraordi- 
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pliaciones, transferencias y demás modificaciones de los cré- 
ditos presupuestarios iniciales; no pudiendo olvidarse el am- 
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guridad Social, los Organismos Autónomos y las Sociedades 
Estatales, en el cual el Fiscal está presente en los siete De- 
partamentos de la Sección de Fiscalización, debiendo estar 
ac in Fiscal a cada ellos, como la propia legis- 
la iala, al atribuir ción al Fiscal-Jefe. 

Durante el ejercicio ae 1 ~ 8 3 ,  debido a diversas circuns- 
tancias y especialmente al forzado retraso de la Intervención 
General de la Administración del Estado en formar la Cuen- 
ta, no se ha podido conseguir el examen de dos anualidades 
de la Cuenta General, como estaba proyectado. En relación 
con el año 1985, primero de los que estaban pendientes, se 
procedió a su estudio y a la redacción de los informes que 
prevé la Ley Orgánica: Declaración definitiva respecto al 
concepto que la cuenta rendida tiene para el Tribunal y Me- 
morial Anual, más extensa y omnicomprensiva. 



Respecto a ambos informes, se emitió el correspondiente 
Dictamen por esta Fiscalía, el primero de ellos, porque debe 
acompañar a la Declaración definitiva en su envío a la Cor- 
tes Generales, y el segundo, en cumplimiento de lo dispues- 
to en la Ley de Funcionamiento, por la que el Ministerio 
Público debe intervenir en todos los resultados de las fiscali- 
zaciones, previamente a su aprobación por el Pleno. 

En la Sección de Fiscalización, que cuenta con siete 
Departamentos además de la Presidencia, se han concluido 
estos procedimientos fiscalizadores. 

Presidencia de Fiscalización: Cuenta General del Estado, 
ejercicio de 1985. 

Departamento primero: 1. 
Departamento segundo: 1. 
Departamento tercero: 4, entre 'o- 

yecto de Resultados de la Fiscalización de Partidc 
Departamento cuarto: Comprende las sociedades estata- 

les. Dentro de ellas hay que distinguir los siguientes grupos: 
Grupo del Instituto Nacional de Industria, formado por 196 
sociedades; Grupo del Instituto Nacional de Hidrocarburos, 
constituido por 33 sociedades; Grupo Dirección General del 
Patrimonio del Estado, integrado por 37 sociedades, y Gni- 
po de otras Sociedades Estatales no Financieras, al que per- 
tenecen 45 sociedades. 

Departamento quinto: 3 
Departa 
Departa] 66, de ,VD YUCI buLresponden 
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Las actuaciones jurisdiccionales de la aecczon de Enjui- 
ciamiento pueden clas$icarse en cuatro P, 

1. Actuaciones previas. 

rupos: 

De de las 255 actuaciones previas que han tenido entrada 
se ha nombrado Delegado de este Tribunal en el período 
informado, para que realice las actuaciones prevenidas 



en el artículo 47 de la Ley 7/88, de 5 de abril, de Funciona- 
miento de este Tribunal, en 93 actuaciones previas, de las 
que son de cuantía indeterminada 17, y Ias restantes 76 al- 
canzan una cuantía de 119.006.230 pesetas. 

Por Organismos destacan las referentes a Caja Postal 
(20), Correos (23) y Haciendas Locales (21), y por provin- 
cias Madrid (16), Barcelona (1 1) y Sevilla (7). Por tipos de 
alcance, la distribución es ésta: robos y atracos, nueve actua- 
ciones previas; irregularidades, 68, y pagos indebidos, 13. 

Se dictaron 40 autos decretando el archivo de 409 actua- 
ciones previas. 

2. Procedimientos abze 

Durante 1989 se han abierto 60 procedimientos de rein- 
tegro por alcance por una cuantía de 485.886.649 pesetas. 
Los organismos a los que corresponden mayor número de 
procedimientos son Correos (2 l),  Interior (1 l) ,  Haciendas 
Locales (9), Loterías (5) y Telégrafos (5). Por provincias, 
las que tienen mavor número de vrocedimientos son Madrid 
(lo), Barl celona ( 

l..":...""" 

A 

y Valla 

.-""A:-. 

En el año 1989 se han dictado las siguientes resolucio- 
nes: - 

esolucion Núm. proced. nporte - - Autos de Apelación . . 15.147.289 ptas. 
Autos de Solvencia . . 30.378.508 " 

Autos de Insolvencia . 48.682.053 " 

Autos de Nulidad . . . . . 130.000 " 
Autos de Incompetencia . sld. 3, 

Autos de Sobreseimiento . 16.367.874 " 

Sentencia de Apelación 6 27.758.649 " 
Sentencia 1 .a Instancia 17 1.637.539.99 1 " 



En el período informado se han obtenido reintegros en 
25 procedimientos, terminados y archivados, por un importe 
de más de 36 millones de pesetas. 

4. Procedimientos de cancelación de fianzas. 

En el período informado se han abierto 157 expedientes 
de cancelación de fianza y se ha dictado resolución acordan- 
do la devolución de la fianza en 52 expedientes. 

Una de las actividades del Tribunal de Cuentas más fa- 
vorecida por la publicación de la Ley de Funcionamiento, 
de 5 de abril de 1988, es la relativa a las cancelaciones de 
fianzas. 

En efecto, la nueva Ley na establecido un procedimiento 
más ágil y rápido para la tramitación de estos expedientes 
de gran importancia, no sólo pecuniaria, a causa de su ele- 
vado número, sino también social, ya que los solicitantes 
son, en su mayoría, funcionarios o cuentadantes jubilados 
con recursos económicos limitados. 

Aunque la primera impresión pone de manifiesto la apa- 
riencia de naturaleza administrativa en estos expedientes, el 
legislador ha preferido atribuirle las garantías que comporta 
la actividad jurisdiccional y los ha configurado como actos 
de jurisdicción voluntaria, cuyo conocimiento y decisión co- 
rresponde a un Consejo de Cuentas integrado en la Sección 
de Enjuiciamiento del Tribunal. 

Cualquiera que sea la cuantía de la fianza que se recla- 
me, el solicitante puede actuar por sí, sin necesidad de Le- 
trado ni Procurador, y para propiciar una mayor agilidad en 
la tramitación del expediente, el propio interesado puede y 
debe acompañar a su escrito inicial los documentos acredita- 
tivos de la clase y lugar de depósito de la fianza y ,  si es 
posible, certificación de aprobación de las cuentas rendidas 
por el solicitante en relación con la actividad afianzada. ' 



arias. 
Practir is infon - - - -. :S prece -. . dentes, . - -  tras la 

De esta manera, la actividad del Tribunal puede limitar- 
se a recabar del Organo competente información sobre si 
queda alguna cuenta pendiente de rendir y a comprobar en 
las Secciones de Enjuiciamiento y Fiscalización del Propio 
Tribunal de Cuentas si existe algún procedimiento pendiente 
contra el solicitante, ya sea de control de gestión o de exi- 
gencia de responsabilidad. 

La principal innovación introducida por la Ley es la no 
necesidad de una investigación exhaustiva de las actividades 
profesionales afianzadas y la posibibilidad de suplir median- 
te certificaciones de los responsables de los Organismos a 
que perteneció el fiador, la falta de alguno de los documen- 
tos e informaciones necesarias, especialmente en lo referen- 
te a la aprobación de todas las cuentas que estaba obliga- 
do a rendir el interesado y a la inexistencia de cargos contra 
el mismo por presuntas responsabilidades directas o subsi- 
di8 

pre- 
ceptiva audiencia del Ministeno Piscal y del Letrado repre- 
sentante de la Administración Pública interesada, si no hay 
oposición, se dicta auto acordando o denegando la cancela- 
ción interesada. 

En el caso de que e ;teno Fiscal u otra parte o 
persona interesada se opusiese a la cancelación, lo mismo 
que sucede en la jurisdicción voluntaria de carácter civil, el 
expediente se toma en contencioso y deberá continuarse su 
tramitación por alguno de los procedimientos de tal naturale- 
za propia . activic sdiccior 11 de 
Cuentas. 
' - --~cillez de este nuevo procedimiento, que contrasta 

ca suismo y lentitud del regulado en el Reglamento 
del 'l'nbunal de Cuentas de 1935, felizmente derogado por 
la Ley de Funcionamiento, ha permitido que en el último 
año hayan podido sustanciarse y resolverse un elevado nú- 
mero de expedientes de cancelación de fianzas, alguno de 
ellos en tramitación desde hace varios años. 

:1 Minia 

íad &ri ial del Tribuns 



El resumen de la actividad del Ministerio Fiscal ha sido: 

Demandas . . .  
Recursos . . .  
Informes emitiduB . . .  
Contratos adrninistrativ, 

De los informes fueron ae riscaiizacion 86; de enjuicia- 
miento, 305, y de Secretaría General, 19. 
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1 xo total que intervino el Ministe- 
no 1 le de 9. representa un notable au- 
mento soore la del ano antenor, que fue de 7.589 o el 28,19 
por 100. 

Los juiclUB uIale~ celebrados en 1989 fueron 212, por 
239 en 1988, y las vistas, 138. 

El movimiento de asuntos en los Juzgados Centrales de 
Instrucción fue el siguiente: diligencias previas, 1.447; pro- 
cedimientos abreviados, 248; sumarios, 106, y diligencias 
preparatorias, cinco. 

El número de s is dictadas es análogo al del año 
anterior, pues si en eron 215, en 1989, 220. He aquí 
su especificación en uno y otro año: 

Terrorismo . . . . . . . . .  . . . . .  141 133 
Delitos monetarios . . . . . . . . . . . . .  16 34 
Falsificación de moneda . . . . . . . . . .  40 33 
Deli nómicos . . . . . . . . .  18 20 



El 22,56 por 100 de las dictadas por delito de terrorismo 
fueron absolutoriac 
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A) Los delitc ,tidos por bandas organ r ar- 
madas dieron lugh a ia iniciación de 814 diligencias pre- 
vias, 242 procedimientos abreviados, 18 sumarios de urgen- 
cia y 34 sumarios ordinarios. De entre los delitos que deter- 
minaron la apertura de diligencias previas destacan: colabo- 
ración con bandas armadas, 236; pertenencia a bandas arma- 
das, 51; estragos, 45; atentados, 41, y asesinatos, 11. 

No cesa el terrorismo. Tal vez sea el problema de Estado 
de mayor entidad. La realidad actual refleja que, en contras- 
te con la actitud del Estado, que se expresa en términos de 
paz, procurando el normal funcionamiento de las institucio- 
nes y salvaguardando los derechos y libertades de las perso- 
nas, el fenómenos terrorista, con métodos y modalidades 
diferentes, se alza como constante histórica. Se afir- 
mar que el fenómenos terrorista, en cuanto fenó istó- 
rico, es expresión de una Sociedad en conflicto, ,-- -1 ser 
consecuencia de un desajuste en el sistema político necesita 
de un tratamiento jurídico excedente del Derecho penal. 
Pero lo cierto es que, frente a tal tesis, hay que señalar que 
los autores de acciones terroristas no sólo se colocan al mar- 
gen de la ley, sino que con sus estudiados procedimientos 
menosprecian las libertades y derechos de los demás y cues- 
ti0 ia del Estado muchas veces. En cualquier 
cac terroristas tienden a desestabilizar el Esta- 
do de Derecho, por lo que para ellas no bastan las reaccio- 
nes generales de condena como respuesta válida. Requieren 
también otros remedios inaplazables. Aparte los que proce- 
dan en un orden político para una nación que aparece casti- 
gada severamente por el terror, existen otros de naturaleza 
jurídica que parten de considerar que los delitos de terroris- 
mo merecen un mayor castigo y, sobre todo, un distinto 
tratamiento penitenciario que otros delitos individuales con 
resultados análogos, pero que no proceden de acciones vio- 
lentas sistemáticas y organizadas. Si el sistema actual de 



lucha contra el terrorismo que contemplan las leyes es insu- 
ficiente entendemos que proceden reformas en el Código 
Penal y en la Ley General Penitenciaria. 
- La sociedad española se pregunta por qué los hechos 

terroristas, que son delitos gravísimos, de mayor gravedad 
que un aislado delito de asesinato, se castiga con la misma 
pena límite (30 años de reclusión), siendo así que las accio- 
nes terroristas deben ser castigadas más gravemente. Por 
ello :mas: entende 

-.- .- Que es absolutamenre necesaria la reforma del Código 
Penal en materia de terrorismo, porque es una verdadera 
exigencia que la sociedad esté debidamente protegida. Lo 
que se esta cuestionando es que la pena, teniendo en cuenta 
todo el Código Penal, en los delitos de terrorismo sea pro- 
porcionalmente razonable a la dimensión de los hechos, y 
que esa pena sea efectivamente cumplida. 

Que recoger en el Código Penal la pena de cadena per- 
petua, con una duración mínima de 40 años, para hechos 
graves, sería congruente con el resto de las penalidades que 
para otros delitos señale el Código Penal, no chocaría con 
la Constitución, a nuestro juicio. La duración mínima de 
los 40 años, sería compatible con la posibilidad de que, 
caso de resocialización efectiva (siempre bien contrastada y 
para el supuesto de un cumplimiento efectivo de 25 años al 
menos), pu Rey otorgar Ia gracia del indulto parti- diera el 
cular. 

Que los autores de los delitos definidos en los artícu- 
los 174,3.O, 174 bis b) del Código Penal, merecen distinto 
trato penitenciario que los delincuentes convencionales, lo 
que exige que se modifique la Ley Orgánica General Peni- 
tenciaria. 
- La reforma en concreto de la Ley Orgánica 111979, 

de 26 de septiembre, General Penitenciaria. 

Sistema de ejecución de las penas. 

El artículo 72.1 de la Ley Orgánica General Penitencia- 



ria, establece que las penas privativas de libertad se ejecuta- 
rán según el sistema de individualización científica, separa- 
do en grados, el último de los cuales será el de libeaad 
condicional, conforme deterinina el Código Penal. Pero el 
Codigo Penal (art. 84) remite a la legislación penitenciaria. 
El artículo 84 del Código Penal se refiere al cumplimiento 
de las penas de privación de libertad graves, que son 'las 
que el Código señala a los delitos de terrorismo. Hoy la 
sociedad reclama que, por los hechos terroristas, las penas 
sean más proporcionadas a la gravedad de los delitos que se 
cometen, y el tratamiento penitenciario de los delincuentes 
terroristas, sea en términos de equilibrio y no en términos 
de amplia generosidad actual. Hay quien, postula, incluso, 
la supresión de todos los beneficios penitenciarios para este 
tipo de delincuentes. Pero esto no es aceptable porque los 
beneficios que, en su caso, procedan con arreglo a la ley, 
son derechos subjetivos condicionados. La Constitución, en 
el artículo 25.2, proclama que las penas privativas de liber- 
tad, estarán orientadas hacia la reeducación y reinserción 
social, y que los condenados gozarán de los derechos funda- 
mentales que no estén expresamente limitados por el conte- 
nido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley 
penitenciaria. Y resulta que uno de los beneficios peni- 
tenciarios, el relativo al acortamiento de la condena 
(art. 76.2 c) de la L.O.P.J.), en cuanto afecta a la condena 
impuesta, modificando su duración, arranca de una actividad 
administrativa que aprueba el Juez de Vigilancia Penitencia- 
ria; cierto es que contra el auto aprobatorio del Juez de Vigi- 
lancia Penitenciaria caben los recursos de apelación y queja 
ante el Tribunal Sentenciador (Disposición adicional 5." de la 
L.O.P.J), pero esto debe reputarse incorrecto, puesto que de- 
biera corresponder en tedo caso al Tribunal sentenciador. 
Que competa al Tribunal sentenciador lo dicho y la aproba- 
ción de las condiciones que el artículo 98 del Código Penal 
sobre la libertad condicional, es claro, por ello, esos puntos, 
deben ser modificados en la legislación penitenciaria. Es ur- 
gente que esas y' otras competencias queden residencia- 



das en los Tribunales sentenciadores, y que al tiempo, se 
regulen bien las competencias del Juez de Vigilancia Peniten- 
ciaria y que la Ley trate de solventar el tema de la naturaleza 
jurídica del Juez de Vigilancia Penitenciaria. 

El límite mínimo de cumplimiento. 

Al enjuiciar las conductas penales por hechos terroristas, 
normalmente entran en juego, o la regla 2." del artículo 70 
de Código Penal o la regla del artículo 71 del mismo Cuerpo 
legal. Pero ahora no se trata del tiempo máximo de cumpli- 
miento, sino de que o bien el Código Penal o bien la Ley 
Orgánica General Penitenciaria, establezcan un tiempo míni- 
mo de cumplimiento efectivo, porque en el momento presen- 
te, la aplicación de los beneficios penitenciarios pueden pro- 
ducir resultados distintos, según se trate de delito terrorista o 
no. 

Por connsecuencia, opinamos que debe modificarse lo re- 
lativo a los beneficios penitenciarios para los terroristas. Ello 
podría hacerse fijando en el Código Penal o en Legislación 
Penitenciaria un mínimo de cumplimiento efectivo de las 
condenas, en todo caso. 

B) Los expedientes de extradición pasiva iniciados as- 
cendieron a 168, menos que en 1988, que fueron 241. Se 
observa, pues, una sustancial reducción en el número de las 
reclamaciones extradicionales. 

¿Y por qué existen menos reclamaciones? ¿Será constan- 
te esa disminución de 1990? ¿Es que España ha dejado de 
ser un refugio de delincuentes y la Costa del Sol, la Costa 
Brava-y Canarias van recobrando la fama que siempre debie- 
ron tener? Si es así, ¿por qué? ¿Empieza ya a funcionar el 
espacio judicial europeo en materia penal? ¿Es más operativa 
que antes la Audiencia Nacional como Tribunal extradicio- 
nal? Por el contrario, ¿renuncian a formular sus demandas 
otros países, por estimar que tardan mucho en atenderse, y 
más en materializarse la entrega? Todas estas preguntas 
requieren una respuesta basada en un estudio sociológico-pe- 
nal tan profundo como imposible de ser atisbado desde 



estos comentarios. En todo caso, damos de ello fe, es real el 
descenso numérico de las demandas. 

En la práctica se sigi 
otras las siguientes: 
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a) Es de insis uencia de introducir refor- 
mas en la LEP, y el, la  LO^ de 26-3-84, reguladora del dere- 
cho de asilo. Efectivamente, el artículo 5.2 de ésta, otorga a 
cualquier delincuente -presunto o convicto- la facultad de 
paralizar la extradición con sólo solicitar el asilo; y esa sus- 
pensión puede alcanzar (v. casos Gandola y Patruno, recla- 
mados por Italia por tráfico de estupefacientes) dos años, el 
tiempo que pueden tardar las autoridades gubernativas en 
pronunciarse con carácter definitivo (ello sin contar con el 
posible recurso contencioso-administrativo). Ello parece in- 
justo; el asilo, que nació para amparar a los perseguidos por 
razones políticas, étnicas o religiosas, no debe constituir un 
instrumento en manos de los criminales que les permita para- 
lizar la persecución internacional. Debiera suprimirse la con- 
secuencia suspensiva del artículo 5.2 de la Ley F.R. 26-3-84 
y basar lo establecido en el artículo 4-8." de la LEP, según 
el cual la concesión del asilo impide la extradición: la mera 
solicitud no debiera impedir el pronunciamiento y la entrega. 
El procedimiento extraditorio no es tan breve que no permi- 
ta, simultáneamente, una tramitación y pronunciamiento gu- 
bernamental sobre el asilo, siempre, claro está, que no se 
produzca con la lentitud de los casos referidos. 

Decididamente insistimos en que debiera suprimirse el 
«filtro político de salida» según el cual el Gobierno puede 
denegar por razones de «soberanía nacional.. . o.. . intereses 
esenciales ... » (arts. 6 párrafo 2." y 18.1 de la LEO) una 
extradición ya concedida por los Tribunales. Para cubrir tan 
evanescentes y discutibles motivos -se renuncia ya a la so- 
beranía nacional cuando se pone un avión militar a disposi- 
ción de terroristas con los que se negocia, o cuando se confía 
a un organismo supranacional la fijación de la cuota de los 



merluceros del Cantábrico- es más que suficiente el «filtro 
de entrada» (arts. 9.4 y 11 de la LEP), que , por lo menos, 
tiene la ventaja de ahorrar trabajo a los Tribunales y unos 
cuantos meses de encarcelamiento preventivo al reclamado. 
Y aún cuando no se ejerza por el Consejo de Ministros la 
criticada denegación «a posteriorin, el tener que esperar a la 
confirmación gubernamental retrasa la entrega del «extra- 
dendusn no menos de 15 días, y más en época veraniega en 
que las reuniones del Gabinete se espacian. 

Convendría facultar expresamente al Juez Instructor del 
expediente para, oído el Fiscal, rechazar «a limine» la de- 
manda extradicional, en los casos en que ésta se encuentre 
manifiestamente infundada, sin que sea preciso siquiera en- 
trar en el trámite de comparecencia e identificación del ar- 
tículo 12 de la LEP.; ello para los no infrecuentes supuestos 
de reclamaciones referentes a delitos que están prescritos, 
que no tienen encuadre en el catálogo extradicional respecti- 
vo, o que se refieren a infracciones cometidas con anteriori- 
dad a la entrada en vigor en España del acuerdo correspon- 
diente. Habría que añadir un párrafo al citado artículo 12, 
al efecto, y ello tendría la ventaja de ahorrar cuantiosa tra- 
mitación (busqueda del reclamado por la Policia, fijación 
de día para la comparecencia, elevación del expediente a la 
Sala y sucesivos traslados, etc.). 

El sistema de prisión preventiva extradicional, que no es 
otro que el del artículo 504 de la L.E.Cr. (art. 10, párrafo 
tercero de la LEP), debiera fijarse expresamente para la fase 
decisoria del proceso, pero no para la ejecutiva, en la que el 
Tribunal no puede controlar actuaciones que no son de su 
incumbencia (como es, precisamente, la llegada o no de la 
autorización gubernamental, la decisión política de entregar 
al «extradendus» a uno u otro país en caso de concurrencia 
de solicitudes, etc., la pendencia de responsabilidades crimi- 
nales -a veces de estudiada levedad- contraídas por el re- 
clamado en nuestro país en ocasiones para dilatar o imposibi- 
litar la entrega por delitos más graves aprovechan las inevita- 
bles dilaciones de nuestro sistema judicial, la concesión de 



permisos carcelarios por la causa que cumple en tanto ha 
alcanzado ya la libertad provisional por el procedimiento 
extradicional, etc.). 

Subsidiariamente, debiera figurar una cláusula en el ar- 
tículo 10 de la LEP o en el artículo de la 70 C.P. (con su 
correlato penitenciario en la L.O.G.P. de 26-9-79 y en el 
R.P. de 8-5-81) que impusiera a la Administración Peniten- 
ciaria la obligación de anteponer cualquier pena impuesta 
por un Tribunal español al internamiento proventivo extradi- 
cional, de forma que el comienzo del cómputo de éste se 
acercara al momento presente tanto tiempo cuanto cumpliera 
el reclamado por la causa por la que fue condenado en nues- 
tro país); o expresarse que no puedan concederse permisos 
carcelarios (art. 47.2 de la L.O.G.P.) a quien se encuentre 
pendiente de extradición, aunque se goce de libertad provi- 
sional por ésta, siempre que el motivo de la soltura sea el 
agotamiento de plazos previsto en el artículo 504 de la 
L.E.Cr. 

b) D el año 1989, las defensas interpusieron 
dos recurs", ,úplica ante el Pleno de la Sala de lo Penal 
(art. 15 de la LEP) planteando ante el propio Pleno la cues- 
tión de inconstitucionalidad, pues afirmaban que era contra- 
rio al internacionalmente reconocido principio de la doble 
instancia el que en la Sala que examina la súplica intervinie- 
ran -aunque sin poder ser ponentes- los mismos Magis- 
trados que dictaron el Auto recurrido (v. Expediente 11/87 
del Juzgado Central núm. 4 contra Jacques-Antoine Canna- 
vaggio -reclamación de Francia- y Expediente 50188 del 
Juzgado Central núm. 5 contra Filiberto Poveda -reclama- 
ción de EE.UU-, ambos por tráfico de drogas). 

El tema era doctrinalmente atractivo, pues se invocaba 
la «inconstitucionalidad de los preceptos que encomiendan 
al Pleno de la Sala de lo penal de la Audiencia Nacional el 
examen del recurso interpuesto contra lo decidido por alguna 
de sus Secciones, por no ser los magistrados que la compo- 
nen totalmente imparciales»; los efectos prácticos, de pros- 
perar la cuestión, habrían sido lapidarios, pues la mera defe- 
rencia de la cuestión perjudicial al Tribunal Co~stitucional 



-independientemente del fallo de éste- habría entrañado 
con seguridad una grave demora en la resolución definitiva 
de la demanda extradicional y la puesta en libertad de los 
presuntos traficantes. 

La Fiscalía se opuso al planteamiento de la cuestión per- 
judicial. 

c) Debe reconocerse que la base convencional de las 
relaciones extradicionales con Argentina, Bélgica y Portugal 
es anticuada e insuficiente. El catálogo del Convenio bilate- 
ral luso-español de 25-6-1867 resulta hoy día parco e inefi- 
caz. La reciente tendencia técnico-penal que califica las le- 
siones por el medio comisivo, por las circunstancias de su 
producción y por la exigencia de la intervención quirúrgica, 
en detrimento del antiguo criterio del resultado, medido en 
días de curación, puede dejar sin base extradicional las le- 
siones «graves» del núm. 2 del catálogo del artículo 3. El 
núm 3 (violación, estupro, etc.) deja fuera la amplia gama 
de los delitos relativos a la prostitución (arts. 452 bis.a) y 
siguientes). Tampoco están comprendidos los delitos de 
riesgo en materia de circulación de vehículos de motor, ni 
las imprudencias con resultado de muerte (no parece posible 
asimil&las al homicidio voluntario), aunque sí se compren- 
den los daños potenciales a los caminos de hierro (cfr. Ley 
de Policia de Ferrocarriles de 23-1 1-1 877). La falsificación 
de placa de matrícula, tan ligada a hechos violentos cometi- 
dos por delincuentes que emplean vehículos de motor, no 
está comprendida en el núm. 8, como tampoco otros delitos 
íntimamente relacionados con el ataque a la seguridad ciu- 
dadana, como la tenencia ili'cita de armas, depósito de las 
mismas y tenencia de explosivos. 

Lo que quizá llama más la atención es el freno que supo- 
ne el párrafo último del artículo 3, en cuya virtud no proce- 
derá la extradición «cuando el delito sólo merezca pena co- 
rreccional». Ello deja fuera de la relación extradicional toda 
la violencia depredatoria (atracos a mano armada), con su 
llamativo impacto en la seguridad ciudadana. El artículo 2 
de los artículos adicionales de 7-2-1873 alivia el problema 



sólo en cuanto a las reclamaciones para cumplimiento de 
condenas (siempre que excedan de tres años), pero deja sub- 
sistente las reclamaciones para enjuiciamiento. Para obviar- 
lo, en el caso de robo con porte de arma en entidad bancaria 
(art. 506-1 .O y 4.") puede operarse con la facultad que tiene 
el Tribunal de imponer la pena superior en grado, con lo 
que habremos rebasado el listón y nos encontraremos con 

eras, a 

pena aflictiva, pero ello deja sin protección otros supuestos, 
nada infrecuentes y también merecedores de asistencia pe- 
nal, de atracos a entidades meramente comerciales pero no 
custodios de caudales (gasolinl cados, joye- 
rías, etc.). 

La Fiscalía ha ensayado una interpretación que recono- 
cemos olvida los antecedentes históricos, para dar cabida en 
la admisión extradicional a delitos «menores» (el Convenio 
hispano-luso no prevé la extradición por accesoriedad o ad- 
hesión, cfr. artículo 2, párrafo segundo de la LEP, artículo 
2.2 del Convenio Europeo, artículo 1 del Segundo Protocolo 
Adicional -que hace extensiva la extradición a los delitos 
penados con pena pecuniaria-). Se trata, forzadamente, 
de entender que, desaparecida la clasificación mpartita de 
las infracciones penales, ha perdido virtualidad la distinción 
pena aflictiva «versus» pena correccional, y debe ser susti- 
tuida por la distinción que proclaman los artículos 2.1 del 
convenio Europeo y 2, párrafo primero de la LEP, consisten- 
te en pena máxima superior a un año, «versus» pena máxima 
no superior a un año. Pero, insistimos, reconocemos que es 
una interpretación que no respeta la motivación histórica. 

En el catálogo hispano-belga (Convenio de 17-6-1870) 
se echa de menos una regulación de la extradición por lesio- 
nes por el medio comisivo y no por la clasificación «talio- 
nal» del artículo 2-2." (pérdida de miembro, ceguera,etc.), 
como falta también la posibilidad de extradición por los de- 
litos de tenencia de armas y explosivos, que tanto afectan a 
la seguridad pública, y cuya finalidad predominantemente 
terrorista -explosivos- hace más llamativa la ausencia de 
su catalogación en un Convenio suscrito por el país que 



primero excluyó de los delitos políticos al magnicidio (me- 
diante la, precisamente, llamada «claúsula belga»). Es tam- 
bién criticable la regulación del núm. 8 del artículo 2, que 
prevé la extradición por los delitos de «amenazas de atenta- 
do punible con la pena de muerte, trabajos forzados o reclu- 
sión*; prohibida la pena de muerte y las penas degradantes 
o inhumanas -artículo 4-6." de la LEP-. no se ve aué 
aplicación práctica puede tener la citada cláusula. 

Más trascendencia puede tener el que todavía no se haya 
publicado en el «B.O.E.» el Canje de Notas de 6-3-58 aun- 
que sí en el «Moniteur Beige»- que introduce el núm. 19 
-tráfico de estupefacientes- en el catálogo. Con arreglo al 
CC., esa «reciente» claúsula no puede considerarse válida- 
mente publicada en España; y las extradiciones que se conce- 
den a Bélgica por tráfico de drogas -dos en el año 1989- 
se fundamentan en la Convención única de las Naciones Uni- 
das sobre estupefacientes, no en el Convenio bilateral. 

Sería deseable una actualización de la relación extradi- 
cional mediante la adhesión de Bélgica y Portugal al Conve- 
nio Europeo (de «númerus apertus») y sus Protocolos Adi- 
cionales, lo que permitiría (cfr. art. 5 del Segundo Protoco- 
lo) una remisión de las demandas extradicionales de Minis- 
terio de Justicia a Ministerio de Justicia (lo que ya es habi- 
tual en las demandas provenientes de Austna y Suiza), o 
una vía incluso más directa de Tribunal a Tribunal, en estos 
casos previo acuerdo específico entre los Estados interesa- 
dos. ¿a relación extradicional hispano-portuguesa debiera 
corresponderse con la cercanía geográfica y de sistema judi- 
cial de ambos países. 

El acuerdo extradicional hispano-argentino (Tratado de 7- 
5-1 88 1) es particularmente ineficaz y se requiere su urgente 
sustitución por otro técnicamente moderno (el de 25-9-87 
sólo pende de ratificación, por lo que es posible que esta 
crítica quede sin sentido cuando se publiquen estas líneas, si 
es que merecieren ver la luz). Una vez más, es el Convenio 
de las Naciones Unidas el que viene a salvar las relaciones 
extradicionales en materia de tráfico de drogas, no el conve- 



nio bilateral. En éste faltan delitos tan desgraciadamente fre- 
cuentes y llamativos como el «secuestro extorsivo» -deten- 
ción ilegal-, así como el cohecho (nos negamos a estimar- 
lo incluido en la figura de la concusión, por razones de 
dogmática histórico-penal), y las figuras de promoción y 
auxilio a la prostitución. Además, vistas las penas con que 
el C.P. español sanciona los delitos de «peculado, malversa- 
ción, sustración fraudulenta de fondos>>, la mayor parte de 
las reclamaciones pueden quedar inatendidas, visto que se 
exige que tales infracciones lleven aparejada pena aflictiva. 
Finalmente, se observa que los plazos de presentación de la 
documentación en caso de prisión preventiva son demasiado 
amplios, tres meses (según el art. 12), lo que se aviene mal 
con las posibilidades que brinda el correo aéreo. 

c) Los expedientes sobre cuestiones de jurisdicción in- 
ternacional iniciados fueron 15 1, frente a 140 en 1988. 

E) FISCAL~A ESPECIAL PARA LA PREVENCIÓN Y REPRESIO~~ DEL 
TRAFICODEDROGAS 
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A) El 24 de febrero de 1989 quedó completa la planti- 
íia de esta Fiscalía al tomar posesión los tres Fiscales nom- 
brados. Mas el creciente y complejo trabajo exige un incre- 
mento. 

La in! iios de apoyo y colaboración 
a la Fisca odelo constitucional, diseña- 
do en su estructura y pertiles esenciales como órgano ex 
novo del Ministerio Fiscal por la Ley de 24-3-1988, requiere 
el completo desarrollo de su plural y diversificada actividad, 
que, en más de un aspecto, como en el de la investigación 
del blanqueo, exige la adscripción funcional de grupos espe- 
cializados de Policia Judicial, expertos no sólo en la dinámi- 
ca del tráfico de drogas sino también en delincuencia eco- 
nómica; así como la activa colaboración, con las adscrip- 
ciones correspondientes, de cualificados especialistas de 
la Inspección Financiera y Tributaria, de la Comisión de 



Vigilancia de las infracciones del Control de Cambios, de la 
Dirección General de Transacciones Exteriores y del Servi- 
cio de Vigilancia Aduanera, entre otros. La disposición de 
todos estos organismos para colaborar con la Fiscalía es ex- 
celente, y por supuesto la de la Policía Judicial, que trabaja 
estrechamente con nosotros, asumiendo con diligencia enco- 
miable las tareas que se les encomiendan. 

El 19-7-1989 el Fiscal General del Estado nombró 14 
Fiscales Delegados de esta Fiscalía en once Comunidades 
Autónomas, celebrándose de inmediato una sesión de trabajo 
de todos ellos con los miembros de esta Fiscalía para perfilar 
sus funciones con la flexibilidad suficiente para que en cada 
caso se pudiera adecuar a las particularidades de cada Fisca- 
lía. Sobre ellos, es obligado dejar constancia de los siguien- 
tes extremos: En primer lugar, que se trata de una original y 
peculiar figura constitucional que con la colaboración de los 
respectivos Fiscales-Jefes es muy positiva. En segundo tér- 
mino, que sería conveniente que, desde el modelo funcional 
perfilado en la práctica, se precisaran más aún sus funciones. 
En tercer lugar, que es imprescindible dotarles de los medios 
necesarios para poder cumplir su función coordinadora. Y 
por último, que como la experiencia, en su conjunto, ha 
resultado eficaz, sería conveniente que se nombraran Fisca- 
les Delegados en las Comunidades Autónomas en las que 
hasta ahora no se ha hecho. 

B) La actividad de la Fiscalía ha sido muy variada 
dada su naturaleza de órgano especializado del Ministerio 
Fiscal y la pluralidad de funciones que la Ley le atribuye. 
Entre otras, son de destacar las siguientes: 

a) Relaciones institucionales y participación en diver- 
sos foros nacionales e internacionales. Se han mantenido 
las relaciones institucionales con los Ministros de Justicia, 
Interior, Sanidad y Hacienda. Con los mandos de la Policía 
Judicial los despachos son numerosos y periódicos. 

La dimensión internacional del tráfico ilegal de drogas y 
del blanqueo ha generado también, por un lado, relaciones 



frecuentes y positivas con organismos del Ministerio de 
Asuntos Exteriores, y por otro ha llevado a intervenir en 
debates de los siguientes foros internacionales: los organiza- 
dos por la Trilateral en Madrid y Roma, los celebrados en 
Bruselas por iniciativa de la CEE para elaborar un proyecto 
de Directiva sobre el blanqueo de capitales, los que tuvieron 
lugar en París y Washington del GAFI-7 (Grupo de Acción 
financiera sobre el blanqueo de dinero, conocido por Task 
Force) para el desarrollo homogéneo de la Convención de 
Viena de 1988 en las diferentes 1egisla;iones estatales, y por 
último, en el grupo de trabajo convocado en Viena por las 
Naciones Unidas para analizar los diferentes problemas que 
plantean los «precursores», en especial la destrucción, previa 
al juicio, de las drogas y de los productos químicos utiliza- 
dos en su elaboración. 

Por otra parte, varios Fiscales se han desplazado a diver- 
sos países en el desarrollo de Comisiones rogatorias y han 
intervenido en actos organizados por entidades culturales so- 
bre temas relacionados con las drogas, destacando su presen- 
cia en tres grupos de trabajo constituidos por iniciativa de la 
Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Diogas 
y el Ministerio de Justicia sobre «precursores y blanqueo», 
«Remisión Condicional» y «Sanción administrativa del con- 
sumo en público». 

b) La actuación procesal directa de la Fiscalía en la 
materia a que se refiere el artículo 18 bis 1 .a) del Estatuto 
del Ministerio Fiscal, se ha concretado en su presencia activa 
en todos los procedimientos seguidos ante la Audiencia Na- 
cional, que han sido los siguientes: incoados 184, archivados 
66 y en trámite 98. 

c) Entre los procesos más destacados hay que distin- 
guir entre los sentenciados y los iniciados en 1989. 

a') De entre los sentenciados son de citar: 
- Condena de dos extranjeros a penas de 12 años y 

multa de 120 millones de pesetas por haberles sido ocupados 
40 Kg. de cocaína en las proximidades de Aranjuez. 

- Condena a nueve personas -tras la celebración de 



diez sesiones de juicio oral- que formaban parte de una 
organización dedicada al tráfico de heroína procedente de 
Turquía. Fueron incautados 24 Kg. de heroína cuyo 
valor, al por mayor, en el o ilícito ascendía a 372 
millones de pesetas. 

- Condena a tres persuiias a se les ocuparon 
cerca de 8 Kg. de cocaína, siendo significativo que 
uno de los detenidos se prestó a colaborar activamente con 
la Policía Judicial, que merced a ello consiguió localizar al 
destinatario real de la cocaína que los demás transportaban. 
El Tribunal, al amparo del artículo 2." del Código Penal 
propuso al Gobierna )r otra de 
menor entidad. 
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- '1989 del Juzgado Central núm. 1. 
Aprehensión de 18 Kg. de cocaína en el aeropuerto de Bara- 
jas. Detenidas ocho personas. 

- Sumario 2711989, Juzgado Central núm. 2. Procesa- 
das 10 personas, de ellas seis iraníes, que introducían droga 
procedente de Turquía a través del puerto de Barcelona. Se 
ocuparon cerca de 11 Kg. de heroína. 
- Sumario 2111989 del Juzgado Central núm. 2. Des- 

articulada una banda de colombianos y portugueses que des- 
de el vecino país introducían cocaína. Intervenidos más de 
15 Kg. de cocaína. 
- Sumario 2311989 del Juzgado Central núm. 4. Incoa- 

do por incautación de 31 Kg. de heroína que llegó a Barce- 
lona procedente de la India. 
- Procedimiento abreviado 1711989 del Juzgado Cen- 

tral núm. 4. La acusación se ha dirigido contra siete indi- 
viduos hispanoamericanos a quienes les fueron ocupados 
35 Kg. de cocaína que introducían disfrazados como em- 
pleados de líneas aéreas. 
- Sumario 1311989 del Juzgado Central núm. 4. 



Aprehensión de un cargamento de cocos en una nave indus- 
trial del pueblo de Barajas y en cuyo interior habían ocultado . 
300 Kg. de cocaína. Detenidas cinco personas de nacionali- 
dad colombiana, interviniendo la Fiscalía en el descubri- 
miento desde el primer momento dirigiendo la actuación del 
Servicio Central de Estupefacientes. 
- Sumario 1711989 del Juzgado Central núm. 4. Incau- 

tación en Tarrasa ocultos en el doble techo de una furgoneta 
de 40 Kg. de cocaína que habían sido adquiridos en Holan- 
da. Procesadas nueve personas. 
- Diligencias previas 19411989 del Juzgado Central 

núm. 5. Incoadas en Madrid por la incautación a un súbdito 
turco de 11 Kg. de heroína. Posteriormente se ha intervenido 
más cantidades de dicha sustancia y detención de varias per- 
sonas por lo general turcas, debiéndose destacar 109 Kg. de 
heroína en la provincia de Granada, 82 Kg. en Marbella y 
otros 11 Kg. en la provincia de Málaga. En total los deteni- 
dos fueron 33, todos ellos pertenecientes a la llamada «red 
turca de la heroína en España», que es sin duda una de las 
más importantes. 

d) ~n;esti~ación del blanqueo. Se han incoado, en 
cumplimiento de la función atribuida por el artículo 18 bis 
1.d) del Estatuto, 17 «diligencias de investigación prelimi- 
nar», de las cuales fueron archivadas siete al no haberse 
constatado suficientes datos para el ejercicio de las acciones 
correspondientes. Dada la confidencialidad de la materia, 
dejemos constancia tan sólo de que se ha investigado la si- 
tuación económica y patrimonial así como las operaciones 
financieras y mercantiles de 112 personas físicas, 121 perso- 
nas jurídicas y 362 cuentas bancarias, recabándose informa- 
ción para estas últimas. 

e) Auxilio judicial internacional. Para cumplir lo dis- 
puesto en el artículo 18 bis 1 .f) del Estatuto se ha desarrolla- 
do la siguiente actividad: 

a') Comisiones rogatorias. Siempre en el marco de dili- 
gencias de investivación preliminar, se ha dirigido solici- 



tud de auxilio a la autoridad judicial suiza para conocer los 
movimientos de cuentas y depósitos de personal y sociedades 
sujetas a investigación; se ha dirigido petición de auxilio a 
autoridades mejicanas para recabar datos sobre cuentas en 
entidades bancarias; se remitieron solicitudes de auxilio a 
Bélgica y Holanda interesando documentos y piezas probato- 
rias referentes a personas sujetas a investigación. 

by) Otras colaboraciones. Las actuaciones derivadas del 
artículo 18 bis 1 .f) y 2 del Estatuto en relación con el artícu- 
lo 11 de la Convención de Viena de 1988, en colaboración 
con las autoridades de otros países y con la de la Policía 
española, dieron resultado positivo en trece ocasiones, ha- 
biéndose conseguido durante 1989 los siguientes resultados: 
la detención de 24 personas y el decomiso de las siguientes 
sustancias: 215 Kg de cocaína, 12 Kg. de heroína, 1.578 
Kg. de hachís y 440 Kg. de resina de hachís. 

C) Necesidad de adecuar el Código Penal en materia 
de tráfico ilegal de drogas a la Convención de Viena de 
20-12-1988. La legislación penal española sobre tráfico ile- 
gal de drogas tras la reforma de 24-3-1988 se adaptó en lo 
esencial al contenido de los trabajos preparatorias de la Con- 
vención de Viena, mas como el texto definitivo de ésta es 
posterior a aquella reforma penal, hay que ir perfilando las 
modificaciones legislativas para adecuarlas a la Convención. 
Para acotar las propuestas de adaptación al nuevo Tratado 
-que con los de 1961 y 1971 constituye el Corpus iuris en 
esta materia- es imprescindible partir del artículo 3." de la 
Convención que establece la tabla de delitos, más amplia y 
precisa que la de los Convenios precedentes; más amplia 
porque incluye nuevos delitos y más precisa porque prescin- 
de de fórmulas abiertas y la descripción de los tipos penales 
es más detallada. 

El tráfico, en sentido estricto, de estupefacientes se reco- 
ge en el artículo 3.1 .O de la Convención y se diversifica en 
tres grupos, a los que se destinan los apartados a) -incluye 
cinco tipos-, b) -regulador del delito de blanqueo en sus 
dos modalidades- y c) -que tipifica cuatro conductas. 



a) Sobre la vinculación para las partes de los delitos 
tipificados en la Convención. ¿Todos los delitos del artícu- 
lo 3." han de incluirse necesariamente en la legislación interna 
de los Estados que adquieren la condición de partes al adherir- 
se o ratificar la Convención? La indagación es obligada por- 
que en el último párrafo del artículo 3 ." se hace expresa reser- 
va en favor del derecho interno de todo cuanto afecta a la 
tipificación de los delitos, a la forma de su enjuiciamiento y 
la sanción. Esta reserva, a nuestro juicio, no significa la espe- 
cífica potestad de cada Estado para la concreta tipificación de 
las conductas, pero no para decidir si se tipifican o no, pues 
en párrafos anteriores del artículo 3." se establecen los supues- 
tos en que la tipificación es obligatoria y aquellos en los que 
como cláusula de salvaguarda hay que tener en cuenta las 
peculiaridades de los distintos ordenamientos estatales, por lo 
que puede sostenerse que la Convención agrupa dos grandes 
bloques: en primer lugar, los delitos de inexcusable tipifica- 
ción, que son los comprendidos en los párrafos 1.a) y b) del 
artículo 3."; y en segundo término, están las conductas enu- 
meradas en el artículo 3 .O, 1 .c) y 2, pues la tipificación ha de 
realizarse «con sujeción a los principios constitucionales y a 
los conceptos fundamentales de su ordenamiento jurídico». 

Desde esta perspectiva pueden concretarse las imova- 
ciones que en el nuevo Código Penal han de tenerse en 
cuenta para su adecuación a la Convención de Viena. 
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De 1; 1 conductas enu ) l.a), 
las tres pnmeras están ya recogidas de una u otra forma en 
nuestro artículo 344. Comprenden, como se sigue de su 
simple lectura, todo el ciclo del tráfico propiamente dicho, 
desde la fabricación o el cultivo hasta la importación o ex- 
portación, incluida la posesión con finalidad tendencia1 al 
tráfico. No sucede lo mismo con la organización, gestión o 
financiación. Es cierto que existe numerosísima doctrina ju- 



risprudencial sobre la materia, especialmente sobre la «orga- 
nización», concepto ampliado incluso normativamente por 
el artículo 344 bis a) 6.", redactado por la Ley Orgánica 
1/88, de 24 de marzo. Pero también lo es que la «organiza- 
ción» se contempla en nuestro sistema como subtipo agrava- 
do, lo que obliga a reconsiderar si procede tratarla como 
una forma específica del tipo básico, distinta a su vez de la 
genuina y diferenciada asociación para delinquir. En cual- 
quier caso los actos de organizar, gestionar o financiar po- 
dían considerarse incluidos en los de promover, favorecer o 
facilitar de nuestro artículo 344. 

b') Delitos de tipificación obligatoria que hay que in- 
corporar a nuestra legislación: el blanqueo y la fabricación 
de precursores. 

Aunque algún atisbo podría encontrarse en la Conven- 
ción de 1961, constituye una auténtica innovación la que 
tipifica como delito autónomo la fabricación, el transporte o 
la distribución. de equipos, materiales o de las sustancias 
enumaradas en los Cuadros 1 y 11, incluidas en el Anexo de 
la propia Convención. Se trata de los llamados «precurso- 
res» que son, por decirlo con las mismas palabras del artícu- 
lo 12 de la propia Convención, «las sustancias que se utili- 
zan con frecuencia en la fabricación ilícita de estupefacien- 
tes o sustancias psicotrópicas». 

En nuestra actual normativa penal esta tipificación no 
está prevista con carácter autónomo. Su incardinación en el 
'artículo 344 del Código Penal parece que sólo sería posible 
en aquellos supuestos en que se-acreditara que efectivamente 
fueron utilizados para producir la droga y10 el psicotrópico 
con los fines que el propio precepto señala, pudiéndose in- 
cluir la conducta en los «actos de elaboración» a los que se 
refiere el artículo 344, integrando éste, por lo que hace a la 
fabricación, con lo dispuesto en el artículo 11 de la ley de 
8 de abril de 1967. También podrían ser punibles por la vía 
de los actos preparatorios, pero sólo en la forma establecida 
en el artículo 4 y concordantes del Código Penal. 



Por todo ello, para evitar dudas o interpretaciones exten- 
sivas, siempre rechazables en materia penal, por la enorme 
preocupación que el tema suscita en estos momentos en la 
comunidad internacional y, en definitiva, para adecuar nues- 
tra legislación penal a la nueva Convención, parece tan con- 
veniente como obligada la tipificación autónoma de la fabri- 
cación, transporte o distribución de los precursores en los 
mismos o parecidos términos del citado artículo 3.1.a) iv) 
de la Convención de 1988. 

Innovadora es, asimismo, la tipificación del delito de 
blanqueo en la forma establecida en el apartado 1 .b) i) y ii) 
de la Convención, que también ha de incorpori uestra 
legisiacic 

Se trata de una figura distinta de la receptación, aunque 
sean próximas y de Progenie semejante. ¿a primera -el 
blanqueo propiamente dicho- se define, esencialmente, por 
los verbos nuclc : ocultar o encubrir los bienes que :ares dc 

ifico ilí~ 
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proceden del tr: cito de drogas, tanto en los que se 
refiere a su natu,,,,,,, origen, movimiento o destino, como 
a su conversión o transferencia. La segunda -recepta- 
ción- consiste en una conducta de encubrimiento autóno- 
mo con finalidad de aprovechamiento propio o de tercero, 
aunque la receptación del artículo 546 bis f) del Código 
Penal, a diferencia de la receptación patrimonial del artículo 
546 bis a), no exige inexcusablemente el beneficio propio, 
y comprende, por tanto, cualquier conducta de auxilio para 
que el tercero obtenga el provecho o beneficio. 

Receptar significa ciertamente ocultación o encubrimien- 
3 cosas, 
ación ta 
,. . 

to de personas ( , por lo que puede decirse que me- 
diante la recept imbién puede blanquearse, pero las 
conductas son distintas, como se sigue de su diferente es- 
tructura típica, de la sistemática de la propia Convención 
que las incluye en secciones distintas y de la interpretación 
unánime de cuantos expertos trabajan en diferentes foros 
internacionales para profundizar el desarrollo de la Conven- 
ción, lo que explica que, al menos, ocho países las tengan 
ya tipificadas por separado y otros tres recojan la distinción 



en otros tantos proyectos de ley. Los primeros son Austra- 
lia, Canadá, EE.UU, Francia, Holanda, Italia, Luxemburgo 
y Reino Unido. Los segundos, Alemania Federal, Bélgica y 
Suiza. 

La única cuestión que ahora se suscita es la conveniencia 
o no de extender el blanqueo y, en su caso, la receptación, 
a otras conductas cuyo antecedente sea no sólo el tráfico de 
drogas sino también los delitos conexos y los procedentes 
de cualquier otro delito grave, esto es, la tipificación de un 
delito genérico de blanqueo y10 receptación. 

El tema es importante y desborda el contenido de estas 
notas. Dejemos constancia, no obstante, de nuestra opinión 
favorable a la configuración genérica de un delito de blan- 
queo que contemplara la procedencia no sólo de activos o 
bienes originados en tráfico de drogas sino de otros delitos 
graves. La Directiva de la C.E.E. sobre la «prevención de 
uso del sistema financiero en operaciones de blanqueo de 
dinero» va a incluir los que procedan del terrorismo, de 
delitos graves, en especial, la delincuencia organizada, ade- 
más de los de tráfico de drogas. 

c') TipiJicación de los delitos que la Convención inclu- 
ye en la cláusula de salvaguarda. 

Las cuatros conductas enumeradas en el apartado 1.c) 
del artículo 3." se enmarcan bajo la cláusula de salvaguarda. 
Innecesario es subrayar, sin embargo, la conveniencia de 
aue todos los Estados se esfuercen en adecuar su normativa 
a la Convención de la manera más completa posible, en el 
marco de su ordenamiento jurídico-constitucional, para que 
el desarrollo sea lo más homogéneo posible. 

La primera de dichas conductas es semejante al delito 
de receptación y coincide básicamente, aunque no sea igual, 
con el artículo 546 bis f) de nuestro Código Penal. 

La segunda se refiere a la posesión de «precursores» y 
sustancias incluidas en los Cuadros 1 y II de la Convención 



de Viena. Su descripción es casi idéntica a la antes mencio- 
nada sobre su fabricación o distribución, pues la única dife- 
rencia estriba en el distinto momento en que se produce la 
conducta, que allí es el de la fabricación, transporte o distri- 
bución de los precursores yeaquí el de la simple posesión. 
Plantea, en el fondo, una cuestión similar a la posesión de 
drogas para traficar, considerada punible, como es sabido, 
por la jurisprudencia del Tribunal supremo. La opción, por 
tanto, estaría en deferirla a la elaboración jurisprudencial, o 
tipificarla expresamente, lo que es preferible por exigencias 
del principio de legalidad reconocido en el artícu- 
lo 25 de la Constitución, por razones técnicas y de seguridad 
jurídica y dado que, en todo caso, como antes se dijo, hay 
que incorporar al Código Penal la fabricación de los precur- 
sores. La filosofía -y la estrategia- son los mismos. La 
ratio legis sería semejante. 

En una primera lectura, podría objetarse que se trata de un 
delito de sospecha, pero no es así si se tiene en cuenta que el 
dolo ha de abarcar el ulterior destino finalista de los «precurso- 
res» -«a sabiendas, dice el precepto, de que se utilizan o se 
habrán de utilizar.. .»- como requeriría siempre el artículo 
l." del Código Penal, tras la reforma de la Ley Orgánica 8/83, 
de 25 de junio, lo que aleja cualquier duda de inconstitucionali- 
dad en la línea establecida por el Tribunal Constitucional sobre 
el artículo 509 del Código Penal (STC 105188, de 8 de junio). 

La tercera puede plantear algún problema, pues en la 
expresión empleada de «instigar o inducir públicamente a 
otros por cualquier medio)) parece comprenderse la tipifica- 
ción de la apología, lo que en nuestro sistema vigente no 
está previsto de modo expreso para los delitos de tráfico de 
drogas, y se contempla únicamente, como es sabido, para 
supuestos muy concretos -artículos 216 bis a) y 268 del 
Código Penal- y es el criterio que se mantiene, al parecer, 
en el~anteproyecto de nuevo Código Penal. ~ecuérdese, por 
otra parte, que la apología genérica de cualcluier delito, con- 
figurada como falta en el artículo 566.4." del Código Penal, 
fue derogada por la L.O. 3/89, de 21 de Junio. 



Al problema se aludió, aunque lateralmente, en el último 
debate parlamentario sobre la reforma de 1988, del que po- 
dría deducirse que la apología de los delitos de tráfico ilegal 
de drogas se consideraba comprendida en el artículo 344 
del Código Penal como un comportamiento que «de otro 
modo» iba dirigido a promover, favorecer o facilitar que 
son los verbos nucleares del tipo. 

Cualesquiera que sean las interpretaciones posibles -y 
a no dudarlo pueden ser varias y contrapuestas- lo conve- 
niente es despejar cualquier duda al respecto y resolver le- 
gislativamente lo procedente en línea con lo dispuesto por 
la Convención, lo que exige un análisis más detenido porque 
podría suponer, entre nosotros, una ampliación del ámbito 
de lo punible. 

La cuarta, finalmente, comprende una fórmula muy am- 
plia que adelanta las barreras de protección penal al penali- 
zar no sólo todas las clases posibles de participación y las 
formas imperfectas sino también los actos preparatorios, lo 
que, en líneas generales, está previsto en nuestra normativa 
vigente -artículos 3 y 4 del Código Penal- con las preci- 
siones establecidas por la jurisprudencia. 

La inclusión expresa, entre esas conducttis, de la asocia- 
ción para cometer cualquiera de los delitos del artículo 3 
-que son todos los que la Convención prevé- nos parece 
del mayor interés, pues su tipificación autónoma y específi- 
ca, frente a la genérica del artículo 173 del Código Penal, 
sería muy conveniente, como hacen la mayoría de las legis- 
laciones, y favorecería el auxilio judicial internacional. 

d') Subtipos agravados que hay que incorporar a 
nuestra legislación. 

Las tipicidades agravadas, por su mayor reprochabili- 
dad, nuestra reforma de 1988 las amplió en un doble senti- 
do. Por una parte incorporó tres nuevos supuestos (adultera- 
ción de las sustancias, su facilitación a quienes estén en 



proceso de deshabituación o rehabilitación y que el autor 
fuere autoridad -números 4.", 5." y 7." del artículo 344 bis 
a). Por otra, se retocaron algunas de las que ya existían con' 
anterioridad para ampliar su ámbito punible, como sucede 
con la pertenencia a una organización -numero 6." del cita- 
do artículo 344 bis a)-, pues ahora se considera como tal, 
aunque tenga carácter transitorio y la finalidad de difundir 
las drogas sea ocasional. 

Se establece asimismo, inequívocamente y con carácter 
imperativo, una sobreagravación de segundo grado en los 
supuestos previstos en el artículo 344 bis b), aclarándose 
normativamente las dudas que en un sector de la doctrina se 
habían suscitado, antes de la reforma de 1988, sobre el ca- 
rácter acumulativo de los dos niveles agravatorios. 

Por su parte, el artículo 344 bis f) incluye la reincidencia 
internacional, coincidiendo con el artículo 3.5 h) de la Con- 
vención. 

Nuestro repertorio de subtipos agravados -y superagra- 
vados- es tan amplio que se ha llegado a escribir gue cons- 
tituyen la regla general y el tipo básico la excepción. 

Así y todo basta la simple lectura comparativa de los 
artículos 344 Eis a) y b) de nuestro Código Penal con al 
artículo 3.5 de la Convención para advertir que en éste se 
recogen algunos casos no contemplados en aquéllos, que 
son principalmente los tres siguientes: 

l." El recurso a la violencia o el empleo de ai,.,,, 
subapartado d) . 

2." La victirnización o utilización de menores -sub- 
apartado o-, que abarca por tanto no sólo las conductas en 
que los menores sean los destinatarios del tráfico ilícito, 
como se establece en nuestro artículo 344 bis a) l.", sino 
también su utilización para dicho tráfico, como sugiere la 
interesante Sentencia del Tribunal Supremo de 10 de octubre 
de 1989, aunque el supuesto dc hecho no era exactamente 
igual a la hipótesis aquí considerada. 

3." Cuando el delito se comete en un «centro asisten- 



cial» -subapartado g)-, que se añade a la lista de los 
casos previstos en el inciso último del citado artículo 344 
bis a) l." 

Otros supuestos de agravación no previstos en nuestra 
normativa vigente son la participación del delincuente en 
otras actividades delictivas internacionales organizadas o en 
otras actividades ilícitas cuya ejecución se vea facilitada por 
la comisión del delito -subapartados b) y c) del artículo 5 
de la Convención. 

b) El comiso. De la minuciosa regulación que el ar- 
tículo 5 de la Convención hace de esta materia hay que 
acotar tres temas: su contenido, la prescripción del secreto 
bancario y la posibilidad de invertir la carga de la prueba. 

a') Contenido del comiso: ámbito material. 

El artículo 5, incisos primero y sexto, impone a las par- 
tes la obligación de adoptar las medidas necesarias para au- 
torizar el comiso del producto -aunque se haya transforma- 
do o mezclado- o de bienes de un valor equivalente; y 
también el comiso de las drogas (estupefacientes y psicotró- 
picos) y el de los precursores (materiales y equipos y otros 
instrumentos). 

El párrafo 2 del citado artículo establece que las Partes 
han de adoptar las medidas necesarias para que sus autorida- 
des competentes puedan acordar el embargo preventivo de 
todo lo que es susceptible de comiso. 

El artículo 344 bis e) de nuestro Código Penal, que re- 
gula el comiso específico en materia de drogas, es de radio 
más amplio que el artículo 48 del mismo Código, que se 
refiere al comiso genérico, pues además de comprender los 
productos y los instrumentos del delito incluye también las 
ganancias «cualesquiera que sean las transformaciones que 
hubieren podido experimentar», extendi6ndose su ámbito 
material, en consecuencia, a toda clase de beneficios, direc- 
tos o indirectos, y al objeto que haya sustituido al inicial 



y sus transformaciones en cadena, es decir, el comiso subro- 
gatorio o de segundo grado. Por otro lado, el párrafo segun- 
do del citado artículo 344 bis e), atribuye a la autoridad 
judicial la posibilidad de acordar, desde el momento de las 
primeras diligencias, la aprehensión y puesta en depósito de 
los bienes, efectos o instrumentos «a fin de parantizar la 
efectividad del comiso». 

Anotemos ahora algunas observaciones desde el punto 
de vista de su adecuación completa a la Convención de Vie- 
na e incluso para su posiblé perfeccionamiento desde la 
perspectiva de nuestro propio ordenamiento. 

1 ." Una vez que se tipifiquen los «precurf en la 
forma expuesta hay que establecer el comiso de nos. 

2." El comiso de la droga siempre ha sido una laguna 
en nuestro sistema, que se ha obviado por la jurisprudencia 
y la doctrina considerándola como «cosa relacionadan con 
el delito (Consulta 211986, de la Fiscalía General del Esta- 
do). Ahora es ocasión propicia para precisarlo normativa- 
mente. 

3.a En el artículo 344 bis e) del Cód~go renal, a pesar 
de su amplitud, no está previsto el comiso de «bienes cuyo 
valor equivalga» al del producto, como establece el artícu- 
lo 5.1 a) de la Convención, salvo en el caso, ya comentado, 
de que los bienes se hayan transformado en otros. La fórmu- 
la del texto internacional es de más alcance, pues se refiere 
a cualesquiera otros bienes, provengan o no del delito, con 
el fin de asegurar la efectividad del comiso y de incidir más 
gravemente en el patrimonio del delincuente. 

4." El comiso tiene la naturaleza jurídica de «pena», 
aunque sea accesoria, incluida en la tabla del artículo 27 del 
Código Penal. Por eso está sometido a los principios de 
legalidad, personalidad e irretroactividad y sólo puede acor- 
darse, como establece el artículo 1." de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, en un proceso judicial 

Con la excepción, en efecto, del 1 8, el 
comiso siempre ha sido considerado como pena en nuestro 
Derecho desde el Código de 1822 hasta el vigente, incluidas 

L. 

Código 



las últimas reformas. Sólo la propuesta de Anteproyecto del 
nuevo Código Penal de 1983 lo extraía del arsenal de penas 
para enmarcarlo en un título independiente bajo la rúbrica 
general «De las consecuencias accesorias*, atribuyéndole 
naturaleza «sui generis~, lo que permitiría resolver, con cri- 
terio, más moderno y acorde con el Derecho comparado, 
muchos de los problemas que plantea hoy la figura del co- 
miso, entre otros, el de la posibilidad de que recaiga sobre 
bienes pertenecientes a un- tercero, cuando éste, v.g., ha 
facilitado el hecho por actuación imprudente, como estable- 
ce el artículo 74 a) del Código Penal alemán. 

La cuestión desborda el contenido de este escrito y habrá' 
que estar a lo que disponga el nuevo Código Penal. Basten 
ahor igerencias: a dos si 

- A i ~ n r  - ,,,,,que se mantuviera como pena sería conveniente 
atribuirle expresamente el carácter de medida cautelar cuan- 
do se acuerde provisionalmente, como se estableció para la 
privación del permiso de conducir, que estando incluida en- 
tre las penas del artículo 27, no se reputará como tal, con- 
forme al artículo 26.5.", ambos del Código Penal, cuando 
su privación se acuerde «durante el proceso», lo que hace 
aconsejable que se añadiera un párrafo sexto al artículo 26, 
para que estableciera lo mismo para el comiso provisional, 
al que se refiere el párrafo segundo del artículo 344 bis 3). 
- Atribuir a la Fiscalía Especial la facultad de acordar 

el comiso provisional de los bienes y activos objeto de la 
investigación prelimiar de actos de «blanqueo» -artículo 
18 bis 1.d) del Estatuto 'Orgánico del Ministerio Fiscal- 
para evitar su desaparición mientras la investigación se sus- 
tancia y sin perjuicio de su ulterior confirmación por la Au- 
toridad judicial. No parece que exista objeción constitucio- 
nal a esta iniciativa si se configura el comiso provisional 
como medida cautelar, pues como el Tribunal Consticuional 
ha declarado, las medidas cautelares son compatibles con la 
presunción de inocencia ( S .  108184, de 26 de noviembre, y 
A. 1.340187, de 9 de diciembre). 



5.a Tener presente el auxilio judicial internacional en 
esta materia en la forma prevista en el artículo 5.4 de la 
ConvenciC 

ción del ! secretc bancario. 

El artículo 5.3 de la Convención dispone que cada una 
de las Partes facultará a sus Tribunales u otras autoridades 
competentes «a ordenar la presentación o la incautación de 
documentos bancarios, financieros o comerciales». Las Par- 
tes -añade- «no podrán negarse a aplicar (estas) disposi- 
ciones amparándose en el secreto bancario». El artículo 7.5 
lo reitera al establ e «las Partes no invocarán el secre- 
to bancario para a prestar asistencia judicial recí- 
proca». 

Esta materia del secreto bancario no está regulada en 
nuestro Derecho por una ley general sino en normas secto- 
riales, lo que hace imprescidible recordar ahora la doctrina 
establecida por el Tribunal Constitucional en la importante 
sentencia 11011984, de 26 de noviembre, reiterada en otras 
resoluciones posteriores (Autos 642186, de 23 de julio, y 
982186, de 19 de noviembre). Puede resumirse como sigue: 

l." No existe en la Constitución Española una consa- 
gración explícita del secreto bancario, de tal suerte que su 
fundamento constitucional hay que incardinar10 en el dere- 
cho a la intimidad personal, que sí es expresamente recono- 
cido en el artículo 18.1 de la Constitución. 

2." Tal derecho, sin embargo, no es ilimitado, como 
ningún otro, justificándose los límites por la necesidad de 
proteger o preservar otros derechos constitucionales y otros 
bienes constitucionalmente protegidos. La propia Ley Orgá- 
nica 111982, de 5 de mayo, que desarrolla el citado artícu- 
lo 18.1 de la Constitución y regula la protección civil del 
derecho a la intimidad, establece en su artículo 8.1 que no se 
considerarán, con carácter general, intromisiones ilegítimas 



las actuaciones autorizadas o acordadas por la autoridad 
competente de acuerdo con la ley, debiéndose entender 
-precisa el Tribunal- que la ley sólo puede autorizar esas 
intromisiones por «imperativos de interés público». 

3." En tales casos -ley habilitante, autoridad compe- 
tente e interés público- las intromisiones en el derecho a la 
intimidad no constituyen «ingerencias arbitrarias o ilega- 
les», que es lo que prohíbe el artículo 17.1 del Pacto Inter- 
nacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 y, en con- 
secuencia, son constitucionalmente inobjetables, ante las 
que no puede oponerse el secreto bancario. 

Esta doctrina la estableció el Tribunal Constitucional en 
recursos de amparo en los que se cuestionaba la facultad de 
la Administración Tributaria para conocer el contenido y 
movimiento de cuentas bancarias, que había autorizado la 
ley 5011977, de 14 de noviembre. El Tribunal declaró que 
el secreto bancario no podía oponerse a la Administración 
porque ésta estaba habilitada, también desde el plano consti- 
tucional, para exigir determinados datos de la situación eco- 
nómica de los contribuyentes, exigencia que no sólo es pre- 
dicable de todos y cada uno de los ciudadanos, como sujetos 
pasivos del impuesto, sino tambien de los bancos y demás 
entidades crediticias que, por su función típica de interme- 
diarias en el área económica, pueden prestar una ayuda rele- 
vante en la tarea de alcanzar la equidad fiscal, que es un 
objetivo constitucional. 

La doctrina constitucional resumida es de indudable y 
específica aplicación, con más razón, si cabe, al proceso 
penal, aunque no se haya planteado hasta ahora-ningún 
asunto concreto ante el Tribunal Constitucional, que noso- 
tros sepamos. El secreto bancario, a nuestro juicio, sería 
siempre inviable. 

En la sustanciación de un proceso penal Ia autoridad ju- 
dicial dispone de las amplias facultades que le atribuye la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, y el citado artículo 344 
bis e) del Código Penal. 

Por lo que se refiere a la encuesta preliminar es a esta 



Fiscalía Especial a la que se le confiere en el citado artícu- 
lo 18 bis.1. d) del E.O.M.F. la función de «investigar la 
situación económica y patrimonial, así como las operacio- 
nes financieras y mercantiles de toda clase de personas res- 
pecto de las que existan indicios de que realizan o participan 
en actos de tráfico ilegal de drogas o de que pertenecen o 
auxilian a organizaciones que se dedican a dicho tráfico, 
pudiendo requerir de las Administraciones públicas, Entida- 
des, Sociedades y particulares las informaciones que estime 
precisas» (art. 18 bis. l. d) de la Ley 5011981, de 30 de 
diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal, incorporado al mismo por la Ley de 24 de marzo de 
1988). 

En las investigaciones en curso se han recabado por la 
Fiscalía de las entidades de crédito, en bastantes ocasiones, 
información sobre el estado. y movimiento de 'cuentas sin 
que, hasta ahora, se haya objetado, en nin&n caso, el secre- 
to bancario, que lógicamente no podría prosperar por la cla- 
ridad del mencionado artítulo 18 bis.1. d) y la doctrina 
constitucional aquí resumida. 

No obstante lo expuesto sería conveniente que se esta- 
bleciera normativamente la proscripción del secreto bancario 
como exige la Convención de Viena y el Proyecto de direc- 
tiva de la C.E.E. 

La Convención invita a las partes en el artículo 5.7." a 
considerar la posibilidad de invertir la carga de la pmeba 
respecto al origen lícito del producto o bienes sujetos a co- 
miso, siempre que ello sean compatible con su derecho in- 
temo. 

En nuestro sistema constitucional cualquier inversión de 
la carga de la prueba en un proceso penalsería contraria al 
derecho fundamental a la presunción de inocencia, garanti- 
zado por el artículo 24.2 de la Constitución Española. La 
jurisprudencia constitucional y ordinaria al respecto es tan 



numerosa como terminante y es ocioso citarla por sobrada- 
mente conocida. 

La inversión de la carga de la prueba, como sugiere la 
Convención, tanto si se establece en un proceso civil, para 
el ya condenado (como es, en parte, el sistema anglosajón. 
EE.UU e Inglaterra), o en un procedimiento de medidas de 
seguridad (como en el sistema italiano vigente) encontraría 
serias objeciones en nuestro ordenamiento interno, teniendo 
en cuenta la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, que 
ha declarado: 

1 .O Que la presunción de inocencia no se limita al cam- 
po penal «stricto sensu» sino a cualquier resolución, aunque 
sea de orden jurisdiccional no penal, o puramente adrninis- 
trativa, que se base en la condición o conducta de las perso- 
nas y pueda derivarse un resultado sancionatorio (aunque 
no sea penal) para las mismas, o restrictivo de sus derechos. 
(Sentencias 13/82, de 1 de abril, y 36/85, de 8 de marzo). 

2." Que las medidas de seguridad establecidas en la 
Ley de Peligrosidad y Rehabilitación Social de 4 de agosto 
de 1970, modificada por Ley de 28 de diciembre de 1978, 
sólo son constitucionalmente posibles si son postdelictuales 
a consecuencia de sentencia penal condenatoria. Las prede- 
lictuales y por los mismos hechos, como sucede con los 
previstos en el artículo 2.8 de la Ley de Peligrosidad, vulne- 
ran el principio de legalidad del artículo 25 de la Constitu- 
ción, en el que está comprendido, a pesar de su omisión 
textual, el principio «non bis in idem» y pueden vulnerar 
también la presunción de inocencia (SSTC. 159185, de 27 
de noviembre, 23/86, de 14 de febrero, y 21/87, de 19 de 
febrero). 

Respetando al máximo los límites establecidos en esa 
jurisprudencia constitucional se nos ofrece como una posible 
solución a este problema imponer a los delitos de tráfico 
ilegal de drogas o, al menos, al de blanqueo y al de recepta- 
ción del artículo 546 bis f) del Código Penal, además de las 
penas correspondientes, una medida de seguridad de carác- 



ter económico que abarcara todo el patrimonio del condena- 
do, adquirido por éste durante un determinado número de 
años anteriores a la comisión del hecho punible objeto de la 
condena (seis años en la legislación inglesa), sobre todo 
cuando el incremento patrimonial, por su elevada cuantía, 
no guarde proporción con los ingresos del sujeto. 

Tal medida, como postdelictual y en virtud de sentencia 
condenatoria sería constitucional, siempre que se estimara 
que no vulnera el principio de proporcionalidad de las penas 
(y de las medidas) que, en principio, no constituye un dere- 
cho fundamental y es competencia exclusiva del legislador 
(STC. 65/86, de 22 de mayo, F.J. 3). Si al así condenado 
se le da oportunidad de demostrar el origen lícito de los 
bienes de los que se les ha privado legítimamente por sen- 
tencia, es llano que no se violaría su derecho a la presunción 
de inocencia, puesto que ya ha sido condenado por otras 
pruebas. 

Otra alternativa sería elevar las multas ahora estableci- 
das en la normativa vigente, sobre todo para los grandes 
narcotraficantes, tanto más cuando el artículo 344 bis d) del 
Código Penal, establece como parámetros para determinar 
su cuantía el valor económico final del producto o el de la 
recompensa o ganancia obtenida por el reo o que hubiera 
podido obtener. Esta solución no resuelve el problema pero 
lo elude, consiguiendo los mismos objetivos de incidir enér- 
gicamente en el gran negocio del narcotráfico. 

La cuestión, en suma, de invertir la carga de la prueba 
es ardua y ha de debatirse en profundidad. 

En este breve análisis hemas dejado constancia del esta- 
do de dicha cuestión, desde una perspectiva constitucional, 
como pide la propia Convención de Viena, y sugerido algu- 
nas ideas para intentar resolverla en nuestro derecho interno. 

En estos días se ha dictado por el Tribunal Constitucio- 
nal la importante Sentencia de 26 de abril de 1990 declaran- 
do la constitucionalidad de la Ley 1011985, de 26 de abril, 
de modificación parcial de la Ley General Tributaria. 

La sentencia reitera, en el F.J. 8, que la presunción de 



inocencia rige sin excepciones en el ordenamiento sanciona- 
dor, sea penal o no, y que el artículo 24.2 de la Constitución 
rechaza tanto la responsabilidad presunta y objetiva como la 
inversión de la carga de la prueba en relación con el presu- 
puesto fáctico de la sanción. 

Pero también establece que no es inconstitucional atri- 
buir a las actas y diligencias de la Inspección Tributaria el 
valor de prueba «respecto de los hechos que motiven su 
formulación, salvo que se acredite lo contrario», por no 
constituir una presunción iuris et de iure. Dichas actuacio- 
nes administrativas -precisa el Tribunal- son susceptibles 
de valorarse como prueba de los hechos imputados, pudien- 
do servir para desvirtuar la presunción de inocencia. 

Para el asunto aquí examinado, mutatis mutandi, podría- 
mos decir: 

1 .O Sentencia condenatoria por tráfico de drogas, o blan- 
queo, constitucionalmente inobjetable por haberse producido 
en el proceso penal suficiente actividad probatoria de cargo. 

2." Aumento del patrimonio del condenado en los años 
anteriores a la comisión de : objeto de la sen- 
tencia. 

3.O Presunción iuris tunlum ut: que ei incremento patri- 
monial, aparentemente sin causa, proceda del delito y posi- 
bilidad ofrecida al condenado de destruir la presunción, 
acreditando su origen lícito. 

Desde estos presupuestos, articulados como medida de 
seguridad impuesta en una sentencia penal condenatoria o 
viabilizados, a partir de ella, en un proceso de medidas de 
seguridad, no se vulneraría el principio constitucional que 
interdicta la inversión de la carga de la prueba. 

c) Necesidad de incorporar al Código Penal la figura 
del «colaborador» aunque no sea exigencia de la Conven- 
ción de Viena. 
' La Ley penal no puede ser indiferente y no lo es ante 

comportamientos de los responsables de hechos delictivos 
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que redundan, de una u otra forma, en beneficio de los pro- 
pios intereses objetivos de la justicia. como son la averigua- 
ció :lito, la evitación o dis 1s efectos y 
el c miento de los autores. 

Nuestro Derecho Penal ha conocrao siempre la figura 
del arrepentimiento sea eficaz o ineficaz (arts. 3, a contra- 
rio, y 9.9." del Código Penal) y el Tribunal Constitucional 
ha proclamado la constitucionalidad de la atenuante, que no 
viola el derecho fundamental a no declarar o a no confesarse 
culpable reconocido en el artículo 24.2 de la Constitución 
(STC 75/87, de 25 de mayo, F.J. 2). 

Nuestro Código va más allá al esta ular 
tratamiento beneficioso para el delincuen ) 57 
bis b) relativo a los delitos relacionados con la actividad de 
bandas armadas o de elementos terroristas o rebeldes, en 
los que se valoran como circunstancias cualificadas para la 
individualización de la pe :omport )S positivos 
que en el precepto se des Y que P :onducir no 
sólo a la reducción de la pr;iia &o incluav a su remisión 
total en determinados casos, así como al favorecimiento de 
la obtención de la libertad condicional en los términos esta- 
blecidos en el artículo 98 bis que, lo mismo que el citado 
artículo 57 bis b), fué incorporado al Código Penal por la 
L.O. 311988, de 25 de mayo, tras la importante sentencia 
constitucional 199187, de 16 de diciembre, sobre la L.O. 
911984, de 26 de dicieml ar- 
tículo 57 bis b) se inscril itos 
de rebelión o sedic'l - 

El radii loso 
en su alca o 9 
sino que, además, no subordina sus efectos, como sucede 
en ésta, a ninguna condición temporal, como es que la con- 
ducta se produzca antes de conocer la apertura del procedi- 
miento judicial. La falta de este ~equisito temporal, como la 
de cualquier otro, puede superarse ciertamente por la vía de 
la atenuante por analogía (10." del artículo 9), que puede 
llegar a ser valorada como muy calificada con los beneficio- 
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sos efectos penológicos señalados en la regla 5.a del artícu- 
lo 61 del Código Penal, aunque para ello existan considera- 
bles dificultades técnicas, puestas de manifiesto, entre otras, 
por la STS de 27 de marzo de 1989, que hacen aconsejable, 
en definitiva, fórmulas específicas de atenuación e incluso 
de exención, como el propio legislador ha hecho en materia 
de terrorismo, favoreciendo conductas de colaboración efec- 
tiva con la justicia que hayan tenido particular trascendencia 
para identificar a los delincuentes, evitar el delito o impedir 
la actuación o el desarrollo del fenómeo terrorista, lo que 
explica -y justifica, porque la ratio es la misma- la con- 
veniencia de aplicar esta técnica a otros ámbitos de delin- 
cuencia organizada como el del tráfico ilegal de drogas, que 
constituye la más genuina y representativa expresión en todo 
el mundo de la moderna delincuencia asociada de carácter 
pluridelictual, que agrede no sólo la salud pública, sino las 
bases del siste nómico ropias instituciones de- 
mocráticas. 

En este OSLULU, drincado y alllGl~azador espacio delicti- 
vo de la droga son rarísimas las denuncias concretas de ciu- 
dadanos particulares, pero no es infrecuente que existan per- 
sonas implicadas en la trama delictiva que se muestran dis- 
puestas a colaborar con la justicia. Esta colaboración ha de 
tener, a nuestro juicio, relevancia jurídico-penal favorable, 
que sin llegar al modelo norteamericano de negociación o 
pacto (el llamado «plea bargaining), que si a en un 
sistema diferente al nuestro, llegue a equipar órmulas 
ya establecidas en el Derecho continental europeo, más afín 
al nuestro, como sucede en Alemania, Bélgica, Francia e 
Italia. 

Criterios para modular el alcance de un comportamiento 
activo de esta naturaleza serían la trascendencia de la cola- 
boración prestada para desarticular organizaciones de tráfico 
o blanqueo, el momento en que se realiza y la gravedad 
mayor o menor de los hechos imputados al colaborador, 
debiéndose valorar siempre en sede judicial, esto es, en el 
marco del proceso penal. 



D) Iniciativas de la Comunidad internacional sobre 
prevención del uso del sistema financiero en operaciones 
de blanqueo de ca 

a) Anteceden 

pitales. 

tP r 

a interr La conferenci iacional de las Naciones Unidas 
aprobó por unanimidad en 1987 un Plan Amplio y Multidis- 
ciplinario, que se plasmó en 35 objetivos. Algunas de sus 
recomendaciones se referían a las instituciones financieras 
en general y a los bancos en particular. 

Entresacamos sólo algunas. En el ob. 3 se lee: jetivo 2 

«Las asociaciones bancarias, las sociedades de inversión 
y otras instituciones análogas deben elaborar Códigos de 
conducta por los que sus propios miembros se comprometan 
a ayudar a las autoridades a detectar las ganancias derivadas 
de las actividades de tráfico ilícito». 

En el objetivo 17 se había dicho: 

«Toda modificación que sea preciso introducir en las le- 
yes sobre el secreto bancario y comercial debe hacerse de 
forma que   ermita descubrir delitos relacionados con las 
drogas. » 

Los criterios y las est :1 Plan Am- 
plio y Multidisciplinario c  te del «Có- 
digo de Conducta» de Basilea y de la Convención de Viena, 
aP1 :mbre de 1988. robados 
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Su Preámbulo puede resumirse como sigue: 

l." El sistema financiero en general y en particular el 
bancario pueden ser utilizados, sin ser conscientes de ello, 



para realizar actividades comúnmente conocidas como «bla- 
que0 de dinero», en operaciones de pago, transferencias o 
depósitos. 

2." El ia ha adquirido dimensión internacional 
y ha preocu] Consejo de Ministros de la C.E.E., que 
destacó en junio de 1980 la alta eficacia preventiva del siste- 
ma bancario, mediante una colaboración adecuada con las 
autoridades judiciales y policiales. 

3." Los órganos de control bancario no pueden ser in- 
diferentes a este problema y deben asumir la función general 
de promover principios éticos entre los bancos y otras enti- 
dades financieras, 1 or la pr a- 
bilidad de los mism 
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sobr, qincipio~ que se espera que 
se adhieran las instituciones financieras. En todo caso, sea 
cual sea la diferente situación juríd os distintos Esta- 
dos, se considera que la primera y lportante garantía 
contra el blanqueo de fondos es ia responsabilidad de la 
propia dirección de )r lo que las autoridades 
de los órganos de cc larán y promoverán entre 
todos lo bancos de sus hstados respectivos la adopción de 
prácticas y normativas coherentes con la declaración, con 
vista a su aceptación mundial, por lo que el texto de aquélla 
se re ! los órganos de control de otros Estac 

r ste preámbulo se formula una «Expo ge 
Prin~,,,,,,, que contiene cinco puntos que, en síntLUIU, bvn- 
tiene dones: 
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1 -. mjecivu runuamental es ia erradicación aei oian- 
que0 de fondos a través del sistema bancario, tanto nacional 
como internacional. 

2.a Los bancos deben desarrollar esfuerzos razonables 
para determinar la verdadera entidad de los clientes. 

3." Los bancos deben, asimismo, asegurarse del estric- 
to cumplimiento de las leyes y de que todas las operaciones 



se ajusten a patrones éticos, evitando las que no ofrecen 
garantía y vigilando la relación con los clientes. 

Los bancos, en resumen, deben seguir una política cohe- 
rente con estos principios y promover la adecuada informa- 
ción -y formación- de los cuadros de sus plantillas. 
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Sobre 1 rención ) en 
operaciones de blaqueo de capitales», la Dirección General 
de Instituciones Financieras y Derecho de Sociedades de la 
C.E.E. ha celebrado en Bruselas dos sesiones de trabajo, a 
niv .pertos, en octubre de 1988 y noviembre de 1989, 
Par rar una decisión institucional sobre este importan- 
te L C I I I ~  ulie Dodría revestir la forma de recomendación o 
diri sen- 
tan mía 
y hacienaa y ael Banco ae cspai 

Los trabajos se han centrado análisis del «blan- 
queo de capitales» y su objetivo 1 por decirlo en una 
palabra, la ~lasmación, con mediuao bularetas, de los prin- 
cipios étic Zódigo de Basilea, que se ha concretado 
en un pro: : Directiva, presentado por la Comisión, 
para que sea aaoptada por el Consejo de las Comunidades 
Europeas, que contiene diez artículos, con medidas de ex- 
traordinaria importancia, que los Estados miembros han de 
adoptar, lo más tardar, el 1 de enero de 1992, debiendo 
comunicar a la Comisión el texto de las disposiciones bási- 
cas de Derecho interno que adopten en el ámbito regulado 
por la Dirí 

d) La Convencidn de Viena 

En su Preámbulo está escriti alud 
pública la que está en juego en determinadas intracciones de 

o que r 



tráfico de drogas, pues «socavan las economías lícitas y 
amenazan la estabilidad y la soberanía de los Estados» y les 
permite, en su forma de organizaciones transnacionales, 
«invadir, contaminar y corromper las estructuras de la Ad- 
ministración pública, las actividades comerciales y jinan- 
cieras lícitas y la sociedad a todos sus niveles». 

Las líneas básicas de actuación que en el texto se dibu- 
jan son, en síntesis, las dos siguiente<. 

niento ;mos de auxilio 1. " Perfecciona1 
judicial internacional. 

2." Implantación de severas medidas contra el gran ne- 
gocio del narcotráfico, tipificándose por primera vez en un 
texto internacional el delito de blanqueo de fondos proce- 
dentes de esa ilícita actividad, con rigurosa regulación del 
comiso de bienes y la prescripción del secreto bancario, en 
la investigación para descubrirlo, tanto en el plano nacional 
como en el del auxilio judicial internacional, en los términos 
que ampliamente se han expuesto en otro epígrafe de esta 
Memr" - 

La iniciativa para la creación del «Grupo de acción fi- 
nanciera sobre el blanqueo de dinero» -conocida por «Task 
Force»- fue tomada en julio de 1989, como es sabido, por 
los representantes de Estado y de Gobierno de los siete paí- 
ses más industrializados del mundo y el Presidente de la 
Comisión de las Comunidades Europeas, incorporándose al 
mismo, desde el principio, otros ocho países, entre ellos 
España. 

En las seis reuniones celebradas, en las que han partici- 
pado más de 150 expertos de los países miembros, de la 
C.E.E., del I.M.F. y del B.I.S., se ha profundizado la Con- 
vención de Viena con la finalidad de que su desarrollo nor- 
mativo se haga en los diferentes Estados de la manera más 



homogénea posible para conseguir, entre otros objetivos, 
erradicar el blanqueo. 

Respetando la confidencialidad de los trabajos, en los 
que también estuvo presente esta Fiscalía, formando parte 
de la delegación española, puede decirse que se han analiza- 
do numerosas cuestiones en tres subgrupos o ponencias, que 
se han concretado en cuarenta recomendaciones, insistién- 
dose reiteradamente en la fundamental trascendencia que 
tiene en esta materia la colaboración activa de los bancos y, 
en general, de las entidades financieras. 

Por la excepcional importancia del problema, que pre- 
ocupa profundamente a la comunidad internacional y a nues- 
tra opinión pública, de la que se hacen eco continuamente 
los medios de comunicación social, parece conveniente-que 
se tomaran cuanto antes algunas iniciativas al respecto en la 
línea de los textos internacionales aquí resumidos, que se 
plasmaran en normas concretas de nuestro Derecho interno 
que, por lo demás, serán de obligado cumplimiento cuando 
entre en vigor la mencionada Directiva de la CEE. 

F) FISCAL~S DE LOS 1 RIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA 

Aun cuando no todas las M< Fiscalías de 
los Tribunales Superiores de J u s ~ i ~ a  acomodan a la idea 
expresada en la Instrucción de 17-7-1989, en e o de 
que debían elaborar la Memoria de la Comunida~ loma 
respectiva cuando estuvieran integradas por vanas provin- 
cias, se recogen aquí, en síntesis apretada, algunos datos 
relacionados con la evolución de la criminalidad la actividad 
del Ministerio Fiscal y la de órganos jurisdiccionales. 

1 sentid 
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la más extensa sino también la mas poblada en términos 



absolutos de España. Como los datos suministrados a efec- 
tos estadísticos son la totalidad de los procedimientos, ellos 
serán los tenidos en cuenta para valorar la evolución de la 
criminalidad y no sólo las diligencias previas, el índice pon- 
derado con preferencia. 

La Fiscalía de Granada recoge en 1989 un total de 
38.469 procedimientos por razón de delito, con una progre- 
sividad delictiva de 5,68% respecto al año precedente. El 
tráfico de drogas representa sólo el 3,45% del conjunto. Los 
delitos contra la propiedad sumaron 25.162, lo que supone 
el 65% de toda la delincuencia detectada, correspondiendo 
en mayor medida a lo robos con fuerza, que llegan al 52% 
del conjunto de la delincuencia contra la propiedad, y lo 
robos con violencia, con un ascenso preocupante, se sitúan 
en el 16,50% de aquel género de criminalidad. Se contabili- 
zaron 3.679 procedimientos por delitos contra la vida y la 
integridad física, que implican un 930% del complejo de- 
lictivo, porcentaje ciertamente alto, y en el que destacan las 
lesiones, que ascendieron a 3.573 supuestos, en tanto que 
los homicidios en sus distintas formas llegaron a 17. Hubo 
77 procesos por violación y 266 agresiones sexuales de na- 
turaleza distinta. Resaltar que Granada capital produce el 
75% de la delincuencia de toda la provincia. 

La evolución de la criminalidad en Sevilla ascendió a 
un conjunto de 89.878 procedimientos penales por delito, 
que supone un incremento aproximado del 13% en el con- 
junto de la delincuencia registrada, atendiendo sobre todo a 
las diligencias previas, que mientras en 1988 fueron 76.030 
en 1989 ascendieron a 87.175. En la curva ascendente figu- 
ran sobre todo los delitos de robo con fuerza, en tanto que 
los violentos permanecen estables y sin incremento alguno. 
Es alentador,.por otra parte, que violencia dirigida a la Au- 
toridad y sus agentes, por vía de atentado, haya disminuido 
considerablemente y, a la inversa, preocupante el aumento 
de los delitos de tráfico de drogas, en cuantía de un 30% 
(1 .O10 procedimientos en 1988 por 1.365 en 1989). 

La Fiscalía de Huelva produjo una contabilización 
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de 19.389 procedimientos penales por delito en 1989. Ello 
supone un incremento del 6% con relación al año precen- 
dente. Se incrementaron los delitos de robo, tráfico de dro- 
gas y lesiones. Los delitos de robo con fuerza en las cosas, 
al integrarse en 8.283 causas criminales, representaron por 
sí solos el 42,72% del conjunto delictivo. Disminuyeron los 
robos con violencia e intimidación en más del 20% en rela- 
ción al año anterior. Se observa un gran incremento en los 
delitos de lesiones, en porcentaje del 81,30% 

La Fiscalía de Córdoba demuestra cómo las artas 
partes de los procedimientos penales incoados en 1989 co- 
rresponden a delitos contra la propiedad y, entre eIIos, más 
del 50% hacen referencia a robos con fuerza en las cosas, 
en tanto que los robos con violencia o intimidación se sitúan 
sobre el 10% de las causa iciadas. Se incoaron 22.768 
procedimientos, con un i~ l~ . lwi l~n to  anual que, por conse- 
cuencia de esta clase de delitos, se sitúa por encima del 
lo%, pero son los delitos contra las personas lo que, preo- 
cupantemente, mantienen una constante alta, sin que pueda 
afirmarse, afortunadamente, otro tanto de los delitos de trá- 
fico de drogas, que se centra en las Llamadas «blandas». 

La Fiscalía de Jaén determina que son 15.939 los proce- 
dimientos anuales por delito, sobre los 14.767 del año ante- 
rior, lo cual supone un incremento del 7,36%. 

Destaca el incremento del tráfico de drogas con 363 cau- 
sas y un 20% de 3, así como los robos, que pasaron 
de ser 5.265 caus 188 a 5.668 en 1989, con incremen- 
to del 7,22%, y que suponen el 35% del conjunto delictivo, 
siendo muy superiores los de robo con fuerza (5.319) a los 
de violencia o intimidación (349). 

La Fiscalía de Málaga continúa demostrado que es, sin 
duda alguna, de las más importantes del temtorio nacional 
y a sus tradicionales competencias penales-civiles, ha veni- 
do a añadir las de sus dos Salas del Tribunal Superior de 
Justicia en materia contencioso-administrativa y social, ha- 
biendo ingresado a lo largo del año 1922 y 340 asuntos, 
respectivamnte, en estos dos órdenes jurisdiccionales, lo 



que exige un incremento de plantilla para evitar atrasos que 
ya se producen, dado que es mínima la composición de Ma- 
gistrados en una y otra Sala. 

La evolución de la criminalidad arroja un total de 72.5 14 
procedimientos penales por delito, que en relación con el 
año precedente supone un incremento en la delincuencia re- 
gistrada judicialmente del 3,51%, ya que en 1988 se incoa- 
ron 69.970 causas criminales. Los robos alcanzan el 50% 
de la delincuencia y su crecimiento se sitúa en el 5,64%. El 
tráfico de drogas se incrementa en un 30%, coincidiendo 
con el ascenso experimentado en Sevilla, en tanto que tam- 
bién se observa una regresión en los atentados y decrecen, 
igualmente, los delitos contra la libertad sexual. 

La «inseguridad» se manifiesta en Málaga, sobre todo, en 
los robos, con ascenso tanto en los que lo son con violencia 
como en los de fuerza en las cosas (respectivamente, 25.962 
y 1 1 .O09 procedimientos). Desgraciadamente sigue siendo 
esta provincia, en términos relativos, pionera en esta clase de 
delitos. No llega a comprenderse cómo una ciudad que supe- 
ra el medio millon de habitantes, que se extiende a lo largo 
de la costa unos diez kilómetros y facilita tanto la evasión y 
ocultación, por lo tanto, del delito, no cuenta con unos efec- 
tivos policiales de seguridad mayores y más visibles. 

La Fiscalía de Almería detecta 19.590 procedimientos 
penales por delito, con un incremento del 14,88% respecto 
del año precedene. Los delitos contra las personas se dupli- 
can y también evolucionan al alza los delitos contra la liber- 
tad sexual. En cambio, continuan estables las cifras de la 
delincuencia c 1 propiedad, que representa el 70% del 
conjunto. Tan : estabilizan los atentados y resisten- 
cias. Pero es cunoso que en esta provincia haya llegado un 
aumento de los delitos de robo con violencia e intimidación 
en tanto que los que son con fuerza en las cosas se mantie- 
nen sin oscilaciones apreciables, así como disminuyen los 
delitos de tráfico de drogas, lo que se achaca por el Fiscal 
Jefe a la eficacia y prevención de las operaciones policiales 
anti-droga. Tras Cádiz y Málaga, las aprehensiones de ha- 
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chís más importantes se han realizado, pese a todo, en Al- 
mería por el intento sucesivo de introducción de esta droga 
desde el cercano Marruecos y, sobre todo, desde Melilla 
ciudad que sirve de catapulta de esta clase de delitos hacia 
Aimería y Málaga, al igual que Ceuta lo hace respecto de 
Cádiz y Algeciras. 

La Fiscalía de Cádi ~eferencia a un [o de 
43.707 procedimientos pr;lialr;a por delito, d t  dales  
39.529 corresponden a Diligencias previas. Es de destacar 
en esta Fiscalía el enorme cúmulo de juicios de faltas, ya 
que, entre las ingresadas en el año y las arrastradas del año 
precedente, han alcanzado la cifra sorprendente y preocu- 
pante de 76.555 expedientes, y si se tiene en cuenta que se 
celebraron en 1989 poco más de 15.000 juicios, es de resal- 
tar que todavía habría que esperar largo tiempo para desem- 
barazarse de tanto atraso, sin que pueda culminarse la orga- 
nización de la Ley de Demarcación y Planta en su aspecto 
competencia1 a lo largo del presente año, visto lo abultado 
del volumen de juicios pendientes aún por celebrar. 

Resumiendo los procedimientos inc el si- 
guiente cuadro y su progresividad: 
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Sevilla . . . . . .  . . . . .  
Málaga . . . . .  . . . . .  ,5 1 
Cádiz . . . . . . . . . . . . . . . .  - , d . j  ,50 
Granada 1.69 3,68 
Córdoba 768 1 O 
Almería . . . . . . . . . . . . . .  1 7  .j90 14,88 
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:iincuencia registraaa en ~naalucía  viene a repre- 
sentar aproximadamente el 20% del conjunto nacional. Uno 



de cada cinco delitos cometicos en España se ha perpetrado, 
necesariamente, en territorio andaluz. Curiosamente, resulta 
nivelada esta proporcionalidad con la referida a las cifras de 
población, ya que si en Andalucía residen aproximadamente 
ocho millones de personas, esto supone también un 20% de 
la población nacional. Por todo elio, puede concluirse que 
en la Comunidad Autónoma se producen los niveles medios 
de la delincuencia española, sin oscilaciones respecto del 
total nacional. 

Ahora bien, dentro del territorio, unas provincias repre- 
sentan cotas criminales muy superiores a otras. No es de 
extrañar que así suceda con Sevilla y Málaga, que se en- 
cuentran a la cabeza, debido sin duda a ser las zonas más 
pobladas y en las que el movimiento de población y el turis- 
mo alcanzan mayor importancia. Sin embargo, Jaén, que 
no es precisamente la provincia menos extensa ni menos 
poblada, se encuentra en el último lugar en cuanto a volu- 
men de delincuencia, detrás de Huelva y Almería. 

El mayor incremento delictivo correspondió a Almería 
(14,88%) y Sevilla (13%), y el menor a Granada (5,68%) y 
Málaga (3,51%), siendo la media de progresión del 8,75%. 

Destacan, ante todo, los delitos contra la propiedad y, 
dentro de ellos, los de robo con fuerza en las cosas, Se 
observa, con excepciones notables como la de Sevilla, un 
incremento en los robos violentos e intimidatorios, especial- 
mente en Málaga y Granada. El tráfico de drogas casi se 
circunscribe a Cádiz, Málaga y Sevilla, y es casi inaprecia- 
ble en Córdoba, y recae preferentemente sobre drogas que 
no causan grave daño a la salud en Almería y Granada. 

ragón. 

Las diligencias previas iniciadas en ~ a g ó n  durante el 
año 1989 ascendieron a 33.793, por 33.079 en 1988, con 
un aumento del 2,15%. A Zaragoza correspondieron 
25.877, 5.103 a Huesca y a Teme1 2.813. 



Los delitos contra la propiedad han pasado de 19.525 en 
1988 hasta 20.581, cifra sin embargo muy inferior a la de 
los años 1986 (23.744) y 1987 (24.229). 

Los delitos contra personas sí han tenido un notable as- 
censo, de 3.378 a 4.920, lo que supone un 45,75%. 

En Zaragoza capital hubo ocho homicidios, 50 robos en 
Bancos y 584 robos con intimidación en otros locales. 

Los procesos por separación y divorcio en los últimos 
cinco años han sido los siguientes: 

1985, 580 separaciones y 397 divorcios. 
1986, 703 separaciones y 446 divorcios. 
1987, 737 separaciones y 495 divorcios. 
1988, 809 separaciones y 450 divorci 
1989, 864 separaciones y 601 divorci 

OS. 

OS. 

La progresión ha sido siempre creciente en los años an- 
tes señalados. 

El Ministerio Fiscal emitió un total de 79.609 dictáme- 
nes (61.028 en Zaragoza, 11.782 en Huesca y 6.799 en 
Teruel), asistió a 1.656 vistas y a 9.914 juicios orales, de 
ellos en Teruel sólo 225. 

Las diligencias previas iniciadas en los Juzgados de Ins- 
trucción fueron 26.442, por 23.392 en 1988. El aumento de 
3.050 representa el 13,03%. 

El aumento considerable de lc s contra la propie- 
dad ha absorbido con creces la di ón de los seguidos 
por imprudencia de vehículos de motor, que se han situado 
en una cifra inferior en casi un 50% a la del año anterior. 
Los procedimientos por delitos contra la salud pública han 
disminuido, de 1.333 a 1.238. 

Los procesos por faltas iniciac 152, de los 
que 11.239 concluyeron por s e n ~ c ~ i ~ ~ a , ,  U, la, que 7.156 
fueron condenatorias. 
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La Audiencia Provincial dictó 963 sentencias, de ellas 
98 derivadas de procedimientos abreviados. En 1988 las 
sentencias fueron 666. Hay así un aumentl 7% de la 
actividad sentenciadora. El 15% son absolu Zn apela- 
ción se dictaron 287. 

Las sentencias penales de los Juzgados ascendieron a 
691, por 1.753 en 1988, un 61% menos. Aparte otras más 
generales que afectaron a la totalidad del temtorio nacional, 
debe señalarse para Asturias la incidencia de un factor su- 
plementario contributivo a que el descenso en este territorio 
sea de mayores proporciones, como es la huelga mantenida 
por los Letrados del turno de oficio. 

El número de dictámenes emitidos por el Ministerio Fis- 
cal superó los 50.000, con exclusión de los escritos de cali- 
ficación. Estos han sumado 1.947, apreciándose un descen- 
so notable -demasiado para ser lógico- respecto a los 
3.215 registrados en 1988. Cierto que la modificación del 
Código Penal en materia de imprudencia ha venido a despe- 
nalizar muchos hechos por losque se seguía 
penal, pero esto sólo no puede absorber una diferencia tan 
notable. Quizá los factores de incidencia más importantes 
hayan estribado, de un lado, en la ralentización de los Juz- 
gados de Instrucción en la tramitación de las causas con 
vistas a la puesta en funcionamiento de los Juzgados de lo 
Penal, y de otro, en la posición adoptada por los Abogados 
de oficio, inactivos, como : jo., por icaciones 
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profesionales. 
Los juicios orales celebrados fueron 1.654 y las vistas 
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LI iales en esta Cc d Autónoma han 
aumeriLauu eii riuiiicro durante el ario 1709. Si bien en el 
año 1 un 20%, durante el últi- 
mo a uar en tomo a un 18%, 
distribuido de la siguiente íorma: 



Año 1988 Año 1989 

Diligencias previa 50.984 59.761 
Diligencias prepa 354 68 
Procedimiento L. iu~rru . . . . . 3.188 387 
Prc vnto abreviado . . . . - I 

Su urgencia . . . . . . . .  996 I 
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Durante los últimos años, se viene produciendo en esta 
Comunidad Autónoma un aumento considerable. Así duran- 
te el año 1987 se produjeron 22.163 delitos de robo y 5.53 1 
de hurto, disminuyendo los delitos de robo durante 1988 en 
un 8% aproximadamente y los de hurto en un 20%. Por el 
contrario, durante el año 1989 se ha producido un considera- 
ble éndose registrado la cifra de ; íeli- 
tos )2 de hurto. 
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Han disminuido de una forma considerable, ya que 
mientras en el año 1988 se produjeron 7.668, en el ejercicio 
de 1989 se han reducido a 1.922, correspondiendo de éstos 
25 19 del año 1988, así c i los 
del ninución ha sido irnpoi mes 
en ei ano ir8Y se produjeron 1.922, contra los 7.668 
de 1988. 
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3. Delitos contra la libertad sexual. 

En este apartado también se ha producido un aumento, 
pues de los 190 hechos denunciados en 1988, se ha aumen- 
tado en 1989 a 253 asuntos, de los que 106 corresponden al 
delito de violación, por lo que se ha producido un aumento 
de más de un 100%, ya que en 1988 se denunciaron 51 
violaciones. 

Además de haber aumentado el número de procedimien- 
tos, se ha producido un aumento en lo que respecta al delito 
de tráfico de drogas, habiéndose registrado en 1989 un total 
de 687 asuntos, lo que supone un aumento de un 35% res- 
pecto del año anterio 

5. Canarias 

El total de u i i i p i i b i a n  p I ~ ~ i a ~  inibiauaa bii u a a  2almas y 
Santa Cruz de Tenerife sumaron 84.222, mientras que en 
1988 habían sido 75.950, lo que supone un incremento del 
10,89%. Pero mientras el aumento de Las Palmas es discre- 
to, el 3,69% (se pasa de 44.526 a 46.170 diligencias pre- 
vias), en Tenerife es el 21,09% (se pasa de 31.424 a 
38.052). 

La mayor parte de los procedimientos correspondientes 
a Las Palmas lo fueron por delitos contra la propiedad, 
30.895, el 66,91%. Los robos en total sumaron 19.969 pro- 
cedimientos; los robos con intimidación, 3.627 por 5.512 
en 1988. Las diligencias previas por lesiones fueron 4.639. 
Los ataques a la libertad sexual, 472, de ellos 104 violacio- 
nes. Los procesos por tráfico de drogas, 1.784. 

En Tenerife la capital de la provincia es la que da el 
mayor número de procedimientos incoados (13.923), segui- 



do de la zona de turismo del sur en Granadilla (9.570) y La 
Laguna (5.742), representando estas tres zonas el 76.82% 
de los procedimie ntos. 

Canta bria. 

El número de diligencias previas incoadas en 1989 se 
eleva a 20.343, por 14.661 en 1988; estos 5.682 procedi- 
mientos más en el año al que se refieren los datos estadísti- 
cos supone un incremento del 38,75%. A destacar que en 
los Juzgados de la capital se iniciaron 11 S59 de estos pro- 
cedimientos, es el 56,82% del total. 

Por delitos contra labpropiedad se procedió a la apertura 
de 13.089 causas, el 64,35% de las iniciadas. El porcentaje 
estirnativo entre delincuencia y droga se halla entre el 60 y 
el 80% de los delitos contra la propiedad. Es de notar que 
por primera vez desde hace muchos años existe un descenso 
en los delitos de robo con violencia o intimidación, aproxi- 
madamente un 6%. La causa de este descenso es esta: des- 
graciadamente no es mayor sensibilización social, sino que 
los establecimientos penitenciarios están casi al tope de de- 
linl contra la propiedad y r edi- 
dar guridad ciudadana. Di 274 
causas tramitadas por incendios forestales, cuando en 1988 
fueron 255. 

Los delitos contra las personas expenmentaron un consi- 
derable aumento. Frente a los 686 procedimientos del año 
anterior, en 1989 han sido 1.773. De ellos 3 lo han sido por 
homicidio y 1.750 por lesiones. 

Los delitos contra la libertad sexual han observado en 
general una línea ascendente. Si el pasado año tuvieron lu- 
gar 93 procedimientos, en 1989 se iniciaron 116, de los 
cuales 32 se debieron a denuncia elitos de violación, 
5 menos que en 1988. 

Han sido 128 los procedimientos incoados por delitos 
contra el honor, 87 más que en 1988. La razón de ese incre- 

cuentes 
j de se 

mento c 
tambiér 

le las m 
i las 1. 

1s por di 



y León. 

scal em .. 

en los I 

mento está, se dice, como es habitual en esta Comunidad, 
en las discrepancias políticas entre los distintos grupos, que 
acuden con más frecuencia que la deseada a los insultos y 
agresiones que se producen nedios de comunicación 
social. 

Por delitos contra la salud pública ha habido 885 proce- 
dimientos, de los cuales corresponden 874 a diligencias por 
tráfico de drogas. Por estos delitos se dictaron 79 sentencias 
condenatorias y 28 absolutorias. 

Los procesos por delitos contra la Administración de 
Justicia ascendieron a 148,.60 más que el pasado año; den- 
tro de ellos el mayor número corresponde al quebrantamien- 
to de condena, por existir un conocido Centro de cumpli- 
miento en el que algunos internos al disfrutar de permisos 
de salida no se reintegran. 

Los procedimientos por! i 10.024. 
Se resolvieron por sentencia 6.267 y uuaa Lr;aolucione~ 
5.545. Las sentenci: s fueron 3.256 )- 

solutonas 3 .O1 l. 
La Audiencia Provinciai dictó 422 sentencias y los Juz- 

gados por delitos 570. El 21,09% de las dictadas por la 
Audiencia fueron absolutonas y el 14,56% de las proceden- 
tes de los Juzgados. 

El Ministerio Fi! e 27.658 
dictámenes, corresponaienao ~ 1 . ~ 3 4  a acruaciones pe- 
nales 

La roraiidad de ailigencias previas iniciadas en esta Co- 
munidad Autónoma es de 71.692. El número de estos proce- 
dimientos en 1988 fueron 59.015, lo que representa un au- 
mento del 21,48%. Es de destacar el aumento considerable 
en Burgos, en Valladolid y en Zamora y la disminución en 
Avila y Soria. He aquí los datos comparativos de la evolu- 
ción de las diligencias previas en 1988 y 1989: 



ño 1988 Año 1989 % 

B U I ~ U ~  . . . . . .  9.876 
Valladolid 1.661 
Avila . . .  . . . .  3.933 
Segovia . 3.042 
Soria . . .  1.598 
Salamanca 8.584 
Palencia . . . . . . . . .  4.272 
León . . . . . . . . . . .  10.636 
Zamora . . . . . . . . .  5.413 

:os que 
, . .  

que las 

Entre los delii han sufrido un claro aumento en 
Burgos se hallan las lesiones, que pasaron de 741 a 1.235; 
los robos con fuerza, de 4.112 a 4.945; utilización ilegítima 
de vehículo de motor, de 633 a 1.130; las imprudencias con 
ocasión de la circulación, de 2.305 a 3.71 1. Todos ellos 
suman 3.230 procedimientos, que suponen el 59,03 del total 
del aumento. A destacar que los robos con violencia o inti- 
midación bajaron de 539 a 270 y ; violaciones subie- 
ron d e 5  a 11. 

Los dictámenes emitidos por el Ministerio Fiscal suman 
21.939, 959 juicios orales y vistas; los juicios de faltas, 
5.547. Las incapacitaciones experimentaron un notable au- 
mento, de 176 a 564. 

En Valladolid es de destacar el considerable aumento de 
los procedimientos por lesiones, que pasaron de 682 en 
1988 a 3.022 en 1989, es decir, 2.340 más, que suponen 
el 56,34% del incremento de la actividad delictiva provin- 
cial. Las violencias y agresiones sexuales dieron lugar a 106 
procedimientos, 24 más que en 1988. Los robos en general 
se estabilizan, con leve disminución en 1989 (5.765 por 
5.787 en 1988): si bien los violentos aumentan ligeramente 
83 más en 1989. 
Los asuntos despachados por los Fiscales fueron 42.008 por 

31.107 en 1988, un 35% más. De igual modo los juicios ora- 
les y vistas pasaron de 2.390 a 4.5 12, representativo del 88%. 



Destacar en León que de las 11.927 diligencias previas 
5.684 fueron sobreseídas por ser desconocidos los autores 
del hecho, que los delitos patrimoniales tuvieron un claro 
aumento representando el 57,50% de la delincuencia. Los 
dictámenes emitidos por el Ministerio Fiscal fueron 30.066 
por 18.483 en 1988 

previas en Zam ora tien1 El gran aumenta ti- 
ficación en las numerosas que se incoaron con motivo de 
los multitudinarios cortes de carreteras protagonizados por 
los agricultores. Con carácter específico destacan los au- 
mentos de los delitos de atentado, desórdenes públicos y 
tráfico de drogas; por el contrario, sufren descenso los deli- 
tos de robo con violencia o intimidación y las estafas. 
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En Salan )S delito :presentan 
el 69,73% d lincuenc intimida- 
ción disminuyeron el 35%, de 5 1 8  a 3 18 en l Y 8 Y .  Los deli- 
tos contra las personas suman 528 y los de violación 17, 
por 13 en 1988. Del total de las causas tramitadas corres- 
ponden a los Juzgac a capital el 81,86%. los de 1; 

igencias De las 1.587 di1 ; previas de Soria 776 correspon- 
den a delitos contra la propiedad y 550 por imprudencia con 
motivo de la circulación. Por los demás delitos se incoaron 
261 diligencias, de las que 110 corresponden a delitos con- 
tra las personas. Los robos con intimidación en toda la pro- 
vincia fueron 9. Las sentencias dictadas por la Audiencia, 
22, y la de los Juzgados, 143. 

En Avila los delitos contra la propiedad disminuyeron 
desde 2.81 1 hasta 1.806. También disminuyen de 155 a 
129. Sin embargo aumentan los delitos contra la libertad 
sexual de 9 a 12. 

De las 4.634 diligencias previas correspondientes a Pa- 
lencia 3.423 se incoaron en los Juzgados de la capital. Au- 
mentan los delitos de lesiones desde 235 a 348 y contra la 
libertad sexual de 26 a 38. Han disminuido los delitos contra 
la propiedad de 2.368 a 2.271. 



8. Comunidad Castilla-La Mai 

Como dato de interés, desde la creación del Tribunal 
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha y la desaparición 
de la Audiencia Territorial de Albacete, se ha producido la 
creación del Tribunal Superior de Justicia de Murcia y la 
integración en el de Castilla-La Mancha de las provincias 
de Guadalajara y Toledo, por lo que éste ha aumentado su 
ex geográ ro ha disminuido en 372.480 habi- 
ta que del ser tenido en cuenta en lo que res- 
pecta a ia evoluclon ae la criminalidad. 
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aumento 20% aproximadamente tanto f .obos 
con fuerza en las cosas como en los robos con intimaación, 
a excepción de la provincia de Toledo, en la que se ha pro- 
ducido un descenso, de manera que de 148 robos con intimi- 
dación en 1988, ha disminuído a 125, y de 4.553 robos con 
fuerza ha descendido a 3.670 hechos delictivos. Por el con- 
trario, en lo que respecta a los hurtos el aumento se ha 
producidc rovincias incluida la de Toledo. as las p. 

ontra la 

~roducid 
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vida y la integridad física. 

En este apartado se ha producido un ligero aumento en 
todo el temtorio de la Comunidad, totalizándose 41 homici- 
dios, es decir, 20 más que en el año 1988. 

En cuanto a las lesiones, se ha producido un aumento 
considerable, a excepción de la provincia de Toledo, en la 
que ha disminuido también un 20% respecto del año ante- 
rior. 



3. Delito con'tra la libertad sexual. 

En lo que respecta a su forma más grave, la violación, 
en la provincia de Albacete se ha producido una disrninu- 
ción de 16 a 2, disminuyendo sensiblemente también en la 
provincia de Ciudad Real, al contrario que en Cuenca, Gua- 
dalajara y Toledo, que se ha producido un ligero aumento. 

4 ico ilegal de drogas. 

A GAbLrción de la provincia de Ciudad Real, en la que 
se ha producido una disminución de 198 a 177 asuntos, en 
las demás ha habido un sensible aumento en el número de 
hechos delictivos, que se puede situar en torno al 15%. 

Como asunto de interés, se registraron 46 denuncias por 
incendios forestales, no habiendo registrado ninguno las 
provincias de Ciudad Real y Guadalajara. 

9. Cataluña. 

El movimiento de causas penales ha de centrarse espe- 
cialmente en la incoación de diligencias previas. Su volu- 
men en Barcelona ha sido el siguiente en relación con los 
años anteriores: 

. . . . . . . . . . . . .  1987 178.294 
1988 . . . . . . . . . . . . .  191.578 
1989 . . . . . . . . . . . . .  230.939 

Ello representa .el aumento de 39.36 1 procedimientos 
por diligencias previas, equivalentes a un 20,54%. Es signi- 
ficativo que el 59% de los procesos iniciados (138.61 1) se 
sobreseen por falta de autor conocido, dato expresivo sobre 
las insuficiencias de los sistemas policial y judicial, que, 
lógicamente, genera en los ciudadanos desconfianza hacia 
la Administración de Justicia. 

La evolución de las sentencias dictadas sin distinguir la 
clase de procedimientos fue la siguiente: 
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gados de lo Penal, sobre todo teniendo en cuenta que los 
escritos de acusación han seguido incrementándose, hasta 
alcanzar en los procedimientos que son competencia de los 
Juzgados la cifra de 9.048, que unidos a los formulados 
ante la Audiencia (5.115) hacen un total de 14.163 califica- 
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La reforma del Título III del Código Penal por Ley Or- 
gánica 311989, significará sin duda un factor de reducción 
de procedimientos por razón de faltas, ya apreciable en 
1988, con las ventajas que ello implicará para su conoci- 
miento en un plazo razonable, superándose progresiva y de- 
finitivamente el atraso crónico con que eran enjuiciadas di- 
chas infracciones y, por supuesto, favorecerá la ejecución 



de las sentencias, particularmente en el ámbito de la respon- 
sabilidad civil, en un plazo igualmente razonable. 

Y ahora unas cifras referentes a Barcelona y su provincia 
por faltas del artículo 582 cuando las víctimas son mujeres 
-por lo general la esposa o compañera estable- y me- 
nores. 

Hubo 873 juicios en que mujeres eran las ofendidas y 
recayeron 364 sentencias condenatorias. En el supuesto de 
que las víctimas fueran menores de edad las sentencias pro- 
nunciadas fueron 16, de ellas 10 condenatorias. Los anterio- 
res datos revelan, de una parte, la dificultad que se encuen- 
tra para llegar al conocimiento de las agresiones producidas 
a menores que, evidentemente, han de ser superiores a las 
expuestas, y de otra, la gravedad que entraña como fenóme- 
no social la agresión a la mujer, así como la dificultad que 
presenta en muchas ocasiones la práctica de la prueba, difi- 
cultad además de la incomparecencia de la víctima, base 
del elevado porcentaje de sentencias absolutorias. 

Los procedimientos por delito de tráfico ilegal de drogas 
han sido 5.803 por 5.515 en 1988. Las muertes originadas 
por el consumo abusivo de heroína han sido 187 en toda la 
provincia. 

Los delitos contra la vida han experimentado un creci- 
miento del 17%, pasando de 86 delitos en 1988 a 101 en 
1989. Pero donde aparece un crecimiento mayor, incluso en 
relación con otros delitos, es en los de lesiones, por los 
cuales se han incoado en sus variados tipos delictivos 3.155 
procedimientos frente a los 2.608 del año anterior, con un 
aumento del 21%. 

Los delitos de violación siguen creciendo y pasan de 
213 en 1988 a 22 procedimientos en 1989, lo que representa 
un 4,28%. 

Continúa constituyendo el más importante capítulo de la 
delincuencia común, ;un teniendo encuenta el altísimo nú- 
mero de delitos que no llegan a denunciarse, los delitos con- 
tra la propiedad, con un incremento global del 7%. Los ro- 
bos con violencia e intimidación siguen representando una 



parte importante en este capítulo, con 16.732 procedimien- 
tos incoados, lo que significa un aumento del 2% respecto 
al año anterior; mientras que los robos con fuerza, con un 
total de 48.716 procedimientos respecto a los 37.994 del 
año anterior, han aumentado un 28%. 

Los delitos contra la propiedad vienen a suponer el 50% - - 

de todos los procedimientos por delito en toda la provincia. 
En el territorio, los signos de crecimiento y descenso en las 
causas por delito guarda bastante semejanza con las tenden- 
cias descritas en la provincia de Barcelona. En todo caso, 
puede destacarse que en Lérida los delitos contra la propie- 
dad han experimentado un salto cuantitativo de aproximada- 
mente un 25%, advirtiéndose un moderado incremento en 
los delitos contra las personas y contra la libertad sexual. 

En Tarragona el mayor incremento afecta a los delitos 
de tráfico de drogas -con un salto de 223 a 326 procedi- 
mientos- y en menor medida a los delitos con la vida, por 
los que se iniciaron 13 procedimientos en 1989. 

En Gerona se mantiene una cierta estabilidad en los dife- 
rentes tipos delictivos a excepción de los delitos contra las 
personas, que han crecido, fenómeno de singular gravedad, 
ya que es común a todo el territorio y es expresión de una 
agresividad y ausencia de control de los ICU- 

pante para una convivencia pacífica. 

10. Extremadura. 

En Cáceres ha aumentado la totalidad de procedimientos 
penales incoados, lo que quiere decir que también ha au- 
mentado el número de delitos. En 1989 suman 10.040 frente 
a 9.625 en 1988. Las diligencias previas fueron en 1988, 
8.711, y en 1989, 8.954. 

Han aumentado notablemente los atentados a agentes de 
la autoridad. No es ello de extrañar porque la conducta del 
atentado a veces-es equívoca y se puede diluir en torno a 
otros delitos genéricos, como las resistencias y desobedien- 



cias. No obstante es evidente la crisis del principio de auto- 
ridad por parte del ciudadano, la cual se acentúa gravemente 
en el ambiente en que con más frecuencia se desarrolla este 
delito. 

La evolución de los delitos por tráfico de drogas es pa- 
tente: de 82 casos en 1988 se ha pasado a 174. El consumo 
de heroína ha tenido el reflejo macabro de la muerte de 
cuatro jóvenes por sobredosis. 

Durante el año 1989 se registraron 11 homicidios y ase- 
sinatos en conjunto. El año anterior, 10. La mayor parte de 
ellos han tenido como escenario el ambiente rural. Normal- 
mente el homicida es una persona de una edad cercana a los 
30 años y se le ve actuar por razones apasionadas; no se han 
registrado casos de robo con homicidio, que por otra parte 
parecería el señuelo más elemental a la hora de razonar el 
ataque a la vida ajena. 

La violencia física conyugal que coloquialmente se de- 
nomina malor tratos a mujeres, que tiene ya un especial 
protagonismo, ha dado lugar a 35 procedimientos. 

El delito de violación, que tiene ahora nuevas dimensio- 
nes, ha dado lugar a la iniciación de 14 procedimientos 
-frente a lo 28 del año anterior-, casi todos desenvueltos 
sobre grados imperfectos de ejecución del delito. 

Se siente un cierto alivio al observar las estadísticas so- 
bre los robos. En 1988 hubo 262 con violencia en las perso- 
nas y 3.587 con fuerza en las cosas. En 1989, los primeros 
disminuyeron hasta 159 y los segundos a 2.671. Si en un 
plano general tenemos un aumento total de los delitos y 
aparece una clara disminución de los robos en sus variantes 
no hallamos razones sociológicas que puedan explicarlo; 
sólo se puede achacar a falta de entusiasmo para su denuncia 
o a una acción eficaz preventiva de las Fuerzas y Cuerpos 
de Seguridad. El hecho es que no hay un continuado dete- 
rioro de la seguridad ciudadana, al menos si la contempla- 
mos desde el punto de vista de los resultados objetivos. 

La riqueza forestal es un bien muy estimable, no sólo en 
cuanto a la calidad de vida sino en cuanto a la validez eco- 



nómica de la sociedad. Sin embargo la riqueza forestal se 
ve claramente agredida y en Extremadura con gran prolifera- 
ción: se han registrado 51 incendios forestales frente a los 
siete del año anterior. Poco efecto causan, pues, las medidas 
represivas, y lo cierto es que Españaes el país mediterráneo 
más afectado por el fuego. 

El delito ecológico o contra el medio ambiente señalado 
en el artículo 347 bis es una infracción poco común, y no 
porque no haya una tendencia clara hacia él sino por la am- 
bigüedad de su tipificación, no bien delimitado de las infrac- 
ciones administrativas. Sólo se ha iniciado un procedimien- 
to. Esperemos que la Ley de Conservación de Espacios Na- 
turales de 27-3-1989 suponga una estimable ayuda. 

Los delitos contra la Hacienda Pública siguen a cero. 
Este es un hecho sociológicamente abundante, pero faltan 
elementos fácticos suficientes para su persecución, incluso 
a partir de la innecesidad de la denuncia previa como causa 
de procedibilidad. 

Se iniciaron 12.829 juicios de faltas, dictándose en ins- 
tancia 6.407 sentencias y 2.285 en apelación. 

Los dictámenes emitidos por el Ministerio Fiscal fueron 
39.534; las vistas celebradas 146 y los juicios orales 860. 

En Badajoz la cifra global de los delitos contra la propie- 
dad en el último año fue de 8.636, que supone el 41,64% 
de los delitos, frente a los 7.741 de 1988, lo que representa 
un aumento del 11,56%. Los robos con violencia o intimi- 
dación aumentaron de 245 a 3 17. 

Por delitos contra las personas se iniciaron 1.723 proce- 
dimientos, con aumento del 20,65% respecto al año ante- 
rior. De ellos 1.962 corresponden a lesiones, y a homici- 
dios, 31, 12 más que en 1988. 

Los procedimientos por tráfico de drogas alcanzaron la 
cifra de 395 cuando el año precedente se incoaron 251. 

Los delitos contra la libertad sexual en general fue- 
ron 77 por 91 en 1988. En particular los delitos de viola- 
ción dieron lugar a los mismos procedimientos en 1988 
y 1989: 21. 



11. Galicia. 

La provincia de La Coruña sigue a la cabeza en cuanto 
al número de causas incoadas en 1989 (30.674), seguida de 
Pontevedra (29.540), Orense (9.3 15) y Lugo (8.243). El 
aumento de causas fue mayor en la provincia de Pontevedra 
(3.486 más que en 1988) que en la de La Coruña (775), 
pese a que el número de habitantes de esta última provincia 
(1.108.814) es mayor que el de Pontevedra (900.414). En 
Orense, por el contrario, se registra una disminución del 
7% de los procesos iniciados (en 1988 fueron 10.092). 

Los delitos que más aumento han experimentado, en 
toda Galicia, en proporción alarmante, han sido los incen- 
dios de montes (703 en 1989 por 217 en 1988); el tráfico de 
drogas (que no se refleja sin embargo en el número de con- 
denas, pues el traficante callejero, que suele ser drogadicto, 
no lleva más que cantidades mínimas de droga que va reno- 
vando a medida que las vende y siempre alega que son para 
el consumo propio); las prevaricaciones (de 22 en 1988 se 
ha pasado a 38, si bien su aumento es sólo en número de 
causas, en virtud de denuncias, en especial de Concejales 
contra Alcaldes, la mayoría de las veces ha terminado en 
archivo por tratarse de meras irregularidades adrninistrati- 
vas, al margen del artículo 358 del Código Penal); las mal- 
versaciones, 42 en 1989 por 24 en 1988 (la mayoría de 
ellas procedentes de denuncias de los Juzgados de lo Social 
por quebrantamientos de embargos por ellos acordados); las 
lesiones de agresión y los delitos contra la libertad y seguri- 
dad, indicativos ambos del mayor índice de violencia que 
se detecta en la sociedad. También aumentan, aunque más 
discretamente, los delitos de desacato y los delitos contra la 
Administración de Justicia (en gran parte quebrantamientos 
de permisos de salida de la prisión), los delitos contra el 
medio ambiente (prácticamente todos delitos ecológicos de- 
bidos a vertidos de fábricas en ríos o a basureros clandesti- 
nos o mal instalados), las violaciones (44 en 1989 por 37 el 
anterior), los delitos de contrabando y los robos con fuerza. 



Se mantienen los delitos fiscales en cifras mínimas, los 
delitos contra la libertad sexual y las estafas. 

Otros delitos experimentan una discreta disminución; en- 
tre ellos los homicidios, parricidios y asesinatos (23, por 31 
en 1988) y los robos con intimidación. 

El número de delitos contra la propiedad supone el 69% 
del total. 

Los incendios forestales en 1989 superaron todos los te- 
mores. Aliados con un tiempo seco -los datos más fiables 
sobre los incendios sitúan éstos en 8.350, siendo la causa 
directa de tres muertes y poniendo en peligro pueblos ente- 
ros. Se calcula que en los últimos 20 años los incendios fo- 
restales arrasaron un tercio de la superficie de Galicia. Hubo 
37 detenciones y las pérdidas materiales producidas por los 
incendios en 1989 rebasan los 6.600 millones de pesetas. 

La reducción de las imprudencias con motivo de la cir- 
culación han sido drásticas tras promulgarse la Ley Orgánica 
311989, que despenalizó algunas conductas y la perseguibili- 
dad de otras la subordinó a la previa denuncia del ofendido. 
Quedan todavía en este ámbito los delitos contra la seguri- 
dad del tráfico -artículos 340 bis a), 340 bis d)-, sobre 
todo la conducción bajo la influencia de bebidas alcohólicas, 
que aun cuando no existan estadísticas del todo fiables sobre 
la influencia del alcohol en los accidentes de tráfico se esti- 
ma que interviene entre un 30 y un 40% de los mismos. 

12. comunzaaa Autónoma de Madrid. 

Las diligencias previas incoadas en 1989 han sido 
200.829. Estos procedimientos en 1988 alcanzaron la cigra 
de 219.250 y en 1987 la de 223.728. Es manifiesto el descen- 
so de los procesos iniciados por conductas presuntamente de- 
lictivas. El bienio ha supuesto una disminución de 22.899. 
Los trámites más esenciales de estas diligencias previas han 
sido los siguientes: 14.584 se archivaron por no justificarse 
cumplidamente que los hechos constituyeron delito y 157.37 1 
se sobreseyeron por ser desconocido el autor, lo que 



supone un 78,36%. Se declararon faltas 13.823 diligencias 
previas. 

Los procedimientos abreviados competencia del Juez de 
lo Penal ascendieron a 23.356; de ellos 3.458 se convirtie- 
ron en procedimientos competencia de la Audiencia Provin- 
cial y en 12.830 se formuló acusación. Los abreviados com- 
petencia de la Audiencia sumaron 751. 

Las sentencias dictadas en materia penal por la Audien- 
cia sumaron 3.278 y los Juzgados 3.707. 

Los juicios de faltas iniciados en 1989 fueron 245.296, 
terminados por sentencia 63.958. Las sentencias dictadas 
en apelación, 3.5 19. 

Los asuntos civiles incoados en los Juzgados de Primera 
Instancia ascendieron a 63.104, interviniendo el Ministerio 
Fiscal en 13.093. Se dictaron 22.867 sentencias. Destaca- 
mos los siguientes: 

Demandas de protección a la intimidad . 142 
Juicios ejecutivos . . . . . . . . . . . . . .  22.199 
Suspensión de pagos . . . . . . . . . . . .  66 
Quiebras . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  3 1 
Divorcios . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  3.2 17 
Separaciones . . . . . . . . . . . . . . . . .  4.18 1 
Adopciones . . . . . . . . . . . . . . . . . .  353 
Tutelas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  423 
Internarnientos . . . . . . . . . . . . . . . . .  2.104 

Los antiguos Juzgados de Distrito resolvieron en el or- 
den civil 25.085 asuntos. 

13. Murcia. 

Los procedimientos por diligencias previas han sido 
30.752, por 30.769 en 1988. La mayor parte de ellos se 
distribuyen entre los Juzgados de la capital y de Cartagena, 
23.591, lo que significa el 76,71% del total. Aunque leve- 



mente, han disminuido los procesos. Ello no implica que 
hayan disminuido los delitos; lo que ocurre es que con la 
Ley Orgánica 311989 se han despenalizado muchas faltas y 
al exigirse para otras conductas la denuncia previa han deja- 
do de incoarse un gran número de asuntos que antes daban 
lugar a la iniciación de procedimientos. 

De todas maneras es de señalar que si el índice delictual 
en 1988 experimentó un fuerte aumento, que se cifró en un 
11,2% el pasado año se ha caracterizado por la estabilidad 
y la paralización de la delincuencia. 

Sobre las diligencias p e destacan dos extremos: 
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Los delitos contra la propiedad continuan ocupando la 
primera línea. Globalizados suponen el 65% del total. De 
ellos los de robo alcanzaron el 48%, es decir, que de cada 



dos delitos que se cometen uno es de robo. Los robos con 
intimidación han subido de 536 a 637 en 1989. Comparando 
la delincuencia rural y la urbana, puede decirse que de cada 
cuatro delitos tres se han producido en zona urbana. 

El tráfico de drogas ha representado la iniciación de 987 
procedimientos, por 672 en 1987, con un aumento del 
47,01%. El mayor tráfico y consumo sigue siendo el de 
hachís. La cocaína es proporcionalmente la sustancia de ma- 
yor ir ito en el consumo. 

P ientos por delitos contra la libertad sexual ha 
habido 241, en tanto que en 1988 fueron 178. Sin embargo, 
las violaciones han pasado de 33 en 1988 a 28 en 1989. 

Los procedimientos por lesiones llegan a 2.426 por 
2.206 en 1988. Y los delitos contra la vid; n 
un mismo plano: 24 en 1988 y 25 en 1989 
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La practica de las diligencias informauvas amparadas 
por el artículo 785 bis de la L.E.Cr. se ha revelado, a pesar 
de su falta de arraigo, al menos en su aspecto formal, como 
la vía más adecuada de proceder, siendo por ello de lamen- 
tar que la instrucción por parte del Fiscal se halle por ahora 
ajustada a unos límites muy estrechos. Durante 1989 se han 
instruido 23 de estas diligencias preliminares, casi todas 
ellas de especial trascendencia y no poca complejidad. Pero 
lo más significativo es el hecho de que se haya dado prefe- 
rencia a la Fiscalía en lugar de acudir al Instructor a la hora 
de denuciar los hechos, no sólo por parte de los organismos 
oficiales sino también por particulares. Y es que resulta evi- 
dente que la instrucción por la Fiscalía de diligencias preli- 
minares agiliza notablemente la tramitación y, en conse- 
cuencia, la definitiva resolución de los asuntos pe- 
nales. 

Adquirida conciencia plena del relevante papel del Mi- 
nisterio Fiscal en materia civil durante tanto tiempo relegado 
a una actuación formularia o en el mejor de los casos 



a la emisión de breves dictámenes la Fiscalía procura por 
todos los medios potenciar su actuación ante ¡os órganos 
jurisdiccionales civiles, especialmente mediante una ininte- 
rrumpida relación con el Juzgado de Familia y la asistencia 
a vistas en apelación. 

También es de destacar la especial actividad del Ministe- 
no Fiscal en materia de incapacidades. La mayor parte de 
las personas acogidas a Centros Psiquiátricos se hallaban, 
como ha podido comprobarse, en situación irregular. La le- 
galización de estas situaciones ha suvuesto la interposición 
de numerosas demandas d la intervención en 
el correspondiente procest 

Quizá una de las labores mas relevantes de la Fiscalía, 
al menos en su vertiente estrictamente social, se1 tua- 
ción en el ejercicio de Ia actividad protectora d res. 
La superior vigilancia de la tutela por desamparo y el acogi- 
miento se desarrollan de forma sumamente eficaz. 
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Los procedimientos por diligencias previas incoadas en 
1989 han sido 14.007, por 13.613 en el año anterior, lo que 
SUP .,89%. Si a estas 14.007 se unen 
las 3s aquéllas suman 16.224; al fina- 
lizar el año había en tramitación 2.467, con lo que se han 
resuelto 13.757. Y de esta cifra fueron sobreseídas 9.116 
por no ser conocido el autor, lo que supone el 66,29%. 

Las faltas dieron lugar a 8.614 procedimientos, en los 
que recayeron 3.582 sentencias. 

Los procesos por tráfico de drogas pasaron de 189 en 
1988 a 315 en 1989, con un porcentaje de aumento del 
66,66%. Constituye así este tráfico uno de los factores cri- 
minógenos que contribuye a que se mantengan las altas co- 
tas Unalidad que la sociedad se ve obligada a sopor- 
tar. inculación de las toxicomanías con el comporta- 
miento delictivo determina, según las más fiables encuestas, 
un aumento de la delincuencia de más de seis puntos sobre 
cero y con base diez por lo que se refiere a los delitos en 
general. Si nos ceñimos a las manifestaciones más graves 
de los delitos contra la propiedad la incidencia de la droga, 



directa o indirecta, alcanzó un índice cercano al 80%. 
Los delitos contra la propiedad ascendieron a 7.696. De 

entre ellos los robos, 5.968, figuran en primer lugar. Los 
delitos contra la vida suman 6; las lesiones 738 procedi- 
mientos. Por violación se iniciaron 20 procedimientos. 
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EL LIUIILGIU iviai UG ~111gencias previas puede situarse, 
atendiendo a la realidad, en 5.886, lo que supone un ligero 
aumento sobre el año anterior, que fueron 5.627, y una cifra 
análoga respecto a 1987 (5.827). 

Significativo es el aumento de los delitos contra la Ad- 
ministración de Justicia (de 28 a 49), referidos principal- 
mente al quebrantamiento de condena, que tienen su causa 
al aumento de la población penitenciaria, al movimiento de 
la población reclusa y al aumento de los permisos de salida 
incumplidos. 

Aumentan notabl los delitos sobre tráfico de dro- 
gas. El consumo de 1ir;iuiiia se estabiliza v se incrementa el 
tráfico y con 1- 

mientos por 1- 

nes en la línea ael pasaao ano (o, 1,. 
Los delitos contra la propiedad originaron 3.745 diligen- 

cias previas, por 3.289 en 1988 y 3.858 en 1987. Los robos 
con fuerza pasan de 2.182 a 2.532, pero se observa un des- 
censo en los conietidos en viviendas y en el interior de ve- 
hículos. Los robos con violencia o intimidación disminuyen 
de 174 a 159. 

Los incendios forestales han disminuido de 39 a 24. 
Atentados terroristas se han producido dos en la capital 

y tres en la provincia, no causando víctimas, pero sí cuan- 
tiosos daños. 

Los procesos por juicios de faltas iniciados fueron 
8.695, las sentencias dictadas 2.565. 
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16. Comunidad Valenciana. 

Los procedimientos por diligencias previas han descen- 
dido en la Comunidad Valenciana un 14,83%. En el año 
1988 se iniciaron 161.822 (Valencia, 93.174; Alicante, 
54.373, y Castellón, 14.275), y en 1989, 137.809 (Valen- 
cia, 65.765; Alicante, 55.916, y Castellón, 16.128). Indivi- 
dualmente consideradas las provincias, en tanto que Valen-. 
cia disminuye un 29,41%, aumentan las otras, Alicante el 
2,83% y Castellón el 12,98%. 

En Valencia los delitos contra la propiedad iniciados 
fueron 47.690, lo que representa el 72,5 1 % de la criminali- 
dad provincial. Los robos ascendieron a 40.272. 

Los delitos contra la libertad sexual bajaron de 269 en 
1988 a 120 en 1989, y en particular las violaciones disminu- 
yeron desde 75 a 58. Al contrario, las lesiones aumentan, 
pasando de 7.928 a 10.244. Homicidios consumados, 12, y 
otros 14 no pasaron de los grados imperfectos. 

En orden a la actividad del Ministerio Fiscal, señalar 
que emitió 149.249 dictámenes. Los asuntos civiles en que 
intervino fueron 8.023, siendo de destacar las demandas de 
protección al honor, la intimidad e imagen (457), suspensio- 
nes de pagos y quiebras (53 ,  divorcios (930), separaciones 
(1.800) e internamientos (564). 

Los juicios orales celebrados por delitos en Audiencia y 
Juzgados suman 7.461 y las vistas 914. 

En Alicante se incoaron 39.973 diligencias previas por 
delitos contra la propiedad, que representan el 71,48% de la 
totalidad. Los robos con fuerza disminuyeron de 33.349 a 
31.672, pero los robos con intimidación subieron de 1.657 
a 2.313 (el 39,50%). 

Los delitos contra la libertad sexual dieron lugar a la 
apertura de 172 procedimientos, de los que 52 corresponden 
a violaciones en sus diversos grados de ejecución. Por lesio- 
nes se incoaron 2.215 procedimientos. Señalar también que 
se han tramitado 15 procesos por delitos contra el medio 
ambiente. 



Los dictámenes del Ministerio Fiscal fueron 78.901 y 
las calificaciones 3.943. Intervino en 5.414 asuntos civiles, 
de ellos 996 separaciones y 571 divorcios. 

.Las sentencias dictadas por Audiencia y Juzgados ascen- 
dieron a 3.464. 

En Castellón las diligencias previas por delitos contra la 
propiedad ascendieron a 13.465. Los robos con fuerza a 
10.720 y los robos con intimidación 520, por 367 en 1988. 
Los delitos contra la propiedad representan el 83,48% de 
todos los incoados. 

Los delitos contra la salud pública originaron 230 proce- 
dimientos por 76 en 1988, y los delitos contra las personas 
832. Los atentados a la libertad sexual suman 79 procedi- 
mientos por 62 en 1988. 

Los dictámenes del Ministerio Fiscal se elevaron a 
32.906. Los juicios orales celebrados 830 y las vistas 88. 
Los juicios de faltas 4.309 y las apelaciones de estos jui- 
cios 325. 

17. Comunidad Autónoma del País Vasco. 

En razón del número de procedimientos en Vizcaya la 
evolu la comunidad ha experimentado un aumento 
del 1: en Guipuzcoa el 8,12% y en Alava el 7,79%. 

Las cirras globales correspondientes al temtorio de la 
Comunidad Autónoma han sido estas: 

Vizcaya . . . 35.447 39.972 +4.525 +12,76 
Guipuzcoa . 20.091 21.724 t1 .633 + 8 , 1 2  
Alava . . . .  10.208 11.003 1-1.020 + 7 , 7 9  

TOTAL 65.746 72.699 +7.178 + 9 3 5  



Veamos ahora algunas de las manifestaciones de la cri- 
minalidad. 
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caya fueron 27.744, que representan el 69,48 de todos los 
hechos delictivos registrados. Ello significa que entre todas 
las demás figuras punibles se reparten el 30,52 de la cnmi- 
nalidad total. Dentro de los delito: iedad des- 
tacan los delitos de robo; éstos de pertura de 
21.972 diligencias previas, que representan el 79% de las 
previas contra la propiedad y el 58% de la totalidad de la 
criminalidad. En 1988 los procedimientos por delitos contra 
la propiedad fueron 22.136. 

El delito de robo en su form leo 
de violencia o intimidación sobre las pbiaviiaa uiv 1u- 
gar a 2.769 procedimientos, que frente a 27 del año 
anterior suponen un aumento de 1.54 resentando 
el 126%. 
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2. Delitos conlra la viua y la integridad físic-. 

En Vizcaya nan disminuido desde 2.008 a 1.65u, corres- 
pondiendo de éstos 8 a delitos de homicidio. En cambio han 
aumentado en Guipúzcoa de 528 a 823 y en Alava de 3 16 a 
518, con lo que el incremento total en la Comunidad es 
del 4,87%. 



Delito s contra I la libertad sexual. 

En Vizcaya se incoaron 139 procedimientos por delitos 
de esta naturaleza. En su forma más grave, la violación, se 
han presentado 13 casos en la provincia y 22 en el área 
metropolitana de Bilbao. Los delitos de esta naturaleza en 
1988 que dieron lugar a procedimientos fueron 103. 

En Guipúzcoa estos delitos han pasado en 1988-1989 de 
57 a 89 y en Alava de 58 a 69. El total de la Comunidad 
Autónoma es de 297 frente a 218 en 1988, con un incremen- 
to de un 35,90%, si bien, como expresa el Fiscal del Tribu- 
nal Superior de Justicia, los datos estadísticos expuestos tie- 
nen un valor solamente indiciario, pues el número real de 
delitos de esta índole se estima que es cuatro o cinco veces 
superior, ya que la natural inclinación a guardar la intimidad 
y las circunstancias peculiares que rodean su comisión difi- 
cultan v a veces irn~iden su denuncia v ~ersecución 

a. vlnl~rlcias soare menores ae eaaa y mujeres. 

IUS PIU nales por delito os en el 
año 1989 aparecen 47 en diligencias previas y tres en proce- 
dimientos abreviados bajo el epígrafe de violencia física del 
cónyuge. En los juicios de faltas celebrados durante el año 
se han contabilizado 60 casos de lesiones a mujeres y 16 a 
niños, y 96 casos de malos tratos a mujeres y 14 a niños. A 
estos datos deben añadirse los proporcionados por la Oficina 

 da y Asistencia a la Mujer de la Jefatura Superior de 
L de Bilbao, que instruyó 406 diligencias. 

, ,r su parte la Policía Autónoma ha registrado 104 de- 
nuncia xovincia de Vizcaya por otros e malos 
tratos. 

Una pcuLLcularización más detallada de C;JVD   as os de 
violencia a que nos venimos refiiendo la proporciona el 
informe de la Clínica Medico Forense del Tribunal Superior 
de Justicia del País Vasco correspondiente al año 1989. En 



ese informe se contabilizan 33 casos de agresiones familiares 
y otros tantos casos de agresiones conyugales. De las agre- 
siones familiares, nueve han correspondido a malos tratos a 
niños, computándose en ese grupo a los menores de 16 años; 
en todos los casos el pronóstico fue leve. De los 33 casos de 
agresiones conyugales, en 31 de ellos la víctima fue la mu- 
jer; en tres casos se empleó arma blanca; en 31 casos el 
pronóstico fue leve y en dos el pronóstico fue de menos 
grave. 

5. Tráfico ilegal de drogas. 

Se iniciaron por estos delitos en Vizcaya 774 procedi- 
mientos frente a los 574 del año 1988, lo que supone un 
incremento del 35.08%. 

Fueron detenidas 1.43: las y entre otras sustancias 
se incautaron más de 20 Kg. uc rieroína, más de 33 millones 
de pesetas en dinero efectivo y siete vehículos.' Murieron 
17 personas por sobredosis de heroína. 

En Guipúzcoa se iniciaron 508 procedimientos y 359 en 
Alava. El Porcentaje de aumento p&a la Comunidad -es del 
30,23%. El consumo de estupefacientes continúa siendo un 
factor criminógeno de ~ n m e r a  magnitud, provocando la 
aparición de otra e actividades delictivas, general- 
mente robos con vi o intimidación, por lo que el Fis- 
cal de San Sebastian expresa que de las 126 sentencias con- 
denatorias dictadas por la Audiencia Provincial por delitos 
de robo en un 45% de ellas se apreció la toxicomanía como 
atenuante c :e incompleta. , como 1 
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CAPITULO v 

TEMA 
TD 

NTERE DAD 
ATADOS POR LOS FISCALES 

(partido: ; por la 

as MenLVIIPJ a esta Fiscalía, a p a L G  21 con- 
tenido específico y obligado que se expresa en la Instrucción 
de 17-7-1989 en su punto cuarto, relativo a la actividad pro- 
pia del Ministerio Fiscal, a la evolución de la delincuencia y 
a las reformas que se estime conveniente introducir en leyes 
sustantivas, procesales y orgánicas, los Fiscales han llevado 
a cabo estudios jurídico-procesales de buena técnica y obser- 
vaciones sobre determinadas normas en vigor. De darse aco- 
gida a todos ellos se desbordaría claramente el contenido de 
esta Memoria. Esta es la razón de que se hayan seleccionado 
sólo los que representan una mayor novedad o que inciden 
sobre temas de no fácil solución. De todas formas son de 
resaltar las aportaciones brillantes y valiosas desenvueltas 
bien en el plano de la investigación o de la contrucción jurí- 
dica. Los que aquí se publican, aparte de matizaciones espe- 
ciales, son com Fiscalía General del Estado. 

1. Algunas cuestiones sustan 7rocesales que suscita 
la esterilización de los ~ Y ~ L U ~ U L C S  conforme al artícu- 

$28 del Código Penal. 

. Contrariamente a lo que opinan sectores de la doc- 
trina española, que estiman que basta la incapacidad de he- 



cho para la aplicación del artículo 428, entendemos que para 
la solicitud de la medida esterilizadora está legitimado el 
representante legal del incapaz. Consecuentemente, y res- 
pecto a incapaces mayores de edad, resulta obviada la discu- 
sión acerca del contenido del término «incapaz» (incapaz de 
hecho o incapacitado jurídicamente), mencionada en la an- 
terior Circular 8/35 de la Fiscalía General del Estado, en la 
que se equiparaba «capaz» con la categoría penal de imputa- 
bilidad, y se optaba por el concepto jurídico-penal: capaz 
de emitir un consentimiento libre, independiente de las de- 
claraciones judiciales de incapacitación. Dado que la legiti- 
mación activa para solicitar la esterilizacióán recae sobre el 
representante legal del incapaz, se entiende que la Ley re- 
quiere que exista una previa declaración judicial de incapa- 
cidad con el consiguiente nombramiento de representante 
legal de este incapaz en cuanto tal. 

Se plantea el problema referente a si están legitimados 
los padres de menores incapaces en cuanto representantes 
legales de los mismos, tema que se presenta en una doble 
vertiente. 

¿Están incluidos los menores incapaces en el ámbito de 
la medida esterilizadora del artículo 428 del Código Penal? 

Dicho artículo establece la prohibición general de efec- 
tuar trasplante de órganos, esterilizaciones y cirugía tran- 
sexual a menores incapaces. Sin embargo existe luego la 
posibilidad, recogida por el Código, y concurriendo las de- 
bidas garantías, de autorizar la esterilización de persona in- 
capaz que adolezca de grave deficiencia psíquica y, en este 
punto, el Código Penal no distingue, por lo que en principio 
parece que dentro del término «persona incapaz» incluye a 
mayores y menores de 18 años. Sin embargo, como uno de 
los requisitos consiste en un diagnóstico de incapacidad psí- 
quica permanente para realizar la tutela de las descendencia, 
resulta imprescindible recordar que, respecto de menores in- 
capaces, deberá tenerse muy en cuenta el diagnóstico de 
una posible evolución positiva o, dicho en otros término y 
especialmente en el caso de las oligofrenias, si existe posibi- 



lidad de ulterior desarrollo de la persona en cuanto a su 
capacidad de tutela de la descendencia. 

¿En el caso de menores incapaces, basta la solicitud de 
sus padres en calidad de representantes legales, aunque es- 
temos en presencia de incapacidades de hecho? 

Dada la naturaleza de la medida esterilizadora y en inte- 
rés del menor incapaz, entendemos que, en la línea ya na- 
rrada por el artículo 201 del Código Civil, es imprescindible 
la previa declaración judicial de incapacidad. Esto es, los 
padres de los menores incapaces podrán solicitar la aplica- 
ción del artículo 428 del Código Penal en tanto exista decla- 
ración judicial de la incapacidad, lo que quiere decir que su 
legitimación les vendrá dada en tanto representantes legales 
de personas judicialmente declaradas incapaces y no en tan- 
to padres de menores de edad. 

2. Tal y como está redactado el segundo párrafo del 
artículo 428 del Código Penal, se desprende que en el caso 
de persona incapaz (existiendo previa declaración judicial 
de incapacidad), el procedimiento a utilizar para solicitar la 
esterilización es el de jurisdiccidn voluntaria contenido en 
el Título primero de la primera parte del Libro Tercero de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

Inaplicables los procedimientos especiales de juris- 
dicción voluntaria relativos a adopción, nombramiento 
de tutores, curadores, medidas provisionales con relación a 
las personas, procedimientos testamentarios y demás, por 
no reunir los requisitos de una mínima analogía y ser de 
aplicación a supuestos muy heterogéneos y dispares del pre- 
sente, cabe deducir la aplicación de las normas generales de 
jurisdicción voluntaria contenidas en los artículos 1.81 1 a 
1.824 de la Ley de Enjuiciamiento Civil en relación al ar- 
tículo 428 del Código Penal, el cual, pese a ser disposición 
contenida en el Cuerpo legal criminal contiene, como requi- 
sitos de no punibilidad, elementos normativos integradores 
del procedimiento de jurisdicción voluntaria, cuales son la 
ausencia de contradicción obligada, la solicitud del repre- 
sentante legal, el dictamen preceptivo de dos especialistas, 



el dictamen del Ministerio Fiscal y la exploración del in- 
capaz. 

La resolución judicial civil autorizando la práctica de la 
medida esterilizadora, constituirá la condición «sine qua- 
non» para que opere la despenalización. 

En esta línea la Disposición Adicional de la Ley 1311983, 
de 24 de octubre, de reforma del Código Civil en materia 
de tutela, determina que el procedimiento de incapacidad se 
tramitará por las reglas del juicio declarativo de Menor 
Cuantía y los demás procedimientos derivados de los títu- 
los IX y X del Libro 1 del Código Civil. 

Dada la previa declaración judicial de incapacidad, y 
por lo tanto, la existencia de expediente judicial que ha re- 
suelto tal extremo, es lógico afirmar que el Juez competente 
será el que en su día entendió de la incapacidad, esto es, 
aquél en cuyo Juzgado se tramitó el juicio de Menor Cuantía 
relativo a la incapacidad, por ser éste en donde obran los 
datos relevantes referentes al incapaz. 

También cabe recordar que sólo aquellas declaraciones 
de incapacidad total, o de incapacidad de la persona para 
autogobernarse por sí misma, serán las aptas para poder so- 
licitar posteriormente la medida del artículo 428 del Código 
Penal, no así las declaraciones parciales de incapacidad que 
afecten a súbditos extraños a la problemática del artícu- 
lo 428 del C. P., cuales son, por ejemplo, las declaraciones 
de incapacidad para la administración de bienes. 

3. Dada la finalidad de la medida esterilizadora. el dic- 
tamen de los dos especialistas deberá hacer referencia a que 
el incapaz se halla en período de fertilidad, a la posibilidad 
de asumir la maternidad o paternidad por dicha persona, 
deberá contener un informe detallado de su desarrollo psí- 
quico y la indicación de la esterilización como método anti- 
conceptivo más aconsejable en el caso concreto. 

A tenor de los datos sobre los que debe versar el dicta- 
men y dada la Ley de especialidades médicas, no existiendo 
otro título sanitario de especialista más que el de Medicina, 
entendemos que los especialistas serán médicos. Asimismo, 



y en la línea de lo anteriormente dicho, parece que el dicta- 
men deberá ser emitido por un psiquiatra y un ginecólogo y 
dicho dictamen deberá contener: 

1 ." Fundamentación clínica de incapawuiiu psíquica 
plenamente para realizar la tutela de la descendencia, esti- 
mándose legítima cualquier causa patógena de la rninusvalía 
psíquica con inclusión de dictamen psiquiátrico y psicomáti- 
co de carácter médico-legal que puntualice y concrete exclu- 
sivamente la minusvalía psíquica para la tutela de menores. 

2 . O  Fundamentación clínica del riesgo que una poten- 
cial gestación y paternidad comporta para la salud y estabili- 
dad psicoanímica y10 adaptación social del incapaz con in- 
clusión, pues, de dictamen psiquiátrico-social. 

3." Fundamentación clínica de la necesidad de utilizar 
la técnica de esterilización quirúrgica por contraindicación 
y10 imposibilidad operatoria de emplear otros métodos anti- 
conceptivo~ alternativos y por estar en situación de fertili- 
dad, que incluirán dictamen ginecológico en que se concrete 
la utilización técnica de esterilización temporal (OTR) por 
contraindicación de otros métodos. 

4." Información a los padres y al incapaz de las carac- 
terísticas de la intervención, así como de su finalidad y po- 
tenciales riesgos. 

Es fundamental señalar que, pese a la complejidad de 
los dictámenes médicos y en los países en que la esteriliza- 
ción del incapaz no es posible, existe acuerdo en que no se 
trata de que la esterilización resulte médicamente indicada, 
sino que es preciso que sea jurídicamente indicada. Quiere 
ello decir que requerirá múltiples valoraciones, y en definiti- 
va, será el Juez quien decida, oído el dictamen del Ministe- 
rio Fiscal, aunque se sirvan ambos y a tal fin de un diálogo 
interdisciplinario. En este sentido es conveniente mencionar 
el criterio anglosajón utilizado en los casos de esterilización 
de incapaces denominado «welfare and best interes» (bien- 
estar y mejor interés) del incapaz, criterio regidor de la 



autorización judicial, prescindiendo de toda otra considera- 
ción eugenésica, de principios de Política Social o ansieda- 
des injustificadas de la familia o guardadores. 

4. El Fiscal deberá velar por una aplicación muy ajus- 
tada de la medida esterilizadora y siempre en función del 
criterio de mayor bienestar y mejor interés para el incapaz. 
La función del Ministerio Fiscal como defensor de los que 
carecen de capacidad de obrar, en juicio y fuera de él, esta- 
blecida en el Estatuto Orgánico, es un llamamiento claro e 
inexcusable para que garantice los objetivos anteriormente 
mencionados. 

Obviamente, no es de recibo el considerar que, en inte- 
rés del incapaz, se pueda eliminar el riesgo de embarazo 
teniéndolo al margen de relaciones que abonan el campo a 
la sexualidad; las más modernas técnicas de tratamiento de 
incapaces y especialmente de deficientes mentales, pasan 
por la integración plena, por las instituciones mixtas -la 
mayoría hoy en día- y por la liberalización en este área. 
Por otro lado, no hay que olvidar que la aceptación de esta 
dinámica de integración ha sido uno de los pilares funda- 
mentales de la reforma penal operada, tendente a facilitar al 
máximo los mecanismos de integración social y afectiva de 
estas personas. 

Por ello, sería aconsejable que el Fiscal reuniera infor- 
mación suficiente derivada, no sólo de los escritos acompa- 
ñados en el expediente, sino de una entrevista mantenida 
con los solicitantes, los guardadores o educadores y obteni- 
da también de una exploración del propio incapaz, a cuyo 
fin, y en cuanto sea comunicado el expediente de jurisdic- 
ción voluntaria a la Fiscalía, deberían cursarse las citaciones 
oportunas para, en el plazo de una o dos semanas, proceder 
a tales entrevistas. 

A tal efecto conviene recordar que, a diferencia del ar- 
'tículo 417 bis del Código Penal, en el que los dictámenes 
médicos son suficientes por sí mismos para impedir la puni- 
bilidad de la interrupción voluntaria del embarazo y operan 
automáticamente «ope legis», el artículo 428 del Código 



Penal contiene un sistema fundamentalmente judicialista: in- 
tervención necesaria del Miniserio Fiscal y autorización ju- 
dicial como requisito de no punibilidad. -~u i e r e  ello decir 
que tanto el Juez como el Ministerio Fiscal, si bien deberán 
tener en consideración los dictámenes técnicos. deberán ve- 
lar porque queden garantizado3 los principios anteriormente 
mencionados, reuniendo, si es necesario, la información que 
estime conveniente, actuando el Fiscal conforme a lo dis- 
puesto en su Estatuto Orgánico. 

En relación a la esterilización de inca~aces. es de señalar 
1 

que el Código Penal no distingue entre las oligofrenias y las 
llamadas enfermedades mentales. Creemos que el diagnósti- 
co de las segundas es, hoy en día, harto complejo, discutido 
y problemático, factores que exigirán del Ministerio Fiscal 
una precaución adicional en los supuestos que se presenten. 

El Ministerio Fiscal puede instar la declaración judicial 
de incapacidad en los supuestos previstos en el artículo 228 
del Código Civil. Sin embargo, y dada la exigencia del ar- 
tículo 428 del Código Penal, que concede la legitimación 
activa para la medida esterilizadora únicamente al represen- 
tante legal, resulta obvio que el Ministerio Fiscal jamás esta- 
rá legitimado para solicitar tal medida, aunque sí deberá 
intervenir inexcusablemente en el expediente a través del 
dictamen preceptivo. (Barcelona: Fiscal Sra. Compte.) 

2. Consideración sobre los delitos relacionados con los 
mercados de valores. 

Dentro de la llamada delincuencia económica ha sido 
objeto recientemente de particular consideración por la doc- 
trina -y la propia práctica- la relacionada con el mercado 
de capitales, entendido no como un mercado específico sino 
como el conjunto de mercados donde se negocian los activos 
financieros emitidos a medio y largo plazo -por exclusión 
del llamado mercado monetario o del dinero-, y que están 
actualmente regulados por la Ley 2411988, de 29 de julio, 



del Mercado de Valores (en lo sucesivo L.M.V.) y disposi- 
ciones que la desarrollan y complementan. 

Esta fundamental Ley tiene como finalidad dotar a nues- 
tros mercados de valores de una coherencia interna de la 
que carecían, potenciándolos frente al reto del gran mercado 
de capitales europeo, fijando unas normas de conducta en el 
seno de este tráfico jurídico, así como el establecimiento de 
un régimen de supervisión, inspección y sanción inspira- 
do en las Resoluciones y las propuestas de Directivas de 
la Comunidad Económica Europea y la creación de la Co- 
misión Nacional del mercado de Valores (en adelan- 
te C.N.M.V.). 

La creación de este organismo como una entidad de de- 
recho público con personalidad jurídica propia supone una 
de las mayores innovaciones de la L.M.V. Efectivamente, 
el legislador ha optado claramente a favor de la intervención 
pública en los mercados de valores considerando la impor- 
tancia del correcto funcionamiento de los mismos para la 
economía nacional, creando para eilo la C.N.M.V., como 
una personificación instrumental de la Administración 
«comprendida en el núm. 5 del artículo 6." de la Ley Gene- 
ral Presupuestaria de 4 de enero de 1977», que tiene forma 
jurídico-pública y régimen de actuación complejo, en con- 
sonancia con la S.E.C. (Securities and Exchange Cornmi- 
sion) estadounidense. Así, frente a la gestión de los merca- 
dos por sus propios miembros, la L.M.V. articula un órgano 
especialmente encargado de velar por el correcto funciona- 
miento de los mercados de valores, lo que se traduce en una 
serie de funciones, como la supervisión e inspección de los 
mismos y de la actividad de cuantas personas-físicas o jurí- 
dicas se relacionan en su tráfico, el ejercicio de la potestad 
sancionadora, el asesoramiento del Gobierno en las materias 
relacionadas con el mercado de valores y las demás enco- 
mendadas por la citada Ley. Los objetivos de la C.N.M.V., 
en la línea de procurar el correcto funcionamiento de los 
mercados de valores, vienen resumidos por el legislador al 
decir, en el artículo 13, párrafo segundo, de la L.M.V., 



que «velará por la transparencia de los mercados de valores, 
la correcta formación de los precios en los mismos y la 
protección de los inversores, promoviendo la difusión de 
cuanta información sea necesaria para asegurar la consecu- 
ción de los mismos». De esta forma, la C.N.M.V. es la 
encargada de procurar el adecuado funcionamiento del siste- 
ma financiero en lo que es su espina dorsal, el mercado de 
capitales. 

Se ha discutido sobre la independencia de la C.N.M.V., 
toda vez que sus rectores son designados por el Gobierno. 
Pero, tampoco puede olvidarse que no pueden ser separados 
sino en los supuestos, muy rigurosos, del artículo 20 de la 
Ley y que sus actos son sólo recumbles en vía contencioso- 
administrativa (art. 16), salvo en lo relativo a las sanciones, 
cuyo régimen será el previsto en los artículos 97 y 98 de la 
Ley. Estamos, pues, en presencia de una administración in- 
dependiente. 

La tipificación en la L.M.V. de algunas de estas conduc- 
tas como constitutivas de faltas graves o muy graves y la 
actividad inspectora de la C.N.M.V. ha determinado, res- 
pecto de aquéllas cuyo reproche rebasa los más amplios 1í- 
mites éticos, la cuestión de la confluencia de los órdenes 
jurisdiccionales penal y administrativo, a la que se refiere el 
artículo 96 de la L.M.V. Este respecto, inspirado en la ju- 
risprudencia constitucional recaída sobre el principio «non 
bis in idem», parte de la afirmación fundamental de la com- 
patibilidad de las sanciones administrativa y penal, con los 
límites de la prioridad del proceso penal respecto del admi- 
nistrativo y la necesaria acomodación de la resolución admi- 
nistrativa al pronunciamiento de la autoridad judicial. 

Este precepto hace deseable, si no obligatoria, una nece- 
saria coordinación entre la C.N.M.V. y el Ministerio Fiscal, 
a fin de evitar todo cruce en el ejercicio de sus respectivas 
facultades de investigación o, en el caso de ejercicio de la 
acción penal, su paralización. Por otra parte, la eficaz ges- 
tión de inspección de conductas con visos de antijurici- 
dad en el tráfico de los mercados de capitales realizada 



por la C.N.M.V., exhaustiva y de gran rigor jurídico, con 
exquisito aprovechamiento de los medios que pone a su ser- 
vicio la nueva normativa, debe ser, en la mayoría de las 
ocasiones, el punto de partida de la actuación del Ministerio 
Fiscal, quien a partir de la documentación y de los datos 
aportados por la C.N.M.V. podrá valorar, desde la óptica 
del Derecho Penal, la conducta investigada, sin que ello 
suponga una dejación del principio de legalidad en favor de 
oportunidad, pues la posibilidad y la facultad de practicar 
cuantas diligencias de investigación estime oportunas le vie- 
nen conferidas en los artículos 5." del Estatuto Orgánico del 
Ministerio Fiscal (E.O.M.F.) y 785 bis de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal (L.E.Cr.). Una continua y efectiva co- 
municación entre ambos órganos orillaría definitivamente 
estas dificultades. 

De las anteriores reflexiones se extrae la conclusión de 
que el Fiscal ha de estar especialmente atento a fin de evitar 
la impunidad de la llamada delincuencia económica. Para 
eilo debe procurarse un permanente contacto con la 
C.N.M.V., y con una conciencia clara del contexto socio- 
económico actual, que ha superado ya los presupuestos de 
esta índole que informaron -en la parte que aquí nos inte- 
resa- la redacción de la vigente legislación penal. 

Es evidente la estrechez-de nuestro ~ e r e c h o  penal eco- 
nómico y su falta de adecuación a la realidad actual. A la 
espera de la entrada en vigor de un nuevo Código Penal 
que, en la línea del Proyecto de 1980 y la Propuesta de 
Anteproyecto del Nuevo Código Penal (P.A.N.C.P.) de 
1983 -en su caso modificados con algunas sugerencias de 
la doctRna científica-, contemple de una forma más realis- 
ta y sistemática los supuestos más graves de conductas con- 
tra el orden económico - y, concretamente, contra los mer- 
cados de valores-, el Ministerio Fiscal debe, siempre con 
un escrupuloso respeto del principio de legalidad, investigar 
aquellos comportamientos de evidente antijuridicidad para, 
sobre la base de la nueva legislación administrativa y mer- 
cantil, ver si integra alguna conducta presuntamente delicti- 



va. Para ello debe partirse de los presupuesto jurídicos que 
conforman el modelo socio-económico definitivo en la 
Constitución, evitando la óptica rural que inspiró la redac- 
ción de algunos de los delitos de nuestro viejo Código Penal 
que, como el de maquinaciones para alterar el precio de las 
cosas del artículo 540, puede comprender supuestos más 
complejos jurídicamente que los que pudieran derivarse de 
las ferias de ganado, sin que ellos suponga hacer esfuerzos 
de interpretación extensiva -rechazable en Derecho Pe- 
nal- sino interpretar las normas conforme a la realidad de 
nuestro tiempo, como exige el Título Preliminar del Código 
Civil, en la elogiable línea de la jurisprudencia d e  la Sa- 
la 2.a del Tribunal Supremo a propósito de la estafa. 

En cuanto al procedimiento a seguir por el Ministerio 
Fiscal, cuando tenga conocimiento de hechos susceptibles 
de integrar un delito relacionado con los mercados de valo- 
res, es necesario considerar la especial complejidad técnico- 
jurídica de estas conductas -piénsese en posibles falseda- 
des, maquinaciones o estafas cometidas en el seno del Mer- 
cado de Futuros o del de Anotaciones en Deuda Pública- 
y la obligación constitucional y estatutaria del Ministerio 
Fiscal de ejercitar la acción penal con sujeción a los princi- 
pios de la legalidad e imparcialidad. Estas notas aconsejan 
que la vía adecuada debe ser, de conformidad con los ar- 
tículos 5." del E.O.M.F. y 785 bis de la L.E.Cr., y sobre la 
base del material que, en su caso, haya proporcionado el 
organismo administrativo encargado de la supervisión e ins- 
pección del mercado de que se trate, (principalmente la 
C.N.M.V., si bien también podrían intervenir el Banco de 
España y la Dirección General de Política Financiera del 
Ministerio de Económica y Hacienda), iniciar las correspon- 
dientes diligencias de investigación para determinar si los 
hechos que se le han participado revisten caracteres de in- 
fracción penal. 

Esta investigación debe agotarse hasta sus últimas con- 
secuencias y concluir según sus resultados, con la decisión 
de archivarlas. si no se confirman los indicios delictivos 



que determinaron su incoación -comunicando tal resolu- 
ción al organismo denunciante, de conformidad y a los efec- 
tos de los artículos 5." del E.O.M.F. y 785 bis de la 
L.E.Cr.-; o de ejercitar la acción penal, que deberá efec- 
tuarse, preferiblemente y por las razones de la especial com- 
plejidad jurídica y técnica de esta delincuencia, en forma de - .  

querella. Debe procurarse que el presupuesto inicial de las 
diligencias que practique sea la investigación previa efectua- 
da por la C.N.M.V., en aras a efectuar una primera valora- 
ción jurídica de la conducta denunciada y poder orientar 
debidamente dicha investigación. 

Por último es necesario destacar que la práctica de las 
diligencias precisas para investigar hechos presuntamente 
constitutivos de delitos relacionados con los mercados de 
valores exige en las Fiscalías en cuyo ámbito competencia1 
tengan su sede los mismos, poder contar con los medios 
materiales y personales precisos para desarrollar un trabajo 
adecuado en este campo del Derecho penal. La creación de 
Fiscalías especializadas en delitos económicos -moneta- 
rios, delito fiscal, delitos relacionados con los mercados de 
valores, delitos bancarios y societarios, fundamentalmen- 
te-, dotadas de los medios precisos para procurar a la so- 
ciedad una eficaz defensa contra una forma de delincuencia 
que, pese al barniz de exquisita y escasamente peligrosa y, 
por ello, fácilmente disculpable, puede causar -y de hecho 
causa- perjuicios sociales profundos y muchas veces irre- 
parables; y cuyas consecuencias, si bien de forma indirecta 
en la mayor parte de los casos, afectan a la totalidad del 
cuerpo social de un Estado. Los detalles del ámbito -esta- 
tal o autonómico- de estos órganos especializados del Mi- 
nisterio Fiscal dependería del necesario estudio crirninológi- 
co y de la organización de los Juzgados y Tribunales que 
-a imagen del actual de delitos monetarios- se fueran 
creando. (Madrid, Sr. García Crespo.) 



3. ¿Quedan despenalizados los daños en cuantía inferior 
a la del seguro obligatorio si son producidos bajo in- 
fluencia de bebidas alcohólicas? 

El segundo párrafo del artículo 340 bis a) del Código 
Penal, modificado y desplazado de lugar tras la reforma de 
la Ley Orgánica 311989, disponía que cuando resultare ade- 
más del riesgo prevenido lesión o daño, cualquiera que sea 
su gravedad, los Tribunales apreciarán tan sólo la infracción 
más gravemente penada. Este concurso de normas o de le- 
yes se resolvía, por consiguiente, con arreglo a la llamada 
por la doctrina relación de alternatividad en los términos 
previsto en el artículo 68 del Código Penal. 

De esta manera, cuando la intensidad de la lesión o del 
daño no superaba el quantum de la falta, se prefería el ar- 
tículo 340 bis a) por ser más grave, al artículo 586 núm. 3 
ó al 600, respectivamente. Por el contrario, el resultado de 
muerte, lesión o daño de intensidad delictiva, suponía que 
la aplicación preferente sería la del artículo 565 en relación 
con los artículos 407, 420 o 422, y 563 del Código Penal 
ya que la pena de privación del permiso de conducir se ex- 
tendía hasta los 10 años en el artículo 565 y sólo hasta 5 
años en el artículo 340 bis a), además de ser, generalmente, 
más grave la otra pena conjunta aplicable en cada caso. 

Pero en el derecho vigente, aquellas previsiones quedan 
recogidas en el art. 340 bis c) y sólo cuando se produjera 
resultado lesivo, en cuyo caso los Tribunales apreciarán úni- 
camente la infracción más gravemente penada. ¿Quiere esto 
decir que si se producen sólo daños no hay concurso de nor- 
mas, sin que queda por tanto acudir al precepto más grave? 

El artículo 563.2 admite el delito de daños por impm- 
dencia cuando exceda en su cuantía del seguro obligatorio, 
siempre que la impmdencia sea temeraria, y el artículo 600 
la falta de daños por impmdencia cuando fuera con infrac- 
ción de reglamentos y excedieren los daños, igualmente, de 
la citada cuantía. En uno y otro caso las infracciones son 
perseguibles a instancia de parte. 



Quien conduce un vehículo de motor bajo influencia de 
bebidas alcohólicas, o con temeridad manifesta, y ocasiona, 
debido a su estado y falta de elemental precaución, un daño 
superior al límite del seguro obligatorio, parece que incurre 
en delito de daños por imprudencia temeraria, siempre que 
hubiese denuncia previa; pero si no existe denuncia o si el 
estado de impregnación alcohólica no fue causalmente el 
determinante del daño, ha de quedar subsistente el delito de 
riesgo abstracto comprobado del artículo 340 bis a) núm. 1 
del C.P. (Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de julio de 
1989). 

Ahora bien, como el art. 340 bis c) sólo se remite al 
concurso de normas y a la elección de la más grave cuando 
haya habido resultado lesivo, se plantea el problema de sa- 
ber si es posible acudir al conflicto normativo cuando los 
resultados sean sólo de daños y, en este caso, distinguir 
entre los daños según excedan o no de la cuantía del seguro 
obligatorio. 

El hecho de que la imprudencia determinante de daños 
haya quedado reservada en su persecución a la instancia de 
parte, ha podido ser la causa de que el legislador haya acudi- 
do a la regla concursa1 sólo cuando entren en conflicto nor- 
mas que abarcan delitos públicos, si se parte de la base de 
que ha de sustentar carácter de temeraria (art. 565) la irnpru- 
dencia basada en la ingestión alcohólica, y por ello sólo en 
los casos de muerte o lesiones constitutivas de delito. Así 
entendidas las cosas y visto el contenido del artículo 340 bis 
c), podría pensarse que la conducta de quien conduce bajo 
los efectos del alcohol y causa a un tercero daños superiores 
a la cuantía del seguro obligatorio, da lugar no a un concurso 
de normas, sino a un concurso de delitos, porque la misma 
conducta, que inicialmente es dolosa, con dolo de peligro, 
determina un resultado de daños no querido pero evitable, 
es decir, un concurso ideal de un delito del artículo 340 bis 
a) con otro del art. 565 en relación con el 563.2. De esta 
manera, y siempre que hubiese denuncia del ofendido o 
perjudicado, los resultados de daños punibles producidos 



con ocasión de la conducción alcohólica se castigarían en 
forma más grave, quizá, que de ser el resultado de lesiones, 
si se tiene en cuenta la facultad de degradar la pena que 
confiere el artículo 420.2 en relación con el 565.4 y sobre 
todo por los dispuesto en el artículo 71 del Código Penal. 

Tan incongruente solución parece acercarnos de nuevo 
al concruso de normas y a atender a la más grave aunque el 
resultado dañoso no esté comprendido en el art. 340 bis c) 
y ello por aplicación de las reglas generales de solución del 
concurso aparente de normas que, además, prevén la rela- 
ción de especialidad como la principal para tal resolución. 
Cabe pensar que, en los casos que se han apuntado, existe 
una conducta imprudente muy grave productora de daños 
punibles antes que un mero delito de riesgo abstracto. 

Todo este confusionismo, que incurre en anomalías téc- 
nicas del calibre de convertir lo doloso en culposo por la 
mera incidencia de un resultado, bien podría haberse evitado 
suprirniento ese artículo 340 bis c) y llevando todos los re- 
sultados, lesivos o dañosos, al concurso no de normas, sino 
de delito: delito doloso de peligro que puede o no entrar en 
concurso con delito culposo de homicidio, lesiones o daños, 
en función de que el estado de impregnación alcohólica sea 
determinante o no de la lesión de un bien jurídico. Podría 
pensarse que existe una absorción de la primera conducta 
en la segunda, al basar la ingestión alcohól&a en la ausencia 
de precaución, pero esto no es del todo exacto, ya que nos 
llevaría a la peligrosísima presunción, negada por la juris- 
prudencia, de que todo conductor ebrio es responsable, sin 
más, de los resultados que se producen. A no ser, claro 
está, que consideremos qÜe el delito imprudente es un mero 
delito doloso de peligro donde el resultado opera como sim- 
ple condición objetiva de punibilidad. 

Pues bien, ¿qué sucede si no existe denuncia del ofendi- 
do o perjudicado por los daños punibles cometidos por el 
conductor ebrio, o si aquéllos no superan el límite defsegu- 
ro obligatorio? En el primer caso, falta una condición de 
perseguibilidad y punibilidad; en el otro el hecho está despe- 



nalizado por atípico. No hay imprudencia punible, ni en el 
uno ni en el otro. Ahora bien, ciñéndonos al primero de los 
supuestos, la solución de reservar las acciones civiles al per- 
judicado supone obligarle a acudir a un juicio civil en los 
términos de las disposiciones adicionales l." y 3." de la Ley 
Orgánica 311989, cuando, en realidad, el hecho es típico y 
antijurídico y puede desencadenar una culpabilidad, bien 
que falte una condición de punibilidad como es el presu- 
puesto procesal de la denuncia. No puede dudarse que per- 
siste la responsabilidad civil por el hecho típicamente antiju- 
rídico,' si bien no se admite su deducción en el proceso penal 
por no ser posible la condena. En el segundo caso es aún 
más claro que al estar despenalizada, por atípica, la conduc- 
ta, no cabe responsabilidad civil derivada de hecho que no 
es típico ni antijurídico, sino que habrá que buscar en el 
juicio civil otra fuente de la obligación de resarcimiento, 
distinta del delito, esto es, el acto ilícito causante por culpa 
o negligencia de un daño. 

Pero cabría pensar si los daños producidos, en uno y 
otro caso, por causa de la conducción bajo influencia de 
bebidas alcohólicas, son una consecuencia de este hecho 
más que de una imprudencia punible o atípica, en cuyo su- 
puesto cabría una responsabilidad civil derivada del delito 
de riesgo y, con ello, se evitaría al perjudicado que no haya 
expresamente renunciado a las acciones civiles tener que 
acudir al procesamiento civil para el logro de la indemniza- 
ción. Se puede argüir que el delito de riesgo en abstracto no 
supone lesión o daño alguno a bienes jurídicos, razón por la 
que éstos no precisan de resarcimiento o reparación, pero 
también cabe pensar en que los artículos 19 y 104 del Códi- 
go Penal, contemplan con generosa amplitud el contenido 
de la responsabilidad civil derivada del delito. Si el daño 
pruducido para robar, al hacer caer a la víctima de una agre- 
sión que rompe un objeto, no se integra como infracción 
punible, pero sí implica una responsabilidad civil derivada 
lo es porque o es conducta consumida en el tipo o tiene una 
relación inmediata con él. El daño que provoca el conductor 



ebrio no forma parte del tipo, pero sí tiene una relación 
inmediata con él, hasta el extremo de que algún sector doc- 
trinal lo enlaza mejor con la idea del dolo eventual que con 
la de la culpa consciente, en cuanto que la probabilidad de 
su realización, su representación y aceptación de pruducirse, 
tienen visos de certeza. Todo ello permitiría, poder deducir 
una responsabilidad civil por daño derivado de la conduc- 
ción bajo influencia de bebidas alcohólicas sin necesidad de 
sustentarlo en una imprudencia temeraria punible con todas 
sus cortapisas y dificultades de aplicación. (Granada.) 

4. Algunas cuestiones que plantea el artículo 41 1 del'Co- 
digo Penal. 

1. A pesar de la función correctora del párrafo 2." del 
artículo 1 .O del Código Penal (necesidad de la concurrencia, 
al menos, de culpa para responder del ulterior resultado más 
grave), no cabe ninguna duda de que el párrafo último del 
artículo 41 1 se halla en completo desacuerdo con la declara- 
ción de principios de la Exposición de Motivos de la Ley 
Orgánica 8/83 sobre el asentamiento de las garantías del 
llamado principio de culpabilidad y el de concreción al he- 
cho, con el fin de satisfacer las mas apremiantes exigencias 
de un Derecho Penal ajustado al Estado de Derecho. 

Conviene recordar, para una mejor comprensión del pro- 
blema, que si el legislador de 1944 sancionó la conducta 
tipificada en el párrafo último del 411 lo hizo con carácter 
residual, al no incluir en el Código Penal la figura del delito 
imposible, consistente en la práctica de maniobras abortivas 
sobre mujer no embarazada; figura que, con independencia 
de la muerte o lesiones graves concurrentes, sí erasanciona- 
da por la Ley de 24 de enero de 1941. mies bien, en este 
aspecto el precepto que comentamos resulta a todas luces 
superfluo, y su permanencia en el Código sólo se presta a 
confusiones inútiles, puesto que, dcsaparecido el mismo, la 
conducta consistente en  prácticas abohivas sobre mujer no 



embarazada podría ser sancionada, sin ningún tipo de pro- 
blemas, conforme a lo dispuesto por el artículo 52, mientras 
que permaneciendo, como hasta ahora, el último párrafo del 
artículo 41 1, y ligado, como está el delito imposible a la 
existencia de un resultado lesivo, teniendo en cuenta, ade- 
más, los antecedentes históricos ya mencionados, resulta, si 
no imposible sí extremadamente dificultosa la posibilidad 
de sancionar la referida conducta como delito imposible. 

Consecuentemente, la supresión del último párrafo del 
artículo 411 facilitaría notablemente las cosas, ya que, por 
un lado, cabría aplicar el artículo 52 (prácticas abortivas en 
mujer no encinta sin resultado lesivo) y, por otro, las reglas 
generales sobre culpabilidad, sancionándose, en su caso, el 
aborto, mientras que el resultado excesivo (muerte o lesio- 
nes) sería atribuible al sujeto activo bien a título de dolo 
eventual, bien a título de culpa o, en fin, liberarle de toda 
responsabilidad sobre el exceso cuando el mismo se deba a 
caso fortuito, criterio que, aunque de modo incompleto, fue 
seguido por el Código Penal de 1932. 

Incomprensiblemente, no ha sido aprovechada la refor- 
ma introducida en el Código Penal por la Ley Orgánica 3/89 
para suprimir el párrafo último del artículo 41 1, sólo retoca- 
do para adecuar su texto a la nueva regulación del delito de 
lesiones, con lo que la citada Ley Orgánica no ha hecho 
sino complicar aún más las cosas. Así, habiendo desapareci- 
do la anterior distinción entre lesiones graves y menos gra- 
ves, cualquier lesión consecuente a la realización de prácti- 
cas abortivas (esté o no la mujer embarazada), por pequeña 
o poco grave que sea la lesión, siempre que supere la prime- 
ra asistencia facultativa, dará lugar, si es atribuible a título 
de culpa, a la imposición de la pena de prisión mayor, es 
decir, la misma que se impone al responsable de un aborto 
sin el consentimiento de la mujer, lo que no deja de ser un 
disparate desde el punto de vista de la individualización 
penal. 

2. Otra cuestión importante que plantea la actual regu- 
lación del aborto es la relativa al tratamiento de la culpa. 



La expresión «de propósito» empleada por el legislador 
en el artículo 411 -que ha de entenderse implícita en las 
restantes figuras del aborto- dificulta extraordinariamente 
el juego de la culpabilidad culposa en relación con el delito 
de aborto, llegando a pensarse, no sin fundamento, incluso 
en la imposibilidad de sancionar conductas dolosas eventua- 
les. hallándose claramente excluidas las cul~osas. 

Sin embargo, no existe razón alguna que justifique la 
inclusión de un elemento subjetivo de culpabilidad dolosa 
en el tipo del aborto. La supresión de la expresión «de pro- 
pósito» no supondría problema alguno, sino que, muy al 
contrario, se equipararía el delito de aborto -delito contra 
la vida dependiente- a los restantes delitos contra la vida o 
la integridad física, totalmente exentos, como es lógico, de 
inoportunas inclusiones subjetivas en el tipo y sometidos, 
por consiguiente, a las normas generales sobre culpabilidad, 
que por sí mismas determinen la imposibilidad de califica- 
- - 

ciones culposas en determinados supuestos, como lo es, sin 
duda alguna, el aborto «honoris causa», del artículo 414. 

Además, la inoportuna inclusión de la frase «de propósi- 
to», justifica, por decirlo de algún modo, la excepción del 
aborto violento culposo sancionado por el artículo 414. 

Bien es verdad-que esta figura delictiva goza de honda 
raigambre en nuestro Derecho, pues ya se refería a ella la 
Ley VIII del Título Vm de la Partida W, y fue acogida en 
el seno de un Código tan temprano como el de 1848. 

Pero lo cierto es que se trata, en realidad, de un presun- 
ción «iuris et de iure» de culpa incompatible con el principio 
de culpabilidad rector del ordenamiento jurídico-penal, sien- 
do Dor tanto deseable su erradicación del articulado del Có- 
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digo, como lo entendió, con acierto indudable, el legislador 
de 1932 al no incluirla en su texto. 

3. Aunque de menor trascendencia, a efectos mera- 
mente técnicos, sería igualmente deseable -por sus reper- 
cusiones prácticas-una mayor y mejor delimitación de res- 
ponsabilidades por lo que a la participació~z cn delito de 
aborto se refiere. 



Sujeta a las normas generales, la participación adop- 
ta, como es bien sabido, ciertas peculiaridades cuando 
se trata de las personas a las que se refiere el artícu- 
lo 415, es decir, facultativos y habituales en actividades fe- 
ticidas. 

El término «cooperación», tal y como se utiliza por 
el legislador en el artículo 415, debe entenderse compren- 
sivo tanto de la cooperación necesaria (a la autoría direc- 
ta se refiere el verbo típico «causara»), como de la no nece- 
saria o simple complicidad, con lo que la sanción resulta 
exacerbada en ese último caso, equiparándose, de este 
modo, conductas que, por su menor intensidad delictiva, 
debieran ser merecedoras de un tratamiento penal diferen- 
ciado. 

Por otra parte, no cabe olvidar -atendida la existencia 
de modernos fármacos de tempranos efectos antiembriona- 
rios y las dificultades que pueden presentarse a la hora de 
diferenciar claramente determinados anticonceptivos de los 
abortivos propiamente dichos- los problemas que plantea- 
rá, si se mantienen en su actual redacción, la aplicación del 
artículo 415, en su referencia a los farmacéuticos, así como 
la del artículo 416, preceptos ambos precisados, sin la me- 
nor duda, de una mayor concreción. 

Finalmente, la pena de inhabilitación -dadas sus 
peculiares características y gravedad- debiera quedar re- 
ducida en su aplicación a las conductas comprendidas 
en los artículos 411 a 415, extrayendo de éste la referencia 
al farmacéutico e incluvéndola en el núm. 1.O del artícu- 
lo 416, pasando el artLulo 417 al lugar que ahora ocupa 
el 416. 

La razón es bien simple, puesto que tanto el farmacéuti- 
co como las personas a que se refiere el artículo 416, o son 
partícipes del delito de aborto por su cooperación y como 
tales deben responder, o son responsables de conductas an- 
tirreglamentarias elevadas a la categoría de delitos y, por 
tanto, no merecedoras de tan grave pena privativa de dere- 
chos. (Navarra.) 



5 .  El abono de la prisión preventiva en otras causas. 

Conforme a lo declarado por el Tribunal Constitucional, 
entre otras en sentencia de 8 de julio de 1987, la prisión 
provisional, sin perjuicio de su carácter de simple medida 
cautelar que, sin prejuzgarlo, tiende a asegurar el resultado 
final del proceso penal, es una decisión judicial de carácter 
excepcional que incide negativamente en el status de la li- 
bertad personal del inculpado y que, por lo mismo, restringe 
el derecho fundamental reconocido en el art. 17, aparta- 
dos 1 ." y 4." de la Constitución. 

El tiempo de prisión preventiva sufrida por el delincuen- 
te durante la tramitación de la causa se abonará en su totali- 
dad para el cumplimiento de la condena, cualquiera que sea 
la clase de la pena impuesta, según dispone el artículo 33 
del Código Penal, que resuelve de este modo en fase de 
ejecución el cómputo de la prisión provisional sufnda en el 
mismo proceso en que ha recaído sentencia condenatoria, 
pero silenciando el legislador cualquier referencia a la posi- 
ble extensión del beneficio del abono citado en causas o 
procesos distintos a los que motivaron la condena, laguna 
legal que da origen a diferentes interpretaciones por Juzga- 
dos y Tribunales en la práctica de liquidación de condena, 
cuando el interno o la propia Administración penitenciaria 
interesan que se incluya, con objeto de deducir del tiempo 
total de condena, además de la prisión preventiva de la cau- 
sa en la que ha sido condenado, los días sufridos en prisión 
provisional por el mismo condenado en otra causa en la que 
recayó sentencia absolutoria, auto de sobreseimiento libre o 
provisional y10 el exceso de prisión preventiva sobre la con- 
dena finalmente impuesta en otro procedimiento penal. 

El problema que se plantea excede de la mera disquisi- 
ción doctrinal para entrar de Heno en la realidad cotidiana 
de los centros penitenciarios del territorio. Es constante e 
ingente el número de quejas y reclamaciones de internos 
por la desproporción existente entre el tiempo sufrido en 
prisión provisional y la duración de la condena conforme a 



la parte dispositiva de la sentencia, a lo que hay que añadir 
los retrasos en excarcelaciones -singularmente en las penas 
cortas de prisión- por falta de remisión inmediata del testi- 
monio y liquidación de condena, los retrasos en la incoación 
y por tanto de la resolución del expediente de libertad condi- 
cional por disfunciones de la Administración de Justicia y 
el importante número de resoluciones acordando la prisión 
provisional insuficientemente motivadas o simplemente in- 
motivadas, conculcando la ley adjetiva penal y la doctrina 
sentada por el Tribunal Constitucional (entre otras, senten- 
cia de 14 de mayo de 1987), que interpreta el espíritu que 
debe presidir la adopción de una medida restrictiva del dere- 
cho fupdamental a la libertad. 

El problema se agrava, por cuanto al tiempo real de pri- 
vación de libertad en prisión preventiva debe agregarse el 
tiempo resultante de aplicación de los institutos de condona- 
ción penal (derecho a la redención ordinaria de penas por el 
trabajo, y aplicación de beneficios y redenciones de carácter 
extraordinario conforme a lo dispuesto en los artículos 71 y 
concordantes del Reglamento de los Servicios de Prisiones 
de 2 de febrero de 1956). 

Así las cosas, una prisión preventiva de un año puede 
devenir, merced a la apiicación de los citados derechos y 
beneficios, en una de dos años que deberán abonarse cuando 
se declare la firmeza de la sentencia condenatoria, surgiendo 
la paradoja de que a un preventivo condenado finalmente en 
la causa, se le hacen efectivos tales derechos y beneficios 
penitenciarios, lo que no sucede con un preso finalmente 
absuelto. 

Los supuestos comentados tienen su origen en yerros o 
disfunciones de la propia Administración de Justicia, que 
deben ser resarcidos conforme a lo prescrito en el artícu- 
lo 121 de la Constitución. 

El abono de la prisión preventiva en los casos descritos, 
pivota sobre las siguientes consideraciones: 

- En las refundiciones de condena se practica la liqui- 



dación habitualmente por las Oficinas de Régimen de los 
centros penitenciarios y son aprobadas por los Juzgados de 
Vigilancia Penitenciaria conforme a la tesis mantenida, rea- 
lizándose la operación aritmética tras sumar la totalidad de 
condenas a las que se refiere la refundición, reduciendo pos- 
teriormente todos y cada uno de los períodos en que el afec- 
tado ha sufrido prisión preventiva, con lo que el abono de 
preventiva ya no se ciñe exclusivamente a la propia conde- 
na, sino que al extenderse al total de la condena refundida 
afecta a otras causas, creándose una situación de agravio 
comparativo cuando una de las causas finaliza con sentencia 
absolutoria, excluida por definición de la refundición de 
condenas. De tal manera, que entre dos presuntos copartíci- 
pes en los mismos hechos es notorio el favor legis que se 
dispensa al que resulta condenado en todas las causas frente 
al que es absuelto en alguna o algunas de ellas. 
- El artículo 294 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 

prevé la posibilidad de reparación indemnizatoria en supues- 
tos análogos a los estudiados, subyaciendo en el espíritu del 
precepto la voluntad por parte de la Administración de Justi- 
cia de restablecer el equilibrio perturbado, artículo que pone 
el acento al decir «siempre que se le hayan irrogado perjui- 
cios» en el carácter residual de la norma, por lo que la repa- 
ración del mal infligido se lograría -en primer término- 
procediendo al abono en otro procedimiento penal del perío- 
do pasado en preventivo. 
- Cuando en una misma situación se cometen uno o 

varios hechos susceptibles de originar un concurso real de 
delitos, la prisión provisional decretada por uno de ellos se 
aplica, si el delito conforme al artículo 17 de la L.E.Cr. es 
objeto de un único proceso penal, a todos y cada uno de los 
delitos, extendiéndose entonces la preventiva por un delito 
a otros delitos. No obstante, es conocida la práctica judicial 
que tiende a «romper» la conexidad tramitándose distintos 
procesos, uno por cada delito, por lo cual si por uno de los 
delitos objeto de acusación se produce sentencia absolutoria 
y es por el mismo que se ha decretado la prisión preventiva, 



no sería de abono aplicando una interpretación gramatical 
del artículo 33 del Código Penal, originando una situación 
de injusticia material evidente, que solamente puede paliarse 
procediendo conforme a la tesis que se sostiene. (Barce- 
lona.) 

6 .  La adopción del hijo del conyuge corno viafraudulenta 
en la adopción. 

Las últimas modificaciones experimentadas por el Códi- 
go Civil en materia de adopción, representadas por la Ley 
711970, de 4 de julio, y por los sucesivos y ligeros retoques 
de las leyes 1111981, de 13 de mayo, y 3011981, de 7 de 
julio se han mostrado inoperantes a la hora de hacer realidad 
una sentida aspiración legislativa. El deseo de los poderes 
públicos de eliminar las fuentes generadoras del tráfico de 
menores y la picaresca de marcado matiz lucrativo que ro- 
dea, en no pocas ocasiones, la adopción de un menor, no ha 
contado con adecuados instrumentos legislativos que convir- 
tieran aquella intención en algo más que un optimista desi- 
deratum. 

La existencia de prácticas enmascaradoras de corrupción 
y la sensibilidad social que rodea todo fenómeno jurídico 
que tenga por protagonista al menor, llevaron al legislador 
a la promulgación de la Ley 2111987, de 11 de noviembre, 
por la que se modificaron determinados artículos del Código 
Civil y de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 

La Ley 2111987, no se limitó a una superficial reelabora- 
ción del conjunto normativo llamado a reglamentar el fenó- 
meno de la adopción sino que, por el contrario, ha afectado 
al fundamento mismo de la institución y a los principios 
inspiradores de aquélla. El acogimiento familiar y la decla- 
ración de desamparo -figura tuitiva de perfiles administra- 
tivos, pero sometida desde el principio al control y supervi- 
sión ejercidos por el Ministerio Fiscal y la autoridad judi- 
cial- trataron de acabar con el carácter cuasiclandestino 



que rodeaba el conjunto de actos previos encaminados a la 
formalización del negocio jurídico de la adopción. 

Se atribuye así un preponderante papel a la entidad pú- 
blica a la que, en el respectivo temtorio, esté encomendada 
la protección de menores. A aquella se confiere, por minis- 
terio de la Ley, la tutela de los menores que se encuentren 
en situación de desamparo (art. 172 del C.C.). La interven- 
ción de la Administración pública encargada de las presta- 
ciones dirigidas a la protección de desamparados, se plasma 
en la indispensable propuesta previa que la entidad pública 
ha de emitir como presupuesto ineludible para la incoación 
del expediente de adopción (art. 176.2 del C.C.) 

Con ello se pretende lograr que la presencia de un menor 
a cuya adopción se aspire, obedezca a una encomienda pre- 
via y provisoria de ese menor por parte de la entidad pública 
que, tras incoar expediente y ponderando el interés de aquél, 
concluya la conveniencia de su entrega a un determinado 
grupo familiar. Quien inste ante los órganos judiciales el 
trámite de ado~ción de un menor. ha de hallarse en condi- 
ciones de demostrar, mediante la repetida propuesta de la 
entidad pública, que su propia custodia no obedece a una 
entrega por personas desconocidas. Sólo así, desde la óptica 
del legislador, se evitaría esa suerte de sospechosa tenencia 
de un menor al que se persigue adoptar y cuyos más elemen- 
tales datos identificatorios se dicen desconocer. Esa fingida 
ignorancia de los datos inscribibles del menor ocultaba, en 
algunas ocasiones, un tráfico de niños que paralelamente al 
afán legislativo por evitarlo se consolidaba con sus propias 
reglas. 

La necesidad presente en todo proceso legislativo de no 
encorsetar el dinamismo social en las propias reglas que se 
tratan de implantar, llevó a la Ley 2111987 a establecer con- 
tadas excepciones en las que la exigencia de propuesta pre- 
via de la entidad pública quedaba desplazada. Así lo procla- 
ma el mismo artículo 176 del C.C. en los siguientes casos: 
1. Ser huérfano y pariente del adoptante en tercer grado por 
consanguinidad o afinidad. 2. Ser hijo del consorte del 



adoptante. 3. Llevar más de un año acogido legalmente por 
el adoptante o haber estado bajo su tutela por el mismo 
tiempo. 4. Ser mayor de edad o menor emancipado. 

La práctica diaria desarrollada bajo la vigencia del nuevo 
texto legal ha evidenciado que la excepción recogida en el 
número 2 de los apartados antes transcritos, es decir, la de 
ser hijo del consorte del adoptante, encierra en sí una clara 
fórmula para eludir o sortear el rígido sistema de la propues- 
ta previa de la entidad pública. Los supuestos de hecho po- 
sible son varios. En cualquier caso, el proceso, en la mayo- 
ría de las ocasiones, discurre de la siguiente manera: tomada 
por ambos cónyuges sin descendencia la decisión de adoptar 
un recién nacido soslayando la rigidez de la previa interven- 
ción pública, el varón reconoce como propio un hijo de una 
madre soltera con la que ya se ha llegado a un acuerdo en 
tal sentido. Aún cuando en la procreación de ese menor no 
haya intervenido quien formula su reconocimiento, tal acto 
jurídico, desplegado con la complacencia de la madre bioló- 
gica, va a provocar como efecto inmediato la determinación 
de una filiación no matrimonial respecto del menor en cues- 
tión (art. 120.1 del C.C. ) .  Entregado por la madre biológica 
el menor a quien acaba de reconocerlo, ya es posible justifi- 
car ante quien lo exija, por simple imperativo de las disposi- 
ciones reguladoras de los efectos de la filiación, la guarda, 
la custodia, y en fin, el ejercicio de cualesquiera de los 
derechos inherentes a la patria potestad. 

Colmada la primera etapa de todo un proceso perfecta- 
mente desplegado se abre un segundo período, que se limita 
a adoptar al menor por parte del cónyuge de quien ha fingi- 
do con todo éxito el reconocimiento. 

Iniciado el expediente de adopción, en trámite de juris- 
dicción voluntaria y sin la oposición de la verdadera madre 
biológica -normalmente escogida con residencia bien dis- 
tante del órgano judicial competente para la tramitación del 
expediente-, el buen resultado y, en definitiva, la prospe- 
rabilidad de la pretensión de la adoptante está, practicamen- 
te, asegurada. 



La intervención del Ministerio Fiscal en los trámites ju- 
diciales encaminados a la adopción, constituye un imperati- 
vo legal que, con claro fundamento estatutario, reitera el 
art. 1.825 de la L.E.C. Su presencia permitirá en muchas 
ocasiones detectar la sospecha de que la falta de propuesta 
previa de la entidad pública y la adopción por uno de los 
cónyuges del hijo del consorte puede estar disfrazando una 
operación similar en su esencia a la anteriormente descrita. 

La posibilidad de incoación por el Fiscal de unas dili- 
gencias informativas que, con fundamento en los arts. 5 del 
Estatuto de 198 1 y 785 bis de la L.E.Cr., tiendan a averi- 
guar la realidad de los hechos y la posible derivación de 
responsabilidades penales, aparece como incuestionable. Sin 
embargo, no queda con ello resuelto el futuro que a la adop- 
ción como negocio jurídico familiar haya de atnbuírsele. 

Una referencia que ha de estar presente en el manejo de 
cualquier criterio interpretativo, viene determinada por la 
clara vocación de estabilidad con la que el propio legislador 
contempla la adopción. Con toda rotundidad se expresa el 
art. 180 del C.C. cuando recuerda que la adopción es irrevo- 
cable, sentando rígidas excepciones a tal regla general. 

Si las anomalías se advierten antes de que haya recaído 
resolución judicial estimatoria de la adopción, la actitud del 
Fiscal aconseja la oposición a la aprobación del expediente 
incoado. Tal rechazo, según el artículo 1.827 de la L.E.C., 
no debe provocar el efecto general del artículo 1.817 de la 
misma L.E.C. es decir, la conversión del trámite en conten- 
cioso, sino que, aunque no se diga expresamente, el Juez 
habrá de valorar la conveniencia de la adopción para el me- 
nor y, en el mismo trámite de la jurisdicción voluntaria, 
dictar una u otra resolución. 

Tal conveniencia estará, normalmente, desaconsejada 
pues no en vano se está tratando de resolver una solicitud - 

que ya adolece de un vicio de origen que, incluso, puede 
llegar a tener indudables repercusiones en la esfera delictiva. 

Mayor problema plantea la solución de aquellos otros 
supuestos en que la adopción ya ha sido aprobada y con 



posterioridad surgen los datos reveladores de la alteración 
de la verdad. Parece claro que la regla general de la irrevoca- 
bilidad de la adopción no sería obstáculo para un pretensión 
punitiva auspiciada por el Fiscal y dirigida a provocar la 
rectificación registral, una vez lograda la oportuna sentencia 
condenatoria, respecto de la paternidad declarada en virtud 
del viciado reconocimiento. El interés del adoptado, núcleo 
medular de la institución, quedaría salvaguardado mediante 
la aplicación del efecto prevenido en el núm. 4 del artículo 
180 del C.C., según el cual, la determinación de la filiación 
que por naturaleza corresponda al adoptado no afecta a la 
adopción. (Las Palmas. Fiscal: Sr. Marchena Gómez.) 

7. La prescripción en los delitos contra el derecho de 
autor. 

La Ley Orgánica 611987, que introdujo en el Código 
Penal los artículos 534 a), b), c) y ter., supuso la tipifica- 
ción de un delito que, en su aspecto básico, está comprendi- 
do en una norma penal en blanco por remisión a una norma 
extrapenal, como es la Ley de Propiedad Intelectual de 11 
de noviembre de 1987, cuando se trata de integrar la con- 
ducta típica. Las acciones de reproducir, plagiar, distribuir 
y comunicar públicamente una obra literaria, artística o 
científica, o su interpretación o ejecución, sin la autoriza- 
ción de los titulares del derecho o de sus cesionarios, que 
necesariamente han de ser dolosas para su punición, exigen 
conocer el contenido del derecho de autor, su extensión y 
límites, para configurar tal conducta típica. Se suscita en- 
tonces un cúmulo de posibilidades diferentes, unas en su 
dimensión de delito instantáneo y único, como es la inter- 
pretación aislada de una obra, y otras, más frecuentes, en 
un perfil de permanencia, como sucede con el plagio de 
obras literarias o musicales y su comercialización. En este 
punto, cobra especial interés determinar si el delito contra 
la propiedad intelectual tiene naturaleza de auténtico delito 



permanente o de estado y, en tal caso, si no corre el período 
de prescripción hasta el cese de tal situación, por estimarse 
que mientras persiste la publicación o distribución el delito 
«sigue consumándose». 

En el fondo, late todo un problema de seguridad jurídi- 
ca, que afecta al criterio doctrinal y jurisprudencia1 de man- 
tener que el delito permanente, mientras subsiste, no entra 
en cómputo de prescripción. Esto supone que los llamados 
delitos de mera actividad, que no precisan de lesión al bien 
jurídico que tutelan o, lo que es igual, de resultado para su 
consumación, si sus efectos se prolongan en el tiempo por 

- - 

crear estado o situación antijurídicos, como es el caso de 
los delitos contra la propiedad intelectual, podrían verse ca- 
talogados como imprescriptibles, ya que es difícil, si no 
imposible, hacer cesar voluntariamente dicho estado (libros 
que se venden o distribuyen, se prestan, etc., una vez edita- 
dos con plagio' de otra obra). Las reimpresiones de libros 
editados con infracción del artículo 534 bis a), una vez con- 
templada esa posibilidad en el contrato de edición, no per- 
miten que voluntariamente pueda hacer cesar el sujeto activo 
la situación antijurídica creada. Distinto es el caso de 
los delitos instantáneos con resultado permanente, en que 
la voluntad del sujeto activo puede acabar con el resulta- 
do producido (rapto, detención ilegal), donde parece eviden- 
te que no empiece a correr la prescripción hasta que el 
culpable elimine el resultado antijurídico creado y mante- 
nido. 

Por ello, una vez producido el delito contra la propiedad 
intelectual quizá hubiera de considerarse que, realizado el 
plagio, reproducción, etc., de la obra científica, literaria o 
artística, a partir de ese momento habría de empezar a trans- 
currir el período de prescripción del delito, ya que la activi- 
dad consumativa y el ataque al bien jurídico se han manifes- 
tado en su plenitud, sin que sea bueno para la seguridad 
jurídica que mientras se distribuyan, interpreten o comercia- 
licen las obras ilegítimas persista una consumación dilatada, 
ya que todo esto implicaría una clara discriminación de trato 



punitivo con otros delitos de consumación instantanea que 
inevitablemente, dejan su estela o rastro perdurable. (Gra- 
nada.) 

8. El nuevo 

Al examinar esta figura delictiva, hemos de unirnos a 
las críticas generalizadas que se le han hecho en el sentido 
de considerarla como una resurrección de la prisión por deu- 
das y por su carácter discriminatorio respecto a situaciones 
muy parecidas a las en él descritas; descriminación que po- 
dría estimarse incluso como vulneradora del artículo 14 de 
la Constitución. 

La falta de pago de pensiones, en cuanto manifestación 
del incumplimiento de deberes de asistencia que tienen su 
origen en la patria potestad o el matrimonio, deberían poder 
sancionarse a través del delito del artículo 487, si éste no 
tuviere el estrecho cauce de los dos supuestos -a nuestro 
juicio trasnochados- que permiten su aplicación y que aún 
se ha hecho más angosto por la práctica judicial que ha 
venido a convertir tal figura delictiva en una norma de apli- 
cación subsidiaria a aquellos casos en que no existe entre 
los cónyuges procedimiento de separación o divorcio. 

Se trata con el nuevo precepto de establecer un medio 
coactivo para invitar a los obligados renuentes al pago de 
pensiones fijadas en procedimientos matrimoniales. Pero 
hay que hacer notar: 

- Que no se distingue entre la pensión establecida en 
favor de los hijos, a pesar de que aquélla es contingente y 
ésta necesaria (arts. 90 y 97 del Código Civil) y que los 
efectos de su incumplimiento no revisten, por lo general, 
idéntica gravedad. 
- Que limitada la aplicación del tipo al impago de pen- 

siones acordadas en procedimientos matrimoniales, no po- 
drá extenderse, por ejemplo, a la establecida judicialmente 



en favor de los hechos en un proceso de alimentos del ar- 
tículo 1.609 de la Ley de Enjuiciamiento Civil; por lo que, 
de entrada, los hechos naturales que no puedan exigir esta 
obligación en un proceso matrimonial, se verán discrimina- 
dos en la protección penal. 
- Que no se prevé una excusa absolutoria semejante a 

la establecida en e l  artículo 563 bis b), que podría ser suma- 
mente eficaz para el propósito del legislador de dar protec- 
ción al cónyuge e hijos más necesitados y que es tanto más 
precisa en cuanto parece que, la figura delictiva ahora acu- 
ñada, no puede generar responsabilidad civil por ser ésta 
preexistente y nacida del convenio o resolución judicial. 
- Que aún resulta más paradójico que persistiendo la 

excusa absolutoria del artículo 564 para delitos contra la 
propiedad entre cónyuges, ascendientes y descendientes, sin 
distinción alguna en orden a las consecuencias que dichos 
actos depredatorios hayan podido producir en los afectados 
-imaginemos un defraudación en la que se hubiere coloca- 
do a la víctima (los hijos, por ejemplo) en grave situación 
económica o realizada abusando de la superioridad surgida 
de la relación patemo-filial- sin embargo origine responsa- 
bilidad penal el impago de una pensión que, al igual que 
aquellas conductas, viene a afectar al patrimonio de la espo- 
sa e hijos. 
- Y finalmente, que hubiera debido requerirse en la 

conducta típica el elemento intencional característico de 
otros delitos de omisión (arts. 338 bis, 499 bis, 371, párrafo 
último) que excluyera del tipo aquellos supuestos en que el 
impago viniere determinado por circustancias ajenas a la vo- 
luntad del sujeto. (Lérida.) 

9. Problemática suscitada por el artículo 93 bis del Códi- 
go Penal. 

La reforma introducida en el Código Penal en materia 
de drogas por la Ley Orgánica 1/88, de 24 de marzo, aportó 



como novedad a través del artículo 93 bis, la posibilidad de 
conceder la remisión condicional por penas de hasta dos 
años de duración para los condenados que, no siendo reinci- 
dentes, hubieran cometido el delito en situación de drogode- 
pendencia y acreditasen su propósito de rehabilitación. 

En el territorio de esta Fiscalía, y pese a la buena dispo- 
sición tanto del Ministerio Público como de la Audiencia, 
no ha habido lugar a la aplicación de tal precepto en razón 
a haber nacido viciado por los fuertes condicionantes que 
comporta. 

Las razones de tal inaplicación se concretan en las consi- 
deraciones siguientes: 

a) El obstáculo de la reincidencia. 

El primer y principal obstáculo para la aplicación del 
artículo 93 bis lo constituye la exigencia de que el condena- 
do no sea reincidente. Teniendo en cuenta que las drogode- 
pendencias se desarrollan con mayor facilidad en los am- 
bientes marginales y entre personas frecuentemente delin- 
cuentes, era de esperar lo que la realidad ha demostrado. La 
mayor parte de las sentencias dictadas han excluido la apli- 
cación del beneficio por la reincidencia declarada. 

b) La limitación penológica. 

En otras sentencias sí se daban los requisitos estableci- 
dos en el artículo 93 bis, l." y 3." Ahora bien, teniendo en 
cuenta que los hechos delictivos enjuiciados fueron mayori- 
tariarnente de tráfico de drogas -generalmente de heroí- 
na- o por robo con violencias -generalmente también 
agravados por el uso de armas blancas-, entraba en juego 
la limitación penológica establecida en el primer párrafo del 
precepto, pues tanto en uno como en otro caso la pena mí- 
nima imponible, de aplicarse la atenuante analógica -y 



conforme a las reglas del artículo 61 -, era superior a dos 
años. Concretamente, dos años, cuatro meses y un día en el 
tráfico de drogas, y cuatro años, dos meses y un día en el 
robo con violencia agravado por el uso de armas. 

c) La certificación del tratamiento deshabituador. 

Superadas las barreras de los anteriores requisitos y ope- 
rando ya sobre un escasísimo resto de supuestos, nos encon- 
tramos con la exigencia del n." 2." del artículo 93 bis de 
que por un Centro o servicio debidamente acreditado u ho- 
mologado se certifique «suficientemente» que el reo se en- 
cuentra deshabitado o sometido a tratamiento para tal fin. 

Sabido es que la actuación estatal en materia de atención 
a los drogadictos se ha producido tardíamente y en forma 
insuficiente, obedeciendo a la iniciativa privada la mayor 
parte de los centros destinados a tal fin, y que de estos, 
alguno presenta contornos irregulares en cuanto a sus mode- 
los de tratamiento y fines últimos, sin que exista ningún 
listado, o relación de dichos centros que pueda servir a los 
Tribunales para determinar si pueden ser tenidos en cuenta 
a los efectos del artículo 93 bis. La relación de centros o 
servicios, al menos respecto a Cataluña, que reúnen tal ca- 
rácter, comprende solamente los de naturaleza pública y 
son, en su casi totalidad, servicios de atención al toxicóma- 
no de carácter ambulatorio. 

Por lo tanto los certificados expedidos por otros centros 
que no sean aquéllos no podrán servir para cumplir el requi- 
sito que examinamos; de aquí que aún se reduce más hasta 
hacer prácticamente inviable la aplicación de este «benefi- 
cio» . 

d) La innecesariedad del artículo 93 bis. 

Si después de todo lo anteriormente dicho llegamos no 
obstante a determinar en algún caso la aplicación del artícu- 



lo 93 bis, vendríamos a caer en la cuenta de su innecesarie- 
dad. Si la pena impuesta fuera inferior a un año, los artícu- 
los 92 y 93 del Código Penal permiten otorgar la remisión 
condicional sin la exigencia de los requisitos suplementarios 
del artículo 93 bis) que, en definitiva, vienen a hacer de 
peor condición al primodelincuente toxicómano respecto al 
no drogodependiente, lo que carece de sentido. Si la pena 
alcanzare hasta los dos años, el propio artículo 93 permitiría 
igualmente la remisión condicional, mediante la apreciación 
de la atenuante 10 del artículo 9, como muy cualificada, o 
de la semieximente l." del mismo artículo en relación con 
la 1 ." del artículo 8. 

De aquí que el Tribunal, ante un reo afecto de drogode- 
pendencia influyente en la comisión del delito en la medida 
exigida por el artículo 93 bis 1 .O,  prefiera siempre aplicar la 
citada semieximente y hacer uso de la facultad que confiere 
el artículo 9.1. en su párrafo segundo, y que posibilita el 
cumplimiento simultáneo de la pena y la medida de intema- 
miento en un centro de rehabilitación, e incluso la reducción 
de aquélla en cuanto se obtiene la rehabilitación efectiva. 

Si el tratamiento deshabituador no requiriese intema- 
miento, pudiendo realizarse en régimen ambulatorio, es evi- 
dente, como ya hemos señalado, que podría concederse la 
remisión condicional a través del propio artículo 93 en su 
párrafo último. (Lérida.) 

10. Consideración especial de los Fiscales de Paz. 

El Estatuto del Ministerio Fiscal con criterio realista 
prescinde de considerar los Fiscales de Paz como miembros 
del Ministerio Fiscal en atención a su nulo papel en el ámbi- 
to de los Juzgados del igual nombre. Tal inactividad es con- 
secuencia de que, limitada su actuación a los juicios de fal- 
tas cuya competencia viene atribuida a aquéllos, resulta que 
los Juzgados de Distrito han venido asumiendo tradicional- 
mente el enjuiciamiento de dichas faltas ante el malestar e 



incomodidad que producía a los Jueces de municipios pe- 
queños el haber de imponer sanciones a sus convencinos. 
Incomodidad que se hubiera extendido al Fiscal si hubiera 
debido ejercer una acusación. 

Sin embargo, con la supresión de los Juzgados de Distri- 
to es dudoso que los actuales de Instrucción con competen- 
cia para el enjuiciamiento de las faltas estén dispuestos a 
asumir graciosamente el conocimiento de la que correspon- 
da a los Juzgados de Paz, lo que, con arreglo a la Ley, es 
perfectamente lógico. 

Estas circustancias van a plantear a la Fiscalía una difícil 
situación. 

Por una parte, la competencia atribuida a los Juzgados 
de Paz es realmente amplia en materia de faltas, extendién- 
dose a la totalidad de las previstas en los Títulos 1 y 11 del 
Libro II, con excepción de los artículos 572 y 576, y a las 
de amenazas y coacciones (art. 585) del Título IV, así como 
las previstas en los arts. 590, 594 y 596 del Título IV, entre 
las que se cuentan hechos de tan frecuente producción como 
el pastoreo abusivo o la quema de rastrojos en forma ilegal. 

Por otra parte, el enjuiciamiento de dichas faltas en los 
Juzgados de Paz carece de existencia legal tras la publica- 
ción del Estatuto del Ministerio Fiscal y que tampoco los 
Fiscales de carrera están legalmente llamados a actuar ante 
los Juzgados de Paz, como se desprende del propio Estatuto 
Orgánico, es evidente la gravedad de la siuación que 
plantea. 

La única solución posible es la no intervención del Fis- 
cal en los procedimientos por faltas seguidos ante los Juzga- 
dos de Paz, y no sólo ante ellos, sino por congruencia, tam- 
poco ante los Juzgados de Instrucción en las faltas anterior- 
mente reseñadas, en las que dichos Juzgados intervienen por 
asunción de la competencia del inexistente Juzgado de Paz 
de su sede. Sí debería intervenir, sin embargo, en aquellas 
que por su mayor gravedad o complejidad de determinación 
se excluyen de la competencia de aquéllos y cuyo conoci- 
miento se reserva a los Juzgados de Instrucción. 



El principio acusatorio que alcanza a los juicios de faltas 
no se vería menoscabado desde el momento en que se for- 
mulara una denuncia bien por el particular ofendido o perju- 
dicado, bien por los agentes de la Autoridad y fuera mante- 
nida en el acto de la vista del juicio, sin que, por la simpli- 
cidad formal del juicio de faltas aparezca como requisito 
inexcusable de aquél una calificación precisa por parte del 
denunciante a la cual deba ajustarse el Juez. De hecho, y 
así sucede ahora, cuando frente a una solicitud absolutoria 
del Fiscal el denunciante sin asistencia de Letrado, interesa 
la condena del denunciado por los daños que le ha causado 
o la ofensa que le ha infligido, sin cita de artículos concretos 
que, naturalmente desconoce, es el Juez quien, si estima 
sus razones, encaja los hechos denunciados y probados en 
el tipo penal correspondiente. 

Esta es a mi juicio, la única solución posible. Bastaría 
una pequeña modificación en las normas procesales regula- 
doras del juicio de faltas y se pondría fin a la situación 
paradójica de que quienes no pertenecen al Ministerio Fiscal 
conforme a los artículos 12 y 32 a 34 del Estatuto, siguen 
ostentando una denominación que no puede corresponderles 
según dispone el artículo segundo n." 2 de éste, para, en 
definitiva, permanecer, como ha venido sucediendo, en la 
más completa inactividad. 

Su mantenimiento nos parece carente de apoyo jurídico 
en la actualidad por su exclusión del Estatuto y la solución de 
que sean asumidas sus funciones por los Fiscales de carrera, 
ante los Juzgados de Paz, si éstos se ven forzados a la celebra- 
ción de juicios de faltas de su competencia por la actitud de 
los Jueces de Instrucción, completamente inviable. (Lérida.) 

11. Problemas sobre protección de menores. 

Pasados ya más de dos años desde la publicación y en- 
trada en vigor de la Ley 21/87 de 11 de noviembre que 
modificaba algunos artículos del Código Civil y de la Ley 



de Enjuiciamiento Civil en relación con la protección y 
adopción de los menotes, ha llegado el momento de hacer 
una reflexión sobre el cumplimiento y los resultados de la 
misma. Esta necesidad de reflexión ha debido ser unánime, 
pues pocas son las Fiscalías españolas que en sus respecti- 
vas Memorias no han dedicado algún espacio más o menos 
amplio del tema. 

La nota común de todas las áreas jurídicas en que inter- 
vienen las Fiscalías es el incremento del número de casos 
respecto al año anterior; mas este incremento se agudiza en 
la esfera de la protección de Menores por dos evidentes ra- 
zones: la primera, porque en el año anterior, la Ley 21/87 
de 11 de Noviembre empezaba a desplegar sus efectos, y la 
segunda, porque es fácilmente constatable una mayor sensi- 
bilidad de todas las capas sociales hacia este tema. Téngase 
en cuenta que el número de menores beneficiados por esta 
Ley se aproxima ya a los diez mil. 

La Ley 21/87 de 11 de Noviembre basa su eficacia en 
una desjudicialización de toda materia a que se refiere, otor- 
gando a las Entidades Públicas amplios poderes para prote- 
ger, mediante la tutela automática, a todo niño en estado de 
desamparo, pero teniendo muy próxima la mirada vigilante 
y directa del Ministerio Fiscal al que el artículo 174 de Có- 
digo Civil encomienda la superior vigilancia, como defensor 
nato que es de los derechos de los menores y personas des- 
validas, y siendo la última decisión de la autoridad judicial 
en caso de conflicto entre la Entidad Pública protectora y 
los padres biológicos o el Fiscal. 

Bajo estas premisas que acabamos de exponer ha empe- 
zado su andadura de Protección de los Menores en España 
y si vien es cierto que, en líneas generales, ha habido resul- 
tado satisfactorio, no es menos cierto que han empezado a 
aflorar los problemas que pueden dar al traste con una labor 
de gran importancia. 

De todos 'los problemas surgidos podemos destacar los 
siguientes: 

El incremento de las protestas extrajudiciales en las Fis- 



calías y la imposibilidad del Fical para solucionarlas por 
falta de medios personales y técnicos. 

El incremento de las protestas ante los Juzgados, la des- 
confianza de los Tribunales frente las Entidades Públicas y 
falta de cooperación y tardanza. 

Las adopciones realizadas en fraude y falta de tipifica- 
ción del tráfico de menores en el Código Penal. 

A) Con el transcurso del tiempo y el quehacer constan- 
te de las Entidades Públicas, día a aía se van incorporando 
más niños a la esfera protectora, lo que impone una actua- 
ción más intensa de tales Entidades y de las Fiscalías que 
supervisan. 

Esto tiene como consecuencia que las estructuras crea- 
das precipitadamente en un primer momento se han quedado 
pequeñas; que la Entidad Pública por la experiencia adquiri- 
da empieza a actuar con más autonomía respecto a las Fisca- 
lías en las que antes buscaba su apoyo; que se ha creado 
una mayor burocratización de todo el área y, en consecuen- 
cia, en un incremento de las protestas de los padres biológi- 
cos frente a los acuerdos de la Entidad Pública. 

Debemos tener en cuenta que todas las facultades que la 
Ley 21/87 de 11 de Noviembre de 1987 otorga a la Entidad 
Pública, merman, en mayor o menor medida, los derechos 
que el Código Civil otorga a los padres respecto a sus hijos, 
derechos estos últimos que no han de prevalecer frente a 
superior interés del niño, pero que en todo caso será una 
cuestión de prueba y que en el último término deberá resol- 
ver la Autoridad judicial. 

Como las Entidades Públicas actual «ex lege» y automá- 
ticamente en virtud de lo dispuesto en el artículo 172 y una 
vez dictado el acuerdo se refugian en su aparato burocrático, 
se han incrementado en toda España los desacuerdos entre 
las Entidades públicas y los padres biológicos que han dado 
lugar, por una parte, a un gran incremento de las visitas y 
protestas de los afectados a las Fiscalías encargadas por el 
artículo 174 de la supervisión de los acuerdos de las Entida- 
des Públicas y, por otro lado, en un gran incremento de los 



procedimientos en vía judicial con el fin de dejar sin efecto 
tales acuerdos que se considera lesionan los derechos de los 
afectados. 

Así estamos constatando como poco a poco (de ello se 
hacen eco numerosos Fiscales en sus Memorias) las Fisca- 
lías se están convirtiendo en una especie de negociado de 
visitas, quejas y consultas, de los particulares afectados por 
las resoluciones de las Entidades Públicas, donde exponen a 
los Fiscales encargados de estas materias sus versiones, al- 
gunas muy fundamentadas y sangrantes. 

Es nota común en todas las Fiscalías, prácticamente sin 
excepciones, la existencia de una gran coordinación y rela- 
ción fluida con las Entidades Públicas, de modo que éstas 
transmiten inmediatamente los expedientes y los acuerdos 
que toman respecto a los menores protegidos. Pero, cuando 
llegan a la Fiscalía los padres afectados, el Fiscal sólo cuen- 
ta con el informe remitido por la Entidad Pública, por lo 
que en un primer momento podrá únicamente recabar nue- 
vos informes a la Entidad, quien generalmente los dará en 
el mismo sentido. 

Como dice el Fiscal de Madrid, la figura del Fiscal con 
su triple función de garante de la legalidad, protector del 
menor y superior vigilante de las actuaciones de las Entida- 
des Públicas, es quizás la figura más importante en toda 
esta materia y, contradictoriamente, es la única a la que se 
ha privado de los medios necesarios para cumplir esos espe- 
cíficos fines. 

Son numerosas las Fiscalías que se quejan y piden con 
toda urgencia la creación de la infraestmctura necesaria para 
poder llevar a cabo su labor, esto es, la creación en las Fisca- 
lías de los correspondientes gmpos de apoyo de personal cua- 
lificado como psicólogos, pedagogos o asistentes sociales. 
Solamente así como dice el Fiscal de Cádiz, será eficaz la 
protección, y en caso contrario sólo se podrtí hacer un control 
mtinario y simbólico. Y esto no es por falta de confianza 
hacia la Entidad Pública, sino para poder constatar opiniones 
y, en su caso, poder formar pmeba frente a los Tribunales. 



La falta de medios en las Fiscalías dan lugar a la impo- 
sibilidad de solucionar los conflictos surgidos entre las Enti- 
dades Públicas y los particulares, por mucha labor de media- 
ción que quiera hacer el Fiscal, siempre devendrá ineficaz, 
pues se topará con unos expedientes e informes que no pue- 
de contrastar. Esto da lugar a la insatisfacción del particular 
y al segundo problema que se apunta. 

B) El gran incremento de los procedimientos en vía 
jucicial instados por los particulares con el fin de paralizar 
o dejar sin efecto la medida pretendida acordada por la Enti- 
dad Pública y la desconfianza de los Tribunales frente a las 
Entidades Públicas, falta de cooperación y tardanza. 

Ya indicábamos al principio que los dos pilares sobre 
los que se asienta la reforma de la Ley 21/87 de 11 de 
Noviembre son la desjudicialización y la supremacía de in- 
terés superior del menor. Estos dos principios han de estar 
perfectamente conjugados pues en caso contrario podemos 
tener ineficaz las pretensiones de la Ley por exceso o por 
defecto. 

Hay entidades Públicas que por no llegar a la judicializa- 
ción siempre dan preferencia a los postulados de los padres 
biológicos en detrimento de las figuras de protección, con 
lo que prestan un flaco servicio al menor, pues sabido es, 
como dice el Fiscal de Zaragoza, que el mantenimiento de 
los niños dentro de las familias incumplidoras lleva a la 
delincuencia y a la prostitución del menor en la mayoría de 
las ocasiones. 

Por el contrario, hay Entidades Públicas que mantienen 
a ultranza sus decisiones, dando lugar a una judicialización 
excesiva, quebrando la finalidad de la reforma y como dice 
el Fiscal de Oviedo duplicando los problemas que la Ley 
trató de evitar. 

Entrados en la faceta judicial de la Ley de 11 de No- 
viembre de 1987, hay que tener en cuenta que toda la mate- 
ria de Protección de menores se rige por estrictas normas de 
derecho privado tanto en el orden procesal como en el mate- 



rial, donde las Entidades Públicas no tienen ninguna posición 
de privilegio ni presunción de legalidad respecto a las demás 
partes, como ocurre en las esferas jurídicas administrativas. 

Como las Entidades Públicas son demandadas en los 
procedimientos de jurisdicción voluntaria, bien sea debido a 
que no tienen servicios jurídicos, o a su volumen de trabajo 
o a la creencia de que gozan de presunción de legalidad, es 
frecuente que presenten en los Juzgados los expedientes con 
deficiencias, o que no se molesten en mantener en el proce- 
so la medida adoptada, ante lo cual poco o nada puede hacer 
el Fiscal, sino aportar como prueba los informes que en su 
día le remitió la Entidad Pública o, si se discute esta medi- 
da; los que le entreguen los particulares interesados. 

Esto ha determinado que algunos Juzgados no den im- 
portancia a los acuerdos de las Entidades Públicas preten- 
diendo judicializarlo todo, actuando con dudas y recelos 
frente a ellas, algunas veces sin justificación alguna. 

Son muchas las Fiscalías que se quejan de las deficien- 
cias observadas en los ex~edientes aue las Entidades Públi- 
cas presentan a los Juzgados, pero tambien son muchas las 
que señalan la falta de cooperación de los Juzgados para 
llevar a cabo los acuerdos adoptados por la Entidad, actÜan- 
do con dudas y sin criterios uniformes con grave prejuicio 
para el menor. 

Como dice el Fiscal de Cádiz, en muchos Juzgados la 
Ley 21/87 de 11 de Noviembre es la eterna desconocida. 
Hay Juzgados que tardan en resolver (y en esto las quejas 
son unánimes); muchos Juzgados no tienen como parte a la 
Entidad Pública y lo que es más grave, no guardan la reser- 
va a que se refieren los articulos 1.826 de la L.E.C. y 174- 
4." del C. Civil, para salvaguardar a los acogedores y adop- 
tantes de los padres biológicos. 

De todo ello se deriva que empieza a surgir una gran 
desarmonía entre las pretensiones legales y la actuación de 
los obligados a cumpfirlas que, si no se remedia, como dice 
el Fiscal de Almería, hará pasar a un segundo plazo los 
intereses del menor. 



C )  Otra de las finalidades de la Ley 21/86 de 11 de 
Noviembre, ha sido el canalizar a través de las Entidades 
Públicas la totalidad de las adopciones, legitimando a éstas 
como las únicas capacitadas para promoverlas ante los Juz- 
gados. 

Así el artículo 176.2 del C.C. dice que para iniciar el 
expediente de adopción es necesario la propuesta previa de 
la Entidad Pública y el artículo 1.829 de la L.E.C. habla de 
la propuesta de adopción, formulada al Juez por la Entidad 
Pública. 

Por otro lado la propia ley ha previsto un nuevo instituto 
jurídico preparatorio de la adopción como es el acogimiento. 

Con estas modificaciones se pensaba que se había solu- 
cionado el problema de las adopciones irregulares y median- 
te precio, pero pronto se ha visto que no ha sido así. 

Las Entidades Públicas han dado la voz de alarma acerca 
de las nuevas formas de fraude en las adopciones. Estas 
presentan principalmente dos formas: mediante delegaciones 
de buena fe de las facultades paternas hechas por los padres 
a terceras personas que buscan la adopción, y mediante las 
guardas de hecho. 

En el primer caso, llegado el momento de la legalización 
de la adopción, la Entidad Pública y el Juez no tendrán más 
remedio que dar su consentimiento a la adopción, pues 
constando también el de los padres biológicos por encima 
de todo está la relación afectiva surgida entre adoptantes y 
adoptados que no se puede romper en interés del menor. 

En el segundo caso, sumamente peligroso, los adoptan- 
tes se basan en la guarda de hecho que tienen sobre el menor 
y que han conseguido mediante trato con la gestante, bien 
por parte de ambos cónyuges con el fin de conseguir la 
guarda y el estado de hechos consumados, o bien (lo que es 
aún más peligroso) haciéndose pasar ante el Registro el pa- 
dre adoptivo por padre natural de la criatura a la que poste- 
riormente adoptará la esposa. 

No cabe duda de que en el primer caso puede haber una 
venta encubierta, pero esta venta es manifiesta en el segun- 



do supuesto. Así pues, lo que se creía bien establecido se 
burla en base a garantizar los sentimientos afectivos del me- 
nor o en base a un fraude en las leyes y manifestaciones 
ante el Registro Civil. 

De aquí se deriva la urgente necesidad de que en el 
futuro Código Penal, se tipifique y pene con mayor rigor, 
para ambas partes, cualquier forma de venta de niños, y que 
en el plano civil se actúe con firmeza, exigiendo la autoriza- 
ción judicial para las delegaciones de las facultades paternas 
y, como dice el Fiscal de Pontevedra, declarar el desamparo 
del artículo 172 del C.C., sobre cualquier menor que haya 
sido entregado con finalidad abdicativa, asumiendo sobre él 
automáticamente la tutela la Entidad Pública. 

D) Aparte de los problemas que acabamos de esbozar, 
existe otro grupo residual de menores a los que no alcanza 
la actividad protectora de las Entidades Públicas pero que 
evidentemente se encuentran en situaciones no deseables 
para su desarrollo, al estar internados en los Centros Peni- 
tenciarios de Mujeres con sus madres presas. 

Aquí también hallamos en contraposición dos intereses: 
el interés de la madre de tener en su compañía a su hijo 
menor y el interés del niño de estar con su madre y un 
adecuado y justo desarrollo y educación. 

Efectivamente, el artículo 27 del Reglamento Peniten- 
ciario dice que las mujeres que ingresan en calidad de dete- 
nidas o presas llevando consigo hijos que no hayan alcanza- 
do la edad de escolaridad obligatoria, podrán tenerlos en su 
compañía, y se las destinarán a un departamento o habita- 
ción especial que, cuando el número de niños lo justifique, 
reunirá condiciones para guardería infantil y educación 
preescolar. 

Frente a este derecho está la propia Constitución Espa- 
ñola que dice en el artículo 39.4 que los niños gozarán de 
la protección prevista en los Acuerdos Internacionales que 
velan por sus derechos y el artículo 172 del C.C. que obliga 
a la Entidad Pública a asumir la tutela en caso de desamparo 



y en el de imposible o inadecuado ejercicio de los deberes 
de protección, asumiendo sólo la guarda durante el tiempo 
necesario cuando quienes tienen potestad sobre el menor la 
soliciten por no poder atenderlo por enfermedad y otras cir- 
cunstancias graves. 

Mientras tales intereses se puedan conjugar no hay pro- 
blemas pero si ambos intereses se contraponen no cabe duda 
que habrá de optarse por el interés superior del menor. 

La entrada de los niños en las prisiones tendrá que estar 
marcada por criterios restrictivos y los Fiscales deberán inte- 
resarse por tales menores, comprobando que en todo mo- 
mento estén protegidos y que su estancia en prisión no los 
marque para el futuro. 

Dada la importancia y trascendencia de la situación y la 
diversidad de pareceres en las actuaciones de los Fiscales, 
esta Fiscalía General estudia la conveniencia de dictar en el 
futuro próximo las instrucciones oportunas para coordinar 
criterios y dar el mayor amparo posible a tales menores, 
salvaguardando el principio de unidad que debe regir en las 
actuaciones del Ministerio Fiscal. 

B) ESTUDIOS DOCTRINALES 

1. El Código Civil y la Constitución. 

a) En el año al que se refiere esta Memoria, 1989, se 
ha conmemorado el centenario de la promulgación del Códi- 
go Civil. La evocación de esta efeméride, constituye oca- 
sión propicia para ofrecer ciertos datos que ponen de relieve 
no sólo la importancia de la obra legislativa realizada en las 
postrimerías del siglo pasado, sino también la constatación 



de que los redactores del Código supieron construir las nor- 
mas que constituyen el fundamento del derecho privado ge- 
neral inspirándose en valores y principios que mantienen su 
vigencia en el sistema jurídico introducido por la Constitu- 
ción de 1978. Tal vez por eso el Código Civil se ha resenti- 
do poco del sistema de libertades y derechos fundamentales 
instaurado por la Constitución. Sólo en materia de Derecho 
de familia ha precisado importantes reformas. En su redac- 
ción original, y como consecuencia de ciertas modificacio- 
nes preconstitucionales, contenía preceptos y materias en 
abierta oposición a las normas y principios constitucionales, 
especialmente en la ordenación de la familia (filiación, ma- 
trimonio, patria potestad, relaciones personales y patrimo- 
niales del matrimonio, etcétera,) y parte del derecho de su- 
cesiones por su vinculación al Derecho de familia. Pero el 
desajuste a la Constitución fue remediado por las Leyes 111 
1981, de 13 de mayo, y 3011981, de 7 de julio. Fuera de 
este ámbito el Código Civil se acomoda sin dificultad a la 
Ley Fundamental, como lo demuestra las escasas cuestiones 
de inconstitucionalidad que se han promovido sobre sus pre- 
ceptos normativos, a pesar de que las relaciones jurídico- 
privadas objeto de la regulación del Código también se han 
visto afectadas por la Constitución, lo mismo que las de 
carácter público. Los derechos fundamentales en numerosas 
ocasiones se encuentran en íntima relación con el ejercicio 
de los derechos privados o relaciones jurídico-privadas. Este 
fenómeno jurídico no ha pasado desapercibido para los estu- 
diosos del Derecho Constitucional, así como tampoco para 
los iusprivatistas. Tanto es así que la incidencia de los dere- 
chos fundamentales en el Derecho privado y en las relacio- 
nes jurídicas entre particulares es objeto de especial estudio 
por la doctrina del «Dritt/wirkung», formulada sobre todo 
por la ciencia jurídica alemana, de la que se ha hecho eco 
cierto sector de nuestra doctrina. 

b) El Derecho Civil no es ajeno, por tanto, a los asun- 
tos que pueden plantearse ante el Tribunal Constitucional, 
bien sea por vía de recursos de amparo o como cuestiones 



de inconstitucionalidad. Lo demuestra el hecho de que du- 
rante el año 1989, de un total de 2.653 recursos de amparo 
en los que intervino la Fiscalía ante el Tribunal Constitucio- 
nal, 638 recursos se suscitaron como consecuencia de proce- 
dimientos judiciales en los que se ejercitaban pretensiones 
fundadas o relacionadas con derechos de naturaleza civil. 
Eses número representa el 24,05 % de los recursos de ampa- 
ro, superior al porcentaje del orden laboral, que es 
del 20,06 %, y muy próximo a los órdenes penal y conten- 
cioso-administrativo, con el 27,05 y 27,07 %, respectiva- 
mente. 

También tuvieron entrada 41 cuestiones de inconstitu- 
cionalidad, de las que pueden calificarse de civiles al menos 
nueve. 

c) La supremacía de la Constitución sobre las demás 
normas de ordenamiento jurídico obliga a interpretar éste 
por los órganos jurisdiccionales con arreglo a los preceptos 
y principios constitucionales y conforme a la intepretación 
que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal 
Constitucional. Es la consecuencia que se deriva del carácter 
normativo de la Constitución y de su rango superior en rela- 
ción con el resto del ordenamiento jurídico. 

La Constitución por lo tanto es al mismo tiempo fuente 
de derecho y norma reguladora de las fuentes o formas en 
que el derecho positivo se realiza, adquiriendo carácter 
coactivo. Por ello, vincula a todos los jueces y tribunales, 
quienes interpretarán y aplicarán las leyes o reglamentos se- 
gún los preceptos y principios constitucionales, conforme a 
la interpretación de las resoluciones del Tribunal Constitu- 
cional (art. 5.1. LOPJ). Y los demás enunciados en el ar- 
tículo 53.2. de la Constitución se reconocerán, en todo 
caso, de conformidad con su contenido constitucionalmente 
declarado, sin que las resoluciones judiciales puedan restrin- 
gir, menoscabar o inaplicar dicho contenido (art. 7.2. 
LOPJ). 

Cuando un órgano judicial considere, en algún proceso, 
que una norma con rango de ley, aplicable al caso, de cuya 



validez dependa el fallo, pueda ser contraria a la Consti- 
tución, planteará la cuestión ante el Tribunal Constitucional 
(art. 163 CE y 35.1 LOTC). La cuestión de inconstitucio- 
nalidad es el medio de asegurar la supremacía de la Consti- 
tución, expulsando del ordenamiento jurídico la norma 
con rango d e  ley que no se acomode a aquella norma su- 
prema de la organización política, social y jurídica del Es- 
tado. 

Por tanto, las dudas de los órganos jurisdiccionales sobre 
la inconstitucionalidad de una norma con rango de ley apli- 
cable al caso, que sea determinante del fallo, es posible 
resolverlas mediante el planteamiento de la cuestión de in- 
constitucionalidad, es decir, remitiendo al Tribunal Consti- 
tucional la decisión sobre el acomodo o ajuste de la norma 
a la Constitución. Ningún precepto legal queda sustraído al 
control de su constitucionalidad; el choque de la norma con 
rango de Ley con cualquier precepto constitucional puede 
fundar su inconstitucionalidad. 

Pocas han sido, hasta ahora, las dudas de los órganos 
judiciales sobre la constitucionalidad de las normas que for- 
man el contenido del Derecho Civil y especialmente las que 
integran el Código Civil. Esta fáicil acomodación del Código 
Civil a un sistema constitucional fundado en el reconoci- 
miento de las libertades y derechos fundamentales que es- 
tructuran un Estado democrático y social de Derecho, pone 
de manifiesto que la obra del legislador de 1889 está sólida- 
mente asentada en los valores permanentes de la justicia y 
la libertad, arraigados también en la conciencia social con 
el claro asentimiento del pueblo. 

d) Del texto original del Código Civil, sólo se ha cues- 
tionado, hasta este momento, la constitucionalidad del ar- 
tículo 1.584, cuando establece que el criado doméstico des- 
tinado al servicio personal de su amo o de su familia, por 
tiempo determinado, puede despedirse y ser despedido antes 
de expirar el término; pero si el amo despide al criado, sin 
justa causa, debe indemnizarle pagándole el salario deven- 
gado y el de quince días más. El amo será creído, salvo 



prueba en contrario: l." Sobre el tanto del salario del sir- 
viente doméstico. 2." Sobre el pago de los salarios devenga- 
dos en el año corriente. Las relaciones amo criado es lo que 
ahora se considera como relaciones laborales de carácter es- 
pecial, según el artículo 2.1 .b) del Estatuto de los Trabaja- 
dores de 10 de marzo de 1980. 

La cuestión se planteó en 1982, por la Magistratura de 
Trabajo n." 4 de Madrid. El Estatuto de los Trabajadores, que 
consideró el servicio en el hogar familiar como relación labo- 
ral de carácter especial, estableció en la Disposición adicional 
2." que el Gobierno en el plazo de dieciocho meses regulará 
el régimen jurídico de las relaciones laborales de carácter es- 
pecial. El plazo transcunió sin que el Gobierno cumpliera el 
mandato legal. Debido a esta falta de regulación, el Magistra- 
do, ante un proceso por despido de un empleado de hogar, se 
encontró en la difícil situación para él de que la única norma 
aplicable era el artículo 1 .S84 del Código Civil, porque como 
el servicio doméstico está expresamente excluido del régimen 
general del Estatuto de los Trabajadores, no tenía más opción 
que aplicar el régimen común del Código Civil, con lo que 
dejaría de ser especial la relación laboral del empleado de 
hogar, en contravención a lo dispuesto en el Estatuto de los 
Trabajadores. Decidió plantear cuestión de inconstitucionali- 
dad porque, en lo que respecta al artículo 1.584, niega el 
carácter de trabajador al empleado de hogar, calificándole de 
arrendatario, estableciendo criterios indemnizatorios distintos 
a los previstos en el ordenamiento laboral, por lo que, en 
consecuencia, pugna con lo dispuesto en los artículos 14, 
28.1, 35, 37 y 40 de la Constitución. 

El Tribunal Constitucional resolvió la cuestión por sen- 
tencia de 24 de febrero de 1984, de la que fue ponente el 
señor Pera Verdaguer. Pero en ella no declara la inconstitu- 
cionalidad el artículo 1 .S84 del Código Civil. Se funda en 
que el Estatuto produjo una plena deslegalización del régi- 
men jurídico aplicable a los que el Código Civil denomina 
«criados domésticos». Por otra parte, el Tribunal entiende 
que el fallo no depende de la validez o invalidez de la nor- 



ma; no se discute que el artículo 1.584, en su primera parte 
(despido e indernnizaciones), sea aplicable al caso, porque 
tanto en la demanda como en el juicio se solicitó la aplica: 
ción analógica del Estatuto de los Trabajadores. «Si el apar- 
tado primero del artículo 1.584 del Código Civil -dice- 
fuera expulsado del ordenamiento jurídico sería necesario 
acudir a la aplicación de fuentes supletonas, con el consi- 
guiente problema de identificación de las mismas, porque, 
en cualquier caso, la suerte de la pretensión se envuelve en 
el seno del problema de una pura cuestión aplicativa sobre 
preferencia de normas. » 

El Tribunal Constitucional llega a la conclusión de que 
no debe pronunciarse sobre la con&tucionalidad de las nor- 
mas cuestionadas, ni siquiera sobre la contenida en el artícu- 
lo 1.584 del Código Civil, que por ello sigue formando par- 
te de nuestro ordenamiento civil, aunque su terminología y 
su contenido parezca, a primera vista, chocar con determi- 
nadas normas constitucionales. 

Sin embargo, es preciso tener en cuenta que el artícu- 
lo 1 S84  responde al lenguaje y a la conciencia social de la 
época cuando habla de amos y criados, o establece la pre- 
sunción de veracidad del amo. Constituye un arrastre histó- 
rico que no pudo evitar el liberalismo individualista de los 
redactores del Código Civil y que se manifiesta en otros 
órdenes legislativos. Así, cuando la Ley de Caza de 16 de 
mayo de 1902 (vigente hasta la promulgación de la Ley de 
4 de abril de 1970) disponía que las declaraciones de los 
Guardas Jurados (nombrados por los propietarios o arrenda- 
tarios) en las denuncias que formulen tendrán la fuerza de 
prueba plena, salvo justificación en contrario (art. 31); 
o cuando el Código Penal tipifica como falta contra la 
propiedad el hecho de entrar en heredad murada o cercada 
sin permiso del dueño siempre que medie denuncia de éste 
(art. 590, reformado por la Ley Orgánica 311989, de 21 de 
junio). 

Se ha dicho que el Código Civil no es producto de la 
alta burguesía, ni tampoco del capitalismo empresarial; es 



más bien el Código de los propietarios y poseedores; tam- 
bién el de los amos y criados, sin reflejar en su articulado 
las preocupaciones sociales que empezaban a aflorar en 
Europa como consecuencia de los inicios de la industrializa- 
ción. 

Los redactores del Código Civil, ciertamente, no aspira- 
ron a realizar una obra de técnica jurídica depurada, por lo 
que en algunas ocasiones carece de rigor terminológico y en 
el tratamiento jurídico de determinadas instituciones, que 
no se encuentran a la altura a la que ya había llegado la 
ciencia jurídica civilística, especialmente por obra de la es- 
cuela histórica y de la pandectística. Su propósito, más mo- 
desto, fue hacer un Código asequible al pueblo como desti- 
nado a regular la mayor parte de las relaciones jurídicas 
privadas, derivadas de la convivencia, inspirándose en los 
principios liberales e individualistas, a semejanza de los re- 
dactores del Código Civil francés de 1804, que en tantas 
ocasiones les sirvió de modelo, bien directamente o por me- 
dio del Proyecto de 185 1. 

Tal vez sea el empeño de los redactores de seguir al 
Código napoleónico, especialmente en materia de propiedad 
y de contratación, lo que haya motivado el que en algunas 
cuestiones la regulación era ya inactual cuando se publicó. 
Esto ocurre en ciertas materias de trascendencia social, 
como la reglamentación del trabajo, por medio del contrato 
de arrendamiento de servicios, del d m o n i o ,  de la situa- 
ción de la mujer casada o de la filiación, que han tenido que 
ser profundamente modificadas. 

Pero el precepto del artículo 1.584, por su contenido 
y su terminología, ambos superados, quizás sea de los 
que más impacto causa a la sensibilidad del jurista de nues- 
tra época. Procede del Proyecto del Código Civil de 1851 
(art. 1.526), que, a su vez, lo tomó del Código Civil fran- 
cés, recogido en el artículo 1.781, que fue derogado por 
Ley de 2 de agosto de 1868. Por tanto, cuando los redacto- 
res del Código Civil lo incorporan a su articulado, el precep- 
to ya había sido derogado en Francia. 



Sánchez Román, a raíz de la publicación del Código 
Civil, censuró severamente al legislador por los términos en 
que redactó la norma contenida en el artículo 1.584. Lo 
calificó de «exceso legislativo» y de «imtante privilegio 
procesal» respecto de la prueba del pago de los salarios por 
servicios del criado, que no sirve para compensar el deber 
impuesto al amo que despide al criado sin justa causa de 
indemnizarle y pagarle el salario devengado y quince días 
más. 

Comentando el artículo 1.584, Clemente de Diego decía 
que se desconfía de los pobres sirvientes como si la pobreza 
y la honradez estuvieran reñidas; el criado -agregaba- 
tiene que luchar contra las dificultades de la prueba y contra 
la presunción de que el amo dice la verdad, con infracción 
de lo dispuesto en el artículo 1.214. 

Para Mamesa, el artículo 1.584 contiene una desviación 
de los principios generales del derecho que, a su vez, entra- 
ña un privilegio fundado en la débil y antijurídica base de 
una apreciación apriorística que sobre la moralidad de los 
ciudadanos hace la Ley, saliéñdose completamente fuera de 
su misión. 

El artículo 1.584 del Código Civil tiene, en efecto, re- 
miniscencias del trabajo feudal de servidumbre, pero al per- 
mitir al criado despedirse, resolviendo unilateralmente el 
contrato (como también se reconoce al amo, aunque con el 
deber de indemnizar), el legislador está admitiendo la reali- 
dad social que demanda configurar el trabajo por cuenta aje- 
na, aunque sea doméstico, como un acto de libertad del 
individuo y no de servidumbre o sometimiento. En cuanto 
al «irritante privilegio procesal» del que hablaba Sánchez 
Román, se trata tan sólo de un supuesto de inversión de la 
carga de la prueba, admitido hoy en ciertos casos. 

e) Del Código Civil, pero no de su texto primitivo u 
original, también se ha promovido cuestión de inconstitucio- 
nalidad sobre el artículo 159, según la redacción dada por 
la Ley 11t1981, de 13 de mayo. La cuestión se encuentra 
pendiente de dictar sentencia por el Tribunal Constitucional. 



Dicho artículo dice así: 

«Si los padres viven separados y no decidieran de común 
acuerdo, los hijos e hijas menores de siete años quedarán al 
cuidado de la madre, salvo que el Juez, por motivos espe- 
ciales, proveyere de otro modo.» 

El actual artículo 159 no estaba previsto en los trabajos 
prelegislativos de la reforma. En el texto del «proyecto de 
Ley de modificación del Código Civil en materia de filia- 
ción, patria potestad y régimen económico del matrimonio», 
que aprobó el Pleno del Congreso de los Diputados en la 
Sesión de 18 de diciembre de 1980, se incluyó el artícu- 
lo 159 en términos sustancialmente coincidentes con la re- 
dacción definitiva. 

La cuestión de inconstitucionalidad la promovió el Juz- 
gado de Primera Instancia n." 18, de los de Barcelona. 

f) Actualmente se encuentra pendiente de decisión por 
el Tribunal Constitucional, la constitucionalidad del artícu- 
lo 159 del Código Civil, según la redacción dada por la Ley 
11/1981 de 13 de mayo. En autos sobre separación conyu- 
gal, el Juzgado de l." Instancia, que conoció del asunto al 
amparo de lo dispuesto en el artículo 35 de la LOTC, como 
estimare que a la hora de atribuir la guarda y custodia del 
menor, que ambos progenitores pretenden, resulta de aplica- 
ción lo dispuesto en el artículo 159 del Código Civil, que 
atribuye en defecto de acuerdo, en todo caso, la custodia a 
la madre, lo que pudiera vulnerar el artículo 14 de la Cons- 
titución, acuerda que se notifique el proveído a las partes y 
al Ministerio Fiscal para que en el término de diez días 
aleguen lo que estimen pertinente acerca de plantear Cues- 
tión de Inconstitucionalidad respecto al citado artículo 159 
del Código Civil. 

Formuladas por las partes las correspondientes alegacio- 
nes, el Juzgado, el 17 de mayo de 1989, dictó auto por el 
que acordó plantear cuestión de inconstitucionalidad respec- 
to del artículo 159 del Código Civil, por entender quc la 
atribución del hijo de manera automática a la madre, al no 



concurrir ninguna circunstancia especial, puede suponer una 
discrimínación de las vedadas por el artículo 14 de la Cons- 
titución. 

Admitida por el Tribunal Constitucional, las alegaciones 
del Ministerio Fiscal se formularon en el sentido de que el 
artículo 159 del Código Civil, en la redacción dada por la 
Ley 1111981, de 13 de mayo, no se opone a la Constitución, 
por las razones que, en su argumentación básica, se expone- 
ne a continuación. 

a') La atribución a la madre, en caso de separación de 
los padres, de la custodia de los hijos menores (de tres a 
siete años, según los casos) ha sido una constante en nuestro 
derecho, que se ha inspirado, desde la época codificadora, 
en la idea de que los cuidados del niño comportar una espe- 
cial responsabilidad para la madre, que en condiciones nor- 
males no debe asumir otra persona, porque la carencia ma- 
tema en los primeros años puede influir negativamente en 
el desarrollo de la personalidad del niño, coincidiendo con 
las más modernas investigaciones de la psicología y la pe- 
diatría. 

El Proyecto del Código Civil de 1851 (art. 82.3) dispuso 
que, en caso de divorcio, los hijos quedarán bajo el poder y 
protección del cónyuge no culpable, pero los menores de 
tres años se mantendrán, hasta que cumplan esa edad, al 
cuidado de la madre si el Tribunal no dispusiera otra cosa. 
Al regular los efectos de la sentencia de divorcio, la Ley de 
Matrimonio Civil de 18 de junio de 1870 (art. 88), adoptó 
también el sistema de atribuir los hijos a la potestad y pro- 
tección del cónyuge inocente, pero con la excepción de que 
la madre conservara, en todo caso, el cuidado de los hijos 
menores de tres años, a no ser que se disponga otra cosa-en 
la sentencia. Esta solución fue aceptada también por el An- 
teproyecto del Código Civil de 1882 (art. 61). 

El Codigo Civil, en la redacción original del Título 111, 
del Libro 1, en dos ocasiones reproduce la regla de que los 
hijos menores de tres años yeden al cuidado de la madrc, 
a no ser que por el Juez se dispusiere otra cosa. Se hallaban 



recogidas en los artículos 70, que regulaba los efectos de la 
nulidad del matrimonio, y en el 73, referido a los efectos de 
la sentecia de divorcio (denominación que el legislador dio 
a la separación personal). 

La Ley de divorcio de 2 de marzo de 1932, también 
estableció que, si la sentencia no dispusiere otra cosa, la 
madre tendrá a su cuidado, en todo caso, a los hijos menores 
de cinco años (art. 17, párrafo 2). Esta era, además, una de 
las medidas que debía adoptar el Juez una vez admitida la 
demanda de separación o divorcio (art. 44. 3."). La regula- 
ción republicana ofrece la novedad de ampliar la edad de 
los infantes que habían de quedar bajo el cuidado de la ma- 
dre hasta los cinco años. 

En la reforma del Código Civil introducida por la Ley 
de 24 de abril de 1958, tanto en caso de nulidad del matri- 
monio como en el de separación, el cuidado de los hijos e 
hijas menores de siete años se atribuye a la madre hasta que 
cumplan esa edad (arts. 70.4 y 73.2). Con ello el ámbito de 
aplicación de esta norma de excepción se amplía hasta los 
siete años, tal vez por considerar el legislador que hasta la 
edad de siete años o infancia comprende el primer período 
de la impubertad, en el que la doctrina reputaba que el suje- 
to carecía de toda capacidad de obrar. 

La Ley 1411975, de 2 de mayo, dio nueva redacción al 
artículo 73.2 del Código Civil, al regular los efectos de la 
separación, pero mantuvo la regla de que la madre, si no se 
hubiera dispuesto otra cosa, tendrá a su cuidado, en todo 
caso, a los hijos menores de siete años, con independencia 
de que sea o no culpable de la causa de separación. 

Por último, el Código Civil, después de la reforma de la 
Ley 3011981, de 7 de julio, no contiene una disposición, en 
materia de matrimonio, similar a la de los artículos 70.4 y 
73.2; el Juez, a falta de acuerdo, debe adoptar, consecutivas 
a las demandas de nulidad, separación y divorcio, medidas, 
estableciendo el artículo 103. l.", que el Juez determinará, 
en interés de los hijos, con cuál de los cónyuges han de 
quedar los que estén sujetos a la patria potestad de ambos y 



tomar las disposiciones apropiadas de acuerdo con lo esta- 
blecido en este Código. Una de esas disposiciones apropia- 
das es la contenida en el artículo 159 del Código Civil, 
ahora cuestionado, con sede en materia de patria potestad, 
que en caso de separación los padres atribuye a la madre, a 
falta de acuerdo, los hijos e hijas menores de siete años. 

b') La reforma del Título W, Libro 1, del Código Ci- 
vil por la Ley 1111981, de 13 de mayo, introdujo, como 
una novedad más en materia de relaciones paterno-filiales, 
la norma del artículo 159, que antes, con un ámbito material 
de aplicación más limitado, sólo estaba prevista para los 
casos de nulidad o separación judicial. 

El artículo 159, como integrado en la regulación de la 
patria potestad, debe aplicarse no sólo a los casos en los 
que los padres ejerciten pretensiones de nulidad, separación 
o divorcio generadoras del cese de la convivencia, sino tam- 
bién cuando se hallen en situación de separación de mero 
hecho, se encuentren o no unidos por el vínculo matrimo- 
nial. 

Situado el precepto en la regulación de la patria potes- 
tad, más que un derecho, es un deber de la madre cuidar de 
los hijos menores de siete años. Este deber comporta un 
derecho para los hijos, oponible frente a cualquiera, incluso 
frente al padre, por cuanto que es una medida de singular 
protección de los hijos menores de siete años, que bien pue- 
de entederse situada en el mandato constitucional que impo- 
ne a los poderes públicos y a los padres la protección inte- 
gral de los hijos. 

c') En efecto, la Constitución, en el artículo 39.2, pro- 
clama que los poderes públicos aseguran la protección inte- 
gral de los hijos, iguales éstos ante la Ley, con independen- 
cia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su 
estado civil. Impone también a los padres el deber de prestar 
asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera 
del matrimonio durante su minoría de edad y en los demás 
casos que legalmente proceda. 

Este mandato constitucional denota el carácter de fun- 



ción de la patria potestad, y el deber de asistencia de todo 
orden que impone a los padres, supone una especial respon- 
sabilidad de los progenitores en el desarrollo de la persona- 
lidad de sus hijos. El cumplimiento de sus deberes trascien- 
de de lo meramente material o educativo. No parece cuestio- 
nable por tanto que en esas prestaciones de todo orden a 
que constitucionalmente están obligados los padres, pueda 
considerarse comprendido el deber que específicamente se 
impone a la madre por el artículo 159 de Código Civil de 
asumir el cuidado de los hijos menores de siete años, a falta 
de acuerdo entre los progenitores y de que el Juez haya 
proveído otra cosa en circunstancias especiales, en cumpli- 
miento igualmente del mandato constitucional de asegurar, 
como poder público, la protección integral de los hijos. 

El mismo artículo 39.3 de la Constitución extiende igual 
protección a las madres, cualquiera que sea su estado. Aquí 
las madres son contempladas en el ejercicio de su función 
materna, como destinadas por la naturaleza al cumplimiento 
de un fin biológico que sólo ellas pueden realizar. Esta espe- 
cial protección por razón de la maternidad, tiene su funda- 
mento, en buena parte, en la protección del niño, que tam- 
bién está reafirmada en la Declaración Universal de Dere- 
chos Humanos y en Tratados y Convenios internacionales 
ratificados por España, que como dispone el artícuIo 10.2 
de la Constitución, es preciso tener en cuenta para interpre- 
tar las normas relativas a los derechos fundamentales y a las 
libertades constitucionales. 

La Declaración Universal de Derechos Humanos esta- 
blece que la maternidad y la infancia tienen derecho a cuida- 
dos y asistencias especiales (art. 25.2). A su vez, el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 19 de di- 
ciembre de 1966 proclama que todo niño tiene derecho, sin 
discriminación alguna por motivo de raza, color, sexo. .. a 
las medidas de protección que su condición de menor re- 
quiere, tanto por parte de su familia como de la Sociedad y 
del Estado (art. 24.1 de la Constitución). Y según el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cultura- 



les, de la misma fecha que el anterior, los Estados Partes 
reconocen que se debe conceder especial protección a las 
madres antes y después del parto y adoptar medidas especia- 
les de protección y asistencia a favor de todos los niños y 
adolescentes (art. 10.2 y 3). 

Pero es en la Declaración de los Derechos del Niño, 
aprobada por unanimidad en la Asamblea General de las 
Naciones Unidas celebrada en 20 de noviembre de 1959, en 
donde se reconoce de manera expresa el derecho del niño 
de corta edad a no separarse de la madre. El principio 6 
dice a ' 

«El niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su 
personalidad, necesita amor y comprensión. Siempre que 
sea posible deberá crecer al amparo y bajo la responsabili- 
dad de sus padres. Y, en todo caso, en un ambiente de 
afecto y de seguridad moral y material; salvo circunstancias 
excepcionales, no deberá separarse al niño de corta edad de 
SU madre. . . >> 

Este principio ha sido reafirmado por la Resolución 
aprobada por la Asamblea General (AIRes 41/85) de 6 de 
febrero de 1987, sobre declaración de los principios sociales 
y jurídicos relativos a la protección y el bienestar de los 
niños. 

d') La patria potestad, a diferencia de como fue confi- 
gurada en el derecho histórico y en nuestro sistema precons- 
titucional, no es hoy un derecho subjetivo de los padres, 
sino una función que les encomienda la ley en beneficio de 
los hijos menores de edad, por lo que su contenido está 
formado. fundamentalmente. uor deberes. Este carácter de , A 

función coloca en lugar preferente el interés de los hijos y 
justifica la intervención y vigilancia de ciertos órganos del 
Estado, preferentemente judiciales, para que la institución 
cumpla sus fines, ordenados a la asistencia y protección de 
los hijos. 

Por ello, cuando el artículo 159 del Código Civil da 
prioridad al acuerdo de los progenitores acerca de cuál de 



ellos debe cuidar al hijo menor de siete años, en caso de 
separación, hay que interpretarlo en el sentido de que ese 
acuerdo no trata de satisfacer el interés de los padres, sino 
el interés prioritario del hijo, por constituir el acuerdo una 
manifestación del ejercicio de la patria potestad, siempre 
orientada a la satisfacción de ese interés, que es el verdade- 
ramente digno de protección jurídica en tales casos. 

Del mismo modo, cuando el legislador, a falta de acuer- 
do, atribuye a la madre el cuidado del hijo menor de siete 
años, es porque considera que así se logra mejor dicha pro- 
tección, sin que, por otro lado, suponga discriminación para 
el padre, que sigue compartiendo la patria potestad, integra- 
da más por deberes que por derechos, aunque con la limita- 
ción de no participar en la guarda del hijo en tanto no cum- 
pla los siete años, por asumir la madre esta obligación por 
razones que derivan de la propia maternidad y que constitu- 
ye una medida de auténtica protección y asistencia. 

Por esto mismo, la Ley Orgánica 111979, de 26 de sep- 
tiembre, General Penitenciaria, facilita que las internas ten- 
gan en su compañía a los hijos que no hayan alcanzado la 
edad de escolaridad obligatoria (art. 38.2), y la L.E.C., al 
regular las medidas provisionales cuando la mujer se pro- 
ponga interponer la demanda de nulidad, separación o divor- 
cio, dispone que el Juez colocará en poder de aquélla los 
hijos del matrimonio menores de siete años (art. 1.881, re- 
dactado conforme a la Ley 3411984, de 6 de agosto). 

En todos estos casos se está reconociendo por el legisla- 
dor el derecho del niño de corta edad a no sermarse de su 
madre. Este derecho tiene el correlativo deber de asistencia 
de todo orden, que incide especialmente sobre la madre, 
porque el vínculo madre-hijo es fundamental para el proceso 
de desarrollo y maduración del niño en los órdenes social, 
psicológico y afectivo, sin que la relación con el padre tenga 
una significación similar o equivalente. Ese vínculo madre- 
hijo es también determinante de la salud integral del niño, 
según han puesto de relieve recientes investigaciones de psi- 
cólogos y pediatras. 



Estos también insisten en manifestar la importancia del 
«apego» y de la interacción de la conducta social madre-hijo 
como sistema en el que ambas partes desempeñan una acti- 
vidad para lograr una sincronía recíproca. Consecuentemen- 
te, la separación de la madre produce en el niño una serie 
de síntomas psicopatológicos que suelen agruparse bajo el 
concepto de aislamiento neurótico, que van desde el rechazo 
de las normas sociales, la marginación, hasta la incapacidad 
para crear lazos afectivos. Y es que, como dice T. B. Bra- 
zelton, el niño, que por naturaleza está llamado ser llevado 
en brazos o a ir colgado de la espalda o del pecho de la 
madre, necesita el contacto corporal con ella, sentir sus cari- 
cias, el calor de su cuerpo y oír el latido acompasado de su 
corazón. 

Por lo expuesto hasta ahora, es posible a f i i a r ,  con ri- 
gor, que el artículo 159 del Código Civil, cuya constitucio- 
nalidad se cuestiona, se ajusta al mandato dirigido a los 
poderes públicos por el artículo 39.2 de la Constitución de 
asegurar la protección integral de los hijos, con independen- 
cia de su filiación, y al deber impuesto constitucionalmente 
a los padres de prestar asistencia de todo orden a sus hijos. 
Es claro que dentro de ese deber de asistencia de todo orden, 
hay prestaciones que, en relación al hijo de corta edad, sólo 
son exigibles a la madre y pueden cumplirse por ésta. 

e') El principio de igualdad prohíbe toda discrimina- 
ción por las circunstancias que señala el artículo 14 o por 
otras semejantes, pero no impide que se regule de modo 
distinto situaciones que por su carácter o naturaleza requie- 
ren una regulación distinta o diferenciada según criterios ob- 
jetivos y razonables. 

Partiendo de esta doctrina, es preciso reconocer que la 
norma contenida en el artículo 159 del Código Civil de atri- u 

buir a la madre, en caso de separación de lo progenitores y 
en defecto de acuerdo de éstos, el cuidado de los hijos me- 
nores de siete años, tiene un fundamento objetivo y razona- 
ble, como se ha tratado dc dcmostrar en estas alegaciones. 
La desigualdad de trato entre el padre y la madre no es en 



modo alguno arbitraria ni discriminatoria, porque está ju- 
rídica y biológicamente fundada y ordenada a la protec- 
ción integral de los hijos conforme previene la Constitución 
(art. 39.2). 

No toda situación diferente o desigual infringe la prohi- 
bición de discriminación del artículo 14. Es evidente que la 
situación de la madre, en relación al hijo menor de siete 
años, no es equiparable o idéntica a la situación del padre. 
Ambas situaciones, desde la perspectiva del sujeto titular 
del derecho y de los comportamientos exigibles, están per- 
fectamente diferenciadas y justifican un tratamiento norma- 
tivo también diferente, que no es contrario al principio de 
igualdad, porque, como se ha dicho, está apoyado en una 
fundarnentación suficientemente razonable. De ahí que el 
tratamiento normativo desigual que supone atribuir, en de- 
fecto de acuerdo, el cuidado de los hijos menores de siete 
años a la madre, no sea contrario al principio de igualdad, 
por lo que, en consecuencia, la norma contenida en el ar- 
tículo 159 del Código Civil no es inconstitucional. 

Hasta aquí la argumentación del Miniserio Fiscal. La 
cuestión, como se ha dicho, se halla pendiente de resolución 
por el Tribunal Constitucional. 

g) También se ha cuestionado como contraria al artícu- 
lo 14 de la Constitución la disposición transitoria 8." de la 
Ley 11/1981, de 13 de mayo, cuando establece que las suce- 
siones abiertas antes de la entrada en vigor de la Ley se 
regirán por la legislación anterior y las abiertas después por 
la nueva legislación. El Juzgado de 1 . a  Instancia de Mieres 
planteó la cuestión de inconstitucionalidad en pleito promo- 
vido por quien siendo descendiente directo del causante lo 
era como hijo extramatrimonial de un hijo premuerto de di- 
cho causante fallecido antes de entrar en vigor la Constitu- 
ción. 

El Tribunal Constitucional, en sentencia 155187, de 14 
de octubre, desestimó la cuestión de inconstitucionalidad, 
por considerar que cuando la disposición transitoria 8 . 9 e  
remite a la legislacjón anterior sólo puede entenderse a la 



legislación vigente y que, por tanto, incluye los cambios 
que en el contenido del Código Civil produjo la entrada en 
vigor de la Constitución, cambios que está facultado para 
apreciar por sí el Juez ordinario, como ha dicho el Tribunal 
Supremo en su sentencia de 10 de febrero de 1986. Limitar 
a los viejos preceptos del Código Civil -agrega- en su 
redacción anterior a la Constitución la remisión contenida 
en la disposición transitoria cuestionada, equivaldría en 
efecto a sostener que esos preceptos que los jueces pudieron 
y debieron inaplicar a las sucesiones abiertas a partir de la 
vigencia de la Constitución en cuanto hubieran resultado de- 
rogados por ésta, habrían recobrado su vigor por mandato 
del mismo legislador que los derogaba expresamente para 
acomodar el régimen sucesorio a la Constitución y servir al 
principio de seguridad jurídica que ésta consagra. 

h) En materia de filiación, la sentencia del Tribunal 
Constitucional 8011982, de 20 de diciembre, otorgó el am- 
paro contra las sentencias de la Audiencia Territorial de Se- 
villa y la de la Sala 1 . q e l  Tribunal Supremo, en las que se 
planteó si el artículo 137 del Código Civil (en su primitiva 
redacción) devino inconstitucional como contrario al artícu- 
lo 14 de la Constitución. La sentencia del Tribunal Constitu- 
cional afirma el carácter normativo de la Constitución y de- 
clara que el artículo 137, en su redacción anterior, contenía 
un criterio discriminatorio Dor razón de nacimiento contrario 
a la igualdad en orden a las acciones de filiación entre 
las pertenecientes a los hijos que pretendían el reco- 
nocimiento de la acción matrimonial o el de la extramatn- 
monial. Antes de la promulgación de la Ley 1111981, modi- 
ficadora del Código Civil, el artículo 137 había quedado, 
pues, derogado por el juego del artículo 14 de la Constitu- 
ción. 

Otra sentencia, la 10311983, de 22 de noviembre, decla- 
ró que los regímenes de adopción plena y simple son distin- 
tos, sin que estos regímenes sean atentatonos al principio 
de igualdad que proclama el artículo 14 de la Constitución. 
(Fiscal del Tribunal Constitucional.) 



2. El artículo 105.4 de la Ley Orgánica 511985, de 19 de 
junio, sobre Régimen General Electoral. 

Los problemas planteados a nivel estatal, con motivo de 
la aplicación de esta Ley a los procesos electorales celebra- 
dos durante el año 1989 han puesto de relieve la necesidad 
de retocar esta Ley Electoral, de manera que resuelva, de 
un modo más claro, y de forma más justa, los problemas 
que los escrutinios plantean. 

Nosotros trataremos aquí el punto referente a la interpre- 
tación del artículo 105.4 de la citada Ley, tema'abordado 
por el Pleno del Tribunal Constitucional en Sentencia de 
19-2-1990. 

El artículo 105.4 de la Ley Orgánica de Régimen Gene- 
ral Electoral dice: «En caso de que en alguna sección hubie- 
ra actas dobles v diferentes o cuando el número de votos 
exceda al de los electores de la Mesa, con la salvedad del 
voto emitido por los interventores, la Junta tampoco hará 
cómputo de ellas». 

El problema está en la frase «o cuando el número de 
votos exceda al de los electores de la Mesa». Esta frase, i,se 
refiere a quienes aparezcan censados en la Mesa como el&- 
tores, hayan o no ejercido su derecho al voto, o se refiere a 
aquellos que efectivamente hayan votado? 

Literalmente el párrafo está tan claro que por el principio 
de que donde la Ley no distingue el intérprete no tiene por- 
qué distinguir, «electores de la Mesa», son, eso, los «electo- 
res de la Mesa», sin distinguir entre que votasen o no, pues 
el legislador no quiso distinguir, y no parece correcto vio- 
lentar el sentido de la Ley para dar una interpretación dis- 
tinta. 

La Sala de lo Contencioso-Administrativo de La Com- 
ña, en su sentencia de 14-7-1987, resolvió el problema esti- 
mando que la frase se refería a los electores censados en la 
Mesa. Sin embargo, en su Sentencia de 2-12-1989, cambia 
de criterio y estima que el problema reside en establecer el 
alcance del término «elector». Es claro, dice, que concep- 



tualmente puede referirse al número de electores que el ten- 
so asigna a cada Sección (así lo recogieron la Ley de 8-8- 
1907 y el R.D. 2011977, de 18 de marzo, sobre Normas 
Electorales); sin embargo, sobre la base de que tal inflexión 
ha desaparecido de la redacción de la L.O.R.E.G. efectúa 
en su artículo 105.4 y de que el entendimiento de las normas 
ha de ser realizada de acuerdo con la realidad social del 
tiempo en que han de ser aplicadas (art. 3.1 del Código 
Civil), la Sala estima que el término «elector» ha de equipa- 
rarse al de votante; y no es obstáculo para ello la referencia 
al voto de los interventores que el artículo estudiado incor- 
pora, pues siendo lo cierto que esta mención sólo tiene sen- 
tido en el caso de que se produzca el voto del total de elec- 
tores censados, no excluye la posibilidad de que el precepto 
en cuestión otorgue igual cobertura cuando el número de 
votos emitidos exceda al de electores que hayan depósitado 
el voto. 

El Fiscal que suscribe ha defendido la tesis contraria en 
base a los argumentos siguientes: La ffase «electores de la 
Mesa» se refiere, no «a los electores que han votadow, sino 
«a los electores asignados en el Censo a la Seccidn respec- 
tiva». Dicha interpretación viene avalada no solamente por 
su contenido literal, sino por los precedentes históricos. 

De acuerdo con ello, hay que distinguir entre «electores» 
y «votantes». Electores, son todos. Votantes, son sólo aque- 
llos electores que efectivamente han ejercido su derecho a 
votar. Por lo que, al aplicar el artículo 105.4, hay que tener 
en cuenta el número total de electores censados en la Mesa 
y no el número parcial de votantes. 

Como argumentos en contra, se puede alegar, que pare- 
ce incorrecto admitir los votos de una mesa cuando el núme- 
ro de ellos resulta superior a las personas que efectivamente 
votaron, así como la supresión por el legislador, en el texto 
refundido de 1985, de 1a.frase contenida en los preceptos 
legislativos anteriores sobre la materia «asignados al Cen- 
so», dejando ahora sólo la palabra «electores», lo que pare- 
ce indicar un cambio de criterio por parte del legislador. 



Parece, en principio, más justa esta segunda interpreta- 
ción referida al número de votantes, pero, aparte del hecho 
de que el legislador nos tiene acostumbrados a las situacio- 
nes ambiguas, lo cierto es que, de haber querido cambiar de 
criterio, no sólo suprimiría la frase «asignados en el Cen- 
so», sino que, a la palabra «electores», añadiría la de votan- 
tes, para distinguirlos de los no votantes, por lo que tenien- 
do también en cuenta que al añadir el legislador en 1985 la 
frase «con la salvedad del voto emitido por los intervento- 
res», en nada altera la situación, pues es una aclaración vá- 
lida para las dos situaciones. 

Y vistas las Sentencias que se han dictado, podrían aña- 
dirse además las siguientes razones: No es posible confundir 
electores «votantes» con «electores de la Mesa», ya que 
aquéllos sólo son una parte de éstos, aquellos que «efectiva- 
mente hayan ejercitado su voto», ya que el número de «elec- 
tores de Mesa» se forma con la suma de electotes que real- 
mente han votado y los que se abstuvieron de ejercitar este 
derecho. Esto es así por lo siguiente: 

1 .O Por su sentido gramatical: elector es el que elige o 
tiene potestad para elegir, lo ejercite o no, y lo son todos 
los ciudadanos mayores de 18 años no incursos en causa de 
incapacidad y que se hallen inscritos en el Censo Electoral 
vigente (arts. 68.5 de la Constitución y 2." de la L.O. de 
Régimen Electoral General). 

Si votante es quien emite su voto, el término no es equi- 
parable gramaticalmente a elector de Mesa, ya que también 
lo es el que, censado en ella, no lo hizo. 

2." Los antecederztes históricos. Tal interpretación vie- 
ne avalada por los antecedentes históricos, como son, el 
párrago 4." del art. 51 de la Ley electoral de 1907 (Ley 
Maura): «La Junta no hará cómputo de ellas» (las actas), 
«cuando los votos figurados en ellas excedan del nún~ero de 
los electores asignados en el Censo a la Sección respecti- 
va»; el artículo 68.4 del Decreto Ley de 18-3-1977, que 
decía que no se haría el cómputo de las Mesas «cua~zdo los 



votos queJiguren en ellas excedan del número de los electo- 
res asignados en el censo a la Seccion respectiva»; la Ley 
sobre Elecciones de Corporaciones Locales de 17-7-1978, 
cuyo artículo 25.4 indudable precedente del precepto actual, 
declaraba: «lo mismo se hará (es decir, no se computará la 
Mesa) cuando los votos que figuren en ellas (en las actas) 
excedan del número de electores asignados en el Censo a la 
Sección respectiva*. 

El artículo 122.2 de la Ley 28-1983, de 25 de noviem- 
bre, de Elecciones al Parlamento Vasco, que dispone: «la 
Junta tampoco computará los votos en el caso de que éstos 
excedan del número de electores asignados a la Mesa por 
el Censo Electoral, con la salvedad del voto emitido por los 
interventores». 

3." La propia interpretación sistemática de la Ley Or- 
gánica vigente. 

El artículo 23, al regular las Mesas y Secciones electora- 
les, establece que «cada Sección incluye un número ... de 
electores; los electores de una mima Sección se hallan orde- 
nados en listas electorales por orden alfabético» y «cuando 
el número de electores lo haga aconsejable, la Delegación 
Provincial de la Oficina del Censo Electoral.. . puede dispo- 
ner la formación de otras Mesas y distribuir entre ellas el 
electorado de la Sección.. .» 

De ello se deduce que «electores de Mesa», son los com- 
ponentes de la parte del Censo asignados a la Mesa, y no 
el de votantes, cifra que en ese momento electoral se desco- 
noce y no puede precisarse. 

Sólo en un caso, el artículo 99 hace la distinción entre 
electores censados y electores votantes, y ello una vez que, 
tenninado el escrutinio de la Mesa, ya puede determinarse, 
y que nos lleva a la misma conclusión: Electores de Mesa 
son los censados en la misma; electores votantes, los que, 
perteneciendo al Censo de la Mesa, han ejercitado su de- 
recho. 

De acuerdo con este criterio, la Sentencia de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus- 



ticia de Murcia de 1-12-1989, llega a la misma conclusidn, 
al establecer en su Fundamento Jurídico séptimo, errónea la 
interpretación dada por la Junta Electoral Provincial y co- 
rrespondiente anulación de aquellas Mesas en que el número 
de votos escrutados excedía del número de votantes, y en 
su fundamento Jurídico noveno, establece que ha padecido 
ese error, «al equiparar electores de la Mesa y votantes de 
la misma». 

Cierto, dice, que gramaticalmente el término elector 
puede acoger tanto al que vota como al que puede votar. 
Pero esta ambivalencia, y su consiguiente equivocidad en la 
cuestión que aquí nos ocupa, lo que conduce es a la insufi- 
ciencia del criterio gramatical para su solución. Ha de acu- 
dirse, por consiguiente, a otros criterios hermeneúticos para 
precisar esa ambigüedad del vocablo. 

Y acudiendo a un criterio sistemático -poniendo en re- 
lación el precepto con otras normas del ordenamiento jurídi- 
co- nos encontramos con lo siguiente: que el artículo 68.4 
de la Constitución utiliza el vocablo elector para designar a 
quienes tienen reconocido el derecho de sufragio activo. Y 
que en la propia L.O.R.E.G. son numerosos los preceptos 
que mantienen igual significado, así como su equivalencia 
con la inscripción en el censo de la mesa, es decir, utilizan 
el vocablo para designar al titular del derecho de sufragio 
activo con anterioridad y con independencia de que lo ejer- 
cite mediante el acto de votación. Así, el artículo 4.1, que 
alude al elector para indicar en qué mesa electoral ha de 
ejercitar su derecho; el artículo 30, que menciona al elector 
como componente del censo electoral; el artículo 72, que se 
refiere a él para indicar el procedimiento que ha de seguir si 
quiere emitir su voto por correspondencia; el artículo 85.1, 
que establece la necesidad de su identificación como requisito 
previo al acto de votación; el artículo 86.2, que establece: 
«Los electores sólo pueden votar.. .»; los artículos 87 y 88.1, 
que los consideran también en momentos anteriores al acto 
de votación. Por el contrario, en otros preceptos utiliza la 
específica expresión de «votantes» para identificar a aque- 



110s electores que ejercitaron su derecho a voto (art. 86.4) o 
para contraponerlo al de electores (arts. 88.2, 4 y 97.2). 

Y junto a los citados debe destacarse que la liberalidad 
del propio artículo 105.4 ofrece también una decisiva base 
para concluir que su referencia a electores de la mesa no es 
sinónima a votantes en ella. En él se expresa lo siguiente: 
«. . . cuando el número de votos que figure en un acta exceda 
al de los electores de la Mesa, con la salvedad del voto 
emitido por los interventores, la Junta tampoco hará cómpu- 
to de ellos». La salvedad o exclusión de los emitidos por 
los interventores no censados en la mesa sólo encuentra jus- 
tificación si la comparación del número de votos se hace 
con los electores censados en la misma, pues de hacerse 
con los votantes tal exclusión carecería de sentido, al ser 
los interventores también votantes. 

Si tenemos en cuenta que el preámbulo de la vigente 
L.O.R.E.G., en cuanto a la aprobación de la nueva norma- 
tiva, afirma que «esta sustitución no es en modo alguno 
radical, debido a que el propio texto constitucional acogió 
los elementos esenciales del sistema electoral contenidos en 
el Real Decreto-Ley» (el citado de 1977), y que no hace 
referencia a la necesidad de reformar o modificar esta con- 
creta materia, deberá llegarse a la conclusión de que en este 
discutido punto no se ha producido innovación normativa 
alguna. El hecho de que la expresión «electores de Mesa» 
pasara inalterada desde el Proyecto de Ley al texto legal, y 
de que precisamente en el proceso parlamentario se adicio- 
nara la relativa a «con la salvedad del voto emitido por los 
interventores), también abona la misma solución. 

Si el legislador hubiera querido cambiar de criterio, en 
lugar de mantemer la expresión «electores de la Mesa», 
consignada en los textos anteriores, hubiera empleado la es- 
pecífica de «votantes», lo que evidentemente no ha hecho, 
o si tal término no se estimase técnicamente jurídico; haber 
expresado «electores de la Mesa, que hubiesen ejercido su 
derecho». 

Por último, tenemos la doctrina del Pleno del Tribunal 



Constitucional manifestada en su Sentencia 19-2-1990, al 
resolver los recursos de amparo promovido contra la Senten- 
cia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Galicia, de 2-12-1989. En su funda- 
mento jurídico sexto, el Tribunal Constitucional, después 
de reseñar que la Sala de instancia lleva a cabo la exégesis 
del artículo 105.4 de la L.O.R.E.G., partiendo de que «el 
problema reside en establecer el alcance del térmiizo elec- 
tor, y concluye que debe equipararse al de votate*, dice: 
Tal interpretación no resulta admisible, ni a partir de los 
propios términos de la Ley, ni de la necesidad de interpretar 
las normas en favor de la mayor efectividad de los derechos 
fundamentales. En cuanto a lo primero, el término «elector» 
es utilizado en la L.O.R.E.G. en múltiples ocasiones como 
claramente distinto y diferenciado del de votante. Así, en 
su artículo 30 c), se refiere a un «fichero nacional de electo- 
res» (sería impensable un fichero nacional de votantes), y 
en otros muchos artículos utiliza el concepto de elector para 
definir a quienes ostentan la capacidad y cumplen los requi- 
sitos para ser votantes, independientemente de que ejerzan 
o no su derecho (arts. 72, 85.1, 86.2, 87 y 88.1), mientras 
que emplea el término votantes para designar a quienes ha- 
gan uso de su derecho en la práctica (arts. 86.4, 88.2, 4 y 
97.2). Ha de destacarse que la Constitución, en su artículo 
68.5, dispone que «Son electores y elegibles todos los espa- 
ñoles que estén en el pleno uso de sus derechos políticos», 
configurando al término, pues, en virtud de una capacidad, 
y no de un ejercicio. Por último, la misma previsión del 
artículo 105.4 de la L.O.R.E.G. relativa a los interventores 
(«cuando el número de votos que figure en su acta exceda 
al de los electores de la mesa, con la salvedad del voto 
emitido por los interventores, la Junta tampoco hará cómpu- 
to de ellos»), muestra que el concepto «electores» se entien- 
de referido a los inscritos en el Censo con capacidad para 
votar, pues de lo contrario, tal salvedad no tendría sentido. 
Los interventores que emitan su voto son «votantes» y, por 
ello, siempre sería irregular un número superior de votos 



a1 de votantes, sin necesidad de la salvedad indicada, que 
sólo cobra sentido si «elector» significase algo distinto de 
«votante». 

Pero más relevantes que estas consideraciones referidas 
a la literalidad del texto son las que resultan de la finalidad 
de la Ley y la necesidad de interpretarla de acuerdo con los 
derechos fundamentales reconocidos en la Constitución. En- 
tre ellas, el de participar en los asuntos públicos, como elec- 
tor (23.1) o como elegido (23.2) aparece, en virtud del ca- 
rácter democrático del Estado, como un elemento básico de 
todo el sistema constitucional. La anulación o no cómputo 
de votos válidamente emitidos en unas elecciones supone, 
sin duda, la negación del ejercicio y efectividad de ese dere- 
cho, no sólo a los votantes cuya voluntad queda suprimida 
o invalidada, sino también a los destinatarios o receptores 
de esos votos, y por ende, de la voluntad y preferencia de 
los electores. El mantenimiento, por tanto, de esa voluntad 
expresada en votos válidos debe constituir criterio preferente 
a la hora de interpretar y aplicar las normas electorales. Y 
desde esta perspectiva, resulta claro que, si bien ha de prote- 
gerse al resultado de las votaciones de manipulaciones y 
hacer depender la eficacia de los votos válidamente emitidos 
de irregularidades o inexactitudes menores, que siempre se- 
rán frecuentes en una Administración electoral no especiali- 
zada e integrada, en lo que se refiere a las Mesas Electora- 
les, por ciudadanos designados por sorteo. 

El principio de conservación de los votos válidos apare- 
ce como y, en consecuencia, el mandato del 
artículo 105.4 dirigido a las Juntas Electorales debe enten- 
derse orientado a excluir únicamente casos de manipulación 
o fraude, cuya evidencia justifica que órganos no jurisdic- 
cionales, como son las mencionadas Juntas, excluyan del 
cómputo final los resultados de determinadas Mesas. En 
consecuencia, sólo cuando el número de votos exceda al de 
ciudadanos inscritos con capacidad de voto -es decir, 
cuando no es posible racionalmente apreciar que ha habito 
un error o inexactitud involuntaria- procederá el no cóm- 



puto de los votos, aun cuando muchos de éstos sean efecti- 
vamente válidos. Ello no supone, desde luego, que la Ley 
permita que se lleven a cabo irregularidades, sin consecuen- 
cia o control alguno, siempre que el número de votos no 
exceda al de electores pero sí al de votantes; pues si las 
Juntas Electorales no pueden dejar de computar los votos 
emitidos, en tanto no se den los supuesto tasados (entre ellos 
el del art. 105.4 L.O.R.E.G.) que lo impidan, los órganos 
competentes en la revisión jurisdiccional de las elecciones 
pueden sin duda apreciar la presencia de irregularidades in- 
validantes sin tales restricciones, así como si la irregularidad 
o vicio electoral es determinante de la elección, y, en tal 
caso, acordar la nulidad de la elección (art. 113.3) y la nece- 
sidad de una nueva convocatoria (art. 113.2 d). La pureza 
del proceso electoral queda por tanto, en todo caso, garanti- 
zada. 

Lo dispuesto en el artículo 105.4 L.O.R.E.G., por to- 
do lo indicado, no permite a la Junta Electoral no computar 
el resultado de una mesa cuando haya más votos que vo- 
tantes. 

Pese a la docmna sentada en las Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 15 v 19 de febrero de 1990. más correcto - 
nos parece que sea el propio legislador, para evitar interpre- 
taciones encontradas, el que, reformando el citado artícu- 
lo 105.4 lo redacte de forma clara que no dé lugar a dudas; 
bien volviendo a las redacciones de los precedentes legales 
citados (Ley de 1907, D. Ley de 1977; Ley de 1978, Ley 
de 1983 del Parlamento Vasco) como electores asignados 
en el Censo a la Sección respectiva, bien, si su deseo es el 
contrario, utilizando la frase «electores que hayan ejercido 
su derecho a votar» u otra similar. 

Sin embargo, cualquiera de las dos soluciones tan tajan- 
tes no nos parece del todo ajustadas, siendo mejor la anula- 
ción cuando el número de votos exceda al de votantes, pero 
siempre y cuando tal frase fuese corregida con la concesión, 
concorde con el principio de «conservación de voto>>, de 
una cierta flexibilidad a la Junta, como sería el no proceder 



a la anulación cuando por el escaso número de votos exce- 
dentes, u otras circunstancias concurrentes, pudiera estimar- 
se la existencia de un mero error no malicioso. (La Coruña.) 

3. El delito de riesgo en la construcción. Art. 348 bis b) 
párrafo 2 .O 

La Ley Orgánica 3/89, de 21 de junio, introduce, entre 
las modificaciones aportadas al Código Penal, la nueva figu- 
ra delictiva que bajo la denominación genérica de «otros 
delitos de riesgos» recoge en la sección 4." del Capítulo 11 
del Título V del Libro II, a modo de cajón de sastre una 
serie de conductas que, relacionadas con el ejercicio de cier- 
tas profesiones o actividades, puedan representar una ame- 
naza o riesgo para la vida o integridad de las personas. 

Estas actividades o profesiones se encuadran en dos pá- 
rrafos del mismo artículo. El primero hace referencia a las 
relacionadas con el manejo de sustancias explosivas, corro- 
sivas, tóxicas, asfixiantes o radiactivas y tiene sus destinata- 
rios en el sector de las industrias químicas, pirotécnicas o 
de fabricación de explosivos y relacionadas con el empleo 
de energía nuclear. 

En el segundo, que es el que aquí nos interesa, sanciona 
con penas de arresto mayor y multa de 150.000 pesetas a 
3.000.000 de pesetas a «quienes, en la apertura de pozos o 
excavaciones, en la construcción de edificios, presas, cana- 
lizaciones u obras análogas o en su conservación, acondicio- 
namiento o mantenimiento, infrigieren las reglas de seguri- 
dad establecidas, cuya inobservancia pudiera ocasionar re- 
sultados catastróficos y pusieran en concreto peligro la vida, 
la integridad o la salud de las personas». 

La creación de este delito de riesgo en el marco de la 
reforma penal operada por la Ley Orgánica 3/89, contrasta 
con los propósitos del legislador que, según el preámbulo, 
inspira a la misma y que, en definitiva, van dirigidos a la 
descriminalización de una serie de conductas fundamental- 



mente consideradas faltas en el Libro 111 y que deben en- 
contrar su cauce corrector en el derecho privado o adminis- 
trativo. 

Ello se justifica en el eco social alcanzado por ciertos 
hechos puntuales como los accidentes habidos en el derrum- 
be de presas, los accidentes habidos en centrales nucleares, 
los accidentes pirotécnicos y el alto índice de siniestralidad 
en la construcción, que han presionado al legislador a dar 
un paso al frente demostrativo de su voluntad de poner re- 
medio a un estado de cosas necesariamente rechazado por 
la ciudadanía. 

Habrá que examinar, pues, si el instrumento ideado tiene 
la consistencia y cualidades requeridas para el fin persegui- 
do y si, por otra parte, puede garantizar que la protección 
penal dispensada con la sanción de tales conductas va a ser 
más eficaz que la hasta ahora encomendada a los órganos 
de la Administración. 

Para dilucidar tal cuestión se impone en primer lugar el 
análisis de la norma, la concreción de los supuestos en que 
sería de aplicación y la valoración de las consecuencias de 
ésta en orden a los fines de prevención general o especial 
que debe cumplir. 

A) Los requisitos del artículo 348 bis b). 

a) Ambito de aplicación. 

Los supuestos típicos del precepto se concretan en 
«apertura de pozos, excavaciones, construcción de edificios, 
presas, canalizaciones u obras análogas». No hay duda, 
pues, de su aplicación al campo de la construcción de edifi- 
cios, a las obras que impliquen movimiento de tierras, a las 
hidráulicas, a las de minería y a aquellas en que, cualquiera 
que sea su finalidad o destino, requieran realizar alguna de 
las concretas actividades que se describen. La referencia a 
«obras análogas» con la que finaliza el precepto habrá que 



circunscribirla al terreno de la construcción -carreteras, 
puentes, diques portuarios, etc. Quedan fuera, por tanto, 
aunque susceptibles de causar el mismo riesgo, otras activi- 
dades industriales como la fabricación de buques o aerona- 
ves, por ejemplo. 

Por otra parte, el proceder delictivo puede darse en dos 
momentos o estadios diferentes: durante la realización de 
las obras o en las labores de conservación o mantenimiento 
de las mimas. 

b) Naturaleza del riesgo y sujeto sobre quien se proyecta. 

Dos son las condiciones que el precepto exige en or- 
den a los efectos que la materialización del riesgo pudiera 
producir: 

1 .O Que puedan producirse resultados catastróficos. 
2." Que se pongan en concreto peligro la vida de las 

personas, su integridad o sus bienes. 
Ambos requisitos se han de hallar presentes, dada su 

descripción acumulativa y no disyuntiva. 
En cuanto al concepto de resultado catastrófico, debe 

ser más amplio que el que suele otorgársele en el lenguaje 
vulgar. Al hablar de catástrofe pensamos en la destrucción 
de una presa o en el derrumbe o incendio de un rascacielos. 
Creemos que lo que el precepto pretende señalar es que, por 
la naturaleza de la obra y su destino o utilización, la norma1 
proyección del riesgo de su destrucción afectaría con certeza 
a un número indeterminado pero vario de personas, tanto en 
su vida o integridad como en sus bienes. 

Ello excluye, por tanto, los supuestos de infracción de 
normas de seguridad generadora de un peligro proyectado 
aleatoriamente sobre personas en forma individual y no ge- 
neral. Por ejemplo, la inobservancia de las normas sobre 
construcción de salidas de emergencia en un edificio desti- 
nado a reuniones numerosas que pudiera impedir su evacua- 



ción ante una incidencia de incendio, podría constituir tal 
delito. El hecho de no señalizar debidamente la apertura de 
un pozo a nivel del suelo, con peligro de caída en él de un 
viandante, no sería delictivo. 

Podría quizá valer como definición del evento cuya pre- 
vención se tiene en cuenta, la que bajo la denominación de 
«accidente mayor» contempla el artículo 2 ap. c) del R. D. 
886188, de 15 de julio, sobre prevención de accidentes en 
determinadas actividades industriales, es decir, cualquier su- 
ceso que sea consecuencia de un desarrollo incontrolado de 
una actividad industrial y que suponga una situación de gra- 
ve riesgo, catástrofe o calamidad pública, inmediata o dife- 
rida, en relación con las personas o los bienes, bien sea en 
el interior o en el exterior de las instalaciones. 

Los sujetos destinatarios de la protección y sobre quie- 
nes el riesgo se proyecta, son las personas en general que 
de una u otra forma sean tributarias de la obra o construc- 
ción, por razón de su utilización temporal o permanente, o 
de su vecindad a la misma. 

Las personas que trabajan en la realización de la obra 
mientras ésta se lleva a cabo, podrían ser sujetos pasivos, 
eventualmente, en cuanto afectados potenciales de la catás- 
trofe que pudiera derivarse del incumplimiento de las nor- 
mas de seguridad; pero estas normas no son las dirigidas a 
la seguridad de los trabajadores, ya que la infracción de 
éstas viene sancionada tanto administrativa (L. 8/88, de 7 
de abril) como penalmente. 

c) Normas cuyo incumplimiento puede dar lugar a la exis- 
tencia de este delito. 

El precepto penal que aquí estudiamos constituye un 
ejemplo de lo que se ha llamado ley penal en blanco; deno- 
minación que desde Binding reciben aquellas normas que al 
describir una conducta delictiva establecen como presupues- 
to de la misma el contenido de otra norma legal. 



Aquí, como hemos visto, el delito sólo puede darse si 
existe infracción de las reglas de seguridad establecidas. 
Este es el presupuesto del tipo penal. pero llama la atención 
la utilización de un término tan ambiguo y poco jurídico 
como el de reglas. Cuando la Ley Penal se remite a otra 
en la descripción de un hecho delictivo, puede hacerlo a 
un precepto concreto de igual rango bien del Código Penal 
(art. 306, que remite al 302, para no repetir las modalidades 
de la actividad falsaria), de otro cuerpo legal (art. 521, 
en la punición de la insolvencia culpable, que se remite al 
art. 888 del Código de Comercio) o a un precepto de rango 
inferior como es el supuesto del artículo 342, que al sancio- 
nar la expedición de sustancias o productos nocivos para la 
salud se remite a los reglamentos respectivos que las regulan. 

Al tratarse aquí de un cúmulo de actividades diversas, 
el presupuesto habrá que buscarlo, en cada caso, en las dis- 
posiciones legales que regulen su realización en cuanto im- 
pongan determinadas medidas de seguridad; bien sentado 
que habrá de tratarse siempre de disposiciones legales de 
carácter general y nunca de normas concretas establecidas 
con carácter particular para la realización de determinada 
obra por la empresa, el propietario o la dirección técnica de 
la misma. 

Y ello porque si ya respecto a la autoridad administrativa 
se ha cuestionado el hecho de que por la vía reglamentaria 
pueda definir la existencia o no de delito (Jeschek) sería 
inadmisible que tal facultad estuviera en los particulares. 

El criterio de generalidad señalado podría entenderse li- 
mitado en todo caso y como máximo al ámbito de las Comu- 
nidades Autónomas en la regulación legal de materias trans- 
feridas por el Estado. 

Además de la nota de generalidad, la norma reglamenta- 
ria infringida ha de ser de aquellas que establecen medidas 
de seguridad dirigidas a evitar resultados catastróficos. Así, 
por ejemplo, en materia de construcción, podría apreciarse 
el delito si se com~robase una infracción de la norma EH-88 
que provocase la inadecuación de la estructura de hormigón 



en un puente, por ejemplo, con relación a las cargas que 
debe soportar, con creación de una situación de peligro. 
~ambién lo constituiría la omisión de la inspección y mante- 
nimiento sobre las compuertas o aliviaderos de un presa que 
permitieran asegurar su buen funcionamiento ante cualquier 
evento y circunstancia. 

Asimismo, la infracción de normas de seguridad en evi- 
tación de incendios forestales cuando la obra se realice en 
dicho medio, la de normas de seguridad en la construcción 
de centrales nucleares. etc. 

Es, por tanto, imposible hacer una relación siquiera 
aproximada de todas las disposiciones que puedan contener 
dichas normas de seguridad, en la regulación de actividades 
que conlleven la realización de alguna de las obras descritas 
en el artículo 348 bis. 

d) Sujeto activo del delito. 

Podrán ser acusados por el delito previsto en este artícu- 
lo quienes directamente sean responsables de la aplicación 
de las normas de seguridad reglamentariamente establecidas 
en los ámbitos de actuación recogidos en él. 

Pero no solamente éstos, sino también quienes teniendo 
el deber de vigilancia sobre su aplicación por otros, los des- 
cuiden o incumplan, dando lugar en conjunción con aquéllos 
a la creación del riesgo. 

Se trata de un delito que no necesariamente ha de ser 
cometido por omisión, sino que admite su comisión activa. 
Si, por ejemplo en un edificio, teatro, sala de fiestas, se 
exige la construcción de salidas de emergencia para la eva- 
cuación del público, tanto se puede incurrir en la conducta 
delictiva por su no realización, como por la realización -en 
número o dimensiones insuficientes- que no permitan la 
evacuación en forma suficientemente rápida. 

En definitiva, pues, dentro de cada profesión, sus miem- 
bros deberán tener un conocimiento exacto de toda la regla- 



mentación existente en materia de seguridad y de aplicación 
en su ramo. Y, sobre esta base deberán exigir el cumpli- 
miento de todas y cada una de ellas y en especial de aquellas 
cuya inobservancia pudiera acarrear un riesgo de los ante- 
riormente definidos. 

La existencia de este nuevo delito, hemos de señalar, no 
empece a la posible responsabilidad administrativa que pudie- 
ra exigirse conforme a la específica regulación de cada activi- 
dad. Cuando la infracción suponga un riesgo menor o de 
proyección individual o limitada, no alcanzará entidad delic- 
tiva, siendo sancionable administrativamente. Sólo cuando 
origine un riesgo como el antes descrito, la infracción penal 
nacerá, desplazando la posible sanción administrativa. 

Diremos, para terminar, que el comentado precepto nos 
merece una valoración crítica negativa. Si bien es compren- 
sible como respuesta a la inquietud social ante la materiali- 
zación de catástrofes con origen en factores de riesgo no 
prevenidos, no debe ser función del Derecho Penal la san- 
ción del mero incumplimiento de normas por parte de los 
profesionales, sujetos a responsabilidad civil y penal por las 
consecuencias lesivas de ellos derivados. 

La exigencia de tales normas y la sanción por su incumpli- 
miento debería corresponder a la Administración con la cola- 
boración de los Colegios Profesionales. Aquélla, además, dis- 
pone de mecanismos mucho más rápidos (paralización de las 
obras) o disuasorias (multas mayores que la prevista para el 
delito) para reconducir al camino de la seguridad la realiza- 
ción de obras de las que pudieran derivarse los prevenidos 
riesgos, sin sobrecargar el Derecho Penal -en contra de las 
corrientes actuales- con nuevas figuras delictivas. (Lérida.) 

4. Posibles cuestiones conzpetenciales entre Jueces de Ins- 
trucción y Jueces de lo Penal. 

La Ley orgánica 711 988, al introducir en nuestro sistema 
el procedimiento abreviado, concede a las partes acusadoras 



en el artículo 790.2, incluido dentro de la fase que la ley 
llama de preparación del juicio oral, la posibilidad de solici- 
tar diligencias complementarias cuando falten elementos 
esenciales para la tipificación de los hechos que impliquen 
la imposibilidad de formular escrito de acusación. El Juez 
responde accediendo a lo solicitado, cuando la petición pro- 
cede del Ministerio Fiscal, o acuerda lo que estime proce- 
dente, para el caso de que lo hubiera instado la acusación o 
acusaciones personadas. Ya de por sí esta disparidad de tra- 
to legal al Fiscal y al acusador ha sido tildada por algunos 
como una violación del principio de igualdad de partes en el 
proceso penal, pero, como se verá, la cuestión se acrecienta 
al observar la posición de la defensa ante idéntica situación 
procesal, y todo ello puede provocar dificultades interpreta- 
tivas respecto de las competencias del Juez de Instrucción y 
del Juez de lo Penal. 

La razón de ser de estas diligencias complementarias es- 
triba en que como al Fiscal corresponde agilizar la fase ins- 
tructora del procedimiento y lograr su conclusión en la for- 
ma más simplificada posible (art. 781 de la L.E.Cr.), de 
poco servirían tales mandatos legales si la acusación prefi- 
riese agotar al máximo el material de cargo en la instrucción 
del proceso aportando o interesando pruebas tras pruebas, 
olvidándose así que, según el apartado 5 del mismo artículo 
790, para casos excepcionales de difícil o imposible repro- 
ducción en el juicio oral, también está prevista la solicitud 
de práctica de prueba anticipada ente el Juez de lo Penal. 
Pero es que el Juez de Instrucción no ha de acceder ciega- 
mente a toda diligencia complementaria que le solicite el 
Fiscal antes de elaborar su escrito de acusación, sino sólo a 
aquéllas que recaen sobre «elementos esenciales para la tipifi- 
cación de los hechos», es decir, elementos objetivos del tipo 
con exclusión de los subjetivos o normativos, ya que los últi- 
mos, en lo que tienen de determinantes de la culpabilidad se 
reservan a la libre valoración del juzgador, siendo propios 
del debate en el juicio oral. Se debe, pues, solicitar como 
diligencia esencial, la que falte para poder acusar, en cuanto 



incida en el núcleo del tipo (sustracción, yacimiento, deter- 
minación o encierro, etc.) y no aquéllas que afecten a cir- 
cunstancias modificativas de la culpabilidad, que han de re- 
conducirse a la prueba en el plenario. 

Pero del lado de la defensa, al emitir ésta su escrito una 
vez abierto el juicio oral (art. 791.2 de la L.E.Cr.), queda 
excluida de toda posibilidad de solicitar las diligencias com- 
plementarias que la Ley reserva, como se ha visto, a las 
partes acusadoras (art. 791.2). Si la defensa considera que 
no deben iniciarse los debates del juicio oral sin una mínima 
prueba esencial de descargo, que podría demostrar inocen- 
cia previa o al menos desembocar en una acusación más 
ligera, no tiene otro camino que el de solicitar la práctica de 
prueba anticipada con las limitaciones impuestas en el ar- 
tículo 790, apartado 5 (pruebas que no pueden llevarse a 
cabo durante las sesiones del juicio oral), pero nunca puede 
acudir a las diligencias complementarias previas a la apertu- 
ra del juicio oral, y se da la diferencia de que mientras las 
últimas se uractican en forma contradictoria ante el Juez de 
Instrucción, la prueba anticipada tiene lugar, de igual mane- 
ra contradictoria, ante el Juez de lo Penal. ¿Debe este último 
acceder a una prueba anticipada de descargo de la defensa 
por la mera manifestación de que no va a poder llevarse a 
cabo en juicio oral, sobre todo cuando suponga una réplica 
a una diligencia complementaria realizada por el Juez de 
Instrucción a instancia de parte acusadora? En realidad, no 
se trataría sino de buscar un «elemento esencial para la des- 
tipffzcación de los hechos~, una pseudo diligencia comple- 
mentaria de la defensa, ¿y, porqué la diligencia o diligencias 
de cargo las ha de practicar el Juez de Instrucción y las 
de descargo el Juez de lo Penal? Parece como si la Ley 
no permitiese a la defensa otra intervención, en la fa- 
se de preparación del juicio, que la de contestar a la acusa- 
ción, con reserva de sus elementos de prueba para el plena- 
no, lo cual sucederá en la mayoría de los casos, con excep- 
ción de una personación en la fase insti-uctora para ejercitar 
la defensa, pero ya se ha apuntado que el Fiscal y el Juez 



deben cuanto antes finalizar dicho período de instrucción, 
lo que supone que pueden quedar en el aire en tal fase mu- 
chas diligencias de descargo y, desde luego, sin que se ad- 
mitan, como se ha repetido, diligencias complementarias de 
tal naturaleza una vez incoado el procedimiento abreviado 
en que hayan desembocado las diligencias previas. 

Todo esto lleva de la mano a la consideración de que, si 
se cumple el mandato legal de los artículos 781 y 789.5 de 
celeridad en la instrucción, la defensa hará uso en no pocos 
casos de la prueba anticipada antes de comenzar las sesiones 
del juicio oral y hará intervenir previamente al Juez de lo 
Penal, quien podría concluir que la prueba que se solicita es 
propia de la fase de instrucción y que, por celeridad, no se 
practicó, y que, en cierta medida, viene a convertirle en 
Juez de Instrucción en contra del espíritu de la Ley de refor- 
ma procesal 7/88 de que «quien instruye, no puede fallar». 
Un reconocimiento en rueda, por ejemplo, no realizado por 
el Juez de Instrucción en las diligencias previas, y que se 
considere que no puede llevarse a cabo en el juicio oral, ya 
que se trata, como recuerda el Tribunal Supremo, de una 
diligencia propia de la instrucción, ¿habrá de practicarlo el 
Juez de lo Penal como prueba anticipada y hasta qué punto 
no estaría ya prejuzgando los hechos? Como no existe en el 
procedimiento abreviado el instituto de la revocación de la 
conclusión de la instrucción para la práctica de nuevas dili- 
gencias por parte del Juez de Instrucción, el Juez de lo Penal 
se verá compelido en no pocos casos a denegar la prueba 
anticipada, por entender que no se dan los requisitos legales 
para ella, en aras de su independencia juzgadora, concen- 
trando en el juicio oral todos los elementos probatorios, 
siempre bajo la incertidumbre de que si la prueba que se 
pidió como anticipada y que fue denegada, no se ha podido 
practicar en el juicio oral, en apelación tal circunstancia ha 
de pesar notablemente en contra de los criterios de la senten- 
cia de instancia. 

Al no determinarse legalmente una competencia jerár- 
quica entre Juez de Instrucción y Juez de lo Penal, a diferen- 



cia de lo que sucede entre aquél y la Audiencia Provincial, 
son impensables las devoluciones de autos del segundo al 
primero e insólitas las cuestiones de competencia entre áreas 
tan dispares como son las de instruir y juzgar. Pero por muy 
impensables e insólitas que parezcan estas cuestiones, no 
debe desdeñarse su producción, que habrá de resolver la 
Audiencia Provincial con arreglo a lo dispuesto en el artícu- 
lo 782 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, con audiencia 
del Fiscal. En el fondo, siempre habrá que preservar de 
«contaminación» instructora al Juez de lo Penal. 

Por ello, la suspensión del juicio oral para la práctica de 
una sumaria instrucción suplementaria, en los casos de nue- 
vas revelaciones en el juicio oral que hagan aquélla precisa, 
determinará la remisión de los autos por el Juez de lo Penal 
al Juez que hubiera previamente instruido la causa. Una vez 
practicada la llamada información suplementaria, ¿recobra 
el Juez de Instrucción su competencia en toda la preparación 
del juicio, por si fueran precisos nuevos escritos de acusa- 
ción y defensa, o debe remitir el resultado obtenido, sin 
más, con los autos, al Juez de lo Penal para que prosiga el 
juicio oral? Si, como parece más agil, debe proseguir el 
juicio, lo que es evidente es que deberá conferirse traslado 
del resultado de la instrucción suplementaria a las partes y 
si éstas verifican alegaciones que obligasen a aportar datos 
al proceso (instrucción, en sentido procesal: alegaciones o 
pruebas), ¿se retorna a la fase de instrucción nuevamente o 
son ya pruebas a practicar por el Juez de lo Penal en el 
plenario? El Juez de lo Penal puede practicar pruebas antici- 
padas en forma contradictoria, pero si la petición de tal 
práctica de prueba surge como resultado de una instrucción 
suplementaria, la duda estriba en saber si debe continuar en 
el terreno de tal instrucción, como prolongación suya y de 
competencia del Juez de Instrucción, o si cae de lleno en 
los debates del juicio oral y de la prueba dentro de él, de 
donde no debe salir ya, con competencia del Juez de lo 
Penal. Si se adopta este último criterio, si se simplifican al 
máximo los peligrosos trasvases y devoluciones de autos 



entre Juez de lo Penal y el Juez de Instrucción, casi habría 
que concluir que la instrucción suplementaria, cambiándola 
de nombre, debe practicarla contradictoriamente el Juez de 
lo Penal; esto será posible en ciertas ocasiones, v.gr., cuan- 
do las nuevas revelaciones exigen pedir un documento o 
una certificación de un Registro u Oficina y, no lo será en 
otras, como cuando se exija de la revelación una investiga- 
ción policial de donde pueden surgir nuevos imputados, que 
más parece de la competencia del Juez de Instrucción. 

otro motivo de fricción competencia1 entre el Juez de 
Instrucción y el Juez de lo penal puede estar en la formacián 
y tenninación de las piezas separadas, tanto de situación 
como de responsabilidad civil. En principio, compete su 
adopción en diligencias previas al Juez de Instrucción (art. 
785, regla 8.a de la Ley de Enjuiciamiento Criminal), o al 
resolver sobre lo solicitado en los escritos de acusación (m. 
790.6 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal), pero si tales 
piezas no se han abierto y sustanciado o bien no se han 
terminado y sometido al Juez de lo Penal, éste carecerá de 
datos importantes para su sentencia, y la ejecución de la 
misma, por lo que no tendrá otra posibilidad que reclamarlas 
del Juez de Instrucción, y como la ejecución de la sentencia 
compete al Juez de lo Penal (art. 798 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal), ¿qué sucede con las incidencias que se 
produzcan en la sustanciación de las piezas, problemas de 
tercería, relacionadas con las fianzas, etc.,  si ha terminado 
ya la fase de instrucción? Resulta extraño que el Juez de 
Instrucción siga tramitando las piezas separadas y resolvien- 
do acerca de sus incidencias cuando ya ha perdido compe- 
tencia al haber practicado las diligencias previas esenciales, 
incoado procedimiento abreviado, sustanciando la prepara- 
ción del juicio y las actuaciones al Juez de lo Penal. Mien- 
tras que la Audiencia Provincial, quizá impropiamente, por 
su posición jerárquica superior al Juez de Instrucción, dele- 
ga en éste buena parte de la ejecución de la sentencia, no 
parece que sea tan fácil contemplar igual delegación si Ia 
ejecutoría procede del Juez de lo Penal, por lo que debería 



éste asumir la tramitación para la terminación de las piezas, 
como imprescindible para la ejecución de la sentencia, cosa 
que, evidentemente, no resultará de su agrado. 

Finalmente, y sin cerrar por supuesto la gama de posi- 
bles conflictos sujetos a interpretación, puede suscitarse en- 
tre el Juez de Instrucción y el Juez de lo Penal una cuestión 
relacionada con la proposición de pmeba en los escritos de 
acusación y defensa. La Ley parece partir de la base de que 
la reclamación de documentos y las citaciones de testigos y 
peritos sólo corre a cargo de la oficina judicial cuando así 
expresamente se solicite (art. 790.5 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal), por lo que, de no haberse solicitado en 
forma expresa, el Juez de lo Penal al admitir o rechazar las 
pruebas propuestas (art. 792.1 L.E.Cr.), puede entender que 
corre a cargo de la parte correspondiente a la citación y 
presentación del elemento probatorio. La ausencia de trasva- 
se de uno a otro órgano de sus propias competencias quizá 
aconseje que sea el propio Juez de Instrucción el que quede 
sujeto a la obligación de dejar debidamente determinado, 
antes de remitir los autos al Juez de lo Penal, si corre o no 
a cargo de la oficina judicial las reclamaciones de docu- 
mentos y citaciones, dando ocasión a que las partes subsa- 
nen posibles errores antes de remitir las actuaciones. (Gra- 
nada.) 

5 .  La necesaria colaboración de la Administración Públi- 
ca para evitar y perseguir los delitos contra el medio 
ambiente. 

El artículo 347 bis del Código Penal corre el peligro de 
no alcanzar nunca su verdadera dimensión si no se compro- 
mete abiertamente en el problema la Administración Públi- 
ca, encarnada generalmente, por las Administraciones Auto- 
nómicas como consecuencia de las transferencias del Estado 
a las mismas de las cornpctencias en materia de sanidad y 
bienestar social. 



En efecto, el llamado por algunos delito ecológico o, 
más propiamente, delito contra el medio ambiente, es ante 
todo en la ley que lo tipifica, una norma penal en blanco, al 
remitirse, para la integración de la conducta punible, a la 
vulneración de las leyes o reglamentos protectores del medio 
ambiente, que no sólo tiene caracter estatal, sino también 
son elaborados por las correspondientes Comunidades Autó- 
nomas, incidiendo en esta normativa los sectores tanto de la 
sanidad como de la política territorial y de obras públicas y 
urbanismo. Quizá en esta dispersión normativa radique la 
dificultad de aplicar el tipo penal cuando, con infracción de 
tales normas, se verifican, directa o indirectamente, emisio- 
nes o vertidos de cualquier clase en la atmósfera, en el suelo 
o las aguas terrestres o marítimas, con peligro grave para la 
salud de las personas o las condiciones de vida animal, bos- 
ques, espacios naturales o plantaciones útiles. 

Basta con comprobar la ausencia de rigor urbanístico en 
las ediciones que proliferan, no siempre en debida ordena- 
ción, por las costas del territorio nacional. La especulación, 
el pingüe beneficio para promotores, técnicos y constructo- 
res, así como, sin olvidarlo, la ausencia del debido control 
por los Ayuntamientos muchas veces más prestos a aliviar 
las arcas municipales con los ingresos por licencias que a 
velar por la debida ordenación del territorio y del medio 
ambiente, hace que los vertidos y residuos de las poblacio- 
nes que surgen a lo largo y ancho de las costas y las playas 
no estén en condiciones de cumplir con las mínimas exigen- 
cias de respeto al medio ambiente y, con ello, sin que las 
necesidades humanas y de su entorno vivencia1 alcancen los 
niveles de vida más elementales. Las aguas del mar se con- 
taminan por los vertidos y residuos procedentes de urbaniza- 
ciones populosas que no cumplen con la imprescindible ta- 
rea de conducir aquéllos a través de emisarios y conduccio- 
nes que se internen largamente en el mar y todo ello por la 
sencilla razón de que es más fácil y menos costoso que las 
canalizaciones arrojen tales vertidos a pocos metros de la 
costa. Y así, el litoral español asiste a la vergüenza de pre- 



sentar puntos negros por todas partes por los altos niveles 
de contaminación de las aguas, especialmente en las zonas 
turísticas. 

Es decidida la vocación de las Comunidades Autónomas 
por paliar los daños al medio ambiente y así han venido a 
crearse Comisiones Provinciales de Medio Ambiente como 
brazo de las Consejerías de Política Temtorial, Sanidad y 
Obras públicas y Urbanismo, aun cuando muchas de aqué- 
llas no hayan comenzado con rigor sus actividades, como 
sucede en zona tan importante como es Málaga. 

Un informe del Servicio de Sanidad Ambiental de la 
Junta de Andalucía, que ha alcanzado difusión en los me- 
dios de comunicación, expresa que las tres provincias anda- 
luzas que presentan mayores carencias en cuanto al sanea- 
miento para sus aguas residuales son Sevilla, Cádiz y Gra- 
nada, por este orden, dándose el dato de que más de medio 
millón de granadinos no disponen de saneamientos adecua- 
dos para sus vertidos residuales. Al realizarse los vertidos 
sin depurar se provoca un incremento de la contaminación 
en el mar, ríos, arroyos y acuíferos. Las redes municipales 
de saneamiento o no existen, como sucede en 17 núcleos 
urbanos granadinos, o son anticuadas e insuficientes a los 
fines de la sanidad ambiental, además de encontrarse en mal 
estado, lo que ocurre en otros 106 núcleos de población 
granadinos. Las imprescindibles depuradoras de residuos es- 
tán ausentes en la mayoría de los pueblos y zonas turísticas 
de la provincia y no son de extrañar las instalaciones de 
depuración que no funcionan debidamente, todo ello por el 
enorme costo que implica su implantación, conservación, 
reparación y la escasez de recursos destinados a tan irnpres- 
cindible función. 

Otro tanto sucede en Huelva y su cinturón industrial y 
turístico y la situación en la Costa del Sol oriental y occi- 
dental es muy deficiente. Las Concejalías municipales de 
Medio Ambiente cuentan con más voluntad que medios para 
acometer las renovaciones indispensables para modificar el 
deterioro constante y creciente producido por los vertidos 



de aguas residuales al mar. Las Comunidades de Propieta- 
rios de las distintas urbanizaciones se lamentan de la poca 
sensibilidad por el tema que demostraron las entidades pro- 
motoras y constructoras de aquéllas, pero no se atreven a 
dar el paso de implantación de nuevos sistema de depura- 
ción y vertido por su gran costo, reenviando el problema al 
Ayuntamiento correspondiente a fin de que asuma tal res- 
ponsabilidad por zonas. 

La integración de España en la Comunidad Económica 
Europea exige el fiel cumplimiento de los reglamentos y 
directivas en materia de mantenimiento de la sanidad am- 
biental y del medio. Las competencias asumidas en estos 
puntos por parte de las Comunidades Autónomas obligan a 
éstas a extremar la exigencia del cumplimiento más estricto 
de las normas de saneamiento y depuración de residuos en 
las obras y promociones de nueva planta, así como a fomen- 
tar su sustitución y debido acondicionamiento en las existen- 
tes que no cumplen tales medidas, tan elementales como 
necesarias, para preservar el medio ambiente y la salud co- 
lectiva. La política autonómica debe, cuanto antes, dar prio- 
ridad a tales obras de infraestructura y alejar de nuestros 
núcleos de poblacion tales estigmas de tercermundismo, a 
veces representados por la gráfica incidencia de «salideros» 
de aguas fecales que concluyen libremente su travesía en el 
mar, despachándose en su curso por toda una estela de pes- 
tilencias. Y otro tanto depende de los Ayuntamientos, que 
bien podrían dedicar parte importante de sus ingresos por 
contribución urbana o licencias de obras o estos menesteres, 
tan relacionados con aquella fuente de ingresos. 

Ante estas perspectivas, el Ministerio Fiscal se encuen- 
tra ante una posible denuncia por delito contra el medio 
ambiente ocasionada por tal salvajismo en los vertidos de 
aguas residuales, ante el grave problema de saber, por ser 
notorio, que una gran parte del territorio se halla en tan 
lamentable estado, sin duda arrastrado de años atrás, pero 
también provocado en el presente, y sin que se observe una 
decidida política por parte de las Autoridades competentes 



de remediarlo. Casi podría hablarse, si fuera posible, de un 
«delito masa ambiental» donde las responsabilidades preten- 
den diluirse en lo complicado y costoso de los remedios, 
cosa que, siendo ciertamente importante y preocupante, po- 
dría cobrar visos de irreprochabilidad si, al menos, se obser- 
vara un comienzo decidido, aunque fuera lento su transcur- 
so, en las tareas de implantación, renovación y conservación 
de las instalaciones de saneamiento en debidas condiciones. 

En el ámbito de la legislación estatal, la Ley de Costas 
de 28 de julio de 1988 prevé como infracción administrativa 
en su artículo 90 apartado b) la ejecución de vertidos en el 
dominio público marítimo-terrestre sin el debido título ad- 
ministrativo, comprendiéndose en aquel ámbito las playas, 
terrenos ganados al mar y acantilados (arts. 3 y 4). Tienen 
la consideración de infracción grave en el artículo 91.2 letra 
f) cuantas acciones u omisiones impliquen un riesgo para la 
saliid o seguridad de vidas humanas, siempre que no consti- 
tuyan delito, y, en todo caso, el vertido no autorizado de 
aguas residuales, teniendo prevista tal infracción en el ar- 
tículo 97 letra a) una sanción de multa hasta de 50 millones 
de pesetas, a imponer por el Jefe del Servicio Periférico, el 
Gobernador Civil o Delegado del Gobierno en la Comuni- 
dad Autónoma, el Director General, el Ministro o el Conse- 
jo de Ministros, según un orden ascendente en la cuantía de 
la multa a establecer, indicando la Ley que las Comunidades 
Autónomas podrán imponer multas de-hasta 200 millones 
de pesetas en el ámbito de su competencia de ejecución de 
la legislación estatal en materia de vertidos industriales y 
contaminantes, y los Alcaldes, en materia de competencia 
municipal, podrán imponer multas de hasta un millón de 
pesetas. 

Corresponde al Estado dictar las normas generales sobre 
otorgamientos de concesiones y autorizaciones, así como 
las 'specíficas, con directrices determinadas en los casos de 
vertidos en el dominio público marítimo-terrestre, cuyas 
normas específicas han de ser sometidas a informe de la 
Comunidad Autónoma y del Ayuntamiento correspon- 



diente con carácter previo a su aprobación (art. 34), requi- 
riendo todos los vertidos, tanto líquidos como sólidos, reali- 
zados en cualquier bien de dominio público marítimo-terres- 
tre, de autoriiación de la ~dminiskación competente, que 
se verificará con sujeción a la legislación estatal y autonómi- 
ca aplicable, ya que, en principio, está prohibido el vertido 
de residuos sólidos y escombros al mar y su ribera, y cuando 
se trate de vertidos contaminantes, deberá el peticionario de 
la autorización justificar previamente la imposibilidad o difi- 
cultad de aplicar una solución alternativa para la eliminación 
o tratamiento de dichos vertidos, sin que puedan verterse 
sustancias que comporten peligro o perjuicio superior al ad- 
misible para la salud pública y el medio natural (arts. 56 y 
57). La autorización de vertido, por lo demás, exige, entre. 
otras condiciones, la determinación de las instalaciones de 
tratamiento, depuración y evacuación necesarias, con sus 
características y elementos de control de su funcionadento, 
así como la evaluación de los efectos sobre el medio am- 
biente y previsiones para reducir la contaminación y, en ca- 
sos de almacenamiento o infiltración de sustancias contarni- 
nantes, la previa realización de un estudio hidrogeológico 
que justifique la inocuidad (arts. 58 y 59). 

Estas importantes normas estatales que, como puede 
comprobarse, sujetan en buena medida a la Ley del Estado 
las competencias en materia de vertidos contaminantes, son, 
por lo demás, fiel aplicación en nuestro suelo del Derecho 
Comunitario que rige en estas materias, concretado no ex- 
haustivamente por supuesto, en lo que a las aguas se refiere, 
por la Directiva 761464 del Consejo de la Comunidad sobre 
contaminación en las aguas, completada por la 861820, y la 
Decisión del Consejo 771585 y Protocolo sobre prevención 
de la contaminación en el mar Mediterráneo, especialmente 
sobre la base de la Recomendación de la Comisión de 19 de 
diciembre de 1975 sobre prevención de la contaminación 
marina de origen terrestre sobre el Mediterráneo. 

De sumo interés, al fin, es el Decreto legislativo 1.3021 
1986, de 28 de junio, que exige que todo proyecto público 



o privado de obras o instalaciones de eliminación de resi- 
duos tóxicos y peligrosos por incineración, tratamiento quí- 
mico o almacenamiento en tierra, entre otras de carácter 
extractivo, químico o industrial, han de someterse a una 
evaluación de impacto ambiental que se regula en dicha nor- 
ma, en base a la Directiva 851377 de la CEE. 

Todo este cúmulo de garantías, de mayor rigor cuanto 
más alto sea el nivel de peligro en la contaminación, que 
por desgracia no se cumple debidamente, como se ha tenido 
ocasión de exponer, responsabiliza de su ejecución a la pro- 
pia Comunidad Autónoma de Andalucía en el artículo 17 
del Estatuto de Autonomía de 30 de diciembre de 1981, 
cuando se dice que a aquélla corresponde la ejecución de la 
legislación del Estado en materia de vertidos industriales y 
contaminantes en las aguas territoriales correspondientes al 
litoral andaluz (art. 17, apartado 6). (Granada.) 

6. Sobre la responsabilidad civil del Consorcio de Compe- 
sación de Seguros. 

No es cuestión pacífica en la doctrina ni en la jurispru- 
dencia la que se plantea sobre el Consorcio de Compensa- 
ción de Seguros y en particular la que se circunscribe a los 
supuestos legalmente determinados en los que a la vista de 
la legislación vigente procede o no la exclusión de cobertura 
para los mismos. 

El fondo de la problemática se reconduce al tenor literal 
de la disposición final tercera del Real Decreto legislativo 
1.301186 y a las posibles interpretaciones que del menciona- 
do precepto puedan darse. 

Señala tal norma que la cobertura por el Consorcio de 
Compensación de segÜros de los daños materiales produci- 
dos a terceros, con motivo de la circulación de vehículo de 
motor, en los supuestos previstos en el artículo 8, apartados 
b) y c), se prestará por dicho organismo en los términos de 
la presente ley, cuando se determine por el Ministerio de 



Economía y Hacienda, y siempre con anterioridad al 1 de 
enero de 1993. 

Por su parte el aludido artículo 8, en sus apartados b) y 
c), establece como funciones del Consorcio, entre otras, la 
de «indemnizar los daños corporales y materiales produci- 
dos por el vehículo que estando asegurado haya sido robado 
o hurtado, salvo lo previsto en el artículo 3,  apartado 3 de 
esta ley»; así como la de «indemnizar los daños corporales 
y materiales producidos por vehículo matriculado en Espa- 
ña, dentro del ámbito temtorial, condiciones y límites esta- 
blecidos en el articulo 4, cuando dicho vehículo no esté ase- 
gurado estando obligado a ello de conformidad con esta ley, 
salvo lo previsto en el artículo 3, apartado 3 de la misma*. 

Los preceptos antes transcritos no pueden ser estudiados 
de forma aislada por cuanto forman parte de una normativa 
compleja que determina en su conjunto el régimen jurídico 
aplicable al Consorcio de Compensación de Seguros. 

Sin hacer una relación total de ellas no podemos prescin- 
dir de aludir a la norma que sin duda constituye el origen 
del Real Decreto legislativo 1.301186. Nos referimos a la 
Segunda Directiva del Consejo de las Comunidades Euro- 
peas de 30 de diciembre de 1983 (84/5/CEE), relativa a la 
aproximación de las legislaciones de los Estados miembros 
sobre el seguro de responsabilidad civil que resulta de la 
circulación de los vehículos automóviles, la cual en su ar- 
tículo 1, apartado 4, establece la obligación de cada uno de 
los Estados miembros de crear o autorizar un organismo 
que tenga por misión reparar, al menos hasta los límites de 
la obligación del aseguramiento, los daños materiales o cor- 
porales causados por un vehículo no identificado o para el 
cual no haya sido-satisfecha la obligación de aseguramiento 
mencionada en el apartado 1, que «en el caso de vehículos 
robados u obtenidos por la fuerza, los Estados miembros 
podrán prever que el organismo contemplado en el aparta- 
do 4 del artículo 1 intervenga en el lugar del aseguradon>, 
pudiendo fijarse en este supuesto para los daños materiales 
una franquicia oponible a la víctima. 



Dicha Directiva, no obstante, en lo que a nuestro país 
se refiere, se encuentra afectada por el Tratado de Adhesión 
de España a la CEE, que en su anexo 1, apartado 9, refirién- 
dose a la misma, señala que: «El Reino de España podrá 
prever que la intervención del organismo mencionado en el 
apartado 4, artículo 1, para la indemnización de daños mate- 
riales esté excluida hasta el 31 de diciembre de 1992». 

Lo dicho hasta este momento sirve para poner de mani- 
fiesto cómo el Real Decreto legislativo 1.301 de 1986, de 
28 de junio, para la adaptación de la Ley de Uso y Circula- 
ción de Vehículos de Motor al Derecho de las Comunidades 
Europeas, al establecer en su disposición final tercera la sus- 
pensión de cobertura por parte del Consorcio en los supues- 
tos de daños materiales causados a terceros por vehículos 
no asegurados, o que estándolo, hayan sido robados o hurta- 
dos, hace uso de una facultad de exclusión concedida expre- 
samente a España por el Tratado de Adhesión, y en su con- 
secuencia es totalmente lícita y ajustada a Derecho, y ello, 
como con posterioridad veremos, ante la necesidad de esta- 
blecer un determinado período transitorio para la aplicación 
progresiva de la citada Directiva, necesidad que ésta misma 
reconoce en su considerando número 11. 

En definitiva, de lo expuesto resulta que la disposición 
final tercera del mencionado Real Decreto legislativo, abre 
un período de «vacati0 legis», concediendo una autorización 
en favor del Ministerio de Economía y Hacienda, órgano 
competente para determinar cuándo ha de concretarse dicha 
obligación legal, que en todo caso deberá ser anterior al 1 
de enero de 1993. 

Partiendo de esta tesis, cabe preguntarse si en el momen- 
to actual dicha orden ha sido dictada por el Departamento 
competente para ello. En este punto es donde encontramos 
dos posiciones absolutamente diferenciadas, a saber: 

A) Un sector doctrinal y jurisprudencial a f i i  que la 
citada suspensicjn de cobertura por el Consorcio en los su- 
puestos que nos ocupan es hoy ineficaz en atención a la nor- 



mativa posterior al Real Decreto legislativo 1.301186, o en 
atención a otro tipo de razonamientos jurídicos que necesa- 
riamente pasan por realizar distintas interpretaciones de la 
normativa aplicable. 

B) Otros optan por la tesis de reconocer la vigencia y 
plena aplicabilidad de la disposición final tercera del Real 
Decreto legislativo, y por lo tanto entender que, hoy por 
hoy, el consorcio de Compensación de Seguros no está obli- 
gado a cubrir tales daños. 

La tesis primeramente señalada entiende que con la en- 
trada en vigor del Reglamento del Seguro de responsabilidad 
civil derivada del uso y circulación de vehículos de motor, 
aprobado por Real Decreto 2.641186, de 30 de diciembre, y 
el Reglamento del Consorcio de Compensación de Seguros, 
aprobado por Real Decreto 731187, de 15 de mayo, ha que- 
dado alzada la suspensión de cobertura y, por tanto, concre- 
tada y determinada dicha obligación legal, dado que tanto 
uno como otro Reglamento, en sus artículos 17 y 9, respec- 
tivamente, disponen que: «De conformidad con lo estableci- 
do en el artículo 8 de la Ley de Uso y Circulación de Ve- 
hículos de Motor, texto refundido aprobado por Decreto 
632168, de 21 de marzo, modificado por el Real Decreto 
Legislativo 1.301186, de 28 de junio, corresponde al Con- 
sorcio de Compensación de Seguros, en las condiciones pre- 
vistas en esta Ley y hasta los límites del aseguramiento obli- 
gatorio: 

«b) Indemnizar los daños corporales y materiales produ- 
cidos por el vehículo que estando asegurado haya sido robado 
o hurtado, salvo que éste se hubiera causado a personas que 
ocupasen voluntariamente el referido vehículo y el Consorcio 
probare que los mismos conocían tales circunstancias. 

c) Indemnizar los daños corporales y materiales produ- 
cidos por un vehículo matriculado en España, dentro del 
ámbito territorial, condiciones y límites establecidos en el 
artículo 4 de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de 
Motor, cuando dicho vehículo no esté asegurado, salvo que 
se dé la excepción prevista en el apartado anterior.» 



A la vista de estas disposiciones, son muchas las senten- 
cias que consideran que con ellas el Ministerio de Economía 
y Hacienda ha hecho uso de la autorización que a dicho 
Departamento le había sido encomendada, al establecer tan- 
to uno como otro Reglamento las funciones que correspon- 
den al Consorcio sin hacer mención en ningún caso a la 
disposición final tercera, y por ende a una suspensión tem- 
poral de las mismas. 

Este argumento vendría reforzado por el hecho de que 
en la corrección de errores al Real Decreto 2.641186, publi- 
cado en el «B.O.E.», de 21 de enero de 1987, se establecen 
expresamente las franquicias que el Consorcio aplicará al 
perjudicado en los supuestos que venimos estudiando, lo 
que para parte de la jurisprudencia significa que sólo si el 
Consorcio está ya obligado al pago puede tener lógica la 
aplicación por el mismo de las franquicias a que se refiere 
la corrección de errores mencionada. 

No obstante, y a pesar de lo expuesto, entendemos que 
tal tesis, en virtud de la cual se considera alzada la suspen- 
sión de cobertura, no debe ser admitia y ello por las siguien- 
tes razones: 

1." El Reglamento por su propia naturaleza tiene por 
objeto desarrollar el contenido de la norma a la que se refie- 
re, y, en consecuencia, le está vedado a una norma de tal 
clase modificar la ley de la que trae causa, salvo que nos 
encontrásemos ante un supuesto de deslegalización, que no 
se da en el presente caso; siendo esto así, no es correcto 
admitir que el Real Decreto 2.641186 alce la suspensión de 
cobertura realizando en consecuencia una derogación tácita 
de la disposición final tercera. 

2." Tanto el Real Decreto 2.641186 por el que se 
aprueba el Reglamento del seguro obligatorio, como el Real 
Decreto 731187, por el que se aprueba el Reglamento del 
Consorcio, establecen con nitidez que «de conformidad con 
lo establecido.. . modificado por el Real Decreto legislativo 
1.031186, corresponderá al Consorcio de Compensación de 



Seguros en las condicioizes previstas en esta ley». Ello im- 
plica una remisión directa a la norma legal de aplicación, es 
deciri'a la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de Motor, 
y en consecuencia al Real Decreto legislativo que lo modifi- 
ca, que es el que contiene la suspensión temporal de cober- 
tura, suponiendo por tanto un reconocimiento explícito de 
la disposición final tercera, que como es obvio, forma parte 
de dicha norma jurídica como cualquier artículo de ella; y 
sin que en ningún caso pueda ser entendida dicha referencia 
a la Ley como hecha al Reglamento, ya que éste es un Real 
Decreto y no una Ley. 

3." El hecho de que en la corrección de errores al Real 
Decreto 2.641186 se determinen las franquicias aplicables a 
los perjudicados en los supuestos que nos ocupan, no cabe 
que pueda ser interpretado como un alzamiento de la sus- 
pensión, dado que simplemente supone una previsión de fu- 
turo para cuando los mismos se encuentren vigentes, cum- 
pliéndose de esta forma con el mandato del legislador, que 
en el artículo 8 número 1 del real Decreto legislativo 1.30 11 
86 establece que dichas franquicias habían de ser determina- 
das reglamentariamente. 

4." Pero a mayor abundarniento, hay que tener en 
cuenta que en la primitiva redacción del Real Decreto 2.6411 
86 se establecía una disposición final tercera que contenía 
el siguiente texto: «la cobertura por el Consorcio de Com- 
pensación de Seguros de los daños materiales producidos a 
terceros con motivo de la circulación de vehículos de motor 
en los supuestos previstos en la nueva redacción del artícu- 
lo 8, apartados b) y c) del Real Decreto legislativo 1.301186 
se prestará por dicho organismo en los términos del mencio- 
nado Real Decreto legislativo, cuando se determine por el 
Ministerio de Economía y Hacienda, y siempre con anterio- 
ridad al 1 de enero de 1993. No obstante, dicha disposición 
fue suprimida, ya que al informar el Proyecto la Secretaría 
General Técnica del Ministerio de Economía y Hacienda, 
se entendió que el texto de la misma no añadía nada nuevo 
a lo dispuesto en la disposición final tercera del Real Decre- 



to legislativo 1.301186, por ser su contenido propio de una 
norma con rango de Ley, lo que pone de manifiesto la ver- 
dadera intención del legislador. 

5." Por otra parte, y a la vista de la Directiva Comuni- 
taria, que en artículo 5, párrafo 1, obliga a todos los Estados 
miembros a adoptar sus disposiciones nacionales, a más tar- 
dar, hasta el 31 de diciembre de 1987, carecería de sentido 
considerar que los Reales Decretos 2.641186 y 731187 hu- 
bieran alzado la suspensión de cobertura por parte del Con- 
sorcio en los supuestos que estamos estudiando, pues resul- 
taría poco coherente que España, al firmar el Tratado de 
Adhesión, el 31 de diciembre de 1985, hubiera negociado 
que el plazo antes mencionado pudiera ser prorrogado para 
dichos supuestos hasta el 31 de diciembre de 1992, y un 
año después de firmado el Tratado, no hiciera uso de esa 
facultad de exclusión, poniendo en vigor los preceptos in- 
cluso con anterioridad al plazo señalado por la Directiva 
para el resto de los Estados miembros. 

Por último, y en lo que se refiere al Real Decreto 7311 
87, por el que se apmeba el Reglamento del Consorcio de 
Compensación de Seguros, además de las razones hasta aho- 
ra expuestas, entendemos que en ningún caso podría haber 
alzado la suspensión de cobertura, dado que dicho Regla- 
mento no emanó del Ministerio de Economía y Hacienda, 
sino del Ministerio de Relaciones con las Cortes, que como 
ya vimos con anterioridad no es en ningún caso el órgano 
competente para ello. 

No podemos finalizar sin hacer referencia a otro tipo de 
argumentos utilizados por ciertos órganos jurisdiccionales, 
que si bien admiten tácitamente la suspensión de cobertura, 
mantienen, no obstante, la condena del Consorcio en los 
supuestos estudiados, en base a razonamientos jurídicos mas 
de carácter interpretativo que legales «strictu sensu». 

Nos referimos fundamentalmente a los siguientes: 

1 .O Sentencias que mantienen la responsabilidad del 
Consorcio, al entender que una cuestión es que la cobertura 



de aquél no se materilice quedando en suspenso la ejecu- 
ción, y otra muy diferente es que pueda hablarse de exone- 
ración de responsabilidad civil. 

2." Sentencias que mantienen la responsabilidad del 
Consorcio en base al párrafo d) del artículo 8 del Real De- 
creto legislativo l .301/86, que al disponer como funciones 
del Consorcio «la de indemnizar los daños producidos por 
un vehículo de motor, cuando no se pudiera hacer efectiva 
la prestación económica por los medios regulades en la pre- 
sente Ley y disposiciones que la desarrollan», está estable- 
ciendo una cláusula general de cobertura para aquellos su- 
puestos no específicamente delimitados en la norma. 

3." Sentencias que mantienen la condena del Consor- 
cio en base al concepto genérico subjetivo de la función 
social, que un organismo de la naturaleza del estudiado ha 
de cumplir en todo momento a la vista del espíritu, finalidad 
y objetivos de su existencia. 

Frente al primer argumento esgrimido con anterioridad 
entendemos que no es ajustado a derecho el aceptar la posi- 
bilidad de que en base a un precepto declarado por la norma 
en suspenso pueda procederse a condenar a reserva de que 
se ejecute tal condena, en el momento de alzarse la suspen- 
sión. Un mínimo principio de seguridad jurídica reconocido 
en forma indubitada por nuestro ordenamiento jurídico, im- 
pide poder dictar sentencias condenatorias penales o civiles 
en base a preceptos no vigentes en el momento de producir- 
se el supuesto de hecho. Atendiendo a una simple interpreta- 
ción auténtica de la norma jurídica, hay que deducir que si 
existe un precepto jurídico en suspenso es porque el legisla- 
dor así lo ha querido, y por lo tanto, no entendemos posible 
que una interpretación jurispmdencial pueda ir más allá del 
contenido y tenor literal de la norma, salvo que ésta fuere 
dudosa, circunstancias que estimamos no concurren en el 
presente caso. 

Frente al segundo argumento, que trata de sustentar la 
cobertura del Consorcio, en la aplicabilidad del párrafo d) 
del artículo 8, como cláusula general de cobertura, en detri- 



mento de la disposición final tercera, cabe alegar que la 
aludida norma no es sino un precepto de carácter general, 
frente a los párrafos b) y c) del artículo 8, que son preceptos 
de carácter especial regidos en su aplicabilidad por la dispo- 
sición final; como aval de esta tesis basta recordar la tradi- 
cional contraposición jurídica entre clex specialis» y «lex 
generalis», que nos sirve para ratificar que existiendo vigen- 
te un precepto de caráster especial no puede ser derogado, 
modificado o alterado por otro de carácter general, que no 
puede hacer sino complementar a los anteriores, pero nunca 
modificarlos, claro está, siendo éste de fecha igual o ante- 
rior, como sucede en el presente caso. 

Por último, y frente al tercer argumento, que basa la 
condena en la necesaria «función social» que un organismo 
como el Consorcio está llamado a cumplir, entendemos que 
si bien es cierto y deseable lo que antecede, no es menos 
cierto que dicha función social debe prestarse dentro del 
marco global de los recursos económicos del Estado y de 
las disponibilidades presupuestarias. 

La normativa estudiada se dicta para adaptar de forma 
progresiva el ámbito de cobertura de un organismo hasta 
llegar a lo que debe ser el «ideal» de cobertura. Es en esta 
adaptación progresiva donde cobra carta de naturaleza la 
disposición final tercera, dejando al propio Ministerio de 
Economía y Hacienda la facultad de alzar la suspensión 
cuando estime que los recursos económicos que necesaria- 
mente ha de destinar el Consorcio a cubrir tales responsabi- 
lidades pueden ser empleados en tal fin, sin cortar otras 
partidas presupuestarias, que, en todo caso, cubren también 
fines sociales importantes. 

La indeterminación de la fecha límite de suspensión sí 
sería un manifiesto fraude a la Directiva Comunitaria, pero 
la precisión de levantamiento automático dentro del límite 
establecido en el Tratado de Adhesión es plenamente ajusta- 
da a derecho y entendemos que suficientemente fundada. 

En definitiva, y a la vista de los razonamientos que he- 
mos expuesto, concluimos en el sentido de considerar que, 



en la actualidad, el Consorcio de Compensación de Seguros 
no puede ser condenado a indemnizar los daños materiales 
causados a terceros con ocasión de la circulación de vehícu- 
los de motor, en el supuesto de que éstos no se encuentren 
asegurados o que estándolo hayan sido robados y obtenidos 
por la fuerza. (Cuenca, Abogado Fiscal Sra. Campos Buce.) 

7. Algunas cuestiones sustantivas y procesales que plan- 
tean los delitos contra la Hacienda pública. 

A) Es debatida en la doctrina la cuestión de si el delito 
de defraudación tributaria hoy tipificado en el artículo 349 
del Código Penal es susceptible de comisión por omisión. 

El verbo «defraudar» que define la acción admite diver- 
sas interpretaciones. Como bien han sostenido las Senten- 
cias del Tribunal Supremo de 12 de marzo y 12 de mayo de 
1986, por tal hay que entender causar un perjuicio patrimo- 
nial a través de un engaño, lo que se refuerza con la expre- 
sión «elusión» que el mismo precepto utiliza, por lo que 
hay que entender el hacer vano algo a través de una menda- 
cidad. Otra interpretación nos llevaría a identificar «defrau- 
dar» con «irnpagar», con lo que estaríamos consagrando la 
posibilidad de una prisión por deudas, que a todos repugna. 

Sobre la base de esta configuración de la acción del de- 
lito de defraudación tributaria algún sector doctrinal ha sos- 
tenido que la defraudación no cabe por omisión, pues, por 
la propia definición, exige siempre un acto positivo, base 
del engaño, de imposible producción a través de una inacti- 
vidad. 

Conocidas son a este respecto las Sentencias del Tribu- 
nal Supremo de 29 de junio y de 2 de marzo de 1988 que 
han admitido la posibilidad de castigar la conducta consis- 
tente en la no presentación de una declaración tributaria 
como constitutiva de delito fiscal. 

No obstante ello, otros Tribunales inferiores, singular- 
mente la Audiencia de Barcelona, en auto de junio de 1988, 



ha sostenido la tesis contraria y archivado un procedimiento 
por delito fiscal en el que el querellano había omitido pre- 
sentar la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Per- 
sonas Físicas, causando con ello un perjuicio a la Hacienda 
de 7.000.000 de pesetas aproximadamente. 

Esta contradicción entre la jurisprudencia de los Tribu- 
nales inferiores con la del Tribunal Supremo no debe extra- 
ñar, pues es conocida la tesis mantenida por nuestro Tribu- 
nal Constitucional en el sentido de aue no vulnera el dere- 
cho a la tutela judicial afectiva ni la seguridad jurídica la no 
sujeción de los Juzgados y Tribunales a los criterios de sus 
superiores en el orden jurisdiccional. Conocidos son los pro- 
nunciamientos de este mismo Tribunal en el sentido de que 
el derecho a la igualdad no se ve lesionado por la existencia 
de dos pronunciamientos diferentes sobre asuntos idénticos 
por un mismo Tribunal, pues se considera que los Jueces no 
están vinculados ni siquiera a su propio precedente. 

Por otro lado, desde un punto de vista de política crimi- 
nal, la solución dada por el Tribunal Supremo, singularmen- 
te en la sentencia de 2 de marzo de 1988, a la cuestión de 
la no presentación de declaraciones tributarias como medio 
idóneo para cometer la defraudación del tipo del artícu- 
lo 349, e s  harto discutible y puede llevar a consecuencias 
por lo menos «extrañas». 

En efecto, esta sentencia considera que la no presenta- 
ción de una autoliquidación es un acto positivo, un «facta 
concludentia», acto concluyente que en sí mismo encierra 
una afirmación. Quien no presenta una declaración tributaria 
está afirmando, según la tesis de esta sentencia, que nada 
tiene que declarar, es decir, que no ha obtenido las rentas 
necesarias para llevar a cabo el correspondiente ingreso en 
las arcas públicas, con lo que la Administración interpretará 
ese silencio como la afiiación de la no realización del su- 
jeto pasivo del Impuesto de los actos necesarios para obtener 
una Base Imponible que le obligue a presentar la autoliqui- 
dación y a efectuar el correspondiente ingreso. 

Esta tesis puede quebrar en el caso del Impuesto de So- 



ciedades, uno de los pilares, junto con el Impuesto sobre la 
Renta de las Personas Físicas,.de la imposición directa en 
nuestro sistema tributario. 

Es sabido que la mayoría de los tributos exigen la pre- 
sentación de la correspondiente autoliquidación cuando el 
sujeto pasivo del impuesto haya llevado a cabo algún hecho 
imponible, al menos cuando la Base Imponible alcanza una 
determinada cuantía. 

El Impuesto de sociedades es, sin embargo, peculiar y 
se separa en lo anterior del resto de los impuestos que confi- 
guran nuestro sistema tributario, pues la presentación de la 
autoliquidación de ese Impuesto es preceptiva en todo caso, 
cualquiera que sea el resultado de la actividad económica 
del sujeto pasivo del impuesto durante un determinado pe- 
ríodo, con lo que habrá que concluir que la no presentación 
de una autoliquidación del Impuesto de Sociedades no lleva 
implícita un engaño, pues la Hacienda nunca podrá interpre- 
t& ese silencio como una afirmación de que no hay nada 
que declarar. Si se aceptara la tesis de los actos concluyen- 
tes para estos casos el que acabamos de examinar quedaría 
impune, pues nunca estaríamos en presencia de una afirma- 
ción. 

Por ello se entiende que en el artículo 349 del Código 
Penal debería introducirse una modificación tipificando ex- 
plícitamente la omisión como medio para la comisión del 
delito. 

B) A nuestro entender, debería determinarse en el pre- 
cepto el momento de la consumación del delito fiscal. 

Para RODR~GUEZ MOURULLO la consumación ha de refe- 
rirse al último momento hábil para efectuar el ingreso. Pero, 
¿cual es el último momento hábil? El autor que con más 
acierto aborda esta cuestión es el profesor PÉREZ ROYO, 
quien distingue entre aquellos tributos para cuyo pago es 
preciso un acto previo de liquidación por parte de la Admi- 
nistración, sobre la base de la declaración del sujeto pasivo, 
como ocurría en el antiguo Impuesto de Donaciones y Suce- 
siones, y aquellos otros en los que no es imprescindible 



para su pago el acto administrativo de liquidación, ya que 
deben ser declarados y autoliquidados por el propio contri- 
buyente, como ocurre, entre otros, con el Impuesto de So- 
ciedades, el del Valor Añadido o el Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas. 

La consumación, en e1 primer caso, se producirá cuando 
finalice el último día del período para el pago de la deuda 
liquidada por la Administración, y en los casos en los que 
no se haya realizado declaración, cuando transcurran los tér- 
minos señalados para declarar, liquidar y pagar el tributo 
correspondiente. 

Mayores problemas presenta el segundo caso, cuando el 
tributo se gestiona mediante declaración y autoliquidación 
del propio contribuyente, ya que no es necesario para pagar 
la deuda que la Administración la liquide previamente. 

Las soluciones aportadas por la doctrina en este supuesto 
para determinar el momento de la consumación son distin- 
tas. 

Para BAJO FERNÁNDEZ el delito no se consuma en tanto 
no exista liquidación definitiva, entendiendo por tal la detr- 
minación de la deuda por la Inspección de Tributos. 

Otro grupo de autores, entre los que podemos destacar a 
MART~NEZ PEREDA, considera que la consumación hay que 
referirla al momento en que se produce la liquidación provi- 
sional (la autoliquidación tiene en principio tal carácter), ya 
que a partir de entonces la deuda tributaria es exigible por 
la Administración. 

Existe una tercera posición doctrinal, que podemos cali- 
ficar de intermedia, y en la que se encuentra MART~NEZ PÉ- 
REZ, que distingue entre aquellos casos en los que el contri- 
buyente ha presentado la correspondiente declaración-liqui- 
dación, en cuyo supuesto el delito se consuma con la liqui- 
dación provisional, y aquellos otros en los que el contribu- 
yente la omite, en cuyo caso no se consuma hasta que la 
practique la Administración. 

A nuestro juicio ninguna de estas soluciones es satisfac- 
toria. 



La tesis de BAJO FERN~NDEZ tiene enormes inconvenien- 
tes por las siguientes razones: 

1 ." Cuando habla de liquidación definitiva hay que en- 
tender que se refiere a las conceptuadas como tales en el 
artículo 120-2 de la Ley General Tributaria, es decir, aque- 
llas que hayan sido practicadas previa aprobación adminis- 
trativa del hecho impunible y de su valoración haya medida- 
do o no liquidación provisional, y las que no'hayan sido 
comprobadas dentro del plazo que señale la Ley reguladora 
de cada tributo. Entender que la consumación no se produce 
hasta que la Administración no compruebe la deuda o trans- 
curra el plazo para hacerlo, nos llevaría a supuestos en los 
que, entre la realización de la acción u omisión defraudato- 
ria y la producción del resultado, podrían transcurrir varios 
años. 

2." El procedimiento instaurado en el desarrollo re- 
glamentario del artículo 77-6 de la Ley General Tributaria 
(art. 10 del Real Decreto 263111985, de 18 de Diciembre, 
sobre procedimiento para sancionar las infracciones tributa- 
rias, y el artículo 66 del Real Decreto 93911986, de 25 de 
abril, por el que se aprueba el Reglamento General de la 
Inspección de Tributos), impediría, si seguimos la tesis de 
BAJO FERNÁNDEZ, la consumación del delito fiscal, ya que 
de los preceptos mencionados se desprende con claridad que 
en los supuestos en los que se aprecia por la Inspección de 
Tributos la existencia de actos n omisiones que puedan ser 
constitutivo de delitos contra la Hacienda Pública, se absten- 
drá de continuar el procedimiento, incluido el de gestión 
encaminado a liquidadr el tributo, pasando el tanto de culpa 
a la jurisdicción competente. 

La Ley Orgánica 2185, de 29 de abril, al derogar el ar- 
tículo 37 de la Ley 50177, de 14 de noviembre, sobre Medi- 
das Urgentes de Reforma Fiscal, transforma el delito fiscal 
de delito perseguible sólo a instancias de la Administración 
a delito perseguible de oficio, por lo que en aquellos casos 
en los que la «notitia criminis» llegue al Juzgado por un 



conducto distinto del de la denuncia de la Administración 
-es decir, por denuncia de un particular o de oficio por el 
Juzgado- debería el órgano jurisdiccional remitirlo a los 
órganos administrativos para que procediera a liquidar la 
deuda, solución a la que nos conduce la teoría que examina- 
mos y que no tiene sentido alguno. 

A nuestro juicio la tesis que hemos expuesto se funda- 
menta en la errónea creencia de que la deuda tributaria no 
nace hasta que la Administración no practica la liquidación, 
y ello no es así. El artículo 28 de la Ley General Tributaria 
señala que «el hecho impunible es el presupuesto de natura- 
leza jurídica o económica fijado por la Ley para configurar 
cada tributo y cuya realización origina el nacimiento de la 
obligación tributaria». Así pues, la deuda nace con la reali- 
zación del hecho punible y la liquidación no tiene más fun- 
ción que fijar su importe. Con el nuevo procedimiento será 
la jurisdicción la encargada de determinar el «quantum» de 
la defraudación a través de los medios ordinarios de prueba, 
ya que es uno de los elementos constitutivos del delito y es 
determinante para fijar la pena. 

La teoría que aprecia el momento de la consumación en 
la liquidación provisional también es rechazable. Para los 
autores que la sostienen, la liquidación provisional (la auto- 
liquidación tiene este carácter hasta que se compmeba por 
la Administración o transcurra el plazo para hacerlo) hace 
exigible la deuda tributaria, entendiendo por tal la posibili- 
dad de los órganos administrativos de ejecutar la deuda por 
la vía de apremio. 

Dos objeciones pueden hacerse a este planteamiento: 

1 ." No resuelve aquellos casos en que la deuda tributa- 
ria liquidada por el contribuyente no coincide con la cuota 
realmente procedente, lo que no será frecuente, tratándose 
de delito fiscal. En estos casos sólo podrá exigirse la deuda 
real cuando la Administración practique la correspondiente 
liquidación. 



2." No resuelve tampoco los supuestos de omisión de 
la declaración y autoliquidación correspondiente por parte 
del contribuyente. También aquí los órganos de la Adminis- 
tración deberán liquidar para poder proceder por la vía de 
apremio. 

MART~NFZ PÉREZ, para resolver alguno de los problemas 
planteados por las dos teorías anteriores, distingue entre 
aquellos casos en los que hay autoliquidación -en los que 
el delito se consuma con ésta- y en los que no la hay en 
que es necesario esperar a la liquidación administrativa para 
que el delito se consume. 

Tampoco esta solución es satisfactoria por las razones 
antes indicadas para rechazar la tesis de la liquidación defi- 
nitiva y porque no resuelve el supuesto en el que la deuda 
liquidada por el contribuyente no coincida con la real. 

A nuestro entender, el problema de las teorías antes ex- 
puestas radica en que se fija el instante de la consumación 
del delito en el momento en que la deuda tributaria es apre- 
miable por la Administración, cuando los artículos 77 y si- 
guientes de la Ley General Tributaria no exigen que sea 
necesaria la liquidación administrativa para que exista in- 
fracción, salvo en el caso del antiguo impuesto de sucesio- 
nes y donaciones . 

Como hemos visto, la deuda nace con la realización del 
hecho imponible aunque normalmente no sea ese el momen- 
to de satisfacerla. Las leyes reguladoras de cada tributo, o 
en su caso la Administración, señalan unos períodos ordina- 
rios para declarar, liquidar y pagar los impuestos. Pues bien, 
a nuestro juicio debe fijarse la consumación del delito en 
ese momento. 

El delito se consumará cuando, transcurrido el último 
día del plazo ordinario señalado para satisfacer la deuda tri- 
butaria, la Administración pueda proceder a liquidar la deu- 
da (cuando no se haya hecho o se haya hecho incorrecta- 
mente) o a exigir su pago (cuando no se haya pagado, pero 
sí liquidado correctamente). 

Esta solución tiene la ventaja de hacer coincidir práctica- 



mente en el tiempo la realización de la acción u omisión 
defraudatoria con la producción del resultado dañoso para 
la Hacienda Pública, resolviendo además los problemas an- 
tes planteados derivados del nuevo sistema procedimental 
seguido por la Administración tributaria a raíz de la reforma 
de la Ley General Tributaria y el Código Penal, conforme 
al cual no se practica liquidación. 

Sin embargo, puede plantearse un problema derivado de 
esta solución, que ha sido apuntado por MART~I~EZ PÉREZ y 
PÉREz ROYO. ES el del ingreso espontáneo y tardío de la 
deuda tributaria, cuando el contribuyente voluntariamente 
paga la deuda fuera del plazo señalado, pero antes de que la 
Administración inicie las actuaciones. 

Si el delito lo consideramos ya consumado no cabe ha- 
blar de desistimiento voluntario y, no obstante, no parece 
que en estos casos el hecho deba ser sancionado, por tazo- 
nes de política criminal y tributaria. 

La solución apuntada por ANTONIO MARTZNEZ LAFUENTE 
de que el ingreso tardío, aceptado por la Hacienda, equivale 
al perdón del ofendido, a que se refiere el artículo 25 de 
Código Penal, no es aceptable, ya que en el Código Penal 
el perdón sólo se configura como causa de extinción de la 
responsabilidad penal para aquellos delitos que sólo son per- 
seguibles a instancia de parte, pero en ningún caso para los 
de naturaleza pública perseguibles de oficio, como lo son 
los delitos contra la Hacienda Pública tras la reforma 
del Código Penal por la Ley Orgánica 2/85, de 29 de abril, 
que deroga el artículo 37 de la Ley 50177, de 14 de noviem- 
bre. 

La respuesta a este problema hay que encontrarla en el 
artículo 6112 de la Ley General Tributada, según la redac- 
ción que le dió la Ley 46/85, de 27 de diciembre, de Presu- 
puestos Generales del Estado para 1986. Este precepto se 
modificó para eliminar la contradicción que se producía en 
la propia Ley General tributaria después de la reforma pro- 
ducida por la Ley 10185, de 26 de abril, al prever sanciones 
por ingresos realizados fuera de plazo sin requerimiento pre- 



vio. La reforma del artículo 61-2 de la Ley General Tributa- 
ria consiste en eliminar las sanciones en este caso. 

El pago espontáneo y tardío actúa como modelo de ex- 
clusión de sanción en las infracciones tributarias. Si tenemos 
en cuenta que el delito fiscal es una infracción tributaria 
singularizada por la cuantía y por la concurrencia de otros 
elementos, también debe serle aplicado este precepto, en 
virtud de una analogía no prohibida «in bonam partem». 
Esta solución aquí apuntada, y que también recoge PÉREZ 

ROYO, aparece en los derechos alemán e italiano y de «lege 
ferenda» sería conveniente su inclusión como excusa abso- 
lutoria en el artículo 349 del Código Penal. 

C) A nuestro juicio debería preverse expresamente que 
en los procedimientos judiciales por delito fiscal, el Tribu- 
nal, en el fallo, concediera a la Administración perjudicada 
una indemnización que coincida con el importe de la cuota 
defraudada. 

En efecto, algún sector doctrinal y dos sentencias de la 
Audiencia Provincial de Barcelona consideran que en los 
procedimientos por delito fiscal el Tribunal no Puede pro- 
nunciarse sobre tal extremo, pues para que junto a la acción 
penal se ejercite la acción civil es necesario que el perjuicio 
nazca directamente del perjuicio, en este caso de la defrau- 
dación, y es lo cierto, según estas comentes, que la deuda 
no nace, a semejanza de la estafa, como consecuencia del 
engaño, sino que es anterior a él, por lo que el engaño sólo 
produce un impago de una deuda que no es hija suya. 

Es discutible esta tesis, pues quienes las sostienen aplican 
los mismos argumentos que la Jurisprudencia del Tribunal Su- 
premo, de forma reiterada y constante: la deuda no nace del 
engaño y por lo tanto al no ser hija del delito no existe legiti- 
mación para ejercitar la acción civil en vía penal. Se olvida, 
sin embargo, que en el delito de cheque en descubierto el 
bien jurídico protegido no es el patrimonio de su tomador, 
sino el tráfico jurídico mercantil, que se ve lesionado con la 
introducción en él de títulos que, al no pruducir los efectos 
que les son propios, producen distorsiones en su seno. 



Podría equipararse el delito fiscal, a estos efectos, con 
el delito de alzamiento de bienes (artículo 519 del C.P.), 
delito de defraudación que no genera la deuda y en el que 
el engaño produce simplemente un impago de deúda antesor 
y legítima. En este caso, aunque no con la misma unanimi- 
dad que en el cheque en descubierto, la jurispmdencia del 
Tribunal Supremo viene entendiendo que para resarcirse de 
los perjuicios causados el sujeto pasivo del delito debe acu- 
dir al procedimiento civil y no puede ejercitar acciones civi- 
les en el penal porque la deuda no es hija del engaño, que 
sólo genera su impago. 

En favor de esta tésis, además, el Decreto 2631185, que 
regula el procedimiento para la persecución de infracciones 
tributarias. establece en su artículo 10 aue en caso de Sen- 
tencia condenatoria por delito fiscal la Administración liqui- 
dará de acuerdo con lo que el Tribunal declare probado, por 
lo que parece que el propio legislador está sosteniendo la 
imposibilidad de ejercer acciones civiles en este tipo de pro- 
cesos. 

Sin embargo, la imposibilidad de ejercitar tales acciones 
en el procedimiento penal tiene unas consecuencias prácticas 
que pocos han meditado. En efecto, durante la fase de ins- 
trucción el Juez debe adoptar medidas cautelares no sólo per- 
sonales (prisión preventiva, etc.), sino también de carácter 
civil (señalamientos de fianzas, embargos, etc.) para garanti- 
zar las posibles responsabilidades pecuniarias. De prosperar 
la tesis de que el delito fiscal no engendra acción civiI ejerci- 
table junto con la penal el Juez no podrá proceder a los em- 
bargos correspondientes, con lo que es de suponer que los 
responsables de tales delitos se apresuren a alzarse con sus 
bienes, acción que es discutible encaje en el tipo del artícu- 
lo 519 del Código Penal y pueda ser castigado posteriormente 
con arreglo a este pues la deuda no es líquida hasta 
que no se determine en resolución firme y la Jurisprudencia 
del Tribunal Supremo viene exigiendo reiteradamente la li- 
quidez de la deuda para que la distracción de bienes encuen- 
tre acomodo en el artículo 5 19 del Código Penal. 



D) El artículo 350 bis, que tipifica el fraude contable, 
ha planteado numerosos problemas. La Ley Orgánica 2/ 
1985, de 29 de abril, introdujo una figura delictiva nueva 
denominada por la doctrina como «delito de fraude conta- 
ble» y que tiene su asiento en el artículo 350 bis del Código 
Penal. 

La aplicación de este precepto ha planteado dos proble- 
mas: el primero derivado de la interpretación del presupues- 
to común a las diversas modalidades delictivas que aparece 
en el primer párrafo del artículo y, el segundo, relativo a la 
posibilidad de concurso entre estos delitos y el tipificado en 
el artículo 349 del Código Penal. 

El artículo 350 bis señala que «será castigado con la 
pena de arresto mayor y multa de 500.000 a 1.000.000 de 
pesetas el que estando obligado por Ley Tributaria a llevar 
contabilidad mercantil o libros o Registro Fiscales.. .» 

El delito de fraude contable es evidentemente un delito 
especial, ya que sólo puede ser cometido por quienes estén 
obligados por Ley Tributaria y no por quienes no lo estén. 
Pero jcómo interpretar la expresión «obligados por Ley Tri- 
butaria»? Es ésta una cuestión que ha preocupado a la doc- 
trina científica. Tres son las posiciones mantenidas al res- 
pecto: la primera, que podemos calificar de estricta, según 
la cual la obligación debe estar establecida en una norma 
jurídica que tenga rango de Ley en sentido material y for- 
mal, sin que puedan admitirse las normas de carácter regla- 
mentario para integrar la norma penal. Y ello es así porque 
la norma sancionadora ha de interpretase restrictivamente y 
porque el derecho fundamental a la libertad no puede quedar 
sujeto, ni siquiera indirectamente, al arbitrio de la Adminis- 
tración. Esta interpietación nos lleva a la práctica inaplica- 
ción del precepto. 

La segunda posición, que podemos llamar amplia, sostie- 
ne que la expresión «Ley Tributaria» no hay que entenderla 
en sentido formal, referido exclusivamente a las normas jurí- 
dicas que tienen ese rango jerárquico (Leyes en sentido es- 
tricto, Decretos-Leyes y Decretos Legislativos), sino en 



sentido material comprensivo también de las normas jurídi- 
cas de rango jerárquico inferior a la Ley (Decretos y Orde- 
nes Ministeriales). 

Hay, en fin, una tercera postura ecléctica, a la que noso- 
tros nos adherimos y que es sostenida, con diversos matices, 
por la mayoría de la doctrina que ha tratado este tema (GAS- 
~m DE LA PENA VELASCO, P~REZ ROYO y MART~NEZ PÉREZ, 

entre otros), según la cual hay que distinguir entre la norma 
jurídica que establece la obligación y aquella que la desarro- 
lla. La primera ha de ser necesariamente una Ley formal y 
además ser de naturaleza tributaria, sin que sea bastante para 
integrar el tipo penal el deber genérlco de llevar Libros de 
contabilidad y Registros establecido en el artículo 35-2 de 
la Ley General Tributaria. Así lo exige el principio de lega- 
lidad imperante en el Derecho Penal. Sin embargo la norma 
que desarrolla esa obligación, concretándola y especificán- 
dola, no es preciso que tenga rango de Ley formal, pues 
bastará con que la norma se encuentre entre alguna de las 
contempladas como fuente del Derecho Tributario (además 
de las Leyes, los Reglamentos que las desarrollan, los De- 
cretos, las Ordenes acordadas por la Comisión Delegada del 
Gobierno para asuntos económicos y las Ordenes del Minis- 
terio de Hacienda). 

Si examinamos las Leyes reguladoras de los más irnpor- 
tantes impuestos vemos, por ejemplo, que la Ley del Im- 
puesto sobre el Valor Añadido, en su artículo 66, entre la 
obligación de los sujetos pasívos del impuesto, establece la 
obligación de llevar contabilidad y registros de acuerdo con 
lo dispuesto en ella y en sus normas de desarrollo y en el 
artículo 68 se impone la obligación para empresarios y pro- 
fesionales sujetos al impuesto de llevar en debida forma los 
libros o registros que se establezcan reglamentariamente. De 
forma similar, en la Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas físicas de 8 de septiembre de 1978, se establece 
que «los sujetos pasivos que lleven a cabo actividades em- 
presariales, profesionales o artísticas, vendrán obligados a 
llevar los libros y registros en los que se reflejen sus ingre- 



sos y gastos en la forma que reglamentariamente se determi- 
ne». Sin embargo, en este caso, el Reglamento del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas, en su artículo 164 se 
limita a reproducir el artículo de la Ley sin indicar la forma 
de llevanza de los libros o registros, señalando únicamente 
en su Disposición Final Tercera que se mantienen vigentes 
determinadas Resoluciones de la Dirección General de Tri- 
butos relativas a estos extremos. Este mecanismo integrador 
de la norma penal es claramente insatisfactorio, como señala 
el profesor WREZ ROYO, ya que las Resoluciones de la Di- 
rección General de Tributos ni siquiera aparecen entre las 
fuentes del Derecho Tributario, y por ello sólo puede llevar- 
nos a la solución de que en relación con el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas no puede cometerse el deli- 
to del artículo 350 bis. 

A esta misma solución hay que ilegar, aunque por moti- 
vos distintos, en el Impuesto de Sociedades. En la Ley del 
Impuesto de Sociedades sólo contempla de forma implícita 
la obligación de llevar contabilidad mercantil en su artícu- 
lo 30-3, por lo que se integra satisfactoriamente, a nuestro 
juicio, el tipo penal. 

El segundo problema que nos ha planteado el artícu- 
lo 350 bis, es el de determinar si gn aquellos casos en que 
se realizan alguna de las acciones y omisiones tipificadas en 
el mismo, como medio para cometer el delito de defrauda- 
ción tributaria del artículo 349, nos encontramos ante un 
concurso ideal de delitos a resolver por las reglas del artícu- 
lo 71 del Código Penal o, por el contrario, ante un concurso 
de leyes. 

La doctrina en este punto es prácticamente unánime. 
MART~NEZ PÉREZ entiende que se trata de un concurso de 
normas que debe resolverse por el principio de consunción, 
ya que la razón de ser del 350 bis, es la de tipificar conduc- 
tas peligrosas para el bien jurídico tutelado y que sin este 
precepto serán actos meramente preparatorios (impunes) o 
tentativas de demostración imposible. En términos parecidos 
se pronuncia PÉREZ ROYO, para quien el bien jurídico prote- 



gido es coincidente en ambos casos y por lo tanto debe esti- 
marse consumada la infracción contable en la defraudación 
tributaria al ser un acto meramente preparatorio de ésta, opi- 
nión que compartimos. 

Para obviar alguno de estos problemas es necesario, so- 
bre todo, que se modifique la legislación tributaria mediante 
la introducción en las diversas leyes reguladoras de los dife- 
rentes impuestos, específicamente la obligación de llevanza 
de libros de contabilidad, y en los reglamentos que las desa- 
rrollan debería, a mi modo de entender, especificarse los 
libros de llevanza obligatoria. 

El artículo 350 bis debería ver sustituida la expresión 
«Ley Tributaria~ por la de «Ley o Reglamento tributario o 
mercantil». 

E) Por último, unas consideraciones de carácter pro- 
cesal. 

La recién aprobada Ley Orgánica 7/88, de 28 de diciem- 
bre, que modifica de forma sustancial la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, ha supuesto una nueva distribución de 
competencias para el enjuiciamiento de los delitos entre los 
diversos órganos judiciales, creando un nuevo tipo que se 
denomina Juzgados de lo Penal. 

La competencia para la instrucción de los delitos, como 
hasta ahora, corresponde a los Juzgados de Instrucción, y la 
de juzgar se distribuye, en función de la pena asignada a la 
infracción, entre la Audiencia Provincial y los Juzgados de 
lo Penal. 

A estos últimos órganos corresponderá el enjuiciamiento 
de los delitos contra la Hacienda Pública, pues ninguna de 
las penas a ellos asignada excede de los seis años de dura- 
ción. 

Ello va a producir una dispersión absoluta y una diver- 
gencia de criterios que puede dar lugar a un grave padeci- 
miento de la seguridad jurídica, pues piénsese que el gran 
número de Juzgados de lo Penal ya en funcionamiento pro- 
vocará que cada Juzgado tenga, para resolver la misma 
cuestión, criterios distintos al resto, y esa dispersión de cri- 



tenos no va a encontrar ningún órgano superior que los uni- 
fique, pues contra las Sentencias del Juzgado de lo Penal, 
sólo cabe recurso de apelación ante la Audiencia Provicial, 
que, a su vez, en la mayoría de los casos, está compuesta 
de varias Salas de lo Penal, agotándose así las instancias. 

En definitiva, se ha vedado el acceso de estos delitos, 
carentes prácticamente de jurisprudencia, al Tribunal Su- 
premo. 

Podemos asistir al curioso espectáculo de que la omi- 
sión, por ejemplo, no sea punible en Almería, pero sí en 
Barcelona, que en Madrid se considere la posibilidad de 
cometer un delito fiscal continuado, mientres que en La Co- 
ruña se entienda que no cabe, etc. 

Por ello es necesario que se modifique la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal para dar acceso a la casación a ciertos 
delitos, no sólo los delitos contra la Hacienda Pública, al 
menos cuando exista infracción de Ley, es decir, por cual- 
quiera de los motivos del artículo 849 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, pues es de suponer que los quebrantamien- 
tos de forma serán corregidos por las Audiencias. 

Si ello no fuera posible estudiarse la creación de 
órganos especializados en materia de delincuencia econó- 
mica. 

Es perfectamente posible, sin una modificación siquiera 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, atribuir al actual Juz- 
gado de Delitos Monetarios, con sede en la Audiencia Na- 
cional, la competencia para instruir los procedimientos por 
delito fiscal, atribuyendo a los Juzgados Centrales de lo Pe- 
nal la facultad de juzgarlos y a las correspondientes Salas 
de lo Penal de la Audiencia Nacional la de resolver en últi- 
ma instancia en a~elación. 

Ello salvaría el inconveniente de la divergencia de crite- 
rios que se va a producir, sin duda, en materia de tanta 
trascendencia social. 

Existe, además, un argumento añadido. Diferentes Co- 
munidades Autónomas han visto transferidas competencias 
en materia triburaria. Piénsese, por ejemplo, en el IVA,. 



cuyas cuotas se distribuyen entre la Administración Central, 
Navarra y el País Vasco, y dentro de éste entre las Diputa- 
ciones de Guipúzcoa, Alava y Vizcaya. Si bien la compe- 
tencia para el conocimiento de los procesos penales por de- 
lito fiscal parece que viene determinada por el domicilio 
social del sujeto pasivo del impuesto, estas transferencias 
de competencias y la distribución de la cuota en detennina- 
dos impuestos determina que sean varias administraciones 
las posibles perjudicadas por la defraudación cometida en 
un mismo ejercicio e impuesto y no cabe olvidar que a la 
hora de asignar competencias a la Audiencia Nacional uno 
de los criterios es el de que el perjuicio se haya causado en 
diferentes partes del tenitorio nacional. (Madrid. Fiscal, Sr. 
Jordana de Pozas.) 
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CIRCULAR NUMERO 211989* 

PRECISIONES SOBRE ALGUNOS ASPECTOS 
DE LA FORMULACION TIPICA 

Y LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
EN LOS DELITOS CONTRA LA PROPIEDAD 

INTELECTUAL TRAS LA LEY ORGANICA 611 987, 
DE 11 DE NOVIEMBRE 

El delito contra la propiedad intelectual tras la Ley Orgá- 
nica 611987, de 11 de noviembre, se halla regulado en los 
artículos 534 bis a), 534 bis b), 534 bis c) y 534 ter. Susti- 
tuyen al artículo 534 cuya última redacción procedía del 
Código Penal texto revisado de 1963. Desaparecidos los ti- 
pos normativos, las conductas delictivas hallan expresión 
directa en el Código Penal. Mas los conceptos que utiliza la 
norma no siempre son claros, por lo que precisan de una 
adecuada interpretación. Esto acontece en la construcción 
de la estructura normativa, pero también en tema de respon- 
sabilidad civil, en donde el artículo 534 ter se remite sin 
más a la Ley de Propiedad Intelectual, también de 11-11- 
1987, que habrá de tenerse en cuenta para la integración de 
la norma penal. 

Resulta obligado que por el Ministerio Fiscal se manten- 
ga el criterio interpretativo derivado de cuanto aquí se expo- 
ne porque es muy difícil que, tras la entrada en vigor de la 

* La Circular número 111989 fue publicada en la Memoria de 1989. 



Ley Orgánica 711988, de 28 de diciembre, la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo vaya a ocuparse de los delitos contra 
la propiedad intelectual en su actual formulación, pues, 
atendida su penalidad, el procedimiento a seguir será el 
«abreviado para determinados delitos» (art. 779 de la 
L.E.Cr.) cuyo conocimiento y fallo corresponde al Juez de 
lo Penal (art. 14.3 de la L.E.Cr.) sin que, contra la senten- 
cia que se dicte, quepa el recurso de casación al estar previs- 
to sólo el de apelación ante la Audiencia Provincial (arts. 
795.1 y 796.1 de la L.E.Cr.). 

A) Notas que caracterizan la tipicidad 

1. Los tipos penales que hasta ahora protegían la pro- 
piedad intelectual eran abiertos, al modo de normas penales 
en blanco a integrar por disposiciones extrapenales conteni- 
das básicamente en la Ley de Propiedad Intelectual de 10-1- 
1879 y en su Reglamento de 3-9-1880. La estricta tipicidad 
no sólo era normativa sino que incluso la penalidad se esta- 
blecía por remisión a otras figuras de delito. Tipos, pues, 
irregulares, porque tanto los elementos o caracteres del deli- 
to como la penalidad había que buscarlos fuera de ellos. 
- En el Código Penal de 1932 se configura como delito 

patrimonial incluido en la sección de la estafa consistente 
en la enajenación, arrendamiento o gravamen de bienes in- 
muebles fingiéndose dueño (art. 525). Lo mismo acontecía 
en el Código Penal de 1944 para los que cometieran alguna 
defraudación en la propiedad intelectual (art. 533). Para el 
Código Penal revisado en 1963 (art. 534), aparte de incluir- 
se en una sección propia, la denominación es infracción de 
los derechos de autor y la pena asignada es autónoma o no 
referida a la de delitos análogos. 

En el nuevo texto la tipicidad es directa y, en lo esen- 
cial, descriptiva; prepondera, en efecto, el componente des- 
criptivo aunque concretado conforme a criterios o referen- 
cias normativas. Esto es lo que acontece en los artículos que 



regulan los delitos contra la propiedad intelectual. En ellos 
están desarrolladas particulares formas de comisión, pero el 
núcleo del tipo básico de injusto (art. 534 bis a), no es 
ajeno a elementos normativos, por lo que para dotar de un 
exacto contenido a aquellos términos descriptivos (reprodu- 
cir, plagiar, distribuir, comunicar públicamente) hay que 
acudir de modo necesario a la Ley de Propiedad Intelectual, 
en donde se halla su significado. No se trata, sin embargo, 
en ningún caso de cláusulas normativas que precisen de una 
valoración por parte del intérprete o del juzgador para deter- 
minar su contenido, sino de cláusulas normativas de conte- 
nido concretamente determinado. En cualquier caso, lo cier- 
to es que ha desaparecido la remisión directa que los precep- 
tos penales anteriores hacían a la legislación sustantiva so- 
bre propiedad intelectual en general. 

2. En cuanto el artículo 534 bis a) describe distintas 
modalidades de conductas alternativas unidas en ocasiones 
por la conjunción o,  el tipo, estructuralmente, es mixto. Im- 
portante es precisar si se trata de un tipo mixto propiamente 
alternativo o mixto acumulativo. Los primeros son aquellos 
que están completos por la realización de cualesquiera de 
las conductas descritas, por lo que si concurriere más de 
una, sólo existirá un delito. Al contrario, en los mixtos acu- 
mulativos cada una de las conductas integra un delito, con 
lo que, si concurren varias, estaremos ante un concurso de 
infracciones. Parece que a esta última naturaleza correspon- 
de el artículo 534 bis a). 

3. Contiene el tipo una referencia subjetiva: la expre- 
sión intencionadamente. Ello significa que el injusto no está 
completo con la simple realización de las acciones que se 
expresan en el tipo. Es, así, rechazable la comisión culposa. 
Pero si, además, concurre otra intención, la de lucro, surge 
un tipo agravado: el del artículo 534 bis, b), 1, a). De modo 
que si la conducta no es intencionada el acto es impune, y si, 
siéndolo está ausente el ánimo de lucrarse, el comportamien- 
to se conforma con el tipo normal del artículo 534 bis a). 

Que la culpabilidad que se requiere no es otra que la 



dolosa, quedando al margen de lo penal las formas de incri- 
minació* culposa, es reconocido por la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo (Sentencias de 5-5-1 964, 15-1 2- 1969, 
23-5-1975, 27-4-1979 y 13-6-1987). 

4. No se requiere el ánimo de lucro para la conforma- 
ción del tipo básico. Tal animus origina el subtipo agravado 
del artículo 534 bis b), 1, a). Tampoco es necesaria la cons- 
tatación de un perjuicio patrimonial. Como declara la sen- 
tencia de 13-10-1988 la infracción penal ha de entenderse 
cometida en cuanto se ataque o lesione el derecho de autor 
en cualquiera de sus manifestaciones, sin que por lo tanto 
sea menester para apreciar la consumación del delito la exis- 
tencia de perjuicio económico. En igual sentido las senten- 
cias de 8-5-1971 y 14-2-1984. 

5. Existe un elemento negativo: sin la autorización 
de los titulares del derecho de autor o de sus cesionarios 
en los casos en que proceda. La autorización del autor para 
las conductas de explotación se exige en distintos precep- 
tos de la Ley de Propiedad Intelectual (arts. 33, 88, 92, 
99, etc.) y se concretan en la cesión de los derechos de 
explotación de la obra, habiendo de constar por escrito, y 
en otro caso puede instarse la resolución de la transmisión 
(art. 45). La falta de autorización no sólo impide la repro- 
ducción, distribución o comunicación pública (arts. 17 y 
3 l),  sino que es un elemento del tipo delictivo. Ha de prece- 
der a los actos de explotación y emanar del titular del poder 
jurídico. El consentimiento del titular elimina, pues, la anti- 
juricidad. 

Para los titulares de los derechos conexos al de autor 
(derecho de los artistas, intérpretes o ejecutantes, de los pro- 
ductores de fonogramas, etc.) también se exige que laau- 
torización para la reproducción y comunicación pública de 
sus actividades o prestaciones ha de otorgarse por escrito 
(arts. 102, 109, 112, 116 y 118). 

6. Es indiferente para la protección penal que la obra 
esté inscrita en el Registro, ya que ésta no tiene carácter 
constitutivo, sino sólo declarativo del derecho. La inscrip- 



ción no forma parte de la estructura de la tipicidad. Ya lo 
había establecido la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
bajo la vigencia de la legislación anterior: no es precisa la 
previa inscripción para la efectividad de la protección penal 
(Sentencias de 19-5-1964, 27-4-1979, 14-2-1 984 y 13-6- 
1987). Y se establece expresamente en el artículo 130 de la 
Ley de Propiedad Intelectual que los derechos de propiedad 
intelectual podrán ser objeto de inscripción en el Registro. 

7. El tipo normal o básico es de mera actividad o de 
consumación anticipada, al no ser elemento del mismo la 
producción de un resultado ulterior como puede ser un per- 
juicio efectivo patrimonial. No son imaginables las formas 
imperfectas de ejecución. Sin embargo, no participan de 
esta naturaleza los supuestos agravados para cuya perfección 
es indispensable que el daño o perjuicio causado revista es- 
pecial gravedad (art. 534 bis, b, 2, b). 

8. El encuadre sistemático del precepto es el mismo 
que tenía en el anterior marco penal, pues la Ley Orgánica 
611987 no modifica ni su colocación dentro del sistema -en 
el título de delitos contra la propiedad- ni la rúbrica de la 
sección -infracciones contra los derechos de autor-. Lo 
primero no es totalmente exacto; menos aún lo segundo, 
porque a los derechos de autor está dedicado sólo uno de 
los libros de la Ley de Propiedad Intelectual, coexistiendo 
con ellos otros derechos conexos, modalidades de la propie- 
dad intelectual que no son propiamente de autor, que incluso 
están protegidos penalmente en el artículo 534 bis a) (el 
derecho de los ejecutantes o intérpretes). Se protegen así no 
sólo los derechos de autor, enunciado de la rúbrica en el 
Código Penal, sino también otros derechos de propiedad in- 
telectual próximos a los del autor. 

9. En la nueva ordenación, a la inversa de lo que suce- 
día en los anteriores Códigos Penales, no todas las infrac- 
ciones contra los derechos de autor están sujetas al mismo 
tratamiento punitivo. Al contrario, se recogen diversas figu- 
ras de delito y con distinta penalidad en los artículos 534 
bis a), 534 bis b) 1 y 534 bis b) 2. De otra parte están ya 



perfectamente delimitadas las responsabilidades penales y 
civiles. 

B )  Formas de comisión de las infracciones contra la 
propiedad intelectual 

Tanto la doctrina como la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo (Sentencias de 27-4-1979, 14-2-1984, 30-5-1984, 
13-6-1987 y 13-10-1988) distinguen dos formas perfecta- 
mente diferenciadas de comisión, en armonía con la declara- 
ción del artículo 2." de la Ley de Propiedad Intelectual de 
que la propiedad intelectual está integrada por derechos de 
carácter personal y patrimonial. Una es ideal (el plagio) y 
otra material (las llamadas explotaciones usurpatorias). Las 
primeras atentan al derecho moral o personal de autor, cuyas 
facultades recoge el artículo 14 de la Ley de Propiedad Inte- 
lectual. Las segundas, a las facultades patrimoniales de dis- 
posición y explotación, que comprenden los derechos de re- 
producción, distribución, comunicación pública y transfor- 
mación (art. 17 de la Ley de Propiedad &telectual). 

Las conductas que describe el artículo 534 bis a), cons- 
titutivas del tipo normal o básico, son las de reproducir, 
plagiar, distribuir o comunicar públicamente en todo o en 
parte una obra o transformarla o una interpretación o ejecu- 
ción artística fijada en cualquier tipo de soporte o comunica- 
da a través de cualquier medio. El párrafo segundo del ar- 
tículo 534 bis a) agrega el hecho de importar, exportar o 
almacenar tales obras. 

1. ~ERACCIONES AL CONTENIDO MORAL DEL DERECHO 
DE AUTOR: EL PLAGIO 

El artículo 534 bis a) sanciona el hecho de plagiar, en 
todo o en parte, una obra, su transformación o una interpre- 
tación o ejecución artística. Por su parte el artículo 534 



bis b), apartado c), configura el plagio como violación del 
derecho moral del autor (art. 14 de la Ley Propiedad In- 
telectual) o del artista o intérprete (art. 107 de la Ley 
de Propiedad Intelectual), que consiste en la acción de 
«usurpar la condición de autor sobre una obra o parte de 
ella o el nombre de un artista en una interpretación o eje- 
cución». Plagio es, pues, la apropiación ideal de la obra o 
interpretación ajena, o como dice el Tribunal Supremo (Sen- 
tencia de 27-4-1979), plagio es aquella conducta en que «se 
suprime y prescinde del creador de la obra, poniendo a otro 
en su lugar, siendo la persona más bien que la cosa la que 
sufre el atentado perpetrado por el plagiario, al ser aqué- 
lla la que desaparece, permaneciendo la obra más o menos 
incólume». En fórmula descriptiva, la sentencia de 14-2- 
1984 dijo que plagio es comportamiento que «trata de copiar 
la obra original o auténtica ya sea de una manera servil o 
falsificación, ya de manera que induzca a error sobre la au- 
tenticidad o imitación, y ya sea de modo total o parcial la 
suplantación tiende a presentar como propia una obra ajena 
para aprovecharse de la fama y mérito intelectual de su au- 
tor». 

El plagio total de una obra literaria o artística no ofrece- 
rá dificultades probatorias. Sí la simulación en parte de la 
originalidad de la creación intelectual o plagio parcial, sobre 
todo cuando con relación a la totalidad de la obra es de 
poca entidad; supuestos estos en que los límites de la tipici- 
dad de la responsabilidad por plagio serán, en cada caso, 
apreciados a través de prueba pericia1 para determinar si 
constituyen acción plagiaria antijurídica o si, por el contra- 
rio, la identidad de los materiales o ideas de una obra ajena 
no tienen esa entidad. A esta prueba ha acudido la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo. En unas ocasiones para con- 
cluir que no existía plagio parcial; así la sentencia de 7-4- 
1965 estimó que no es suficiente para integrar tal modalidad 
de plagio la similitud del título de un cuplé porque la música 
y el contenido eran distintos. Y en otras para entender que 
existía plagio parcial; en este sentido las sentencias de 



23-5-1975 y 30-5-1984. La primera apreció plagio en quie- 
nes cambiando la armonía, el contrapunto y el carácter poé- 
tico de la canción, reprodujeron una romanza de la zarzuela 
«La Tabernera del Puerto». La otra sentencia citada, conde- 
nó por plagio porque sobre el estuche que contenía las cintas 
magnetofónicas y sobre la versión fonográfica, se reprodu- 
cían, respectivamente, la imagen de un conocido cantante 
español y una imitación servil de su voz. 

Así como el plagio está mencionado en dos momentos 
-artículos 534 bis a) y 534 bis b), 1, c)- el Tribunal 
Supremo declara (Sentencias de 14-2-1984 y 30-5-1984) 

, que en el plagio se da una doble conducta delictiva: la usur- 
pación de la personalidad intelectual, que ataca el elemento 
espiritual y subjetivo del derecho de autor, y la defrauda- 
ción, que ataca el elemento patrimonial de aquel derecho, 
y que, a su vez, presenta una doble vertiente, el ataque al 
patrimonio del autor y el perjuicio que puede causarle al 
público engañado con la suplantación, doble ofensa que ya 
se comprende puede darse también en el plagio si la copia 
se utiliza con fines lucrativos. 

2. INFRACCIONES AL CONTENDO PATRIMONIAL DEL DERECHO 
DE AUTOR 

El ius disponendi concedido por el artículo 428 del Có- 
digo Civil al autor de una obra literaria, científica o artística 
comprende la explotación de las mismas y la concreta dispo- 
sición a su voluntad; estos mismos términos se utilizan tam- 
bién en el artículo 2." de la Ley de Propiedad Intelectual al 
disponerse que los derechos que reconoce esta Ley «atribu- 
yen al autor la plena disposición y el derecho exclusivo a la 
explotación de la obra». Las formas de explotación o uso de 
una obra son las relacionadas en el artículo 17 de la Ley de 
Propiedad Intelectual: reproducción, distribución, comuni- 
cación pública y transformación.. La violación o infracción 
de cada uno de estos derechos están considerados en el ar- 
tículo 534 bis a) como específicas formas de comisión. 



a) Reproducción 

En su objetividad el tipo delictivo consiste en reprodu- 
cir una obra o una interpretación o ejecución artística fijada 
en cualquier tipo de soporte. Según el artículo 18 de la Ley 
de Propiedad Intelectual por reproducción se entiende «la 
fijación de la obra en un medio que permita su comunica- 
ción y la obtención de copias de toda o parte de ella». El 
medio o soporte en que queda fijada la obra puede ser tangi- 
ble o intangible como se reconoce en el artículo 10 de la 
Ley de Propiedad Intelectual. Medio o soporte para la repro- 
ducción, es, pues, el vehículo empleado para difundir las 
creaciones originales. Los medios tradicionales para difun- 
dir son los impresos, dibujos, grabados, etc.; el desarrollo 
tecnológico ha producido gran variedad de medios de difu- 
sión: fotografías, fotocopias, microfilms, cintas de cassette 
de sonido, disco de microsurco, cintas de vídeo, etc., o 
medios informáticos que permiten almacenar cualquier in- 
formación codificada en forma numérica (disquete de orde- 
nador, cinta magnética de ordenador, disco óptico o com- 
pact disc). 

No siempre la reproducción sin autorización es acto ilí- 
cito penal. No constituyen delito, entre otros casos, la repro- 
ducción de obras ya divulgadas para uso privado del copista 
y siempre que la copia no sea objeto de utilización colectiva 
ni lucrativa (art. 31,2 de la Ley de Propiedad Intelectual); 
tampoco la reproducción para fines de investigación no lu- 
crativa con los requisitos que prevé el articulo 37 de la 
L.P.I. Una excepción está representada por los programas - - 

de ordenador, ya que la reproducción delprograma, incluso 
para uso personal, exigirá la autorización del titular del de- 
recho de explotación (art. 99.2 de la L.P.I.). Se entiende 
por divulgación de una obra toda expresión de la misma 
que, con el consentimiento del autor, la haga accesible por 
primera vez al público en cualquier forma (art. 4 de- la 
L.P.I.). 



b) Distribución 

Otra de las formas de explotación de una obra -inde- 
pendientes todas ellas (art. 23 de la L.P.1.)- es la distribu- 
ción. Este derecho -cuyo desconocimiento tipifica el ar- 
tículo 534 bis a)- se atribuye no sólo al autor sino también 
a otros titulares de derechos conexos, y comprende (art. 19 
de la L.P.I.) la puesta a disposición del público del original 
o copias de la obra mediante su venta, alquiler, préstamo o 
cualquier otra forma. 

No se menciona este derecho entre los que corresponden 
al artista, intérprete o ejecutante (art. 102,l de la L.P.I.); sí 
se atribuye a los productores de fonogramas (art. 109) y a 
los de grabaciones audiovisuales (art. 1 13). 

c) Comunicación pública 

Es comunicación pública todo acto por el cual una plura- 
lidad de personas pueda tener acceso a la obra sin previa 
distribución de ejemplares a cada una de ellas (art. 20,l de 
la L.P.I.). En particular, los actos de comunicación pública 
son los que enumera el artículo 20,2. Se hallan entre ellos 
clásicos de representaciones escénicas o teatrales, proyec- 
ción de películas cinematográficas y exposiciones de obras 
de arte. 

Otras formas de comunicación pública son la emisión, 
la transmisión y la retransmisión de obras. La emisión es 
siempre inalámbnca o por espacio aéreo (radio, televisión, 
satélite). La transmisión es la comunicación por cable u al- 
gún otro medio físico; puede, por tanto, al ser conceptos 
distintos, autorizar el autor la emisión y no la transmisión, 
pero esta idea desaparece en el artículo 36,l de la L.P.I., 
conforme al cual la autorización para emitir una obra com- 
prende la transmisión por cable de la emisión. Retransmi- 
sión, por su parte, significa que recibida una señal de cual- 



















































































CONSULTAS 



CONSULTA NUMERO 111989 

ENAJENACION MENTAL DEL IMPUTADO 
SOBREVENIDA TRAS EL AUTO DE APERTüRA 

DEL JUICIO ORAL Y ANTES DE LA CELEBRACION 
DE ESTE: SUS EFECTOS SOBRE EL PROCESO 

hecho sometido a ~onsul ta  cuenra con los siguientes 
datos de hecho y jurídicos: 

ario de 
m. . ia por c >metido 

en 19114, el MiniSteriO Fiscal tormuló escnto de conclusio- 
nes provisionales en 1985 contra B. considerándole autor 
de un delito de estafa de los artículos 528 y 529, 7.a del 
Código Penal y, sin apreciar circunstancias modificativas 
de la responsabilidad criminal, solicitó la pena de seis años 
de prisión menor y la condena a indemnizar al perjudicado 
en tres millones de pesetas. La Audiencia ~roviicial señaló 
en dos ocasiones fechas para la celebración del juicio oral. 
La última. el 5 de octubre de 1988. En este día la causa de 
la suspensión 
defensor de B 

fue deb 
. de un 

ida a la presentación por el Abogado 
certificado médico sobre la situación 

mental del procesaao en la actualidad. La Sala envió un 
Médico forense para que reconociera a B. llegando aquél en 
su informe a estas conclusiones: Oue B. sufrió en octubre - 
de 1986 un accidente cerebro-vascular agudo con una im- 



portante lesión cerebral en la región temporo-parietal dere- 
cha a consecuencia del cual el reconocido presenta un déficit 
motor e intelectual grave e irreversible que le incapacita 
para comparecer a juicio de manera definitiva. 

B) El Fiscal que formula la Consulta ante el hecho ex- , 

puesto hace estas observaciones: 

1. Procesalmente la cuestión planteada consiste en la 
imposibilidad, con carácter definitivo, de celebrar el juicio 
oral, ya que el procesado, aparte de su defecto físico que le 
incapacitaba para acudir al juicio, nada podrá aportar, pues 
intelectualmente está incapacitado de modo absoluto. Esta 
cuestión ha sido contemplada en la Memoria de la Fiscalía 
del Tribunal Supremo de 1899, y en ella se indica que «si 
la demencia surge una vez concluso el sumario y después 
de acordada la apertura del juicio oral, se llevará a efecto 
igualmente lo ordenado en los artículos 381 a 383 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, si bien no se puede archivar la 
causa y suspender el procedimiento hasta que se produzca 
la sanidad del procesado, pues dado el estado procesal en 
que se halla el procedimiento, una vez abierto el juicio oral, 
no hay más medio de terminar la causa que por sentencia 
definitiva». Pero parte de la doctrina, con apoyo de la sen- 
tencia de 18 de mayo de 1927, expresa que si la enajenación 
se ha producido o acreditado antes del inicio de las sesiones 
del juicio oral, por analogía con lo dispuesto en el artícu- 
lo 383 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Sala debe 
mandar archivar el proceso hasta que el procesado recobre 
la salud, procediéndose a adoptar el sobreseimiento libre si 
muriese antes de recobrarla, a lo que habrá de añadirse que 
también procede declarar extinguida la acción penal una vez 
transcumdo el tiempo de prescripción. 

2. Entiende que seguido literalmente el artículo 383 
de la L.E.Cr. deberá pedirse el archivo provisional, ya que 
la postulación por el Fiscal del sobreseirniento del artícu- 



lo 637,3." de la L.E.Cr. debe ser muy restringida; pero sin 
que proceda el internamiento en Centro público o privado, 
pues, en el caso concreto que se pondera, el procesado está 
debidamente atendido por sus familiares en el propio domi- 
cilio, y su internamiento, a la vez que le sería perjudicial, 
no se considera necesario ni es obligado, ya que al no estar 
condenado debe presumirse su inocencia. 

C) La concreta Consulta es la siguiente: solicitar la de- 
bida autorización para pedir, no obstante lo dicho, el sobre- 
seimiento libre de la causa a tenor del artículo 637.3." de la 
L.E.Cr. por considerarlo más conveniente por los motivos 
expuestos, ya que al tener el procesado 60 años su óbito se 
ve lejano y para la prescripción habría que esperar cinco 
años, transcurridos los cuales habría que declarar extinguida 
la acción penal. Sin embargo la tesis del sobreseimiento ten- 
dría un inconveniente, ya que al sobreseimiento del artícu- 
lo 637, 3." deberían acompañarle las medidas que establece 
el artículo 8. l." del Código Penal y, como antes se dijo, 
tales medidas las consideramos perjudiciales para el proce- 
sado y onerosas a la vez que inútiles para el Estado. En 
definitiva, se concluye, la cuestión es ésta: ¿es posible pedir 
el sobreseimiento libre del artículo 637.3." de la L.E.Cr. y 
vistas las razones aludidas solicitar que no se impongan las 
medidas del artículo 8.1 ." del Código Penal? 

Una laguna, no integrada a pesar de las varias reformas 
experimentadas por la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el 
Código Penal, es la del tratamiento penal-procesal que deba 
darse-a quienes reuniendo las condiciones requeridas para la 
imputabilidad al tiempo de la ejecución delictiva, les sobre- 
viene una enfermedad mental determinante de su irresponsa- 
bilidad una vez calificado el hecho y pendiente de la cele- 
bración del juicio oral. Ni en la L.E.Cr. ni en el Código 
Penal hallamos una solución. La L.E.Cr. sólo se fija en 













































































































hecho. Y, en fin, porque no consta que quienes desatendie- 
ron la solicitud fueran los únicos que podían practicarla. No 
practicaron la extracción de sangre; se trata, sí, de una con- 
ducta que se tradujo en un no hacer, pero que pudo haberse 
cumplido por otros facultativos que integraban también el 
servicio de guardia o urgencia. 

Pero es que, además, se trata de un delito esencialmente 
intencional. La comisión culposa que pudiera inferirse repe- 
le el tipo. No aparece el específico dolo de denegar o des- 
atender un requerimiento expreso del particular. Y aunque 
existiera una circular interna sobre las extracciones de san- 
gre, que no está redactada en tono imperativo, ello no es 
obstáculo para sostener que se hallaban en la creencia de no 
estar obligados a las extracciones. En este sentido es preciso 
mencionar la sentencia de 22 de marzo de 1986 en la que se 
declara que la desobediencia, y su modalidad la denegación 
de auxilio, son delitos eminentemente intencionales, siendo 
el dolo o intención maliciosa inexcusable requisito subjetivo 
en el que ha insistido la jurisprudencia de este Tribunal: la 
negativa -afirma la sentencia de 2 de enero de 1983- no 
puede atribuirse a mera negligencia o al convencimiento de 
no hallarse el acusado en la obligación de ejecutar lo que 
haya sido objeto de requerimiento; se alude al hecho de no 
dar razón o excusa legal en las resoluciones de 4 de junio 
de 1895 y 25 de noviembre de 1913, o se refiere, como en 
la sentencia de 28 de mayo de 1935. 

Madrid, 25 de noviembre de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Jefes de los Tribunales Su- 
periores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. 





CONSULTA NUMERO 511989 

EL MINISTERIO FISCAL ANTE LOS ACUERDOS 
DE SUSPENSION DE LOS TURNOS DE OFICIO 

ADOPTADOS POR ALGUNOS COLEGIOS 
DE ABOGADOS 

Se han formulado sendas Consultas por las Fiscalías de 
los Tribunales Superiores de Justicia del Principado de Astu- 
rias y de Murcia. El tema planteado, aunque con algunos 
matices, es el mismo: el grave problema que se presenta 
ante los acuerdos adoptados por algunos Colegios de Aboga- 
dos de suspender los turnos de oficio y de asistencia letrada 
al detenido o preso. Parece necesario conocer con algún de- 
talle los hechos. 

A) El Presidente del Tribunal Superior de Justicia del 
Principado de Asturias, con fecha 20 de octubre de 1989, 
dio traslado al Fiscal de un escrito cuyo tenor literal es el 
siguiente: 

«La Sala de Gobierno de este Tribunal Superior de Justi- 
cia, preocupada por el notorio retraso en la tramitación de 
los asuntos encomendados a los órganos jurisdiccionales de 
esta Comunidad Autónoma, como consecuencia del acuerdo 
de la Junta Central extraordinaria del Ilustre Colegio de 
Abogados de Oviedo con fecha 29 de octubre de 1987, por 
el que se acordó por tiempo indefinido la suspensión de la 
actuación letrada del turno de oficio, y entendiendo que tal 



acuerdo puede vulnerar derechos fundamentales de la perso- 
na recogidos en los artículos 14 y 24 de la Constitución 
Española, y con el precedente de que acuerdos similartes 
fueron declarados nulos de pleno derecho por el Consejo 
General de la Abogacía en reuniones de 11 de febrero de 
1986 y 4 de marzo de 1988, decide por unanimidad dar 
traslado al Ministerio Fiscal a fin de que pueda promover la 
acción de la justicia conforme a lo dispuesto en el artícu- 
lo 125, 1 .O de la Constitución y artículo 435, 1 .O de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial.» 

De los antecedentes documentales se desprende la certe- 
za absoluta del contenido del escrito que se ha reproducido 
literalmente, siendo ahora de destacar: 

1. La Junta General del Iiustre Colegio de Abogados 
de Oviedo, en sesión extraordinaria celebrada el 15 de junio 
de 1987, adoptó, en ejecución de lo decidido en otra Junta 
de 30 de octubre de 1986, entre otros, el siguiente acuerdo: 
«Se suspende la actuación letrada en el turno de oficio ordi- 
nario en todas las jurisdicciones ordinarias y especiales a 
excepción de los procesos correspondientes a presos. La 
suspensión no afectará a los procedimientos actualmente en 
trámite; no afectará tampoco al turno de oficio de asistencia 
letrada a detenidos.» 

2. Casi en los mismos términos se pronunció la misma 
Junta de Gobierno en sesión extraordinaria celebrada el 5 
de noviembre de 1987 en ejecución de los acuerdos tomados 
el 29 de octubre de 1987. 

Los dos acuerdos antes citados han sido ratificados en 
sesión extraordinaria de la Junta General del Ilustre Colegio 
de Abogados de Oviedo celebrada en octubre de 1989. 

B) Con las decisiones anotadas el Colegio de Aboga- 
dos de Oviedo se sumaba a una actitud compartida por otros 
Colegios de Abogados. Acuerdos de suspensión del turno 
de oficio y de asistencia letrada al detenido fueron adopta- 



dos, entre otros, por los Colegios de Gijón, Granada, Mur- 
cia y Cartagena. Mas los acuerdos tomados por estos otros 
Colegios han sido recurridos. En unos casos ha sido el Con- 
sejo General de la Abogacía Española quien ha declarado 
su nulidad radical como contrarios a la ley y gravemente 
perjudiciales a los intereses colegiales. En otros, la decisión 
del Consejo General ha sido impugnada en vía jurisdiccio- 
nal, pero también los acuerdos de algunos Colegios de Abo- 
gados. He aquí, con los datos de que disponemos, una ex- 
posición de acuerdos recurridos bien ante el Consejo Gene- 
ral de la Abogacía o ante los Tribunales. 

1. La Junta General del Colegio de Abogados de Gra- 
nada en reuniones de 4 de febrero y 29 de mayo de 1985, 
acordó la suspensión de la prestación de los servicios de 
defensa en turno de oficio y de asistencia al detenido. La 
Junta de Gobierno del Colegio formula impugnación de los 
acuerdos adoptados por la Junta General interesando la nuli- 
dad de pleno derecho de los mismos. El Consejo General de 
la Abogacía resuelve de conformidad con lo interesado el 
17 de junio de 1985. 

2. En Juntas Generales del ilustre Colegio de Aboga- 
dos de Gijón celebradas el 30 de junio de 1987, 30 de sep- 
tiembre de 1987 y 30 de octubre de 1987 se decidió suspen- 
der los turnos de oficio y de asistencia letrada al detenido. 
Un abogado del aquel Ilustre Colegio interpuso recurso con- 
tra tales acuerdos, resolviendo el Consejo General de la 
Abogacía estimando el recurso que se reputaban nulos de 
pleno derecho. 

3. En Junta General extraordinaria del Colegio de 
Abogados de Murcia de 15 de septiembre de 1988 se aprobó 
la suspensión del turno de oficio, acuerdo que llevaba implí- 
cito la no tramitación de cuestión alguna relacionada con el 
turno. Impugnado en alzada este acuerdo, la Mesa del Con- 
sejo General de la Abogacía, el 28 de diciembre de 1988, 



dejó en suspenso lo resuelto por el Colegio de Abogados de 
Murcia, mandando seguir por su curso ordinario la tramita- 
ción del recurso en cuanto al fondo del asunto. El acuerdo 
de la Mesa fue ratificado por el Consejo General el 18 de 
enero de 1989. Recumdo el acuerdo del Consejo General 
por un Abogado del Colegio de Murcia al amparo de la Ley 
6211978, dio lugar a la iniciación del recurso 1611989 ante 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo. En sus alegacio- 
nes, el Consejo General de la Abogacía, el 20 de febrero de 
1989, solicitaba que se mantenga su acuerdo impugnado que 
suspendió el del Colegio de Abogados de Murcia, pues pri- 
var al ciudadano del ejercicio del derecho fundamental a la 
defensa y del derecho a ser asistido en caso de detención 
constituye un acto nulo de pleno derecho, por lo que se 
concluye que prestar asistencia al detenido y defender a 
quien no ha designado Letrado son inexcusables deberes de 
los Abogados que éstos no pueden eludir ni modificar. En 
su contestación a la demanda, el Consejo General de la 
Abogacía, hecho acaecido el 12 de abril de 1989, solicita la 
confirmación del acuerdo impugnado por no contener vulne- 
ración alguna de derechos tutelables en el ámbito de este 
procedimiento. Por su parte, el Ministerio Fiscal contestó a 
la demanda el 8 de abril de 1989. Este recurso no está aún 
resuelto. 

Pero en trámite el recurso a que hemos hecho referencia, 
en Junta General extraordinaria del Colegio de Abogados 
de Murcia celebrada 16 de mayo de 1989 se tomaron los 
siguientes acuerdos: continuar la suspensión del turno de 
oficio y suspender el turno de asistencia al detenido o preso 
en la misma línea del acuerdo de la Junta de 15 de diciem- 
bre de 1988. El Ministerio Fiscal, como parte actora, ha 
recurrido el acuerdo de 16 de mayo de 1989 por la vía de la 
Ley 6211978, solicitando su suspensión. El Colegio de Abo- 
gados de Murcia, demandado, en sus alegaciones se opuso 
a la suspensión del acuerdo. La Sala de lo Contencioso-Ad- 
ministrativo de Murcia inició el recurso 49311989 dictando 



auto el 16 de junio de 1989 por el que decide, que sin per- 
juicio de lo que en su día se acuerde en la resolución del 
presente recurso contencioso-administrativo, suspender la 
efectividad del acuerdo adoptado el 16 de mayo de 1989 
por la Junta General extraordinaria del Iiustre Colegio de 
Abogados de Murcia en lo que ese acuerdo decidía sobre 
suspensión del turno de asistencia al detenido, preso y del 
turno de Abogados de oficio. 

4. La Asamblea General del Colegio de Abogados de 
Cartagena celebrada el 31 de enero de 1989, acordó que el 
Colegio cese de inmediato en la designación de Abogados 
en turno de oficio, dejando sin efecto cualquier lista de cole- 
giados de ese turno confeccionada hasta el día de la fecha. 
La Junta de Jueces de Cartagena, en virtud de la comunica- 
ción que se había hecho de aquel acuerdo al Juez de Instruc- 
ción Decano, resolvió el 6 de febrero de 1989 solicitar del 
Colegio de Abogados el listado de los Abogados adscritos 
al turno de oficio, mas como sólo se remitiera el de Letrados 
ejercientes, el 10 de febrero de 1989, la Junta de Jueces 
envía al Colegio de Abogados el listado de Letrados que 
utilizarían, distribuidos conforme a su criterio, dado la falta 
de lista especial del turno de oficio. El Colegio de Abogados 
de Cartagena recumó en alzada el acuerdo de la Junta de 
Jueces ante la Sala de Gobierno de la Audiencia Territorial 
de Albacete por entender que aparte otras razones, es com- 
petencia exclusiva de las Juntas de Gobierno de los Colegios 
de Abogados la designación de los turnos de oficio. En este 
punto se da lugar al recurso, declarándose que la Junta de 
Jueces deberá redactar un nuevo listado de Letrados para el 
turno de oficio. 

En otra Asamblea General del Colegio de Cartagena, 
ésta de 16 de marzo de 1989, se acordó suspender la presta- 
ción del servicio de asistencia al detenido como medi- 
da complementaria de la ya adoptada respecto al turno de 
oficio. Los presentes acuerdos estarán en vigor hasta que 
por los organismos competentes se proceda a garantizar la 



retribución justa y real correspondiente a los trabajos reali- 
zados. 

C) Los acuerdos que suspendieron los turnos de oficio 
y de asistencia letrada recogidos en el anterior apartado fue- 
ron impugnados, como ya se ha dicho. Recogemos aquí los 
argumentos esgrimidos para la declaración de nulidad de 
los acuerdos y aquéllos otros que conducen a la validez de 
los actos de suspensión de los acuerdos. 

1. ARGUMENTOS EMPLEADOS POR EL CONSETO GENERAL DE 
LA ABOGAC~A ESPANOLA 

En escritos de alegaciones y de contestación a la deman- 
da en recurso 1611989 seguido ante la Sala de lo Contencio- 
so-Administrativo de Murcia. Trae su causa el recurso de la 
impugnación del acuerdo del Consejo General de 28 de di- 
ciembre de 1988, que dejó en suspenso los efectos de otro 
acuerdo del Colegio de Abogados de Murcia que suspendió 
los turnos de oficio y de asistencia letrada. 

Se dice en ellos, entre otras cosas: 

«Privar a la ciudadanía del ejercicio del fundamental de- 
recho a la defensa y del derecho a ser asistido en caso de 
detención constituye un acto nulo de pleno derecho. Los 
artículos 17.3 y 24.2 de la Constitución reconocen tanto el 
derecho a la asistencia como a la defensa por medio de Le- 
trado, y ese reconocimiento constitucional está desarrollado 
en nuestras leyes procesales de manera tal que no puede 
caber duda alguna sobre la vinculación que la Abogacía en 
su globalidad tiene con el ejercicio por el cuidado de tales 
derechos. >> Se analizan después los artículos 1 18.3, 1 19, 
520.2.c) y 527 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para 
concluir que «los artículos 57-59 del Estatuto General de la 
Abogacía son claros y categóricos sobre el tema de este re- 
curso, ya que efectúan varias declaraciones sobre la obligato- 
riedad de los Abogados de asumir los derechos de asisten- 



cia al detenido, así como las defensas personales de oficio. 
De todo cuanto antecede se sigue que por la expresa e indu- 
dable raíz constitucional de las normas aue establecen esta 
obligación para los Abogados, por el rango de éstas, y por 
su suficiencia y claridad, lo acordado por el Consejo de 
Abogados de Murcia contraviene de manera frontal tales 
preceptos, y por ello debe considerarse nulo por aplicación 
de las siguientes normas: el artículo 9.1 de la Constitución " 
Española que sujeta a todos los ciudadanos y poderes públi- 
cos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico, y 
el 9.3 que garantiza el principio de legalidad, jerarquía nor- 
mativa y seguridad jurídica; el artículo 6.3 del Código Civil 
que declara nulos de pleno derecho los actos contrarios a las 
normas imperativas y el artículo 47.2 de la Ley de Proce- 
dimiento Administrativo en relación con el 23 y siguientes 
de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del 
Estado». 

Coincide con el contenido de estos escritos el acuerdo 
del Consejo General de 4 de marzo de 1988 que declaró la 
nulidad del adoptado por el Colegio de Abogados de Gijón 
sobre suspensión del turno de oficio y asistencia letrada. 

El Acuerdo de 17 de junio de 1985 por el que se decla- 
ran nulos de pleno derecho otros procedentes del Cole- 
gio de ~ b o ~ a d o s  de Granada de 1985 sobre suspensión de 
turnos de oficio y asistencia letrada, establece la misma doc- 
trina. 

2. ARGUMENTOS UTILIZADOS POR EL MINISTERIO FISCAL 

De la demanda promovida por el Ministerio Fiscal contra 
acuerdo del Colegio de Abogados de Murcia de 16 de mayo 
de 1989 y fundada en la Ley 6211978 sólo conocemos que 
alegaba la vulneración de los artículos 17.3 y 24.2 de la 
Constitución. Pero por esa misma Fiscalía, en contestación 
a la demanda formulada por un Letrado no conforme con el 
acuerdo del Consejo General de 28 de diciembre de 1988, 



se precisaba lo siguiente para mantener la validez del acuer- 
do recurrido: «No se vulnera con dicho acuerdo el principio 
de libertad del recurrente, porque siendo el turno de ofi- 
cio un servicio público establecido por la ley con carácter 
obligatorio para la Abogacía (arts. 118, 119, 520, 788 
y 791 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y arts. 30.4, 
33, 37, 40 y 43 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, así como 
artículo 24 de la Constitución), cuya reglamentación ha si- 
do delegada a los correspondientes Colegios profesiona- 
les (arts. 57-59 del Estatuto General de la Abogacía), es 
en cambio voluntario para el recurrente porque en los Cole- 
gios de Abogados es facultativo pertenecer al turno de ofi- 
cio, como asimismo el darse de baja, lo que elimina auto- 
máticamente la supuesta consideración de "trabajo forzoso" 
a que alude el recurrente. Es más, suspender el Colegio la 
designación del turno de oficio, sí que podría conculcar el 
derecho a la libertad en el trabajo para los que quisieren ser 
designados. » 

«En cuanto a la denunciada desigualdad ante la Ley 
ni existe ni se produce por los motivos señalados en el 
artículo 14 de la Constitución. Efectivamente, el acto ad- 
ministrativo recurrido no supone ninguna discriminación, 
porque dándose de baja en el turno de oficio deja de verse 
afectado por dicha medida. En cuanto a que por su con- 
dición de Abogado pueda sentirse discriminado frente 
a otros profesionales, no es cierto que tal discriminación 
exista y contraríe el principio de igualdad, dado que la pro- 
fesión de Abogado soporta, como otras, unas cargas igua- 
les para todos los integrados en ellas. No se da, pues, un 
trato diferente o discriminatorio al recurrente frente a otros 
Abogados ni frente a otros profesionales ante situaciones 
que no son diferentes, ni las situaciones subjetivas de aquél 
y de éstos son comparables, por lo que no cabe alegar vul- 
neración del principio de igualdad (Sentencias del Tribunal 
Constitucional de 9 de junio de 1986 y 25 de novienibre de 
1986).» 



A) El Estatuto General de la Abogacía establece que 
ésta asume la obligación de defender de oficio a las personas 
que lo solicitaren, por lo que los Abogados vendrán obliga- 
dos a su defensa así como a prestar el servicio de asistencia 
a detenidos (art. 57). Preceptos análogos se hallan en los 
Estatutos de los Colegios de Abogados de Murcia (arts. 17 
y 32) y Oviedo (arts. 36, 43, 54, 56 y 57), al disponer que 
la defensa jurídica es una obligación profesional de la Abo- 
gacía; la intervención en el turno de oficio es igualmente 
una obligación del Abogado, que podrá ser rehusada sola- 
mente por causa justificada apreciada por la Junta de Go- 
bierno. La defensa de oficio es deber de la Abogacía como 
lo es para los Abogados incluidos en el turno de la defensa 
profesional de oficio y asistencia al detenido. 

La asistencia de oficio, como precisa el Fiscal de Oviedo 
en su Consulta, tiene una proyección constitucional, y es 
corolario indispensable del derecho de defensa que ha de 
ser reconocido (art. 119 de la Constitución) a quienes care- 
cen de recursos económicos, pero también a quienes, por 
cualquier causa, no designan a su propio Letrado. Las con- 
secuencias de la no prestación del servicio de asistencia ju- 
dicial Letrada ha sido la paralización de centenares de pro- 
cesos penales y ciyiles, y sus efectos inmediatos afectan 
tanto a la Administración de Justicia como a los derechos 
de los particulares, a quienes se obstaculiza su legítimo inte- 
rés en que se resuelvan los procesos afectados por la sus- 
pensión. 

En Derecho europeo, como tradicionalmente lo ha sido 
en nuestro ordenamiento, la asistencia letrada por el turno 
de oficio ha sido asumida generalmente sin condicionantes 
económicos por los Colegios de Abogados. El Tribunal Eu- 
ropeo de Derechos Humanos, en su sentencia de 29 de no- 
viembre de 1983 (caso Van der Mussele), estableció que la 
ausencia de una remuneración para el Abogado de oficio no 
constituye violación del Convenio de salvaguarda de los De- 



rechos Humanos y Libertades Fundamentales respecto a los 
Abogados afectados por la carga, tesis que significa la con- 
firmación de aquellos ordenamientos que imponen como 
contribución o carga judicial la asistencia gratuita a las per- 
sonas que, en el proceso, carecen de medios de fortuna o a 
quienes la ley les concede tal asistencia. Cita esta esencial 
porque una de las causas de los acuerdos de suspensión de 
los turnos de oficio es precisamente la económica, al preten- 
derse que se garantice una retribución de más entidad que 
las fijadas actualmente. 

De lo anteriormente expuesto, concluye el Fiscal de 
Oviedo, resulta incontrovertible la nulidad radical de 
los acuerdos de suspensión en armonía con estos razona- 
mientos: 

- Por ir en contra de preceptos estatutarios impediti- 
vos de una suspensión sine die y generalizada del turno de 
oficio. 

- Por implicar, materialmente, una modificación esta- 
tutaria opuesta a las normas comunes sobre el turno de ofi- 
cio previstas en los artículos 57-59 del Estatuto General de 
la Abogacía, que constituye una norma de rango superior. 

- Por presuponer una renuncia a un deber legalmente 
impuesto no permitida por el artículo 6.3 del Código Civil; 
el aplazamiento indefinido del deber jurídico equivale, en 
la práctica, a la renuncia al cumplimiento del deber. 

- Por vulnerar el artículo 24.1 de la Constitución, que, 
de conformidad con el artículo 6 del Convenio Europeo de 
Derechos Humanos, considera derecho fundamental la de- 
fensa y asistencia de Letrado, que está directamente relacio- 
nada con los derechos a un proceso legal con todas las ga- 
rantías y con el derecho de defensa y tutela judicial efecti- 
vas. La asistencia de Letrado constituye un derecho y una 
obligación para las partes y, como expresa el Tribunal Cons- 
titucional (sentencia 21611988, de 14 de noviembre), es una 
obligación también para los poderes públicos garantizar la 



defensa de oficio; en este sentido, la intervención de los 
Colegios de Abogados mediante la formación de los turnos 
de oficio y designación de Letrados, constituye un acto de 
participación delegada de esos poderes públicos. 

B) Con los presupuestos legales que preceden el Fiscal 
de Oviedo, somete expresamente a Consulta los siguientes 
puntos: 

1. OPORTUNIDAD DEL EJERCICIO POR EL MINISTERIO FISCAL 
DE LAS ACCIONES DE IMPUGNACI~N DE LOS ACUERDOS DE 

SUSPENSI~N 

La vinculación del Ministerio Fiscal al principio de lega- 
lidad le obliga a ejercitar las acciones que procedan según 
la ley, por lo que la consulta sobre la oportunidad de la 
acción sólo significa si de inmediato ha de ejercitarse o si 
conviene una cierta demora, dada la existencia de conversa- 
ciones, oficiosamente admitidas, entre la Administración y 
el Consejo General de la Abogacía. En contra de la situa- 
ción de espera militan razones de peso: paralización de la 
justicia, el reconocimiento de la nulidad radical de los 
acuerdos de suspensión del turno de oficio que respecto de 
otros Colegios formuló el Consejo General de la Abogacía, 
y, en fin, la tutela efectiva de los derechos fundamentales, 
cuyo restablecimiento no debe estar sometido a condiciones 
ni a plazos. 

2. V ~ A  PROCESAL ADECUADA PARA LA IMPUGNACI~N DE LOS 

ACUERDOS 

La única alternativa es ésta: si debe utilizarse la vía juris- 
diccional ordinaria -y si en ella habría de agotarse la vía 
previa administrativa- o la del proceso previsto en la Ley 
6211978. Este último es el cauce procesal que se estima más 
aconsejable, por estas razones: porque su finalidad es res- 



tablecer de inmediato los derechos fundamentales vulnera- 
dos, por la rapidez y sumariedad de esta vía procesal y por- 
que posibilita más fácilmente la provisional suspensión del 
auto recumdo. 

3. LEGITIMACI~N DEL MINISTERIO FISCAL PARA FORMIJLAR 

LA DEMANDA 

Ha de admitirse que nuestro ordenamiento jurídico legi- 
tima al Ministerio Fiscal en estos casos. Debe señalarse que 
la paralización de los procesos penales incide tanto en la 
vulneración del derecho de defensa de los inculpados como 
en el derecho a la tutela judicial efectiva de las víctimas del 
delito, cuyos intereses asume por imperativo legal el Minis- 
terio Fiscal cuando aquéllos no han comparecido como par- 
tes en el proceso. 

4. PLAZO PARA EL EJERCICIO DE LA A C C I ~ N  DE IMPUGNACI~N 

Caben varias posibilidades para apreciar cuál es el día 
inicial para el cómputo del plazo del artículo 8 de la 621 
1978. Sostener que el plazo debe contarse a partir de la 
notificación al Ministerio Fiscal de la comunicación del 
acuerdo; entender que comienza desde la notificacion de la 
providencia del ~ u e z  sobre la paralización del proceso por 
ausencia de Letrado, en cuyo caso la demanda debería ir 
acompañada de la prueba documental de este hecho; mante- 
ner que el plazo no comienza a correr desde la fecha de los 
acuerdos, pues no existe plazo en el sentido del artícu- 
lo 8.1 .O de la Ley 6211978, tesis ésta que es la propugnada. 

5 .  PETICI~N DE SUSPENSI~N DE LOS ACUERDOS IMPUGNADOS 

Siempre habrá de solicitarse. Tal suspensión supondría 
que el órgano del Colegio de Abogados a quien corresponde 



la formación de la lista de Letrados y la designación de los 
mismos habría de proceder de inmediato a la formación de 
las listas del turno de oficio y a la designación individualiza- 
da de la designación de Letrado encargado de la defensa, 
con lo que se volvería a la normalidad funcional alterada 
por la adopción del acuerdo. 

C) El Fiscal de Murcia, con la diligente y acertada ac- 
tividad que desarrolló con motivo del acuerdo de aquel Co- 
legio de Abogados de 16 de mayo de 1989, ya ha dado 
solución positiva expresa -confirmada en su momento por 
la ~iscalía General del Estado- a los extremos que en el 
anterior apartado B) se han recogido bajo los números 1, 2 
y 5. El comprendido con el número 3 se cuestionó en aquel 
proceso por la parte demandada, resolviendo la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo de Murcia por auto de 19 de 
junio de 1989, que «el Ministerio Fiscal está plenamente 
legitimado para promover la acción de la Justicia en defensa 
de la legalidad, de los derechos de los ciudadanos y del 
interés público tutelado por la Ley, lo que en el presente 
caso significa que puede actuar en interés de los ciudadanos 
que podrían resultar afectados por el acto colegial que se 
impugna». Y en este mismo auto, resolviendo sobre la peti- 
ción de suspensión del acuerdo interesada por el Ministerio 
Fiscal, se dice lo que sigue: «La decisión que aquí ha de 
adoptarse debe partir de las dos premisas siguientes: Que el 
Ilustre Colegio de Abogados aquí demandado, en la materia 
sobre la que versa el acuerdo impugnado actúa como Admi- 
nistración Pública -mediante el fenómeno doctrinalmente 
denominado de "Administración Corporativa" o "Autoadmi- 
nistraciónV- lo que determina que dicho acuerdo tenga el 
valor de verdadero "acto administrativo", y que según el 
artículo 7.4 de la Ley 6211978 el régimen de suspensión de 
los actos impugnados en el especial proceso regulado en ese 
texto legal, esté representado por acoger, como regla gene- 
ral, la solución de la suspensión, y establecer la denegación 
de tal suspensión sólo en los casos excepcionales en los que 



conste que la suspensión puede llevar consigo la existencia 
o posibilidad de perjuicio grave para el interés general, ha- 
ciendo recaer la carga de probar ese importante extremo so- 
bre el órgano autor del acto impugnado. Lo que acaba de 
decirse determina que deba acogerse la petición de suspen- 
der que plantea el Ministerio Fiscal, por lo siguiente: porque 
no se ha justificado satisfactoriamente qué intereses genera- 
les -no corporativos o individuales de los Colegiales 
miembros del Colegio demandado- pueden quedar perjudi- 
cialmente comprometidos si se accede a la suspensión.» 

Los temas específicos que integran la Consulta son so- 
metidos en ella a un examen exhaustivo, preciso y exacto. 
Los razones expresadas en apoyo de la tesis que se mantiene 
por la Fiscalía de Oviedo las juzgamos absolutamente váli- 
das, por lo que la Fiscalía General del Estado no sólo las 
comparte y muestra su conformidad en ellas, sino que tal 
criterio se traslada aquí para que aquella proposición consti- 
tuya explícita solución de la Consulta, y a la que habrán de 
sujetarse en lo sucesivo los Fiscales ante acuerdos análogos 
al que ahora se ha planteado. 

He aquí, resumidas, las cuestiones que se han presenta- 
do como conflictivas y su tratamiento jurídico. 

A) Naturaleza y contenido de los i zcuerdos de suspensión. 

1. Con carácter previo es de señalar que la situación 
de hecho no puede ser calificada como huelga de Letrados; 
la suspensión del turno de oficio no es posible imputarla, 
individual o colectivamente a los Letrados, ya que en nin- 
gún momento han sido designados nominatím para cada 
asunto propio del turno de oficio. De haberse dado esta Últi- 
ma circunstancia, el hecho podría tener relevancia jurídica 



merecedora de otro tipo de actuación. La suspensión de los 
turnos de oficio es un acto imputable a los Colegios de Abo- 
gados como personas jurídicas, cuya voluntad se ha forma- 
do por medio de las Juntas Generales extraordinarias. 

2. El acuerdo de suspensión es un acto cuyo contenido 
se traduce en un no hacer, pues supone el incumplimiento 
de una obligación cuya ejecución imponía una actuación 
concreta: la formación de un turno de oficio y la designación 
de Letrado para cada intervención que se atribuya a dicho 
turno. Es, además, un acto de tracto sucesivo, que se actua- 
liza cada vez que procede la designación de Letrado; sus 
efectos se materializan acto tras acto provocando la paraliza- 
ción del procedimiento judicial o la falta de ejercicio de la 
acción. 

3. Es un acto de naturaleza administrativa. Así resul- 
ta, en primer lugar, si atendemos a su procedencia, ya que 
los Colegios de Abogados son una Corporación de Derecho 
público cuyos actos están sometidos a control jurisdiccio- 
nal, tanto cuando sus efectos operan ad intra o en relación 
con los intereses colegiales y los derechos y deberes de 
los miembros del Colegio, como cuando se proyectan al 
exterior incidiendo sobre derechos o intereses de terceros; 
así lo declaran tanto el Tribunal Constitucional (Sentencias 
7611983, 2311984 y 12311987) como el Estatuto General de 
la Abogacía (art. 3). Y, en segundo término, el acto de 
suspensión es de carácter administrativo, porque la atri- 
bución estatutaria de disponer de un turno de oficio y de 
designar Letrados, constituye ejercicio delegado de funcio- 
nes públicas en cuanto que tal delegación proviene de las 
leyes procesales (arts. 788 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal y 33 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil) 
y es presupuesto necesario para el cumplimiento del deber 
del Estado de garantizar la defensa de oficio en los términos 
que prevé el ordenamiento jurídico (art. 24 de la Consti- - 
tución) . 



4. Dado que los acuerdos de suspensión, como ya se 
ha indicado, son actos nulos de pleno derecho (art. 91.1 del 
Estatuto General de la Abogacía), ello comporta la impres- 
criptibilidad de las acciones de impugnación, la amplitud de 
la legitimación para su ejercicio, así como la estimación ex 
oficio de la nulidad, tanto por la propia Corporación como 
por los Tribunales ante los que se ejercite la acción de nuli- 
dad, conforme a criterio jurispmdencial uniforme, lo que 
supone que la nulidad podrá ser declarada en proceso incoa- 
do a instancia de parte que finalmente resultare no estar 
legitimada. 

B )  La nulidad de los acuerdos necesita que sea instada 
formalmente. 

Las vías procesales se actuarán por uno de estos carni- 
nos: proceso ordinario o proceso especial de protección de 
los derechos fundamentales establecidos en la Ley 6211978, 
ambos por supuesto ante la jurisdicción contencioso-adrni- 
nistrativa. 

1. La vía del proceso cvnrencioso ordinario. En prin- 
cipio no plantea problemas la legitimación del Ministerio 
Fiscal, como tampoco las cuestiones relativas a las lirnita- 
ciones temporales del recurso. Lo primero, porque la legiti- 
mación del Ministerio Fiscal le está atribuida por todas 
aquellas normas (arts. 124.1 de la Constitución, 435.1 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial, 1 del Estatuto orgánico) 
que le configuran como órgano defensor de la legalidad y 
del interés público, aspecto que en nuestro caso concurren 
indubitadamente. Por otra parte, no hay limitación temporal 
en cuanto al ejercicio de la acción, ya que la nulidad radical 
puede denunciarse, precisamente porque no es convalidable, 
en todo tiempo. 

El problema puede, sin embargo, derivarse de la exigen- 
cia de la vía previa administrativa que se establece como 
requisito para el acceso a la jurisdicción (art. 96 y siguien- 



tes del Estatuto General de la Abogacía). Efectivamente, no 
agotar la vía administrativa previa constituye una causa de 
inadmisibilidad (art. 62,1 .c. de la Ley Jurisdiccional de 
1956) que aquí concurriría al no ser aplicable la excepción 
prevista en el artículo 37.1 y 2. Es de notar, no obstante, 
que si no parece dudoso que el Ministerio Fiscal cuando 
actúa en representación legal de menores, incapacitados y' 
ausentes, debe utilizar el sistema de recursos administrativos 
antes de acudir a la vía jurisdiccional, no es tan claro que 
cuando actúe en defensa de la legalidad y en función de la 
tutela del interés público y los derechos fundamentales esté 
vinculado a dicho requisito, toda vez que la intervención 
del Ministerio Fiscal se desarrolla, generalmente, ante la 
jurisdicción. La diferencia entre una y otra modalidad de 
actuación se deriva de que, en el primer caso, el Ministerio 
Fiscal actúa por otro en su cumplimiento de deberes especí- 
ficos que le impone el Estatuto orgánico (art. 3.7), mientras 
que en el segundo actúa por sí mismo en cumplimiento de 
los deberes generales que le impone la Constitución, la Ley 
Orgánica del Poder Judicial y el propio Estatuto orgánico. 

2. La vía del proceso especial de protección de los 
derechos fundamentales. No deja de suscitar problemas a 
los que precisa dar la adecuada solución. 

a) La legitimación del Ministerio Fiscal para la inter- 
posición del recurso. Pese a algunas actitudes doctrinales 
contrarias ha de proclamarse que el Ministerio Fiscal está 
legitimado para interponer por sí la acción, supuesto el no 
ejercicio de la misma por el titular del derecho fundamental. 
Como preceptos de los que se extrae esta legitimación se 
citan los artículos 10, 53.1.2. y 3 y 124 de la Constitución, 
435 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y de modo expre- 
so el artículo 3.3 del Estatuto Orgánico cuando establece 
que corresponde al Ministerio Fiscal «velar por el respeto.. . 
de los derechos fundamentales y libertades públicas con 



cuantas actuaciones exija su defensa». Pero, por otra parte, 
la Ley 6311978 ni condiciona la legitimación, materia propia 
de las leyes sustantivas, ni impide que el Ministerio Fiscal 
actúe en posición procesal que reúne, excepcionalmente, la 
doble función de órgano defensor de la legalidad y de pro- 
motor de la acción de la justicia. 

En realidad, ejercitada la acción contra un Colegio de 
Abogados que tomó el acuerdo y no contra un Letrado de 
oficio para un asunto determinado que negándose a la defen- 
sa paraliza la actividad del procedimiento, el Ministerio fis- 
cal está actuando per se en defensa de la legalidad y no en 
nombre o representación del titular del derecho fundamental 
afectado. En este sentido cabe citar la sentencia del Tribunal 
Constitucional 8611985, de 10 de julio. En recurso de ampa- 
ro por él promovido, se aducían por el Ministerio Fiscal 
para solicitar la declaración de nulidad los intereses genera- 
les de los ciudadanos relativos a la educación respecto a los 
cuales no puede ser ajeno. Cuestionada su legitimación, se 
declara por el Tribunal Constitucional que la legitimación 
del Ministerio Fiscal se configura como un ius agendi reco- 
nocido a esie Órgano en mérito a su específica posición ins- 
titucional. Promoviendo en este caso el amparo constitucio- 
nal, el Ministerio Fiscal defiende, ciertamente, derechos 
fundamentales, pero lo hace, y en esto reside la peculiar 
naturaleza de la acción, no porque ostente su titularidad, 
sino como portador del interés público en la integridad y 
efectividad de los derechos fundamentales. 

b) La legitimación pasiva la ostentan los Colegios de 
Abogados, Corporaciones de Derecho público de quienes 
proceden los actos que vulneran los derechos fundamentales. 

c) El acto administrativo está entre los señalados en el 
artículo 6 de la Ley 6211978, pero en relación con la deter- 
minación del acto recumble, surgen cuestiones, especial- 
mente la que concierne al plazo para la interposición del 
recurso. 



- El artículo 8.1 de la Ley 6211978 dispone que el 
recurso contencioso-administrativo se interpondrá dentro de 
los diez días siguientes a la notificación del acto impugnado 
si fuere expreso. En caso de silencio administrativo, el plazo 
anterior se computará una vez transcurridos veinte días des- 
de la solicitud del interesado a la Administración sin necesi- 
dad de denunciar la mora. 

- La rigurosidad del término fijado para el ejercicio de 
la acción se corresponde con la naturaleza y finalidad que el 
proceso pretende. La interposición de la acción fuera del 
plazo establecido constituye causa de inadmisibilidad. Que 
la acción de nulidad radical sea imprescriptible y que por 
tanto no esté sometida a requisitos temporales, no afecta al 
plazo del artículo 8.1 y ello aún cuando la nulidad esté basa- 
da, junto a otras causas, en la vulneración de las normas 
constitucionales que reconocen derechos fundamentales. 

- El plazo se computa a partir de la notificación del 
acto, si éste, como aquí sucede, es expreso. En el caso 
concreto los acuerdos de suspensión del turno de oficio no 
han sido notificados formalmente. No obstante, su existen- 
cia y operatividad constituye un hecho notorio. Con todo, 
en cada proceso en particular, los Abogados comunican a la 
demanda judicial de designación de Abogados de oficio, la 
negativa a su nombramiento invocando los acuerdos cole- 
giales de suspensión y provocando con ello la paralización 
de los procesos. Aunque derivados de tales acuerdos, la 
concreta negativa a la designación de Letrado, constituiría 
ya un acto expreso del que puede partirse para la determina- 
ción del comienzo del plazo de impugnación. 

Por otra parte, y presupuesta lalegitimación del Ministe- 
rio Fiscal para la interposición de la demanda de protección 
jurisdiccio>al, el plazihabría de contarse, en principio, des- 
de la comunicación de los acuerdos, dada la inactividad del 
justiciable cuyos derechos fundamentales a la defensa de 
oficio y a la tutela judicial efectiva han sido efectivamente 



lesionados y en razón a que la vulneración de los mismos 
no puede ser corregida por los propios órganos jurisdiccio- 
nales, pues la ley no arbitra soluciones en el proceso civil 
para la designación por el propio Juez o Tribunal de Letrado 
de oficio, y en el proceso penal la designación directa que 
en el abreviado contempla la Ley (art. 788 de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal) sólo puede ser realizada si existe 
formada y en actualización constante la lista de los turnos 
de oficio. 

Ahora bien, el carácter permanente que tienen los acuer- 
dos de suspensión, supone que el cómputo para la acción de 
impugnación no se habrá de determinar desde la fecha en 
que se adoptaron, por cuanto la situación de lesividad de los 
derechos del particular es continuada y se refuerza con la 
sistemática denegación de la asistencia Letrada. Razones 
que abonan también la no aplicación del plazo preclusivo 
del artículo 8.1 de la Ley 6211978. 

Madrid. 27 de noviembre de 1989. 

L FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Jefes de los Tribunales Su- 
periores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. 



INSTRUCCIONES 



INSTRUCCION NUMERO 111 989 

A PROPOSITO DE LA SENTENCIA DEL 
TRIBUNAL EUROPEO DE DERECHOS HUMANOS 

DE 6 DE DIClEMBRE DE 1988 

A) El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha pro- 
nunciado sentencia el 6 de diciembre de 1988 en asunto 
planteado por la Comisión Europea de Derechos Humanos 
y por el Gobierno español. Su origen fueron tres demandas 
presentadas contra España por condenados en el «asunto 
Bultó», en las que solicitaron, entre otras cosas, que se de- 
clarara la existencia de una violación, cometida por España, 
del artículo 6, párrafo 1 del Convenio Europeo de los Dere- 
chos Humanos y las Libertades Públicas de 4-11-1950, al 
no haberse beneficiado de un proceso justo ante un Tribunal 
independiente e imparcial en el extremo relativo a que «toda 
persona tiene derecho a que su causa sea oída justa y públi- 
camente por un Tribunal.. . que decidirá sobre el fundamen- 
to de cualquier acusación en materia penal dirigida contra 
ella». El Gobierno español, por su parte, solicita del Tribu- 
nal «que examine el procedimiento en virtud del cual fueron 
condenados los demandantes, en su conjunto o separada- 
mente, cada uno de los actos que en él figuran, y declare 
que las disposiciones del artículo 6, párrafos 1 y 2 del Con- 
venio Europeo no habían sido violadas en este caso y que, 
consiguientemente, los hechos origen del litigio no revela- 
ban por parte de España violación alguna de las obligaciones 
que le incumben en los términos del Convenio». 



Sobre la alegada violación del artículo 6.1 en la sen- 
tencia se establece la siguiente conclusión: «Teniendo en 
cuenta el traslado tardío de los demandantes de Barcelona a 
Madrid, el cambio inopinado en la composición del Tribunal 
inmediatamente antes de la apertura del juicio oral, la breve- 
dad de éste, y, sobre todo, la circunstancia de que pruebas 
muy importantes no fueron presentadas y discutidas de ma- 
nera adecuada durante la vista, en presencia de los acusados 
y bajo el control del público, el Tribunal concluye que el 
procedimiento en causa, considerado en su conjunto, no ha 
respondido a las exigencias de un proceso justo y público». 
Y en el fallo se «declara por diez votos contra ocho que ha 
habido violación del artículo 6, párrafo 1». 

A este fallo han contribuido especialmente la conclusión 
irregular -para la estricta mayoría de los componentes del 
Tribunal- de determinadas conductas y actos procesales 
durante la celebración del juicio y en momentos previos al 
mismo, que exponemos en síntesis. 

La demanda de los condenados se había construido jurí- 
dicamente sobre varios puntos que no fueron atendidos por 
el Tribunal Europeo. Mas existen algunas cuestiones que 
fueron tratadas con mayor o menor intensidad. Entre otras, 
las siguientes: que los objetos intervenidos durante el proce- 
so no podían tener el carácter de piezas de convicción, ya 
que no constaba formalmente la remisión por la Policía al 
Juez Instructor, ni su presencia ante el Tribunal para ser 
examinadas en el acto del juicio; que no fueron advertidos 
previamente de la sustitución de miembros del Tribunal, con 
lo que se impedía la posibilidad de instar la recusación; que 
el Ministerio Fiscal había solicitado como prueba documen- 
tal la lectura de la totalidad de los folios del sumario sin 
individualizar y precisar los que fundaban los hechos impu- 
tados, lo que, evidentemente, dificultaba la labor de la de- 
fensa; y que el Ministerio Fiscal en el acto del juicio oral 
tuvo «por reproducida» aquella prueba documental, lo que 
implica sustraer del control público la práctica de una gran 
parte de las pruebas. 



En la fundamentación jurídica de la sentencia son de 
destacar los argumentos empleados bajo la rúbrica «Sobre 
el derecho a un proceso justo», que tienen clara proyección 
sobre la conclusión y el fallo. 

1. Fue alegado, en primer término, el traslado tardío 
al lugar del juicio sólo unas seis horas antes del comienzo 
de las sesiones tras un largo viaje. Se declara a esta puntua- 
lización que a pesar de que los imputados estaban asistidos 
por sus defensores, que tuvieron ocasión de formular su pro- 
testa, este hecho, por sí mismo lamentable, debilitó sin duda 
alguna su posición en el momento crucial en que precisaban 
de todas sus fuerzas para defenderse, y especialmente para 
afrontar su interrogatorio durante el juicio oral. 

2. Alegado que el mismo día de la celebración del jui- 
cio se cambió la composición del Tribunal sin notificación 
previa, se declara que tal hecho debe dar lugar a investigar 
si ese cambio ha tenido consecuencias en el carácter justo 
del procedimiento y particularmente en el juicio oral. Los 
defensores de los demandantes podían temer que el nuevo 
Presidente conociera de forma imperfecta un asunto de gran 
complejidad, y en el que el sumario, de extrema importancia 
para el resultado de la causa, era muy voluminoso; no hubo 
un examen completo de las pruebas durante el juicio y la 
deliberación tenía que producirse inmediatamente después 
del juicio o a más tardar al día siguiente. 

3. En sus conclusiones provisionales respectivas el Mi- 
nisterio Fiscal y la acusación particular solicitaron la lectura 
de la totalidad del sumario y la defensa sólo la de ciertas 
partes del mismo. Durante la vista las partes consintieron 
en prescindir de tal lectura. El empleo de la fórmula «por 
reproducida» tuvo como consecuencia sustraer del público 
la práctica de una gran parte de las pruebas. El Gobierno 
resalta que nada impedía a los defensores de los demandan- 
tes exigir la lectura de ciertas partes o de la totalidad del 



sumario en el juicio oral, y al no haberlo hecho renunciaron 
a tal derecho. Según la jurisprudencia constante del Tribu- 
nal, la renuncia al ejercicio de un derecho garantizado por 
el Convenio -siempre y cuando sea lícita- debe hacerse 
de manera inequívoca; si el empleo de la fórmula «por re- 
producida» demostraba que la defensa aceptaba prescindir 
de la lectura pública de las actuaciones sumariales, no se 
puede deducir de ello que consintiera en no impugnarlas, 
especialmente cuando la acusación se basaba en ellas y de 
modo particular en las declaraciones de ciertos testigos. Por 
medio de la ya citada fórmula, todas las actuaciones del 
sumario fueron introducidas en el procedimiento en el acto 
de la vista. 

4. Respecto de las armas y a los otros objetos o docu- 
mentos descubiertos en las viviendas de los demandantes, 
no fueron presentadas durante el juicio oral, aunque la acu- 
sación las señaló como pruebas. Por tanto, la defensa no 
pudo debatir de manera plenamente eficaz su autenticidad y 
pertinencia. 

B) La doctrina del Tribunal Europeo de los Derechos 
Humanos es, en líneas generales, clara y precisa. Importa 
destacar la que se refiere a la actividad específica que co- 
rresponde al Ministerio Fiscal en dos puntos concretos inob- 
servados en el proceso cuya denuncia dio lugar a la senten- 
cia de 6 de diciembre de 1988. En el futuro, y en cumpli- 
miento de la presente instrucción -que lo será al mismo 
tiempo del contenido de la sentencia-, las irregularidades 
anotadas deben subsanarse. Básicamente nos situamos en 
algunos requisitos de la proposición y práctica de la prueba 
documental y a la necesidad de que los efectos e instrumen- 
tos se hallan a disposición del Tribunal en el acto de la 
celebración del juicio oral. 

Es rechazable la fórmula, no por muy extendida en la 
práctica menos absolutamente improcedente, de que al arti- 
cular la prueba documental en los escritos de calificación 



provisional o de acusación, se proponga la lectura de la tota- 
lidad o de buena parte de los folios que integran el sumario 
de modo genérico o sin especificación alguna. Del propio 
modo debe proscribirse el hecho de que una vez concluida 
la práctica correcta de otros tipos de pmeba, respecto a la 
documental se manifieste, sin más, que se tenga por repro- 
ducida. Uno y otro supuesto son susceptibles de generar 
indefensión, dado que las demás partes no conocerán con 
exactitud qué documentos constituyen la verdadera causa 
que justifique penalmente los hechos materiales imputados. 
Y, de otra parte, tal actitud sustrae al conocimiento público 
los hechos sobre los que se construye la definitiva acusación. 

Por ello, y a fin de que los presupuestos esenciales de 
un proceso justo y público estén completos, se tendrán en 
cuenta para la pmeba documental las siguientes previsiones: 

1. Proposición concreta de la prueba documental sin 
invocación genérica a las diligencias del sumario. Traducido 
a la práctica, el Ministerio Fiscal, al proponer en el escrito 
de calificación provisional o en el de acusación la pmeba 
documental, especificará detalladamente cada uno de los fo- 
l i o ~  del sumario o de las diligencias previas imprescindibles 
para la fundamentación jurídica de los particulares hechos 
imputados. En consecuencia, serán eliminadas las fórmulas 
abstractas o genéricas cualesquiera sea su forma de expre- 
sión, tales como «todos los folios del sumario», «todos los 
folios de las actuaciones» o «todos los folios del sumario 
útiles». 

2. En particular, deberán proponerse específicamente 
aquellas pruebas sumariales en las que, por no haber partici- 
pado el imputado, estuvo privado de la oportunidad de im- 
pugnar, para que de esta manera puedan ser sometidas a 
crítica en el juicio oral. 

3. Eludir en lo posible durante el acto del juicio la 
también abstracta expresión de dar por reproducida la prue- 



ba documental. Esto sin embargo exige alguna matización. 
Se interesará siempre la lectura de los folios de las actuacio- 
nes que se juzguen esenciales o sirvan de fundamento para 
la adecuada y definitiva configuración jurídica de los hechos 
penales. Puede darse por reproducido el resto de la prueba 
documental aticulada, siempre que conste la conformidad 
expresa de la defensa, que deberá hacerse constar en el acta 
del juicio oral. 

En su misión de velar porque la función jurisdiccional 
se ejerza eficazmente denunciando cualquier tipo de irregu- 
laridad procesal que pueda incidir negativamente sobre la 
necesidad de un juicio público y justo, son también deberes 
del Ministerio Fiscal: 

1. Cuidar que sean notificados a las partes los cambios 
que puedan producirse entre los componentes del Tribunal 
con la suficiente antelación al comienzo de las sesiones del 
juicio oral, a fin de que, en su caso, puedan ejercitar su 
derecho de recusación. 

2. Procurar que se cumplan las normas contenidas en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal sobre examen de las pie- 
zas de convicción y el material puesto a disposición del Tri- 
bunal en el acto de celebrarse el juicio oral. Uno de los 
fines del acto de intervención durante el proceso penal de 
los efectos e instrumentos provenientes del delito, es el pro- 
batorio, lo que presupone que han de permanecer natural- 
mente durante su sustanciación a disposición del Juez o Tn- 
bunal. Y ello está previsto de modo expreso en la L.E.Cr., 
concretamente en las siguientes normas. Si a la conclusión 
del sumario deben remitirse al Tribunal (arts. 622 y 626) 
a fin de que puedan ser examinadas por el Ministerio Fiscal 
y las partes al tiempo de la instrucción (art. 629) y de la 
calificación (art. 634), ya durante el juicio oral serán coloca- 
das en el local en que se celebre (art. 688) para que puedan 
ser reconocidos por los testigos (art. 712) y examinadas por 
el propio Tribunal (art. 726). Atendidas estas disposiciones 



el Tribunal Supremo ha podido declarar que la presencia de 
las piezas de convicción al inicio de las sesiones del juicio 
oral es absolutamente preceptiva aun cuando las partes no 
lo soliciten como medio de prueba, y si las partes han solici- 
tado en sus conclusiones la presencia de las piezas, bien 
como prueba directa que deba examinar el Tribunal senten- 
ciador, bien como complemento de otras pruebas personales 
para cuyo normal desenvolvimiento se precise su exhibi- 
ción, éstas adquieren el rango de verdaderas pruebas, y si 
las Audiencias las admiten y no disponen y ordenan su traí- 
da a la vista durante las sesiones del juicio oral, o ante su 
presencia no se acuerdan tras breve interrupción que sean 
trasladadas ante el Tribunal o no suspenden las sesiones del 
juicio oral previa petición de parte, tal negativa es impugna- 
ble por el cauce del artículo 850.1 ." de la L.E.Cr. (senten- 
cias de 1-2-1983 y 23-3-1984). 

En virtud de esta doctrina, que se conforma con el ar- 
tículo 688 de la L.E.Cr., los Fiscales exigirán en sus escri- 
tos de calificación la presencia -si no fuere absolutamente 
imposible por razón de su peso o volumen- de las piezas 
de conviccíón en el local del Tribunal al tiempo del comien- 
zo de las sesiones del juicio oral. Y si no lo estuvieren 
habrá de tenerse en cuenta si las partes lo han pedido expre- 
samente como medio de prueba a fin de si procede o no 
suspender el acto de1 juicio oral. 

Madrid, 27 de febrero de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Territoriales y Provinciales. 



INSTRUCCION NUMERO 21 1989 

SOBRE NORMAS TRANSITORIAS PARA LA 
APLICACION DEL PROCEDIMIENTO ABREVIADO 
DE LA LEY ORGANICA 711988, DE 28 DICIEMBRE 

Es principio del derecho transitorio en materia procesal 
el que tratándose de una actividad que se desarrolla en el 
tiempo, la entrada en vigor de una nueva ley obliga a Ia 
aplicación a los actos procesales que se realizan bajo su 
vigencia, quedando consumados los ya realizados bajo la 
ley anterior, que no deben ser reproducidos conforme a las 
normas de la ley nueva, que no estaba vigente al producirse 
aquéllos. Esa doctrina se matiza considerando que por actos 
procesales se entienden todos los comprendidos en una fase 
procesal, de modo que iniciada ésta bajo la vigencia de una 
ley, debe culminarse conforme a ella, produciéndose en las 
fases sucesivas la acomodación al nuevo proceso. 

La anterior doctrina debe tenerse presente para interpre- 
tar las normas de acomodación de los procesos en trámite 
conforme a la legislación derogada &.O. 10/80 y arts. 789 
a 803 L.E.Cr.), al nuevo procedimiento abreviado estableci- 
do por la L.O. 7/88, de 28 de diciembre. 

Como reglas para resolver las cuestiones de derecho 
transitorio deben tener en cuenta a los señores Fiscales, tan- 
to las disposiciones de la citada L.O. 7/88 y las disposi- 
ciones adicionales de la Ley 38/88 de demarcación y plan- 
ta judicial, como las establecidas por los Acuerdos del Ple- 
no de1 Consejo General del Poder Judicial del día 3 de fe- 



brero último, cuyo contenido conocen ya los señores Fis- 
cales. 

Como reglas generales deducibles de tales normas, po- 
dremos señalar: 

1." A partir del primero de marzo todos los procedi- 
mientos que se incoen por delitos comprendidos en el artícu- 
lo 779 de la L.E.Cr. se instruirán como diligencias previas. 

2.a A partir de la misma fecha, todos los sumarios or- 
dinarios, los de urgencia, las diligencias preparatorias y los 
juicios orales de la L.O. 10180 que se estén instruyendo por 
delitos de los que conforme al artículo 799 citado deban 
conocerse en el procedimiento abreviado, se transformarán 
en diligencias previas de tal procedimiento. Los autos de 
procesamiento que se hayan dictado en los sumarios que se 
transformen, se modificarán tan sólo en el sentido de no 
considerarse procesado a quien lo esté, pero manteniendo y 
ratificando las medidas cautelares personales y reales adop- 
tadas (prisiones, fianzas, embargos, etc.). 

3.a Hasta el día 15 de septiembre, en que entren en 
función los Juzgados de lo penal, los actuales Juzgados de 
instrucción afectados por la disposición adicional primera 
de la Ley 38/88 que deban cesar en sus funciones como 
Juzgados de instrucción, serán únicamente los que expresa- 
mente se citan en el extremo 2." del Acuerdo del Consejo 
General del Poder Judicial antes citado. 

4.= En tanto no entren en funciones los Juzgados de lo 
penal, harán sus funciones los Juzgados de instrucción de la 
demarcación, conforme a las normas de reparto que tengan 
establecidas actualmente, para evitar la coincidencia en un 
mismo Organo de la instrucción y fallo de la causa. 

5." En 10s procedimientos en trámite en los Juzgados 
de instrucción, la fase de calificación se realizará en el 



propio Juzgado, conforme a lo dispuesto en el Cap. II del 
nuevo Tít. 111 del Libro IV de la L.E.Cr. 

6." Las Audiencias Provinciales conocerán todos los 
asuntos en trámite ante los Juzgados de instrucción o ante 
ellas que fueran de su competencia conforme a las normas 
derogadas, en tanto no entren en funcionamiento los Juzga- 
dos de lo penal, tal como dispone la disposición transito- 
ria 3 .Ve  la L.O. 7/88 y el punto 3." del Acuerdo del Conse- 
jo citado. 

7." En los procedimientos en trámite en las Audiencias 
Provinciales, éstas continuarán conociendo de los mismos, 
conforme a la disposición transitorja 3." de la L.O. 7/88. 
Cuando entren en vigor el 15 de septiembre los Juzgados de 
lo penal, las Audiencias conservarán la competencia para el 
enjuiciamiento y fallo de todos los asuntos ante ellas pen- 
dientes, entendiendo por tales todos los que hayan causado 
asiento en los libros de la Secretaría (art. 53.4 de la Ley 
38/88 y punto 3." del Acuerdo del Consejo). 

8." La acomodación que las Audiencias provinciales 
hagan al nuevo procedimiento se entenderá respecto a las 
fases iniciadas bajo la vigencia de la nueva Ley. Las ya 
iniciadas bajo las normas derogadas seguirán rigiéndose por 
éstas. En consecuencia se entenderá que debe seguir enjui- 
ciándose por las normas del procedimiento ordinario (aun- 
que por su pena debieran, en principio, acomodarse al abre- 
viado) o de urgencia las causas pendientes ante la Audiencia 
que hubieren entrado en la fase de calificación, considerán- 
dose que han entrado en dicha fase desde que se acuerde su 
iniciación con la providencia de pase para calificación (o 
instrucción y calificación, en e1 procedimiento de urgencia 
ante la Audiencia) al Ministerio Fiscal (Disposición transito- 
ria 5." de la L.O. 7/88 y punto 4." del Acuerdo del Consejo). 

Los señores Fiscales tomarán las disposiciones precisas 
para acomodar el régimen interno de las Fiscalías a las pres- 



cripciones del nuevo procedimiento, de acuerdo con lo que 
en las Juntas de Fiscalía se resuelva y las Instrucciones que 
pueda impartir esta Fiscalía General del Estado y, por su 
delegación, la Inspección Fiscal. 

Madrid, 2 de marzo de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Jefes de las Audiencias Te- 
rritorial y Provinciales. 



INSTRUCCION NUMERO 311989 

INTERVENCION DEL FISCAL EN EL ORDEN CIVIL 

Excmos. e Ilmos. Sres: 

Como ya se dijo, en la Introdución a la Memoria de esta 
Fiscalía General del Estado, presentada al inicio del año 
judicial, en septiembre de 1988, el Ministerio Fiscal ya no 
es sólo la genuina encarnación del principio acusatorio que 
impulsa, y a la vez limita, la jurisdicción, sino que su lucha 
por la Justicia y la Legalidad abarca múltiples campos, y 
así es cada vez mayor su intervención en el orden civil, 
como se pone de manifiesto en dicha Memoria. 

Pues bien, en este orden jurisdiccional, se está observa- 
do, que por las Fiscalías respectivas no se dan los datos 
necesarios a la Fiscalía del Tribunal Supremo en los proce- 
sos en que han intervenido y en los que las partes o el Mi- 
nisterio Fiscal han preparado un recurso de casación, lo que 
dificulta extraordinariamente el trabajo de la Fiscalía del 
Tribunal Supremo. 

Por ello me dirijo ahora a los señores Fiscales, a fin de 
darles las siguientes Instrucciones precisas sobre el modo 
de actuar los Fiscales en el proceso civil: 

l." Se debe realizar una intervención activa y eficaz 
en los procesos en los que somos parte, abandonando viejas 
rutinas y posiciones meramente formularias, acudiendo a las 
comparecencias que requieran nuestra presencia, ejercitando 



todas las facultades procesales legalmente reconocidas, e in- 
terponiendo o preparando, en su caso, los oportunos recur- 
sos, incluso el de casación. 

2." En todo caso, si por cualquiera de las partes, se 
preparase éste último recurso, debe remitirse a la Fiscalía 
del Tribunal Supremo los antecedentes y actuaciones del 
proceso que se consideren convenientes, para la adecuada 
información del Fiscal en la tramitación y debate del mismo 
ante la Sala Primera del Tribunal Supremo, y siempre los 
dictámenes y actuaciones del Fiscal, emitidos en las dos 
instancias, y copia de las sentencias recaídas en las mismas. 

3." Deben vigilarse cuidadosamente los supuestos en 
que sea oportuno interponer recursos de casación en interés 
de la Ley, y proponer a la Fiscalía del Tribunal Supremo su 
interposición. 

Encarezco a V.E.N.I. el cumplimiento de la presente 
Instrucción, de la que deberá acusar recibo, así como comu- 
nicarla a los Sres. Fiscales que de V.E.TV.1. dependan. 

Madrid, 9 de marzo de 1989. 

Excmos. e Iimos. Sres. Fiscales Jefes de Audiencias Terri- 
toriales y Provinciales. 



JCION NUMERO 411989 

DISPOSICIONES ADICIONALES 4.a Y 5 .a 
Y DISPOSICION TRANSITORTA 2 ." 

DE LA LEY ORGANICA 311989 

Excmos. e Ilmos. Sres.: 

La inminente entrada en vigor de la L.O. 311989, de 21 
de junio, de actualización del Código Penal aconseja, sin 
perjuicio de que esta Fiscalía General del Estado pueda im- 
partir una Circular en la que con más detenimiento se anali- 
cen las cuestiones que para la actuación del Ministerio Fis- 
cal pueda plantear la interpretación y aplicación de la refor- 
ma, el llamar la atención inmediata de los señores Fiscales 
sobre el contenido de las Disposiciones Adicionales Cuarta 
y Quinta y la Disposición Transitoria Segunda de aquella 
Ley, en cuanto su cumplimiento obliga a una actuación es- 
pecífica del Ministerio Fiscal. 

Primero. La Disposición Adicional Cuarta dispone que 
«cuando mediante denuncia o reclamación del perjudicado 
se incoe un procedimiento penal por hechos constitutivos de 
infracciones previstas y penadas en los artículos 563, párra- 
fo segundo, 586 bis y 600 del Código Penal podrán compa- 
recer en las diligencias penales que se incoen y mostrarse 
parte todos aquéllos otros implicados en los mismos hechos 
que se consideren perjudicados, aunque la cuantía de los 
daños que reclamen no exceda de la cuantía del Seguro 
Obligatorio*. 



En consecuencia, los señores Fiscales, en defensa de los 
derechos de los ciudadanos, deberán cuidar de que el dere- 
cho de comparecencia a «todos los implicados en los mis- 
mos hechos que se consideren perjudicados» que se estable- 
ce en esa disposición adicional sea reconocido en el procedi- 
miento, apoyando cualquier petición de comparecencia y 
adoptando en los eventuales recursos que puedan producirse 
una posición favorable al ejercicio de su derecho y a la peti- 
ción de comparecencia y adoptando en los eventuales recur- 
sos que puedan producirse una posición favorable al ejerci- 
cio de su derecho y a la petición de tutela judicial de quien 
se estime perjudicado por el hecho que dé origen al procedi- 
miento penal -sea por delito, sea por falta- en que la 
comparecencia se interese. 

Segundo. En todas aquellas faltas enumeradas en la 
Disposición Transitoria Quinta, párrafo primero y segundo 
(las hasta ahora previstas en los arts. 576, 2." y 3."; 577, 
3.", 4.", 7." y 8."; 584, 7."; 572, l." y 578 del C.P.), que 
continuarán vigentes con el carácter de infracciones admi- 
nistrativas, los señores Fiscales, al interesar el archivo de 
las actuaciones por falta de tipicidad penal de los hechos, 
pedirán a la vez expresamente la remisión de un testimonio 
a la Autoridad administrativa competente por razón de la 
materia, a los efectos de la sanción gubernativa de los he- 
chos. 

Igual decisión adoptarán los señores Fiscales respecto a 
las faltas previstas en el párrafo 3." de la citada Disposición 
Adicional Quinta (las de los arts. 568 y 570, l.", 2.", 3." y 
4." del C.P.), que pasan a ser castigadas en los términos del 
procedimiento sancioandor de los artículos 133 y 137 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 
1958. 

Tercero. Por último, y lo más importante, la Disposi- 
ción Transitoria Segunda dispone que «la tramitación de los 
procesos iniciados antes de la entrada en vigor de esta Ley 



por hechos que resultan por ella despenalizados o sometidos 
al régimen de denuncia previa continuará hasta su normal 
terminación, salvo que el legitimado para ello manifestare 
expresamente no querer ejercitar las acciones civiles que le 
asistan, en cuyo caso se procederá al archivo de lo actuado, 
con el visto del Ministerio Fiscal. 

Si continuare la tramitación, el Juez limitará el conteni- 
do del fallo al pronunciamiento sobre responsabilidades ci- 
viles y costas, ordenando la ejecución conforme a lo dis- 
puesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal». 

Los señores Fiscales instarán y vigilarán con todo celo 
el cumplimiento de esta Disposición Transitoria. A tal fin, 
habrá que distinguir: 

a) Supuestos en los que el autor no sea conocido, en 
los que el Fiscal interesará el sobreseimiento provisional del 
número 2 del artículo 641 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal, o el archivo, también provisional, del juicio de fal- 
tas, en tanto no pueda determinarse el eventual autor de los 
hechos. 

b) Supuesto en que los hechos no puedan ser tipifica- 
dos como delito o falta, en cuyo caso procede igualmente 
interesar el sobreseimiento libre del número 2 del artícu- 
lo 637 o el provisional del número 1 .O del artículo 641, así 
como, en su caso, el archivo del juicio de faltas. 

c) Supuestos en que los hechos, teniendo autor conoci- 
do o determinable fueren inicialmente calificados como 
constitutivos de un delito o de falta, que hayan dejado de 
ser tal, por lo que proceda solicitar el sobreseimiento libre 
o retirar la acusación ya formulada. En tal caso, los señores 
Fiscales, junto con la petición correspondiente al aspecto 
penal del procedimiento, interesarán expresamente la conti- 
nuación del proceso hasta su intervención por sentencia a 
los solos efectos del pronunciamiento sobre las responsabili- 
dades civiles, salvo que éstas hayan sido renunciadas o el 



perjudicado se haya reservado su ejercicio en la vía civil 
correspondiente. 

Cuando la iniciativa del sobreseimiento o archivo parta 
del Juez, el Fiscal, antes de poner el «Visto» correspondien- 
te, comprobará no hallarse ante un supuesto en que, en los 
términos de la Disposición Transitoria citada, procede conti- 
nuar el proceso hasta su normal terminación, a efectos de 
pronunciamiento sobre responsabilidades civiles, en cuyo 
caso desistirá de la resolución judicial, interponiendo el co- 
rrespondiente recurso. 

Cuarto. Los señores Fiscales, al cumplir con su deber 
de velar por el cumplimiento de las ejecutorias, cuidarán 
con especial celo de que los pronunciamientos sobre respon- 
sabilidades civiles y costas, que se declaren al amparo del 
párrafo 3." de la Disposición Transitoria Segunda de la L.O. 
311989, se ejecuten con rapidez y efectividad, a fin de que 
los derechos de los perjudicados se vean satisfechos. A tal 
fin, en los libros o fichas de ejecutorias que en las Fiscalías 
se lleven, se establecerá transitoriamente una sección o apar- 
tado específico que contemple el supuesto previsto en aque- 
lla Disposición Transitoria. 

Los señores Fiscales acusarán recibo de esta Instrucción 
y cuidarán con el mayor celo de su cumplimiento. 

Madrid, 12 de julio de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Jefes de los Tribunales Su- 
periores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. 



INSTRUCCION NUMERO 511989 

EL MWISTERIO msca Y LOS TRIBUNALES 
SUPERIORES DE JUSTICIA 

Excmos. e Ilmos. Sres: 

La Ley Orgánica del Poder Judicial de 1985 y la Ley 
38/88 de Demarcación Planta han diseñado y perfilado el 
modelo de organización judicial en nuestro país, que servirá 
para hacer Cente al reto del próximo siglo, rompiendo el 
enorme déficit acumulado durante decenios por una organi- 
zación judicial estructurada más en función de la presencia 
que de la eficacia; distribuida con criterios geográficos im- 
perfectos y desequilibrados o infradotada en cuanto al núme- 
ro de sus titulares y sus órganos decisorios, con la consi- 
guiente insuficiencia de los medios personales y económicos 
puestos a su servicio e inadecuación de las normas de proce- 
dimiento por las que se rige. 

Si la configuración de los órganos judiciales ha sido di- 
señada plenamente, no ocurre lo mismo con el Ministerio 
Fiscal. 

La Constitución Española de 1978 ha supuesto un cam- 
bio cualitativo en la configuración del Ministerio Fiscal, y 
consecuencia de ello fue la necesidad de aprobar un nuevo 
Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, que tuvo lugar me- 
diante la Ley 5018 1. 

La disposición final primera del Estatuto facultaba al 
Gobierno para que dictase, en el plazo de un año, un nuevo 



Reglamento que desarrollase el Estatuto, y en la disposición 
final segunda declaraba en vigor, entre tanto no se publicase 
el nuevo Reglamento, el de 1969, en cuanto no se opusiera 
a lo dispuesto en el Estatuto. El Real Decreto de 22 de 
diciembre de 1982, suspende el plazo para dictar el Regla- 
mento señalando otro que comenzará a contarse de nuevo 
desde el día en que tenga lugar la promulgación de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial. 

Desde la fecha de entrada en vigor del Estatuto de 1981, 
se han dictado otras normas, como son: el Real Decreto 
437183, sobre constitución y funcionamiento del Consejo 
Fiscal, el Real Decreto de 9 de febrero de 1983, que regula 
las categorías, la integración de los Fiscales de Distrito y 
los concursos de provisión vacantes; y la Ley 5188, por la 
que se crea la Fiscalía Especial para la Prevención y Repre- 
sión del Tráfico Ilegal de Drogas, y en la que se introducen 
diversas modificaciones en el texto del Estatuto, tendentes a 
adecuar la estructura de la institución a la organización judi- 
cial diseñada por la Ley Orgánica del Poder Judicial de 1 de 
julio de 1985. 

Podríamos planteamos si se debe modificar en su totali- 
dad el Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, ya que sus 
preceptos pueden estar algo desfasados, hay normas en el 
mismo que requieren una aclaración legislativa. Téngase en 
cuenta, también, la creciente intervención del Ministerio 
Fiscal en todos los órdenes del Derecho, así la Ley 21/87, 
de 11 de noviembre, de modificación del Código Civil en 
materia de Adopción, o la Ley Orgánica 7188 de los Juzga- 
dos de lo Penal y en la que se modifican diversos preceptos 
de las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y de la de Enjui- 
ciamiento Criminal, que refuerzan la intervención del Mi- 
nisterio Fiscal en el proceso penal. 

Lo cierto es que, se modifique o no, el Estatuto Orgáni- 
co del Ministerio Fiscal, responsabilidad que corresponde a 
las Cortes Generales, sin embargo, no es posible seguir fun- 
cionando con el Reglamento Orgánico aprobado por Decreto 
437169, de 27 de febrero, norma preconstitucional, que no 



contempla la realidad'del Ministerio Fiscal de hoy, y es en 
muchos supuestos opuesto al estatuto Orgánico del Ministe- 
rio Fiscal, lo que no crea problemas dado su rango regla- 
mentario, pero sí origina lagunas, que deben ir siendo cu- 
biertas por medio de Circulares e Instrucciones, como ya se 
hizo con la Instrucción número 1/87, que contemplaba la 
regulación de las Juntas de Fiscalía, las retiradas de acusa- 
ción, los extractos, los visados, los informes y expedientes 
personales, y como se intenta hacer con esta Instrucción, 
que quiere dar unas pautas sobre el funcionamiento de las 
Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia y otros 
problemas urgentes. 

Precisamente, una de las insuficiencias normativas que 
se vienen señalando, afecta a la regulación de las Fiscalías 
de los Tribunales Superiores de Justicia y al real alcance de 
las facultades de sus Jefes y su relación con las Fiscalías de 
las Audiencias Provinciales del temtorio de la correspon- 
diente Comunidad Autónoma. Ello no podía ser de otra ma- 
nera por cuanto, aprobado nuestro Estatuto Orgánico antes 
de que existiera un diseño legal de lo que iban a ser los 
Tribunales Superiores de Justicia, no podía aquél entrar en 
un detalle que en el futuro chocara con lo que al respecto 
dispusiera la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la sazón 
sólo en Proyecto. Ello no quiere decir, sin embargo, que en 
la legalidad vigente, tanto la estatutaria del Ministerio Fiscal 
como la Orgánica del Poder Judicial, no existan bases sufi- 
cientes para llegar, a través de una interpretación sistemática 
y acomodada a la realidad social de nuestro tiempo, a unas 
conclusiones precisas en orden a cuál sea la posición de las 
Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia en el orga- 
nigrama jerárquico del Ministerio Fiscal. 

Esa interpretación conduce a entender que los Fiscales 
Jefes de los Tribunales Superiores de Justicia constituyen 
un escalón intermedio entre los Fiscales Jefes de las Audien- 
cias Provinciales y el Fiscal General del Estado, naturalmen- 
te, sin merma de las potestades y prerrogativas de éste como 
Jefe Superior del Ministerio Fiscal y representante del mis- 



mo en todo el territorio español (art. 22.2 E.O.M.F.), y 
dentro de las facultades y limitaciones que en desarrollo de 
los principios de unidad y dependencia establece el Capítu- 
lo II del Título 11 del Estatuto. 

A esta conclusión se llega a través del análisis de las 
siguientes normas: 

l." El artículo 70 de la Ley Orgánica 611985, de 1 de 
junio, del Poder Judicial, cuando dispone que «el Tribunal 
Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma culminará 
la organización judicial en el ámbito territorial de aquélla, 
sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal 
Supremo», ese carácter de órgano que culmina la organiza- 
ción judicial del territorio de la Comunidad Autónoma, apa- 
rece reforzado con las facultades de gobierno sobre todos 
los órganos y personal judicial del territorio que en el Títu- 
lo m, Capítulo 1 y los artículos 161 y 162 hacen residir en 
la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia y su 
Presidente. 

Es obvio que, apareciendo constituido el organigrama 
del Ministerio Fiscal con carácter paralelo al de la organiza- 
ción judicial, aquella construcción piramidal debe trasladar- 
se a la propia relación entre las Fiscalías adscritas a los 
respectivos órganos jurisdiccionales, viniendo, en conse- 
cuencia, a culminar las Fiscalías de los Tribunales Superio- 
res de Justicia la organización del Ministerio Fiscal el ámbi- 
to territorial del mismo, sin perjuicio de las facultades y 
competencias de la Fiscalía General del Estado. 

2.= Lo anterior parece venir confirmado por la redac- 
ción del artículo 12. Uno del Estatuto Orgánico, en cuanto 
parece establecer una enumeración de los Organos del Mi- 
nisterio Fiscal en orden decreciente de categoría y jerarquía, 
situándose las Fiscalías de los Tribunales Superiores de Jus- 
ticia inmediatamente antes de las Audiencias Provinciales y 
en el puesto que en la organización derogada ocupaban las 
Audiencias Territoriales, cuyo carácter de superioridad je- 



rárquica sobre las Provinciales ha sido tradicional e indiscu- 
tido. Conviene, respecto a esto último, recordar que, con- 
forme a la Disposición Transitoria Séptima del Estatuto 
-introducida por la Ley 511988, de 24 de marzo-, las 
Fiscalías de las Audiencias Temtoriales subsistían tan sólo 
en tanto no desaparecieren dichas Audiencias Territoriales 
al crearse los Tribunales Superiores de Justicia. 

3.a En el artículo 22.3 del Estatuto Orgánico, al referir- 
se a los Fiscales de cada órgano, dispone que actuarán bajo 
la dependencia de «sus superiores jerárquicos y del Fiscal 
General del Estado», existencia de superiores interpuestos 
entre el Fiscal General del Estado y los Fiscales Jefes de 
Provincial, que aparece confirmada en el artículo 27.1 en el 
que, al regularse el mecanismo a seguir en caso de una posi- 
ble discrepancia por razones de legalidad respecto a la orden 
recibida de su Fiscal Jefe, se contempla la posibilidad de 
que tal orden proceda de un superior jerárquico, distinto al 
Jefe de la Fiscalía y del Fiscal General del Estado (vid. inci- 
so último). Todo ello implica el reconocimiento de superio- 
res jerárquicos intermedios entre los Fiscales Jefes de Pro- 
vincial y la Fiscalía General del Estado, que no pueden ser 
otros que los antiguos Jefes de Fiscalías Territoriales y los 
actuales de los tribunales Superiores de Justicia. 

4.a El artículo 88 del Reglamento Orgánico del Minis- 
terio Fiscal de 24 de marzo de 1969 -vigente en aquello 
que no se oponga al Estatuto, según lo dispuesto en la Dis- 
posición Final Segunda del mismo- reconoce expresamen- 
te el carácter de los Fiscales de las Audiencias Temtoriales 
como Jefes del Ministerio Fiscal de sus respectivos temto- 
nos, carácter que debe entenderse asumen los Fiscales de 
los Tribunales Superiores de Justicia que hoy han sustituido 
a aquéllos. 

5 ." El mismo hecho de no constituirse Fiscalías de Au- 
diencias Provinciales en las Provincias en que tiene su sede 



el Tribunal Superior y en las que existe al margen de éste 
tal Audiencia Provincial, indica que el Fiscal del Tribunal 
Superior asume -como antes el de la Audiencia Territo- 
rial- todas las funciones del Ministerio Fiscal en el territo- 
rio, en virtud de aquella Jefatura que sobre los integrantes 
del mismo en todo el ámbito temtorial ostenta. 

6." Se deben, por último, asumir también las conve- 
niencias de una racional organización del Ministerio Fiscal 
en el ámbito de las Comunidades Autónomas. Los aspectos 
concretos de la política criminal y las peculiaridades del 
componente social de cada temtorio han de ser apreciados 
«in situ» y con una visión global de cuáles deben ser las 
condiciones de la actuación del Ministerio Fiscal en el ámbi- 
to de la Comunidad. El planeamiento y dirección de esa 
específica actuación, concurrente con la genérica del Minis- 
terio Fiscal, sólo puede asumirse en términos de eficacia 
desde una dirección unitaria, congruente con una visión glo- 
bal de los elementos a tener en cuenta y sólo el Fiscal del 
Tribunal Superior de Justicia está en condiciones de poseer 
todos aquellos datos que permitan diseñar una actuación uni- 
taria del Ministerio ~isca¡ en el ámbito y para las cuestiones 
que sean específicas de la correspondiente Comunidad Au- 
tónoma. 

Lo anterior aconseja también centralizar en los Fiscales 
Jefes de los Tribunales Superiores de Justicia las Memorias 
que anualmente deben elevar los Fiscales Jefes Provinciales 
de su territorio, así como el que la Memoria redactada por 
el Fiscal del Tribunal Superior aborde los problemas de todo 
el ámbito de su Comunidad. 

Llegados a estas conclusiones, innecesario es decir que 
los Fiscales Jefes de los Tribunales superiores de Justicia 
pueden y deben ejercer sobre los miembros del Ministerio 
Fiscal de su territorio, las facultades funcionales y orgánicas 
que el Capítulo 11 del Título 11 del Estatuto Orgánico, y en 
especial sus artículos 23, 24, párrafo 3.", y 26 inciso último, 
otorga a los Fiscales Jefes, entre ellas las de delegación y 



designación de un miembro del Ministerio Fiscal de los que 
de él dependen, para actuar en asuntos determinados ante 
cualquiera de los órganos jurisdiccionales en los que esté 
legitimado. Conviene recordar al respecto y para su amplia- 
ción analógica, las facultades de delegación que en el orden 
civil el artículo 103.2 del Reglamento citado concedía a los 
Fiscales de Audiencia Temtorial respecto a la actuación del 
Ministerio Fiscal en los Juzgados de Primera Instancia de 
su territorio. 

En consecuencia, y nombrados los Fiscales Jefes de los 
Tribunales Superiores de Justicia, por Real Decreto 4001 
1989, de 2 de junio, es necesario precisar por medio de esta 
Instrucción cuál es la competencia que corresponde a tales 
Fiscales. Por ello, y en tanto no se publique la norma regla- 
mentaria, habrá que entender: 

Primero. De conformidad con la disposición adicional 
segunda del Real Decreto 675189, los Tenientes Fiscales y 
los Fiscales de las extinguidas Fiscalías de las Audiencias 
Temtoriales, así como los de las Audiencias Provinciales 
de Santander, Logroño y Murcia han pasado a desempeñar 
automáticamente sus cargos en las Fiscalías de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia. 

Segundo. Corresponde a las Fiscalías de los Tribuna- 
les Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas 
intervenir en todos aquellos asuntos de carácter civil, penal, 
contencioso-administrativo, social, de vigilancia penitencia- 
ria, de menores y cualquier otro que las disposiciones vigen- 
tes atribuyen al Ministerio Fiscal y sean competencia del 
Tribunal de Justicia y en el ámbito temtorial de éste, así 
como de los restantes órganos judiciales existentes en la 
provincia en que radique la Fiscalía. 

No obstante, los Fiscales de los Tribunales Superiores 
de Justicia podrán delegar en los Fiscales de las Audiencias 
Provinciales de su temtorio las funciones que las correspon- 
da ante las Salas del Tribunal Superior de Justicia que, 



conforme al artículo 68 de la L.O.P.J., tengan su sede en la 
capital de la Provincia a que corresponda dicha Fiscalía Pro- 
vincial. 

Como criterio a seguir, los Excmos. señores Fiscales de 
los Tribunales Superiores de Justicia, deberán tener en cuen- 
ta que la fluidez del trámite y el mejor servicio aconsejan 
que esa delegación sea la norma general, sin perjuicio de 
reservarse aquellos asuntos que por su trascendencia estimen 
oportuno sean asumidos por la propia Fiscalía del Tribunal 
Superior de Justicia. 

Tercero. Corresponde a Ias Fiscalías de Ias Audiencias 
Provinciales intervenir en todos aquellos asuntos de carácter 
civil, penal, contencioso-administrativo, social, de vigilan- 
cia penitenciaria, de menores y de cualquiera otros de que 
conozcan los órganos jurisdiccionales de la Provincia, así 
como en los que sean competencia de las Salas de lo Con- 
tencioso-Administrativo o de lo Social del Tribunal Superior 
de Justicia que extiendan su jurisdicción sólo a la provincia 
en que radique la Fiscalía, siempre que el Fiscal del Tribu- 
nal Superior de Justicia haya hecho delegación en el de la 
Provincial de sus funciones ante tales órganos. En las Salas 
previstas en el artículo 78 de la L.O.P. J., y el artículo 2 de 
la Ley 381188, de Demarcación y Planta Judicial, que ex- 
tienden su jurisdicción a varias provincias, pero no al ámbi- 
to de todo el temtorio del Tribunal Superior de Justicia, 
intervendrán en los asuntos de que conozcan las mismas, la 
Fiscalía en que radique su sede, siempre que tenga la dele- 
gación para ello del Fiscal del Tribunal Superior de Justicia. 

Cuarto. 1. Para mantener la unidad y dependencia 
del Ministerio Fiscal y contribuir a la formación por parte 
del Fiscal General del Estado de criterios unitarios de actua- 
ción, que permitan abordar las peculiaridades de los proble- 
mas que se plantean en las Fiscalías, así como para hacer 
llegar al Gobierno, por intermedio de aquél, las observacio- 



nes que estimen oportuno hacer, los titulares de las Fiscalías 
de ámbito provincial y de los Tribunales Superiores de Jus- 
ticia, elevarán anualmente a la Fiscalía General del Estado, 
antes del 31 de marzo de cada año, una Memoria expresiva 
de los temas que se establezcan en el número siguiente. A 
tal efecto, interesarán los Fiscales de los Tribunales Superio- 
res de Justicia de los Fiscales de las Audiencias Provinciales 
de su territorio, que les remitan con la debida antelación la 
realizada por ellos, para elaborar la Memoria de la Comuni- 
dad Autónoma respectiva. 

2. Las Memorias comprenderán una parte expositiva y 
otra estadística, cuyo contenido será fijado mediante Ins- 
trucción por el Fiscal General del Estado. 

Sin embargo, y aparte de las ampliaciones que puedan 
establecerse en esas Instrucciones, las Memorias tratarán, 
como contenido mínimo, los siguientes capítulos: 

a) La actividad del Ministerio Fiscal, con especial 
atención a los problemas que se hayan presentado y los 
asuntos graves y de mayor complejidad de que se haya debi- 
do ocupar la Fiscalía. 

b) En las Fiscalías de las Audiencia Nacional, Fisca- 
lías para la Prevención y Represión de1 Tráfico Ilegal de 
Drogas, Fiscalías de los Tribunales Superiores de Justicia y 
de las Audiencias Provinciales, la evolución de la criminali- 
dad en su ámbito territorial, así como las medidas adoptadas 
o que se estimen de conveniente adopción para la preven- 
ción de los delitos. 

c) El funcionamiento de los Juzgados y Tribunales 
ante los que la Fiscalía actúe, con análisis, en su caso, de 
los problemas organizativos que planteen. 

d) Las reformas que se estimen más convenientes in- 
troducir en las leyes sustantivas, procesales y orgánicas para 
la mayor eficacia de la justicia. 



Quinto. El recurso para la unificación de doctrina, pre- 
visto en la base trigesimoquinta, de la Ley de Bases de Pro- 
cedimiento Laboral de 12 de abril de 1989, precisa de las 
siguientes consideraciones: 

Este recurso de casación que sustituye al recurso en inte- 
rés de Ley -con la singularidad de que ha de producir efec- 
tos sobre situaciones jurídicas creadas en virtud de la sen- 
tencia recurrida- se regulará en el Texto articulado de la 
futura Ley de Procedimiento Laboral, que habrá de aprobar- 
se en el plazo de un año conforme dispone el artículo 1 de 
la Ley de Bases. 

En tanto se publique ese Texto articulado, si ciertamente 
no parece oportuno -al desconocerse las formalidades que 
han de regir ese recurso- impartir instrucciones a las Fisca- 
lías de los Tribunales Superiores de Justicia, sí se estima 
procedente recordar algunas de las cuestiones relacionadas 
con el recurso de interés de Ley. 

Medio tempore -hasta la vigencia de aquél- ha de 
entenderse que el recurso en interés de Ley, contemplado 
en los artículos 185 a 187 de la vigente Ley de Procedimien- 
to Laboral, sigue subsistiendo, no obstante haber desapare- 
cido el Tribunal Central con fecha 23 de mayo de 1989. Es 
cierto que el artículo 185 lo prevé sólo contra las sentencias 
dictadas por el Tribunal Central, pero no lo es menos que 
tales sentencias eran pronunciadas en el recurso de suplica- 
ción, del que hoy conocen ya las Salas de lo Social de los 
Tribunales Superiores de Justicia. De ahí que el único siste- 
ma de control jurisprudencial, hasta que entre en vigor el 
recurso para la unificación de doctrina, lo constituye el re- 
curso en interés de Ley, y es, si bien transitorjamente, el 
medio hábil para enjuiciar si la doctrina que emane de las 
Salas de lo Social es dañosa o errónea. 

Respecto del recurso de interés de Ley, la Fiscalía Gene- 
ral del Estado considera necesario cursar las siguientes ins- 
trucciones especialmente dirigidas a los Fiscales de los Tri- 



bunales Superiores de Justicia y a los de las Audiencias Pro- 
vinciales, en cuya sede exista Sala de lo Social. 

1. Deberán interesar que todas las sentencias dictadas 
en recursos de suplicación por las Salas de lo Social, se le 
notifiquen, debiendo quedar constancia en la copia de la 
sentencia de la fecha de notificación. No parece obstáculo 
el hecho de que el artículo 185 de la Ley de Procedimiento 
Laboral establezca que la notificación se haya de efectuar a 
la Fiscalía del Tribunal Supremo, pues el precepto está pen- 
sado en la previsión de que la sentencia recurrida se dictase 
por el Tribunal Central, hoy suprimido, y que al poseer 
competencia nacional, estaba en relación con la Fiscalía del 
Tribunal Supremo, como órgano natural e inmediato de co- 
municación. 

En la actualidad, las Salas de lo Social encuentran en la 
correspondiente Fiscalía la legal re ición del Ministe- 
rio Fiscal. 

2. Deberán analizar con detenimiento las sentencias 
dictadas en suplicación por dichas Salas, y si en su conteni- 
do apreciaren doctrina dañosa o errónea, a la luz de los 
criterios plasmados en la jurisprudencia del Tribunal Consti- 
tucional o de la Sala Sexta del Tribunal Supremo, deberán 
remitirlas, bien directamente, o a través de las Fiscalías del 
Tribunal Superior de Justicia, acompañando escrito con los 
razonamiento pertinentes, a la Fiscalía General del Estado y 
ello en el más breve plazo posible, habida cuenta de que el 
límite para interponer el recurso es de tres meses desde la 
notificación de la sentencia por aplicación del artículo 186 
de la Ley de Procedimiento Laboral. 

3. El hecho de que con anterioridad a la sentencia de 
suplicación, cuya doctrina se entienda dañosa o errónea, se 
hayan dictado una o varias sentencias del Tribunal Supremo, 
proclamando la doctrina acertada, no constituye obstáculo 
para interponer recurso de interés de Ley, pese a que duran- 



te algunos años la Sala Cuarta del Tribunal Supremo estima- 
se no ser necesario dicho recurso cuando ella ya se había 
pronunciado sobre el tema, sentando definitivo criterio. 

4. Todas las sentencias dictadas por la Sala de lo So- 
cial de los Tribunales superiores de Justicia que se notifi- 
quen a las Fiscalías, deberán ser archivadas en sus oficinas, 
para el supuesto de que parte interesada se dirigiese a la 
Fiscalía General del Estado en solicitud de interposición de 
recurso de interés de Ley, y con objeto de poder recabarlas 
a dichas Fiscalías para su estudio. Si la parte interesada 
presentase su solicitud directamente ante la Fiscalía del Tri- 
bunal Superior de Justicia, el Fiscal deberá remitir el escrito 
y la copia de la sentencia impugnada con expresión de la 
fecha de notificación, a la Fiscalía General del Estado. 

Si las sentencias que dicten las Salas de lo Social en los 
recursos de suplicación no recogiesen la transcripción de 
los hechos probados de la sentencia de instancia, el Fiscal 
deberá interesar se le entreguen simultáneamente a la notifi- 
cación de la sentencia dictada en suplicación, una certifica- 
ción de la de instancia, para así obtener un completo conoci- 
miento en orden a la valoración de la doctrina de la Sala. 

Encarezco a V.E.N.I. el cumplimiento de la presente 
Instrucción, de la que deberá acusar recibo, así como comu- 
nicarla a los señores Fiscales que de V.E.N.I. dependan. 

Madrid, 17 de julio de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Jefes de los Tribunales Su- 
periores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. 



INSTRUCCION NUMERO 611989 

NORMAS PARA EL CORRECTO USO DE COPIAS 
DE SEGURIDAD INFORMATICA 

La operación de copias de seguridad informática es im- 
prescindible para el buen funcionamiento de la Fiscalía, ya 
que permite tener la certeza de que los datos están a salvo 
incluso cuando el ordenador sufre una avería importante y 
pierde la información del disco duro. 

Es, por lo tanto, evidente la necesidad que estas copias 
de seguridad se realicen de acuerdo a unas normas muy es- 
trictas. Ello redundará en beneficio tanto de la Fiscalía 
como del personal funcionario que maneja el equipo, puesto 
que en caso de pérdida de datos no tendrán que volver a 
reproducir la información. 

En su virtud, los Excmos. e Ilmos. señores Fiscales Je- 
fes velarán porque en sus respectivas Fiscalías se ejecuten 
las siguientes medidas: 

1. Tener siempre dos copias de seguridad cíclicas. Es 
decir, tener dos cintas o dos juegos de diskettes y altemar- 
los. Por ejemplo, en el caso de las cintas, al ser más rápida 
la copia, se graba una cinta el lunes, el martes se utiliza la 
otra, el miércoles se vuelve a usar la del lunes, el jueves la 
del martes, etc. De esta manera se asegura la existencia de 
dos copias para el caso de que una de ellas fallase. Si se 



utilizan discos, al ser el proceso mucho más lento, propone- 
mos una mecánica parecida, pero quedando su frecuencia a 
criterio del Fiscal Jefe en atención al volumen de informa- 
ción que contenga el ordenador. A título de ejemplo las 
copias diarias podrían ser las por copias en días al- 
ternos o por dos a la sema 

2. Tener una tercera copia de lal, que se 
orabaría, por ejemplo, todos los di 
O. ,a existen- 
cia de esta tercera copia mensual se explica porque algunas 
de las posibles averías del equipo pueden no ser detectadas 
hasta una o dos semanas después del fallo, con lo que las 
dos copias de seguridad habituales ya tendrían los datos 
erróneos. De esta manera, se podría recuperar toda la infor- 
mación anterior a ese mes, que siempre es preferible a per- 
derla en su totalida 

: carácte 
ías 1 de . . 

:r menst 
1 mes. 1 

pia vari 
:diatame 
. .  - 

3. Asegulaiu~ uc quc  ia Lupia iia ~ I U U  Lcaluaud CUII~C- 
tamente. Si el proceso de esta co ase por cualquier 
circunstancia, se debe avisar inme :nte al servicio de 
incidencias del Ministerio de Justicia. Lomo el ordenador 
puede no mostrar un mensaje avisando de un posible error, 
debe tenerse en cuenta que la copia no estará en buen estado 
cuando se haya producido un desfase significativo en la eje- 
cución temporal de aquellas en relación con lo que es habi- 
tual, aunque parezca que la copia se ha realizado correcta- 
menL- 

L gastos ~1~110 material informático (copias de 
segundad) deben cargarlos a los fondos remitidos por la 
Subdirección General de Gestión Económica y Financiera 
para gastos de funcionamiento general dentro del primer se- 
mestre del año, salvo que otra cosa se disponga en presu- 
puestos futuros. 

Asimismo, les informamos que, tanto la justificación 
de los fondos librados, como la petición de ampliación 



de los mismos, deberá realizarse ante la citada Subdirec- 
ción. 

Madrid, 11 de septiembre de 1989. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Ilmos. Sres. Fiscales Jefes de los Tribunales Su- 
periores de Justicia y de las Audiencias Provinciales. 



ANEXOS ESTADISTICOS 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Estado A 1. 
Estado A 2. 

Estado A 3. 
Estado A 4. 
Estado A 5. 

Estado B 1. 
Estado B 2. 

Estado B 3. 

Estado B 4. 

Estado B 5. 

Estado B 6. 
Estado C. 

Estado D. 

Estado E. 

Estado F. 

Estado í 

Estado 3.  

Estado K. 

Estado L. 

Estado LL. 

Estado N. 

Procedimientos delitos menores y fla,mtes: Ley Orgánica 10180. 
Diligencias previas del artículo 789 de la Ley de Enjuiciamiento Cn- 
minal. 
Diligencias rias. 
Sumarios de urgencia. 
Sumarios ordinarios y los especiales del Libro iV de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal (Excepto Título IíI). 
Procedimientos delitos menores y flagrantes (Ley Orgánica 10180). 
Diligencias previas instruidas en las distintas provincias, desde 1 .O de 
enero a 31 de diciembre de 1989. 
Diligencias preparatorias incoadas en los Juzgados de las provincias, 
desde 1 ." de enero a 31 de diciembre de 1989. 
Sumarios de Urgencia incoados en los Juzgados de las provincias, 
desde l." de enero a 31 de diciembre de 1989. 
Sumarios ordinarios, incoados en los Juzgados de las provincias, des- 
de 1 .' de enero a 3 1 de diciembre de 1989. 
Procedimientos abreviados de la Ley Orgánica 7/88 incoados. 
Datos generales sobre el volumen de trabajo en la Fiscalía durante el 
año 1989. 
Asuntos civiles incoados en los Juzgados de 1 .' instancia de cada una 
de las Provincias del Temtorio en 1989. 
Asuntos civiles iniciados en las Audiencias Temtoriales desde 1 ." de 
enero a 31 de diciembre de 1989. 
Asuntos civiles tramitados en las Audiencias Provinciales desde l.' 
': enero a 31 de diciembre de 1989. 
iicios de faltas en los Juzgados de Distrito y Paz de todas las provin- 
as. 

i,ESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia 
civil desde l." de enero a 31 de diciembre de 1989. 
RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia 
social desde 1 .O de enero a 31 de diciembre de 1989. 
RESUMEN de los asuntos criminales (Sala 2." del Tribunal Supremo) 
despachados por esta Fiscalía desde 1 ." de enero a 31 de diciembre de 
1989. 
Resumen de los asuntos despachados por la Sección de lo Contencio- 
so-Administrativo de la Fiscalía del Tribunal Supremo. 
RESUMEN de los asuntos gubernativos en los que ha intervenido la 
Fiscalía desde l." de enero a 31 de diciembre de 1989. 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado A l  

Procedimientos delitos menores y flagrantes: Ley Orgánica 10180 

Pendientes lnioadas Tolel Archivo 
en l.'deenem ReaMerios delas Archivo poisar 

i.'deenem de mios casillas por no derumon'do Declaredos Convenidos 
InhlMos en sumario 1 AUDIENCIAS 1 de- 1;. diiimbrj a n l p  1 ank$s 14 WF 1 e l $ o r  1 1 (g) 1 IlOI 

Alava ................. 
Albacele .............. 
Alicante ............... 
Almena ............... 
Asturiai ............... 

................. Avila 
Badajoz ............... 
Baleares .............. 
Barcelona ............. 
Burgos ............... 

.............. Caceres 
Cadiz ................ 
CasielMn .............. 
Ciudad Real ........... 
Chrdoba .............. 
Coruña. La ............ 
Cuenca ............... 
Gemna ............... 
Granada .............. 
Guadalajara ........... 
Guipúzma ............ 
Huelva ............... 
Huecca ............... 
Jaen ................. 
Las Palmas ............ 
León ................. 
Lerida ................ 
Logran0 .............. 
Lugo ................. 
Madrid ................ 
Mblaga ............... 
Murcia ................ 
N a v m  ............... 
Orense ............... 
Paleneia .............. 

Santander 
Segovia 
Sevilla 
Soria 

Valencia 
Valladolid 
Vizcaya 
Zarnora 78 
Zaragoza 

TOTAL 

1 l6I 3.071 5251 4.826 5481 3.604 7261 524 971 968 1471 5.096 9701 - 1  1521 1 451 

TOTAL 
Cenlendes 

(17) 

454 
229 

1.871 
355 
486 
59 
448 

&menidps 
peparatones 

(11) 

6 
1 
1 
8 
2 
1 
71 

ABSOLU- 
TORIAS 

(161 

56 
23 
230 
40 
73 
15 
115 

FusacMn 
y ~ r d  

(121 

128 
108 
747 
64 
307 
17 
164 

CONDENATORIAS 

Recurridos 
por el Fiscal 

(18) 

. 
1 
24 
1 

11 
. 
20 

EnlrBmiteen 
l P  de enero 

(13) 

83 
3 

365 
408 
363 
. 
44 

Canloma 
Fiscal 
114) 

345 
198 

1.484 
292 
353 
40 
274 

Reaimdw 
por las pades 

(191 

47 
35 
133 
41 
202 
1 1  
93 

SEMENCIAS 2' INSTANCIA 

Dlmdomie 
(15) 

53 
8 

157 
B 
60 
4 
59 

ConMnando 
(201 

36 
28 
93 
29 
148 
9 
78 

Revmdo 
(21) 

9 
5 
39 
13 
28 
1 
32 

Pendienlar 
de senlenne 

(221 

. 
3 
43 
. 
37 
. 
3 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado A2 

Diligencias previas del artículo 789 de la Ley de Enjuicianziento Criminal 

. 

AUDIENCIAS 

Alava ............... 
Albacele ............ 
Alicante ............. 
Afmeria ............. 
Asturias ............. 
Avila ............... 
Badajoz ............. 
Baleares ............ 
Barcelona ........... 
Burgos ............. 
Cáceres ............ 
Cadiz .............. 
Castellbn ............ 
Ciudad Real ......... 
Córdoba ............ 
Coruña, La .......... 
Cuenca ............. 
Gerona ............. 
Granada ............ 
Guadalajara ......... 
Guipuzwa .......... 
Huelva ............. 
Huesca ............. 
Jaen ............... 
Las Palmas .......... 
Leon ............... 
Urida .............. 
Logroño ............ 
Lugo ............... 
Madrid .............. 
Milaga ............. 
Murcia .......... ; ... 
Navarra ............. 
Orense ............. 
Palencia ............ 
Pontevedra .......... 
Salamanca .......... 
Sanla CnrzdeTenerife . 
Sanlander ........... 
Segovia ............. 
Sevilla .............. 
Sona ............... 
Tarragona ........... 
Teniel .............. 
Toledo .............. 
Valencia ............ 
Valladolid ........... 
Vizcaya ............. 
Zamora ............. 
Zaragoza ........... 
Audiencia Nacional .... 

TOTAL .......... 

Pendientes 
en 

lPenem 
1989 

2.939 
825 

13.286 
3.040 
3.112 
1.060 
1.918 
8.433 
67.069 - 
866 

24.609 
5.140 
1.537 
2.367 
6.019 
516 

26.769 
5.580 - 
4.716 
3.755 
1.727 
2.856 
34.531 
1.675 - 
2.649 
1.370 
21.849 
20.652 
'7.427 
1.656 
4.781 
1.703 
1.806 
714 

10.W 
2.051 
260 

2.979 
512 

2.005 
364 

3.176 
7.668 
2.042 
12.444 
999 

2.500 
2.389 

339.534 

l n M a s  
1Penerod 
31 diciembre 

2.430 
1.320 
55.916 
19.345 
26.442 
3.417 
16.270 
59.761 
230.939 

- 
8.954 
37.820 
20.168 
11.714 
22.768 
28.413 
4.749 
45.517 
35.150 - 
19.562 
18.084 
5.103 
12.859 
46.197 
11.927 - 
5.886 
6.350 

200.829 
72.462 
30.754 
14.007' 
9.336 
4.634 
27.625 
8.703 
38.787 
20.343 
3.290 
87.175 
1.587 
32.855 
2.813 
9.902. 
79.282 
15.508 
39.032 
6.584 
25.877 
1.447 

1.492.093 

Reablefias 
años 

anlenores 

25 
1 1  
66 
- 
84 
10 
35 
341 

1.710 - 
99 
55 
350 
44 
303 
347 
14 
1 
69 
- 
32 
52 
12 
162 
45 
5 - 
63 
47 
156 
15 
53 
361 
49 
26 
10 
74 
160 
10 
23 
467 

1 
82 - 
18 
975 
200 
285 
- 

265 
6 

7.200 

TOTAL 
casillas 

anlerbres 

5.394 
2.156 
69.266 
22.385 
29.616 
4.487 
18.223 
66.535 
299.718 - 
. 9.919 
62.484 
25.658 
13.295 
25.438 
34.779 
5.279 
72.267 
40.799 

- 
24.310 
21.891 
6.842 
15.877 
80.773 
13.607 

- 
8.598 
9.767 

222.634 
93.129 
38.234 
16.224 
14.166 
6.365 
29.641 
9.491 
49.931 
22.404 
3.573 
90.601 
2.100 
34.942 
3.177 
13.096 
87.925 
17.750 
51.761 
7.583 
28.642 
3.851 

1.838. 827 

TERMINADAS 

Acumu- 
lacibn 

34 
25 
82 

. 154 
189 
37 
374 
146 
833 
- 
126 
271 
130 
212 
98 
472 
100 
69 
309 
- 
92 
255 
149 
414 
80 
98 - 
40 
168 
123 
520 
251 
76 
189 
70 
84 
67 
370 
110 
5 

1.574 
13 
201 
65 
103 
136 
70 
249 
26 
200 
28 

9.489 

DURAME 

AnMvo 
por mi 
delito 

487 
112 

2.011 
2.493 
2.021 
452 

3.594 
4.474 
19.305 

- 
1.666 
3.175 
2.000 
1.618 
3.105 
529 
612 

3.639 
3.891 
- 

4.691 
1.926 
1.512 
1.821 
3.345 
1.676 - 
1.239 
788 

14.584 
5.037 
2.557 
1.171 
1.257 
599 

1.910 
1.135 
4.598 
1.352 
608 

18.478 
400 
930 
711 

1.003 
32.835 
2.673 
3.708 
1.877 
3.625 
830 

174.060 

1989 POR 

Cobreseid . 
por no 4er 
mnwdo 
el autor 

1.439 
637 

40.044 
9.223 
17.164 
1.497 
5.522 
29.398 
138.611 

- 
2.872 
19.890 
14.950 
3.633 
10.567 
20.947 
1.585 
26.031 
20.702 

- 
9.812 
5.506 
1.701 
5.723 
16.009 
5.684 
- 

3.288 
3.846 

157.371 
48.584 
15.784 
9.116 
2.858 
2.322 
23.104 
5.923 
19.292 
11.224 
1.350 
38.890 
584 

19.666 
781 

4.484 
34.981 
7.554 
25.856 
1.947 
13.469 

94 

862.501 

lnhibíías 
mnlorme 
ad . 7890.' 

61 
47 
146 
541 
335 
22 

1.288 
2.086 
5.294 
- 

1.066 
843 
125 
810 
724 
515 
240 
500 
999 
- 
371 
365 
288 
460 
594 
169 
- 
148 
197 

3.332 
3.047 
775 
226 
450 
112 
115 
120 

2.563 
383 
126 

2.928 
27 
422 
189 
466 

1.529 
435 
686 
160 
975 
36 

37.356 

Ddandas 
ldla 

aL789RP 

751 
270 

1.869 
4.259 
2.317 
781 
- 

19.118 
31.366 - 
2.627 
4.241 
995 

7.671 
4.749 
1.985 
1.590 
8.027 
6.798 
- 

6.116 
3.886 
1.352 
2.545 
4.593 
2.333 - 
1.045 
2.235 
13.823 
5.897 
4.767 
2.46ü 
1.978 
1.261 
3.120 
507 

8.608 
4.614 
967 

20.045 
279 

2.781 
595 

2.576 
6.235 
4.310 
3.166 
1.791 
5.203 

8 

218.530 

Cwiver- 
ldor 
en 

sumarlo 

31 
21 
393 
134 
119 
17 
110 
335 

1.142 
- 
46 
68 
125 
45 
761 
98 
31 
24 
78 
- 
110 
72 
18 
205 
610 
39 
- 
25 
34 
768 
126 
101 
63 
47 
73 
34 
54 
74 
108 
17 
258 
8 
21 
1 1  
55 
257 
139 
155 
53 
181 
79 

7.373 

Elevadas 
a pepa- 
ratorias 

ad.78915P 

12 
13 
66 
155 
71 
12 
53 

2.780 
- 
- 
7 
2 - 
21 
27 - 
257 
29 
3 
- 
22 
45 
15 
15 

3.639 
19 
- 
12 
16 
- 
16 
33 
28 
25 
12 
85 
14 
- 
13 
10 
499 
20 
1 

11 
- 
104 
82 
41 
- 
14 
4 

8.303 

T m  . 
pmced . 

Ley lomo 

101 
134 

8.182 
- 

497 
28 
193 
- 
- 
- 
87 
52 
- 

218 
1.351 
3.357 
47 
141 
115 
- 

420 
304 
58 

1.799 
1.452 
237 - 
71 
89 
- 

181 
299 
161 
109 
41 
68 
78 
- 

198 
55 

1.454 
37 
209 
57 - 

2. 091 
153 
587 
13 
274 - 

24.998 

Peodienles 
l ~ e n e m  

1990 

2.478 
897 

15.766 
5.379 
5.761 
1.222 
2140 
10.198 
88.944 

- 
1.422 
29.287 
7.150 

- 
4.056 
6.876 
817 

31.358 
7.904 
- 

5.996 
9.532 
1.159 
2.895 
50.316 
1.650 
- 

1.837 
1.480 
16.950 
26.402 
11.908 

- 
7.253 
1.202 
1.121 
728 

12.833 
3.029 
435 

5.495 
518 

9.871 
409 

4.091 
6.505 
2.334 
17.313 
1.091 
2.599 
2.590 

431.197 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Diligencias preparatorias 

CONDENATORIAS SEMENCIAS 2 '  INSTANCIA 
Conveitidos En tfkmlle 
ensumano en 1 'enero Conlone TOTAL Renimdas Recumdas Pendientes de 

79114 1990 fiscal Dlxonfome Absolutorias Senlencies par el fiscal por lapaties Confinando Rewcanda sentencias 

14 41 60 14 11 85 1 15 10 6 
. 

. 4 20 2 . 22 2 2 . . . 

10 119 205 40 50 295 3 53 24 11 13 

5 75 18 19 10 47 2 9 5 6 . 
. 275 155 32 16 205 21 172 87 24 82 
1 77 21 11 8 40 . 12 6 6 . 
. 10 82 23 15 120 2 49 21 15 15 
196 208 125 15 21 161 8 22 13 4 11 

2 1.738 306 66 118 490 . . . . 

Alava .................... 
Albacete ................ 
Alicante .................. 
Almeria .................. 
Asturias .................. 
Avila .................... 
Badajoz .................. 
Baleares ................. 

................ Barcelona 
.................. Burgos 

Caceres ................. 
Cadiz ................... 
Castellón ................. 

.............. Ciudad Real 
Córdoba ................. 
Coniíia. La ............... 
Cuenca .................. 
Gerona .................. 
Granada ................. 
...... 2- . 

............... Guipúzcoa 433 
Huelva .................. 16 
Huesca .................. 41 

.................... Jabn 50 
Las Palmas ............... 377 
León .................... 30 
Lkrida ................... 
Logroño ................. 
Lug0 .................... 
Madrid ............. .. ... 
Málaga .................. 
Murcia ................... 

.................. Navarra 
Orense .................. 
Palencia ................. 
Pontevedra ............... 

............... Salamanca 
Santa Cruz de Teneri(e ..... 

................ Santander 
............... Segovia ... 

Sevilla ................... 
Soria .................... 
Tarragona ................ 
Teniel ................... 

................... Toledo 
Valencia ................. 

................ Valladolid 
Vizcaya .................. 

.................. Zarnora 
Zaragoza ................ 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado A4 

Sumarios de urgencia 

AUDIENCIAS 

Alava . . . . . . . . . . . . . . .  
Albacete ........... 
Alicante ............ 
Almeria ............ 
Asturias ............ 
Avila . .  , ........... 
Badajoz . . . . . . . . . . . . .  
Baleares ........... 
Barcelona .......... 
Burgos ............ 
Caceres ........... 
Cadiz ............. 
Castellbn ........... 
Ciudad Real ........ 
Cbrdoba ........... 
Coruña, La ......... 
Cuenca ............ 
Gemna ............ 
Granada ........... 
Guadalajara ........ 
Guipúzcoa ......... 
Huelva ............ 
Huesca ............ 
Jaen .............. 
Las Palmas ......... 
León .............. 
Lérida ............. 
Logrofio ........... 
Lugo .............. 
Madrid ............. 
Mlaga ............ 
Murcia ............. 
Navarra ............ 
Orense ............ 
Palencia ........... 
Ponlevedra ......... 
Salamanca ......... 
Sanla Cruz de Tenerife . 
Sanlander .......... 
Segovia ............ 
Sevilla ............. 
Soria .............. 
Tarragona .......... 
Teniel ............. 
Toledo ............. 
Valencia ........... 
Valladolid .......... 
Vizcaya ............ 
Zamora ............ 
Zaragoza .......... 
Audiencia Nadonal ... 

TOTAL ......... 

Pendientes 
en l?enem 

1990 

39 
1.380 

197 
. 
30 

556 
. 
. 

2ü5 
1.147 

193 
126 
323 
625 
30 

354 
163 
. 

686 
. 
82 

152 
284 
169 
163 
178 
84 

1.374 
51 

282 
155 
150 
96 

134 
6 
. 

201 
16 

261 
38 

429 
28 
45 

972 
46 

446 
42 
98 

163 

12.219 

Enidmite en el 
Juzgado31-12.89 

Ari.ü37fl.'y 
2?y M l l l ?  

Can 
prpcesado 

Enb 
1Peneroy 

31 diciembre 

- 
19 

131 
104 
. 
8 
. 

109 
. 
. 
45 

262 
31 
40 

721 
192 
33 
40 
56 
. 

119 
. 
21 
84 

101 
57 
43 
25 
22 

440 
145 
118 
39 
47 
18 
42 
31 
. 
95 
6 

232 
13 
84 
5 

12 
493 
154 
96 
31 
82 
27 

4.493 

Sin 
procesado 

Ar1.&37B? 
y 64112: 

1 

Reabierios 
anos 

anlenores 

- 
. 
. 
. 
. 
. 
. 
40 
. 
. 
3 
. 
8 
3 

19 
2 
. 
. 
1 
. 
2 
. 
1 
3 
2 
. 
. 
4 
1 
2 

12 
1 
. 
5 
. 
. 
1 
. 
. 
. 
. 
. 
18 
. 
. 
1 
6 
1 
. 
5 
2 

143 

Aperiuras 
de 

juicio oral 

TOTAL 
casillas 

anlenores 

- 
58 

1.511 
301 
. 
38 
. 

705 
. 
. 

253 
1.429 

232 
169 

1.063 
619 
63 

394 
220 
. 

807 
. 

104 
239 
387 
246 
206 
207 
107 

1.816 
208 
401 
194 
202 
114 
176 
38 
. 

296 
22 

493 
51 

531 
33 
51 

1.466 
206 
543 
73 

185 
192 

16.855 

Acumu- 
lados 

. 
2 
. 
. 
. 
. 
. 

196 
. 
. 
2 
2 
. 
. 
. 
13 
. 
3 
. 
. 
78 
. 
. 
1 
1 
. 
1 
2 

63 
4 
. 
2 
. 
. 
. 
1 
. 
. 
2 
. 
3 
2 
1 
. 
. 

160 
2 
6 
. 
. 
6 

553 

SENTENCIAS DICTADAS 

Extincibn de 
respon- 
sabilidad 

RECURSOS 
DE CASACION 

Sobre. 
seimienlo 
numero 1 

delar1 . M 1  
(ari . 795) 

. 
3 

42 
46 
. 
2 
. 
2 
. 
. 
5 

34 
. 
3 
4 

117 
. 
4 
1 
. 
53 
. 
5 
2 
90 
25 
6 

10 
6 

97 
2 

39 
3 

32 
3 

32 
. 
. 
11 
2 

24 
6 

11 
2 

10 
188 

2 
27 
23 
7 

13 

994 

- 
Preparados 
par el Fiscal 

Preparados 
par las pade 

S.re. sa~mlenlo 
numero 2 

delar1.641 
(arl . 7951 

. 
1 

18 
. 
. 
1 
. 
5 
. 
. 
1 

46 
. 
14 
. 

291 
. 
2 
1 
. 

123 
. 
. 
6 

15 
19 
3 
7 
5 

51 
4 

13 
. 
68 
2 

60 
1 
. 
11 
1 

35 
. 
1 
. 
1 

230 
3 
3 
. 
8 

24 

1.074 

I 

CONDENATORIAS 

Absolu . 
lonas 

Confonns 
Fiscal 

Archivados 
por 

rebaldia 

. 
1 

17 
10 
. 
. 
. 
4 
. 
. 
3 

151 
. 
. 
20 
. 
. 
. 
6 
. 
9 
. 
. 
11 
87 
7 
3 
2 
. 

123 
14 
18 
1 
4 
1 
2 
. 
. 
1 
2 

13 
. 
8 
2 
. 
59 
10 
6 
2 

38 
9 

644 

TOTA! . 
sentennas Dlmnlonne 

I 

Delerados 
lalla 

. 
2 

21 
5 
. 
1 
. 
2 
. 
. 
3 

10 
. 
46 
. 

228 
. 
1 
. 
. 
2 
. 
. 
2 
2 
5 
. 
6 
. 
1 
3 

14 
1 
. 
. 
5 
. 
. 
1 
. 
42 
15 
1 
. 
. 
3 
4 
1 
. 
5 
2 

434 

lnhibidos 

. 

20 
119 
. 
39 
. 
2 
. 
. 

140 
3 
. 
. 
. 
M 
47 
. 
2 
. 
32 
. 
. 

154 
. 
2 

80 
1 
1 
6 
2 
9 
2 
. 
79 
1 
3 
. 
. 
. 
27 

1 
5 

21 
1 
6 

35 
1 

28 
37 
3 

974 

Conclush 
elavadas 

a la 
Audianda 

. 
1 3 8  

252 
121 
. 
9 
. 
41 
. 
. 
66 

647 
. 

106 
731 
258 
16 
40 

194 
. 

265 
. 
23 
53 

168 
97 
70 
26 
23 

569 
169 
135 
107 
13 
21 
55 
34 
. 
84 
17 

349 
19 

413 
7 

15 
4W 
102 
262 
11 
75 
36 

6.137 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado A5 

Sumarios ordinarios y los especiales del Libro N de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (exc epro Título 111) 

AUDIENCIAS 

Alava.. ......................... 
Albacele ........................ 
Alicanle ......................... 
Almerla ......................... 
Aslunas ......................... 

..... ................... Avila .. 
Badafoz.. .............. .. ... .... 
Baleares ........................ 
Barcelona ....................... 
Burgoc ........................ 
Cáceres ........................ 
Cádiz .......................... 
Castellón ........................ 
Ciudad Real ..................... 
Chrdoba ......................... 
Canina, La ...................... 
Cuenca ......................... 
Gemna ................... ..... 
Granada ........................ 
Guadalajara ..................... 
Guipúzcoa ...................... 
Huelva ......................... 
Huexa ......................... 
Jaén ........................... 
Las Palmas.. .................... 
Lehn ........................... 
Lerida .......................... 
LOgrOñO ........................ 
Lugo ........................... 
Madrid .............. ......... 
Malaga ......................... 
Murcia .......................... 
Navarra. ........................ 
Orense ......................... 
Palencia ........................ 
Pontevedra ...................... 

...................... Salamanca 
Santa C m  de Tenen'íe ............ 
Santander ....................... 
Segovia ......................... 
Sevilla .......................... 
Seria ........................... 
Tarragma ............ ........... 
Teniel .......................... 
Toledo.. ........................ 
Valenda ................... .... 
Valladolid ....................... 
Vizcaya ......................... 
Zamora ......................... 
Zaragoza ....................... 
Audiencia Nacional.. .............. 

TOTAL ...................... 
- - 

b$:itB L. B7~l,oI 1 M UIBP 1 1 !+b$~ 1 TOTAL -1 ?O%% 
I ~ R Q  2Q~Mlll v Mln? Iulciooral sabilidad Dlmnforme sentencias por elFlscal por las parles 1989 

SMTENCIAS DICTADAS 
RECURSOS 

Pendientes 
enlPenem 

1990 

101 
16 
80 
60 
428 
5 

170 
127 

3.370 
- 
17 
86 
16 
21 
38 
91 
9 
80 
80 
- 

181 
497 
5 
20 
107 
5 
10 
188 
14 
238 
6 

170 
6 
36 
31 
141 
4 

217 
23 
2 

302 
29 
35 
2 

153 
3W 
67 
66 
6 
40 
78 

7.763 
- 

Enhe 
IPeneroy 
31 didernbre 

33 
12 
262 
50 
476 
29 
95 
244 
721 
- 
39 
170 
132 
5 

137 
185 
12 
M 
137 - 
9 
86 
4 
31 
247 
30 
13 
34 
12 
239 
97 
66 
21 
33 
63 
92 
33 
196 
13 
7 

124 
50 
38 
10 
59 
444 
172 
47 
72 
134 
11 

5.255 

ReakMos 
añas 

anteriores 

1 
- 
- 
- 
21 - 
7 
15 
- 
- 
4 
1 
2 
1 
3 
4 
- - 
- 
- 
- 
3 - 
2 - 
- 
- 
4 - 
- 
3 - 
- - - 
- 
- 
10 - 
- 
- 
- - 
- 
1 
1 
6 - - 
- 
3 

92 

MNO 
por 

rebeldia 

1 
2 
15 
10 
- 
- 
1 
6 

277 
- 
- 
9 
- 
- 
1 - 
- 
1 
- 
- 
- 
7 
- 
4 
3 
- 
- 
2 
1 
37 
7 
2 
2 - 
4 
5 
3 
19 - 
- 
3 
- 
2 
4 
13 
187 
10 
2 
- 
4 
5 

649 

TDTAL 
casillas 

anteriores 

135 
28 
342 
110 
925 
34 
272 
386 

4.091 
- 
60 
257 
150 
27 
178 
280 
21 
104 
217 - 
190 
586 
9 
53 
354 
35 
23 
226 
26 
477 
106 
236 
27 
69 
94 
233 
37 
423 
36 
9 

431 
79 
73 
12 
213 
754 
245 
113 
78 
174 
92 

13.130 

Awmu- 
lados 

- 
- 
1 
- 
- 
- 
- 
39 
41 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
1 
- 
- 
- 
- 
12 - 
- 
- 
- 
- 
- 
2 
6 
2 - 
- 
- 
- 
- 
1 - 
2 
- 

4 
- 
- 
- 
- 
96 
2 - 
- 
- 
1 

210 

Dedarados 
falla 
(624) 

- 
- 
4 
- 
23 
- 
- 
1 
12 
- 
3 
1 - 
- 
- 
- 
- 
1 
1 
- 
- 
- 
1 - 
- 
- 
- 
6 
1 
2 
5 
2 
6 
- 
2 
5 
- 
6 - 
- 
6 
1 
2 
- 
- 
32 
4 
- 
- 
1 - 

128 

lnhlbidos 

69 
1 
6 
- 
7 
5 - 
2 

430 
- 
7 
3 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
1 
- 
- 
- 
- 
10 
2 
- 
1 
1 
- 
4 - 
1 
1 
- 
- 
1 - 

305 
1 
- 
2 
7 
1 
6 
1 
22 
36 
- 
- 
18 
2 

953 

Elevados 
Audiem 
mn uo 
mnclusa 

50 
18 
18 
1W 
384 
27 
121 
254 
121 
- 
40 
219 
150 
27 
153 
124 
16 
4 
194 - 
167 
- 
5 
18 
31 
35 
11 
40 
11 
188 
87 
169 
10 
54 
63 
221 
30 
64 
19 
7 
70 
39 
25 
2. 
52 
206 
131 
54 
68 
134 
14 

4.083 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Procedimientos delitos menores y flagrantes: (Ley Orgánica 10180) 

Estado B1 
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FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Diligencias previas instrz~idas desde 1 .O de enero a 31 de diciembre de 1989 

Estado B2 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado B3 

Diligencias preparatorias incoadas en los Juzgados de las Provincias desde 1 .O de enero a 31 de diciembre de 1989 



HSCALIA GENERAL DEL ESTADO 1 

Sumarios de urgencia incoados en los Juzgados de las Provincias desde 1 .O de enero a 31 de 
, diciembre de 1989 

Estado B4 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 
i 
l 

Sumarios ordinarios incoados en los Juzgados de las Provincias desde 1 .O de enero a 31 de , diciembre de 1989 

Estado B5 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado B6 

Procedimientos Abreviados de la Ley Orgánica 7/88 incoados 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Datos generales sobre el volumen de trabajo en la Fiscalía ditrante el año 1989 

Estado C 

AUDIENCLAS 

Alava ............... 
Albacele ............ 
Alicante ............. 
Almerla ............. 
Asturias ............. 
Avila ............... 
Badajoz ............. 
Baleares ............ 
Barcelona ........... 
Burgos ............. 
Cacees ............ 
Cadiz .............. 
Castellbn ............ 
Ciudad Real ......... 
Cordoba ............ 
C o ~ n a ,  La .......... 
Cuenca ............. 
Geroaa ............. 
Granida ............ 
Guadalajara ......... 
Guipúzcoa .......... 
Huelva ............. 
Huesca ............. 
Jaen ............... 
Las Palmas.. ........ 
Leon ............... 
Lérida .............. 
Logroño ............ 
Lugo ............... 
Madrid.. ............ 
Málaga ............. 
Murcia .............. 
Navarra ............. 
Orence ............. 
Palencia ............ 
Pontevedra .......... 
Salmanca .......... 
Sania CNZ de Tenerife. 
Santander ........... 
Segovia ............. 
Sevilla .............. 
Sana ............... 
Tarragona ........... 
Teruel .............. 
Toledo .............. 
Valencia ............ 
Valladolid ........... 
Vizcaya.. ........... 
Zamora ............. 
Zaragoza ........... 
Audiencia Nacional. ... 

TOTAL .......... 

Pmcadlmlentos 
pendientes 

Fiscalie 
1 enero 1989 

- 

41 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

890 
85 
- 

3.425 
- 
- 
85 
- 
- 
103 
50 
- 
22 
- 
21 - 
- 
- 

12.715 
1.732 
- 
- 
- 
- 
- 
3 

543 
55 
- 

1.373 
21 
282 
2 - 

1.020 
- 

1.500 
- 
- 

102 

Procedimientos 
Ingresadas 

1 enero 1989 a 
31 dic. 1989 

15.547 
13.889 
82.904 
37.227 

- 
5.127 
60.059 
103.958 

- 
- 

40.540 
85.340 
34.931 
24.710 
33.022 
76.838 
7.329 
76.997 
93.874 

- 
39.239 
19.532 
12.807 
37.729 
91.841 
30.066 
22.908 
20.845 
10.008 
52.088 
93.187 
67.596 
17.611 
9.759 
10.869 
71.572 
14.570 
46.638 
24.915 
12.167 
154.579 
3.950 
35.404 
7.050 
16.679 
150.389 
41.994 
44.675 
9.457 
72.717 
9.624 

TOTAL 

15.547 
13.930 
82.904 
37.227 

- 
5.127 
60.059 
103.958 

- 
- 

40.540 
86.230 
35.016 
24.710 
36.447 
76.838 
7.329 
77.082 
93.874 

- 
39.342 
19.582 
12.807 
37.751 
91.841 
30.087 
22.908 
20.845 
10.008 
64.803 
94.919 
67.596 
17.611 
9.759 
10.869 
71.572 
14.573 
47.181 
24.970 
12.167 
155.952 
3.971 
35.686 
7.052 
16.679 
151.409 
41.994 
46.175 
9.457 
72.717 
9.726 

HAN ASISTIDO 
JUZGADOS 

Fiscales 
lngreso 

- 
- 
- 
- 
- 
17 

10.331 
- 
- 
- 

13.249 
- 
- 
- 

12.016 
- 

6.945 
12.404 

- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

2.977 
- 
- 
- 
- 

4.490 
- 
- 

2.928 
- 
114 
- 

2.346 
13.987 

5.964 
4 
- 

2.879 
- 

12.852 
- 

8.021 
- 

111.524 

Fircal 

68 
233 
2 
69 - 
7 

188 
560 
- 
- 

277 
213 
15 
220 
20 
159 
2 
3 
50 
- 
16 
32 
5 
86 
91 
5 

241 
4 
10 
8 

170 
7 

178 
7 
20 
765 
2 
24 
166 
16 
35 
4 
7 
19 
4 

385 
627 
57 
15 
604 
2 

5.698 

AQUE 
AUDIENCIA Y 

Feceles 

362 
408 

3.522 
4.156 

- 
1.087 
977 

3.260 
91.117 

- 
703 

6.521 
4.309 
657 

3.305 
1.435 
219 
510 
601 
- 

3.648 
7.114 
379 

6.514 
1.486 
7.709 
577 
286 

4.457 
2.980 
4.642 
2.492 
1.025 
441 
243 

2.713 
539 

1.734 
817 
428 

6.629 
97 

1.124 
126 
684 

4.580 
3.927 
2.471 
300 

1.200 
179 

194.690 

ElFixal 

118 
17 
20 
23 
- 
46 
15 
58 
- 
- 
4 
21 
81 
46 
47 
18 
24 
10 - 
- 
89 
20 

- 15 
78 
9 
49 
41 
33 
52 
- 
19 
1 1  
19 
37 
52 
3 
13 
52 
67 
1 
9 

- 
23 
16 
2 
- 
2 
22 
- 
2 

1.284 

Pendienles 
Fiscalla 

1 enero 1990 

- 
39 

3.292 
32 - 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

1.920 
70 
- 

4.737 
- 
- 

102 
- 
- 
- 

125 
- 
22 
- 

32 
- 
- 
- 

10.173 
1.630 - 
- 
- 
- 
- 
- 

843 
32 
- 

3.585 
15 
- 
12 
- 

1.140 
- 

720 
- 
- 
68 

TOTAL 

691 
455 

3.731 
4.222 
- 

1.380 
1.207 
13.701 
91.117 

- 
860 

20.001 
4.533 
992 

3.404 
13.584 
350 

7.531 
13.005 

- 
3.940 
7.227 
468 

6.811 
1.556 
7.900 
721 

3.330 
4.625 
2.980 
4.682 
2.521 
5.614 
631 
385 

5.856 
607 

1.977 
992 

2.933 
20.646 

- 2 0 9  
7.214 
229 
788 

7.461 
3.927 
15.501 
395 

9.221 
212 

312.323 

JUICIOSORALES 
EN 

Teniente 
Fixal 

211 
. 30 

189 
43 
- 

247 
198 
52 
- 
- 

153 
210 
143 
289 
52 
115 
107 
66 
- 
- 

203 
93 
74 
219 
61 
142 
103 
34 
116 
- 
21 
18 
80 
153 
90 
212 
55 
77 
108 
158 
21 

- 1 1 2  
126 
76 
88 
- 
- 

176 
73 
- 
31 

4.825 

ASUNTOS 
DESPACHAOOS 

Teniente 
Fixal 

54 
18 
19 - 
- 
6 
6 - 
- 
- 
17 
10 
2 
36 
5 
47 
18 
2 
13 
- 
23 
- 
73 
6 

109 
11 
20 
- 
2 
12 
16 
- 
31 
21 
25 
138 
- 

3 
5 
4 
8 

17 
3 
9 - 
15 
- 
5 

240 
2 

1.052 

ElFixal 

16 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
3 
5 
5 
3 - 
- 
1 
- 
- 
- 
6 

- 
- 
- 
2 
10 
- 
- 
- 
- 
- 
2 
74 
7 
1 
1 
- 
1 
- 
- 
1 
- 
6 
1 
- 
- 
2 
- 
- 
149 

AUDIENCIAS 
A LA 

ElFiscal 

- 

- 
- 

1 1 1 5 -  - 
- 
- 
- 
11 - 
- - 
- 
- 
8 - 
- 
- 

- 
- 8 -  - 

3 
5 
10 

- 3 -  - 
- 
- 
- 
12 - 
- 

3 

- 2 2 4 1 2 1 8  
- 

5 

31 
4 
12 
- 
- 

26 
1 1  

190 

GUBERNATIVOS 
POR 

Wcales 

19 
63 
66 - 
- 
18 
122 - 
- 
- 
147 - 
- 

111 
100 
57 
40 
7 
4 
- 
34 

435 
107 
16 
56 
483 
573 
26 
17 
3 

224 
193 
13 
75 
617 
32 
12 

3.667 
2 
64 

1 4  
45 
4 
54 
53 
1 

924 
- 
- 
- 

8.488 

INSPECCIONES 
DE 

Teniente 
Rml 

12 
1 

- 
- 
- 
- 
- 

1 
2 
2 
5 

- 
- 
1 - 
- 
4 

- 3 2 1 1 3 5 -  - 
- 
- 
- 
4 
- 
- 
- 
- 
- 

8 
70 
- 
4 - 
4 

- 
1 2  

1 
- 
2 
- 
- 
3 
- 
- 
- 
126 

El Fiscal 

4.025 
1.318 
4.601 
1.580 
- 

1.125 
11.670 

29 
- 
- 

2.525 
6.471 
3.786 
6.211 
3.450 
3.003 
946 

1.370 
1.205 
- 

3.912 
1.151 
897 

2.650 
4.966 
1.523 
1.825 
2.176 
495 
- 

3.813 
5.466 
866 

3.211 
2.376 
4.420 
1.663 
826 

1.512 
452 
98 

1.910 
1.269 
1.802 
1.576 
470 

1.144 
269 

3.695 
1322 
1.552 

TOTAL 

141 
314 
87 
69 - 
31 
316 
560 

- 
441 
223 
17 
367 
125 
263 
60 
12 
67 - 
73 

513 
199 
216 
72 
744 
577 
38 
37 
189 
231 
402 
41 
120 

1.520 
34 
39 

3.838 
22 
107 
9 
69 
26 
67 
438 
643 
981 
20 
844 
4 

15.238 

A JUNTAS 
MUJER DE 

JUNTAS DE 

Teniente 
Fiscal 

- 
1 

- 

- 
- 
- 
- 
2 - 
- 
- 

318 
- 
6 - 
- 
- 
1 - 
- 

1 - 
2 

- 
- 
12 - 
6 - 
- 
1 

- 
4 
- 
2 
5 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
361 

Elflscal 

29 
14 
3 
25 

- - -  
42 
1 
6 
- 
- 
25 
35 
21 
2 
7 
10 
34 
1 
- 

- - -  
20 
13 
1 1  
27 
- 
15 
32 
18 
10 - 
- 
10 
35 
- 
6 
2 
- 

159 
17 
8 
1 
- 
- 
4 
10 - 
- 
9 
17 
1 - 

DIRECTAS 
SUMAROS 

Fimles 

6 

- 
- 
- - 
- 
1 
7 
20 
31 
- 
- 
1 
2 - 
- 
3 

17 - 
- 

16 
- 
- 
- 
- 
- 

18 
109 
3 
13 
- 

39 

- 
3 

- 
- 

8 
- 
15 

- 
- 
334 

Tenienle 
F i m l  

3.429 
1.408 
3.500 
4.478 
- 

1.126 
3.764 
3.211 
- 
- 

3.707 
5.315 
3.212 
4.780 
3.208 
2.513 
1.538 
4.546 
3.001 

- 
4.136 
3.811 
1.529 
2.892 
8.668 
3.812 
2.706 
1.489 
2.105 - 
7.424 
4.252 
2.988 
7.094 
2.574 
8,024 
1.052 
2.696 
2.655 
1.576 
370 

1.192 
1.870 
961 

2.211 
1.248 
3.382 
3.634 
2.185 
3.240 
1.121 

TOTAL 

34 
1 2 1  

- 5 5 6 -  
- 5 5 7 -  - 

- 
- 
- 
- 
5 
14 
27 
33 
- 

2 
3 - 
- 
13 

17 

- 
- 2 -  

30 - 
- 
- 
- 
26 
253 
10 
18 
1 
43 

1 3 5 3 -  

- 
6 

2 4 -  
- 
8 
9 
- 
18 

- 2 -  
- 
- 
609 

DE 
BENEFICENCIAY 

AüiORIDADES 

Fiscales 

- 

- 
- 
- 

- 4 4  

- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

3.799 
- 
- 
- 
- 
- - 
- 
- 
- 

- 6 6  
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
16 
- 
10 
4 
24 
- 
- 
- 
- 
- 

3.885 

VISTAS 
CON 

Tenienle 
Fiscal 

10 
3 
46 
8 

38 
35 
51 
- 
- 
26 
25 
50 
30 
12 
101 
10 
41 
90 

3 
67 
- 
28 
10 
1 1  
6 
10 
76 
- 
- 
- 
72 
2 
9 

180 
37 
47 
10 
21 
33 
21 
28 
9 

11 
5 
40 
30 
25 
88 
34 

PROTECCION 

TOTAL 

- 
1 3  

6 
7 - 

9 2 4  
- 
- 
- 
- 
13 - 
- 
- 

4.117 - 
14 - 
- 
- 
1 - 
8 - 
4 
5 
12 
3 - 
- 
12 - 
18 - 
- 
4 
3 

- 
25 - 
43 
13 
36 
- 
- 
- 
28 
11 

4.436 

DICTAMENES EMITIDOS 

F&s 

8.103 
10.332 
70.800 
31.201 

- 

2.876 
43.117 
68.190 
14.163 

- 
26.334 
44.217 
25.908 
12.578 
20.709 
71.322 
4.845 
62.865 
17.702 

- 
23.184 
37.316 
9.356 
25.227 
78.207 
16.706 
17.920 
7.429 
12.996 
71.532 
78.764 
57.878 
15.478 
1.650 
5.439 
55.415 
11.858 
42.816 
19.657 
7.107 

108.417 
4.597 
54.170 
4.036 
8.531 

102.071 
32.956 
71.534 
3.613 
52.259 
7.053 

EFECTUADAS 
ASISTENCIA 

Fiscales 

2 
361 
233 
280 
- 

237 
265 

1.592 
- 
- 
95 

1.315 
275 
131 
920 
418 
8 

626 
2.097 
- 

4.044 
571 
33 
94 
113 
6 
37 
520 
333 
827 
- 

9.916 
264 
98 
19 
603 
42 
258 
95 
70 
- 
9 
30 
3 
35 
909 
545 
172 
54 

1.508 
104 

POR 

Fiscales 
Ingreso 

- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

31.959 - 
- 

6.978 
28.307 

- 
- 
- 
- 
- 
- 

56.707 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

5.294 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 

22.812 
- 

12.202 
- 
- 

45.460 
- 

46.652 - 
4.207 - 

DE 

TOTAL 

41 
378 
282 
313 
- 
317 
301 
1.649 

- 
- 
146 

1.375 
346 
163 
939 
529 
52 
668 

2.187 - 
4.067 
651 
44 
149 
123 
32 
75 
M 
419 
827 - 

9.926 
371 
100 
34 
785 
79 
464 
122 
99 
34 
30 
58 
16 
56 
914 
585 
211 
96 

1.597 
136 

TOTAL 

15.557 
13.058 
78.901 
37.259 

5.127 
58.551 
103.389 
14.163 - 
39.544 
84.310 
32.906 
23.569 
27.367 
76.838 
7.329 
68.781 
78.615 

31.232 
42.278 
11.782 
30.769 
91.841 
22.041 
22.451 
16.390 
15.596 
71.532 
88.001 
67.596 
19.332 
11.955 
10.389 
67.859 
14.573 
46.338 
23.824 
9.135 

131.697 
7.699 
69.511 
6.799 
12.318 
149.249 
37.482 
122.089 
9.493 
61.028 
9.726 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

Asuntos civiles incoados en los Juzgados de Primera Instancia de cada una de las provincias del territorio en 1989 

Estado D 

Quiebms 

5 
5 
1 - 
- 
3 

15 
27 
- 
- 
- 
9 
- 
8 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
- 
6 - 
2 
2 
- 
1 
1 
2 

31 
12 
3 
- 
- 
- 
- 
- 
18 
25 
3 
- 
- 
- 
- 
- 
6 
2 
1 

188 

Demandas 
p o t y b n  

intimid . 

3 
2 

21 
. 
2 
9 

12 
44 
. 
. 
- 
1 
- 
14 - 
- 
5 
- 
8 
- 
- 
3 
1 
- 
1 
- 
4 
9 
- 

142 
3 
8 
7 - 
- 
- 
- 
57 
7 
2 
- 
- 
- 
- 
- 
9 
2 - 

376 

Dedadvos 
ordinarios 

387 
409 
208 

88 
409 

1.340 
1.229 

130 - 
- 
- 

812 
254 
857 
- 
- 

343 
317 
137 
397 
425 
858 
161 
640 
317 
573 

1.109 
1.119 

334 
4.907 

899 
971 
851 
- 
- 
- 
- 

4.989 
1.838 

963 - 
- 
- 
- 
- 

1.245 
278 
94 

29.888 

AUDIENCIA 
TERRITORIAL Divncbs 

107 
112 
29 
20 

109 
1.300 

654 
2.493 

- 
- 
- 

521 
37 

362 
- 
- 
91 
87 

631 
136 
144 
479 
61 

236 
146 
190 
744 
795 
99 

3.217 
451 
216 
298 
- 
- 
- 
- 

5.300 
2.623 

709 
- 
- 
- 
- 
- 

513 
67 
18 

23.055 

EJecutivos 

382 
955 
458 
102 
853 

3.405 
3.926 

23 
. 
. 
- 

1.291 
405 
996 
- 
- 

558 
814 

1.272 
595 
562 

1.857 
391 

1.854 
634 

1.310 
2.149 
2.636 

571 
22.199 
2.543 

990 
777 - 
- 
- 
- 

5.420 
3.803 
1.810 
- 
- 
- 
- 
- 

3.166 
258 
124 

69.589 

JUZGADOCDEV\PROVINCIA Separauonas 

250 
21 1 
54 
44 

175 
1.450 

912 
3.856 
- 
- 
- 

981 
283 
585 
- 
- 

147 
174 
434 
156 
226 
690 
73 

397 
180 
342 
912 

1.302 
256 

4.181 
685 
389 
537 
- 
- 
- 
- 

4.427 
2. 510 

684 
- 
- 
- 
- 
- 

730 
106 
35 

28.374 

Cuesóbn e 
wmpetencia 

Albacete .............. 
........... Ciudad Real 

Albacete Cuenca ............... ................ 
Guadalajara ............ 
Toledo ................ 

Astunas ................. Oviedo ................ 
............ Baleares ................ P . Mallorca 

............. Barcelona 
Tarragona ............. 

Barcelona ........... Gerona ............... 
Lenda ................ 
Vizcaya ............... 

Bilbao ................. Aiava ................. 
............. Guipuzcoa 

Burgos ................ 
Burgos ............. Sona ................. 

Cáceres ............... 
Caceres ............ Badaioz ............... 

............ C o ~ ñ a .  La 
Lugo ................. 

Canina, La .......... Orense ............... 
Pontevedra ............ 
Almerla ............... 
Granada .............. 

Granada ............ Jaén ................. 
Málaga ............... 
Sta . C m  Tenerife ....... 

Las Palmas .......... Las Palmas ............ 
La Rioja ................ Logroño ............... 
Madrid .................. Madrid ................ 
Murcia .................. Murcia ................ 
Navana ................. Pamplona ............. 
Santander ............... Santander ............. 

Seviila ................ 
Cbrdoba .............. .............. Sevilla Cádiz ................. 
Huelva ................ 
Valencia .............. 

............... Valeneia ............ Alicante 
Castellbn .............. 
Salamanca ............ 
Zamora ............... 

Valladolid Palencia .............. ........... 
León ................. 
Valladolid .............. 

.............. Zaragoza 
Zaragoza ........... Huesca ............... 

Teruel ................ 
TOTAL .................. 

Anendamientos 

47 
58 
12 
14 
52 

143 
141 

3 - 
- 
- 
93 
22 
95 
- 
- 
48 
56 
65 
33 
33 

116 
14 

111 
54 
83 

136 
223 
33 

868 
126 
78 

109 
- 
- 
- 
- 

440 
219 
40 
- 
- 
- 
- 
- 

188 
33 
13 

3.799 

6 
9 
. 
. 
5 

14 
10 
62 
- 
- 
- 
46 - 

141 
- 
- 
1 

12 
14 
4 
4 
9 
2 
2 
1 

18 
8 
6 
1 

164 
7 
8 
8 
- 
- 
. 
- 
23 
11 
6 
- 
- 
- 
- 
. 
16 
- 
1 

619 

Su nsh~ zpgo 
3 
1 
. 
. 
4 
7 

23 
126 
. 
. 
. 
17 
. 
6 
. 
. 
. 
3 
6 
4 
8 

10 
. 
6 
3 
1 
7 
9 
1 
66 
12 
6 
3 
. 
. 
. 
. 
35 
20 
5 
. 
. 
. 
. 
. 
8 
. 
3 

403 

Mms 
asuntos 

cuntenciasas 

291 
336 
181 
71 

370 
2.709 
2.432 

590 
- 
- 
- 

2.924 
720 
545 
- 
- 

224 
333 

1.266 
329 
212 

1.496 
147 
293 
323 
499 

2.518 
1.341 

764 
11.145 

944 
619 
690 
- 
- 
- 
- 

5.862 
4.207 

575 - 
- 
- 
- 
- 

875 
228 
203 

46.262 

Asunimde 
Jurisdiccibn 
voluntaria 

958 
1.198 

596 
343 

1.067 
4.320 
1.699 
4.378 
- 
- 
- 

717 
841 

1.893 
- 
- 

673 
1.270 
2.332 

917 
610 

1.678 
364 

1.559 
1.213 
1.203 
2.759 
2.168 

634 
13.151 
1.969 
1.153 
1.486 
- 
- 
- 
- 

3.696 
1.831 

629 
- 
- 
- 
- 
- 

2.689 
730 
537 

63.261 

Adopcimec 

5 
8 

11 
5 
6 

85 
10 

255 
- 
- 
- 
94 
12 
30 
- 
- 
6 

15 
46 
21 
12 
68 
7 
8 
6 

17 
21 
46 
2 

353 
15 
6 

24 
- 
- 
- 
- 

109 
35 
17 - 
- 
- 
- 
- 
72 
4 
6 

1.437 

lnlernmientos 

58 
55 
39 
37 

111 
275 
348 
- 
- 
- 
- 

295 
12 

342 
- 
- 
89 
43 

234 
89 

182 
326 
45 

559 
99 
24 

345 
81 
4 

2.104 
696 
21 7 

36 
- 
- 
- 
- 

564 
340 
130 
- 
- 
- 
- 
- 
99 
28 
19 

7.923 

Núm . asuntos 
inlewen . 
el M . F . 

1.415 
1.453 

600 
438 

1.344 
6.937 
2.732 
7.317 - 
- 
- 

5.589 
942 

2.668 
- 
- 

976 
1.523 
2.812 

906 
1.175 
2.364 

551 
1.357 
2.175 
1.839 
2.809 
4.132 

584 
13.093 
4.022 
1.814 
2.435 
- 
- 
- 
- 

8.025 
5.121 
2.370 
- 
- 
- 
- 
- 

4.065 
840 
575 

96.998 

NOm . total 
asvntosuviles 

incod . Juz . 

3.042 
3.397 
1.626 

730 
3.198 

14.842 
11.386 

- 
- 
- 
- 

9. 728 
2.358 
5.733 
- 
- 

2.185 
3.124 
7.245 
2.681 
2.418 
7.596 
1.266 
5.667 
2.978 
4.261 
8.897 
9.736 
1.824 

63.030 
8.503 
4.674 
4.826 
- 
- 
- 
- 

30.940 
17.469 
5.573 
- 
- 
- 
- 
- 

10.089 
1.604 
1.044 

263.670 

Núm . 
sentencias 
didadas 

1.144 
1.506 

591 
300 

1.247 
5.915 
6.092 
5.702 
- 
- 
- 

2.448 
1.449 
2.900 - 
- 

1.255 
11.24 
3.404 

937 
1.179 
3.779 

609 
1.868 
1.335 
2.406 
4.987 
4.300 
1.092 

22.867 
3.678 
2.223 
2.285 
- 
- 
- 
- 

18.117 
9.082 
3.224 
- 
- 
- 
- 
- 

5.755 
786 
354 

126.140 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado E 

Asuntos civiles iniciados en las Audiencias Territoriales desde 1 ." de enero 
a 31 de diciembre de 1989 

AUDIENCIATERRITORIAL 

Albacete .............. 
Baleares .............. 

............. Barcelona 
Bilbao ................ 
Burgos ............... 
Caceres .............. 
Coruña, La ............ 
Granada .............. 
Madrid ................ 
Oviedo ............... 
Las Palmas.. .......... 
Pamplona ............. 
Sevilla ................ 
Valencia .............. 
Valladolid ............. 
Zaragoza ............. 

TOTa ............ 

Compelennas 

10 
2 
3 
- 
- 
2 
1 
8 
19 
- 
1 
4 - 
2 
- 
- 
52 

JURlSDlCClON 
CONTENCIOSA 

Con relacion 
a personas 

79 
71 
- 
- 
- 
52 
630 
249 

1.091 
- 

229 
88 
- 

488 
- 
183 

3.160 

Con ralacldn 
a msas 

500 
383 
- 
- 
- 

516 
676 

1.312 
2.076 
- 

1.224 
342 - 

2.246 - 
796 

10.271 

JURlSDiCClON 
VOLUNTARIA 

ASUNTOSEN QUE INTERVINO 
ELMINISTERIO FISCAL 

TOTAL 
asuntos 
Iniciados 

592 
456 
3 
- 
- 

572 
1.507 
1.569 
3.485 - 
1.475 
434 - 

3.025 
- 

979 

14.097 

Con relacidn 
a psnonas 

3 
- 
- 
- 
- 
1 
- 
- 
267 
- 
1 O 
- 
- 

255 
- 
- 

536 

NOmero 
asuntos 

63 
80 
- 
- 
- 
58 
153 
157 
870 
- 
196 
93 
- 

404 
- 
127 

2.201 

TOTAL 
sentencias 
dictadas 

637 
353 
- 
- 
- 

545 
1.05'2 
915 

2.688 
- 

974 
314 - 

2.590 
- 

637 

10.705 

- 
Con reladbn 

a msas 

- 
- 
- 
- 
- 
1 
- 
- 
32 
- 
11 
- 
- 
34 
- 
- 
78 

Total 
dicldmenas 

63 
60 
- 
- 
- 
61 
115 
389 
492 
- 
196 
93 - 
912 - 
73 

2.494 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado F 

Asuntos civiles tramitados en las Audiencias Provinciales 
desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1989 

procedentes de 

AUDIENCIAS 

Aiava ................. 
Albacete .............. 
Alicante ............... 
Aimeria ............... 
Asturias ............... 
Avila ................. 
Badajoz . . . . . . . . . . . . . . . .  
Baleares .............. 
Barcelona ............. 
Burgos ............... 
Cáceres .............. 
Cádiz ................ 
Casteilbn .............. 
Ciudad Real ........... 
Cbrdoba .............. 
C o ~ f i a ,  La ............ 
Cuenca ............... 
Gerona ............... 

.............. Granada 
Guadalajara ........... 
Guipúzcoa ............ 
Huelva ............... 
Huesca ............... 
Jaén ................. 
Las Palmas ............ 
Leon ................. 
Lérida ................ 
Logroño .............. 
Lugo ................. 
Madrid ................ 
Málaga ............... 
Murcia ................ 

............... Navarra 
Orense ............... 
Palencia .............. 
Ponlevedra ............ 
Salamanca ............ 
Sanla Cruz de Tenerife . . 
Santander ............. 
Segovia ............... 
Sevilla ................ 
Soria ................. 
Tarragona ............. 
Teruel ................ 
Toledo ................ 

.............. Valencia 
Valladolid ............. 
Vizcaya ............... 
Zamora ............... 
Zaragoza ............. 

TOTAL ............ 

Cwnpalennas 

. 

. 
1 
. 

221 
3 

4 
. 
. 
. 
2 
. 
2 
. 
2 
. 
. 
6 
. 
. 
. 
. 
. 
1 
. 
. 
. 
1 
5 
1 
. 
2 
. 
. 
. 
. 

3 
2 
. 
. 

. 

. 

. 

. 
1 
. 
. 
. 
2 

259 

JURlSDlCClON 
Apelaciones 

Jugados 
de l.' Instantia 

23 
198 
124 
49 

1.099 
117 
39 
72 

165 
. 
42 

105 
29 
70 
70 

159 
15 
39 
82 
. 

513 
. 
31 
66 

807 
56 
19 
88 
50 

5.678 
173 
78 
29 

178 
44 
91 
22 

595 
447 
143 
277 

5 
27 
12 
72 
42 

1 
2.722 

14 
84 

14.861 

Asuntos en 

Juriulicci6n 
vo lunt~a 

. 
3 
3 
3 
6 
7 
9 
. 
. 
. 
. 
4 
6 

3 
25 
. 
10 
2 
. 
4 
. 
1 
5 

21 
. 
. 

120 
1 

17 
. 
4 
5 
2 
4 
5 
. 
7 
. 
. 
. 
. 
. 
1 
1 

11 
. 
36 
. 
10 

336 

CONTENCIOSA 
de asuntos 

TOTAL 

Juzgadw 
de Distrito 

172 
136 
383 

80 
. 
. 

21 1 
260 
. 
. 

129 
381 
119 
171 
207 
21 1 
115 
120 
419 . 
230 
. 

105 
144 
646 
285 
146 
132 
132 
. 

532 
40 

182 
. 

146 
324 
285 
245 
451 
100 
816 
44 

120 
50 

218 
372 

18 
267 
138 
463 

9.745 

aSuntOS 
Iramitados 
Audiencias 

195 
337 
511 
132 

1.326 
127 
259 
336 
165 
. 

171 
492 
154 
243 
280 
567 
130 
169 
509 
. 

747 
. 

137 
21 5 

1.475 
34 1 
165 
340 
184 

5.700 
706 
122 
21 8 
180 
194 
420 
307 
850 
900 
243 

1.093 
49 

147 
63 

291 
426 
19 

3.025 
152 
559 

25.391 

queinleNin0 
el Ministen'o 

Fiscal 

. 
7 
8 
2 

223 
26 
9 
5 
. 
. 
3 
7 
6 
2 
7 
. 
2 

10 
9 

16 
. 
1 
5 

196 
1 
3 

120 
5 

14 
3 
9 

35 
2 
5 

14 
2 

112 
24 
20 

143 
2 
1 
1 

15 
94 
. 

172 
. 
10 

1.361 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado G 

Juicios de faltos en los Juzgados de Distrito y de Paz de todas las provincias 

PROVINCIAS 

Alava ................................... 
..... Albacete ..................... ... 

Alicante ................................ 
Almena ................................. 
Astunas ................................. 

................................... Avila 
Badajoz ................................. 
Baleares ................................ 
Barcelona ............................... 
Burgos ... ....................... .... 
Cáceres .... .... .................... ... . 
Cadiz ....................... ... ...... 
CastelMn ................................ 
Ciudad Real ............................. 
Córdoba ........................... .... . 
Coruna, La .............................. 
Cuenca ................................. 
Gerona ...................... .... .... 
Granada ........................ ........ 
Guadalajara .. .. ................... .. .. 
Guipuzcoa ................... .. ........ 
Huelva .................... .. ......... 
Huesca ................................. 
Jaén ................... ... ........... 
Las Palmas .............................. 
León ............................ ....... 
Lérida ....................... ........... 
Logroño ....................... .. ..... 
Lugo ........................ ... ...... 
Madrid .................................. 

.......... Málaga ................... .. 
Murcia .................................. 
Navarra ................................. 
Orense ........................ ......... 
Palencia ................................ 
Pontevedra .............................. 
Salamanca .............................. 
Santa CNZ de Tenerfe .................... 
Santander ............................... 
Segovia ................................. 
Sevilla .................................. 
Soria ................................... 
Tarragona ............................... 
Teruel .................................. 
Toledo .................................. 
Valencia ................................ 
Valladolid ............................... 
Vizcaya ................................. 
Zamora ................................. 
Zaragoza .................... .. ...... ... 

TOTAL .............................. 

. 
Pandienlesen 

31 diciembre 1089 

1.985 
5.160 
2.897 
12.206 
13.793 
1.356 
2.845 
12.773 - 

- 
- 

Pe~mlanles 
ei, oanierior 

1.629 
4.413 
25.855 
10.024 
13.033 
1.391 
3.167 
16.594 - 

- 
- 

25.925 

FALTAS 

Jui& 
celebradm 

2.469 
2.958 
11.576 
3.623 
11.239 
1.168 
6.248 
8.201 
75.804 

- 
- 

15.370 

Por el Fiscal 

- 
4 
40 
12 
72 
12 
78 
36 - 
- 
- 
38 

SEMENCIAS 

CaMl'analOria~ 

1.435 
1.791 
6.876 
1.846 
7.156 
539 

2.917 
5.115 - 
- 
- 

9.100 

Terminedos 
pmolras 

resoluciones 

3.088 
4.488 
34.600 
10.266 
18.153 
4.593 
7.956 
31.097 

- 
- 
- 

26.182 

5.913 
8.173 
49.292 
16.071 
30.152 
4.558 
13.862 
35.477 
228.323 

- 
- 

50.630 

SEMENCIASAPELACDN 

Confinando 

486 
720 
986 
371 
978 
185 
583 
484 
- 
- 
- 

1.415 

Absoluloiiffi 

1.044 
1.1 67 
4.700 
1.777 
4.083 
649 

3.331 
3.086 
- 
- 
- 

3.270 
11.563 
3.072 
6.122 
17.597 
1.851 
22.208 
9.061 
- 

6.806 
5.961 
1.721 
8.139 
10.894 
4.389 
1.969 
1.946 
2.429 
92.318 
20.445 
7.419 
2.852 
1.922 
1.363 
8.464 
1.970 
20.093 
9.932 
1.468 
25.269 
509 

12.762 
617 

6.735 
48.830 
5.640 
17.013 
1.231 
6.276 

510.887 

JUICIOS DE 

TOTAL 

7.542 
12.586 
75.147 
26.095 
43.185 
5.949 
17.049 
52.071 
228.323 - 

- 
76.555 

Remando 

88 
311 
324 
69 
261 
37 
133 
212 
- 
- 
- 

310 

APELACIONES 

Por el 
pejudicado 

471 
360 
320 
132 
553 
73 
168 

' 315 
- 
- 
- 

510 
3.703 
5.595 
7.694 
7.698 
1.774 
5.346 
10.901 - 
5.777 
4.035 
1.520 
4.933 
9.830 
5.940 
3.503 
2.571 
3.321 
63.958 
16.064 
6.624 
3.562 
2.887 
2.387 
4.730 
2.719 
6.203 
6.267 
2.112 
32.534 

615 
6.045 
892 

4.101 
27.502 
4.319 
9.858 
1.712 
7.1 27 

435.055 

23 
15 
101 
69 
6 
3 

167 
- 
- 
3 
14 
9 

34 - 
57 
31 
46 
135 
41 
18 
9 
50 
3 
8 
9 
7 
24 
65 
228 
6 
36 
17 
- 
51 
6 
- 
26 
18 

1.629 

Por elacusado 

157 
714 
950 
306 
985 
137 
596 
571 
- 
- 
- 

1.302 
19.998 
14.613 
27.248 
30.828 
3.839 
15.589 
34.062 

- 
14.261 
15.009 
4.300 
15.494 
23.205 
13.806 
9.459 
8.734 
6.427 

245.496 
52.030 
22.451 
8.614 
9.364 
6.504 
19.595 
12.163 
22.297 
10.024 
4.675 
89.893 
1.680 
16.608 
1.812 
11.710 
113.459 
14.536 
43.283 
4.666 
32.347 

1.442.550 

211 
523 

1.052 
1.087 
128 
426 
806 
- 

567 
235 
357 
487 
801 
700 
495 
353 
985 

3.081 
1.445 
1.079 
479 
433 
356 
583 
302 
845 

1.116 
255 

3.026 
87 
761 
110 
478 
682 
286 
404 
400 
522 

32.151 

31.561 
17.685 
33.370 
48.425 
5.690 
37.797 
43.123 

- 
21.067 
20.970 
6.021 
23.633 
34.099 
18.195 
11.428 
10.680 
8.856 

337.814 
72.475 
29.870 
1 1. 466 
11.286 
7.867 
28.059 
14.133 
42.390 
19.956 
6.143 

115.162 
2.189 
29.370 
2.429 
18.445 
162.289 
20.176 
60.296 
5.897 
38.623 

1.953.437 

131 
139 
217 
287 
54 
68 
205 
- 
141 
40 
70 
90 
158 
193 
136 
85 
126 
444 
279 
340 
80 
98 
82 
153 
60 
332 
470 
60 

1.102 
48 
119 
55 
86 
197 
108 
181 
80 
153 

8.432 

16.010 1.799 
8.1W 3.167 
19.271 3.706 
23.409 3.769 
2.001 865 
8.916 3.258 
25.702 5.903 

- - 
9.664 2.417 
11.251 1.642 
2.759 802 
9.444 2.349 
16.506 4.032 
8.141 2.579 
5.983 2.340 
5.722 1.485 
3.678 1.705 

187.447 23.998 
38.319 8.853 
16.325 3.321 
4.931 1.472 
4.721 1.388 
4.345 1.237 
16.382 2.066 
9.356 1.281 
16.954 3.445 
5.545 3.256 
3.360 1.102 
60.073 17.218 
1.136 370 
13.304 3.279 
1.092 561 
9.062 1.923 
91.101 19.832 
10.928 2.121 
33.813 3.530 
2.638 792 
26.881 3.547 

874.761 183.185 

112 
311 
443 
469 
112 
180 
232 
- 

41 8 
246 
182 
151 
403 
323 
169 
83 
293 

2.301 
610 
551 
459 
176 
164 
249 
113 
544 
344 
135 

2.037 
47 
146 
51 
213 
369 
178 
186 
166 
212 ------- 

16.284 

1.904 
2.310 
3.969 
3.925 
909 

2.088 
4.998 
- 

3.261 
2.393 
714 

2.584 
4.521 
2.934 
1.647 
1.076 
1.646 
39.960 
7.21 1 
3.303 
2.131 
1.413 
1.149 
2.154 
1.437 
2.758 
3.01 1 
1.010 
11.923 

245 
2.766 
331 

1.700 
7.670 
2.196 
6.325 
860 

3.570 

170.111 

293 
439 
m 

1.412 
167 
474 
91 1 
- 

528 
339 
368 
557 
694 
576 
405 
329 
772 

2.860 
1.203 
1.002 
186 
436 
303 
692 
314 
627 

1.256 
215 

4.373 
97 
644 
97 
359 
542 
432 
399 
355 
495 

31.646 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado J 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia civil. 
desde 1.' de enero a 31 de diciembre de 1989 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Desistidos ................... ... .... 
......................................... Recursos de casacibn preparados por el Fiscal 

Interpuestos ........................... 
Despachados inadmisidn total ............. 

........... Despachados inadmisibn parcial 
Recursos de casaclbn interpuestos par las partes ....................................... ................... Despachados aVUon 

Despachados con dictamen .............. 
....................................................................................................... Recursos de revlsibn 

......................................................................................................... Recursos de queja 

................................................................................................. Cuesliones de competencia 

.............................................................................. Expedientes de ejecuciiin de sentencias exiranieras 

................................................................................................... Conllictos jurisdiccionales 

.................................................................................................. Demandas de error judicial 

Vistas ................................................................................................................... 

.................................................................................................... TOTAL 

Estado K 

Número 
de asuntos 

. 

6 

179 

234 

974 

183 

4ü 

1 

14 

235 

2 

7 

94 

1.977 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalía en materia social. 
desde 1 . " de enero a 31 de diciembre de 1989 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Número de recursos despachados ............................................................................................ 
.................... Despidos 985 

Recursos de msacibn .............................................................. Inmpacidades ................ 799 

Otras materias ................ 1.705 

.................................................................................................... Interés de Ley 10 

Senlencias n o l i i d a s  del Tribunal Central ..................................................................................... 

Numera 
de asuntas 

3.499 

3.489 

3.499 

30.0W 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO 

RESUMEN de los asuntos criminales (Sala 2." del Tribunal Supremo) despacha;dos 
por esta Fiscalía, desde 1 .O de enero a 31 de diciembre de 1989 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Procedimientos atribuidos al Tribunal Supremo en Pleno, constituido en Sala de Justicia. ................................................ 
interpuestos ........................... 

Recursos de casación par iníracclón de Ley y quebrantamiento de forma preparados por los Flscaies. 
Desistidos ........................... 

.................................................................................. Recursos de revisibn interpuestos por el Fiscal 

............... Interpuestos por las paries 
Recursos de súplica ............................................................... 

Interpuestos por el Fiscal ................ 

Apoyados total o parcialmente ............ 
Impugnados total o parcialmente .......... 

Recursos de casación Interpuestos por las partes, acordado en Junta de Fiscalla, respecto de ellos. 
Formular adhesibn ...................... 
Oponerse a la admisión total o parcialmente . 

Recursos de casación interpuestos en beneficio del reo ........................................................................... 
interpuestos en beneficio de los reos ....... 

Recursos de casacibn desestimados por dos Letrados .................................... 
....... Despachados con la nota de Jiisto" 

............ Con dictamen de pmcedentes 
Recursos da queja.. ............................................................... 

......... Con didamen de improcedentes.. 

Competencias ............................................................................................................ 
Causas cuyo conocimiento está atribuido a la Sala de lo Crkninal del Tribunal Supremo ................................................. 
Dictámenes de tasacidn de costas ............................................................................................ 

...................................................................................................... Dictámenes de varios 

TOTAL ............... .... ........................................................................... 

Numem 
de asuntos 

- 
230 

74 

5 

1 

- 

80 

1.758 

- 

1.573 

- 
19 

2.837 

12 

55 

39 

61 

72 

126 

6.942 



FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado LL 

RESUMEN de los asuntos despachados por la Sección de lo 
Contencioso-Administrativo de la Fiscalfa del Tribunal Supremo 

FISCALIA GENERAL DEL ESTADO Estado N 
l 
l 

RECURSOS CONTENCIOSOS ADMINISTRATIVOS 

Ley 62n8 
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